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De  loe  bienes,  de  la  propiedad,  y  de  eue  modiíicacionee. 

TÍTULO  PRIMERO 
De  la  clasificación  de  los  bienes. 

DISPOSICIÓN    PRELIMINAR 

[btígulo  333.     Todas  las  cosas  que  son  ó  pueden  ser  ob- 
jeto de  apropiación  se  consideran  como  bienes  muebles 
ó  inmuebles. 

Sentencia  de  22  de  Abril  de  X^^h,— Propiedad.-- Marca  de  fábrica. 

HECHOS 

A)  Demanda, — El  dueño  de  un  establecimiento  mercantil  en- 
tabló demanda  alegando:  que  hacía  ya  muchos  años  (desde  la 
fundación  de  dicho  establecimiento,  cedido  al  demandante  por  su 
padrey  á  éste  por  el -fundador),  que  éntrelos  géneros  que  se  expen- 
dían, figuraban  algunos  objetos  de  cristal  grabado  por  él  mismo  y 
esmaltados  con  un  aparato  que  por  su  forma  había  recibido  la 
denominación  vulgar  El  Candilón;  que  por  la  generalización  de 
este  nombre,  su  establecimiento  había  llegado  también  á  ser  co- 
nocido con  él,  en  vista  de  lo  cual  había  solicitado  y  obtenido 
la  concesión  de  la  marca  de  comercio  €  Candilón^;  que  en  la  mues- 
tra de  un  establecimiento  contiguo  al  del  demandante,  de  igual 
género  de  artículos,  constaba  la  misma  palabra,  y  que  siendo  pro- 
piedad suya  la  marca  referida,  pedía  se  declarase  que  los  deman- 
dados la  eliminasen  de  la  muestra  en  término  de  tercero  día,  y 
que  no  pudiesen  usarla  en  ninguna  forma. 
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B)  Cofiiesiación, — Los  demandados  opusieron:  que  la  indus- 
tria de  esmaltar  el  cristal  al  soplete,  lámpara  de  esmaltar  ó  candi- 
lón,  era  conocida  desde  hacía  mucho  tiempo  en  el  lugar  donde  los 
litigantes  tenían  sus  establecimientos;  que  la  concesión  de  la  mar- 
ca no  podía  entenderse  sino  para  prohibir  que  en  los  productos 
se  estampase  la  palabra  Candilón\  y  como  en  los  por  cUos  fa- 
bricados en  dicha  industria  no  estampaban  marca  alguna  distin- 
tiva, no  podía  haber  usurpación;  que  esa  palabra  CVj^/j'/Tt^;^  tenía 
dos  acepciones:  una  puramente  gramatical,  que  era  la  que  daba  el 
Diccionario  de  la  Real  Academia,  y  otra  técnica  ó  industrial,  que 
era  la  que  contenían  todos  los  Diccionarios  de  artes  é  industrias; 
resultando  de  ellos  que  la  palabra  Candilón  era  constitutiva  de  un 
aparato  especial  que  daba  su  nombre  á  la  industria  en  que  se 
usaba,  sin  que  pudiera  apropiársela  nadie  para  distintivo  exclusi- 
vo y  especial  de  su  establecimiento,  ni  atacar  con  ello  á  la  libertad 
de  industria  y  comercio  de  la  misma  índole,  por  lo  cual,  ella  por 
sí  sola  no  podía  constituir  marca  especial,  ni  su  inclusión  en  la 
misma  podía  tener  los  privilegios  de  la  marca;  que  no  habían  va- 
riado su  muestra  ó  comercio  de  modo  que  alterase  el  uso  ni  sen- 
tido de  la  palabra  Candilón,  ni  los  aditamentos  puestos  en  la  que 
ostentaban  en  la  actualidad  encubrían  ni  llevaban  por  objeto  la 
mala  fe,  el  deseo  ni  fin  de  engañar  ni  confundir  al  público,  toda 
vez  que  la  frase  Candilón  estaba  en  la  misma  forma  que  antes, 
pues  decía:  Cristal  grabado  y  Candilón ^  sin  que  las  palabras  Per- 
fumería y  juguetes^  que  la  precedían  y  subseguían,  afectasen  á 
la  de  Candilón^  calificándola,  ni  sustantivándola,  ni  transfor- 
mándola, pues  que  se  refería  á  otros  artículos  que  se  expendían, 
y  que  nada  tenían  que  ver  con  la  palabra  y  objeto  de  Candilón\ 
y  deduciendo  de  todo  ello  que  la  demanda  era  improcedente  y 
temeraria,  terminaron  suplicando  que  se  les  absolviera  de  ella, 
declarándose  que  estaban  en  el  perfecto  derecho  de  seguir  usan- 
do de  la  j)alabra  Candilón.  como  significativa  de  la  industria  li- 
bre á  que  se  dedicaban;  y  que  la  marca  concedida  al  deman- 
dante no  era  extensiva  á  prohibir  á  los  demandados  el  uso  de 
dicha  palabra,  imponiéndoles  perpetuo  silencio;  y  en  virtud  de 
la  reconvención,  para  el  caso  antes  expresado,  declarar  nulo  el 
certificado  concedido  al  demandante,  por  haberse  otorgado  por 
causas  contrarias  á  la  verdad,  y  comprendidas  en  el  caso  i.''  del 
artículo  ^j  de  la  ley  de  jo  de  Julio  de  1878^  á  cuyo  efecto  debe- 
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ría  intervenir  el  Ministerio  público;  con  imposición  de  las  costas. 

C)  Réplica  y  duplica, — Replicó  el  demandante  que  si  bien  su 
antecesor  al  establecer  su  industria  empezó  á  usar  de  la  palabra 
Cítndilán,  transcurrieron  catorce  años  antes  que  la  pusiese  en  la 
muestra;  que  el  demandado  no  había  usado  nunca  la  lámpara  de 
esmaltar  porque  no  sabía  manejarla;  que  la  palabra  Qandilón  no 
tenía  otra  acepción  que  la  gramatical  de  candil  grande,  porque 
como  término  técnico,  estando  en  la  misma  relación  que  las  tije- 
ras y  la  confección  de  trajes,  no  podía  significar  la  industria  de 
tallar  cristal;  que  como  dicha  palabra  no  era  denominación  gené- 
rica de  ninguna  industria,  no  estaba  reconocida  oficialmente  en 
el  Reglamento  de  la  contribución  de  subsidio,  y  que  era  inapli- 
cable al  caso  la  ley  de  jo  de  Julio  de  i8j8  por  referirse  á  la 
concesión  de  patentes  para  establecer  y  explotar  una  industria 
nueva.  Sostuvieron  los  demandados  al  duplicar  que  poseían,  y  ha- 
bían usado  el  Candilón  en  la  elaboración  del  cristal,  cuya  palabra 
tenía  una  acepción  técnica;  que  si  la  propiedad  de  la  palabra 
Candilón  se  la  atribuía  el  demandante,  por  haberla  ingeniado  para 
adoptarla  como  mote,  etan  aplicables  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  42g  del  Código  civil,  los  artículos  jjt/  y  i.()3i  sobre  pres- 
cripción, de  bienes  muebles,  y  si  la  fundaba  en  habérsele  concedi- 
do como  marca  de  comercio,  había  que  aplicar  la  ley  de  propie- 
dad industrial  de  30  de  Julio  de  1878. 

D)  Prueba  y  dictamen  fiscal. — Practicada  prueba,  se  oyó  al 
ministerio  fiscal,  que  propuso  se  declarase  nula  la  patente  concedi- 
da al  demandante,  porque  éste  lo  que  pretendía  era  el  uso  exclusi- 
vo de  la  palabra  Candilón)  y  al  solicitar  certificado  de  patente,  no 
teniendo  derecho  á  usar  este  privilegio  por  no  haber  sido  el  pri- 
mero que  ejerció  dicha  industria,  resultaba  el  caso  comprendido 
en  el  art.  43  de  la  ley  de  j¿7  de  Julio  de  1878. 

E)  Sentencia. — Sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  el 
Juzgado  dictó  sentencia  absolutoria  de  la  demanda  y  de  la  recon- 
vención; é  interpuesta  apelación  por  el  demandante,  la  Audien- 
cis^  dictó  sentencia  reconociendo  á  favor  de  éste  la  propiedad  de 
la  marca  de  comercio  que  le  fué  concedida  por  el  Ministerio  de 
Fomento,  y,  por  consiguiente,  el  uso  exclusivo  del  lema  El  Can- 
dilón, como  título  de  su  establecimiento  mercantil,  y  declarando 
á  su  vez  que  el  uso  de  la  palabra  Candilón  como  anuncio  del 
producto  conocido  en  la  localidad  de  los  litigantes,  con  estenoni- 


Digitized  by  VjOOQIC 


8  BB  LA  CLASIFICACIÓN  DB  LOS  BIBliBS  (ABT.  333 

bre,  no  perjudica  al  derecho  de  propiedad  de  dicha  marca,  absoK 
viendo,  en  su  consecuencia,  á  los  demandados  de  la  demanda,  y  al 
actor  de  la  reconvención  interpuesta  por  aquéllos. 

F)  Recurso  de  casación.— -YA  demandante  lo  interpuso  por  los 
siguientes  motivos: 

I.**  Disposiciotus  contradictorias  en  el  fallo,  (Art.  l.6g2,  nümc' 
ro  4.^,  Ley  de  Enjuiciamiento  civil).  Por  reconocer  la  propiedad 
de  la  marca  al  recurrente,  y  al  mismo  tiempo  absolver  de  la  de- 
manda á  los  demandados,  fundándose  en  que  el  uso  de  la  palabra 
de  la  marca  no  perjudica  á  dicha  propiedad. 

2°  '  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  resul- 
tante de  los  testimonios  presentados  por  la  parte  demandada,  al 
consignar  la  Sala  que  la  palabra  Candilón  es  el  nombre  con  que 
se  designan  ciertos  productos  de  cristal  fabricados  al  soplete. 

3.**  Infracción  de  los  arts,  Jjj,  J48  y  J4g  del  Código  civil  (y 
otras  disposiciones);  en  cuanto  la  sentencia,  sin  respetar  el  dere- 
cho de  propiedad  del  título  mercantil  concedido  al  demandante, 
autoriza  á  los  demandadois  para  seguir  empleando  la  palabra 
propia  del  mismo  en  su  muestra,  bajo  pretexto  de  que  significa  un 
producto  industrial. 

No  ha  lugar  al  recurso. 

DOCTRINA 

8i  bien  es  cierto  que  el  nombre,  titulo ,  marca  de  fábrica  ó  de  comer- 
cio obtenido  por  loe  procedimientos  de  la  ley  son  simbolo  del  crédito 
y  constituyen  uiia  propiedad  al  amparo  del  derecho  constituido  que 
no  consiente  la  usurpación,  ya  sea  ésta  clara  y  manifiesta,  ya  sea 
encubierta,  buscando  su  imitación  y  semejanza  con  aditamentos  inten^ 
cionaies  que  tiendan  á  inducir  á  error  al  comprador,  %%o  lo  es  menos  que 
cuando,  como  en  el  caso  de  autos,  el  titulo  ó  lema  concedido  se  toma  por 
una  tercera  persona  como  anuncio  de  venta  de  una  mercancía  que,  entre 
otras  también  anunciadas^  se  expenden  en  un  establecimiento,  bien 
puede  usarse  en  cuanto  no  se  empleen  medios  ó  formas  de  publuxición 
que  determinen  el  ánimo  y  la  intención  de  inducir  á  error,  y  esto  no 
ocurre  en  el  hecho  litigioso  porque  no  resulta  que  en  la  muestra  del  de- 
mandado esté  escrita  la  palabra  cCandilón»  en  términos  que  queden  obs^ 
curecidas  las  demás  palabras  de  la  muestra,  al  punto  de  que  alguien  ¡a 
jyueda  tomar  por  titulo  del  establecimiento. 
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JVo  hay  contradicción  en  el  fallo  al  declarar  que  el  recurrente  tiene 
la  propiedad  de  la  marca  de  comercio  concedida  por  el  Ministerio  de 
Fomento  con  el  lema  <E1  Candilón»,  absolviendo  al  propio  tiempo  á 
la  parte  demandada  de  la  demanda  contra  ella  deducida  para  que 
elimine  de  la  muestra  de  su  establecimiento  la  expresada  palabra,  apo^ 
yéndose  al  hacer  esta  declaración  en  que  su  empleo  no  perjudica  al  de- 
recho de  propiedad  de  la  marca,  toda  vez  que  no  hallándose  empleada  la 
referida  palabra  en  igual  sentido  en  la  muestra  de  la  tienda  de  los  de- 
mandados y  en  el  establecimiento  del  demandante,  pues  en  tanto  que  en 
aquélla  es  un  sustantivo  con  el  que  se  designan  en  una  localidad  ciertos 
objetos  de  cristal,  en  éste  es  un  nombre  propio  de  la  casa  de  comercio  del 
recurrente,  precedido  del  articulo  El,  es  indudable  que  la  distinción  que 
entre  una  y  otra  existe  hace  compatible ^u  empleo  por  la  parte  deman- 
dada con  el  derecho  de  propiedad  industrial  del  recurrente,  que  en 
mida  se  perjudica.  ^ 

No  ha  habido  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas 
refutantes  de  documentos  traídos  al  debate,  porque  no  hay  oposición 
en  que  á  más  del  significado  que  en  el  Diccionario  de  Artes  y  Ma- 
nufacturas y  en  el  de  la  Academia  se  da  á  la  palabra  Candilón,  y  le 
dio  el  recurrente  en  la  solicitud  que  dirigió  al  Ministerio  de  Fomento, 
tenga  en  cierta  localidad  el  de  cristal  fabricado  por  el  procedimiento 
del  Candilón,  y  en  este  concepto  se  use  esta  palabra  para  significar  el 
cristal  esmaltado. 

En  tal  sentido^  los  fabricantes  ó  industriales  de  cristal  esmaltado 
han  podido  anunciar  á  la  venta  su  mercancía  con  el  nombre  con  que  allí 
se  ¡a  conoce,  esto  es,  con  el  de  cCandilón»,  ypo*"  tanto,  la  sentencia  que 
asi  lo  declara  no  infringe  el  art.  333  del  Código  civil. 


Clasificación  de  los  bienes. 

DISPOSICIÓN    PRELIMINAR 

(Art  333.) 

La  sentencia  acabada  de  exponer  no  aporta  dato  alguno  que 
pueda  servir  para  desvanecer  las  dudas  doctrinales  á  que  ha  dado 
lugar  el  art.  333.  Artículo  de  carácter  clasificativo,  por  decirlo 
así^  destinado  á  consignar  que  en  la  categoría  jurídica  de  bien 
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mueble  ó  inmueble  se  comprenden  todas  las  cosas  que  son  ó 
pueden  ser  objeto  de  apropiación,  fué  alegado  en  el  recurso  para 
consagrar  el  derecho  á  la  propiedad  y  uso  exclusivo  de  un  título 
o  lema  comercial,  bien  de  carácter  incorporal  como  lodos  los  de- 
rechos. 

Sobre  lo  fundamental,  descuella  en  esta  sentencia  el  influjo  de 
lo  circunstancial;  y  por  eso,  dando  á  cada  elemento  su  lugar  pro- 
pio, se  declara  que  £/  nopíbre^  titulo^  marca  de  fábrica  ó  de  comer» 
tiúf  ehkmJo  por  los  procedimientos  de  la  ley,  son  el  símbolo  del  eré- 
íHÍü^  y  anniHuycn  una  propiedad  al  amparo  del  derecho  constituido, 
que  no  awskfjte  la  usurpación,  sea  clara  ó  encubierta,  ó  buscando  su 
imítaciún  y  semejanza  con  aditamentos  intencionales  que  induzcan  á 
error  al  comprador. 

Kslíi  es,  por  decirlo  así,  la  regla  básica,  la  que  consagra  el  de- 
recho de  íípropiacidn  de  las  marcas  y  signos  comerciales,  contra 
cuyo  usn  exclusivo  nada  significan  en  el  terreno  de  la  ley,  ni  la 
astULÍu  íLbüscc.dora  de  imitaciones,  ni  la  semejanza  intencional 
(jue  imlti/i:a  á  equivocación  á  los  adquirentes  del  producto  co- 
mercial de  que  se  trata. 

La  m^nrca  ó  signo  es,  como  dice  muy  atinadamente  la  senten- 
cia, el  Síímbolo  del  crédito;  y  éste,  como  emanación  de  la  habili- 
dad^ de  la  honradez,  del  trabajo  ó  de  la  superioridad  del  produc- 
to^ es  alga  incorpóreo  que  se  corporaliza  y  determina  por  la 
marca  ó  lema. 

El  esfuerzo  ó  trabajo  individual  se  refleja  en  la  apropiación, 
y  de  aquí  surge  ya  el  medio  defensivo  de  la  exclusividad  ó  mo- 
nopolio del  signo. 

lín  el  caso  de  autos,  el  principio  general  mantenido  en  todo 
su  vigor  se  encuentra  influido  por  la  circunstancia  de  que  el 
lema  adopta  lo  es  á  la  vez  el  nombre  con  que  se  significa  el  apa- 
rato usado  en  la  talla  de  cristal,  cuyo  nombre  toma  también  el 
producto  industrial.  Por  esto,  sin  quebrantar  el  principio  general, 
ex  ¡1  re  Sil  la  sentencia  que  No  obstante  dicho  principio,  el  titulo  ó  lema 
concedido  d  una  persona  puede  usarse  por  un  tercero  como  anuncio 
de  venht  de  una  mercancía  que,  entre  otras  también  anunciadas,  se 
mndtn  tn  m  establecimiento,  en  cuanto  no  se  empleen  medios  ó  formas 
j/f  puMiciic^ún  que  induzcan  d  error. 

Partitulíit rizando  aún  más,  y  ya  con  relación  concreta  al  caso 
discutido,  sienta  la  sentencia  de  que  nos  ocupamos  la  doctrina  de 
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<]ue  Es  Iicií0  el  usiy  en  la  muestra  de  un  establecimiento  mercantil  de 
ia  pülabra  Candilón,  constitutiva  del  lema  de  una  marca  de  fábrica, 
Si  üfttélla  aparece  escrita  en  términos  que  no  queden  obscurecidas  las 
fiemas  palabras  de  la  muestra;  porque  entonces  constituye  un  sus  tan' 
¿Wú  c^n  ei  que  se  anuncian,  entre  otras  mercancías,  ciertos  objetos  de 
cristal  talladú,  y  nú  perjudica  ni  obsta  á  la  distinción  entre  dichos  ob- 
jetas y  el  nombre  de  una  casa  comercial  en  el  que  se  emplea  la  mis^ 
ma  palabra ^  aunque  calificada  por  el  articulo  <É1>  qiu  le  precede. 
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capítulo  primero 


D£   LOS    BIENf:S   INMUEBLES 

4VktÍcllo  334,     Son  bienes  inmuebles: 

^^     i,^     Las  tierras,  edificios,  caminos  y  construcciones 

de  todo  género  adheridas  al  suelo. 

2.°  Los  árboles  y  plantas  y  los  frutos  pendientes,  mien- 
tras estuvierea  unidos  á  la  tierra  ó  formaren  parte  integrante 
de  un  inmueble. 

3.°  Todo  lo  que  esté  unido  á  un  inmueble  de  una  mane- 
ra fija,  de  suerte  que  no  pueda  separarse  de  él  sin  quebranta- 
miento de  materia  ó  deterioro  del  objeto. 

4.^  Las  estatuas,  relieves,  pinturas  ü  otros  objetos  de 
uso  ú  ornamentación^  colocados  en  edificios  ó  heredades  por 
el  dueño  del  inmueble  en  tal  forma  que  revele  el  propósito 
de  unirlos  de  un  modo  permanente  al  fundo. 

5."  Las  máquinas j  vasos,  instrumentos  ó  utensilios  desti- 
nados por  el  propietario  de^la  finca  á  la  industria  ó  explota- 
ción que  se  realice  en  un  edificio  ó  heredad,  y  que  directa- 
mente concurran  á  satisfacer  las  necesidades  de  la  explota- 
ción misma. 

6.^  Los  viveros  de  animales,  palomares,  colmenas,  estan- 
ques de  peces  ó  criaderos  análogos,  cuando  el  propietario  los 
haya  colocado  ó  los  conserve  con  el  propósito  de  mantenerlos 
unidos  á  la  finca»  y  formando  parte  de  ella  de  un  modo  per- 
manente. 


Digitized  by  VjOOQIC 


r^t^m^- 


▲BT.  334)  DE  LOS  BIBNBS  INMUEBLES  13 

7.^  Los  abonos  destinados  al  cultivo  de  una  heredad,  que 
estén  en  las  tierras  donde  hayan  de  utilizarse. 

8.®  Las  minas,  canteras  y  escoríales,  mientras  su  materia 
permanece  unida  al  yacimiento,  y  las  aguas  vivas  ó  estan- 
cadas. 

9.^  Los  diques  y  construcciones  que,  aun  cuando  sean 
flotantes,  estén  destinados  por  su  objeto  y  condiciones  á  per- 
manecer en  un  punto  fijo  de  un  río,  lago  ó  costa. 

10.  Las  concesiones  administrativas  de  obras  públicas  y 
las  servidumbres  y  los  demás  derechos  reales  sobre  bienes 
inmuebles  (i). 

S.  de  16  de  Mayo  de  1894.— (Véase  art.  152), 


S.  de  17 de  Mayo  de  1898.— (Véase  art.  392 ^. 


(i)  Resolución  de  26  de  Mayo  de  i8g6, — Bienes  inmuebles. — Mejoras. 
— Las  mejoras  hechas  en  bienes  raíces  tienea  carácter  de  iniímebles,  confor- 
me al  Cddigo  civil;  no  obstante  lo  cual,  no  pueden  ser  objeto  de  contratación 
con  independencia  de  las  fincas  en  qne  se  hicieron,  excepto  en  los  casos  de 
los  arts.  1 12  y  1 13  de  /a  /'jr  Hipotecaria, 
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CAPÍTULO  II 


DE    LOS   BIENES   MUEBLES 


[rtículo  336.  Tienen  también  la  consideración  de  cosas 
muebles  las  rentas  ó  pensiones,  sean  vitalicias  ó  heredí  - 
tarias,  afectas  á  una  persona  ó  familia,  siempre  que  no  gra- 
ven con  carga  real  una  cosa  inmueble,  los  oficios  enagenados, 
los  contratos  sobre  servicios  públicos  y  las  cédulas  y  títulos 
representativos  de  préstamos  hipotecarios  (i). 


(i)  S.  del  Tribunal  Contencioso  Administrativo  de  6  de  Julio  de 
1895.  —Hichjs. — A)  Eq  escritura  publica  otorg-ada  por  A  y  B,  hizo  coas- 
tar  el  primero  que  todas  las  gestiones  que  había  hecho  para  obtener  del 
Ayuntamiento  de  Z  la  concesión  para  construir  y  explotar  un  mercado  de 
efectos  usados,  eran  por  mandato  del  segundo,  por  lo  que  renunciaba  A  en 
favor  de  B  la  citada  concesión  mediante  determinada  cantidad;  y  en  escritura 
posterior,  el  Ayuntamiento  de  Z  hizo  i.  A  Iz.  concesión  por  él  solicitada. 

B)  Presentados  en  la  ofícina  liquidadora  estos  documentos,  se  giraron 
dos  liquidaciones:  una  á  cargo  de  B  por  la  primera  escritura,  y  otra  á  cargo 
de  A  por  la  segunda. 

C)  B  no  se  conformó  con  estas  liquidaciones,  y  después  de  pagar  su 
importe,  acudió  al  Delegado  de  Hacienda,  pidiendo  que  las  dejara  s'n  efecto; 
y  si  á  ello  no  hubiera  lugar,  que  las  reformase  en  el  sentido  de  que  el  tipo 
aplicable  era  el  correspondiente  al  arrendamiento,  por  cuanto  el  acto  com- 
prendido en  la  escritura  primera  no  es  realmente  el  de  reruncia,  como  por 
redundancia  y  para  mayor  claridad  de  los  hechos  se  le  denomina,  sino  el  de 
elevación  á  escritura  pública  del  mandato  que  el  recurrente  tenía  otorgado  á 
A;  y  bajo  tal  concepto,  no  devenga  impuesto,  y  en  la  escritura  posterior  re- 
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Sentencia  de  4  de  Mayo  de  1897.  -Bienes  muebles.  ^Rentas  y  pen* 
ssimes.  (Véase  art.  1911). 

Bienes  muebles  é  inmuebles. 

(Arüculos  334  y  336.) 

A)  Bienes  inmuebles. — Los  artículos  enumerativos,  como  los 
334  y  335»  dedicados  exprofeso  á  determinar  cuáles  bienes  se  re- 
putan muebles  y  cuáles  inmuebles,  no  son  medio  apropiado  para 
el  cultivo  de  la  jurisprudencia.  La  incertidumbre  del  litigante,  la 
sospecha  de  si  el  Tribunal  inferior  procedió  por  equivocación  ó 
por  ignorancia,  no  resisten  la  evidencia  del  enunciado  legal.  Doc- 
trinalmente,  podrá  sostenerse  que  tal  cosa  es  mueble  ó  raíz,  pero 


stüta  ün  contrato  especial  de  coucesióa,  que  sí  algfuoa  semejanza   tiene  con 
los  liquidables,  es  tínicamente  con  el  de  arrendamiento. 

I?J  El  delegado  de  Hacienda  desestima  la  reclamación,  y  B  recu- 
rrió en  alzada  al  Ministerio,  el  cual,  por  Real  orden,  de  co.-iformidad 
con  lo  consultado  por  la  Dirección  geaeral  de  Contribuciones,  conñrmó  el 
acuerdo  apelado,  desestimando  la  alzada  por  carecer  B  de  personalidi^d  para 
reclamar  contra  la  segunda  liquidación,  y  por  ser  la  primera  conforme  á  lo 
prescrito  en  el  art.  18  del  Reglamento  del  impuesto  de  j/  de  Diciemhre 
de  i88i. 

E)  Contra  esta  Real  orden  interpuso  B  recurso  contencioso-administra- 
tivo,  acompañando  las  cartas  de  pago  de  las  cantidades  reclamadas,  y  poste- 
riormente formalizó  la  demaada  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  men- 
cionada resolución,  y  en  su  lugar  se  declare:  ^Wvj?r¿?,  que  tiene  personalidad 
legal  bastante  para  reclamar  contra  ambas  liquídacicner.  del  impuesio  do 
derechos  reales,  giradas  sobre  los  citaAas  escrituras,  referentes  ala  concesión 
para  construir  y  explotar  un  mercado  de  efectos  usados;  segundo^  que  esta 
concesión  no  está  sujeta  al  impuesto  de  derachos  reales,  y  en  otro  caso,  que 
sólo  ha  debido  liquidarse  una  de  dichas  escrituras,  y  ésta  por  el  concepto  de 
arrendamiento  de  cosas;  tercero^  que  en  ningiíu  caso  ha  debido  exigirse  el 
pago  del  impuesto  liquidado  hast\  tanto  que  se  cumpla  la  coudición  suspen- 
siva á  que  está  sujeta  la  concesión;  y  cuarto^  que  procede  la  devolución  del 
importe  de  dichas  liquidaciones,  por  haber  sido  declarado  nulo  el  contrato  de 
concesión  que  las  produjo.  Emplazado  el  Fiscal, «contestó  á  la  demanda  pi- 
diendo que  se  absuelva  á  la  Administración  y  se  conñrme  la  Real  orden  im- 
pugnada, con  imposición  de  costas  á  la  parte  actora. 

F)  El  Tribunal  de  lo  Contencioso,  previa  audiencia  á  las  partes,  dictó 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


16  DB  LOS  BIBNBS  MUEBLES  '    (aBT.  33S 

en  el  terreno  de  la  ley  no  hay  posibilidad  de  discutir,  v.  g.,  si  las 
estatuas,  relieves,  pinturas  á  otros  objetos  de  uso  ú  ornamenta- 
ción colocados  en  un  inmueble  en  forma  que  revele  propósito  de 
unión  permanente,  son  cosas  muebles  ó  raices. 

La  jurisprudencia  nada  tiene  que  suplir  ni  aclarar  sino  simple- 
mente ratificar. 

Atravesamos,  pues,  un  campo  yermo,  donde  las  escasas  sen- 
tencias que  se  encuentran  son  como  plantas  mustias  y  estériles 
extrañas  á  toda  idea  de  utilidad  y  aprovechamiento  jurídicos. 

La  infracción  directa,  por  decirlo  así,  de  los  artículos  334  y 
335f  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la  confusión  de  un  bien  de  naturaleza 
mueble  con  otro  raíz,  acusaría  un  nivel  excesivamente  bajo  en  el 
Tribunal  sentenciador.  Sin  alcanzar  grandes  alturas,  no  presenta 
por  fortuna,  tan  grandes  desniveles.  Las  citas  en  los  recursos  de  ca- 
sación (de  los  artículos  expresados),  han  sido  siempre  indirectas, 


sentencia  de  conformidad  con  la  súplica  -del  Ministerio  fiscal,  excepto  en  lo 
relativo  á  las  cosías. 

DOCTRINA 

En  cuanto  á  la  liquidación  primera  correspondiente  á  la  escritura 
oiorgada  por  el  Ayuntamiento  de  Z  y  por  J.,  sin  que  en  la  misma  inter- 
ffiniera  B,  y  girada  la  liquidación  á  cirgo  de  Áy  silo  éste  ó  quien  tenga  su 
representación  legitima  puede  reclamar  contra  ella^  y  es  notorio  que  B 
carece  de  personalidad  y  de  acción  para  intentarlo. 

Respecto  á  la  liquidación  segunda  correspondiente  á  la  escritura 
posterior,  en  ésta  A  trasmitió  á  B,  por  el  precio  de  25,000  pesetas 
anuales^  la  concesión  para  construir  y  explotar  un  mercado  de  efectos 
usados,  obtenida  del  Ayuntamiento  de  Z,  ejecutando  asi  un  acto  com- 
prendido en  el  art»  18  del  Reglamento  de  31  de  Diciembre  de  1881, 
vigente  en  la  fecha  mencionada,  toda  vez  que  los  contratos  sobre  servicios 
públicos  tienen  el  carácter  de  cosas  muebles,  con  arreglo  al  art.  336  del 
Código  civil. 

Por  ser  esta  transmisión  absoluta  y  de  inmediato  efecto,  es  improce- 
dente el  aplazamiento  de  pago  que  autoriza  el  art,  52  del  Reglamento  ci- 
tado para  los  actos  ó  contratos  en  que  medie  alguna  condición  suspensivo, 
y  cuya  aplicación  $e  pretende  en  el  tercer  extremo  de  la  súplica  de  la  de- 
manda. 

Tampoco  procede  la  devolución  del  importe  de  las  liquidaciones  que  se 
pide  en  el  último  extremo  de  la  demandn,  por  liáber  sido  declarada  nuia 
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por  vía  de  derivación,  porque  negándose  v.  g.  la  procedencia  del 
retracto  de  un  bien  inmueble,  se  ha  citado  como  infringido,  no 
sólo  el  artículo  del  Código  que  autoriza  la  acción  de  retracto,  sino 
también  el  que  define  la  naturaleza  del  bien  retraído. 

Ejemplos  nos  lo  dan  cumplidos  las  Sentencias  de  i6  de  Mayo 
de  i8g4  y  17  de  Mayo  de  i8g8.  En  ambas  se  trató  de  ejercitar  el 
retracto  de  comuneros.  En  la  primera,  el  retrayente,  partícipe  en 
una  Sociedad  minera,  llamó  á  su  dominio  las  acciones  que  otro 
partícipe  había  vendido.  Denegada  su  demanda,  citó  como  in- 
fringido al  interponer  el  recurso  el  art.  334,  núm.  8.°  y  el  Tribu- 
nal Supremo,  afirmando  que  dicho  artículo  considera  las  minas 
como  inmuebles,  estimó  que  la  mina  objeto  del  litigio  no  se 
poseía  en  común,  porqpe  los  derechos  en  la  misma  se  habían 
dividido  en  participaciones  determinadas  independientes,  repre- 
sentadas por  acciones. 

En  la  segunda  sentencia,  el  dueño  del  vuelo  pretendió  el  re- 
tracto del  suelo  que  había  sido  enajenado  por  su  dueño;  y  aunque 
en  el  recurso  de  casación  se  alegó  como  infringido  el  art.  334, 
núm.  2.**,  del  Código  civil,  el  Tribunal  Supremo,  dando  por  supues- 
to que  son  inmuebles  los  árboles  y  plantas  y  los  frutos  pendien- 
tes mientras  estén  unidos  á  la  tierra  ó  formen  parte  integrante  de 
un  inmueble,  no  estimó  expresamente  la  infracción  alegada,  pres- 
cindiendo de  este  detalle  para  desenvolver  la  doctrina  de  que  el 
vuelo  y  el  suelo  de  una  misma  finca  cuando  se  posee  distintamen- 
te  por  dos  propietarios  los  constituye  en  comunidad. 

Bienes  nnubles.  —El  eco  producido  por  el  art,  336  en  la  Juris- 
prudencia, es  aún  menos  sensible. 

Dos  sentencias  aluden  como  de  soslayo  á  dicho  artículo.  En 
la  pronunciada  por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso  Administrati- 
vo en  6  de  Julio  de  J8gs,  se  declara  que  la  concesión  hecha  por 
un  Ayuntamiento  para  construir  y  explotar  un  mercado  de  efec- 
tos usados  tiene  el  carácter  de  cosas  muebles,  y  versa  sobre  ser- 
vicios públicos. 


la  concesión  que  los  produjo,  por  cuanto  esta  cuestión  no  ha  sido  discuti- 
da y  resuelta  énlavia  gubernativa,  ni  puede,  por  tanto,  serlo  en  la  con- 
tenciosa ^  lo  cual  no  priva  á  B  de  su  derecho  á  ejercitar  sobre  este  punto 
las  acciones  que  ¡medan  corresponderle. 

2 
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La  Sentencia  de  4  de  Mayo  de  iSgj,  cuya  exposición  y  estudio 
corresponde  al  art.  i.Qir,  versó  sobre  el  siguiente  hecho:  El  Sín- 
dico de  un  concurso  pretendió  que  se  le  entregase  íntegramente 
el  sueldo  que  disfrutaba  el  concursado,  á  cuya  pretensión  se  opu- 
so el  Juzgado  y  la  Audiencia,  fundándose  en  el  art.  1.451  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  modificado  por  la  ley  de  J  de  Junio 
de  i8gs. 

No  aquietándose  el  Síndico,  interpuso  recurso,  entre  otros 
motivos,  por  infracción  del  art,  336  del  Código;  porque  habién- 
dose aplicado  indebidamente  el  art.  1.4^1  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, se  había  restringido  el  sueldo;  siendo  así  que,  según  el 
art.  1. 174.  de  la  misma  ley,  los  únicos  bienes  que  deben  quedar 
en  poder  del  concursado  son  los  exceptuados  de  embargo  por 
el  art.  1,44^,  entre  los  cuales  no  se  mencionan  los  sueldos  ni  las 
pensiones. 

Nótase  á  simple  vista  que  la  infracción  alegada  afectaba  á  la 
cantidad  y  no  á  la  sustancia,  puesto  que  no  se  ponía  en  duda  que 
los  sueldos  y  pensiones  tuvieran  el  carácter  de  bienes  muebles. 
El  Tribunal  Supremo,  inspirándose  en  un  sentido  de  equidad, 
mucho  más  digno  de  aplauso  que  la  estricta  aplicación  de  la  letra, 
mantuvo  la  doctrina  de  la  Sala  sentenciadora,  declarando  que  «La 
restricción  contenida  en  el  art.  1.451  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  subsiste,  ya  se  trate  de  un  concurso,  ya  de  un  mero  juicio  eje- 
cutivo, y  no  desnaturaliza  el  carácter  de  bienes  muebles  que  el  ar- 
ticulo 336  del  Código  atribuye  d  las  rentas  6  pensiones. 
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CAPÍLULO  III 


DE  LOS  BIENES  SEGIJN  LAS  PERSONAS  Á  QUE  PERTENECEM 


[rtículo  339.     Son  bienes  de  dominio  público: 

I.**  Los  destinados  al  uso  público,  como  los  caminos, 
canales,  ríos,  torrentes,  puertos  y  puentes  construidos  por  el 
Estado,  las  riberas,  playas,  radas  y  otros  análogos. 

2.^  Los  que  pertenecen  privativamente  al  Estado,  sin  ser 
de  uso  común,  y  están  destinados  á  algún  servicio  público  ó 
al  fomento  de  la  riqueza  nacional,  como  las  murallas,  fortale- 
zas y  demás  obras  de  defensa  del  territorio,  y  las  minas,  mien- 
tras que  no  se  otorgue  su  concesión. 

Sentencia  de  15  ÚBEneroúeíBSB,— Bienes  de  ¿iúmim'o/>üá/üo, 

HECHOS 

A)  Antecedentes  y  demanda, — En  terrenos  donados  por  D.  Jai- 
me el  Conquistador  á  la  ciudad  de  Valencia,  por  privilegio  conce- 
dido á  17  de  las  calendas  de  Octubre  de  1259,  en  cuya  donación 
comprendíanse  los  muros,  barbacanas,  valladar  y  plazas,  ó  sea 
todo  lo  destinado  á  la  defensa  de  la  ciudad,  una  Compañía  de 
ferrocarriles  ocupó  con  sus  carriles,  andenes,  agujas  y  edificios 
de  c'istinta  índole,  parte  de  dichos  terrenos,  que  constituyen  en  la 
actualidad  la  ronda  interior  de  la  ciudad,  los  solares  de  las  mu- 
rallas, y  el  vallado,  y  parte  de  la  ronda  exterior. 

El  Ayuntamiento  de  Valencia  demandó  á  la  Compañía  de 
ferrocarriles  solicitando  que  desalojara  dichos  terrenos  ó  abo- 
nara su  valor,  apoyando  su  pretensión  en  el  privilegio  otorgado 
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por  el  Rey  Conquistador,  en  sucesivos  actos  de  disposición  del 
Concejo  de  Valencia,  y  en  la  ocupación  por  la  Compañía  de  ferro - 
carríleti  de  los  terrenos  de  que  se  trata,  sin  que  mediara  indemni- 
zación ni  expropiación  voluntaria  ni  forzosa. 

B)  Contestación. — La  Compañía  demandada  evacuó  el  trasla- 
do de  contestación,  exponiendo  que  el  Estado  otorgó  la  conce- 
sión con  arreglo  á  la  ley;  que  la  estación  se  emplazó  según  planos 
aprobados  por  el  Gobierno  al  tenderse  la  línea  primitiva  ó  sea  la 
del  Grao  á  Valencia;  que  para  hacer  llegar  los  trenes' hubo  de 
abrirse  un  portillo  en  la  muralla,  previa  autorización  del  Minis- 
terio de  la  Guerra;  que  posteriormente,  la  Dirección  de  Obras  pú- 
blicas permitió  á  la  Empresa  el  ensanche  de  la  estación  de  Valen- 
cia y  construcción  de  nuevos  apartaderos,  lo  que  se  efectuó  des- 
pués de  haber  obtenido  también  autorización  del  Ministerio  de  la 
Guerra;  aduciendo  además  otros  actos  posteriores  del  Ayunta- 
miento, confirmativos  del  concepto  en  que  los  terrenos  en  cues- 
tión habían  sido  tenidos  hasta  la  demanda. 

Q  Réplica  y  duplica, — Demandante  y  demandado  sostuvie- 
ron los  hechos  ya  alegados,  añadiendo  el  primero  que  ninguno 
de  los  terrenos  en  litigio  corresponden  al  Estado,  y  el  segundo, 
que  los  aludidos  terrenos  constituyen  una  vía  publica  pertene- 
ciente á  la  ciudad  y  de  uso  común  de  los  vecinos,  existiendo  so- 
bre ellos,  desde  la  época  de  la  concesión  del  ferrocarril,  la  servi- 
dumbre legal  de  éste  y  de  su  propietario  el  Estado  de  cruzar  las 
vías  públicas. 

D)  Sentencia, — Pronunciada  la  de  primera  instancia,  en  ar- 
monía con  las  pretensiones  del  Ayuntamiento  demandante,  fué 
revocada  por  la  de  la  Audiencia,  que  absolvió  á  la  Compañía. 

E)  Recurso  tle  casación. — Fué  interpuesto  y  alegadas  las  si- 
guientes infracciones: 

I.**  La  ley  Qf,  titulo  28,  de  la  Partida  3.*".— El  privilegio  del 
Rey  D.  Jaime  y  el  art.  344  del  Código  civil,  porque  los  terrenos 
de  que  se  trata  pertenecen  al  Ayuntamiento  demandante. 

2.°  La  ley  ó.*,  titulo  28,  Partida  J.",  el  art.  JJQ  del  Código  ci^ 
vil  y  el  art.  20  de  la  ley  de  3  de  Junio  de  1833,  porque  al  absol- 
ver de  la  demanda  á  la  Compañía  ferroviaria  se  atribuía  al  con- 
cepto jurídico  del  dominio  público  un  significado  y  extensión 
contrarios  á  la  ley,  y  se  confería  al  derecho  de  las  Compañías  á 
ocupar  las  vías  públicas,  un  alcance  que  no  tiene. 
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3  *  El  art,  348  del  Código  civil  en  cuanto  siendo  el  terre- 
no del  Ayuntamiento,  se  concede  á  la  Con^pañía  de  ferrocarriles 
no  sólo  el  derecho  de  cruzarlo  con  sus  vías,  sino  el  de  aprove- 
charlo excltisivamente. 

4.®  El  art,  J4Q  del  Código  civil  y  el  principio  de  derecho  res 
ubi  cunque  sit  pro  dómino  suo  clamat  y  sentencia  de  18  de  Octubre  de 
j88j,  en  cuanto  se  absuelve  de  la  demanda  á  la  Sociedad  de- 
mandada en  el  extremo  principal  relativo  á  que  se  declarase 
de  la  propiedad  del  Ayuntamiento  de  Valencia  loo  terrenos  en 
cuestión. 

5  .**    Los  artículos  Jf  y  27  del  Real  decreto  de  11  de  Abril  de  1864. 

6.**  El  art.  jgó  de  la  ley  Hipotecaria  y  sentencias  del  Tribu- 
Dal  Supremo  de  ij  de  Diciembre  de  1 87 o,  6  Octubre  1874  y  2i  de 
Octubre  'de  J8g2. 

7.**  El  párrafo  ^.°,  art,  40J  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  senten- 
cia de  3  de  Marzo  de  j8go. 

8.**     La  sentencia  de  JÓ  de  Diciembre  de  l8g2;  y 

gS  El  art.  I,2i8  del  Código  civil  y  jg7  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  en  relación  con  el  núm,  7.®  del  art.  1.602  de  la  mis- 
fnd[ley. 

No  ha  lugar  al  recurso. 

DOCTRINA 

Siendo  el  terreno  que  el  Ayuntamiento  de  Valencia  pretende  reivindi- 
car, 9egún  se  reconoce  y  sienta  en  la  misma  demanda,  parte  de  los  que 
comprendían  las  murallas,  valladar  y  sus  rondas  interior  y  exterior, 
donados  á  la  ciudad  por  su  conquistador  el  Bey  D.  Jaime  I  de  Aragón 
en  1269,  como  muros,  barbacanas  y  valladares  qu€  constüuiafi  su  defensa, 
y  verificada  su  ocupación  por  la  Compañía  de  ferrocarriles,  en  virtud  de 
la  concesión  otorgada  por  el  Gobierno,  con  intervención  de  los  Ministerios 
y  Corporaciones  á  que  estaba  afecto  tal  terreno,  por  razón  de  los  servi- 
cios públicos  de  la  fortificación  nacional  y  de  vías  públicas,  lejos  de  in- 
fringir la  sentencia  las  disposiciones  legales  que  se  citan  en  los  dos  prime- 
ros motivos  del  recurso,  se  ajusta  á  ellas,  porque  el  art  20  de  la  ley  de 
Ferrocarriles  de  3  de  Juuio  de  1855  otorga  á  las  Empresas  de  esta  clase 
I08  terrenos  de  dominio  público  que  hayan  de  ocupar  el  camino  y  sus  de- 
pendencias, y  según  la  carta  del  Rey  conquistador  y  las  leyes  6.^  y  9,^, 
tit  28,  Partida  5.*,  y  los  articulos  344  y  339  del  Código  civil,  los  solares 
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qtic  ft  recurrente  rf.clmnn  en  el  concepto  de  propios  del  Ayuniamienfb  no 
Eran  tíel  pñtrimomo  wutticipal,  sino  de  dominio  público,  cuando  la  con- 
cesién  del  ferrocarrii  turo  lugar,  y  porque,  como  parte  de  caminos  públi- 
cos y  de  las  fortalezas  y  murallas,  defensa  del  ferntorioitacionat,  y  como 
cosa^  no  reservada»  ejrchisivamente  al  procomunal  de  la  ciudad,  se  com- 
prendieron en  dicha  üoíicesián  para  el  uso  limitado  que  la  sentencia 
declara. 

Es  inoportuna,  por  h  tanto,  la  invocación  de  los  artículos  348  y  349 
del  Código  üitñl^  que  cofttiencn  los  motivos  3.^  y  4.^,  en  el  supuesto  de  la 
exclwtiva  propiedad  nmnidpi  I  del  tei-reno  en  cuestión,  y  de  que,  en  virtud 
de  ¡a  CünecmÓíi  oiorgada  con  arreglo  á  la  ley  especial  citada,  la  Compa- 
ñía üonefiíiGnana  no  hubiese  adquirido  legalmente  su  uso. 

Los  müíiro»  5t°,  6^^^  7,^  y  8.^  se  refieren  á  un  razonamiento  que  no 
es  e^incial  del  fdHot  Ó  aeti  al  defecto  de  inscripción  en  el  Régisítro  de  la 
propirdüá  del  titulo  en  qtte  la  reivindicación  se  funda,  defecto  quelasen^ 
tencia  no  opone  tQmj.oco  como  eorcepción  contra  un  derecho  de  naturaleza 
inscribihte^  que  rmezm  de  tste  r*quibito  j.ara  accionar  con  él  válida- 
mente centra  íercrrc^  uno  como  demostración  de  que  la  falta  de  inscrip- 
ción^ cúnfürmr  con  la  pmcripcón  del  art,  5.°  del  Real  decreto  de  11  de 
Noviembre  de  1864^  que  exceptúa  de  ella  á  los  bienes  del  dominio  eminente 
del  Eittado  y  de  uso  de  todos,  debignando  especialmente  las  €carreteras» 
y  las  *mur atlas  de  las  cindades-»,  acredita  la  naturaleza  de  los  que  son 
objeto  de  eite  pleito;  y  por  lo  tanto,  que  las  leyes  y  doctrinas  invocadas 
en  dichos  wotivos  no  se  pueden  estimar  para  la  casación. 

No  se  demufBtra  ni  concreta  la  infracción  alegada  en  el  motivo  S.*^  de 
¡os  artieulos  1,218  del  Código  civil  y  697  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
,  Hinl,  porqne  no  aparece  que  se  haya  desconocido  la  prueba  que  los  doeu- 
mefitos  fruidos  4  los  autos  hagan  de  su  contea:to,  sin  que  se  les  haya  nega- 
do ejkacia  j^roresal  contra  las  prescripciones  de  la  ley  rituaria,  sino  qu^, 
á  pesar  de  su  conformidad  con  el  t  alor  probatorio  de  los  mismos,  en  cuan- 
to al  hecho  por  las  j-o/ones  legales  expresadas,  sienta  la  sentencia  condur 
8iún€$  contraria»  á  las  de  la  demanda. 

[  RTícuLo  544*  Son  bienes  de  uso  público,  en  las  provin- 
cias y  los  pueblos,  los  caminos  provinciales  y  los  veci- 
nales, las  plazas^  calles,  fuentes  y  aguas  públicas,  los  paseos 
y  tas  obras  publícasele  servicio  general  costeadas  por  los  mis- 
mos pueblos  ó  provincias. 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


ABT.  334]    DB  LOS  BIBNBS  SEGÚN  LAS  PEBSOÜAS  23 

Todos  los  demás  bienes  que  unos  y  otras  posean,  son  pa- 
trimoniales, y  se  regirán  por  las  disposiciones  de  este  Código, 
salvo  lo  dispuesto  en  leyes  especiales,  (i). 

Sentencia  de  15  de  Enero  de  1898.— (Véase  art.  339.) 


Bienes  de  dominio  público  nacionales, 

(Artículo  339). 

Sigue  siendo  escaso,  escasísimo,  el  caudal  de  la  jurispruden- 
cia. Artículos  todos  los  del  capítulo  presente  de  orden  enunciati- 


(i  '     Real  orden  de  3  de  lulío  de  \9^h.— Bienes  patrimoniales, 

HECHOS 

Al  formarse  el  Registro  ñscal  de  ñocas  de  *  se  incluyeron  en  la  misma  los 
edificios  destinados  á  Matadero,  pescadería  y  plaza  de  abastos.    , 

Reclamada  por  el  Alcalde  la  exclusión  de  los  referidos  edificios  por  en- 
tender qne  como  bienes  comunes  gozaban  de  exención  perpetua,  la  Delega- 
ción de  Hacienda  desestimó  la  pretensión,  y  recurrida  en  alzada,  se  dictó  Real 
orden  estableciendo  la  siguiente 

DOCTRINA 

Lo9  edifinos  desuñados  á  mercado ,  pescadería  y  plaza  de  abastos^  no 
jpueden  considerarse  bienes  comunes  de  los  pueblos,  sino  patrimoniales  de 
los  mismos,  según  el  párrafo  segundo  del  art,  344  del  Código  civil,  por 
no  ser  enumerados  como  de  uso  público  en  el  párrafo  primero  del  mismo 
ariieulOy  ni  ser  su  disfrute  del  vecindario  en  común  y  gratuitamente, 
desde  el  momento  en  que  los  servicios  que  en  los  mismos  se  efectúan  se 
sujetan  á  arbitrios  determinados  que  se  subastan  y  adjudican  á  persona 
determinada  en  público  remate. 


Sentencia  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  Administrativo  de  20  de 
Abril  de  1897.  —  Teatro. — Leyes  desamo rtizador as. 

HECHOS 

Anunciafla  en  el  cBoletín  de  Ventas  Nacionales»  la  cuarta  subasta  de  un 
teatro  procedente  del  hospital  de  la  Santísima  Trinidad,  y  celebrada,  fué  ad- 
judicado en  precio  de  40.000  pesetas  á  X, 

La  Dirección  del  hospital  reclamó  contra  la  venta,  y  suspendida  la  adju- 
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vo,  preséDtanse  las  mismas  diñcultades  ya  apuntadas  para  que 
pueda  haber  discusión  legal. 

En  terrenos  que  fueron  donados  por  D.  Jaime  el  Conquista- 
dor á  la  ciudad  de  Valencia,  y  en  los  cuales  iban  comprendidos 
todos  sus  elementos  de  defensa,  torres,  valladares,  barbacanas^ 
etcétera,  una  Compañía  ferroviaria  ocupó  lo  necesario  para  ten- 
dido de  carriles  y  agujas,  construcción  de  estación  y  andenes,  etc. 

Promovióse  contienda  sobre  si  dichos  terrenos  eran  privati- 
vos del  Ayuntamiento  de  Valencia,  ó  por  el  contrario,  de  domi- 
nio y  uso  públicos,  decidiéndose  por  la  Sentencia  de  is  de  Enero 
de  'j8g8  en  pro  de  la  segunda  proposición. 

£1  fundamento  doctrinal  pertinente  al  caso  condensado  en 
regla  de  jurisprudencia,  es  el  siguiente: 

Los  bienes  destinados  al  servicio  de  la  fortificación  nacional  y  vías 
públicas  no  son  de  patrimonio  municipal,  sino  de  dofninio  público^  y  et 


dicaci<5n  definitiva  y  elevado  el  expediente,  la  administracídD  de  Hacienda, 
propuso  se  desestimase  la  redamación  del  hospital,  ñmdándose  en  que  la  fin-- 
ca  no  se  hallaba  excluida  de  la  desamortización  que  se  disponía  en  los  ar^ 
ticulos  /.*  y  ¿6  de  la  ley  de  /."  di  Mayo  de  iS$s'»  ^^  ^^^  cuando  el  art.  88: 
del  Código  concede  facultad  á  las  personas  jurídicas  para  adquirir  y  poseer, 
no  era  de  un  modo  absoluto  respecto  de  los  establecimientos  de  beneficencia» 
porque  estos  se  rigen  por  leyes  especiales,  y  en  que  las  subastas  se  veriñca*. 
ron  con  arreglo  á  derecho. 

De  acuerdo  con  el  anterior  dictamen,  el  Tribunal  gubernativo  desestimd 
la  solicitud  del  hospital,  y  aprobó  la  subasta  del  teatro;  é  interpuesto  recurso 
contencioso  administrativo  contra  el  anterior  acuerdo,  el  Tribunal  absolvid 
á  la  Administración  general  del  Estado. 

DOCTRINA 

La  finca  de  que  se  trata  se  halla  comprendida  en  el  art,  l.^  de  la  ley^ 
de  I855y  antes  citada^  y  en  tul  concepto  se  incluyó  en  los  inventarios  y  se 
anunció  diferentes  veces  su  venta  en  distintas  épocas,  sin  protesta  alguna 
de  la  Corporación  demandante. 

Aun  aceptando  la  propiedad  que  á  su  favor  alega  dicha  Corporación^ 
siempre  resulta  que  el  teatro  á  que  el  expediente  se  refiere  no  está  ocupa- 
do por  la  Beneficencia  provincial^  por  más  que  á  ella  pertenezca^  m.  se 
halla  destinado  á  servicio  público  alguno,  ni  hay  razón  grave  que  acense» 
je  su  conservación. 

Las  disposiciones  del  Código  civil  no  han  alterado  en  manera  alguna 
lo  establecido  en  la  legislación  desamortizadora^  según  se  desprende  dara^ 
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Estado  puede  otorgar  concetiones  para  un  uso  limitado  de  los  mismoSf 
como  V.  g.y  la  construcción  de  un  ferrocarril,  puesto  que  el  ari.  20  déla 
fey  de  ferrocarriles  de  1655  otorga  á  las  Empresas  los  terrenos  de  domi- 
nio público  que  hayan  de  ocupar  el  camino  y  sus  dependencias. 

Bienes  de  dominio  público  provinciales  y  municipales. 

(Art  3440 

Llámalos  el  Código  bienes  de  uso  público,  estableciendo  una 
aparente  diferenciación  con  los  bienes  de  dominio  publico,  cos- 
teados por  el  Estado  ó  pertenecientes  privativamente  á  éste  sin 
ser  de  uso  común. 

Tenemos,  pues:  bienes  de  dominio  y  uso  públicos;  bienes  de 


mente  del  art.  344  del  mismo,  y  de  todas  suertes,  nunca  podría  conceder- 
sele  efecto  de  reiroaciividad  hasta  el  extremo  de  impedir  una  venta  que 
debió  efectuarse  muchos  años  antes  de  su  publicación. 


Real  decreto  de  3  de  Agosto  de  1899. 

HECHOS 

A)  Antecedente* —  Varios  vecinos  de  un  lugar  dedujeron  demanda  contra 
uno  de  sus  convecinos,  en  la  que.  alegando  poseer  el  pueblo  un  horno  desti- 
nado á  cocer  pan  y  ediñcado  á  sus  expensas,  y  haber  construido  el  demanda- 
do una  pared  apoyada  sobre  la  del  horno,  á  pesar  de  no  tener  la  ñnca  colin- 
dante servidumbfie  de  medianería,  solicitaron  que  se  le  condenase  á  derribar 
la  pared  construida  sobre  la  del  repetido  horno. 

B)  Cuestión  de  competencia. — Requerimiento  de  inhibición. — Estimada 
la  demanda  en  primera  instancia,  y  pendiente  de  apelación  ante  la  superio- 
ridad, el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  requirió  de  in- 
hibición al  Juzgado,  fundándose  en  que  el  art.  $44  del  Código  civil  al  defi- 
nir determinadas  cosas  como  bienes  comunales,  comprende  las  que  son  de 
uso  comdn  de  los  pueblos,  y  que  el  art,  7^  de  la  ley  municipal  reconoce  como 
de  la  exclusiva  competencia  de  la  Administración  todas  las  cuestiones  rela- 
cionadas con  los  usos  y  aprovechamientos  de  los  pueblos. 

C)  Contestación  al  requerimiento, — El  juex  se  declaró  competente  para 
el  conocimiento  del  asunto,  porque  el  homo  no  era  propiedad  comunal,  sino 
que  pertenecía  colectivamente  á  los  mismos  vecinos  que  lo  edificaron,  debien- 
do ser  considerado  como  propiedad  privada,  y  porque  tratándose  en  el  juicio 
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dominio  público,  pero  de  uso  no  común,  y  bienes  de  uso  público. 

Sin  entrar  en  el  terreno  de  la  crítica,  hemos  adoptado  una  cla- 
sificación en  dos  términos,  comprendiendo  bajo  el  enunciado  de 
Bienes  de  dominio  publico  provinciales  y  municipales ,  los  que  el 
Código  enumera  en  el  art.  J44,  y  cuya  característica  principal  se 
encuentra  en  la  procedencia  de  los  fondos  con  que  se  costean. 

Jurisprudencia  propiamente  dicha,  es  decir,  sentencias  emana- 
das del  Tribunal  Supremo,  no  existe  ninguna.  Una  Real  orden,  un 
Real  decreto  y  una  sentencia  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  Ad- 
ministrativo, son  las  únicas  resoluciones  en  las  que  ya  directa, 
ya  indirectamente,  ha  sido  aplicado  el  artículo  que  nos  ocupa. 

La  Real  orden  de  j  de  Julio  de  i8q$,  tiene  declarado  que, 

tLos  edificios  destinados  á  Mercados^  Pescaderías  y  Plaza  de  Abas- 
tos, no  pueden  conniderarse  bienes  comunales  de  los  pueblos^  sino  patri- 
moniales de  los  mismos,* 

Por  aquí,  lejos  de  esclarecer  la  Real  orden  aludida,  el  arlicu- 
lo  S44  nos    deja  en  las  tinieblas.  Cierto  que  dicha  resolución  mi- 


de la  desmembracidn  del  dominio  pleno  de  una  ñnca,  era  innegable  la  com- 
petencia de  los  tribunales. 

D)  Resolución. — Habiendo  insistido  el  Gobernador  en  el  requerimiento, 
se  tramitó  el  expediente,  resolviéndose  la  competencia  á  favor  de  la  autori- 
dad judicial. 

UOCTR1NA 

La  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con  motivo  de  la 
demanda  entablada  por  varios  vecinos  <í«...,  pidiendo  que  se  mandase  de- 
rribar una  pared  construida  sobre  otra  de  un  homo  edificado  á  expensas 
de  los  vecinos  de  dicho  pueblo,  y  que  no  estaba  sujeto  á  la  servidumbre 
de  medianerth. 

Por  haber  sido  construido  el  homo  de  que  se  trata  á  expensas  de  loa 
vecinos  del  pueblo  de...,  pertenece  colectivamente  á  los  mismos  vecinos^  y 
ha  de  ser  consideíado  como  de  propiedad  privada  y  no  siendo,  por  tanto, 
aplicables  al  coso  actual  las  dibj  osiciones  administrativas  que  se  refieren 
á  los  bienes  de  uso  público  en  las  provincias  y  los  pueblos. 

La  acción  ejercitada  eti  la  demanda,  es  la  negatoria  de  servidumbre  y 
la  declaración  de  la  ea^stencia  ó  inexistencia  de  una  servidumbre  es  una 
cuestión  de  dtrecho  civil  que  entra  de  lleno  en  la  competencia  de  loa  2W- 
bnnales  ordinarios. 
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nistcrial  se  dictó  con  un  fin  puramente  fiscal, y  el  poder  absorbente 
del  Ministerio  de  Hacienda  tiene  fuerza  bastante,  aunque  sólo  sea 
á  los  efectos  tributarios,  para  convertir  bienes  indiscutiblemente 
de  dominio  y  uso  público,  y  por  su  naturaleza  exentos  de  impues- 
to, eu  bienes  patrimoniales  y  sujetos  á  tributo,  pero  prescindiendo 
de  los  perturbadores  atentados  fiscales.  ^Cómo,  cuándo,  ni  por 
dónde,  un  Matadero,  una  Pescadería,  una  Plaza  de  abastos  han 
dejado  de  considerarse  romo  obras  públicas  de  servicio  general, 
y  en  su  consecuencia,  comprendidas  en  el  párrafo  i.**  del  art.  344? 
;Que  son  materia  de  aprovechamiento  económico,  imponiéndose 
arbitrios  sobre  los  mismos,  subastando  su  uso,  etc.?  Pero  ¿acaso 
esto  afecta  ó  altera  su  naturaleza  jurídica?  Los  caminos  provincia- 
les de  Guipúzcoa,  v.  g.,  son  también  materia  de  aprovechamiento; 
allí  rige  todavía  la  cadena  y  el  peaje,  y  se  subasta  su  explotación 
utilitaria.  Y  por  este  hecho  puramente  eventual  que  puede  subsis- 
tir ó  desaparecer,  ¿habrá  quien  sostenga  que  un  camino  costeado 
por  una  provincia  es  un  bien  patrimonial? 


La  sentencia  del  Tribunal  de  lo  Contencioso,  lleva  fecha  de 
20  de  Abril  de  iSgy,  y  por  ella  se  formula  una  interesante  declara- 
ción: es  á  saber:  tLas  disposiciones  del  Código  civil  no  han  alterado 
en  modo  alguno  la  legislación  desamor tizador a.  t 

Vemos  triunfante  nuestro  criterio  {Código  civil  comentado ^ 
tomo  if,  página  jig)  á  pesar  de  la  crítica  de  que  fué  objeto,  prin- 
cipalmente por  los  que  al  amparo  de  las  declaraciones  del  art.  38 
creyeron  resucitado  el  dominio  de  las  llamadas  manos  muertas. 

Finalmente,  el  Real  decreto  de  j  de  Agosto  de  i8gg,  decisivo 
de  una  compelenci  1  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  declara  que 
tel  horno  construido  d  expensas  de  los  vecinos  de  un  pueblo,  es  de  pro- 
piedad privada,  pertenece  colectivamente  á  dichos  vecinos,  y  no  puede 
considerarse  jamás  como  de  uso  público,* 
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TÍTULO  n 
De  la  propiedad. 


CAPÍTULO     PRIMERO 

DE  LA  PROPIEDAD  EN  GENERAL 

[rtícülo  348.     La  propiedad  es  el  derecho  de  gozar  y 
^  disponer  de  una  cosa,  sin  más  limitaciones  que  las  esta- 
blecidas en  las  leyes. 

El  propietario  tiene  acción  contra  el  tenedor  y  el  poseedor 
de  la  cosa  para  reivindicarla,  (i) 

Sentencia  de  21  de  Mayo  de  1892. — (Véase  art.  349.) 


Sentencia  de  6  de  Junio  de  1892.— (Véase  art.  582.) 


Sentencia  de  30  de  Mayo  de  \9%S,— Reivindicación  de  títulos 
de  la  Deuda. ' 

HECHOS 

AJ  Antecedentes. — Á  un  depositario  de  fondos  municipales, 
que  empezó  á  ejercer  su  cargo  y  continuó  ejerciéndole  sin  presta- 
ción de  fianza,  le  entregó  un  Ayuntamiento  (por  medio  del  depo- 
sitario saliente)  un  resguardo  del  Banco  de...  por  depósito'  de  di- 
ferentes titulos  de  la  Deuda  pública,  propiedad  del  Ayuntamiento. 
Dicho  depositario,  suscribió  un  pagaré  á  la  orden  del  Banco 


(i)    S.  del  Tribunal  Contencioso  Administrativo,  de  18  de  Marzo 
de  1897.— (Véase  art.  590). 
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de...  por  una  cantidad  recibida  de  éste,  renovado  varias  veces,  fir- 
mando la  última  el  Director  gerente  del  mismo,  un  documento 
según  el  cual  había  recibido  del  depositario,  en  garantía  del  crédi- 
to, los  títulos  referidos,  consignando  asimismo  que  estos  valo 
res  se  entendían  transferidos  al  Banco,  con  arreglo  y  para  los  fines 
expresados  en  sus  Estatutos. 

Incoado  expediente  por  el  Ayuntamiento  contra  el  deposita- 
rio por  desfalco,  entre  otras  diligencias,  declaró  un  corredor  de 
comercio,  quien  manifestó  que  en  la  pignoración  celebrada  entre 
el  depositario  del  Ayuntamiento  y  el  Banco,  no  intervino  con  tal 
carácter,  como  lo  demostraba  la  inexistencia  de  póliza,  sino  que 
se  limitó  á  proponer  tal  operación  por  prestar  un  servicio  partí- 
cular  al  primero,  sin  que  cobrase  nada  por  ello,  ni  hiciese  asiento 
en  sus  libros]  apareciendo  también  de  certificación  del  Secretario 
del  Ayuntamiento,  que  el  depositario  no  había  constituido  fianza, 
que  por  tal  causa  no  se  había  podido  practicar  embargo,  y  que  los 
bienes  particulares  del  mismo  estaban  afectos  á  las  resultas  de 
causa  criminal  por  desfalco,  y  no  alcanzaban  para  las  responsa- 
bihdades  de  ésta. 

En  el  sumario  de  la  causa  criminal,  declararon  varias  perso- 
nas que  habían  desempeñado  el  cargo  de  Alcalde,  que:  al  tomar 
posesión  no  se  habían  hecho  arqueos,  sino  sólo  inventario;  que  el 
Alcalde  no  veía  los  valores  que  debían  estar  en  Caja  bajo  la  cus- 
todia del  depositario;  que  se  hacían  arqueos  mensuales;  y  que  la  ' 
caja  no  tenía  tres  llaves. 

B)  Demanda. — El  Ayuntamiento  promovió  demanda  contra  el 
Banco,  solicitándola  devolución  de  los  títulos  de  referencia  obran- 
tes en  su  poder,  fundándose  principalmente  en  el  hecho  de  haber- 
se efectuado  la  pignoración  por  persona  que  aun  cuando  era  co- 
rredor de  comercio,  no  intervino  con  tal  carácter  en  la  operación. 
*  C)  Contestación. — El  Banco  se  opuso  á  la  demanda  solicitando 
la  absolución  por  las  siguientes  consideraciones:  que  si  bien  el 
corredor  de  comercio  no  intervino  como  tal,  fué  quien  propuso 
la  operación:  que  los  títulos  pignorados^eran  al  portador,  cuya 
posesión  llevaba  consigo  el  título  de  propiedad,  y  que  estaban  su- 
jetos á  una  legislación  especial  que  tenía  siempre  en  cuenta  las 
obligaciones  contraídas  á  favor  del  comprador,  y  que  la  causa 
criminal  había  puesto  de  manifiesto  la  negligencia  del  Ayunta- 
miento en  el  asunto. 
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D)  Sentencia.  — Continuado  el  pleito  por  los  trámites  legales  de 
las  dos  instancias,  la  Audiencia  dictó  sentencia  con6rmatori:i,  de- 
clarando reivindicables  á  favor  del  Ayuntamiento  los  títulos  cuya 
devolución  reclamaba,  y  condenando  á  la  Sociedad  Banco  de...  á. 
su  entrega. 

E)  Recurso  de  casación, — El  Banco  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, entre  cuyos  fundamentos  figuran  los  siguientes: 

I.**  No  poder  servir  de  base  para  el  fallo  recurrido,  la  doctrina 
consignada  en  uno  de  los  considerandos,  de  ser  un  principio  ge- 
neral de  derecho  admitido  en  nuestra  antigua  legislación  y  en  el 
Código  civil  vigente,  que  el  dueño  de  una  cosa  de  la  que  ha  sido 
injustamente  desposeído  tiene  acción  para  reivindicarla,  porque  la 
legislación  que  se  citaba  no  era  aplicable  al  caso  especial  de  autos, 
en  que  no  se  trataba  de  una  cosa  cualquiera,  sino  de  títulos  al  por- 
tador sometidos  á  disposiciones  especiales,  y  las  cuales  habían 
sido  infringidas  al  no  hacer  aplicación  de  ellas,  y  sí  de  doctrinas 
completamente  distintas,  y 

8.**  Infracción  del  art,  J,goo  del  Código,  toda  vez  que  la  omi- 
sión del  Ayuntamiento  estaba  bien  demostrada,  pues  no  exigió  al 
Depositario  fianza,  no  pudiendo  por  esto  cobrarse  de  ella;  no 
verificó  los  arqueos  dispuestos  por  la  ley  Municipal;  no  procuró 
que  sus  valores  estuviesen  custodiados  en  una  caja,  cuyas  tres  lla- 
ves debían  tener  el  Contador,  el  Interventor  y  el  Depositario,  sien- 
do por  tanto  el  Ayuntamiento  el  responsable  de  su  propio  daño. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso,  en 
virtud  de  la  siguiente 

doctrina 

Toda9  las  infracciones  aUgadas  en  los  tres  primeros  motivos  del  recur- 
so, se  fundan  en  una  confusión  de  conceptos  sobre  la  naturaleza  de  efec- 
tos al  portador  que  tienen  los  títulos  de  la  Deuda  pública,  y  las  condi- 
dones  especiales  que  han  de  concurrir  en  su  negociación  para  que  no  sean 
reivindicables,  pretendiéndose  demostrar,  merced  á  dicha  confusión,  la 
incompatibilidad  del  derecho  de  reivindicación,  con  la  cualidad  expresada 
inherente  á  tales  títulos,  siendo  asi  que  uno  y  otro  concepto  son  distintos, 
compatibles,  y  se  hallan  perfectamente  marcados  y  diferenciados  en  nues- 
tras leyes,  pues  si  por  ser  los  títulos  de  la  Deuda  pública  documentos  al 
portador  pueden  transmitirse  por  la  mera  tradición,  y  la  simple  posesión 
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del  titulo  implica  8u  propiedad^  esto  absolutamente  en  nada  obsta  á  que., 
para  prevenir  la  eventualidad  de  una  reivindicación^  y  para  mayor  garan- 
tía y  aseguramiento  del  crédito  público j  se  haga  constar  su  adquisición  de 
la  numera  especial  prevenida  en  la  ley  de  30  de  Marzo  de  1861,  en  la  de 
29  de  Agosto  de  1873,  y  en  el  art,  546,  número  3.^  del  vigente  Código  de 
Comercio,  sin  perjuicio  de  los  efectos  generales  y  comunes  á  esta  cíate 
de  documentos  al  portador^  y  del  riesgo  consiguiente  que  corre  quien  no 
96  ajusta  en  su  negociaron  á  las  condiciones  de  garantía  que  el  Agente  de 
Bolsa,  ó  en  su  defecto  el  Corredor  de  Comercio  ó  Notario,  prestan  con  su 
interveneión. 

Es  evidente  que  el  Tribunal  sentenciador  no  sólo  no  ha  infringido, 
sino  que  ha  aplicado  estrictamente  el  precepto  del  art.  566  del  Código  de 
Comercio  al  resolver  el  caso  del  pleito  por  las  leyes  especiales  antes  enu- 
meradas, que  determinan  las  condiciones  que  Juin  de  concurrir  en  la  ne- 
gociación de  los  títulos  de  la  Deuda  pública,  para  que  no  puedan  ser  rei 
vindicados  por  quien  indebidamente  los  ha  perdido-,  siendo  de  la  misma 
evidencia  que,  supuesto  el  derecho  de  reivindicación,  son  perfectamente 
aplicables  las  disposiciones  de  la  legislación  común  ^  puesto  que  nada  dis- 
pone la  especial  respecto  de  los  demás  requisitos  que  tiene  que  acreditar 
quien  ^ercita  la  acción  reivindicatoría. 

Las  prescripciones  de  los  artículos  548,  560  y  561  del  Código  de  Co- 
merdo,  en  nada  absolutamente  modifican,  ni  podrían  modificar,  según  el 
texto  del  566,  las  condiciones  con  que  han  de  ser  negociados  los  efectos  al 
portador  expedidos  por  el  Estado,  para  no  estar  sujetos  á  reivindicación, 
y  sólo  hubieran  podido  invocarse  pertinentemente  para  discutir  la  cues- 
tión, si  después  de  hecha  ei  forma  la  denuncia  del  extravio  ó  robo,  se  hu- 
biesen negociado  los  títulos  con  intervención  de  Agente;  pti-o  no  habiendo 
ocurrido  este  hecho,  es  indudable  que  la  invocación  de  dichos  artículos  es 
de  impertinencia  notoria. 

Según  tiene  dedaraio  este  Tribunal  en  sentencia  de  22  de  Noviembre 
de  1881,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  32  de  la  ley  de  S  de  Febrero 
de  1854,  son  operaciones  de  Bolsa  los  préstamos  con  garantía  de  efectos 
públicos  que  se  hagan  con  intervención  de  los  Agentes  de  cambio^  y  los 
Rectos  al  portador  no  son  reivindicables  siempre  que  «cow  las  formalida- 
des legales^  sean  negociados  en  Bolsa,  donde  la  hubiere,  y  donde  no,  in- 
terviniendo en  la  operación  un  Notario  público  ó  un  Corredor  de  Co- 
mercio, 

La  intervención  del  Agente  de  Bolsa,  como  la  de  Corredor  de  Comer- 
cio, y  la  del  Notario  en  la  negociación  de  los  efectos  públicos  de  ¿a  Deu- 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


32  DE  LA  PROPIEDAD  EN  OBNBBAL  (a^T.  348 

da,  no  puede  hacerse  de  cualquier  modo,  $ino  en  la  forma  prevenida  ya 
en  la  ley  de  Bolea,  ya  en  el  Código  de  Comercio,  ya  en  la  Uy  del  Notaria- 
do, según  el  carácter  del  funcionario  que  intervenga,  pues  dicha  forma 
constituye  á  su  vez  la  garantía  de  la  intervención,  y  es  la  base  de  todas 
las  responsabilidades  como  de  todos  los  efectos  que  deben  producirse;  no 
bastando,  por  lo  tanto,  para  poder  estimar  realizada  una  negociación  so- 
bre valores  del  Estado  con  intervención  de  alguno  de  dichos  funcionarios, 
la  circunstancia  de  gue  haya  mediado  un  Agente  ó  Corredor ^  con  carácter 
particular,  sin  autorizar  nada,  ni  extender  documento  alguno,  ni  hacer 
en  sus  libros  la  correspondiente  anotación,  aun  cuando  el  Banco  supiera 
que  era  tal  Corredor  de  Comercio,  puesto  que  no  era  asi  como  él  podía 
contraer  las  responsabilidades  itüierentes  á  su  cargo,  y  mucho  menos  no 
habiendo  mediado  ni  aun  de  este  modo  en  las  renovaciones  sucesivas  de 
préstanws  y  en  la  última  operación  por  virtud  de  la  que  se  entendieron 
transferidos  al  Banco  de...  los  títulos  pignorados. 

Por  último,  no  se  ha  cometido  la  infracción  del  art.  1.902  del  Código 
dvil,  porque  las  omisicnes  en  que  pudo  incurrir  el  Ayunf amiento  en  sus 
relaciones  con  el  Depositario,  nada  tienen  que  ver,  y  son  absolutamente 
independientes  del  derecho  ejercitado  en  este  pleito  por  la  expresada  Cor- 
poración, á  la  que,  por  otra  parte,  no  se  reconvino  concreta  y  especial- 
mente en  el  sentido  expuesto  en  dicho  motivo  al  contestar  á  la  demanda, 
sino  que  se  limitó  el  Banco  á  hacer  alguna  alusión  á  dichas  omisiones. 


Sentencia  de  8  de  Mayo  de  \99^.^Reivindicadón. 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — Interpuesta  demanda  por  A  contra  B  so- 
bre entrega  de  varios  efectos  públicos,  y  entre  ellos  un  título  de 
la  Deuda,  fué  dictada  sentencia  en  favor  del  demandante,  decla- 
ratoria de  su  derecho  de  propiedad  sobre  los  títulos  reclamados. 

En  ejecución  de  este  fallo,  ordenó  el  Juzgado  á  varias  depen- 
dencias  (Junta  Sindical  de  la  Bolsa,  Dirección  general  de  la  Deu- 
da publica  y  Gobernador  del  Banco  de  España)  la  retenció  nde 
dicho  título  si  se  presentaba  para  el  cobro  ü  otra  operación,  cuya 
retención  se  llevó  á  efecto  al  ser  presentado  para  su  pignoración 
en  el  Monte  de  Piedad. 

Hecha  la  retención  un  tercero  C  acudió  al  Juzgado  exponiendo 
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que  el  título  de  referencia  había  sido  de  su  propiedad  y  fué  ven- 
dido á  X  cpn  fecha  anterior  á  la  demanda  de  A,  por  mediación 
de  agente  de  cambio;  y  con  justificación  de  la  enunciada  transfe- 
rencia, mediante  testimonio  de  los  libros  del  agente,  pidió  el  al- 
zamiento de  la  retención. 

B)  Demanda, — Providenció  el  Juzgado  en  el  sentido  de  que 
C  pidiera  en  forma,  y  en  su  vista,  formuló  demanda  contra  los 
que  habían  sido  parte  en  el  pleito  incoado  por  A,  solicitando  el 
alzamiento  de  la  retención  y  que  se  dejase  el  título  á  la  libre  dis- 
posición del  demandante. 

C)  Sentencia,Stg}x\áo  el  pleito  por  sus  trámites,  dictóse  sen- 
tencia absolutoria.  Con  testimonio  de  esta  sentencia,  pidió  A  que 
se  requiriese  á  C  para  que  entregase  el  título;  y  como  recayera 
providencia  favorable,  C  interpuso  recurso  de  reposición,  recla- 
mando se  dejara  aquella  sin  efecto:  por  no  hallarse  en  su  poder  el 
título,  según  constaba  en  autos;  por  no  haber  sido  parte  en  el  plei- 
to promovido  por  A,  y  no  ser  posible  que  la  ejecutoria  en  él  re- 
caída contuviera  declaración  que  le  afectase,  y  porque,  aun  supo- 
niendo que  pose}  era  el  título,  no  era  posible  privarle  del  mismo  sin 
haber  sido  previamente  vencido  en  juicio  posesorio  ó  petitorio. 

Denegada  la  reforma  y  requerido  C  para  la  entrega  bajo 
apercibimiento  de  proceder  contra  sus  propios  bienes,  apeló,  dic- 
tando la  Audiencia  un  auto  por  el  que  se  declaraba  que  en  el 
caso  de  negarse  C  á  entregar  á  A  c\  título  de  la  deuda,  no  había 
lugar  á  exigirle  su  valor,  ni  á  hacerlo  efectivo  en  sus  propios 
bienes,  sin  perjuicio  del  derecho  á^  Aú,  entablar  la  acción  reivin- 
dicatoría contra  quien  viere  convenirle. 

D)  Recurso  de  casación, — Interpuesto  por  A  recurso  de  casa- 
ción, alegó  las  siguientes  infracciones: 

i.°     Ari,  J59  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

2.°  Párrafo  2^  del  art,  J48  del  Código  civil,  inspirado  en  el 
principio  de  derecho,  res  ubicumque  sit  pro  domino  suo  clamat, 
por  cuanto  se  dejaba  ineficaz  la  acción  reivindicatoría,  puesto 
que  á  pesar  de  dos  sentencias  firmes  declaratorias  de  la  propie- 
dad de  los  títulos  á  favor  del  recurrente,  se  manifestaba  en  el  auto 
que  no  estaba  obligado  el  requerido  á  la  entrega  del  título,  y  se 
le  obligaba  á  entablar  de  nuevo  la  acción  reivindicatoria,  á  me- 
dida que  fuesen  pasando  los  títulos  á  la  posesión  ó  tenencia  de 
diferentes  personas,  y 
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3.*    Art,  02J  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  negarse  al 
embargo  de  bienes  del  requerido. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 

DOCTRINA 

M  auto  contra  que  se  recurre  claramente  revoca  el  del  Juzgado  de 
primera  instnncia,  en  cuanto  por  él  se  mandaba  que,  de  no  entregar  re- 
querido el  titulo  de  la  Deuda  f  eclamado,  se  procediese  contra  sus  bienes 
por  la  Hade  apremio,  y  por  consiguientCj  no  contiene  defecto  de  pre- 
cisión alguno  (motivo  1.^). 

Tampoco  se  infringe  el  art.  348  del  Código  cioil,  invocado  {moti- 
vo  2.^),  pues  lejos  de  negar  la  acción  que  tenga  el  recurrente  como  pro* 
pietario  para  reivindicar,  expresamente  se  le  reserva,  y  sino  le  da  efec* 
to  en  este  procedimiento,  es  por  no  haberlo  ejercitado  formalmente  contra 
el  requerido. 

No  habiendo  sido  condenado  éste  á  entregar  eí  titulo  que  se  le  reclama, 
no  corresponde,  con  arreglo  al  art,  923,  exigirselo  en  diligencia»  de  cmw»- 
plimiento  de  ejecutoria  ni  embargarle  bienes  para  asegurar  la  entrega 
(motivo  3.^). 


Sentencia  de  14  de  Marzo  de  1896.— (Véase  art.  1.291.) 
Sentencia  de  15  de  Enero  de  1898.— (Véase  art.  339.) 
Sentencia  de  14  de  Diciembre  de  i898.-(Véase  art  392.) 

j^RTícuLO  349.  Nadie  podrá  ser  privado  de  su  propiedad 
sino  por  Autoridad  competente  y  por  causa  justificada 
de  utilidad  pública,  previa  siempre  la  correspondiente  indem- 
nización. 

Si  no  precediere  este  requisito,  los  Jueces  ampararán  y,  en 
su  caso,  reintegrarán  en  la  posesión  al  expropiado  (i). 


^i)    Real  decreto  de  14  de  Agosto  de  1894. 

HECHOS 
j4)     Antecedentes. — A^  como  marido  de  By  venía  poseyendo,  en  calidad  de 
dote  estimada,  ana  finca  aportada  al  matrimonio  por  su  mujer,  cuya  finca  f«é 


Digitized  by  VjOOQIC 


ART.  349)  DB  LA  PBOPIHDAD  BN  6BNBBAL  35 

Sentencia  de  21  de  Mayo  de  \^^t.^ Propiedad, 

HECHOS 

A)  Antecedentes  y  demanda, — Por  virtud  de  una  escritura  pú- 
blica, otorgada  en  Julio  de  1843,  A  vendió  al  Ayuntamiento  de  la 
ciudad  de  Valencia  un  terreno,  con  la  precisa  condición  de  que 
en  él  se  establecería  una  fábrica  de  gas,  entendiéndose  que  si  en 
cualquier  tiempo  se  destinaba  á  otro  uso  ó  cesaba  la  elaboración 
de  dicho  fluido,  se  resolvería  la  venta,  y  se  consideraría  que  el  te- 
rreno no  había  salido  del  dominio  del  vendedor. 

El  concesionario  del  suministro  del  gas  y  dueño  de  la  fábrica, 
adquirió  en  1858  de  D,  heredero  de  ^,.otro  terreno  contiguo  al 
primero,  bajo  la  misma  condición  de  retroventa,  y  en  1878  mon- 


ocopada  sin  cximpür  coa  las  formalidades  exigidas  por  la  ley  de  expropiacidn 
forzosa,  para  que  por  ella  atramsase  una  carretera. 

B)  CuestUn  di  competencia, — Promovido  interdicto  de  recobrar  y  falla- 
do á  faror  del  reclamante,  hallándole  el  atanto  en  vía  ds  apelación,  suscitó- 
se cuestión  de  competencia  á  virtud  de  requerimiento  de  inhibición  del  Go- 
bernador. Mantuvo  la  Audiencia  su  competencia. 

Q  Resolución  dé  la  competencia, — La  Presidencia  del  Consejo  de  Minis- 
tros la  decidió  á  favor  de  la  autoriiad  judicial. 

DOCTRINA 

iMpr^iieiñie  contienda  se  ha  suscitado  con  motivo  del  interdicto  incoa- 
do por  A  para  recobrar  la  posesión  de  una  finca  qxte  aparece  inscrita  á 
su  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad^  y  de  que  ha  sido  desposeiio 
para  la  construcción  de  una  carretera. 

Con  arreglo  á  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879,  las  diligencias  de  expro- 
piación habrán  ds  entenderse  con  el  que  resulte  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad ser  el  dueño  ó  tenga  inscrita  la  posesión. 

Apareciendo  la  finca  de  que  se  trata  iitscrita  en  el  Registro  de  li  pro- 
piedad á  favor  de  jB,  y  entregada  por  ésta  á  su  marido  como  dote  estu 
mada^  es  imludahle  que  con  éste  debieron  seguirse  las  diligencias  de  ex» 
propiacióny  y  que  al  aparecer  que  no  ha  tenido  esto  lugar,  es  de  aplicación 
rigurosa  el  articulo  4.°  de  la  referida  ley  de  10  de  Enero  de  1879,  toda 
vez  que  con  el  verdadero  dueño  no  se  han  llenado  los  requisitos  preveni- 
dos en  el  art.  3.^  déla  misma,  procediendo  por  tanto  el.  interdicto  j  y  es- 
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tó  una  fábrica  de  electricidad,  y  promovió  expediente  en  solici- 
tud de  la  autorización  necesaria  para  que  pudiera  funcionar  la  re- 
ferida fábrica. 

Apoyándose  en  las  condiciones  pactadas,  bajo  las  cuales  se 
realizaron  las  ventas  de  ambos  terrenos,  los  demandantes  y  here- 
deros de  A  y  B  dedujeron  demanda  contra  el  concesionario,  pi- 
diendo se  le  condenase  á  que  en  el  término  de  quince  días  des- 
montase la  fábrica  de  electricidad. 

B)  Con f^sf (Trian. — Impugnó  la  demanda  el  concesionario,  fun- 
dándose en  que  en  uso  de  su  derecho  y  por  virtud  de  la  libertad  del 
dominio,  había  montado  dentro  de  la  fábrica  de  gas  los  aparatos 
necesarios  para  el  alumbrado  eléctrico;  que  la  condición  puesta 
en  las  escrituras  para  la  reversión,  no  se  había  cumplido  puesto 
que  el  gasómetro  continuaba  en  el  terreno  adquirido  y  no  había 
cesado  la  producción  del  fluido;  que  la  intención  de  los  vendedo- 
res había  sido  la  de  que  la  ciudad  disfrutase  las  ventajas  del  alum- 


tando  lob  jueces  y  Tribunales  en  la  obligación  de  amparar  y  reintegrar 
al  indebidamente  exprojAadp. 


Real  decreto  de  23  de  Marzo  de  IBSB.  — C&mpetencia. 

HECHOS 

j4J  Antecedentes. — Un  particular  adquirió  del  Estado  en  i86o  el  derecho 
al  aprovechamiento  del  sobrante  de  aguas  procedente  de  los  propios  del  pue- 
blo X.  Fallecido  el  adquirente,  su  sucesor  fué  perturbado  en  el  disfrute  de 
las  dichas  ag^uas  que  desde  tiempo  atrás  se  embalsaban  en  el  lavadero,  por 
el  Ayuntamiento  de  dicho  pueblo,  cuyo  hecho  de  perturbación  motivó  que  el 
entonces  dueño  de  los  sobrantes  de  aguas  recurriese  al  expresado  Ayunta- 
miento solicitando  se  le  mantuviera  en  su  disfrute  como  hasta  entonces,  de- 
positándose las  aguas  en  el  lavadero  para  dedicarlas  luego  al  riego,  ó  en  otro 
caso,  se  le  indemnizase,  cuya  pretensión  fué  desestimada  por  entender  la  Cor- 
poración que  no  se  causaba  daih)  al  solicitante  destruyendo,  por  razones  de 
salubridad,  el  lavadero  donde  afluían  las  aguas  por  él  utilizadas. 

Dedujo  entonces  el  particular  demanda  ordinaria  contra  el  Ayuntamien- 
to, pidiendo  se  declarase  corresponderle  el  derecho  de  que  las  aguas  se  de- 
])ositasen  en  el  lavadero,  reponiendo  éste  al  ser  y  estado  que  tenía  antes  de 
ejecutarse  en  él  las  alteraciones  que  motivaban  la  reclamación,  y  se  condena- 
se al  Ayuntamiento  á  pagar  al  actor  la   correspondiente  indemnización  por 
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bfado  público,  y  que  no  se  contrariaba  dicha  intención,  finalidad 
exclusiva  de  los  contratos,  con  la  instalación  de  la  fábrica  de  elec- 
tricidad, 

Sentencia, — Sustanciado  el  pleito  en  ambas  instancias,  la  au- 
diencia dictó  sentencia  conforme  con  las  pretensiones  de  los  de- 
mandantes. 

Recurso  de  casación. — El  demandado  (concesionario)  interpuso 
recurso  citando  como  infringidos: 

I.**  El  principio  jurídico  de  que  nadie  puede  transmitir  á  su 
heredero  derechos  que  no  tiene,  corroborado  por  las  Sentencias 
de  13  de  Enero  y  JJ  de  Febrero  de  i86j  y  ^Q  de  Diciembre  de  1868. 

2.^  La  ley  del  contrato  y  el  principio  de  que  lo  convenido  en 
un  contrato  es  obligatorio  para  los  contratantes. 

3.**     La   ley  //,  titulo  2.^,  Partida  //,  definidora  del  dominio. 

4.''     La  ley  31,  titulo  18,  Partida  3.'',  y  el  art,  10  de  la  Constitu- 


ios perjuicios  experimentados  desde  que  aquellos  actos  tuvieron  lugar,  hasta 
que  cesaron  sus  consecuencias;  y  en  caso  de  que  no  se  considerase  proceden- 
te, por  razones  de  salubridad  pública,  disponer  que  se  indemnizase  al  actor 
por  la  pérdida  de  su  derecho. 

£1  Ayuntamiento  se  opuso  á  la  demanda,   pidiendo  que  se  le  absolviese 
de  ella. 

MJ  Cuistión  de  competencia. — Requerimiento  de  inhibición. — En  el  perío-' 
do  de  prueba  y  antes  de  su  proposición,  el  Gobernador,  á  instancia  del  Al- 
caide y  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  requirió  de  inhibición  al 
Juzgado,  fundándose  en  que  competía  á  la  Administración  conocer  de  los  re- 
cursos contra  las  providencias  dictadas  por  ella;  en  que  en  materia  de  aguas 
públicas  sólo  compete  á  los  Tribunales  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  civil 
coaodo  se  trate  del  dominio  de  las  mismas  y  demás  casos  señalados  en  el  ar- 
tículo 254  de  la  vigente  ley  de  Aguas,  ninguno  de  los  cuales  se  relaciona  con 
la  materia  que  fué  objeto  del  acuerdo  del  Ayuntamiento,  impugnado  por  el 
actor  en  el  pleito,  invocando  además  el  art.  %P  de  la  Ley  de  Sanidad,  la 
circular  de  21  de  Enero  de  1866,  la  Real  orden  de  14  de  Agosto  de  1880,  y 
el  art  72  de  la  ley  municipal. 

C)  Contestación  al  requerimiento. — El  Juez  requerido  sostuvo  su  juris- 
dicción, alegando  que  la  Administración  no  podía  resolver  en  perjuicio  de 
tercero  cuestiones  de  posesión  y  dominio  que  eran  de  la  exclusiva  competen- 
cia de  los  Tribunales  ordinarios,  y  que  el  caso  de  que  se  trataba  no  podía 
comprenderse,  por  su  naturaleza  jurídica  y  esencialmente  de  carácter  civil, 
ni  en  la  letra,  ni  en  el  espíritu  de  la  ley  de  lo  Contencioso-administrativo 
de  13  de  Septiembre  de  1888,  citando  al  efecto  los  artículos  10  de  la  Cons- 
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ción^  según  los  cuales  nadie  puede  ser  privado  de  su  propiedad 
sioo  por  autoridad  competente  y  causa  justiñcada  de  utilidad, 
previa  la  correspondiente  indemnización,  cuya  doctrina  reprodu- 
ce el  art.  J4g  del  Código  civil,  y 

5.®  El  principio  de  derecho  que  establece  que  los  contratos  no 
pueden  extenderse  á  casos  y  cosas  no  comprendidos  en  ellos. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso  en  vir- 
tud de  la  siguiente 

DOCTRINA 

No  infringe  la  sentencia  recurrida  él  principio  de  derecho  de  que  na» 
die  puede  dar  lo  que  no  tiene,  ni  loe  leyes  de  Partida  y  artículos  del  Código 
qivil  que  definen  la  propiedad^  ni  la  Constitución  del  Estado  que  prohibe 
la  expropiación  forzosa  á  no  preceder  declaración  de  utilidad  públiea  y 
entrega  del  precio,  porque  las  escrituras  de  1843  y  1858  acreditan  la  venta 
del  terreno  áfaoor  del  Ayuntamiento  de  Valencia,  al  solo  objeto  de  que 


titaciÓQ,  349  del  Código  civil,    1 1,  y  concordantes  del  Real  decreto  de  8  de 
Septiembre  de  1887. 

DJ  /disolución  de  la  competencia. — Habiendo  Insistido  el  Gobernador  en 
el  requerimiento,  se  remitieron  al  Ministerio  las  respectivas  actuaciones,  re- 
solviéndose la  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  vistos  los  artícu> 
los  72,  2  y  172  de  la  ley  municipal;  254,  niím.  i  de  la  ley  de  Aguas;  349  del 
Código  civil,  y  2  de  la  ley  Orgánica,  en  virtud  de  los  siguientes: 

DOCTRINA 

Si  bien  es  déla  exclusiva  competencia  de  los  Ayuntamientos  adoptar 
las  medidas  conducentes  sobre  policía,  salubridad  é  higiene  de  los  pueblos, 
les  acuerdos  que  sobre  tales  extremos  tomen  detUro  del  circulo  de  las 
atribuciones  que  las  leyes  les  confieren,  no  j^ueden  extenderse  á  privar  de 
la  propiedad  particular,  sin  que  previa  declaración  de  utilidad  públiea  se 
expropie  por  Autoridad  competente  el  inmueble  ó  derecho  real. 

Perteneciendo  á  los  Propios  del  pueblo  X  las  aguas  sobrantes  de  la$ 
fuentes  ].úblicas  del  expresado  puello,fueion  éstas  vend.das por  el  Jís- 
tado  en  los  términos  y  condiciones  gue  se  expresan  tn  la  escritura  públi- 
ca\de  1660,  no  pudiendo,  por  lo  tanto,  desconocerse  que  tales  aguas  son 
del  dominio  privado. 

A  consecuencia  del  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  X,  el  demandante 
actual,  dueño  de  las  aguas,  se  creyó  perturbado  en  el  ^'éretelo  de  los  de- 
rechos que  emanan  de  la  escritura  pública  de  compraventa  para  el  dú- 
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86  instalase  la  fábrica  del  gas  ^ra  el  alumbrado  público  y  y  caso  de  no 
e/ect fiarse  ó  de  cesar,  se  reservaban  el  derecho  de  reivindicar  la  finca  con 
devolución  del  precio  si  no  habia  lesión  ó  lo  que  detetminaHen  los  peritos; 
limitaciones  que  el  comprador  aceptó,  prometiendo  que  la  tierra  seria 
destinada  al  solo  nso  especial  y  exclusivo  para  qae  la  había  adquirido; 
de  tuerte  que  se  celebró  un  contrato  licito ,  que  es  la  ley  á  qutt  se  sometie- 
ron las  partes;  y  la  Sida,  al  estimar  la  demanda  y  declarar  que  no  pue" 
de  destinarse  ni  en  todo  ni  en  parte  el  terreno  á  otro  uso  que  el  indicado^ 
y  mandar  que  los  recurrentes  desmonten  la  fábrica  de  electricidad  esta- 
hUíida  en  lo  enajenado,  ajusta  su  fallo  á  lo  convenido ,  sin  que  este 
^ercicio  del  derecho  de  propiedad  produzca  despojo,  ni  necesidad  de  de- 
claración de  utilidad  ptü)lica,  ni  pago  deprecio,  ni  se  haya,  desconocido 
la  personalidad  de  los  demandantes  en  cuanto  á  ser  sucesores  de  los  ven- 
dedores, fundamentos  suficientes  para  demostrar  la  justicia,  de  la  senten- 
cia y  la  improcedencia  del  recurso. 

Las  lin,itaciones  consignadas  en  las  escrituras,  y  especialmente  en  la 
cláusula  quinta,  son  distintas  y  con  diversas  consecuencias,  de  modo  que 


frute  de  las  eacpresadas  aguas,  y  esta  perturbación  ha  dado  origen  á  la 
den*anda  enjuicio  civil  ordinario,  que  motivó  el  presente  conflicto. 

Ya  se  trate  del  dominio  y  posesión  de  aguas  privadas  ó  ya  de  una 
desmembración  de  los  deiechos  que  el  demandante  supone  le  corresponden 
por  virtud  de  un  titulo  civil,  es  indudable  que,  así  por  las  disposiciones 
de  la  vigente  ley  de  Aguas  como  por  los  preceptos  de  nuestro  Código  ci- 
vil, las  cuestiones  de  propiedad  están  reservadas  al  conocimiento  de  los 
IHbunales  del  fuero  común. 

La  vigente  ley  Municipal  faculta  al  que  se  crea  perjudicado  en  sus 
derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  para  que  pueda 
redamar  confia  ellos,  mediante  demanda  ante  el  Juez  ó  Tribunal  compS' 
tente,  según  lo  que,  atendida  la  naturaleza  del  asimto,  dispongan  las  le- 
yes; y  estahletie^xdo  éstas  que  las  cuestiones  de  propiedad  deben  venti' 
larse  ante  los  Tribunales  de  justicia,  es  indudable  que  á  éstos  corresponde 
conocer  de  la  reclamación  de  que  se  trata. 


Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1899. 

•  HECHOS 

a)  Antecedentes. — Con  motivo  de  ciertas  obras  de  defensa  practicadas  por 
el  ramo  de  Guerra,  fueron  desviadas  las  aguas  de  riego  de  una  ñnca  de  pro- 
piedad privada. 
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no  está  subordinada  la  prohibición  de  instalar  otra  cosa  q%ie  no  $ea  la  fá- 
brica de  gas  á  la  efectioidad  de  éste,  ó  á  caso  de  cesar,  que  es  lo  que  sos^ 
tienen  los  recurrentes,  buscando  para  ello  una  interpretación  innecetria, 
ante  la  claridad  del  contexto  de  las  escrituras^  que  determinan  los  casom 
en  que  pueden  ser  aplicables  y  el  derecho  de  poder  ejercitarse  la  acción 
respectiva;  particulares  que  los  demandantes  no  han  olvidado  al  concretar 
su  petición  á  la  parte  prohibitiva^  respetando  lo  referente  á  la  fábrica 
del  gas  y  por  consecuencia  al  alumbrado  de  la  ciudad,  objeto  principal  de 
la  venta;  razones  todas  que,  como  se  ha  dicho,  tienen  su  origen  en  el  eot»- 
trato,  y  como  los  demandados  han  dejado  de  cumplirlo,  la  petición  de  lo9 
demandantes  es  procedente,  y  el  fallo  que  lo  apoya  justo  en  los  término» 
pronunciador* 

Tampoco  infringe  el  principio  de  derecho  que  se  cita  en  el  motivo  S.^y 


£1  dueño  de  ésta  dedujo  demanda  de  interdicto  de  retener  y  recobrar  la 
posesidn  de  aquellas  contra  el  jefe  militar  director  de  las  sujodichas  obras^ 
apoyándose  en  la  consideraci(5n  de  que  no  se  habían  llenado,  al  realizarlas 
en  su  propiedad,  los  requisitos  exigidos  en  toda  expropiación  forzosa. 

éj  Cuestión  de  competencia, — Requerimiento  de  inhibición, — Admitida  la 
demanda  por  el  Juzgado,  la  autoridad  militar  le  requirió  de  inhibición,  fun- 
dándose en  que  el  conocimiento  del  asunto  era  de  su  competencia  con  arre- 
glo al  R.  D.  de  13  de  Julio  de  1S63,  y  en  que  la  reclamación  en  todo  casa 
sería  procedente  en  vía  contencioso-administrativa,  nunca  en  la  'ie  interdicto. 

c)  Contesttíción  al  requerimiento.— El  Jues  requerido  se  declaró  incom» 
pétente  en  auto  que  fué  apelado  por  el  actor  y  revocado  por  la  Audiencia,  la 
cual  sostuvo  la  competencia  de  la  Autoridad  judicial,  por  considerar  derog»^ 
do  el  Reg.  de  13  de  Julio  de  1863  por  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879,  cuyo 
art  4.^  autorisa  al  perjudicado  para  utilizar  los  interdictos  de  retener  y  reco- 
brar la  posesión  de  que  indebidamente  haya  sido  desposeído,  y  en  que  el  vi* 
gente  R.  D.  de  10  de  Agosto  de  1898,  que  declara  subsistente  el  Reg.  de 
1863,  es  posterior  á  la  época  en  que  se  realizaron  los  hechos  base  de  la  ao« 
ción  posesoria,  sin  que  pueda  tener  efecto  retroactivo,  siendo  aplicables,  por 
tanto,  la  ley  de  Expropiación,  el  art.  10  de  la  Constitución,  y  el  j^p  del  Códi^ 
g'o  civil,  y  competentes  los  Tribunales  ordinarios. 

Resolución  de  la  competencia. — Habiendo  insistido  la  autoridad  militar 
en  el  requerimiento,  se  elevó  el  expediente  á  la  Presidencia  del  Consejo  de 
Ministros,  1¿  que  resolvió  el  conflicto  á  favor  del  Juzgado  requerido^ 

DOCTFINA 

La  presente  conVenda  jurisdiccional  se  ha  suscitado  á  consecuencia 
del  interdicto  promovido  en  virtud  de  expropiación,  llevada  á  cabo  por  el 
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porque  la  Sala  ciñe  su  decisión  á  lo  convenido  por  las  partes  en  el  con- 
trato referido,  y  no  lo  extiende  como  se  alega  á  cosas  distintas^  y  así  lo 
demuestra  la  simple  lectura  de  las  escrituras^  la  realidad  de  existir  la 
eleetricidiid  no  permitida  al  rfectuarse  la  venta,  y  la  naturaleza  de  la  pC" 
tidán  objeto  del  pUito. 


Sentencia  dé  22  de  Febrero  de  \9é%.— -Propiedad y  posesión, 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — Conquistada  Tudela  por  D.  Alfonso  el  Ba- 
tallador, concedió  á  los  pobladores  de  la  misma  por  privilegio  de 
1117,  el  fuero  de  Sobrarbe,  otorgándoles  los  montes  que  rodea- 
ban la  población,  entre  otros  el  llamado  Monte  Cierzo,  en  el 
cual  bailábase  comprendido  el  titulado  Argenzón. 

Posteriormente  y  sin  que  conste  la  época  ni  el  título,  entraron 
en  el  disfrute,  en  comunidad  ó  facería  con  Tudela  los  pueblos  de 
Cprella,  Fitero,Cintruénigo,  Monte  Agudo,  Cascante  y  Murchante. 

Por  consecuencia  de  ciertas  concesiones  hechas  por  el  Virrey 
Capitán  general  de  Navarra  á  la  villa  de  Cintruénigo,  en  recom- 
pensa de  cinco  mil  ducados  que  dio  para  sostener  la  guerra  de 


ramo  de  Guerra,  de  la  posesión  de  unas  aguas  en  terrenos  de  la  projñedad 
del  demétndante. 

La  expropiación  de  que  se  trata  tuvo  lugar  antes  de  la  publicación  del 
Beal  decreto  de  10  de  Agosto  último,  que  restableció  el  reglamento  de  IS 
de  Julio  de  1863,  con  las  modificaciones  que  en  dicho  Real  decreto  se  de- 
terminaron, y  no  teniendo  éste  efecto  retroactivo,  sólo  debe  aplicarse  el 
reglafnento  á  los  casos  ocurridos  con  posterioridad,  si\  que  lo  pueda  ser, 
por  tanto,  al  que  ha  sido  objeto  del  presente  interdicto. 

Además,  la  vigente  ley  de  Aguas  publicas  de  1879  derogó  todos  los 
reglamentos  anteriores  sobre  la  materia. 

Aun  en  la  hipótesis  de  que  él  mencionado  reglamento  hubiese  tenido 
aplicación  á  la  cuestión  que  se  debate,  habría  sido  preciso  aplicarlo  de 
conformidad  con  los  preceptos  constitucionales,  que  no  pueden  ser  con- 
irariadospor  aquéU 

Privado  el  actor  de  su  propiedad,  sin  que  conste  se  hayan  llenado  los 
requisa  os  y  formalidades  legales,  pudo,  con  arreglo  á  la  Constitución 
y  á  las  leyes^  pedir  el  amparo  en  la  posesión  de  sus  bienes,  incoando  para 
ello  el  oportuno  interdicto. 
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Portugal  en  tiempos  del  Rey  Felipe  IV,  reclamaron  los  demás 
pueblos  ya  indicados,  alegando  su  derecho  á  la  comunidad  del 
disfrute  de  los  montes  Cierzo  y  Argenzón;  y  habiendp  llegado  á 
un  convenio,  en  24  de  Octubre  de  lóój  se  otorgó  escritura  públi- 
ca, en  la  cual,  después  de  hacer  mérito  del  terreno  que  se  adjudi- 
caba á  Cintruénigo,  el  representante  del  Virrey,  en  ejecución  de 
lo  tratado  con  las  Universidades,  las  cuales  se  comprometieron  á 
contribuir  con  12.000  ducados  á  los  gastos  de  la  guerra  en  pro- 
porción á  su  población,  apartó  á  S.  M.  los  derechos  que  en  pro- 
piedad y  posesión  pudiera  tener  sobre  los  montes  Cierzo  y  Ar- 
genzón, y  renunció  al  residuo  de  los  dichos  montes  en  favor  de 
Tudela,  Corella,  Cintruénigo  y  Fitero,  otorgantes,  y  de  Cascante, 
Monteagudo  y  Murchabte  en  el  caso  de  que  estos  tres  se  avinie- 
sen á  contribuir  proporcionalmente  ul  pago  de  los  12.000  du- 
cados. 

En  26  de  Octubre  del  mismo  año  de  i66j  se  procedió  al  re- 
parto de  dicha  suma  entre  los  siete  pueblos,  y  posteriormente  se 
dictó  auto  de  posesión  de  los  montes  en  todo  lo  cjue  de  ellos  te- 
nía el  Rey,  sin  comprender  ni  ser  visto  darla  en  lo  que  tenía  ó  pre- 
tendía tener  en  propiedad  y  posesión  el  Monasterio  Real  de  Fttero, 
conforme  á  los  límites  de  amojonamientos  hechos  de  orden  del 
Real  Consejo,  conservando  á  las  siete  Universidades  en  el  disfru- 
te que  entonces  tenían  en  los  Montes  de  Nienzobas  y  Tureugen, 
íuya  nuda  propiedad  tenia  ó  pretendía  tener  dicho  Real  Monasterio. 

Practicándose  en  1846  un  amojonamiento  de  los  Montes  Cier- 
zo y  Argenzón  por  peritos  nombrados  por  los  siete  pueblos, 
fueron  aquellos  prevenidos  por  el  Ayuntamiento  de  Fitero,  prohi- 
biéndoles la  intrusión  en  los  términos  Nienzobas  y  Tureugen;  é 
igual  protesta  hizo  con  motivo  de  otro  amojonamiento  que  se 
trató  de  llevar  á  cabo  el  año  de  1854,  lo  cual  dio  niargen  á  que 
la  Diputación  provincial  de  Navarra  en  1856  ordenara  al  Ayun- 
tamiento de  Fitero  hiciese  uso  del  derecho  de  que  se  creía  asistido 
ante  el  Tribunal  competente,  en  el  término  de  ua  mes,  apercibido 
que  de  no  hacerlo,  la  Diputación  acordaría  lo  necesaiio  para 
practicar  la  división.  Apelada  esta  providencia  ante  el  Consejo 
provincial,  en  sentencia  del  18  de  Noviembre  siguiente  declaró 
no  estar  el  referido  Ayuntamiento  en  el  deber  de  entablar  la  de- 
manda que  se  le  ordenaba,  y  apelada  la  sentencia  para  ante  el 
Consejo  Real,  fué  declarada  desierta  la  apelación  en  1857. 
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En  sucesivas  gestiones  siempre  protestó  el  Ayuntamiento  ^e 
Fitero  de  que  «e  sometiera  á  división  y  arbitraje  la'  propiedad  de 
Nienzobas  y  Tureugen,  y  en  este  estado  las  cosas,  el  Ayuntamien- 
to de  Ccrella,  en  1859,  promovió  pleito  pidiendo  la  división  de  los 
montes  Cierzo  y  Argenzón,  á  cuya  demanda  se  adhirió  el  de  Fi- 
tero, pero  solicitando  se  declarase  no  debían  entrar  ni  tomarse  en 
cuenta  para  nada  en  la  partición  loa  términos  indicados  de  Nien- 
zobas y  Tureugen,  por  pertenecerles  exclusivamente  desde  tiempo 
intnemorial.  Aparece  de  este  pleito  que  la  Dirección  de  Propieda- 
des, por  conducto  del  Ministerio  Fiscal  que  fué  parte  en  el  expe- 
diente, reclamó  para  la  Hacienda  la  propiedad  de  los  terrenos 
cuyo  dominio  se  atribuía  Fitero;  después  de  lo  cual,  quedó  para- 
lizado el  curso  de  los  autos,  y  en  x888,  el  Juez  de  Tudela,  dictó 
auto  teniendo  por  abandonada  la  acción  que  promovió  el  Ayun- 
tamiento de  Corella. 

BJ  Demanda, — El  Ayuntamiento  de  Tudela  en  1889  formuló 
demanda  ejercitando  la  acción  communi  dividundo,  en  cuya  virtud 
pidió  se  declarase  haber  lugar  á  la  división  de  los  montes  Cierzo 
y  Argenzón,  poseídos  en  común  por  los  siete  pueblos,  y  cuyos 
terrenos  son  los  demarcados  en  el  amojonamiento  que  se  princi- 
pió el  año  de  1846,  y  fué  aprobado  en  1857  por  la  Diputación  de 
Navarra,  y  en  su  consecuencia,  se  procediera  por  peritos  á  la  di- 
visión, adjudicándose  á  Tudela  lo  que  resultara  pertenecerle,  á 
cuyo  objeto  expuso  los  antecedeutes  de  que  queda  hecho  mérito, 
y  alegó  el  principio  universal  de  que  nadie  viene  obligado  á  per- 
manecer en  la  comunidad,  mantenido  por  las  leyes  70,  tit,  lí,  libro 
XVII del  Di^.,y5!*,  tit  XXXVII,  libro  III del  Código,  entre  otras. 

CJ  Contestación. — Dado  traslado  de  la  demanda  á  los  otros  seis 
Ayuntamientos  participantes  en  la  Comunidad,  contestó  el  de 
Fitero  con  la  pretensión  de  que  se  desestimara  la  acción  mien- 
tras no  se  practicase  por  el  procedimiento  oportuno  el  deslinde 
de  la  cosa  divisible.  Aceptó  los  hechos  y  .añadió  que  Fitero  tenía 
en  los  montes  objeto  del  litigio  derechos  privativos;  que  el  apeo 
á  que  la  demanda  se  refería  había  sido  protestado  é  interrumpido 
por  Fitero;  que  la  acción  primaria  que  debió  haberse  ejercitado 
era  la  á^/inium  segundorum,  porque,  si  bien  á  nadie  puede  obli- 
garse á  permanecer  en  la  indivisión ,  la  división  es  imposible  si 
antes  no  se  conoce  la  cosa  divisible,  como  sucedía  en  el  caso  de 
autos,  puesto  que  el  apeo  verificado  en  1846  no  era  el  medio   de 
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conocerla,  por  no  haber  mediado  conformidad  entre  los  pueblos 
interesados  y  faltar  la  concurrencia  de  los  dueños  colindantes;  en 
apoyo  de  cuyos  hechos,  citó  la  ley  4^  %  jo  del  Dig,  y  la  glosa  6.* 
de  Gregorio  López,  á  la  ley  10  tit,  XV,  Part''  6.*. 

Contestó  el  Ayuntamiento  de  Corella  adhiriéndose  á  la  de  • 
manda  y  exponiendo  que  la  Diputación  de  Navarra,  como  suceso* 
ra  á  virtud  de  la  ley  de  unificación  de  fueros  de  7 ó  Agosto  de  1841 
del  antiguo  Consejo  del  Reino,  pudo  aprobar  el  amojonamiento 
de  los  montes  objeto  del  litigio. 

Cascante  y  Cintruénigo  se  opusieron  á  la  demanda  en  la  for- 
ma como  venía  propuesta,  solicitando  se  les  reservase  el  derecho 
de  reclamar  en  juicio  el  deslinde  de  los  montes  de  Cierzo  y  las 
declaraciones  de  propiedad  contra  Tudela,  Corella  y  Fitero,  res- 
pecto de  ciertas  tierras  cuyo  dominio  privativo  se  atribuía,  siendo 
así  que  formaban  parte  de  la  cosa  divisible. 

D)  Senteiuia, — Evacuados  los  traslados  de  réplica  y  duplica  sin 
adición  sustancial  y  terminado  el  juicio  en  primera  instancia,  la 
Audiencia,  en  vía  de  apelación,  dictó  sentencia  en  1892,  por  la 
que  declaró  haber  lugar  á  la  división  de  los  montes  comunes  de 
Cierzo  y  Argenzón  entre  los  siete  pueblos  congozantes,  cuyos 
montes  eran  los  comprendidos  en  el  amojonamiento  y  deslinde 
verificados  el  año  de  1847  y  aprobados  por  la  Diputación  de  Na- 
varra en  1857,  mandando  hacer  dicha  división  cotí  arreglo  á  las 
bases  que  á  continuación  estableció. 

E^  Recurso  de  casación, — El  Ayuntamiento  de  Fitero  interpuso 
recurso  alegando: 

i.^  Infracción  de  los  artículos  378^  jgó  y  597  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  conformes  con  la  i.*  y  J14,  tit,  XVIlí,  Par- 
tida jj^,  el  1.218  del  Código  civil  y  las  Sentencias  de  j  de  Julia  de 
1873,  20  de  Febrero  de  j866  y  12  de  Junio  y  J  de  Julio  de  l8d6,  en 
cuanto  al  comprender  los  montes  de  Nienzobas  y  Tureugen  en 
los  divisibles,  á  pesar  del  resultado  de  la  escritura  de  24,  de  Octu- 
bre de  16OJ,  se  comete  error  de  hecho. 

2.**  El  art,  JJQ  de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  la  doctrina  de  las 
Sentencias  de  2Q  de  Octubre  de  1862,  75  de  Junio  de  1867,  ji  de 
Diciembre  de  1883  y  16  de  Noviembre  de  1886,  fundada  en  la  ley 
16,  tit,  XXri,  Part.^  j.'',  y  las  leyes  i.^ys!".  tit,  I  11,  lib,  X  del 
Dig,,  porque  no  tratándose  de  un  pleito  de  propiedad,  se  ha- 
cía declaración  sobre  ella  al  comprender  los  montes  de  Nienzo- 
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bas  y  Tureugen  en  la  división,  sin  hacer  reserva  de  su  derecho  al 
Ayuntamiento  de  Filero. 

3.®  El  principio  de  derecho  de  que  nadie  puode  ser  privado 
de  su  propiedad  y  posesión  sin  ser  oído  y  vencido  enjuicio,  prin- 
cipio consignado  en  las  leyes  2.**,  ///.  XXXIV,  lib.  XI  de  la  No- 
vísima, y  10,  tu,  XíV  de  la  Part!^  3.*^  en  los  artículos  34^  y  44O  del 
Código  civil  y  en  ias  sentencias  del  Supremo  Tribunal  de  J2  de 
Diciembre  de  t8sq,  20  de  Febrero  de  1866  y  7.°  de  Mayo  de  iSyS) 
porque  la  sentencia  recurrida  priva  á  Fitero  de  la  propiedad  de 
los  montes  Nienzobas  y  Tureugen,  sin  haber  sido  oído  ni  vencido, 
y  va  contra  el  fallo  ejecutivo  del  Consejo  provincial  que  amparó 
á  Fitero  en  la  propiedad,  al  declarar  que  no  estaba  obligado  á 
demandar,  sino  que  debía  ser  demandado. 

Y  4.°  La  doctrina,  según  la  cual  el  deslinde  no  resuelve  cues- 
tiones de  propiedad  ni  posesión,  establecida  entre  otras  senten- 
cias en  la  de  ij  de  Diciembre  de  1870  y  en  el  art,  270  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento,  por  cuanto  la  sentencia  da  eficacia  decisiva 
^ara  resolver  una  cuestión  de  propiedad  á  un  deslinde  no  judi- 
cial, hecho  con  protesta  de  Fitero  y  al  cual  no  puede  perjudicar. 
Desestimación  del  recurso  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  escritura  de  concordia  de  1665  que,  á  juicio  del  recurrente,  es  el 
documento  auténtico  que  demuestra  el  error  evidente  de  hecho  en  qxie  ha 
incurrido  la  Audiencia  sentenciadora  al  apreciar  las  pruebas,  no  justifica, 
como  aquel  pretende,  derecho  alguno  de  propiedad  en  favor  de  Fitero  en 
ios  montes  de  Nienzobas  y  Tureugen  con  exclusión  de  los  demás  pueblos 
que  forman  la  comunidad  ó  facería,  sino  que  su  principal  objeto  fué 
poner  término  á  las  cuestiones  pendientes  á  la  sazón  entre  aquellos  pue- 
blos, reconociendo  en  ellos  el  derecho  de  propiedad  en  Cintruénigo  á  las 
8,000  robadas  de  tierra  que  eran  objeto  del  litigio,  las  que  se  deslindaron 
y  se  le  adjudicaron,  pero  sin  alterar  en  nada  la  mancomunidad  que  hasta 
entonces  venían  disfrutando  los  pueblos  referidos  en  el  resto  de  los  mon- 
.tes  Cierzo  y  Argenzón;  no  siendo  tampoco  exacto  que  en  el  auto  y  dili- 
gencia de  posesión  que  tuvo  lugar  á  los  dos  dios  de  otorgarse  la  escritura 
de  concordia,  se  le  reconociera  á  Fitero  derecho  alguno  de  propiedad  en 
Nienzobas  y  Tureugen;  antes  al  contrario,  se  les  afirmó  el  derecho  de 
mancomunidad  que  tenían  los  siete  pueblos  congozantes,  no  obstante  los 
pretendidos  derechos  de  propiedad  que  en  ellos  creia  tener  el  Real  JSJ^- 
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nasterio  de  Bernardos  de  Filero^  derecho  que  no  le  fué  reconocido^  ni 
resulta  que  por  titulo  ni  en  forma  alguna  hoya  pasado  al  pueblo  d& 
Filero;  y  como  los  doeum^os  apreciados  por  el  Tribunal  sentenciador 
han  sido  rectnmente  interpretados,  y  por  la  estimación  que  hace  de  law 
declaraciones  teatifieales  no  los  cofUradi^,  sino  que  corrobora  el  conven- 
cimiento  de  la  comunidad  en  los  montes  de  Nienzobas  y  Tureugen,  porfor- 
mar  parte  de  los  del  Cierzo  y  Argemón^  es  visto  que  no  ha  incurrido  en 
error  de  ¡lecho  al  apreciar  las  pruebas,  ni  infringido  'las  disposiciones 
legales  que  se  citan  en  el  primero  de  los  motivos  del  recurso. 

Es  asimismo  improcedente  el  motivo  2.^,  porque  no  hay  incongruen^ 
cúi  cuando  la  setitencia  resuelve  lo  pedido  en  la  demanda  y  discutido  em 
el  pleito,  y  aqui  lo  pedido  ,  ejercitando  la  acción  adecuada,  lo  discutido 
en  el  juicio  y  lo  resuelto  en  la  sentencia,  es  la  división  de  los  montes 
que  poseen  en  común  los  siete  pueblos  qne  los  tienen  en.  fúeeriii  «i  Ah^ 
poco  concede  la  sentencia  más  de  lo  ptiéim  p9r  el  aefor  al  comprender  en 
la  división  los  monfe^  de  Niemobas  y  Tureugen,  de  los  cu  des  se  hizo 
expresa  mención  en  la  demanda  que  da  origen  á  este  pleito  y  ha  ndo  obje- 
ta ie  diseHsión  y  de  prueba;  íu>  siendo  exacto  que  en  la  sentencia  se  haya 
omitido  hacer  la  oportuna  declaración  sobre  todos  y  cada  uno  de  los  pun- 
tos comprefididos  en  la  demanda,  porque  la  reserva  á  que  se  alule,  h&ha 
por  el  demandante  sobre  derechos  de  propiedad,  ni  se  ha  discutido  si  «e 
refere  al  dominio  de  Fitero,  sino  á  los  derechos  qne  puedan  asistir  á 
Tudela  sobre  otros  terrenos  que  no  han  sido  materia  del  pleito. 

Igualmente  es  infundado  el  motivo  3  °,  toda  vez  que,  habiendo  excep- 
donado  Fiterp  que  los  montes  de  Nienzobas  y  Tureugen  le  pertenecían  en 
propiedad;  y  por  lo  tanto  que  no  podiin  ser  materia  de  la  división  pre- 
tendida por  el  actor,  al  desestimar  la  sentencia  la  excepción  y  declarar 
procedente  la  acción,  se  acomoda  á  los  términos  en  que  ha  sido  planteada 
y  discutida  la  posesión  efi  comú  *  y  la  propiedad  particular  que  respecti- 
vamente han  defendido  los  litigantes  en  este  pleito,  sin  que  de  la  decisión 
del  Consftjo  provincial,  confirmada  por  el  Consto  Real  en  30  de  Septiem- 
bre de  1857,  declarando  desierta  la  apelación  int^puestt  por  los  demás 
purblos  comuneros,  pueda  derieante  la  excepción  de  cosa  juzgada,  porque 
ni  en  aquella  resolución  se  hizo  declaración  del  derecJio  de  propiedad  en 
favor  de  Fitero,  ni  estos  Tribunales  tenían  facuUad  para  declararlo. 

Por  último,  es  asimiamo  improcedente  el  cuarto  motivo,  porque  se 
funda  en  un  hecho  que  carece  de  exactitud,  cual  es  el  de  qne  la  sentencia 
haya  resueVo  las  cuestiones  de  este  pleito  por  el  resultado  del  deslind'*.  y 
amojonamiento  practicado  y  aprobado  en  1857  por  la  Diputación  provin^ 
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eiol,  al  cíwl  la  Audiencia  sentenciadora  le  lia  dado  valor  iinica  y  exclud- 
mente  en  manto  es  un  docfimento  para  determinar  la  extensión  de  los 
terrenos  que  han  de  dividirse. 

Sentencia  de  16  de  Enero  de  I89&— (Véase  art.  539.) 


;'rtícülo  350.  El  propietario  de  un  terreno  es  dueño  de 
su  superfide  y  de  lo  que  está  debajo  de  ella,  y  puede 
hacer  en  él  las  obras,  plantaciones  y  excavaciones  que  le  con- 
vengan, salvas  las  servidumbres,  y  con  sujeción  á  lo  dispuesto 
en  las  leyes  sobre  Minas  y  Aguas,  y  en  los  reglamentos  de 
policía. 

Sentencia  de  6  de  lunio  de  1892.— (Véase  art.  582,) 


Slientencia  de  20  de  Mayo  de  1899.— -(Véase  art.  609.) 
Propiedad  en  general . 

(Arts.  348,  349  y  350) 

j4J  Concepto  de  la  propiedad  (art.  348).— De  dos  partes  se 
compone  el  art.  348.  En  la  primera  se  expone  sumariamente  el 
concepto  de  la  propiedad,  caracterizándolo  por  dos  atributos 
esenciales:  derecho  de  gozar,  facultad  de  disponer,  no  ilimitada- 
mente, sino  en  tanto  no  perjudique  otros  derechos  también  dig- 
nos de  estiiíación  y  respeto. 

Eli  derecho  de  propiedad  no  sería  tal  derecho  si  sólo  encon- 
trara su  sanción  en  la  conciencia:  el  uso,  disfrute  3'  disposición 
privativos,  es  decir,  lo  que  constituye  la  propiedad  individual,  se 
impone  por  la  coacción,  la  cual  se  manifiesta  por  varios  y  diversos 
modos.  Como  garantía  del  derecho  de  propiedad  individual  por  el 
iv5  vindicando  cuyo  complemento  se  encuentra  en  la  potestad  judi- 
cial de  proteger,  declarar,  adjudicar  y  restituir.  Como  garantía  de 
derechos  sociales,  en  un  sentido  altruista  de  protección  colectiva,, 
en  el  amparo  de  la  mayoría,  sólo  por  estimarse  que  la  utilidad 
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de  mil  debe  ser  preferente  á  la  utilidad  de  uno:  el  complemento 
de  este  modo  reside  en  la  facultad  de  los  poderes  del  Estado  por 
conducto  de  sus  órganos,  para  expropiar  forzosamente  al  par- 
ticular. 

He  ahí,  pues,  el  art.  348  y  aun  el  349  del  Código  civil,  en  lo 
que  forma  su  medula,  en  lo  que  como  corriente  magnética  orienta 
la  aguja  hacia  un  porvenir  más  altruista,  con  vida  mucho  más  so- 
cializada que  la  que  hoy  vivimos. 

*    «    « 

Retrayéndonos  á  ese  circuito  reducidísimo  en  que  la  jurispru- 
dencia circula  como  corriente  de  justicia,  hay  que  reconocer  que 
nada  tan  distante  del  sentido  práctico,  que  debe  ser  elemento  pri- 
mordial del  sentido  jurídico,  como  discutir  en  un  recurso  de  ca- 
sación el  concepto  de  la  propiedad,  la  extensión  de  sus  cualida- 
des y  atributos,  la  virtualidad  de  sus  acciones  defensivas.  Tiene 
esta  discusión  su  terreno  en  la  cátedra  y  en  el  libro,  pero  no  en 
estrados,  donde  el  derecho  se  muestra  con  todo  su  prosaísmo  in- 
digesto, moviéndose  en  espacios  mucho  más  bajos  y  densos  que 
aquellos  otros  donde  las  ideas  jurídicas  puras  se  condensan.  La 
propiedad  no  se  discute  como  concepto,  se  defiende  como  hecho; 
no  se  dilucida  como  teoría,  se  reconquista  como  materia  útil,  sea 
tierra,  semoviente,  cosa  mueble  ó  signo  de  crédito. 

La  cita,  pues,  del  art.  348  nunca  la  veremos  hecha  como  fun- 
damento principal,  siempre  como  botarel  de  contención.  Es  una 
servidumbre  que  se  deniega,  es  una  reivindicación  fracasada;  allí 
está  siempre  el  art.  348  haciendo  su  oficio  de  arbotante. 

Vamos  á  comprobarlo  siguiendo  un  orden  cronológico  ri- 
guroso. 

Sentencia  de  21  de  Mayo  de  i8q2. — Fué  alegado  el  art,  348 
como  corroboración  doctrinal  de  la  iey  /.**,  titulo  II,  Partida  j/^ 
definidora  del  dominio. 

Tratábase  de  la  interpretación  de  un  contrato  de  cesión  con- 
dicional, y  el  Tribunal  Supremo,  manteniendo  la  verdadera,  con- 
sideró que  el  cumplimiento  de  una  condición  lícita  no  atenta  al 
dominio  y,  por  lo  tanto,  no  se  infringe  el  citado  art.  348. 

^•En  qué  acrece  esto  el  caudal  de  la  jurisprudencia.'^ 

En  nada.  Sentencia  que  no  admite  generalización,  adapta- 
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da  rigurosamente  á  un  caso  concreto,  decide  una  contienda, 
pero  no  aporta  ninguna  enseñanza. 

Casi  otro  tanto  puede  decirse  de  la  de  6  de  Junio  de  i8g2.  Re- 
solvió un  pleito  sobre  servidumbre  de  luces  y  vistas,  y  por  lo  que 
afecta  al  art  348,  declaró  que  no  se  le  infringe  cuando  para  ale- 
garlo como  vulnerado  se  parte  del  supuesto  de  que  lo  dispuesto 
en  el  art.  582  del  Código  no  es  una  limitación  establecida  por 
la  ley. 

Sobre  reivindicación  de  unos  títulos  de  la  deuda  versó  el  liti- 
gio terminado  definitivamente  por  sentencia  átjo  Mayo  de  i8g§. 

El  depositario  de  un  Ayuntamiento  distrajo  varios  títulos  de 
la  deuda  procedentes  de  fondos  municipales,  y  sirviéndose  de  ellos 
como  garantía  pignoraticia,  contrajo  un  préstamo  con  el  Banco; 
debiéndose  advertir  que  aun  cuando  se  valió  de  un  Corredor  de 
Comercio,  éste  no  actuó  con  carácter  oficial,  sino  que  se  limitó  á 
proponer  la  operación. 

Ejercitó  el  Ayuntamiento  la  acción  reivindicatoría;  prosperó; 
opúsose  el  Banco,  y  aunque  la  cita  del  art.  348  ro  se  hizo  de  un 
modo  expreso,  virtualmente  en  la  acción  para  reivindicar  que 
dicho  artículo  concede,  descansó  todo  el  recurso. 

El  Tribunal  Supremo,  rehuyendo  la  llamada  prescripción  mo- 
mentánea, que  se  supone  va  anexa  á  todos  ios  títulos  al  portador, 
determinó  con  mucha  sagacidad  y  muy  claro  sentido  de  la  reali- 
dad, a)  que  una  cosa  es  la  naturaleza  de  efectos  al  portador  que 
tienen  los  títulos  de  la  deuda  pública,  y  otra  diversa  las  condi- 
ciones que  han  de  concurrir  en  su  negociación  para  que  sean 
irreivindicables;  b)  que  fio  es  incompatible  el  derecho  de  reivin- 
dicación con  la  naturaleza  de  efecto  al  portador ,  puesto  que  uno 
y  otro  concepto  son  distintos,  conciliables  y  se  hallan  perfecta- 
mente marcados  y  diferenciados  en  las  leyes,  porque  si  por  el 
hecho  de  ser  los  títulos  de  la  Deuda  pública  documentos  al  por- 
tador, pueden  transmitirse  por  la  mera  tradición,  implicando  la 
simple  posesión  del  título  su  propiedad,  esto  no  obsta  á  que  para 
prevenir  la  eventualidad  de  una  reivindicación  y  para  mayor  ga- 
rantía y  aseguramiento  del  crédito  público  se  haga  constar  su 
adquisición  de  la  manera  especial  prevenida  en  la  ley  de  30  de 
Marzo  de  i8ói,  ep  la  de  29  de  Agosto  de  1873,  7  ^^  ^1  ^^t.  575, 
núm.  3.**  del  vigente  Código  de  Comercio. 

Vemos  con  gusto  que  el  Tribunal  Supremo,  inspirando  su 
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doctrina  en  el  espíritu  clásico  de  las  leyes  castellanas,  no  acepta 
la  equivalencia  de  que  la  posesión  suple  al  título,  como  un  signo 
de  irrei vindicación.  Los  efectos  al  portador,  tan  popularízades  en 
la  vida  económica  moderna,  hasta  el  punto  de  pretenderse  ya  por 
eminentes  autores  su  regularización  en  el  Código  civil,  llevan  en 
el  hecho  de  su  transmisión  y  tenencia  el  medio  natural  converti- 
ble en  título  de  domiuio.  La  posesión  suple  al  título. 

Circulen  con  vertij^inosa  rapidez  los  valores;  el  crédito  á  la 
moderna  procurará  multiplicar  las  operaciones  para  lograr  que  la 
ñcción  del  capital  sea  más  productiva.  Todo  obstáculo  á  estadr- 
culación  rapidísima,  debe  saltarse  sin  reparo.  La  reivindicación  es 
la  muerte  de  los  títulos  al  portador:  destruyase  y  conviértanse  en 
irrei  vindicables. 

Contra  este  razonar  excesivamente  modernista,  el  Tribunal 
Supremo,  volviendo  por  los  fueros  del  buen  sentido,  no  ha  queri- 
do trocar  la  equivalencia  de  la  posesión  y  el  título  en  irreivindi- 
cación.  Fuera  esto  tanto  como  destruir  todo  el  fundamento  de  la 
teoría  posesoria  y  aun  de  la  propiedad  mueble,  creando  en  benefi- 
cio del  capitalismo  un  valor  privilegiado,  un  signo  de  crédito 
excepcional,  y  á  tanto  no  llega  el  poder  de  un  tribunal  de  jus- 
ticia. 

Ya  al  ocuparnos  del  comentario  del  art.  464  hubimos  de  ha- 
cer presente  que  la  privación  ilegal  de  una  cosa  mueble  no  podía 
menos  de  traer  aparejada  para  el  perjudicado  la  acción  reivindi- 
catoría. El  hecho  de  poseer  engendra  una  presunción  de  propie- 
dad; esto  es  indiscutible.  ^Y  qué  hace  la  reivindicación  si  no  me- 
diante la  prueba  de  un  dominio  ajeno  destruir  dicha  presunción? 
Este  ha  sido  el  rumbo  seguido  por  la  jurisprudencia  francesa^ 
y  al  parecer  el  que  acepta  también  nuestro  Supremo  Tribunal  de 
justicia. 

La  seniencia  de  8  de  Mayo  de  J8g6  responde  á  un  caso  anor- 
maj  de  procedimiento.  A  reivindicó  de  B  varios  efectos  públicos, 
y  al  tratar  de  ejecutarse  la  sentencia,  se  acreditó  que  B  había  ven- 
dido dichos  valores  con  anterioridad  á  la  djmanda  de  A,  á  A"  y 
X  se  los  había  trasmitido  en  legal  forma  á  C,  Requerido  Ccomo 
poseedor  actual  para  la  entrega  de  los  efectos  reivindicados,  se 
opuso  expresando  que  los  poseía  legítimamente,  y  que  no  podía 
ser  privado  de  ellos  mientras  no  fuese  vencido  en  el  correspon- 
diente juicio  petitorio  ó  posesorio. 
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Interpuso  el  reivindicante  recurso  de  casación,  afirmando  la 
infracción  del  art.  348,  y  fué  desestimado  porque  lejos  de  negársele 
su  acción  como  propietario  para  reivindicar ^  expresamente  se  le  re^ 
serva,  no  dándosele  efecto  en  el  procedimiento  ya  indicado^  por  no 
haberlo  dirigido  formalmente  contra  el  poseedor. 

La  doctrina  es  exactísima:  representa  una  nueva  confirmación 
de  que  los  efectos  al  portador  son  absolutamente  reivindicables. 
Un  defecto  formal  esterilizó  el  procedimiento,  perdiéndose  tiempo 
y  gestión.  VA  perjudicado  clamaría  por  su  derecho  con  todas  ,las 
congojas  del  suplicio  de  Tántalo,  porque  á  nuevo  poseedor  nue- 
vo juicio  petitorio  ó  posesorio.  ¿Pero  cómo  conciliar  estos  de- 
rechos encontrados  del  poseedor  de  buena  fe  y  del  legítimo  due- 
ño? Hay  antinomias  en  el  derecho  civil  que  no  las  sóida  ni  la 
más  firme  voluntad,  y  los  títulos  al  portador  no  es  ciertamente  el 
semillero  menos  fecundo. 

Finalmente,  en  otras  tres  sentencias,  se  hace  también  mención 
del  art.  348,  aunque  infructuosamente  como  era  de  necesidad, 
porque  las  leyes  definidoras  de  un  concepto  no  pueden  encontrar 
ni  aclaración  ni  complemento  en  la  Jurisprudencia. 

Son  estas  tres  sentencias  la  de  14.  de  Marzo  de  iSgó  y  las  de 
IS  de  Enero  y  14  de  Diciembre  de  i8g8.  Su  influencia  por  lo  que 
respecta  al  art.  348,  es  nula,  bastándonos  con  mencionarlas. 

♦  ♦  ♦ 


B)  Expropiación  forzosa  (art.  349).  —Pocos  conceptos  tan  fá- 
ciles en  derecho  como  el  de  la  expropiación  forzosa,  bien  por 
causa  de  pública  utilidad,  bien  en  muchas  ocasiones  por  mayor 
lucro,  provecho,  y  en  ciertos  casos,  necesidad  de  las  propiedades 
de  dominio  privado.  Ya  lo  decíamos  al  esbozar  rápidamente  el 
artículo  anterior.  La  coexistencia  mutua  de  derechos  obliga,  no 
obstante  el  interés  más  atendible  de  la  generalidad,  á  resarcir  al 
perjudicado.  Se  le  desposee  acaso  del  terruño  transmitido  por  he- 
rencia paterna,  pero  se  le  compensa  con  su  valor  y  con  el  precio 
de  afección.  Que  hay  afectos  que  no  tienen  medida  económica, 
cierto;  pero  si  no  se  mide  la  profundidad,  se  mide  la  superficie  del 
afecto;  y  esta  unidad  de  medida  superficial  se  encuentra  en  el  tanto 
por  ciento.  Ofrece,  pues,  el  art.  349  del  Código  una  aleaciónj  del 
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interés  individual  y  del  social  en  mengua  del  primero.  Vayase  por 
las  infinitas  veces  que  se  sacrifica  el  segundo. 

Nadie  podrá  ser  privado  de  su  propiedad  (dogma)  sino  por 
autoridad  competente  y  por  causa  justificada  de  utilidad  pública, 
previa  siempre  la  correspondiente  indemnización. 

El  principio  fundamental  aparece  consignado  en  el  Código 
civil;  sin  embargo,  la  facultad  de  expropiar  no  compete  á  las 
autoridades  judiciales.  Reside  in  poientia  en  el  Estado  como  una 
manifestación  del  dominium  eminens,  lo  bastante  fuerte  para  des- 
arraigar la  propiedad  individual  y  convertirla  en  colectiva.  In  actu 
la  potestad  de  expropiar  radica  en  el  poder  legislativo  cuando  la 
obra  haya  de  ser  costeada  con  fondos  del  Estado  en  todo  ó  en 
parte,  ó  cuando  su  importancia  requiera  la  intervención  de  dicho 
poder.  El  poder  ejecutivo  en  los  demás  casos.  El  poder  judicial  en 
su  misión  tuitiva  individual,  ampara  al  sujeto  cuando  el  poder 
ejecutivo,  por  conducto  de  sus  órganos,  se  extralimita,  bien  pro- 
procediendo  motu  proprioy  bien  en  cumplimiento  de  la  orden  su- 
prema expropiatoria  emanada  del  poder  legislativo.  Tal  es  la  teo- 
ría en  brevísimas  palabras. 

El  reflt  jo  de  esta  doctrina  en  la  jurisprudencia  civil  ha  teni- 
do que  ser  escasísimo,  como  se  comprenderá.  Alguna  que  otra 
sentencia,  en  laque  respondiendo  á  la  cita  inoportuna  de  una  in- 
fracción, imposible  de  cometer,  en  la  esfera  del  derecho  priva- 
do, se  contesta  soslayando  el  argumento  y  relegándolo  á  último 
término. 

Resoluciones  adnainistrativas  hay  algunas  más,  no  muchas, 
porque  la  propiedad  individual  tiene  cimiento  tan  firme  que  ni  á 
impulsos  del  atentado  más  directo  y  consciente  se  bambolea.  La 
defiende  una  minoría»  poderosísima,  con  el  suficiente  poder  ad- 
quirido para  aprovechar  en  la  defensa  las  fuerzas  de  millones  de 
seres  inconscientes  que  jamás  han  gozado  sus  dulzuras. 

Trataremos  independientemente  de  las  sentencias  civiles  y  de 
las  administrativas. 

a)  Sentencias  civiles. — Sentencia  de  21  de  Mayo  de  i8Q2. — 
Pactóse  la  cesión  de  un  terreno,  con  la  condición  expresa  de 
que  el  concesionario  levantase  una  fábrica  de  gas.  Andando  el 
tiempo,  montó  también  una  fábrica  de  electricidad  en  el  mismo 
terreno;  y  suscitado  pleito  para  que  la  condición  se  cumpliera,  se 
alegó  en  el  recurso  el  art.  349  porque  el  hecho  de  desmontar  la 
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fábrica  productora  de  electricidad  era  un  atentado  contra  el  de- 
recho de  libre  disposición  integrante  del  de  propiedad. 

El  Tribunal  Supremo  proclamó  que  el  cumplimiento  estricto 
de  un  pacto  lícito  no  envuelve  atentado  al  derecho  de  pro- 
piedad. 

Sentencia  de  22  de  Febrero  de  j8Q4, — El  pleito  es  interesante, 
desde  un  punto  de  vista  histórico.  Varios  pueblos  de  Navarra  ve- 
nían disfrutando  de  los  productos  forestales  de  dos  montes,  en 
uno  de  los  cuáles,  Fitero,  congozante  con  los  demás,  alegaba 
ciertos  derechos  privativos.  Ejercitó  Tudela  la  acción  commum 
dividundo,  alegó  Fitero  sus  derechos  patrimoniales,  prosperó  la 
demanda,  y  al  interponer  el  recurso  se  alegó  el  art.  349  del  Códi- 
go, confirmatorio  de  la  ley  10,  titulo  XIV  de  la  Partida  j.",  en  el 
sentido  de  que  al  negarse  á  Fitero  la  propiedad  que  se  atribuía  sin 
haber  sido  oido  ni  vencido,  y  en  contra  de  un  fallo  ejecutorio  del 
Consejo  provincial  de  Navarra,  se  infringía  el  susodicho  artículo. 

Pleito  el  que  referimos  sometido  á  legislapión  foral  y  á  un  régi- 
men jurídico  anterior  en  muchos  años  al  Código  civil,  la  cita  se 
extinguió  en  el  vacío,  sin  que  ni  siquiera  un  débil  eco  diera  mues- 
tra de  que  había  sido  recogida  por  la  sentencia. 

La  Sentencia  de  75  de  Enero  de  l8g8  dice  relación  principal  al 
art.  339,  y  á  dicho  lugar  nos  remitimos. 

b)  Resoluciones  administrativas. — Real  decreto  de  14  de  ygosto 
de  18Q4., — Para  la  construcción  de  una  carreterra,  una  cuadrilla 
de  operarios  ocupó,  sin  las  formalidades  previas  de  la  ley  de  ex- 
propiación forzosa,  parte  de  una  finca  que  pertenecía  á  un  parti- 
cular en  concepto  de  dote  estimada  de  su  esposa,  constando  con- 
venientemente inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad.  Promovido 
interdicto,  en  el  que  surgió  cuestión  de  competencia,  fué  decidido 
á  favor  de  la  autoridad  judicial. 

Escrupulosamente  aplicada  la  recta  doctrina,  bastaría  para  su 
total  justificación  recordar  que  el  poder  judicial  ejerce  la  función 
tuitiva,  amparando  al  indivuduo  cuando  el  poder  ejecutivo  lesio- 
na intereses  particulares. 

Un  caso  que  guarda  con  el  anterior  bastante  analogía,  tam- 
bién sobre  competencia,  fué  resuelto  por  el  Real  decreto  de  23  de 
Mayo  de  J8gs. 

El  dueño  de  un  aprovechamienio  de  aguas  que  se  colectaban 
en  el  lavadero  del  pueblo,  y  luego,  como  sobrantes,  servían  para 
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riego  de  huertaf?,  fué  perturbado  en  su  derecho  pór  el  ayuntamien- 
to, que  por  razones  de  salubridad  pública  mandó  destruir  el  indi-  • 
cado  lavadero.  Formuló  el  particular  demanda  ordinaria,  y  susci- 
tada cuestión  de  competencia,  se  decidió  en  favor  de  la  autoridad 
judicial. 

En  el  mismo  espíritu  que  los  dos  anteriores  se  halla  inspirado 
el  Real  decreto  ae  23  de  Diciembre  de  lisgg. 

Artículo  351.     El  tesoro  ¿culto  pertenece  al  dueño  del. 
terreno  en  que  se  hallase. 

Sin  embargo,  cuando  fuese  hecho  el  descubrimiento  en 
propiedad  ajena,  ó  del  Estado,  y  por  casualidad,  la  mitad  se 
aplicará  al  descubridor  (i). 


(i)    Sentencia  de  la  Sala  segunda  de  13  de  Mayo  de  1896.— (Véase 

artículo  2/) 

Sentencia  de  la  Sala'segunda  de  18  Enero  de  1899. 

HECHOS) 

A)  Antecedentes' — Un  heredero  hizo  entrega  de  una  cómoda  á  ana  leg'a- 
taria,  cuyo  mueble  fue  previamente  desocupado;  pero  al  coadacirle  al  domi- 
cilio de  'esta  última,  descubrió  el  «>perario  que  lo  transportaba  un  cajón 
secreto,  conteniendo  850  pesetas,  la  mayor  parte  en  monedas  de  oro;  7  al 
llegar  á  la  casi  de  la  legatiria,  comaaicó  á  ésta  el  hallazg-i,  la  cuil  se  lo 
apropió,  dando  100  pesetas  al  mencionado  descubridor  para  que  guardase 
silencio. 

El  heredero,  transcurridos  cuatro  años,  denunció  el  hecho,  y  formada  la 
correspondien'.e  causa,  fué  condenada  la  legataria,  como  autora  de  un  delito 
de  hurto,  superior  á  500  pesetas  (número  i.**  delart.  530  y  2.**  del  531  del 
Código  penal),  y  el  operario  como  cómplice  en  el  mismo  delito. 

B)  Recurso  de  casación. — La  legataria  lo  interpuso,  citando  como  in- 
fringidos: 

I.®  Art.  530,  núm  i.°  indebidamente  aplicado,  por  entender  que  el  di- 
nero hallado  uo  pertenecía  á  persona  determinada;  pues  no  diciéndose  que 
faera  del  testador  que  hizo  el  legado,  ni  constando  su  legítima  proced  :ncia, 
pudo  creer  la  recurrente  que  se  trataba  de  cosa  abandonada  ó  perdida,  no 
existiendo  tampoco  ánimo  de  lucro. 

zP     Art.  I.''  del  Código  penal,  por  inaplicación,  pues  obró  la  recurrente 
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Si  los  efectos  descubiertos  fuesen  interesantes  para  las 
Ciencias  ó  las  Artes,  podrá  el  Estado  adquirirlos  por  su  justo 
precio,  que  se  distribuirá  en  conformidad  á  lo  declarado. 

Tesoro, 

(Art.     35'.) 

Atentar  á  la  propiedad  es  un  delito,  y  al  amparo  de  este  afo- 
rismo, la  Sentencia  de  la  Sala  segunda  de  lo  criminal  de  ij  de  Mayo 
de  i8g6,  condenó  á  unos  trabajadores  que  se  apoderaron  de  un 


en  ejercicio  de  un  derecho  que  establecen  los  artículos  350  7351  del  Código 
civil. 

El  operario  descubridor  del  hallazgo  interpuso  también  recurso,  citando 
contó  infringido  el  art.  16,  niím.  i.*^  del  Código  penal,  por  aplicación  inde- 
bida, por  entender  la  Audiencia  que  los  actos  del  recurrente  pueden  cons- 
tituirle en  encubridor. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar. 

DOCTRINA 

8on  notas  esemialmente  características  dd  delito  de  hurto^  tanto  del 
definido  en  el  núm,  i.",  como  en  el  2.^  del  art,  530  del  Coligo  penal^  el 
que  la  coha  materia  del  mismo  de  que  se  hubiere  apoderado  ó  que  se  hubiese 
apropiado  el  agente  sea  de  indudable  pertenencia  agena,  y  que  eseapode- 
ramiefUo  ó  apropiación  se  hayan  verificado  con  man\flesto  intento  de  ilici  • 
to  lucro» 

Declarado  probado  en  el  fallo  resumido  que  la  procesada^  hoy  recurren^ 
^e,  adquirió  la  cómoda^  en  el  secreto  de  uno  de  cuyos  cajones  estaba  oculta 
la  cantidad  de  dinero  que  se  apropió^  por  habérsela  mandado  á  su  casa  la 
heredera,  cumpliendo  1 1  voluntad  de  su  causante  de  que,  además  de  otro 
legado,  hnhia  de  entregar  á  dicha  recurrente,  sobrina  del  testador^  otra 
cosa  mueble  determinada  ó  indeterminada,  no  es  aventurado  estimar  que 
pudo  le  legataiia  creer  racionalmente  que  lefue}^a  legado  en  el  primer 
concepto  el  expresado  mueble  y  que^por  tanto,  le  pertenec  era,  no  solo  éste, 
sino  tanibién  la  cantidad  sigilosamente  guardada  en  él,  con  tanto  más 
motivo  cuanto  que  no  consta  que  hubiese  ésta  dado  conocimituto  de  aqué- 
lla á  la  Jieredera,  sin  que  los  medios  empleados  por  la  rccwrente  para 
procurar  la  ocultación  del  hallazgo,  cuya  ocultación  bien  pudo  tener  por 
objeto  evitar  detenninadas  exigencias  y  compromisos,  tan  frecuentes  en 
tasas  de  esta  itulole,  sean  bastantes  para  afirmar  sin  riesgo  de  posible 
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tesoro,  atendiendo  á  que  el  art.  351  del  Código  atribuyela  mitad 
de  él  al  propietario  del  bien  donde  aquel  se  encuentre. 

Mas  es  tan  instintivo  en  el  que  encuentra  una  cosa  oculta  creer- 
la de  su  exclusiva  pertenencia,  en  cuanto  con  anterioridad  á  su 
hallazgo  nadie  la  ha  poseído,  que  se  ha  repetido  con  frecuencia 
el  caso  de  la  sentencia  mencionada,  si  bien  el  Tribunal  Supre- 
mo, abandonando  el  severo  rigor  en  ella  mantenido,  no  ha  visto 
en  los  nuevos  casos  materia  punible.  Así  lo  ha  establecido  en 
Sentencias  de  j8  de  Enero  y  7  de  Febrero  de  i8go,  declarando 
no  constitutivo  de  delito,  en  la  primera,  el  hecho  de  haberse  apo- 
derado la  legataria  de  un  inmueble  del  dinero  coatenido  en  un 
cajón  secreto  del  mismo,  y  en  la  segunda,  el  descubrimiento  de 


error  y  la  malicia  constitutiva  del  delito  imputado;  siendo  por  el  contrario 
más  lógico  y  legal  en  este  caso,  dadas  las  circunstancias  del  mismo  y  laa 
condiciones  de  la  persona,  estimar  que  no  fué  el  ánimo  de  lucro  ilícito  de 
eosj  ajena  el  móvil  de  la  acción  reeditada  por  la  recurrente^  sino  él  ^er- 
cicio  de  un  derecho  de  que,  tuviéralo  ó  no,  se  creía  asistida,  y  cuya  im- 
pugnaeión  debe  ser  discutida  y  resuelta  en  su  caso,  con  sanción  suficiente  y 
8in  merma  de  los  intereses  del  Fisco ,  ante  y  por  jurisdicción  de  orden  dis- 
tinto por  la  requerida, 

Al  no  estimarlo  asi  el  Tribunal  á  quo,  y  al  colocar  y pennr  dios  re- 
currentes como  autora  del  hurto  y  como  encubridor  del  propio  delito,  res- 
pectivamente, delito  cuya  inexistencia  queda  declarada,  ha  cometido  la9 
infracciones  legales  i  incurrido  en  el  error  de  derecho  que  por  la  repre- 
sentación y  defensa  de  ambos  recurrentes  se  le  atribuye. 


Sentencia  de  la  Sala  segunda  de  7  de  Febrero  de  IS99. 

HECHOS 

A)  AnUcedmtti.  -  Al  realizar  un  obrero  obras  de  albañilería  en  una  casa, 
descubrió  un  tesoro,  que  repartió  por  mitad  con  Ja  inquilina  de  la  habitación, 
quien  guardó  después  silencio  acerca  de  lo  ocurrido.  Pero  como  la  duefia  de 
la  casa  tuviese  conocimiento  de  ello  por  otro  conducto,  se  querelló  contra 
la  inquilina,  siendo  ésta  condeaada  como  autora  de  un  delito  de  hurto  reali- 
zado al  apropiarse  de  la  parte  del  tesoro  correspondiente  á  la  duefia  de  la 
casa,  conforme  á  los  artículos  351  y  352  del  Código  civil. 

R)  Recurso  de  casación. — Lo  interpuso  la  procesada,  citando  como 
infringido  el  art.  530,  núm.  2.^  del  Código  penal,  por  aplicación  indebida; 
pues  además  de  que  ella  no  fué  quien  eucontró  la  cosa  perdida,  es  ignorado 
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un  tesoro  por  unos  obreros  en  la  ejecución  de  obras  de  albañüe- 
ría  de  una  casa. 

Como  se  observará,  este  segundo  fallo  contradice  y  anula  el 
de  ij  de  Mayo  de  iSgó,  pronunciado  sobre  caso  idéntico.  Es 
de  suponer  la  solución  del  antagonismo  en  lo  sucesivo,  mediante 
el  imperio  del  último  criterio. 


el  dueño  que  la  perdiera,  sin  cuyas  circunstancias  no  puede  existir  el  hurto 
que  define  dicho  artículo. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar. 

DOCTRINA 

La  equivocada  creencia  que  tuviera  la  recurrente  de  que  por  su  concep- 
to de  inquilifía  debía  correaponderle  la  mitad  del  tesoro  encontrado  en  la 
habitación  que  ocupaba,  despoja  el  hecho  por  ella  realizado  de  la  malicia 
integrante  del  delito  de  hurto,  sin  que  su  proceder  sigiloso  después  del 
hallazgo,  que  pudo  obedecer  á  otras  camas,  como  evitar  compromisos,  exi- 
gencias ó  reclamaciones  nea  bastante  á  revestir  la  indebida  apropiación 
del  dinero  con  los  caracteres  esenciales  é  inductivos  de  responsabilidad  cri- 
minal, y  al  no  estimarlo  asi  la  Sala  sentenciadora,  ha  infringido  el 
articulo  630  del  Código  penal  e  incurrido  en  el  error  de  derecho  alegado 
en  d  recurso. 
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CAPÍTULO  II 

DEL   DERECHO   DE    ACCESIÓN 

Sección  segunda.; 

Del  derecho  de  accesión  respecto  á  los  bienes  inmuebles. 

[rtícülo  361.  El  dueño  del  terreno  ea  que  se  edificare, 
sembrare  ó  plantare  de  buena  fe,  tendrá  derecho  á  hacer 
suya  la  obra,  siembra  ó  plantación,  previa  la  indemnización 
establecida  en  los  artículos  453  y  454,  ó  á  obligar  al  que  fa- 
bricó ó  plantó  á  píigarle  el  precio  del  terreno»  y  al  que  sem- 
bró la  renta  correspondiente. 

Sentencia  de  6  de  Junio  de  \9^\.^Ed¿/ic ación  de  buena  fe 
en  suelo  ajerio, 

HECHOS 

A)  Antecedentes, — Por  decreto  del  Presidente  del  Poder  eje- 
cutivo de  la  República,  se  concedió  en  1874  autorización  para 
construir  un  canal  derivado  de  los  ríos  Gévora  y  Zapatón,  deno- 
minado también  este  último  Albarragena,  con  objeto  de  fertilizar 
1.666  hectáreas  de  terreno  y  surtir  de  aguas  á  Badajoz. 

Los  concesionarios  transfirieron  su  concesión  á  la  Sociedad 
de  Aguas  del  Gévora,  y  aprobada  la  transferencia,  se  aprobó  asi- 
mismo el  proyecto  de  embalse  en  el  río  Zapatón  por  medio  de 
una  presa. 

Con  motivo  de  las  obras  para  la  construcción  de  dicha  presa, 
mediaron  relaciones  entre  uno  de  los  Consejeros  de  Administra- 
ción de  la  empresa  de  Aguas  y  el  propietario  de  la  dehesa  de  Ca- 
ñadas del  Bragado,  de  las  cuales  resulta,  al  parecer,  que  en  conver- 
saciones habidas  entre  el  Consejero  y  el  dueño  de  la  dehesa,  éste 
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había  manifestado,  en  vista  de  la  propuesta  del  primero  de  levan- 
tar un  acta  que  garantizase  los  intereses  del  segundo,  que  no  se 
opondría  á  que  en  la  dehesa  apoyase  su  estribación  derecha  la 
presa  de  embalse  que  construía  la  Sociedad  y  permitiría  que  se 
extrajese  la  piedra  necesaria,  salvo  siempre  su  derecho  á  reclamar 
daños  7  perjuicios;  á  lo  cual  la  Sociedad  consignó  en  acta  su  re- 
conocimiento, é  hizo  constar  que  respetuosa  con  la  propiedad  pri* 
vada  no  se  opondría,  si  llegaba  el  caso,  á  la  indemnización  de 
perjuicios.   . 

B)  Demanda. — En  Noviembre  del  año  1890,  el  dueño  de  la 
dehesa  Cañadas  del  Bragado  demandó  á  la  empresa  de  Aguas, 
exponiendo  como  hechos:  su  dominio  sobre  la  finca;  hallarse 
en  pacífica  posesión  de  la  misma,  hasta  que  hacía  unos  tres  ó  cua- 
'  tro  meses  fué  invadida  por  gran  número  de  dependientes  y  traba- 
jadores de  la  Sociedad  de  Aguas  del  Gévora,  quienes  levantaron 
chozrs,  dejaron  pastar  las  caballerías,  corlaron  leñas,  extrajeron 
piedra  por  medio  de  barrenos,  ocuparon  la  posesión  con  carreas  y 
volquetes,  y  construyeron  un  gran  muro  ó  presa  de  embalse  entre 
la  Sierra  de  Paniegro,  enclavada  en  las  Cañadas  del  Bragado,  y  la 
de  Santa  María,  divididas  por  el  río  Albarragena;  que  todo  esto 
lo  habían  hecho  sin  autorización  del  dueño  de  la  dehesa  y  aun 
desatendiendo  sus  intimaciones  y  las  del  guarda  para  que  se  reti. 
rasen  y  la  dejasen  libre;  que  no  era  cierto  como  se  suponía 
que  hubiese  dado  permiso  para  extraer  piedra  y  hacer  la  presa;  y 
que  como  el  muro  en  construcción  elevaría  el  nivel  de  las  aguas 
del  río  Albarragena  á  18  metros  por  lo  menos  sobre  el  ordinario 
en  las  inmediaciones  de  la  presa,  y  el  embalse  alcanzaría  una  ex- 
tensión de  unos  13  kilómetros  y  100  metros  de  ancho  en  algunos 
sitios,  se  haría  imposible  la  comunicación  entre  la  villa,  y  se  in- 
utilizarían los  caminos  y  servidumbres  de  paso;  por  cuyo  ^hecho  y 
alegando  como  fundamentos  jurídicos  la  prerrogativa  esencial  del 
dominio  de  reivindicarlo;  no  poder  privarse  á  nadie  de  su  propie- 
dad sino  por  autoridad  competente,  causa  justificada  y  previa  in- 
demnización; dar  derecho  por  accesión  la  propiedad  á  todo  lo 
que  se  la  une  ó  incorpora;  perder  el  ediñcante  de  mala  fe  en  suelo 
ajeno  todo  lo  edificado;  con  cita  de  los  artículos  348,  349,  353, 
362,  363,  433,  457,  1.902  y  1.903  del  Código  civil,  suplicó  se  de- 
clarase pertenecerle  en  pleno  do:ninio  el  terreno  de  la  dehesa  de 
Cañadas  del  Bragado,  detentado  en   parte   por  la  Sociedad   de 
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Aguas  del  Gévora,  y  condenar  á  ésta  á  dejar  libre  la  mencionada 
dehesa  j  á  perder  lo  edificado  ó  á  derribarlo  á  su  costa,  reponien- 
do las  cosas  á  su  estado  primitivo,  con  más  los  daños  y  perjui- 
cios, y  el  pago  de  las  costas. 

C)  ConUstación. — La  compañía  de  aguas  del  Gévora,  evacuó 
el  traslado  de  contestación,  exponiendo:  que  en  el  verano  de  1883, 
empezó  las  obras  de  la  presa  sin  que  la  anterior  propietaria  de 
la  dehesa  del  Bragado  formulara  ninguna  reclamación:  que  co- 
menzada  en  1890  la  tercera  campaña  para  la  construcción  de  la 
presa,  el  dueño  de  la  dehesa  se  personó  en  casa  de  uno  de  los 
Consejeros  de  Administración  de  la  Compañía,  expresando  creía 
tener  derecho  á  indemnización,  y  que  si  el  Consejo  tomaba  un 
acuerdo,  que  le  asegurase  el  pago  de  dicha  indemnización,  no 
se  opondría  á  la  estribación  de  la  presa  en  su  dehesa,  ni  al 
aprovechamiento  de  la  piedra;  que  convenidos  en  esto,  la  Socie- 
dad lo  aceptó,  y  en  sesión  de  31  de  Julio  de  1890,  se  obligó  á  in- 
demnizar perjuicios;  que  el  propietario  de  la  dehesa  exigió  ga- 
rantía personal  del  Consejero  de  Administración,  y  como  éste  le 
reprochara  su  conducta,  quedó  así  terminada  la  conferencia; 
que  la  presa  no  estaba  emplazada  en  terreno  de  la  dehesa  del 
Bragado,  sino  sobre  el  cauce  del  río  Zapatón,  entre  dos  elevadas 
sierras,  límite  la  más  escarpada  de  ellas,  de  la  dehesa  del  Bragado» 
por  lo  cual  la  Sociedad  no  había  tenido  que  utilizar  dicha  dehesa 
en  las  tres  campañas  que  llevaba  efectuadas,  más  que  para  apoyar 
la  estribación  derecha  y  extraer  piedra:  por  todo,  cuyos  hechos 
y  con  alegación  de  los  artículos  32,  34,  35,  36  y  103  de  la  ley  de 
Aguas  de  13  de  Junio  de  1879  y  los  1091,  1254,  1258,  1259,  Pá- 
rrafo 2,^,  1809,  1817  del  Código  civil,  61  de  la  ley  de  expropia- 
ción forzosa  de  10  de  Enero  de  1879  y  126  de  su  reglamento,  y 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  13  de  Enero  de  1886,  y  16  de 
Diciembre  de  1887,  concluyó  suplicando  la  absolución  de  la  de- 
manda. 

D)  Réplica  y  dúpLca, — El  demandante  adicionó  en  su  escrito 
de  réplica:  haber  venido  él  y  su  causante  en  posesión  no  interrum- 
pida de  las  riberas  del  Zapatón,  sembrando  en  ellas  y  aprove- 
chándolas con  sus  ganados;  constar  el  río  Albarragena  en  la  es- 
critura de  adquisición  como  límite  de  la  dehesa  del  Bragado;  ha- 
ber ésta  desmerecido  por  el  hecho  de  construirse  la  presa;  ser  de 
propiedad  privada  los  álveos  de  las  corrientes  discontinuas,  for- 
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madas  por  aguas  pluviales  y  estar  las  riberas  sujetas  á  las  servi- 
dumbres públicas,  en  interés  de  la  navegación,  la  flotación,  la  pes- 
ca y  el  salvamento;  y  finalmente,  constituir  un  despojo  los  hechos 
perturbativos  que  participan  del  carácter  de  la  expropiación,  y  es- 
tar establecido  por  Real  decreto  de  19  de  Enero  de  1880,  que  ya 
se  trate  de  una  ocupación  temporal  ó  de  un  acto  de  expropiación, 
es  requisito  indispensable  que  la  Administración  declare  la  nece- 
sidad de  ocupar  ó  de  expropiar,  previos  los  trámites  oportunos. 

Al  duplicar  la  Sociedad  demandada,  expuso:  que  al  adquirir 
el  actual  propietario  la  dehesa  de  Cañadas  del  Bragado,  lo  hizo 
ya  con  la  servidumbre,  por  el  consentimiento  tácito  de  la  anterior 
dueña,  á  las  obras  de  las  dos  campañas  de  construcción  de  la 
presa  de  1883  y  1887:  que  el  Zapatón  es  un  río  de  corriente  con- 
tinua más  ó  menos  caudalosa,  denominándolo  así  la  Comisión 
central  Hidrológica,  y  finalmente,  que  corresponde  al  Ministerio 
de  Fomento  acordar  y  ejecutar  la  demarcación  y  deslinde  de 
cuantas  aguas  pertenecen  al  dominio  público. 

E)  Pruída.—TracúcsLáa  de  reconocimiento  judicial  y  peri- 
tos, resultó:  hallarse  en  construcción  la  presa,  apoyando  su  extre- 
mo derecho  en  la  primera  estribación  de  la  cordillera  B,  conocida 
por  Paniegro,  y  el  izquierdo  en  la  sierra  de  la  peña  del  Águila, 
cortando  en  este  punto*  el  río  Albarragena:  existir  á  uno  y  otro 
lado  de  las  estribaciones,  excavaciones  en  piedra  para  continuar 
la  obra^  siendo  las  piedras  sacadas  de  la  misma  clase  que  las  em- 
pleadas en  la  construcción  de  la  presa;  observarse  descuajes  de 
monte,  y  algunos  terrenos  de  la  dehesa  inundados  ó  con  indicios 
de  reciente  inundación. 

FJ  Sentencia  y  apelación. — Pronunciada  sentencia  por  el  juz- 
gado de  primera  instancia  y  apelada,  al  evacuar  la  Sociedad  de 
Aguas  el  traslado  de  instrucción,  lo  hizo  en  escrito,  al  que  acom- 
pañaba un  plano,  y  por  cuyo  escrito  manifestó  haber  tenido  noti- 
cia últimamente  de  que  el  terreno  objeto  de  la  reivindicación  no 
correspondía  al  demandante  sino  á  un  tercero,  dueño  de  una  finca 
colindante,  conocida  por  el  Millar  de  la  Naterona,  lindante  con 
ia  cúspide  '  de  la  sierra  de  Paniegro.  Abierto  nuevo  período  de 
prueba,  se  practicó  toda  la  propuesta  al  efecto  de  acreditar  la  iden- 
tidad de  las  fincas. 

H)  Sentencia  de  2!^  instancia  y  Recurso  de  casación.^ A^pre- 
ciando  la  Sala  la  prueba  practicada,  dictó  en  30  de  Diciembre  de 
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1892  sentencia,  no  conforme  en  un  todo  con  la  apelada,  por  la 
cual  declaró  que  al  demandante  como  propietario  de  la  dehesa 
de  Cañadas  del  Bragado,  correspondía  en  pleno  dominio  el  terre- 
no ocupado  por  la  presa  construida  entre  la  Sierra  de  Paniegro  7 
la  de  la  Peña  del  Águila;  que  dicho  terreno  esta?)a  detentado  por 
la  Sociedad  de  Aguas  del  Gévora,  y  en  su  virtud  condenó  á  dicha 
Sociedad  á  dejar  libre  y  expedito  el  terreno  detentado,  destruyen- 
do á  su  costa  la  parte  de  presa  edificada  sobre  aquél,  y  al  abono 
de  varias  partidas  de  indemnización  por  daños  causados  por  las 
caballerías,  leñas  quemadas,  sembrados  destruidos  por  la  inunda- 
ción y  piedra  extraída. 

La  Sociedad  condenada,  interpuso  recurso  de  casación,  ale- 
gando: 

i.°  Error  de  hecho  el  apreciar  la  Sala  sentenciadora  probada 
la  identidad  de  los  terrenos  reivindicados,  porque  resultando  se- 
gún la  certificación  del  Registro  de  1862,  que  el  Millar  de  la  Nate- 
rona  lindaba  con  la  cúspide  de  la  Sierra  de  Paniegro,  no  era  con- 
ciliable este  lindero  con  el  señalado  por  el  perito  de  la  parte 
demandante,  porque  entonces  lindaría  la  Naterona  con  la  Sierra 
y  las  Cañadas  del  Bragado,  y  resultaría  aumentada  su  extensión 
en  cerca  de  300  fanegas  más  de  las  que  indica  su  título  de  adqui- 
sición (escritura  de  1889). 

2.**  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  con  in- 
fracción del  orL  1^18  dil  Código  civil,  por  no  haber  dado  á  la 
escritura  y  certificación  del  Registro  el  valor  probatorio  que 
tienen. 

3.^  Error  de  hecho  el  estimar  que  la  pres^  del  Zapatón  cstíL 
construida  sobre  terreno  de  la  dehesa  Cañadas  del  Bragado  en  la 
parte  que  manda  destruirla,  porque  resultando  de  la  escritura  de 
1889  que  el  límite  de  dicha  dehesa  es  la  orilla  del  río  Albanra» 
gena,  la  reivindicación  no  puede  extenderse  hasta  la  mitad  del 
cauce. 

4.®    Incongruencia  del  fallo. 

5.**  Error  de  hecho  al  apreciar  que  el  Albarragena  es  arroyo  y 
no  río,  como  lo  clasifica  el  Ministerio  de  Fomento  y  su  Comi- 
sión de  Hidrología. 

6.°  Infracción  de  los  artículos  J4,  párrafos  /.**  y  2?  de  la  ley 
de  Aguas  407,  párrafos  /.°  y  2f,  y  408,  pdrf,  J.**  del  Código  civil,. 
que  declaran  de   dominio  público  los  cauces  de  los  ríos  y  arro- 
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yos  (Jie  no  atraviesen*  heredad,  porque  el  Albarragena  no  atra- 
viesa, ks  Cañadas,  sino  la  limita. 

7.^  Infracción  del  art,  248  pdrf.  4f  de  la  ley  de  Aguas  y  Reat^ 
decreto  de  1  ."*  de  Julio  de  18 8^,  y 

8.**  Infracción  del  principio  de  que  la  buena  fe  se  presume 
siempre,  7  del  art.  j6i  del  Código  civil,  que  define  los  derechos  del 
dueño  del  terreno  en  las  edificaciones  de  buena  fe,  dado  que  ésta 
se  halle  reconocida  en  el  pleito,  y  así  se  dice  por  el  Juzgado  para 
fundar  la  no  imposición  de  costas. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso  en 
cuanto  á  los  siete  primeros  motivos,  y  haber  lugar  al  mismo  en 
cuanto  al  octavo. 

DOCTRINA 

De  los  documentos  señalados  en  el  primer  motivo  del  recurso  no  se  de- 
riva el  error  de  hecüio  alegado  por  el  recurrente^  pues  aparte  de  que  el 
Tribunal  sentenciador  estima  acreditada  la  indentidad  de  la  finca  minn- 
dieadn  por  algún  elemento  más  deprueba,  cual  es  la  diligencia  de  reco- 
nocimiento judicial  y  el  resultado  de  los  dictámenes  periciales^  no  existe 
la  contradicción  que  se  supone  en  dicho  primer  motivo  sobre  los  limites  de 
las  Calladas  del  Bragado  y  el  millar  de  La  Nnterona  con  relación  á  la 
sierra  de  Paniegro,  porque  no  constituyendo  ésta  una  finca  intermedia 
entre  ambas,  hay  compatibilidad  perfecta  entre  la  designación  del  limite 
Sur  de  aquélla  y  el  del  Norte  de  la  segunda,  cualquiera  que  sea  la  linea 
divisoria  que  separe  á  una  de  otra  desde  la  cúspide  de  Paniegro  ^  m  ha 
incurrido  consiyuieniemente  la  Audiencia  en  el  error  de  derecho  qm  se  le 
atribuye  en  el  segundo  motivo  del  recurso,  pues  no  ha  desconocido  la  fuer- 
za legal  de  la  documentación  á  que  se  refiere,  sino  que  deduce  de  su  con- 
texto y  demás  demenios  de  prueba  la  afirmación  de  la  identidad  del 
terreno  redamado. 

Tampoco  se  deriva  de  la  escritura  de  compra  presentada  por  el  deman- 
dante el  error  de  hecho  en  que  funda  el  recurrente  su  tercer  motivo  de 
casación,  porque  el  señalamiento  de  la  ribera  del  Albarragena  como  deter- 
minación del  limite  de  las  Cañadas  de  Bragado  por  el  Este,  no  exduye 
el  supuesto  de  la  propiedad  de  su  cauce  en  favor  de  los  dueños  colindantes, 
y  es  la  mantra  más  propia  de  marcar  el  limite  de  la  finca  por  el  expre- 
sado lado;  y  no  existe  la  incongruencia  ni  el  defecto  de  otorgar  más  de  lo 
pedido  que  se  alega  en  el  cuarto  motivo  del  recurso,  porque  en  la  deman- 
da claramente  se  solicita  la  reivindicadón  con  sus  consecuetudas  del 
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terrem>  detentado  por  la  Sociedad  Aguas  del  Oévora,  enclavado  en  lafin^ 
ea  delimitada^  y  la  determinación  de  este  terreno  ha  Mo  el  objeto  de  las 
pruebas  practicadas  en  el  juicio . 

Cualquiera  que  sea  la  estimación  que  la  Attdiencia  haya  hetho  del 
carácter,  asi  como  de  la  continuidad  ó  discontinuidiíd  de  las  aguas  dd 
Albarragena  ó  Zapatón  al  pasar  junto  á  las  Cañadas  de  Bragado^ 
en  nada  se  opone  a  la  clasificación  y  aforo  que  de  las  mismas  hiciera  la  di» 
visión  hidrológica  correspondiente,  porque  dicha  clas^icación  y  aforo  se 
hizo  á  19  kilómetros  de  distancia  aguas  abajo^  donde  se  juntan  las  aguas 
de  varios  arroyos  que  hacen  variar  las  condiciones  de  aquély  por  lo  que 
no  existe  el  error  de  hecho  y  de  derecho  invocado  en  el  motivo  5.°,  asi 
como  tampoco  la  infracción  del  art  348^  núm  4.°  de  la  ley  vigente  de 
Aguas  y  del  Real  decreto  de  Í.o  de  Julio  de  1885,  que  se  intocan  en 
el  7.^,  pues  al  resolver  la  Audiencia  por  el  resultado  de  las  pruebas  y 
fundamentos  legales  discutidos  en  el  juicio  una  cuestión  de  propiedad, 
no  es  que  haga  una  previa  ckísificación  y  deslinde  de  carácter  admi' 
nistrativo,  sino  que  se  limita  á  aplicar  las  disposiciones  legales  que  ha 
estimado  pertinentes. 

Bespecto  del  motivo  6.^  del  recurso,  éste  se  funda  en  el  supuesto  de 
que  el  Albarragena  es  verdaderamente  uf»  rio  al  pasar  por  ku  Cañadas  de 
Bragado,  y  que,  aun  siendo  arroyo,  no  atraviesa  lajinca^  siendo  asi  que 
la  clasificación  del  mismo  que  hizo  la  Administración  se  refiere  según  lo 
antes  expuesto»  á  un  sitio  lejano  donde  por  la  confiuenda  de  varios  arro- 
yos se  forma  el  rio,  y  que  bastará  ó  no  en  el  segundo  supttesto  q%te  los 
arroyos  atravesaran  fincas  limítrofes  para  la  inaplicación  de  los  articu- 
las citados  en  dicho  motivo,  declara  el  Tribunal  sentenciador  que  es  de 
respetar  por  posesión  inmemorial  el  derecho  de  los  diversos  propiet4urios 
á  aprovecharse  del  terreno  desde  la  mitad  del  cauce  como  terreno  del  do- 
minio privado,  es  decir,  la  preexistencia  de  una  propiedad  particular,  sin 
que  respecto  de  esta  declaración  de  derecho  se  haya  alegado  infracción 
alguna  de  ley  que  impida  reconocerle  á  pesar  de  dicha  posesión  inme* 
morial. 

La  añrmación  contenida,  lo  mismo  en  la  sentencia  del  Juzgado  que 
en  la  déla  Audiencia,  de  que  los  demandados  no  obraron  con  temeridad 
al  oponerse  á  la  demanda,  es  una  c^firmaáón  de  he<^  i$^discutible  que  en 
el  caso  del  actual  pleito  implica,  por  la  naturaleza  de  la  cuestión  debatida, 
la  buena  fe  con  que  la  Sociedad  Aguas  de  Qévora  debió  obrar  al  levantar 
sobre  el  terreno  rtivindicado  la  presa  construida,  sino  en  el  sentido  de 
haber  edificado  sobre  terreno  que  conceptuase  propio,  en  el  de  haberlo 
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hecho  creyendo  contar  con  la  aqmescencia  de  la  entidad  6  persona  á  quie- 
ncB  equivocadamente  pudo  atribuir  el  carácter  de  dueño^  y  ce  halla  en 
efecto  corroborada,  ya  por  loa  dudas  reveladas  durante  el  juicio  acerca 
dd  caráctrr  público  6  privado  del  álveo  ó  cauce  del  Zapatón^  ya  acerca 
de  los  verdaderos  limites  de  las  Cañadas  de  Bragado  por  la  parte  del  Ho 
ypiír  la  dd  millar  de  Naterona,  ya  por  d  resultado  de  la  comunicación 
di  8  de  Agosto  de  1890;  que  la  presunción  de  buena  fe,  salvo  prueba  en  con^ 
trario^  es  un  principio  de  derecho  sancionado  por  el  Código  civil  en  su 
articulo  á3i^  y  la  Audiencia,  no  solamente  no  ha  hecho  declaración  al- 
guna opuesta  á  dicha  presunción,  sino  que  eitima^  según  se  ha  indi  - 
oado^  que  la  expresada  Sociedad  obró  sin  temeridad;  y  que,  esto  «u- 
prnstOf  se  han  cometido  las  infracciones  de  ley  a'egaias  en  el  octavo 
motivo  dd  recurso  al  condenar  á  la  Saciedad  Aguis  de  Oéoora  al  derri- 
bo de  la  presa  en  la  parte  ocupada  del  terreno  reivindicado,  s5'o  pertinen- 
te  si  didui  Sociedad  hubiese  obrado  con  mala  fe, 

*BKMÍctTLO  362.  El  que  ediñca,  planta  ó  siembra  de  mala 
^T  fe  ea  terreno  ajeno,  pierde  lo  edificado,  plantado  ó  sem- 
bndo,  ais  derecho  á  indemnización. 

[rtígülo  364.  Cuando  haya  habido  mala  fe,  no  sólo 
por  parte  del  que  edifica,  siembra  ó  planta  en  terreno 
ajeno,  sino  también  por  parte  del  dueAo  de  éste,  los  derechos 
de  uno  y  otro  serán  los  mismos  que  tendrían  si  hubieran  pro- 
cálido  ambos  de  buena  fe. 

Se  entiende  haber  mala  fe  por  parte  del  dueño  siempre 
que  el  hecho  sé  hubiera  ejecutado  á  su  vista,  ciencia  y  pacien- 
cia, sin  oponerse. 

Senfeneiáde  4  de  M\%  de  1899.— (Véase  art.  541). 


Accesión, 

(Artículos  361   á  364.) 

El  principio  de  que  lo  accesorio  sigue  á  lo  principal,  sobre 
cuyo  principio  reposa  toda  la  teoría  de  la  accesión,  con  ser  uno 
de  los  más  fundamentales  del  derecho,  y  desde  luego  de  los  que 
revelan  más  poderosa  vitalidad,  aparece  en  la  Jurisprudencia  po- 
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brfsimo  y  desmedrado.  Explícase,  sin  embargo,  en  los  bienes 
muebles,  porque  la  contienda  que  por  la  accesión  de  una  cosa 
mueble  pudiera  producirse  tiene  tan  poca  valía,  económicamente 
considerada,  que  no  merece  los  honores  y  los  horrores  de  un 
pleito.  Es  difícil  además  la  accesión:  ¿qué  pintor  de  renombre  no 
mira  antes  si  pinta  en  el  lienzo  ó  tabla  que  compró  ó  en  tabla  ó 
HcnEO  ajenos?  Y  aunque  descuidadamente  pintara  en  tela  de  otro, 
detido  lo  principal  la  pintura  por  las  preeminencias  del  arte,  y 
porque,  como  decía  Justiniano  en  su  ínstituta,  no  es  admisible  que 
una  eoaiposición  de  Apeles  ó  Parhassio  ceda  á  una  tabla  vil,  todo 
habría  de  quedar  reducido  al  mayor  ó  menor  valor  que  hubiera 
de  asignarse  al  lienzo,  á  la  tabla,  al  bloque  en  que  se  hubiera  pinta- 
éo,  tallado  ó  esculpido. 

El  concepto  de  la  accesión  es,  por  otra  parte,  muy  com- 
prensible; casi  instintivamente,  y  por  los  conocimientos  más 
vulgares,  se  resuelven  sus  sencillos  problen^as.  La  buena,  la  mala 
fe^  no  ya  como  estados  de  conciencia,  sino  comp  manifestaciones 
de  hecho,  ¿Quién  no  las  aprecia?  La  materia  preciosa,  ¿quién  no 
la  distingue  de  la  materia  liviana? 

y  si  acudimos  á  la  accesión  de  inmuebles,  no  son  menos  ase- 
quibles y  fáciles  de  resolver  las  dudas,  siquiera  desde  un  punto  de 
vista  económico,  la  cuantía  del  posible  perjuicio  determine  en  al- 
gíin  caso  el  litigio  judicial. 

Dos  sentencias  encontramos  relativas  á  la  accesión  de  inmue- 
bles- En  la  primera,  de  j  de  Junio  de  i8g4,  se  resuelve  francamen* 
íe  y  con  acierto  un  problema  sobre  edificación  de  buena  fe.  En  la 
segunda,  de  4  de  Julio  de  i8gg,  si  no  tan  directamente,  también  se 
decide  sobre  edificación  hecha  en  terreno  ajeno,  aunque  no  con 
buena  fe. 

Senkncia  dr  J  de  Junio  de  i8g4, — Una  Sociedad,  concesiona- 
ria por  traspaso  del  aprovechamiento  de  determinada  cantidad 
de  agua  de  dos  ríos,  construyó  la  estribación  de  una  presa  sobre 
terreno  que  le  constaba  no  ser  de  su  propiedad,  si  bien  procedió 
en  la  inteligencia  de  que  el  propietario  había  accedido  verbalmea- 
te  á  que  la  edificación  se  hiciese,  indemnizándole  de  los  perjui- 
cios que  la  obra  pudiera  ocasionar. 

Empezadas  las  obras  de  la  presa,  el  dueño  del  terreno  en  que 
aquella  estribaba  demandó  á  la  Compañía,  reivindicando  su  do- 
minio y  pidiendo  la  demolición;  á  todo  lo  cual  accedió  la  AudieQ* 
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cía,  DO  obstante  declarar  de  un  modo  expreso  que  la  Sociedad  se 
había  conducido  en  el  pleito  con  buena  fe,  por  lo  que  no  había 
lugar  á  condenarla  en  costas.  Tal  fué  el  asunto  en  sus  líneas  ge- 
nerales, prescindiendo  de  incidentes  y  detalles  que  podrán  con- 
sultarse en  los  hechos  de  la  sentencia. 

Interpuesto  recurso  de  casación  por  varios  motivos,  y  entre 
ellos  por  infracción  del  arl.  361,  y  del  principio  de  que  la  buena 
fe  se  presume  siempre,  prosperó  sólo  por  dicho  motivo.  He  aquí 
las  reglas  doctrínales  que  se  derivan  de  la  sentencia: 

♦  La  buena  fe  del  demandado  al  oponerse  á  la  demanda^  arguye 
en  ciertos  casos  la  buena  fe  en  la  edificación, 

♦  Implica  buena  fe  el  hecho  de  creer  contar  con  la  aquiescencia 
del  dueño  del  terreno  en  que  se  edifica,  aunque  la  edijicación  se  haga 
en  el  súbelo  ajeno  á  sabiendas  de  que  no  es  propio^ 

♦  Siendo  un  principio  de  derecho,  consagrado  por  el  art,  4J4,  del 
Código  civil,  el  de  que  la  buena  fe  siempre  se  presume,  para  dejar 
de  apreciarla  es  preciso  una  declaración  expresa  de  mala  fe  hecha 
por  el  Tribunal  a  quo. 

La  regla  primera  la  ampara  el  oportunismo:  la  segunda,  la 
equidad;  la  tercera,  un  precepto  de  derecho  escrito. 

Téngase  muy  presente  este  axioma,  cuya  enseñanza  no  se  debe 
nunca  desaprovechar.  Regla  oportunista,  regla  peligrosa. 

Nada  tan  resbaladizo  y  expuesto  á  caer  para  un  criterío  no 
curtido  por  la  práctica  como  una  regla  de  jurisprudencia  opor- 
tunista; porque  el  entendimiento  tiende  por  inclinación  natural 
á  generalizar,  y  el  espejismo  que  muchas  veces  ilusiona  al  aboga- 
do defensor  le  hace  ver  una  regla  absoluta  é  indiscutible  donde 
sólo  existe  una  adaptación  local.  En  el  caso  que  estudiamos, 
nadie  tiene  derecho  de  llamarse  á  engaño,  porque  el  tribunal 
Supremo,  con  prudencia  suma,  lejos  de  generalizar,  particula- 
riza diciendo  que  la  buena  fe,  al  oponerse  á  la  demanda,  es 
una  afirmación  de  hecho  indiscutible  que  en  el  caso  del  pleito  im- 
plica por  la  naturaleza  de  la  cuestión  debatida  la  buena  fe  con 
que  la  Sociedad  Aguas  del  Gévora  debió  obrar  al  levantar  so- 
bre el  terreno  reivindicado  la  presa  construida.  No  se  propone 
pues  como  criterio  de  derecho  la  asimilación  entre  la  buena  fe 
como  litigante,  y  la  buena  fe  como  poseedor,  porque  para  poder 
sostenerlo  en  recurso  de  casación  es  preciso  tener  en  cuenta  la 
naturaleza  especial  del  asunto.  Y  ^-quién  es  capaz  de  escudriñar  la 
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naturaleza  peculiar  de  cada  hecho  litigioso,  y  sobre  todo  la  in* 
fluencia  de  esa  naturaleza  en  el  Tribunal,  que  ni  siempre  se  com- 
pone de  las  mismas  personas,  ni  aunque  así  fuese,  se  encontrarían 
constantemente  bajo  el  mismo  estado  de  ánimo?  Véase  cuánto 
peligro  encierra  el  oportunismo  como  regla  de  jurisprudencia.  Y, 
sin  embargo,  hay  que  confesar  que  el  Tribunal  Supremo  añrma 
una  verdad  indiscutible:  la  correlación  que  existe  entre  la  buena 
fe  respondiendo  y  la  buena  fe  poseyendo:  Quien  habla  de  buena 
fe  poseyendo,  habla  d¿  buena  fe  edificando,  porque  la  edificación 
de  buena  fe  en  la  modalidad  de  materiales  propios  y  suelo  ajeno 
consiste  en  la  posesión  del  suelo  con  la  conviciio  domini^  ó  en  la 
inteligencia  de  que  se  puede  disponer  de  aquel  suelo  en  virtud  de 
algún  título  legítimo:  superficie,  mera  tolerancia. 

Esta  correlación  entre  la  buena  fe  respondiendo  y  la  buena  fe 
edificando,  es  peligrosísima  en  el  momento  mismo  en  que  se  trata 
de  elevarla  á  regla  de  jurisprudencia.  Puede  haber  sido  la  edifica- 
ción de  buena  fe,  y  temeraria  la  oposición  al  pleito,  por  conocer 
el  edificante  á  virtud  de  la  demanda,  y  el  emplazamiento  la  viciosa 
posesión  del  suelo,  resultando,  v.  g.,  de  los  títulos  presentados,  tan 
indiscutible  el  dominio  del  que  reivindica,  que  la  oposición  á  la 
demanda  arguya  temeridad;  por  donde  vendría  á  resultar  que  tra- 
tándose de  una  edificación  de  buena  fe,  con  todos  sus  derechos  á 
la  indemnización  de  materiales  ó  á  la  apropiación  del  suelo,  pre- 
vio pago  de  su  valor,  deberían  imponérsele  al  demandado  todas 
las  costas.  Además,  la  buena  ó  mala  fe  del  litigante  son  aprecia- 
ciones libres  del  Tribunal  a  quo,  según  las  reglas  de  crítica  racio- 
nal. Y  si  la  benignidad  influye  y  la  temeridad  no  se  estima  ni  se 
imponen  las  costas  al  demandado,  la  presunción  de  buena  fe  que 
explícitamente  se  deduce  de  hechos  ciertos,  aunque  no  constitu- 
yan una  afirmación  expuesta  con  palabras  categóricas,  ¿dejará  de 
determinar  y  producir  el  mismo  estado  jurídico.^  No  se  olvide, 
pues,  que  la  correlación  lógica  entre  la  buena  fe  respondiendo  y  la 
buena  fe  poseyendo,  no  puede  aplicarse  sino  en  casos  imposibles 
de  precisar  á  priori,  y  cuya  calificación  corresponde  al  oportunis- 
mojurídico  del  Tribunal  Supremo,  estimando  ese  hecho,  ese  as- 
pecto, esa  circunstancia,  esa  naturaleza  especial  del  litigio  que  con- 
vierte un  caso  vulgar  y  en  apariencia  de  mala  fe  en  un  caso  excep- 
cional, donde  la  bona  fides  reina  como  presunción  absoluta  dedu- 
cida de  hechos  ciertos,  y  mediando  entre  el  hecho  y  la  consecuen- 
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cia  ese  enlace  directo  y  preciso,  según  las  reglas  del  criterio  hu- 
mano. 

Hemos  dicho  que  la  segunda  regla  que  nos  suministra  la  inte- 
resante sentencia  de  /  ¿jí?  Junio  de  i8g4  responde  á  la  equidad. 
Nunca  más  pura  y  luminosa  la  Jurisprudencia  que  cuando  se  ele- 
va del  derecho  escrito  al  derecho  en  principios.  Kl  hecho  sobre 
el  cual  recayó  la  sentencia  que  estudiamos,  no  se  halla  concreta- 
mente previsto  en  el  Código.  £1  art.  361  alude  á  la  edificación, 
siembra  ó  plantación  hechas,  no  á  sabiendas  de  que  el  terreno  es 
ajeno^  sino  en  la  convicción  de  que  es  propio.  Para  plantar,  sem- 
brar ó  construir  es  preciso  poseer  la  superficie:  si  esta  posesión 
se  tiene,  aunque  no  sea  por  título  de  dueño,  v.  g.,  como  usufruc- 
tuario, ya  queda  fuera  del  art.  361,  porque  quien  siembra  como 
usufructuario  del  suelo  cumple  uno  de  los  fines  propios  del  usu- 
fructo. 

La  permanencia  de  la  construcción  introduce  cierta  modifica- 
ción en  el  concepto,  porque  la  siembra  rinde  pronto  su  fruto,  pero 
la  edificación  se  incorpora  al  suelo,  forma  un  todo  con  la  superfi- 
cie, y  hay  que  presumir  que  quien  sin  pacto  previo  que  llame  á  su 
posesión  los  derechos  del  superficiario  construye  en  la  convicción 
de  que  no  es  dueño  del  suelo,  dona  lo  edificado  ó  se  propone 
apropiarse  el  suelo  (mala  fe);  en  cuyos  dos  supuestos,  en  el  uno, 
por  gratuidad»  en  el  otro  por  pena,  la  incorporación  de  lo  acceso- 
rio á  lo  principal  le  priva  de  todo  derecho. 

£1  caso  de  la  sentencia  no  deja  de  ser  un  tanto  singular.  La 
Sociedad  de  Aguas  del  Gévora  sabía  que  la  superficie  donde  es- 
tribó la  presa  no  era  de  su  propiedad.  Conocía  el  legítimo  dueño, 
puesto  que  mediaron  negociaciones  entre  una  y  otro,  no  tan  sólo 
para  la  estribación,  sino  para  extraer  la  piec^ra  necesaria.  La  Com- 
pañía, debido  sin  duda  á  una  mala  inteligencia,  creyó  estas  ne- 
gociaciones ultimadas;  y  aunque  es  un  tanto  anormal  que  una  ser- 
vidumbre de  estribo  de  presa  se  constituya  por  pacto  verbal  y  sin 
delimitar  previamente  la  indemnización  por  el  terreno  expropiado, 
no  deja  tampoco  de  ser  muy  significativo,  que  pudiendo  la  Socie- 
dad haber  gestionado  y  obtenido  la  concesión  de  la  servidumbre 
forzosa  previa  expropiación  é  indemnización,  se  decidiera  á  em- 
prender obra  de  tanta  magnitud  sin  el  apoyo  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa. Revela  esto  que  la  Sociedad  creía  contar  con  el  con- 
sentimiento del  propietario  del  terreno,  á  quien  desde  luego  se 
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brindaba  á  resarcirle  todo  el  daño  que  pudiera  resultar.  No  será, 
no  es,  ciertamente,  este  caso  el  previsto  en  el  art  361,  pero  hubo 
buena  fe  en  la  edificación,  y  la  Jurisprudencia,  llenando  sus  fines 
nobilísimos,  la  reconoció  y  consagró  en  su  fallo,  ensanchando  el 
círculo  de  comprensión  del  artículo  expresado  para  dar  cabida 
dentro  de  él  á  esa  otra  modalidad  de  la  buena  fe  que  se  concre- 
ta en  la  disposición  del  suelo  ajeno  para  edificar  con  materiales 
propios,  en  la  inteligencia  honrada  pero  errónea  de  que  se  cuen- 
ta con  la  aquiescencia  del  dueño  de  la  superficie. 

La  Sentencia  de  4  de  Julio  de  i8gg  es  el  reverso  de  la  anterior, 
y  resuelve  un  caso  de  edificación  de  mala  fe.  Adquirida  una  finca 
con  exclusión  expresa  de  un  determinado  perímetro  en  la  huerta, 
en  el  que  estaban  afirmados  los  fiadores  de  un  puente  colgante,  el 
dueño  de  la  expresada  finca  invadió  el  perímetro  exceptuado  con 
ciertas  obras  que  se  decían  hechas  á  vista,  ciencia  y  paciencia  del 
contrario.  Alegada  la  infracción  del  art.  364,  en  relación  con 
el  361,  ambos  del  Código  civil,  el  Tribunal  Supremo  apreció  la 
mala  fe  y  desestimó  el  recurso,  porque  es  fundamento  contra- 
dictorio suponer  unas  obras  hechas  d  vista ^  ciencia  y  paciencia  del 
propietario  del  suelo ^  cuando  ¿ste,  al  vender  la  finca,  se  reserva  ex- 
presamente  parte  del  predio  vendido,  con  prohibición  de  edificar  en 
dicha  parte  el  adquirentc  del  resto. 
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TÍTULO   III 
De  la  eomuiiidad  de  bienes. 


[btíoülo  392.  Hay  comunidad  cuando  la  propiedad  de 
una  cosa  ó  de  un  derecho  pertenece  pro  indiviso  á  va- 
lias personas. 

A  falta  de  contratos  ó  de  disposiciones  especiales,  se  regi- 
rá la  comunidad  por  las  prescripciones  de  este  titulo. 

8.  do  9  do  Marzo  do  íSBZ.—Comuni/fctd  de  bienes. — Retracto. 

A)  Antecedentes. — Por  defunción  del  consorte  varón  A  en  1883, 
le  fué  adjudicada  á  su  viuda  B,  entre  otros  bienes,  una  dehesa  en 
el  sitio  llamado  de  Toconales  y  1.47 1  encinas,  con  un  gran  nú- 
mero de  chaparros,  bailándose  varías  de  las  referidas  encinas  en- 
clavadas en  tierras  pertenecientes  á  la  dotación  de  dos  cape- 
llanías. 

A  virtud  de  escrítura  publica,  otorgada  en  1890  por  el  delega- 
do de  capellanía  y  fundaciones  piadosas  del  Obispado  de  Bada- 
joz, fueron  enagenadas  á  censo  reservativo  y  pro  indiviso  á  X  y  Z 
19  ñncas,  entre  las  cuales  se  encontraban  algunas  cuyo  suelo,  ó 
sean  las  encinas,  eran  del  dominio  de  la  viuda,  por  la  adjudicación 
^ue  se  le  hizo  al  fallecimiento  de  su  esposo. 

B)  Demanda. — Alegando  los  hechos  que  quedan  expuestos,  y 
fundándose  en  el  derecho  que  el  copropietario  de  una  cosa  co- 
mún tiene,  según  el  Código  civil,  para  iiacer  uso  del  retracto  en 
el  caso  de  enagenarse  á  un  extraño  la  parte  de  todos  los  demás 
condueños,  ó  de  alguno  de  ellos,  y  con  consignación  del  precio 
de  la  venta  y  compromiso  de  no  enagenar  por  cuatro  años,  pidió 
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que  se  condenase  Á  X  y  Z  á  que  dentro  de  tercero  día  otorgasen 
á  su  favor  la  correspondiente  escritura  de  las  tierras  que  habían 
comprado  iil  delegado  de  capellanías. 

CJ  Allanamiento  y  contestación. — Los  demandados  se  allanaron 
á  la  pretensión  de  la  demandante,  con  excepción  de  una  finca  de- 
nominada de  Albercón,  sita  en  los  Toconales,  pero  cuyo  suelo 
también  correspondía,  por  adjudicación,  á  los  herederos  del  cau- 
sante A, 

D)  Sentencia. — Pronunciada,  en  consonancia  con  el  allana- 
miento y  la  oposición  de  los  demandados  por  lo  tocante  á  la  finca 
del  Albercón,  é  interpuesta  apelación  por  la  viuda  A,  la  Audiencia 
dictó  sentencia  revocatoria  de  completa  conformidad  con  lo  soli- 
citado por  la  apelante. 

E)  Recurso  de  casad án,-^LvL  interpusieron  los  demandados  X 
y  Z,  aduciendo  como  infringidos: 

I .°  La  disposición  transitoria  4/^  del  Código  civil,  referente 
á  la  subsistencia  de  los  derechos  nacidos  y  no  ejercitados  antes 
del  Código,  en  cuanto  el  derecho  á  retraer  era  eventual,  y  no 
nació  hasta  1890. 

2.**  El  aft,  1.Q76  del  Código  y  las  leyes  JS,  til.  K  Partida  V, 
y  la  8.^  til.  XIII Lb,  X  de  la  Novísima  por  aplicación  indebida. 

3.**  Las  mismas  leyes 3^,  tit,  V,  Partida  F  y  la  8.%  til.  XIII, 
hb,  X  de  la  Novísima  Reco/ilación,  y  Sentencias  de  24  de  Marta 
de  1860,  28  de  Enero  y  jf  de  Abril  de  1865,  sobre  que  no  cabe 
retracto  cuando  dos  ó  más  no  poseen  comunalmente  en  uno  y  la 
propiedad  está  dividida  más  ó  menos  ostensiblemente,  pero  de 
modo  que  sea  conocida  su  parle  por  cada  uno. 

4.**  El  art.  I.S2I  del  Código  civil,  que  sólo  admite  el  retracto 
en  los  casos  de  compra  y  dación  en  pago,  puesto  que  tratándose 
de  un  contrato  de  censo,  se  estimaba  el  retracto  del  suelo  por 
quien  no  lo  poseía  en  común,  y  sólo  era  propietario  único  del 
vuelo,  y 

5.°  El  art.  jg2  del  Código  civil  en  cuanto  declara  que  la  co- 
munidad existe  cuando  la  propiedad  de  una  cosa  ó  de  un  derecho 
pertenece  pro  indiviso  á  varías  personas;  y  en  el  caso  del  recur- 
so, la  comunidad  no  existía. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso,  es- 
tableciendo la  siguiente 
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DOCTRINA 

El  retracto  leyal  tmu  por  objeto  refundir  en  una  sola  persona  el  do- 
minio pleno  de  una  Jinea,  evitando  los  inconvenientes  que  la  desmem' 
braeión  del  mismo  produce  para  la  facilidad  de  las  transacciones  y  el 
desarrollo  de  la  riqueza  inmueble^  por  cuya  razón  el  Código  civil,  que  es 
aplicable  á  este  asunto,  concede  la  facultad  de  retraer,  no  sólo  cuando 
existe  verdadera  comunidad  en  un  predio,  sino  en  el  censo  enfitéutico,  en 
los  foros,  en  la  cesión  del  suelo  para  la  plafitadón  de  viñas  por  el  tiem- 
po que  vivieren  las  primeras  cepas,  y  en  los  contratos  de  naturaleza  aná- 
loga al  de  enftéusis,  sin  que  obsten  al  ejercicio  de  aquella  facultad  la  se- 
paración é  ifidependencia  que  hay  entre  los  derechos  que  comprenden  al 
dominio  directo  y  los  inherentes  al  dominio  útil. 

Aunque  no  haya  comunidad  en  todos  los  disfrutes  ó  aprovechamientos 
de  una  finca,  no  puede  menos  de  reputarse  como  copropietarios  de  cosa 
común  al  que  tiene  el  derecho  de  siembra  y  á  aquel  á  quien  pertenece  el 
arbolado,  ya  porque  éste  se  halla  adherido  al  terreno  y  no  puede  subsistir 
separado  de  él,  ya  porque  los  derechos  de  ambos  dueños  están  relaciona- 
dos y  subordinados  de  maniera  que  el  uno,  en  las  operaciones  del  cultivo, 
no  puede  hacer  nada  que  redunde  en  menoscabo  ó  detrimento  de  los  árbo- 
les, ni  es  licito  ol  otro  el  utilizarse  de  ellos,  impedir,  entorpecer  ó  perjudi- 
car la  explotación  agricola  del  suelo. 

Respecto  de  los  motivos  4,*^  y  5/*  del  recurso,  debiendo,  por  las  razo- 
nes expuestas,  calificarse  de  copropietarios  de  cosa  común  al  dueño  del 
9uelo  y  al  del  arbolado,  es  manifiesto  en  el  caso  presen*,  \j:on  arreglo  al 
artieulo  1.522  del  Código  civil,  la  procedencia  del  retracto,  el  cuál,  según 
otros  preceptos  del  Código,  tiene  lugar  en  circnnftancias  iguales  y  aun 
menos  calificadas,  por  lo  que  la  sentencia  no  infringe  dicho  articulo,  que, 
por  el  contrario,  entiende  rectamente;  ni  el  1.521,  puesto  que  la  dación  á 
censo  reservativo  constituye  una  enajenación  ó  venta  del  predio,  ni  el  392, 
porque  este  articulo  y  los  siguientes  se  refieren  á  la  comunidad  de  bienes, 
regulando  los  dereshos  y  obligaciones  que  lleva  consigo. 

Besolviéndose  la  cuestión  litigiosa  en  sentido  desfavorable  para  los 
recurrentes,  por  las  mencionadas  disposiciones  del  Código  civil  que  cita 
y  examina  también  la  Sala  sentenciadora,  carece  de  objeto  y  es  innecesa- 
rio ocuparse  de  las  infracciones  que  se  al^an  en  los  tres  primeros  mo- 
tivos. 
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Seitencia  de  17  de  Abril  de  1896. — Comunidad  de  bienes.-^ Retracta. 

A)  Demanda. — Una  persona  dedujo  demanda  de  retracto  ex- 
poniendo: ser  dueúo  de  dos  habitaciones,  que  si  bien  le  fueron 
vendidas  como  pertenecientes  á  una  casa  independiente  con  nu- 
meración propia,  se  hallaban  enclavadas  en  los  pisos  segundo  y 
tercero  de  una  finca  contigua  (propiedad  de  una  segunda  perso- 
na), con  cuyas  dependencias  comunicaba  directa  é  inmediatamen- 
te, formando  una  parte  de  este  todo,  estando  dicho  dominio  con- 
venientemente inscrito  á  su  favor  en  el  Registro  de  la  propied^^d; 
que  la  finca,  en  la  que  estaban  enclavadas  las  referidas  habitacio- 
nes, fué  embargada  y  vendida  sin  la  publicidad  aconsejada  por 
esas  circunstancias,  no  teniendo  el  actor  noticia  de  la  venta,  de- 
bido á  su  maliciosa  ocultación,  hasta  mucho  después  de  realixa- 
da;  y  fundándose  en  los  artículos  1.522  del  Código  civil  y  1.6 18 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  previa  consignación  del  precio,  soli- 
citó del  Juzgado  que  declarase  haber  lugar  al  retracto  y  condena- 
ra al  comprador  á  que  otorgase  la  oportuna  escritura  de  venta 
por  el  precio  consignado. 

B)  Cantes facíárt,^  Contestó  el  demandado  oponiendo  lacx- 
.  cepción  stne  aciione  a  gis,  fundada  en  que  la  finca  de  su  propiedad 

no  tenía  carga,  mancomunidad,  participación,  ni  copropiedad  de 
ningún  género;  en  que  las  dos  habitaciones  de  la  propiedad  del 
actor  se  conceptuaban  desmembradas  de  una  finca  colindante,  y 
no  de  la  que  era  propiedad  del  demandado,  en  la  que  no  había 
condominio  de  parle  alícuota,  careciendo  aquél  de  toda  partici- 
pación; alegó  además  que  el  actor  tuvo  conocimiento  de  la  venta 
de  la  finca  objeto  del  retracto  el  mismo  día  del  otorgamiento  de 
la  escritura,  dejando  transcurrir  el  plazo  señalado  por  la  ley  para 
retraer;  y  fundándose  en  los  artículos  1.522,  392  y  1.524  del  Có- 
digo civil,  solicitó  se  le  absolviera  de  la  demanda. 

CJ  Sentencias  y  r^n^ríí^.— Sustanciado  el  pleito  en  dos  instan- 
cias, la  Audiencia  dictó  sentencia  confirmatoria,  declarando  no 
haber  lugar  al  retracto  intentado  por  el  actor;  y  habiendo  éste 
recurrido  en  casación,  alegó  como  infringidos  los  artículos  392 
del  Código,  que  define  la  comunidad,  401  que  ordena  que  los  pro- 
pietarios no  podrán  exigir  la  división  de  la  cosa  común  cuando 
de  hacerla  resultase  inservible  para  el  uso  á  que  se  la  destina»  404 
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prescríptívo  de  que  cuando  la  cosa  no  fuese  esencialmente  divisi- 
ble y  los  condueños  no  conviniesen  en  que  se  adjudicase  á  uno 
de  ellos  indemnizando  á  los  demás,  se  venderá  y  repartirá  su  pre- 
cio, y  el  1.522  que  atribuye  al  condueño  la  acción  de  retracto; 
por  cuanto  las  dos  habitaciones  propiedad  de  la  recurrente  for- 
maban parte  inseparable  de  la  casa  que  se  intentaba  retraer,  y 
quedarían  inservibles  sin  las  entradas  y  salidas  por  la  casa,  en 
el  resto  de  la  cual  estaban  enclavadas. 

Estimación  del  recurso  en  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Conforme  al  art,  392,  i.^  del  iit,  5.^  libro  2,""  del  Código  dvü,  hay 
eomunidad  cuando  la  propiedad  de  una  cosa  ó  de  un  derecho  pertenece 
pro  indiviso  á  varias  personas,  y  la  comunidad  debe  regirse  por  las  pres- 
cripciones de  diclu)  titulo,  á  falta  de  contratos  6  disposiciones  especiales. 

El  art.  396,  que  forma  parte  del  mencionado  titulo,  establece  las  re- 
glas que  á  falta  de  pactos  ó  contratos  deben  observarse  cuando  los  dife- 
rentes pisos  de  una  casa  pertenezcan  á  distintos  dueños,  reconociendo  con 
ello  que  el  mero  hecho  de  estar  dividida  en  pisos  correspondientes  á  di- 
versas persofuxs  no  borra  la  comunidad  real  y  lectiva  que  establecen  así 
la  unidad  de  la  techumbre  como  la  de  solar,  las  paredes  maestras  y  me- 
dianeras, y  las  demás  cosas  y  obligaciones  de  carácter  necesariamente  co- 
mún, que,  por  serlo,  llama  á  costear  á  prorrata  á  los  dueños  todos  de 
las  partes  del  inmueble. 

Con  arreglo  al  art.  1.522  de  la  citada  compilación  legal,  el  copropie- 
tario de  una  cosa  común  podrá  usar  del  retracto  en  él  caso  de  enajenarse 
aun  extraño  la  parte  de  todos  ó  de  alguno  de  los  demás  condueños. 

La  sentencia  inifringe  los  mencionados  preceptos  invocados  en  el  re- 
curso, toda  vez  que  reconoce  al  recurrente  como  dueño  de  dos  habitado- 
nee  que  se  hallan  enclavadas  en  la  casa  que  intenta  retraer,  y  ocupan 
ó  están  en  los  pisos  segundo  y  tercero  de  la  misma,  y  sin  embargo,  le 
deniega  el  derecho  á  ^ercer  el  de  retracto,  concedido  expresamente  por 
el  último  de  los  artieulos  citados  á  todo  copropietario  de  la  cosa  común, 
para  el  caso,  como  el  de  autos,  de  enajenarse  á  un  extraño  la  parte  de 
los  demás  condueños. 
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Sentencia  de  18  de  Marzo  V^l.-^ Disolución  de  la  comunidad  de 
una  casa  poseída  por  pisos. 

A)  Demanda. — Dedujo  A,  como  propietario  de  parte  de  una 
finca,  demanda  contra  los  demás  copropietarios  de  ella,  solicitan- 
do se  declarara:  primero,  que  éstos  venían  obligados  á  proceder 
á  la  división  de  una  casa  en  cuanto  les  pertenecía  en  común  con 
él;  segundo,  para  el  caso  de  que  esta  división  no  fuera  posible,  ó 
si  por  virtud  de  ella  resultara  menoscabo  apreciable  á  juicio  peri- 
cial, se  declarara  que  venían  obligados  á  vender  su  participación» 
ó  comprarle  el  piso  primero,  de  que  era  dueño,  por  el  precio  que 
se  conviniera,  ó  en  su  defecto,  por  el  que  fijasen  peritos;  tercero, 
que  de  no  convenir,  ó  no  llegarse  á  un  acuerdo  en  la  compraven- 
ta, se  declarara  que  debía  venderse  la  casa  en  pública  subasta  por 
el  precio  que  fijaran  todos  los  dueños,  ó  en  su  defecto,  por  el  que 
resultara  de  tasación  pericial;  y  subsidiariamente  para  el  caso  de 
que  no  se  diera  lugar  á  lo  anterior,  se  declarara:  primero,  que  los 
demandados  venían  obligados  á  contribuir  con  las  dos  terceras 
partes  del  importe  total  de  gastos,  y  en  la  proporción  de  sus  par- 
ticipaciones en  la  finca,  en  las  reparaciones,  composiciones,  obras 
necesarias  y  demás  conveniente  al  zaguán  y  escalera  hasta  el  piso 
principal,  y  en  las  limpias  y  reparaciones  de  la  acequia  de  des- 
agüe de  inmundicias;  segundo,  que  los  demandados  venían  obli* 
gados  á  costear  de  su  cuenta,  exclusiva  é  íntegramente,  el  suelo 
del  piso  segundo,  así  como,  en  la  proporción  que  el  Código  ci- 
vil disponía,  en  las  demás  cosas  de  uso  común;  tercero,  que  se 
condenara  á  los  demandados  á  hacer  por  sí,  y  á  contribuir  en  los 
términos  anteriores  en  las  que  no  hicieran  por  sí,  á  las  obras  que  á 
juicio  pericial  fueran  convenientes  ó  necesarias  en  la  casa,  tanto 
en  el  zaguán  como  en  la  escalera,  suelos,  medianerías  y  demás; 
y  condenarlos  en  las  costas  si  formularan  oposición,  para  lo  cual 
alegó:  que  era  dueño  en  pleno  dominio  del  piso  principal  de  la 
citada  casa;  que  siempre  había  estado  dispuesto  á  hacer  las  obras 
necesarias,  negándose  á  ello  los  demandados;  que  aquéllas  la  ha- 
bitaban, y  los  inquilinos  del  piso  principal  lo  dejaban  todos  por 
las  pésimas  condiciones  del  zaf,uán,  escalera  y  lo  demás  que  era 
común;  resultando  que  él,  lejos  de  sacar  la  renta  natural  tenía  una 
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finca  que  gravaba  sus  intereses;  7  como  fundamento  de  dere- 
cho, los  artículos  392,  396,  400,404  y  i.ioi  del  Código  civil. 
B)  Contestación. — Los  demandados  impugnaron  la  deman- 
da pidiendo  se  les  absolviera  de  ella:  primero,  por  no  acreditar 
el  actor  el  carácter  ó  representación  con  que  la  había  entablado; 
segundo,  por  no  justificar  ser  condueño  de  la  casa  de  referencia; 
tercero,  por  no  ser  procedente  la  división  que  se  interesaba,  por 
hallarse  la  casa  dividida;  y  cuarto,  no  haber  lugar  á  declarar  so- 
bre derechos  reconocidos  y  respetados  por  los  demandados,  cuyo 
derecho  á  pedir  no  acreditaba  el  demandante,  condenándole  por 
ello  y  en  todo  caso  en  costas;  y  al  efecto,  expusieron  entre  otros 
hechos:  que  el  actor  había  formulado  su  demanda  suponiendo  ser 
dueño  del  piso  principal  de  la  casa,  y  ejercitando  una  acción  real 
para  dividirla,  y  no  acreditaba  por  documento  público  ni  priva- 
do el  carácter  de  dueño  con  que  comparecía,  no  pudiendo  pros- 
perar tal  pretensión,  que  había  producido  excepción  dilatoria, 
ahora  perentoria,  que  impedía  fallar  sobre  el  fondo  del  asunto; 
que  aun  suponiéndole  dueño  del  piso  en  cuestión,  y  que  hubiese 
acreditado  en  autos  serlo  por  medio  de  escritura  inscrita  en  el  re- 
gistro de  la  propiedad,  no^podía  pedir  la  división  de  la  casa,  por 
no  tener  en  ella  parte  indivisa  y  confundida  con  la  de  los  deman- 
dados, sino  por  él  contrario,  perfectamente  deslindada,  no  exis- 
tiendo comunidad  sin  pro  indivisión,  y  que  aparte  de  la  improce- 
dencia de  la  demanda,  jamás  se  habían  negado  á  dar  cumplido 
acatamiento  á  la  obligación  de  reparar  escalera  y  zaguán,  sobre 
que  tenían  derecho  de  servidumbre  de  acceso,  y  era  por  elio  in- 
útil la  petición  de  cosas  no  desconocidas  ni  negadas. 

C)  Sentencia, — El  demandante  renunció  el  trámite  de  réplica, 
7  practicadas  pruebas  por  ambas  partes  y  sustanciado  el  pleito  por 
los  demás  trámites  legales  de  las  dos  instancias,  la  Audiencia  dic- 
tó sentencia,  por  la  que,  revocando  la  apelada,  absolvió  á  los  de- 
mandados y  condenó  al  actor  en  las  costas  de  primera  instancia, 
sin  hacer  especial  imposición  de  las  de  la  segunda. 

D)  Recurso  de  casación, — El  demandante  interpuso  recurso, 
alegando  como  infringidos: 

I.**  Los  artículos  jg2,  400  y  404  del  Código  civil  en  rela- 
ción con  sus  concordantes  del  ///.  jf,  libro  2.^,  en  cuanto  la  sen- 
tencia niega  la  acción  de  división  de  la  casa  en  lo  que  tiene  de 
común. 
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2.°  Los  artículos  jgó  y  jgs  en  relación  con  el  artículo  3S9 
de  la  ley  de  Enjuiciamttnio  civil. 

Estimación  del  recurso  4  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Entre  lo9  condueña  de  easag  euyoi  diferentes  pUoe  pertenezcan  á  di- 
versos propietarios,  existe  la  comunidad  de  bienes  á  que  se  r^ere  el  ar- 
Heulo  392  del  Código  civU,  según  ya  tiene  declarado  este  Tribunal  Su- 
premo,  porque  además  de  inferirse  esto  del  art  396,  que  establece  reglas 
para  el  levantamiento  de  las  cargas  peculiares  á  esa  especie  de  commd' 
dad,  es  evidente  que  no  perteneciendo  privativamente  á  cada  condueño, 
sino  á  todos  ellos  pro  indiviso,  asi  el  dominio  sobre  la  totdidad  de  la 
finca  como  sobre  aquellas  de  sm  partes  que  son  de  interés  común  par 
contener  dentro  de  sí  todos  los  pisos  ó  por  servir  para  la  oonservaeián  y 
disfrute  de  cada  uno  de  tilos,  concurre  en  ese  estmim  im  fa  prüpieiaéT  fit 
indivisión  que  engendra  la  commmmimáj  y  con  ella  la  asociación  de  intere- 
ses regulada  per  el  legislador;  y  aunque  cada  participe  sea  dueño  de 
determinado  pino,  este  derecho,  por  ser  absolutamente  inseparable  del 
edificio  entero f  lejos  de  destruir,  presupone  la  existencia  de  la  comunidad 
y  está  subordinado  á  la  misma  ton  indisolublemente  como  que  no  puede 
conservarse  tal  dereáw  sino  en  tanto  en  cuanto  la  casa  permanezca  en 
estado  de  indivisión. 

Esto  supuesto,  el  fallo  recurrido  infringe  las  disposiciones  citadas  en 
el  motivo  L^  del  recurso,  en  cuanto,  por  separarse  de  la  doctrina  anle* 
riormente  expuesta,  desconoce  el  derecho  del  demandante  á  que  se  di- 
suelva  la  comunidad  que  existe  entre  los  copropietarios  de  la  casa  objeto 
del  litigio. 

Estimado  el  recurso  por  tal  motioo,  carece  de  todo  efecto  el  alegado 
en  el  segundo  lugar,  por  referirse  al  caso  de  que  la  comunidad  pudiera 
reputarse  subsistente. 


Sentencia  de  17  de  Mayo  de  \9>W. ^Comunidad  de  suelo  y  vuelo. 

A)  Antecedentes. — Por  escritura  pública  otorgada  en  1894,  é 
inscrita  en  el  Registro,  A  vendió  i.  B  20  trozos  de  tierra  y  una 
suerte  de  148  fanegas,  parte  pro  indiviso  de  otra  de  234,  proceden- 
te todo  ello  de  una  dehesa  llamada  de  los  Árdales. 

También  por  escritura  de  la  misma  fecha,  A  vendió  á  varios 
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piopietaríos,  entre  los  cuales  se  encontraba  B,  un  arbolado  cap- 
puesto  de  5.183  chaparros  que  vegetaban  en  la  dehesa  expresada, 
no  habiéndose  inscrito  en  el  Registro  por  no  determinarse  el 
número  de  chaparros  que  correspondía  á  cada  condónimo,  pero 
habiéndose  subsanado  dicho  defecto  por  otra  escritura  de  1896, 
en  la  que  se  le  adjudicaron  1.597  pies  de  chaparro,  si  bien  no 
constaban  inscritas  dichas  escrituras  á  la  fecha  de  la  presentación 
de  la  demanda. 

C,  en  1896,  adquirió  por  compra, consignada  en  cuatro  escri- 
turas. 

De  A,  un  trozo  de  4  fanegas  pro  indiviso,  en  los  Navazos. 

De  X,  una  tierra  en  los  Árdales,  de  15  fanegas  y  otra  de  5,  par- 
te pro  indiviso  de  otra  mayor,  sita  también  en  los  Navazos. 

De  y,  una  tierra  de  fanega  y  medía  pro  indiviso,  en  la  ya  di- 
cha de  los  Navazos,  y  4  fanegas  en  los  Árdales. 

Y  de  Z,  otras  dos  tierras  de  9  y  3  fanegas  pro  indiviso  esta  úl- 
tima, situadas  respectivamente  en  los  Árdales  y  Navazos. 

B)  Demanda.— B,  en  1896,  formuló  demanda  contra  Cen  la 
que  después  de  exponer  lo  ya  relacionado,  alegó  tener  derecho  al 
retracto  por  ser  copropietario  de  las  fincas  adquiridas  por  C  á  vir- 
tud de  la  compra  que  había  hecho  á  ^  de  1.597  P^^^  ^^  chapa- 
rros,  citando  en  su  apoyo  los  artículos  334,  392, 1.521  y  1.522  del 
Código  civil. 

C)  Contestación, — En  impugnación  de  la  demanda,  y  además 
de  los  antecedentes  relacionados,  expuso  la  parte  demandada  que 
el  documento  relativo  á  la  adquisición  de  los  chaparros  no  de- 
mostraba la  copropiedad,  puesto  que  no  pudo  ser  inscrito  en  el 
Registro,^  ni  aparecía  de  él  claramente  que  el  demandante  fuese 
condueño  de  las  fincas  que  intentaba  retraer. 

D)  Prueba, — Durante  el  período  probatorio,  se  trajo  á  los  au- 
tos certificación  del  Registro  de  propiedad,  de  la  que  aparecía 
que  tanto  la  escritura  de  adquisición  de  los  chaparros  como  la 
complementaria  de  Julio  de  1896,  por  la  tjue  se  subsanó  el  defec- 
to de  la  primera  y  se  determinó  el  número  de  chaparros  adquiri- 
dos por  B,  habían  sido  ya  inscritas. 

E)  Sentencia, — Dictóse  de  absoluta  conformidad  en  ambas 
instancias,  declarando  no  haber  lugar  á  la  acción  de  retracto. 

F)  Recttrso  de  casación, — El  demandante  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  en  su  apoyo  como  infringidos 
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I  .**  Los  artículos  IJ2I  y  1,522  en  relación  con  los  334.,  nú- 
mero 2?,  y  392  del  Código  civil,  en  cuanto  al  definir  y  autorizar  el 
retracto  se  consideran  como  parte  integrante  de  los  bienes  inmue- 
bles Los  árboles  y  plantas  unidos  á  las  tierras. 

2.**  Los  artículos  1.216, 1.218  y  1^20  del  Código  y  378  núm,  2 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  declaran  cuáles  son  documen- 
tos públicos  y  la  prueba  que  hacen  en  juicio,  en  cuanto  el  Tribu- 
nal sentenciador  no  da  valor  á  la  escritura  de  compra  de  los  cha- 
parros y  á  la  complementaria  que  subsanó  los  defectos  de  la  pri- 
mera, por  haber  sido  inscritas  en  el  Registro  con  posterioridad  á 
la  demanda. 

3.°  El  art,  23  de  la  ley  Hipotecaria,  que  dispone  no  surtirán 
efecto  en  cuanto  á  tercero  los  títulos  inscritos  sino  desde  la  fe- 
cha de  la  inscripción. 

4.°  Las  disposiciones  de  los  motivos  anteriores,  en  relaeión 
con  el  art.  1.618  núm.  3  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

5.®  La  doctrina  consignada  en  las  sentencias  del  Tribunal  Su- 
premo de  g  de  Abril  de  1866,  31  de  Diciembre  de  1 86g,  2J  de  No- 
viembre de  i8j3  y  3  de  Febrero  de  1883,  en  cuanto  al  pleno  dere- 
cho del  dueño  de  una  cosa,  para  ejercitar  las  acciones  que  se  de- 
rivan del  dominio  de  la  cosa  legalmente  adquirida  y  poseída,  sin 
necesidad  de  que  se  haya  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
ni  aun  otorgado  siquiera  las  escrituras  de  contrato. 
Estimación  del  recurso  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Habiendo  fundado  el  recurrente  su  demanda  de  retracto  en  el  dominio 
que  sobre  las  Jincas  objeto  del  mismo  le  atribuía  la  escritura  de  22  de 
Octubre  de  1894^  en  virtud  de  la  que  fueron  ve}ididjs  los  1.597  duipa- 
rros  proindivisos,  con  otros  enajenados  á  distintos  compradores,  que  es 
por  lo  que  la  Audienciay  en  uno  de  sus  considerandos^  establece  que  per 
el  concepto  que  alegaba  el  retrayente  no  había  razón  para  concederle  el 
derecho  á  retraer  las  jincas  que  no  tenían  arbolado,  es  evidente  que  nin- 
guno de  los  motivos  del  recurso  puede  prosperar  respecto  de  dichas  jin- 
cas;  y  que  las  cuestiones  planteadas  en  el  recurso  únicamente  son  aplica- 
bles en  cuanto  á  las  tierras  que  tienen  arbolado,  según  la  sentencia  re- 
cunada. 

Al  hacer  aplicación  el  Tribunal  sentenciador  de  las  prescripciones  del 
artículo  25  y  del  396  de  la  ley  Hipotecaria  para  negar  fuerza  y  eficacia 
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al  titulo  acompañado  con  la  demanda,  por  el  único  fundamento  de  no 
estar  inscriio,  mientras  que  el  demandado  había  llenado  este  requisito 
respecto  de  las  fincas  objeto  del  retracto,  ha  cometido  directamente  las 
infracciones  que  se  le  atribuyen  en  los  motivos  5.°  y  5.°  del  recurso,  y 
por  derivación  las  de  los  demás  motivos,  porque,  según  nene  ya  declara- 
do con  repetieión  esta  Sala,  el  art.  396  de  la  ley  Hipotecaria  no  prescri- 
be en  absoluto  que  se  rechacen  en  juicio  los  litulos  relativos  á  actos  y  con- 
tratos inscribibles  cuando  no  se  haya  llenado  respecto  de  ellos  la  formali- 
dad de  la  inscripción,  sino  sólo  aquellos  con  los  que  se  intenta  perjudicar 
á  un  tercero  en  el  sentido  de  la  misma  ley;  y  porque  los  terceros  á  quienes 
ésta  se  refiere  en  el  art  25,  son  únicamente  aquellos  que  sobre  las  fincas 
ó  dereáios  acerca  de  los  que  se  litiga  tienen  inscritos  con  anterioridad  sus 
respectivos  títulos,  circunstancia  que  no  concurre  en  el  caso  del  actual 
recurso;  porque  ni  el  demandado  pretende  ser  duefío  del  arbolado  cuyo 
dominio  alega  el  recurrente,  ni  éste  de  los  terrenos  adquiridos  por  el  pri- 
mero, habiendo  podido,  consiguientemente,  justificar  el  >  ecurrente  por 
cualquiera  de  los  medios  admitidos  en  derecho  la  cualidad  en  que  funda 
la  acción  de  retracto,  según  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  12  de 
Marzo  dH  año  1898. 

Sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1898.— ^'^'/^/¿^^  ^^  la  cosa  común. 

A)  Antecedentes.— Vox  testamento  otorgado  ante  notario  en 
el  año  de  1885,  el  consorte  varón  instituyó  á  su  esposa  por  here- 
dera usufructuaria  vitalicia  de  ocho  catorceavas  partes  de  un  te- 
jar, disponiendo  que  al  fallecimiento  de  su  mencionada  esposa  la 
plena  propiedad  se  integrara  en  sus  parientes  más  próximos  en 
grado,  según  el  llamamiento  de  la  ley. 

Una  Compañía  de  ferrocarriles  adquirió  en  1893,  por  docu- 
mento privado,  las  seis  catorceavas  partes  restantes  del  tejar;  y 
requerida  la  usufructuaria  de  las  otras  ocho  partes  por  el  ingenie- 
ro representante  de  la  Compañía  para  que  se  determinase  la  por- 
ción que  correspondía  á  dicha  interesada  y  se  procediera  á  la  di- 
visión por  los  mismos  partícipes  ó  por  amigables  componedores, 
contestó  la  requerida  negativamente. 

B)  Demanda. — La  Compañía  ferroviaria  presentó  demanda 
en  1893  contra  la  viuda  usufructuaria,  y  el  Ministerio  fiscal,  en 
representación  de  los  interesados  desconocidos,  alegando  los  he- 
chos ya  expuestos  y  suplicando  se  condenase  á  los  demandados 
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á  que  en  unión  de  la  parle  actora  se  practicase  la  división  del 
tejar;  y  en  el  caso  de  que  no  fuese  divisible,  se  procediese  á  la 
venta  en  pública  subasta  y  se  depositara  en  el  establecimiento 
público  correspondiente  la  cantidad  que  en  su  día  pudiera  co- 
rresponder á  los  interesados  inciertos. 

C)  Impugnación  de  la  demanda. — Sentencia. — La  parte  de- 
mandada se  opuso  á  la  demanda,  exponiendo  que  el  documento 
por  el  que  la  Compañía  ferroviaria  había  adquirido  las  seis  cator- 
ceavas  partes  del  tejar  era  privado,  y  sólo  obligaba  á  otorgar  es- 
crituro de  venta;  que  la  demandada  era  meramente  usufructuaria, 
y  que  la  Compañía  demandante  no  había  intentado  previamente 
ni  solicitado  el  convenio  para  la  adjudicación  de  la  finca,  requi- 
sito indispensable  para  proceder  á  su  venta,  en  caso  de  ser  aqué- 
lla indivisible. 

Reproducidos  sustancialmente  en  la  réplica  y  duplica  los  he- 
chos motives  de  la  demanda  y  la  contestación,  sin  otra  alega- 
ción de  interés  que  la  de  no  ser  la  finca  en  cuestión  divisible  por 
su  naturaleza,  la  Audiencia  dictó  sentencia  revocatoria  de  la  del 
Juzgado,  condenando  á  la  demandada  á  que  en  unión  de  la  Com- 
pañía demandante  y  del  Ministerio  fiscal,  en  representación  de 
las  personas  inciertas,  procediese  á  la  venta  en  pública  subasta 
del  tejar  y  al  reparto  de  su  precio,  con  reserva  á  la  usufructuaria 
de  lo  que  le  correspondiera  por  su  usufructo. 

D)  Recurso  de  casación. — La  viuda  usufructuaria  interpuso 
recurso  de  casación,  aduciendo  como  infringidos: 

I.**  Los  artículos  348  y  467  del  Código  civil ^  que  determinan 
como  conceptos  jurídicos  distintos  los  de  propiedad  y  usufructo; 
los  articulas  400,  401  y  404  que  autorizan  la  acción  del  comune- 
ro, pero  sólo  contra  el  copropietario,  porque  en  el  caso  del  plei- 
to se  estimaba  la  acción  de  la  Compañía  ferroviaria  como  copro- 
pietaria contra  la  recurrente,  que  era  sólo  usufructuaria. 

2.°  Los  mismos  artículor  y  los  48()  y  ^8q  del  Código  civil, 
porque  debiendo  haber  demandado  la  Compañía  á  los  copropie- 
tarios de  l;is  tierras  en  cuestión,  lo  había  hecho  á  la  usufructua- 
ria, desestimando  la  excei)ción  de  sine  actione  agis. 

3.^  La  doctrina  de  la  sentencia  de  14  de  Octubre  de  188^, 
de  que  la  ley  y  reglamento  de  expropiación  forzosa  sólo  son  apli- 
cables en  defecto  de  convenio  particular;  y  los  artículos  jg  y  41 
de  la  ley  de  expropiación  de  i^yg  y  Ó5  del  Reglamento  de  IJ  de 
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Octubre  del  mismo  año,  en  el  sentido  de  que  se  aplican  indebi- 
damente á  un  caso  en  el  que  había  mediado  convenio  para  elu- 
dir el  expediente  administrativo,  y  la  sala  admite,  como  medio 
probatorio  de  la  transmisión  del  dominio  de  las  seis  catorceavas 
partes  del  tejar  un  documento  privado,  siendo  así  que  el  único 
título  demostrativo  debía  ser  la  hoja,  que  terminado  m\\  trozo  de 
obra  de  ferrocarril  aprueba  el  gobernador  civil;  y 

4.**  El  art.  J.2^7  del  Código  civil,  según  el  cual,  los  contra- 
tos solo  .producen  efecto  contra  los  contratantes  y  sus  herederos; 
el  1,280  del  mismo  Código,  que  exige  escritura  pública  en  la  com- 
pra-venta de  inmuebles;  los  2f,  2j,  25*,  -27  y  jgó  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, y  los  l,^  y  3,^  de  la  ley,  y  102  del  Reglamento  de  2$  de 
Septiembre  de  i8g2  para  el  cobro  del  impuesto  de  derechos  rea- 
les,  en  cuanto  así  los  primeros  como  los  segundos  no  deben  ad- 
mitirse en  los  tribunales  títulos  tiansmisivos  de  inmuebles,  no 
inscritos,  y  que  no  hayan  satisfecho  el  impuesto. 
Desestimación  del  recurso  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Exinte  comunidad  de  bienes^  según  el  art  392  del  Código  civil,  cuan- 
do la  propiedad'  de  una  cosa  ó  de  un  derecho  pertenece  pro  indiviso  á  va- 
rias personas;  y  si  bien  son  conceptos  jurídicos  distintos  los  de  propiedad 
y  usufructo  contenidos  en  los  artículos  348  y  407,  en  cayo  sentilo  se 
alegan  como  infringidos  en  el  primer  motivo  del  recurso  ^  no  puede  poner- 
se en  duda  que  recayetido  la  comunidad^  no  sólo  sobre  la  propiedad  de 
la  cosa  i  sino  sobre  el  derecho  á  usufructuarla  ^  que  constituye  una  des- 
membración^  siquiera  sea  temporal  y  transitona,  del  domino  absoluto 
en  ella,  es  procedente  la  acción  ejercitada  y  dirigida  como  la  dirigió  el 
demandante  contra  sus  copropietarios  y  á  li  vez  contra  la  recurrente 
como  usufructuaria  pro  indiviso  de  lis  ocho  catorceavas  partes  de  la  finca  ^ 
por  cuanto  afectaba  directamente  á  su  interés  en  la  división  y  Ala  parte 
alícuota  del  usufructo;  y  al  desestimar  la  Sala  sentenciadora  la  excepción 
(íesine  actione  agís,  utilizada  por  la  recurrente,  no  infringió  los  artícu- 
los citados  y  los  demás  que  se  enumeran  en  el  pHmero  y  segundo  motivo^ 
ninguno  de  los  cuales  limita  la  facultad  del  demandante  para  reclamar 
la  división  á  sus  copartícipes  en  el  dominio  y  e^i  el  usufructo  de  la  cosa 
común. 

Es  contraproducente  citar,  como  se  hace  en  el  motivo  3,^  del  recurso, 
áfin  de  obtener  la  casación  por  la  ineficacia  legal  del  titulo  que  ostenta 
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el  demandante  para  ejercitar  su  acción  en  este  pleito,  la  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  14  de  Octubre  de  1S86,  porque  habiendo  servido  de 
base  en  aquel  litigio  para  discutir  y  resolver  los  derechos  controvertidos, 
el  contrato  consignado  en  documento  privado,  prtsefitado  en  autos,  por 
virtud  del  cual  se  enajenaban  perpetuamente  ciertas  parcelas  de  terreno 
á  la  Coni]  añia  Concesionaria,  que  debia  formar  parte,  como  aquí  sucede, 
de  determinada  linea  férrea,  cuya  construcción  se  había  declarado  de 
utilidad  pública,  se  estimó  por  el  Tribunal  la  eficacia  de  las  estipulado- 
nes  que  el  contrato  privado  contenia,  consignando  la  doctrina,  aplicable 
tambiéh  á  este  caso,  de  que  en  aquél  no  podía  tener  aplicación  la  ley  de 
Expropiación  forzosa,  por  existir  en  la  venta  una  convención  voluntaria 
reguladora  de  los  derechos  y  obligaciones  de  las  partes,  que  se  harta  ilu- 
soria y  no  tendría  razón  de  ser,  si  en  lugar  de  ella  hubiera  de  estarse  á 
las  prescripciones  de  dicha  ley  que  supone  la  no  existencia  de  un  contrato 
particular. 

Tampoco  infringe  la  sentencia  reclamada  las  leyes  y  dispohiciones  le- 
gales citados  en  los  dos  últimos  motivos  del  recurso,  que  sofi  ivaplicables 
al  caso  de  que  se  trata,  ya  porque,  según  tiene  declarado  repetidamente 
este  Supremo  Tribunal,  el  art.  396  de  la  ley  Hipotecaba  no  prescribe  en 
absoluto  que  se  rechacen  en  juicio  los  títulos  relativos  á  actos  y  contra 
tos  inscribibles  cuando  no  se  haya  llenado  respecto  de  ellos  la  formalidad 
de  la  inscripción,  sino  sólo  aquellos  con  que  se  intenta  perjudicar  á  un 
tercero,  entendiéndose  por  éste,  en  el  sentido  de  la  misma  ley,  la  persona 
que  sobre  las  fincas  ó  derechos  que  se  litigan  tuviere  inscrito  con  anterio- 
i-idad  sus  títulos,  circunstancia  que  no  concurre  en  este  pleito,  porque  ni 
el  demandante  pretende  ser  dueüo  ni  usufructuario  de  las  ocho  catorcea- 
vas  partes  de  ¡afinca  en  cuestión,  ni  la  demandada  aspira  a  extender  su 
derecho  a?  usufructo  de  las  seis  partes  restantes  jyerteneci entes  al  ador, 
el  cual  pudo  consiguientemente  jysf  i fi car  por  cualquiera  de  los  medion 
admitidos  en  derecho  la  cualidad  en  que  funda  la  acción  ejercitada;  y  ya, 
por  último,  porque  tratándose  de  ¡as  parcelas  adquiridas  para  ¡a  cons- 
trucción de  una  vía  férrea  declarada  de  viilidad  pnlÁica,  la  formaliza- 
ción  de  tales  adquibiciones  y  su  inscripción  en  el  Registro  no  se  rigen  por 
las  leyes  que  el  recurso  invoca,  sino  por  la  especiil  de  expropiación  for- 
zosa, si  tuvieren  lugar  con  arreglo  á  ella,  ó  por  convenciones  particulares 
no  sujetas  individualmente  á  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad ^ 
sino  comprendidas  en  la  totalidad  de  la  linea  que  debe  insctibirse  en  bt 
forma  establecida  ¡yor  la  Real  orden  de  26  de  Febrero  de  1667,  con  la 
documentación  que  la  misma  expresa. 
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Sentencia  de  18  Nofiembre  de  X^^"^. —Copropiedad  de  una  muta. 
Participación  ae  utilidades, 

HECHOS 

A)  Demanda. — En  pleito  seguido  por  A,  partícipe  de  la 
quinta  centésima  parte  de  una  mina,  contra  B.  dueño  de  las  res- 
tantes noventa  y  cinco  centésimas  partes,  sobre  rendición  de 
cuentas  y  otros  extremos,  la  Audiencia  dictó  sentencia  revocato- 
ria, por  la  que  condenó  al  demandado  á  que  en  término  de  quin- 
ce días  rindiese  cuenta  justificada  al  demandante  de  los  minera- 
-les  que  hubiese  arrancado  y  extraído  de  la  mina  Unión,  que  po- 
seían proindiviso,  á  contar  desde  la  fecha  en  que  B  la  había  ex- 
plotado sin  intervención  de  A,  hasta  que  lo  efectuase,  y  entregase 
á  éste  la  cantidad  líquida  á  que  ascendían  los  productos  de  la 
mina  por  la  participación  del  5  por  100  que  le  correspondía  en 
el  término  de  quinto  día,  en  metálico,  comprendiendo  lo  que  le 
hubiesen  valido  los  minerales  con  deducción  de  todos  los  gastos 
hasta  su  venta;  y  si  para  lo  sucesivo  no  convinieren  en  la  forma 
de  explotar  la  mina  y  distribuir  sus  productos,  si  continuase  ha- 
ciéndolo el  demandante  como  lo  hacía  á  la  sazón,  rindiera  cuen- 
ta mensual  de  los  productos  que  obtuviese  y  satisficiera  la  cand- 
dad  líquida  que  resultase,  deducidos  gastos  como  hasta  entonces 
y  en  proporción  á  las  cinco  centésimas  partes  que  correspondie- 
ran al  actor,  ó  éste  interviniera  en  la  extracción  y  sacase  la  parte 
alícuota  ó  recibiera  en  la  bocamina,  contribuyendo  así  bien  al 
pago  del  mineral  de  los  gastos  que  ocasionase,  ó  ayudando  en 
la  explotación  con  la  parte  consiguiente  á  su  participación,  res- 
petándose mutuamente  el  condominio  y  sus  derechos  respectivos 
por  las  noventa  y  cinco  centésimas  partes  respectivamente. 

Firme  la  anterior  sentencia,  y  con  posterioridad  á  ella,  el  apo- 
derado de  B  requirió  notarialmente  á  A  para  que,  como  dueño 
que  era  del  5  por  100  de  la  mina  la  Unión,  se  presentara  en  bo- 
camina y  recogiera  los  minerales  correspondientes  á  su  participa- 
ción, extraídos  durante  el  mes  de  Julio  anterior,  pagando  los  gas- 
tos de  extracción  de  aquellos  minerales,  y  de  lo  contrario,  pro- 
testaba y  se  reservaba  las  reclamaciones  del  caso,  contestando  A 
á  tal  requerimiento  que  no  estaba  obligado  á  recoger  dichos  mi- 
nerales, y  sí  sólo  dinero  metálico,   entonces  y  en  lo  sucesivp,  se- 
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gún  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  con  B^  que  queda  relaciona- 
da; á  cuyo  requerimiento  siguió  otro  á  nombre  del  mismo  B,  con 
igual  objeto,  pero  sin  resultado  alguno,  por  contestar  el  requen- 
do  A  que  era  el  acto  impertinente  bajo  todos  conceptos,  y  que 
no  reconocía  en  el  apoderado  de  B  personalidad  para  hacerlo. 
El  mencionado  B  dedujo  entonces  la  demanda  origen  del  re- 
curso, alegando  principalmente  que  la  sentencia  antes  referida  es- 
tablecía reglas  en  forma  alternativa  para  el  caso  de  que  en  lo  su- 
cesivo las  partes  no  conviniesen  en  la  maneía  de  explotar  la 
mina  Unión  y  distribuir  sus  productos,  y  continuara  hnciéndolo 
él,  cuyas  reglas  eran  que  rindiese  cuenta  mensual  á  /í  de  los  pro- 
ductos que  obtuviese,  satisfaciendo  la  cantidad  líquida  que  resul- 
tara, deducidos  los  gastos,  ó  que  dicho  A  interviniera  la  explota- 
»ción  y  sacase -la  parte  alícuota  ó  recibiera  en  la  bocamina,  contri- 
buyendo al  pago  del  mineral  y  de  los  gastos  que  ocasionase,  ó 
ayudando  á  la  explotación  con  h  parte  cprrespondiente  á  su  par- 
ticipación; que  desde  luego  optó  el  demandante  por  el  segundo 
extremo  de  esa  alternativa;  que  había  sido  cumplido  fielmente, 
pues  terminado  el  primer  mes  en  que  empezó  á  regir,  en  vista  de 
que  no  se  presentaba  á  recibir  la  parte  alícuota  que  le  correspon- 
día en  el  mineral  extraído,  le  requirió  por  ante  Notario  para  que 
se  presentase  en  bocamina  y  recogiese  los  minerales  correspon- 
dientes á  su  5  por  loo,  pagando  los  gastos  de  extracción;  que  ^ 
no  sólo  se  negó  á  cumplir  con  esa  obligación  que  le  impuso  la 
sentencia,  sino  que  quería  imponerse  al  demandante,  obligándo- 
le á  que  se  convirtiese  en  socio  forzoso  suyo  ó  en  gestor  de  sus 
negocios,  ó  que  le  entregase,  no  el  mineral  arrancado  de  la  mina» 
que  es  lo  obtenido  en  ella,  sino  el  dinero  que  podía  conseguirse 
negociando  ese  mineial,  y  á  que,  por  consiguiente,  llevase  á  cabo 
esa  negociación,  y  que  él  no  se  había  sometido  á  semejante  im- 
posición, insistiendo  siempre  en  que  la  obligación  alternativa  es- 
tablecida en  la  sentencia  tenía  que  cumplirse  en  el  extremo  que 
eligió,  ó  sea  entregando  en  bocamina  el  mineral  correspondiente 
á  la  participación  del  5  por  100  de  A,  con  abono  de  los  gastos 
de  arranque,  por  cuya  razón  tenía  dejada  en  la  mina  la  cantidad 
de  mineral  que  podía  y  debía  recoger  el  demandado  lo  antes 
posible,  á  fin  de  evitar  el  entorpecimiento  que  dicho  mineral  opo- 
nía á  los  trabajos;  por  todo  lo  cual  terminó  pidiendo  se  conde- 
nase á  A  á  que  se  presentase  á   recibir  y  recibiera  en   bocamina 
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las  toneladas  de  mineral  que  correspondían  proporcionalmente  á 
sus  cinco  centésimas  partes  en  la  mina  Unión  de  las  arrancadas 
de  la  misma  por  el  demandante  hasta  la  fecha  de  la  demanda,  sa- 
tisfaciendo los  gastos  de  explotación  en  proporción  á  ese 
5  por  loo,  y  retirando  inmediatamente  dicho  mineral  de  la  super- 
ficie de  la  mina;  á  que  indemnizase  al  demandante  de  los  daífos 
y  perjuicios  que  se  le  habían  ocasionado  por  no  haber  retirado 
oportunamente  el  mineral  extraído  y  no  haberle  entregado  los 
gastos,  y  á  que  en  adelante,  mientras  el  demandante  continuase 
explotando  la  mina  Unión  y  no  optase  por  otro  extremo  de  la 
alternativa  establecida  en  la  ejecutoria  antedicha,  se  presentase 
mensualmente  á  recibir  y  recibiera  en  bocamina  el  mineral  co- 
rrespondiente al  5  por  loo  con  abono  de  los  gastos  de  explota- 
ción, y  retirando  el  mineral  inmediatamente  de  la  superficie  de  la 
mina,  con  imposición  de  las  costas  á  la  parte  demandada. 

BJ  Contestación. — \L\  demandado  A  se  opuso  á  esa  preten- 
sión del  actor,  alegando  que  éste  había  venido  explotando  y  ex- 
plotaba en  totalidad  la  mina  Unión  sin  intervención  yuya;  que  en 
la  bocamina  no  estaba  depositado  el  mineral  que  le  correspondía, 
sino  parte  muy  insignificante  de  él;  que  era  de  calidad  inferior  al 
explotado  de  la  mina  Unión,  y  que  el  actor  vendía  el  mineral  que 
mezclaba  con  otro  inferior  procedente  de  la  mina  Amistosa  en 
moneda  extranjera,  beneficiándose  con  el  cambio  notablemente,  y 
terminando  con  la  solicitud  de  que  no  sólo  se  desestimase  en  ab- 
soluto lo  solicitado  en  la  demanda,  absolviéndole  de  ella,  sino  tam- 
bién que  se  condenase  al  actor  á  que  en  término  de  quince  días  le 
rindiese  cuenta  justificada  de  los  minerales  que  hubiese  arrancado 
y  extraído  de  la  mina  Unión,  y  le  entregase  la  cantidad  líquida  á 
que  ascendieran  los  productos  de  la  mina  por  la  parte  que  propor- 
cionalmente le  correspondiese  por  el  5  por  100  que  en  dicha  mina 
le  pertenecía,  en  término  de  quinto  día,  en  metálico,  compren- 
diendo lo  que  le  hubiesen  valido  los  minerales  francos  á  bordo, 
las  diferencias  del  cambio  sobre  Londres,  el  interés  del  6  por  100 
de  las  cantidades  percibidas  ó  debidas  percibir,  si  bien  deducidos 
los  gastos  todos  hasta  la  venta  del  mineral  y  cobro  del  precio  res- 
pectivamente en  la  parte  proporcional;  y  la  parte  proporcional 
también  de  un  chelín  más  en  tonelada,  por  la  mezcla  del  mineral 
de  la  Amistosa  con  el  de  la  Unión,  sin  perjuicio  de  atenerse  en  un 
todo  para  en  lo  sucesivo  á  lo  mandado  con  puntualización  extra - 
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ma  en  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  en  el  pleito,  ya  ter- 
minado. 

'  D)  Sentencia, — Sifstanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Au* 
diencia  dictó  sentencia  confirmatoria  en  parte  y  en  parte  revoca- 
toria de  la  del  inferior,  y  dtclaró  absuelto  a  Ai  i.°  de  que  se  presea- 
lase  á  recibir  y  retibiera  en  bocamina  las  toneladas  de  mineral 
que  correspondía  á  su  5  por  100  en  la  mina  Unión  de  las  arranca- 
das por  B  hasta  el  momento  de  dictarse  la  sentencia,  retirando  in- 
mediatamente dicho  mineral  de  la  superficie  de  la  mina;  2.''  asimis^ 
mo  de  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que  al  propio  A  se 
reclamaba  por  no  haber  retirado  oportunamente  el  mineral  referi- 
do, y  por  no  haber  hecho  entrega  de  los  gastos,  y  de  que  en  lo  su- 
cesivo concui riese  mensualmente  á  recibir  y  recibiera  en  bocami- 
na las  toneladas  del  mineral  que  le  correspondiera:  Estableciendo 
que  para  ese  tiempo,  ó  sea  para  lo  sucesivo,  si  uno  solo  de  los 
condueños,  como  había  sucedido  hasta  allí,  continuaba  explotan- 
do la  mina  Unión,  y  ese  no  quería  rendir  cuenta  mensual  y  entre- 
gar productos  líquidos,  deducido  el  gasto  de  explotación,  y  dei 
propio  modo  y  en  el  contrario  supuesto,  cuando  no  conviniera  á 
A  la  rendición  de  tal  cuenta,  y  recibir  esa  cantidad  líquida  en 
cualquiera  de  los  dos  casos,  hecho  constar  en  legal  forma,  que 
A  por  sí  ó  por  apoderado  ó  encargado,  pudiera  intervenir  é  inter- 
viniese la  explotación  de  la  mina,  y  si  no  renunciando  á  ello  ex- 
presamente, dejara  de  verificarlo  después  de  requerido  en  forma 
legal,  que  por  el  Juez  se  designase  á  expensas  de  A  quién  suplie- 
se á  éste  y  realizase  esa  intervención,  con  el  exclusivo  obje- 
to de  hacer  constar  cuanto  convenir  pudiera  á  los  intereses  de  la 
explotación  y  de  la  comunidad,  y  que  el  propio  A  tomase  y  pu- 
diera tomar  la  parte  del  mineral  que  le  correspondiera  en  la  pro- 
pia mina  ó  en  el  punto  de  trayecto  que  recorrer  pudieran  los  mi^ 
nerales  de  la  Unión  por  los  medios  destinados  ó  que  á  ellos  se 
destinasen  especialmente;  y  que  si  lo  declarado  y  otorgado  no  con- 
viniera tampoco  á  A,  que  éste  concurriera  y  pudiera  concurrir  á 
bocamina  y  recibir  el  mineral  que  le  correspondiese,  contribuyen- 
do así  bien  al  pago  de  los  gastos  que  ocasionare  ó  ayudando  en  la 
explotación  con  la  parte  consiguiente  á  su  participación:  Condena 
á  B  Á  que  rindiera  cuenta  justificada  á  A,  en  término  de  veinte 
días,  de  los  minerales  que  hubiese  arrancado  y  extraído,  y  entre- 
gase al  propio  A  la  cantidad  líquida  á  que  ascendieran  por  la  par- 
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te  que  proporcionalmenle  le  correspondiese  por  el  5  por  ico,  que 
en  dicha  mina  le  pertenecía  en  el  término  de  quince  días,  en  me* 
tálico,  comprendiendo:  primero,  el  valor  que  esos  minerales  hayan 
tenido  en  venta,  ó  que  hubiesen  tenido  si  8  los  benefició  de  otro 
modo,  y  deduciendo  de  esa  cantidad  los  gastos  ocasionados  hasta 
el  momento  de  realizar  las  ventas  ó  de  haberlos  beneficiado  de 
otra  suerte,  por  explotación  y  conducción;  secundo,  los  beneficios 
que  el  propio  B  hubiese  obtenido  por  las  diferencias  de  cambio; 
tercero,  el  6  por  100  do  las  cantidades  que  percibió  el  propio  B 
desde  el  mes  siguiente  al  en  que  realizó  las  sumas  respectivas;  ab- 
solviéndole de  la  petición  referente  al  valor  de  los  minerales  fran- 
co á  bordo,  del  pago  de  intereses  de  las  cantidades  debidas  per- 
cibir y  de  la  parte  proporcional  á  un  chelín  más  en  tonelada;  con 
imposición  á  ^  de  las  tres  cuartas  partes  de  las  costas  causadas  en 
ambas  instancias,  y  áA,  de  la  cuarta  parte  restante. 

£J  Recurso. — aj  Interpuso  recurso  de  casación  el  demanda- 
do A,  fundándose  en  los  siguientes  -motivos: 

1.°  Infracción  del  párrafo  2!"  del  art.  1,231  y  del  1.232  del 
Código  civil,  Xoda  vez  que  el  fallo  recurrido  prescinde  de  lo  ter- 
minantemente resuelto  en  forma  ejecutoria  por  la  sentencia  an- 
tes relacionada,  recaída  en  litigio  que  tiene  con  el  presente  iden- 
tidad de  personas,  de  cosas  y  de  causas,  dejando  la  sentencia 
recurrida  en  libertad  al  socio  explotador  para  que  rinda  ó  no 
cuentas. 

2.°,  3.''  y  4.*^  Ídem  del  art.  j^g  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
en  cuanto  la  sentencia  no  es  congruente  con  lo  demandado  y  de- 
batido en  el  pleito,  y  contiene  además  resoluciones  contradicto- 
rias, y  otorga  al  demandante  más  de  lo  pedido  por  él. 

5.°  ídem  del  art.  jg2  del  Código  civil  y  de  la  Sentencia  de  17 
Abril  i8g6,  toda  vez  que  aceptado  por  ambas  partes  en  este  litigio 
que  la  comunidad  de  la  mina  Unión  debe  regirse  por  las  disposicio- 
nes especiales  consignadas  en  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  an- 
terior, que  además  son  cosa  juzgada,  la  sentencia  recurrida  dicta 
reglas  nuevas  en  oposición  con  aquellas  vigentes  acerca  de  la  re- 
ferida comunidad,  alterando  sus  efectos,  cuando  sólo  debió  ceñir- 
se á  declarar  el  sentido  y  carácter  de  aquellas,  determinando  si 
son  alternativas,  y  por  tanto  de  libre  opción  para  el  deudor,  ó  si 
la  primera,  que  consiste  en  rendir  cuenta  mensual  y  satisfacer  en 
metálico  los  productos  líquidos,  constituye  nueva  obligación  cla- 
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ramente   impuesta  á  £  mientras  continúe  explotando  la  mina. 

6°  ídem  del  arí.  1,888  del  mismo  Código,  puesto  que  siendo  evi- 
dente que  B  se  encargó  de  la  gestión  del  negocio  industrial  que 
reconoce  por  base  la  explotación  de  la  mina  Unión  sin  mandato 
del  recurrente,  y  que  continúa  en  esa  gestión  sin  haber  requerido 
á  éste  para  que  le  sustituya  en  ella,  la  sentencia  recurrida  resuelve 
sobre  el  supuesto  de  que  no  continúe  la  gestión  del  negocio  con 
las  obligaciones  consiguientes  en  el  gestor  de  rendir  cuentas  y  en- 
tregar productos  líquidos. 

7.°  ídem  de  los  artículos  j.88q,  i.Sqt,  i.ioO  y  j.ioq  del  Código 
civil,  porque  la  sala  sentenciadora  exime  á  un  gestor  de  negocios 
ajenos,  del  pago  é  indemnización  de  las  cantidades  debidas  perci- 
bir de  sus  intereses  y  de  la  diferencia  del  cambio  sobre  Londres, 
y  le  condena  sólo  á  abonar  los  beneficios  que  el  mismo  hubiese 
obtenido  por  las  diferencias  de  cambio  y  el  6  por  100  de  las  can- 
tidades percibidas  desde  el  mes  siguiente  al  en  que  realizó  las  su- 
mas respectivas. 

8.°  ídem  del  art.  1.228  del  Código  civil  y  del  48,  núm.  /.°  del  de 
Comercio,  puesto  que  hallándose  documentalraente  probado  en  los 
autos  mediante  numerosa  correspondencia  suscrita  por  B,  que  éste 
vende  y  ha  vendido  siempre  los  minerales  franco  á  bordo,  la  sala 
sentenciadora  debió  haber  reconocido  valor  á  tales  documentos 

9.°  ídem  de  los  artículos  jg^^  i8qj,  40O  y  1.063  ^^^  Código 
civil,  porque  el  fallo  recurrido  permite  á  B  servirse  de  la  mina 
Unióü  perjudicando  el  interés  de  la  comunidad  é  impidiendo  á  su 
copartícipe  utilizarla  según  su  derecho;  le  autoriza  para  enrique- 
cerse injustamente,  con  daño  del  recurrente  y  de  sus  hijos;  le 
exonera  de  la  estrecha  responsabilidad  impuesta  al  gestor  oficioso 
que  pospone  el  interés  del  dueño  de  lo  que  administra  al  suyo 
propio;  deja  á  su  voluntad,  ó  mejor  á  su  arbitrio,  la  obligación 
de  rendir  cuentas  y  entregar  productos  líquidos  que  incumbe  á 
todo  el  que  administra  intereses  ajenos;  le  abre  camino  para  elu- 
dir la  división  de  rentas  que  las  leyes  exigen  á  todo  partícipe  que 
las  percibe  de  la  cosa  común. 

10  ídem  de  la  doctrina  legal  respecto  á  la  imposición  de  eos» 
tas  al  litigante  temerario  y  al  apelante  vencido  (/ó  Febrero  1886, 
30  Nozñembre  iSgs,  26  Noviembre  28Q7  y  JÓ  Enero  l8g8)  en  cuan- 
to al  actor,  sólo  se  le  había  condenado  al  pago  de  las  tres  cuartas 
partes  de  las  costas. 
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b)  El  demandante  B  interpuso  también  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido,  á  su  juicio: 

i.°  El  ari,  I.JSI  y  el  1.132,  éste  en  relación  con  d  JQ2  del  Có- 
digo civil  y  lo  resuelto  en  la  primera  sentencia,  porque  á  pesar  de 
que  en  aquella  Fe  fija  una  solución  alternativa,  la  Sala  sentencia-* 
dora  absuelve  al  demandado  de  la  pretensión  formulada  en  la  de- 
manda de  que  reciba  én  bocamina  y  retire  las  toneladas  de  mine- 
ral que  corresponde  á  su  5  por  100  de  las  arrancadas  por  el  de- 
mandante hasta  ahora. 

2.**  Los  artículos  1,101  y  1.Q02  del  Código  cvil,  al  absolver 
el  fallo  recurrido  al  demandado  de  la  pretensión  relativa  á  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  producidos  al  demandante  por 
no  haberse  retirado  oportunamente  los  minerales  correspondien- 
tes á  la  participación  de  A,  sin  que  sea  aplicable  al  caso  la 
doctrina  que  consigna  la  sentencia  recurrida,  porque  la  prueba 
para  demostrar  la  existencia  de  tales  perjuicios  y  daños,  deberá  y 
habrá  de  practicarse  en  el  período  de  ejecución  de  sentencia. 

3.**  \lI  ar/.  J48  y  JQQ  del  mismo  Código,  porque  la  sentencia 
recurrida,  al  condenar  al  recurrente  al  pago  en  metálico  de  la 
cantidad  proporcional  del  mineral  extraído,  no  tiene  en  cuenta 
que  la  naturaleza  de  la  comunidad  ó  propiedad  común  es  idéntica 
á  la  de  la  individual  y  singular;  y  así  como  el  propietario  de  una 
cosa  tiene  el  derecho  de  reivindicarla  si  por  acaso  dejare  de  po- 
seerla, sin  que  este  derecho  que  se  traduce  en  la  correspondiente 
obligación  por  parte  del  que  la  disfruta  pueda  extenderse  á  la  en- 
trega de  otra  cosa  diferente  ó  de  cosa  de  distinta  especie,  igual 
derecho  que  al  propietario  corresponde  al  comunero  en  la  parte 
de  propiedad  que  le  pertenece  en  la  cosa  común. 

4.^  La  cosa  Juzgada,  pues  la  Sala  sentenciadora,  no  en  forma 
alternativa,  sino  de  manera  absoluta  y  sin  limitación  alguna,  con- 
dena al  recurrente  al  pago  en  metálico  del  mineral  extraído  du- 
rante determinada  época,  volviendo  á  legislar  para  el  porvenir,  á 
pesar  de  que  en  la  sentencia  ejecutoria  anterior  se  fijó  para  lo  su- 
cesivo la  entrega  por  el  recurrente  á  A,  del  producto  líquido  del 
mineral  exttaído  en  la  parte  á  éste  correspondiente,  no  como  úni. 
co  modo  de  cumplir  la  obligación  de  pago,  sino  como  término  de 
una  solución  alternativa. 

5.^     La  regla  17,  tit,  34,  Part.  7.*. 

6.**     La  doctrina  del  Tribunal  Supremo  en  consonancia  con 
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la  ley  de  14.  Marzo  18 y  6,  (Sent.  26  Enero  i88g,  /.**  Febrero  i88g  y 
j  Febrero  i8go),  de  que  el  vendedor  no  se  constituye  en  mora 
cuando  la  cantidad  reclamada  no  es  líquida,  conocida  y  cierta, 
puesto  que  se  condena  al  recurrente  al  abono  del  6  por  100  de  las 
cantidades  que  percibió  por  los  minerales  desde  el  mes  siguiente 
al  en  que  realizó  las  sumas  respectivas,  siendo  así  que  á  dicho 
abono  debe  preceder  el  examen  y  aprobación  de  la  cuenta  que 
por  la  misma  se>tencia  se  le  ordena  rendir. 

T.^  El  ar¿.  1,100  tUl  Código  civil,  que  señala  como  punto  de 
partida  para  la  mora  la  reclamación  por  parte  del  acreedor 
que  en  el  caso  actual  no  se  hizo  hasta  la  reconvención,  por  lo 
cual,  aun  cuando  fuera  procedente  la  condena  de  abono  de  intere- 
ses, nunca  podría  serlo  en  la  extensión  que  la  de  la  Sala  senten- 
ciadora. 

8.°  El  art.  i.jji  del  Código  civil,  toda  vez  que  en  la  sentencia 
recurrida  se  llega  hasta  la  más  incomprensible  indeterminación  del 
punto  de  entrega  del  mineral. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar  al  recurso  ínter- 
puesto  por  B  en  cuanto  al  sexto  motivo  en  que  se  funda,  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  casación  respecto  de  los  demás  motivos 
del  recurso,  ni  de  ninguno  de  los  formul;idos  en  el  de  A,  casando 
y  anulando  la  sentencia  recurrida  en  cuanto  condena  á  ^  al  pago 
del  6  por  100  de  las  cantidades  que  el  mismo  percibió  desde  el 
mes  siguiente  al  que  realizó  las  sumas  respectivas. 

DOCTRINA 

Respecto  al  recurso  de  ky  que  en  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  an- 
terior se  dispuso  para  lo  sucesivo  que  si  no  convenían  en  la  forma  de  ex- 
tracción y  distribución  de  productos,  podría  B  seguir  explotando  y  pagar 
á  aquél  el  líquido  del  mineral  correspondiente  á  su  participación^  ó  inter' 
venir  en  todo  lo  referente  á  la  extracción  y  explotar  el  propio  A,  sin  de- 
terminar concretamente  los  medios  con  que  podría  cada  parte  obligar  á 
la  opuesta  al  uso  de  uno  ú  otro  sistema  y  sino  usando  sólo  la  frase  genérica 
de  que  se  respetasen  en  el  coyidominioj  mediante  la  cual  y  los  preceptos 
del  derecho  positivo  que  regulan  las  relaciones  de  los  conéiófninos;  así 
como  B  no  puede  cohibir  á  A  para  que  explote  ó  deje  de  intervetúr  cuan- 
do lo  tenga  por  conveiiiente,  tampoco  éste  puede  forzar  á  aquél  á  que  sea 
perpétu'imente  gestor  ni  administrador  de  sus  bienes,  explotando,  ven- 
diendo y  trabajando  para  él. 
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La  sentencia  recurrida^  al  dictar  las  reglas  complementarias  que  ha 
estimado  convenientes  ni  objeto  de  que  los  interesados  puedan  llevar  'á 
^ecto  la  explotación  de -la  mina  y  percepción  de  los  productos  á  cada  cual 
correspondientes^  en  congruencia  con  lo  solicitado  por  ambos  en  sus  res- 
pectivos esaitos  de  demanda  y  contestación  para  que  se  concretara  y  com- 
plementara lo  dispuchto  por  la  misma  Audiencia  en  su  fallo  anterior  ^  no 
ha  desconocido  el  valor  de  la  cosa  juzgada,  la  alternativa  que  estableció 
la  sentencia  anterior,  ni  lo  pedido  por  las  partes,  y  no  ha  incurrido^  por 
tanto,  en  las  infracciones  supuestas  en  los  motivos  1.^,  2.^,  5.°,  6.^  y  9.^ 
de  los  admitidos  del  recurso  de  A. 

No  es  exacto  que  en  la  segunda  parte  de  la  sentencia  recurrida  se  es- 
tablezca qiie  B  pueda  dejar  de  dar  cuentas  si  no  quiere  hacerlo,  contra  lo 
reconocido  como  propio  deber  por  el  mistno,  sino  que  no  está  obligado  á 
administrar  perpetuamente  los  interesas  de  A  y  entregarle  siempre  pro- 
ductos liquides,  y  por  eso  dicta  reglas  para  el  caso  de  que,  usando  de  su 
derecho^  no  quiera  continuar  en  tal  administración  forzosa;  y  que  tampo- 
co es  exacto  que  dicJia  parte  de  la  sentencia  obligue  precisamente  á  A  á 
recibir  mineral  en  la  bocamina j  contradiciendo  con  ello  la  absolución, 
hecha  en  la  primera  porte  del  fallo,  de  la  pretensión  sostenida  por  B  con 
dicho  objeto,  porque  lo  que  se  hace  es  sólo  establecer  diclw  medio  de  per- 
cepción como  voluntario  ó  potestativo ^  entre  otros,  á  favor  de  A;  y,  por 
lo  expuesto,  carecen  también  de  fundamento  los  motivos  ¿le  casación  3.^  y 
4.^,  aducidos po^  éste: 

El  séptimo  de  los  motivos  del  recurso  de  A  pretende  que  B  debe  abo- 
y  nar  intereses  de  intereses^  sin  que  á.  ello  pueda  asentirse,  pues  lo  que  se 
expresará  más  adelante  al  ocujarse  del  pago  del  6  por  100  con  ocasión 
del  motivo  á  ello  referente  del  recurso  de  B,  hace  imposible  que  se  con- 
cedan intereses  de  unos  intereses  que  no  se  otorgan. 

Es  también  inapreciable  el  octavo  motivo^  en  que  dicho  A  supone  que 
la  Sala  sentenciadora  ha  incurrido  en  error  de  hecho  al  no  disponer  que 
B  le  abone  las  partidas  de  mineral  que  tiene  que  satisfacerle^  con  la  bo- 
nificación co^ítenida  en  la  fórmula  comercial  de  franco  á  bordo,  porque 
al  establecer  dicho  motivo  se  olvida  que  la  sentencia  condena  á  B  á  abo- 
nar por  los  minerales  pertenecientes  á  A,  que  haya  vendido  ó  de  que  haya 
dispuesto,  todo  lo  que  en  realidad  le  hayan  producido  y  hasta  las  diferen- 
•  ciasen  el  cambio  de  moneda,  lo  cual  contiene  necesariamente ,  con  expre- 
sión más  genérica  y  comprensiva,  cuanto  pueda  corresponder  en  tal  con- 
cepto á  A,  qne  será  liquidado  en  ejecución  de  sentencia. 

Porfin,  en  lo  que  se  refere  al  recurso  interpuesto  por  A  que  tampo- 
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co  puede  aceptarse  el  úitimo  motivo  de  los  alegados  contra  la  sentencia 
por  este  recurrente,  puesto  que  se  refiere  á  la  apreciación  hedía  por  la 
Sala  sentenciadora  sobre  costas,  y  se  funda  en  kí  ley  5.*,  titulo  22,  Par- 
tida 3.^,  y  jurisprudenciii  sobre  ella  establecida,  inaplicables  á  pleitos 
incoados,  como  el  presente,  con  posterioridad  á  la  promulgación  y  obser- 
vancia del  Código  civil 

En  relación  con  el  segundo  recurso,  que  al  resolver  que  B  abone  á  A 
en  metálico  el  importe  de  lo  que  corresponda  á  la  participación  que  éste 
representa  en  el  mineral  ya  arrancado  y  extraído,  deduciendo  gnstos, 
hasta  la  venta  ó  beneficio  del  mismo  y  rindiéndole  cuentas,  se  ajusta  la 
sentencia  impugnada  á  lo  establecido  en  la  anterior  —disposición  especial 
á  los  efectos  del  urt.  392  del  Código  civil— para  el  caso  ocurrido  de  se- 
guir dicho  B  explotando  la  mina  Unión  sin  haber  convenido  previamen- 
te ambas  partes  la  forma  de  beneñcio  y  distribución  de  productos,  y  sin 
haber  intervenido  A  de  manera  alguna  en  la  explotación  ni  ayudado  á 
ella;  que  consumado  el  hecho  de  la  explotación  en  tales  circunstancias,  no 
cabía  adoptar  otro  acuerdo,  cuando  no  se  ha  probado  tampoco,  a  juicio 
de  la  Sala  sentenciadora,  que  dicho  B  haya  puesto  á  disposición  de  A  el 
mineral  correspondiente  al  mismo  en  la  cantidad  y  calidad  debidas;  y 
que  no  son  de  estimar,  por  las  razones  expresadas,  los  motivos' 1-^,  3.^, 
4P  y  5°  del  recurso  interpuesto  por  B 

Desestimada  la  pretensión  de  B  referente  á  que  A  recoja  en  mineral 
su  participación  en  lo  ya  explotado  y  la  de  que  abone  éste  daños  y  perjui- 
cios por  no  haberlo  hecho  carece  de  base,  no  pudiendo  por  ello  ser  atendi- 
do el  motivo  2.^  del  recurso  de  dicho  B. 

El  Mimo  motivo  del  recurso  de  éste  cita  como  infringido  el  art.  1.17 J 
del  Código  civil,  el  cual  se  ocupa  del  pago  y  sus  formas,  por  lo  que,  como 
en  la  sentencia  no  se  trata  en  este  punto  de  pago  que  haya  de  hacer  á  A, 
sino  de  la  manera  de  disponer  éste  de  una  cosa  suya,  y  reglas  con  que  ha 
de  hacerlo  en  su  caso,  es  evidente  que  resulta  inaplicable  el  articulo  é  tn- 
estimable  el  motivo. 

En  los  motivos  6.^  y  7.^  impugna  B  la  condena  que  le  impone  la  sen- 
tencia recurrida  al  pago  de  intereses  al  6  por  100  desde  él  mes  lÁguiente 
al  en  que  realizó  las  sumas  percibidas  por  no  tratarse  de  cantidad  liqui- 
da, según  el  sexto  motivo,  sino  de  la  qu^  ha  de  ser  objeto  de  aprobación 
de  cuenta  que  la  misma  sentencia  manda  rendir,  y  porque  aun  en  el  caso 
negado  de  haber  mora,  la  reclamación,  según  el  7.^,  no  se  hizo  sino  al 
reconvenir,  cuya  impugnación  es  estimable,  puesto  que  nt  está  prevenido 
por  la  ley  ni  convenido  por  contrato  el  pago  de  tales  intereses,  que  tam- 
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poco  resultan  ser,  con  efecto  y  de  ninguna  cantidad  liquida,  eino  liquida- 
ble en  ejecución  del  fallo,  mediante  reintegración  de  gastos  y  mutuo  abo- 
no de  partidas,  con  lo  cual  es  viato  que  se  han  infringido  en  la  sentencia 
recurrida  los  preceptos  legales  invocados  en  el  sexto  motivo  del  recurso 
de  B,  sin  que  liaya  que  hacer  aprecio  del  7.^,  que  es  sólo  subsidiario. 


Concepto  de  la  copropiedad,  (Art.  392). — La  propiedad  individual 
en  su  concepto  más  estricto  ó  sea  como  atribución  pro  sólido  de 
un  sujeto  sobre  una  cosa,  reviste  frecuentemente  un  aspecto  ó 
fase  especial  determinada  por  la  pluralidad  de  sujetos.  Actúan 
éstos  sobre  la  misma  cosa  en  virtud  del  derecho  de  propie- 
dad, pero  la  atribución  pro  sólido  se  descompone  en  tantas  cuo- 
tas intelectuales  cuantos  sean  los  sujetos  del  condominio;  de  modo 
y  manera  que  sumadas  estas  cuotas  en  un  solo  sujeto,  reaparece 
de  nuevo  la  atribución /r¿;  sólido.  El  uso  y  disfrute  de  la  cosa  su- 
fre también  limitaciones  para  que  el  derecho  de  todos  los  congo- 
zantes pueda  subsistir.  La  copropiedad  es  ni  más  ni  menos  que  la 
propiedad  privada  ó  individual  adaptada  al  disfrute  colectivo,  re- 
presentado en  cada  uno  de  los  partícipes,  por  lo  que  pudiéramos 
llamar  una  acción,  una  cuota,  una  fracción  ideal  ó  abstracta. 

El  Código  patrio  prescinde  del  calificativo  de  copropiedad  tan 
típico  y  característico  para  enunciar  un  modo  ó  forma  de  la  pro- 
piedad, y  adopta  el  de  Comunidad  de  bienes,  expresando  que  exis- 
te comunidad  cu.indo  la  propiedad  de  una  cosa  ó  de  un  derecho 
pertenece /r¿?  indiviso  á  varias  personas, 

»  »  » 

Con  ser  como  es  la  Jurisprudencia  aplicación  práctica  del  de- 
recho á  las  exigencias  jurídicas  de  la  vida  social  rara  vez  teoriza; 
da  por  sabida  la  teoría  ó  la  presupone  existente  en  cierto  sentido 
y  prescindiendo  de  su  exposición,  ó  dosifica  el  derecho  escrito 
administrándolo  según  la  índole  del  caso  clínico,  ó  bien  decreta 
una  regla  por  ampliación,  por  analogía,  por  interpretación  ló- 
gica, nunca  por  innovación. 

No  se  busquen  definiciones  ni  tampoco  construcciones  en  la 
Jurisprudencia,  á  lo  sumo  se  encontrarán  adaptaciones  de  la  defi- 
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nición  á  casos  no  determinados  concretamente.  Prueba  de  lo  que 
decimos  se  encuentra  en  la 

A)  Sentencia  de  Q  de  Marzo  de  iSqs,  con  la  cual  se  correspon- 
de la  de  //  de  Mayo  de  i8g8  en  cuanto  ambasson  expresión  de  un 
mismo  concepto. 

El  hecho  de  la  primera  sentencia  fué  el  siguiente: 

Poseía  una  señora  varias  encinas  en  terreno  correspondiente  á 
la  dotación  de  dos  capellanías.  Enagenadas  estas  tierras,  la  dueña 
de  las  encinas  llamó  á  su  dominie,  mediante  la  acción  de  retrac- 
to, el  terreno  en  que  aquéllas  estaban  enclavadas. 

Los  demandados  se  allanaron  en  parte  á  la  demanda;  pero  sin 
duda  por  razones  de  índole  particular,  exceptuaron  del  allana- 
miento unas  fincas  colocadas  en  las  mismas  circunstancias  que  las 
demás,  es  decir,  que  el  suelo  correspondía  á  los  demandados  y  el 
vuelo  al  demandante. 

Quedó  planteado  el  problema  siguiente:  No  perteneciendo  el 
suelo  pro  indiviso  á  dos  ó  más  personas, sino /r¿7  sólido  á  una  sola, 
y  no  existiendo  tampoco  pro  indivisión  en  las  encinas  enclavadas 
en  dicho  suelo,  ¿puede  sostenerse  legalmente  que  el  hecho  de  per- 
tenecer el  suelo  á  una  persona  y  el  vuelo  á  otra,  determina  la  co- 
munidad de  bienes.^ 

El  Tribunal  Supremo  resolvió  el  litigio  adoptando  dos  pun- 
tos de  vista:  Uno  de  conveniencia  social;  otro  de  adaptación 
legal. 

1.®  Si  el  retracto  reconoce  por  causa  la  utilidad  social  de  que 
la  propiedad  no  se  desintegre  en  sus  derechos  componentes  sino 
que  todos  ellos  aparezcan  integrados  en  una  mano,  debe  decla- 
rarse pertinente  en  todos  los  casos  de  desintegración. 

2.°  Si  la  pro  indivisión,  en  el  caso  del  litigio,  no  existe  como 
derecho  de  cada  comunero  á  una  cuota  en  la  cosa  común, 
puesto  que  el  dueño  del  suelo  no  participa  en  el  dominio  del  vue- 
lo ni' éste  en  el  de  aquél,  manifiéstase  un  modo  ó  forma  singu- 
lar de  pro  indivisión  en  el  sentido  de  no  poder  subsistir  el  árbol 
separado  del  terreno  y  hallarse  por  tanto  subordinados  y  rela- 
cionados los  derechos  de  ambos  dueños  de  manera  que  el  uno 
en  las  operaciones  del  cultivo,  no  puede  hacer  nada  que  re- 
dunde en  menoscabo  ó  detrimento  de  los  árboles,  ni  es  lícito  al 
otro  al  utilizarse  de  ellos,  impedir,  entorpecer  ó  perjudicar  la  ex- 
plotación agrícola  del  suelo. 
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Nada  teDemos  que  objetar  respecto  de  la  primera  proposicián 
dentro  del  terreno  constituyente. 

La  segunda  y  sin  duda  la  fundamental  no  obstante  su  se- 
cundario lugar,  porque  fué  la  base  del  retracto  de  condóni- 
mos  demandado  y  concedido,  ya  no  nos  parece  tan  ortodoxa. 
£1  retracto  fué  admitido  por  una  razón  de  adaptación  demasiado 
violenta  y  acaso  ilegal,  si  se  la  deriva  como  se  derivó  en  la  sen- 
tencia de  una  copropiedad  entre  el  dueño  del  suelo  y  el  del  vuelo. 

Si  el  Tribunal  Supremo  pensaba  que  por  una  razón  de  analo- 
gía no  puede  autorizarse  una  acción  (ie  retracto,  no  declarada  ex- 
presamente para  el  caso  en  cuestión,  más  hubiera  valido  para 
mantener  la  pura  ortodoxia  interpretativa,  haberla  denegado. 
Lo  que  en  nuestro  sentir  no  debió  haberse  hecho,  es  adaptar  á  la 
norma  legal  de  la  comunidad  de  bienes  un  caso  que  no  es  de 
condominio. 

La  razón  de  analogía  ¿es  bastante  para  dar  lugar  al  retracto 
basado  únicamente  en  el  provecho  que  al  buen  régimen  de  las 
transacciones  reporta  la  integración  de  los  bienes  raíces  en  una 
sola  mano?  Haber  arrostrado  valientemente  la  declaraeión.  ¿No 
lo  es?  Haberla  denegado. 

Retracto  admite  el  Código  en  la  comunidad  de  bienes  propia- 
mente dicha,  ó  sea  cuando  varios  sujetos  participan  en  el  domi- 
nio de  una  misma  cosa  por  una  cuota  ideal,  mayor  ó  menor,  pero 
de  suerte  que  todas  y  cada  una  de  las  moléculas  de  la  cosa  se 
hallan  afectas  por  el  derecho  dominical  de  todos  y  cada  uno  de 
los  partícipes. 

Retracto  admite  el  Código  civil  en  la  enfiíeusis,  no  porque 
exista  proindivisión,  ni  tampoco  porque  el  dominio  se  divida  en 
directo  y  útil,  puesto  que  este  es  un  error  tradicional  del  que  en  su 
debido  lugar  y  tiempo  trataremos,,  sino  porque  la  propiedad 
se  descompone:  conserva  lo  que  pudiéramos  llamar  sustancia  el 
dueño  eminente,  imponiendo  por  virtud  de  esa  especie  de  domi- 
fdum  eminens  la  pensión  censal  en  renta  ó  frutos,  y  pasan  el  uso  y 
el  disfrute  al  enfiteuta.  La  prueba  de  que  no  hay  proindivisión^ 
está  en  que  el  mismo  Código  en  su  art.  1.642  admite  la  hipótesis 
de  que  el  dominio  directo  d  el  útil  pertenezca  pro  indiviso  á  va- 
rias personas,  á  cada  una  de  las  cuales  confiere  derecho  para  ha- 
cer uso  del  retracto  con  sujecióf  al  de  comuneros  y  con  preferen- 
cia el  dueño  directo,  si  se  hubiese  enagenado  parte  del  dominio 
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Útil,  Ó  el  enñteuta,  si  la  enagenación  hubiese  sido  del  dominio  di- 
recto. 

Retracto  establece  la  ley  civil  en  los  foros  y  demás  contratos 
de  naturaleza  análoga  á  la  enfiteusis  (art.  1.655).  Retracto  igual- 
mente concede  el  art  1.656  en  el  contrato,  en  cuya  virtud  el  due* 
ño  del  suelo  cede  su  uso  para  plantar  viñas  por  el  tiempo  que  vi- 
vieren las  primeras  cepas,  pagando  al  cesionario  una  renta  ó  pen- 
sión anual  en  frutos  ó  dinero. 

iQué  más!  Sin  recibir  el  nombre  de  retracto,  porque  rigorosa- 
mente no  lo  es,  vemos  otro  remedio  encaminado  al  mismo  fin  de 
integrar  el  dominio,  en  el  derecho  que  el  art.  603  del  Código  con- 
cede al  dueño  de  terrenos  gravados  con  servidumbre  de  pastos 
para  redimir  esta  carga  mediante  el  pago  de  su  valor,  y  en  defecto 
de  convenio,  capitalizando  sobre  la  base  del  cuatro  por  ciento 
anual  de  los  pastos,  regulado  por  tasación  pericial. 

La  división  del  dominio  en  nuda  propiedad  y  usufructo,  hoy 
sobre  todo  que  el  art.  480  del  Código  civil  autoriza  la  enajenación 
y  gravamen  del  derecho  de  percibir  los  frutos,  debiera  asimismo- 
conferir  recíprocamente  el  retracto  tanto  al  señor  de  la  nuda  pro- 
piedad, cuando  el  usufructuario  enagenase  su  usufructo,  como  á 
éste  cuando  fuese  aquél  el  que  se  desprendiese  de  la  nuda  propie- 
dad. ¿No  hay  en  el  usufructo  una  disgregación  del  derecho  má» 
utilitario  del  dominio,  ó  sea  el  de  percibir  los  frutos  de  la  cosa? 

¿No  es  vitalicio  (temporal)  por  su  naturaleza  jurídica,  precisa- 
mente para  evitar  los  funestos  efectos  que  en  la  vida  contractual 
produciría  la  repetición  y  prolongación  indeñnida  de  dicho  estado 
de  cosas?  Y  si  todo  esto  es  indiscutible,  ¿qué  razón  puede  aportar 
la  filosofía  del  derecho  para  no  admitir  en  este  caso  él  retracto,, 
cuando  le  vemos  expresamente  consignado  en  el  de  cesión  de  tie- 
rras para  el  cultivo  de  viñas,  en  la  enñleusis,  en  los  foros  y  en  to, 
das  aquellas  modalidades  del  contrato  enfitéutico  que  por  implicar 
una  desintegración  de  las  prerrogativas  dominicales,  conviene 
combatirlas  con  un  reconstituyente  tan  poderoso  como  la  acción 
de  retraer?  ¿Se  atrevería  no  obstante  la  fuerza  de  los  anteriores 
argumentos  el  Tribunal  Supremo  á  conceder  su  exequátur  al  re- 
tracto que  ejercitase  un  usufructuario,  v.  g.,  si  el  señor  de  la  nuda 
propiedad  se  desprendía  de  su  desmembrado  dominio?  Ciento  con- 
tra uno  pondríamos  encima  del  no.  A  pesar  de  lo  cual,  cabría  repe- 
tir casi  por  entero  el  primer  considerando  de  la  Sentencia  de  g  de 
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Marzo  de  i8gj,  (V  por  qué  el  Tribunal  Supremo  denegaría  segu- 
ramente el  retracto  en  el  supuesto  que  hemos  imaginado?  Porque 
concederlo  equivaldría  á  legislar,  no  á  interpretar  y  aplicar  debi- 
damente las  leyes,  que  es  la  misión  de  la  jurisprudencia.  Er^o  la  ra- 
zón de  analogía  no  es  suficiente  para  admitir  el  retracto  en  un  caso 
en  que  la  ley  expresamente  no  lo  reconoce.  Las  reglas  hermenéuti- 
cas,  por  otra  parte,  cuya  materia  goza  de  elasticidad  suficiente 
para  admitir  todas  las  tensiones,  apoyarían  la  negativa  con  aquel 
principio  tan  conocido  uói  Ux  noluit,  tacuit. 

Quedábale,  pues,  al  Tribunal  Supremo  la  manga  ancha  de  la 
adaptación;  y  por  ella  pasó  sin  tropiezo  para  quedar  asimilado  al 
condominio,  un  caso  que  ni  ha  sido,  ni  es,  ni  será  nunca  de  pro 
indivisión,  característica  de  la  comunidad  de  bienes  según  el  tex- 
to positivo  y  el  asenso  de  todos  los  juristas.  Pe  admitir  criterio 
tan  acomodaticio,  y  si  el  Tribunal  diera  en  vestir  hábito  tan  hol- 
gado, por  eáa  manga  ancha  podrían  pasar  como  condominios,  para 
los  efectos  del  retracto,  muchos  y  muy  caracterizados  casos  de 
servidumbre,  porque  en  ellos  los  derechos  de  ambos  dueños  es- 
tán relacionados  y  subordinados  los  unos  á  los  otros  para  su  recí- 
proca coexistencia:  la  medianería  común  de  dos  casas  daría  lugar 
al  retracto,  cuando  una  de  ellas  se  enagenase,  con  la  misma  ra- 
zón que  la  venta  del  suelo  dio  derecho  al  dueño  del  vuelo  para  re- 
traer aquél. 

Cuando  el  suelo  pertenece  en  plena  propiedad  á  una  sola  per- 
sona y  el  vuelo  también  en  plena  propiedad  á  otra,  ¿dónde  están 
los  elementos  de  la  proindivisión.^  La  limitación  de  derechos 
que  el  condominio  implica  no  afecta  á  lo  sustancial,  porque  los 
derechos  del  propietario  son  los  mismos  que  los  del  copropieta- 
rio; los  elementos  integrales  de  la  propiedad  se  subordinan  en  su 
disfrute  á  un  régimen  interior  sometido  á  la  ley  de  las  mayorías^ 
condicionándose  mutuamente  los  derechos  de  todos  los  comune- 
ros sin  alteración  de  la  sustancia.  La  división  de  suelo  y  vuelo 
la  atribución //-<?  sólido  á  cada  sujeto  de  derecho  de  uno  de  estos 
elementos  componentes,  es  un  caso  que  no  ent:aja  en  el  condo- 
minio propiamente  tal,  porque  el  dueño  del  terreno  no  puede 
alegar  ninguna  facultad  sobre  el  arbolado,  y  á  la  inversa,  el  del 
arbolado  aunque  se  sirva  del  suelo  para  sustento  del  vuelo,  no 
participa  con  ningún  derecho  de  dueño  en  la  propiedad  de  aquél. 
Tampoco  tiene  marco  adecuado  en  el  usufructo,  porque  ninguno 
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de  los  respectivos  dueños  de  suelo  y  vuelo  puede  decirse  nudo 
propietario.  El  derecho  llamado  de  superficie,  desaparecido  de 
nuestra  ley  civil  en  mal  hora,  daría  asilo  á  este  caso  hoy  vaga- 
bundo y  sin  domicilio  conocido,  no  obstante  que  la  hospitalidad 
del  Tribunal  Supremo  le  haya  señalado  como  punto  de  residen- 
cia el  condominio.  ¿Con  qué  títulos  podría  el  señor  del  terreno 
reclamar  al  del  arbolado  su  parte  proporcional  de  utilidades;  y  á 
la  inversa,  en  virtud  de  qué  derecho  el  dueño  del  arbolado  obli- 
garía al  del  suelo  á  contribuir  á  los  gastos  de  cultivo?  El  dueño, 
del  suelo  ¿se  podría  oponer  á  que  el  del  vuelo  derribara,  podara 
ó  injertara  los  árboles?  Y  puesto  que  en  materia  de  comunidad 
rige  imperiosamente  el  axioma  romano  nemo  potestni  ccmmumotu 
invitus  detíneri,  ¿cómo  y  de  qué  manera  se  dividiría  la  imaginada 
comunidad  de  suelo  y  vuelo?  En  esa  especie  de  integración  mole- 
cular  que  caracteriza  la  pro  indivisión,  en  la  que  cada  partícipe 
tiene  una  porción  ideal  en  todas  las  moléculas  de  la  cosa,  ¿podría 
decirse  con  sentido  de  la  realidad,  que  el  señor  del  suelo  y  el  del 
vuelo  cesarían  en  la  pro  indivisión,  dividiendo  entre  los  dos  tie- 
rras y  encinas  en  proporción  al  valor  que  pericialmente  se  atribu- 
yese á  cada  uno  de  estos  dos  factores? 

Dicho  sea  con  toda  clase  de  excusas  y  respetos:  el  Tribunal 
Supremo  padece  en  la  sentencia  que  estudiamos  un  error  crasí- 
simo, encajando  dentro  de  un  concepto  vulgar  del  condominio, 
pero  totalmente  alejado  del  jurídico  y,  lo  que  es  más  sensible,  del 
que  con  toda  claridad  expresa  el  Código  civil,  un  caso  que  aten- 
tamente examinado  representa  un  gravamen  impuesto  á  una  cosa 
raiz,  una  limitación  de  los  derechos  del  propietario,  cual  la  de  no 
poder  disponer  libremente  de  la  superficie;  una  verdadera  servi- 
dumbre de  arbolado  análoga  en  sus  efectos  á  la  llamada  servi- 
dumbre de  pastos. 

Si  alguna  justificación  puede  merecer  el  error,  dos  y  muy 
cumplidas  hay  que  señalar  en  esta  ocasión.  Primera,  El  deseo 
plausible  del  Tribunal  Supremo  de  autorizar  el  retracto  en  un 
caso  necesitado  como  ninguno  de  dicho  remedio.  Segunda,  Dar 
amplia  margen  á  las  reformas  del  Código.  Vese  aquí  patente  la 
ventaja  de  estos  estudios  críticos  de  la  jurisprudencia  por  lo  que 
pueden  contribuir  á  la  obra  evolutiva  de  nuestra  codificación. 
Sin  la  discusión,  sin  el  análisis,  la  sentencia  con  su  investidura  ya 
un  tanto  arcaica  y  deteriorada  de  res  iudicata  habría  pasado  sin 
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protesta,   y  como  caso  vulgar  de  condominio,  comprendido  el 
hecho  litigioso  en  la  sanción  general  del  art.  392  del  Código, 

La  Sentencia  de  Q  de' Marzo  de  i8gj  ha  dado  vida  á  un  retracto 
que  pudiéramos  llamar  natural.  Tócale  á  la  Comisión  de  Códigos 
legitimarlo,  bien  reconociéndolo  expresamente  conqp  caso  de  re- 
tracto en  las  Sección  2^,  cap.  VI,  Titulo  IV  del  libro  IV del  Có- 
digo, bien  adicionando  el  art.  óoj  en  forma  que  comprenda  igual- 
mente la  servidumbre  de  arbolado,  dentro  de  cuya  categoría  ju- 
rídica, ya  que  ha  sido  olvidado  el  derecho  de  superficie,  procede 
incluir  el  hecho  que  motivó  la  sentencia  de  que  se  trata. 

*  *  * 


BJ  Sentencia  de  //  de  Mayo  de  i8g8. — Se  corresponde  con  la 
acabada  de  exponer  confirmando  su  doctrina  y  aportando  la 
misma  equivocada  enseñanza. 

£n  el  caso  de  la  sentencia,  se  enagenó  proindiviso  á  varios 
partícipes,  entre  ellos  A,  un  arbolado  compuesto  de  5.183  chapa- 
rros. Practicóse  la  división  antes  déla  presentación  déla  demanda, 
correspondiendo  al  que  luego  fué  demandante  1.597  pies  de  cha- 
parro, pero  no  fué  inscrita  en  el  Registro  la  escritura  divisoria 
sino  con  posterioridad  á  la  expresada  presentación. 

Un  tercero  adquirió  por  compra  varias  tierras  en  las  cuales 
vegetaban  los  árboles  adquiridos  por  X,  y  entonces  éste  ejercitó 
la  acción  de  retracto,  que  fué  desestimada  en  primera  y  segunda 
instancia,  no  porque  la  Audiencia  negase  el  condominio  de  suelo 
y  vuelo,  sino  por  el  hecho  de  no  haber  sido  inscrita  lá  escritura 
divisoria  de  los  chaparros  al  tiempo  de  la  presentación  de  la  de- 
manda, estando  inscritas  por  el  demandado  las  tierras  objeto  del 
retracto. 

Prosperó  el  recurso  de  casación,  deduciéndose  de  la  senten- 
cia del  Supremo  Tribunal,  las  siguientes  reglas: 

a)  Constituye  un  caso  de  comunidad  de  bienes  y,  por  tanto, 
con  derecho  al  retracto,  la  convivencia  de  dos  dueños  sobre  una 
misma  finca,  á  uno  de  los  cuales  corresponde  pro  sólido  el  suelo, 
y  á  otro  también  por  entero  el  arbolado  adherido  á  dicho  suelo. 

b)  El  art,  jgó  de  la  Ley  Hipotecaria  no  prescribe  en  absoluto 
que  se  rechacen  en  juicio  los  títulos  relativos  á  actos  ó  contratos 
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inscribibles  no  inscritos,  sino  tan  solo  cuando  se  intente  perjadi- 
car  á  tercero  en  el  sentido  que  á  dicho  concepto  atribuye  el 
art  2jf  i/e  la  Ley  Hipotecaria. 

c)  l.os  terceros  á  que  alude  el  art  2J  de  la  Ley  Hipotecaria, 
son  únicamente  aquellos  que  sobre  las  fincas  ó  derechos  acerca 
de  los  que  se  litigue,  tengan  inscritos  con  anterioridad  sus  res- 
pectivos títulos, 

d)  No  pudiéndose  llamar  tercero  el  demandado  con  respecto 
á  las  cosas  del  retrayente,  ha  podido  éste  justificar  por  cualquiera 
de  los  medios  admitidos  en  derecho  la  cualidad  en  que  fundó  su 
acción  de  retracte. 

*  •  ♦ 

C)  Sentencia  de  ly  de  Abril  de  j8q6.  —Fortifica  el  concepto 
de  comunidad  de  bienes  declarándola  existente  en  el  caso  de  una 
casa,  cuando  sus  diferentes  pisos  pertenecen  á  distintos  propie- 
tarios. 

Y  por  exceso  de  lógica,  pretendiendo  mantener  el  concepto  de 
la  comunidad,  puro  y  sin  mancilla,  cae  en  un  error  la  Sentencia 
de  18  de  Marzo  de  i8gj  al  estimar  procedente  la  división  solicita- 
da por  uno  de  los  dueños. 

£1  hecho  de  la  primera  sentencia  fué  el  siguiente:  Vendida 
una  casa  en  la  que  se  hallaban  enclavadas  dos  habitaciones  (cons- 
titutivas de  los  pisos  segundo  y  tercero)  propiedad  de  una  segun- 
da persona,  ésta  ejercitó  la  acción  de  retracto,  á  la  que  se  opuso 
el  comprador  fundándose  en  que  dichas  dos  habitaciones  se  con- 
sideraban desmembradas  de  otra  casa  colindante.  £1  Tribunal 
Supremo,  aceptando  el  hecho  probado  de  encontrarse  las  habita- 
ciones en  cuestión  enclavadas  y  por  tanto  formando  parte  del 
cuerpo  de  edificación  vendido,  casó  la  sentencia  denegatoria  de 
la  Audiencia,  declarando  que  el  mero  hecho  de  estar  dividida  una 
casa  en  pisos  pertenecientes  d  distintas  personas  no  borra  la  comuni" 
dad  real  y  efectiva  que  establecen,  asi  la  unidad  de  techumbre  como  la 
de  solar,  las  paredes  maestras  y  medianeras  y  las  demás  cosas  y 
obligaciones  de  carácter  necesariamente  común, » 

Dedúcese  de  la  sentencia,  que  basta  el  hecho  del  enclavamiento 
para  que  la  comunidad  se  produzca.  £n  tesis  general,  no  hay  in- 
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conveniente  en  afínnarlo.  Podrá  en  un  caso  especialísimo  soste- 
nerse que  por  tener  la  entrada  las  habitaciones  enclavadas  por 
otra  finca  colindante,  por  haberse  convenido  en  considerarlas  des- 
membradas de  la  casa  en  que  se  hallasen  enclavadas  y  unidas  á  la 
medianera,  por  no  haber  contribuido  proporcionalmente  á  los 
gastos  de  conservación  y  reparos,  la  comunidad  de  bienes  no  exis- 
te; pero  dado  el  enclavamiento  como  un  hecho  indiscutible,  ¿quién 
negará  la  comunidad  de  solar,  la  de  techumbre,  la  de  paredes  sus- 
tentadoras? Es  una  comunidad  impuesta  por  la  naturaleza  misma 
de  las  cosas,  y  el  Tribunal  Supremo,  al  recoger  esta  realidad  natu- 
ral y  dotarla  de  virtualidad  jurídica,  se  condujo  acertadamente, 
sentando  una  regla  cuyo  carácter  absoluto  no  puede  ser  des- 
mentido ni  excepcionado  por  combinaciones  contractuales  y  arti- 
ficiosas, sin  fuerza  suficiente  para  contrarrestar  el  hecho  del  encla- 
vamiento. 


D)  Sentencia  de  i8  de  Marzo  de  iSgj. — La  comunidad  de  bie- 
nes, como  todos  los  conceptos  jurídicos,  tiene  un  nficleo  que 
determina  su  constitución  extema.  El  nücleo  ideal,  por  decir- 
lo así,  es  inalterable;  la  forma  puede  presentarse  alterada  por 
cualquier  accidente,  por  la  influencia  de  un  hecho,  de  una 
costumbre.  El  principio  básico  es  la  verdad  jurídica,  pero  ¿cómo 
ajustarse  siempre  á  los  razonamientos  y  deducciones  inflexibles 
de  la  idea  fundamental  olvidando  las  variantes  que  pueda  intro- 
ducir la  repetición  de  un  hecho,  el  estado  social  y  económico 
de  una  región,  incluso  las  condiciones  climatológicas  de  una 
localidad.^  La  jurisprudencia,  maestra  práctica  de  la  vida,  no 
puede  dejarse  influir  por  las  seducciones  de  una  lógica  absoluta; 
debe  plegarse  á  las  manifestaciones  de  la  vida  social,  recogiendo 
su  reflejo  en  las  instituciones  del  derecho,  adaptándose  á  las  mo- 
dalidades de  las  mismas.  Valga  un  ejemplo.  El  contrato  enfitéuti- 
co  ¿no  es  numerosa  su  morfología  atendidas  las  regiones  en  que 
se  manifiesta?  ¿Y  qué  se  diría  de  una  jurisprudencia  que  redujera 
estas  diversas  formas  á  la  unidad  rigorista,  matando  en  flor  las 
diversas  adaptaciones  de  dicho  contrato?  Apliquemos  estas  re- 
flexiones á  las  materias  que  estamos  tratando. 
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La  Comunidad  tiene  por  núcleo  la  proindivisión;  por  esto  el 
concepto  más  antag(}nico  de  la  comunidad  es  la  división.  Pero  la 
pro  indivisión  admite  una  modalidad,  impuesta  y  extendida  en 
muchas  comarcas  esfpañolas  por  las  condiciones  económicas  en 
que  viven  y  se  desarrollan.  Esta  modalidad  hállase  representada 
por  ¡a  copropiedad  de  las  casas,  no  en  la  forma  ordinaria  y  co- 
rriente de  varios  condueños  de  un  todo  indistinto,  edificio,  cam- 
po, sino  en  la  forma  excepcional  de  varios  condóminos  propie- 
tarios de  varias  partes  distintas  y  distinguidas  de  un  todo  in- 
distinto. 

Cualidad  esencial  de  la  proindivisión,  como  estado  en  cierta 
modo  anómalo  de  la  propiedad,  es  la  de  producir  la  división  á 
demanda  de  cualquiera  de  los  comuneros. 

Pero  porque  sea  una  verdad  jurídica  fundamental  la  de  que 
nadie  está  obligado  á  permanecer  en  la  comunidad,  ¿podrá  apli- 
carse á  todo  condominio,  lo  mismo  al  ordinario,  al  indistinto  in- 
tegralmente, que  al  excepcional  ó  sea  al  de  partes  distintas  dentro 
del  todo  indistinto?  Este  fué  el  problema  que  se  debatió  en  el  plei- 
to terminado  por  la  Sentencia  de  j8  de  Marzo  de  iSgj,  problema 
que,  como  luego  se  descubre,  tiene  más  puntos  de  conexión  con 
el  art.  396  que  con  el  392,  y  más  todavía  con  el  art.  400;  pero 
como  quiera  que  el  Tribunal  Supremo  tomó  como  antecedente 
para  establecer  su  equivocada  doctrina  el  concepto  general  de  la 
comunidad  y  trató  el  caso,  no  como  excepcional  sino  como  ordi- 
nario, hemos  preferido  ocuparnos  en  este  lugar  de  dicha  intere- 
santísima sentencia. 

£1  hecho  se  reduce  á  lo  siguiente: 

En  una  casa  de  dos  pisos,  el  piso  primero  pertenecía  á  un 
dueño  y  el  segundo  á  tres,  pro  indiviso.  (El  hecho,  no  obstante  la 
pro  indivisión  del  piso  segundo,  hállase  plenamente  comprendida 
en  el  art.  396). 

El  dueño  del  piso  primero,  molesto  por  la  negativa  de  I0& 
propietarios  del  segundo  á  contribuir  á  las  obras  comunes,  efec- 
to de  su  pobreza,  los  demandó  reclamando  se  declarase:  i.**  Ve- 
nían obligados  á  proceder  á  la  división  de  la  casa,  en  cuanto  la 
poseían  como  dueños  en  común  con  él,  ó  á  comprarle  su  parte 
ó  venderle  la  de  ellos  en  el  caso  de  que  la  división  no  fuese  posi- 
ble; 2.**  Subsidiariamente  solicitó  se  les  obligase  á  contribuir  pro- 
porcionalmente  al  levantamiento  de  los  gastos  comunes»  zaguán; 
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escalera,  medianería,  etc.,  etc.  (Véase  el  extracto  de  la  sentencia.) 

Prospeió  la  acción  en  primera  instancia;  fué  desestimada  en  la 
segunda  con  imposición  de  las  costas  de  la  primera,  é  interpuesto 
recurso  de  casación,  el  Tribunal  supremo  le  dio  lugar  casando  la 
sentencia  recurrida  y  estableciendo  una  doctrina  peligrosa  y  aven- 
turada, cuya  condensación  en  regla  de  jurisprudencia  puede  ha- 
cerse así: 

Regla  absoluta.  Entre  los  condueños  de  casas  cuyos  diferentes 
pisos  les  pertenezcan  por  separado,  existe  la  comunidad  de  bienes, 
porque  correspondiendo  á  todos  ellos  pro  indiviso,  así  el  dominio 
de  la  totalidad  de  la  ñnca  y  de  las  partes  de  la  misma  de  interés 
común  por  contener  dentro  de  sí  todos  los  pisos  ó  por  servir  para 
la  conservación  y  disfrute  de  cada  uno  de  ellos,  concurre  en  ese 
estado  de  la  propiedad,  la  indivisión  que  engendra  la  comunidad, 
y  con  ella  la  asociación  de  intereses  regulada  por  el  legislador. 

Corolario.  Aunque  cada  partícipe  sea  dueño  de  determinado 
piso,  este  derecho,  por  ser  absolutamente  inseparable  del  edificio 
entero,  lejos  de  destruir,  presupone  la  existencia  de  la  comunidcul,  y 
al  no  darse  lugar  á  la  división  ó  disolución  de  aquélla,  se  infrin- 
gen los  artículos  392,  400  y  401  del  Código  civil. 

O  dicho  en  términos  preceptivos:  Tienen  el  derecho  de  solici- 
tar que  la  comunidad  se  disuelva,  bien  por  división,  venta  ó  con- 
solidación cada  uno  de  los  propietarios  de  los  distintos  pisos  de 
una  casa. 

Con  dos  deficiencias  se  tropieza  para  la  crítica  de  la  Senten- 
cia de  18  de  Marzo  de  iSgj , 

Primero,  No  conocerse  la  sentencia  que  el  Tribunal  Supre- 
mo dictó  en  sustitución  de  la  casada,  debiendo  inducirse  de  los 
motivos  de  casación  y  de  los  considerandos  de  la  publicada  en 
la  Gaceta,  que  si  existe  derecho  á  pedir  la  disolución  de  la  comu- 
nidad, éste  no  puede  revestir  otra  forma  que  la  refractaria  total- 
mente á  la  pro  indivisión,  es  á  saber,  la  división;  y  en  caso  de  no 
ser  la  cosa  esencialmente  divisible,  la  consolidación  por  compra 
de  uno  de  los  condóminos  ó  la  venta  en  pública  subasta.  (Arts.  400 
y  401). 

Segundo,  No  conocerse  tampoco  la  razón  jurídica  en  que  el 
Tribunal  Supremo  se  basa  para  decretar  la  posibilidad  de  disolver 
una  comunidad  tan  excepcional  y  sui  géneris  como  la  prevista  en 
el  art  396.  El  Tribunal  afirma  majestáticamente;  pero  afirmar  no 
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es  razonar,  y  la  justicia  no  debe  ser  en  sus  faHos  imperativa,  sino 
en  tanto  sea  razonadora. 

Que  la  copropiedad  de  casas  en  la  forma  de  partes  distintas  y 
divisas,  constitutivas  de  un  todo  indistinto,  es  excepcional  y  no 
puede  ajustarse  á  las  normas  corrientes  del  condominio,  es  una 
verdad  inconcusa.  Comunidad  también  es  la  participación  de  la 
propiedad  de  una  mina  por  varios  accionistas,  y  sin  embargo,  en 
la  Sentencia  de  i6  de  Mayo  de  i8q4  se  ha  dicho  que  no  la  cons- 
tituye porque  los  derechos  en  la  mina  se  encuentran  divididos 
en  participaciones  determinadas  é  independientes,  representadas 
pvr  acciones.  Partes  determinadas,  divisas  y  distintas  son  los  dife- 
rentes pisos  de  una  casa,  y  sin  embargo  el  Tribunal  Supremo,  que 
en  el  caso  de  una  mina  poseída  colectivamente  estima  que  no 
hay  comunidad,  entiende  y  proclama  que  en  la  casa  cuyos  dife- 
rentes pisos  corresponden  á  distintos  dueños  la  hay,  y  que  pue- 
de disolverse  á  voluntad  de  cualquiera  de  los  participantes. 

Comunidad  hay  en  la  casa  y  en  la  mina  poseida  por  accio- 
nistas; en  el  caso  de  la  mina,  ordinaria  y  corriente,  porque 
las  acciones  representativas  de  la  propiedad  minera,  en  cuanto 
capital,  son  la  equivalencia  de  la  cuota  ideal  en  la  pro  indivisión. 
La  acción  es  signo  de  crédito,  es  la  representación  de  un  valor, 
de  un  capital  mayor  ó  menor,  y  en  tanto  este  capital  acusa  la  par- 
ticipación en  un  todo  indistinto  que  se  llama  mina,  existe  comu- 
nidad porque  no  hay  división:  si  la  acción  implicase  una  parte 
deslindada  y  concreta  de  la  mina,  no  sería  tal  acción  sino  un  títu- 
lo de  propiedad  inmueble.  Comunidad  hay  también  en  la  casa 
poseída  por  pisos,  pero  excepcional,  sui  géneris,  porque  si  bien 
afecta  á  elementos  sustanciales  de  la  casa,  dentro  de  la  misma 
hay  partes  divisas  é  independientes,  no  poseídas  pro  indiviso, 
sino  con  todas  las  prerrogativas  absolutas  de  la  propiedad  pro 
sólido.  Por  esto  decíamos  (Comentarios,  tomo  VII,  pág  22 j)  que 
el  art.  396  supone  la  coexistencia  de  las  dos  clases  de  propiedad, 
individual  ó  singular  y  común:  y  añadíamos:  lEste  doble  carác- 
ter se  refleja  en  el  derecho  de  la  persona.  Su  propiedad  es  doble. 
£1  dueño  de  un  piso  es  propietario  individual  en  lo  que  al  piso 
concierne,  y  comunero  respecto  de  las  demás  cosas.  £s  una  co- 
munidad especial  que  ha  de  regirse  por  ley  también  especial,  no 
por  la  de  la  propiedad  individual  ni  por  la  común  propiamente 
dicha.» 
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¿Y  quién  no  recuerda,  en  corroboración  de  lo  excepcional  del 
caso  de  comunidad  de  bienes  que  estudiamos,  el  criterio  diame- 
tralmente  contrario  adoptado  por  los  Códigos  extranjeros?  La  le- 
gislación comparada  nos  enseña  que  la  casa  poseída  por  pisos  re- 
presenta en  la  mayoría  de  los  Códigos  un  caso  de  mutualidad  de 
servidumbre  de  muros  y  medianerías  en  sentido  horizontal  y  ver- 
tical. 

Mas  aunque  el  Código  patrio  haya  comprendido  dentro  de  la 
comunidad  de  bienes  las  reglas  para  fijar  la  proporción  en  que 
los  dueños  de  piso  deben  contribuir  á  las  obras  comunes,  y  que 
por  serlo  á  todos  benefician,  ^-no  quiere  decir  nada  ni  representa 
nada  á  los  ojos  del  Supremo  Tribunal  la  circunstancia  especialí- 
sima  acabada  de  señalar?  La  propiedad  por  entero  que  cada  due- 
ño tiene  de  su  piso»  pudiendo  disponer  de  él  á  su  albedrío,  trans- 
formándolo, cediéndolo  en  derecho  de  habitación,  arrendándolo 
y  percibiendo  sus  rentas  con  independencia  de  los  demás  propie- 
tarios, viviéndolo:  todo  esto  ^nada  significa? 

£n  último  término  y  buscando  un  punto  de  discusión  alta- 
mente comprensible,  toda  la  cuestión  se  encierra  en  un  dilema. 
Una  casa  ^es  divisible  por  su  naturaleza  ó  no  lo  es?  La  división 
es  un  concepto  vario  en  cuanto  con  un  sentido  léxico  se  adapta 
á  diversas  formas  jurídicas.  Una  barra  de  oro,  plata  ó  cobre  es 
perfectamente  divisible,  porque  puede  fraccionarse  en  trozos;  una 
parcela  de  tierra  es  también  susceptible  de  división,  porque  cabe 
delimitarla  en  otras  parcelas  fraccionarias.  Los  cuerpos  geométri- 
cos aislados  y  las  superficies  tienen  esta  propiedad;  la  dificultad 
principia  cuando  un  cuerpo  geométrico  más  ó  menos  regular  se 
adhiere  á  una  superficie;  es  decir,  cuando  se  trata  de  la  división 
de  una  casa,  cuerpo  geométrico  adherido  por  sus  cimientos  á 
una  superficie,  tierra.  Aun  así,  en  casas  de  un  solo  piso  esta  di- 
visión material  podría  ser  relativamente  fácil,  convirtiendo  en 
dos  la  casa  primitiva,  mediante  las  obras  necesarias,  ó  conside- 
rándola dividida  por  pacto  delimitativo  del  dominio  de  cada 
propietario.  En  este  supuesto,  el  solar  y  el  tejado  sirven  á  un 
solo  piso.  Pero  la  divisibilidad  de  una  casa  no  es  sólo  un  con- 
cepto natural;  es  ante  todo  y  sobre  todo  un  concepto  jurídico 
en  el  que  si  entra  como  factor  interesantísimo  la  posibilidad  de 
una  división  material,  juega  tanta  influencia  como  aquél  la  uti- 
lización y  servicio  de  la  cosa,  según  su  destino.  Una  casa  de  redu- 
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cidas  dimensiones  compuesta  de  un  sok)  piso  resultaría  indivisible 
jurídicamente  si  hubiera  de  partirse  entre  quince  copropieta- 
rios, V.  g.  Y  una  casa  de  cinco  pisos  sería  jurídicamente  divisible 
entre  cinco  condónimos. 

Cuando  sobre  la  superficie  tierra  se  eleva  un  piso,  y  sobre 
éste  otro,  y  así  sucesivamente,  fórmase  un  todo  indivisible  na- 
turalmente, puesto  que  la  destrucción  sería  el  resultado  de  la 
división  exacta,  pero  divisible  jurídicamente,  dado  que  cada  piso 
puede  constituir  una  propiedad  deslindada  y  divisa,  si  bien  con 
ciertas  subordinaciones  recíprocas  reconocidas  y  declaradas  (y 
en  esto  conviene  fijarse),  precisamente  en  consideración  al  man- 
tenimiento de  ese  estado  excepcional  de  la  propiedad  colectiva, 
donde  existiendo  un  todo  indiviso  por  naturaleza,  el  derecho  ha 
encontrado  medio  de  hacerlo  divisible,  creando  y  reconociendo 
propiedades  singulares,  dentro  del  todo  colectivo. 

Y  cuando  el  legislador  admite  esta  modalidad  de  propiedad 
divisa  dentro  de  un  todo  indiviso  y  para  mantener  la  singulari- 
dad individual  del  dominio  de  cada  propietario  de  piso  les  cons- 
tituye en  una  mutualidad  de  prestaciones  que  en  los  Códigos  ci- 
viles extranjeros  se  reconocen  como  servidumbres  de  muro  y 
medianería,  ^-será  legal  y  avenido  á  derecho  el  criterio  que  por 
culto  idolátrico  á  una  lógica  falsa  afirme  que  este  estado,  que  no 
es  de  proindivisión  absoluta,  puede  disolverse  á  voluntad  de  uno 
de  los  propietarios?  ^Cómo?  ^'Dividiendo  lo  ya  dividido  y  utiliza- 
ble,  según  su  destino?  ^£s  que  el  medio  más  apto  y  acaso  el  úni- 
co de  dividir  una  casa  poseída  pro  indiviso  no  es  adjudicar  un 
piso  á  cada  condómino  si  la  proporción  de  cuotas  ideales  lo  con- 
siente? Pues  si  una  casa  se  reputa  dividida  cuando  cada  propie- 
tario posee  singularmente  un  piso,  ¿cómo  dividirla  de  nuevo?  Es, 
se  argüirá,  que  la  comunidad  puede  disolverse  mediante  la  con- 
solidación ó  la  venta  en  pública  subasta.  Cierto;  pero  aquí  la  pe- 
tición de  principio  destruye  toda  la  interpelación.  La  consolida- 
ción y  la  venta  son  medios  subsidiarios  y  no  cabe  emplearlos 
(art.  404)  sino  cuando  la  cosa  fuese  esencialmente  indivisible. 
Hay,  pues,  que  partir  del  supuesto  de  una  indivisibilidad  esencial^ 
pero  no  de  una  divisibilidad  jurídica. 

La  posesión  de  las  casas  por  varios  propietarios,  cada  uno  de 
los  cuales  es  dueño  de  un  piso,  responde  á  las  necesidades  de  la 
construcción  moderna,  donde  por  el  indispensable  aprovecha^ 
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miento  del  suelo  y  su  mucho  valor  en  los  lugares  urbanizados, 
hay  que  buscar,  mediante  la  elevación  en  el  espacio,  lo  que  se 
pierde  en  extensión  superficial. 

Los  capitales  no  permiten  siempre  satisfacer  esa  tendencia  tan 
natural  en  el  hombre  culto  de  poseer  un  hogar  propio,  exclusivo, 
donde  rendir  culto  egoísta  á  ]a  idea  de  apropiación  y  aislarse  en 
la  vida  íntima  de  familia  para  expansión ar  sus  afectos.  Un  piso 
llena  estas  aspiraciones,  porque  basta  para  constituir  el  hogar,  y 
además,  económicamente,  hállase  más  al  alcance  del  nivel  capita- 
lista, que  es  dable  alcanzar  por  el  trabajo  honrado. 

Y  si  las  condiciones  sociales  á  las  cuales  debe  adaptarse  el 
derecho  han  dado  nacimiento  á  esta  forma  excepcional  de  la  pro- 
piedad, en  la  que  coexisten  al  lado  de  partes  perfectamente  divi- 
sas elementos  indivisos  indispensables  para  la  existencia  natural 
y  jurídica  de  las  primeras,  ¿por  qué  la  jurisprudencia  ha  de  mos- 
trarse atentatoria  contra  este  orden  de  cosas,  desconociendo  su 
calidad  de  excepción  dentro  de  la  comunidad  propiamente  dicha, 
y  facilitando  medios  para  que  se  destruya.^  Pues,  esto  es  lo  que 
ha  hecho  la  Sentencia  de  j8  de  Marzo  de  iSgj. 

Graves  son — dice  Spencer — los  pecados  de  los  legisladores, 
pero  no  entrañan  menos  gravedad  las  ligerezas  del  juzgador. 

*  *  « 


E)  Sentencia  de  14  de  Diciembre  de  j8g8, — Así  como  la  sen- 
tencia acabada  de  exponer  préstase  á  estudios  interesantísimos, 
en  los  cuales  no  podemos,  por  la  índole  de  la  publicación,  hacer 
otra  cosa  que  esbozar  las  cuestiones,  así  la  de  14  de  Diciembre 
de  i8g8  aporta  muy  poco  para  la  complementación  doctrinal  del 
concepto  de  la  comunidad  de  bienes. 

La  heredera  vitalicia  usufructuaria  de  ocho  catorceavas  partes 
de  un  tejar  fué  demandada  á  virtud  de  la  acción  de  dividir  lo 
común,  por  una  Compañía  ferroviaria  que  había  adquirido  en 
pleno  dominio  las  restantes  seisavas  partes  de  dicho  tejar. 

Giró  la  cuestión  sobre  si  no  tratándose  de  un  condómino  pro- 
piamente dicho,  sino  de  un  usufructuario,  podía  intentarse  con 
fruto  la  acción  communi  dividundo.  Conviene  advertir  que  la  Com- 
pañía demandante  había  dirigido  la  demanda  [contra  los  que  pu- 
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dieran  representar  la  nuda  propiedad  de  las  ocho  catorceavas 
partes  del  tejar,  j  en  su  nombre,  por  ser  aquéllos  desconocidos, 
el  Ministerio  Fiscal. 

£1  Tribunal  Supremo  resolvió,  con  sumo  acierto,  en  sentido 
afirmativo,  porque  crecayendo  la  comunidad  no  sólo  sobre  la 
propiedad  de  la  cosa,  sino  sobre  el  derecho  á  usufructuarla,  que 
constituye  una  desmembración,  siquiera  sea  temporal  y  transito- 
ria, del  dominio  absoluto  en  ella,  era  procedente  la  acción  ejercí  • 
tada  y  dirigida  contra  los  copropietarios,  y  á  la  vez,  contra  la 
usufructuaria.» 

Un  segundo  aspecto  tuvo  el  recurso,  relacionado  con  la  Ley 
Hipotecaria.  La  usufructuaria  demandada  alegó  en  el  pleito  que 
el  documento  por  el  que  la  Compañía  de  ferrocarriles  había  ad- 
quirido la  propiedad  de  la  otra  parte  pro  indiviso  del  tejar  era 
privado  y  no  tenía  valor  sin  su  elevación  previa  á  escritura  públi- 
ca; por  cuya  causa,  al  formalizar  el  recurso,  citó  como  infringidos 
los  artículos  2.^  23,  25,  27  y  396  de  la  citada  Ley  Hipotecaria. 
£1  Tribunal  reprodujo  una  vez  más  su  criterio  interpretativo  del 
art.  396,  expresando  que  dicho  artículo  no  prescribe  en  absoluto 
que  se  rechacen  en  juicio  los  títulos  relativos  á  actos  y  contratos 
inscribibles  cuando  no  se  haya  llenado  la  formalidad  de  la  inscrip* 
ción  sino  en  cuanto  por  ellos  se  trate  de  perjudicar  á  tercero. 
(Véase  extracto  de  la  sentencia.) 

En  nada  altera  la  pro  indivisión  característica  de  la  comuni- 
dad de  bienes  la  circunstancia  de  que  una  de  las  cuotas  ideales 
responda  á  un  estado  de  propiedad  en  el  que  uno  ó  varios,  pre- 
sentes ó  futuros,  conocidos  ó  desconocidos,  ostenten  la  nuda 
propiedad,  y  otra  persona  tenga  el  derecho  de  percibir  los  frutos. 
Difícil  es  ciertamente  imaginar  un  estado  más  anormal  de  la  pro< 
piedad  inmueble,  ni  más  contrario  á  una  ordenada  y  productiva 
utilización  de  beneficios;  y  si  la  acción  de  dividir  lo  común  se 
propone  destruir  la  anormalidad,  nunca  más  justa  aquélla  que  en 
el  caso  de  la  sentencia. 

«  «  « 

F)  Sentencia  de  18  de  Noviembre  de  jSgg. —Ktwisit  un  ca- 
rácter particular,  afecta  sólo  á  una  cuestión  de  intereses  entre 
dos  copartícipes  de  una  mina  de  hierro  en  explotación.  Desde  el 
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punto  de  vista  de  la  comunidad  de  bienes,  nada  enseña  la  aludi- 
da sentencia.  Únicamente  bajo  un  aspecto  contractual  puede  ser 
estudiada,  obteniéndose  entonces  la  mínima  enseñanza  de  que  al 
efecto  de  una  reclamación  de  intereses  legales  ó  convencionales, 
el  deudor  no  se  constituye  en  mora  cuando  la  cantidad  reclama- 
da no  es  líquida,  conocida  y  cierta. 


[ktículo  393.  El  concurso  de  los  participes,  tanto  en  los 
beneficios  como  en  las  cargas,  será  proporcional  á  sus 
respectivas  cuotas. 

Se  presumirán  iguales,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario, 
las  porciones  correspondientes  á  los  partícipes  en  la  comu- 
nidad. 

Resolución  de  18  de  Agosto  de  \^%^.— Comunidad  de  bienes, —  Venta 
de  parte  indivisa  no  determinada  por  cuotas  matemáticas. 

A)  Antecedentes. -^"E^n  virtud  de  expediente  posesorio,  fué 
inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  un  alcornocal  con  algunas 
encinas,  expresándose  que  la  mitad  era  át  A  y  la  otra  mitad  de 
B,  Cy  D.  En  1893,  C  vendió  á  A  la,  sexta  parte  pro  indiviso  que 
le  pertenecía. 

B)  Documento  presentado  á  inscripción  y  nota  del  Registra- 
dor.— Presentada  en  el  Registro  la  escritura  de  venta,  fué  denega- 
da la  inscripción  por  no  tener  inscrita  la  vendedora  la  porción 
enagenada,  sino  una  indeterminada,  que  sólo  puede  precisarse 
con  intervención  y  consentimiento  de  los  condueños. 

C)  Recurso  gubernativo:  alegaciones  del  recurrente. — El  no- 
tario autorizante  de  la  escritura  impugnó  la  calificación,  alegando 
hallarse  establecida  por  el  2.°  párrafo  del  art.  393  del  Código  civil 
la  presunción  iuris  tantum  de  que  las  porciones  corresi.  endientes 
á  los  partícipes  en  la  comunidad  se  presumen  iguales,  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario,  y  que,  según  el  art.  1.250  del  mismo 
cuerpo  legal  no  era  precisa  para  la  designación  de  cada  porción 
indivisa  la  concurrencia  de  todos  los  condueños,  cuando  la  de- 
terminación se  ajusta  á  las  prescripciones  generales  del  derecho. 
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D)  Alegaciones  del  Registrador,— (^t  el  párrafo  2.**  del  ar- 
tículo 393  del  Código  refiérese  al  párrafo  i.**,  y  por  tanto,  la  pre- 
sunción que  establece  atañe  á  la  obtención  de  beneficios  y  pres- 
tación de  cargas,  pero  de  ningún  modo  á  la  enagenación;  que 
de  ser  otra  la  inteligencia  del  texto  legal,  habría  venido  á  sancio- 
nar en  muchos  casos  el  despojo:  que  el  art  399  del  Código  civil 
es  el  concerniente  á  los  actos  de  enagenación,  y  en  él  se  limita  á 
cada  condueño  el  derecho  á  enagenar  é  hipotecar  la  porción  que 
se  le  adjudique  al  cesar  la  comunidad,  cuya  doctrina  hállase 
confirmada  por  la  Sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  18  de  No- 
viembre de  J8ys*  V  <iue  por  consecuencia  de  lo  expuesto,  la  ven- 
dedora debió  limitarse  á  enagenar  lo  que  tenía  inscrito,  ó  sea  una 
parte  indeterminada  con  lo  que  habría  cortado  el  escollo  de  ven- 
der un  derecho  distinto  del  registrado,  error  que  obligaba  á  re- 
chazar la  escritura,  de  conformidad  con  el  art,  20  de  la  Ley  Hi- 
potecaria. 

E)  Juez  Delegado  y  Presidente  de  la  Audiencia. ^-Conñrraa,' 
ron  ambos  la  nota  del  Registrador,  no  obstante  haberse  presen- 
tado por  el  Notario  recurrente  escrito  de  agravios  expresando 
que  los  términos  del  art.  393  del  Código  comprenden,  por  su  am- 
plísima generahdad,  lo  mismo  los  casos  de  obtención  de  benefi- ' 
cios  y  proporción  de  las  cargas  que  los  de  enagenación;  que  dicha 
regla  de  derecho  no  lesiona  el  de  propiedad,  ni  causa  perjuicio 
alguno,  porque  deja  á  salvo  la  prueba  en  contrario  que  los  con- 
dueños podrán  articular;  que  el  art.  399  confirma  lo  expuesto, 
porque  para  su  recta  inteligencia  hay  que  distinguir  entre  lo  que 
es  porción  alícuota  y  lo  que  es  porción  material,  y  el  art.  399  se 
refiere  á  ésta,  así  como  el  393  á  la  primera;  de  donde  se  infiere 
que  el  precepto  que  establece  la  presunción  de  igualdad  reza  con 
la  cuota  ideal  ó  porción  alícuota. 

FJ    Dirección. — Confirma  la  providencia  apelada. 

DOCTRINA 

En  la  resolución  de  este  Centro,  de  16  de  Junio  úUimo,  se  sienta  la 
doctrina  de  que  el  precepto  del  art,  9  ^  de  la  ley  Hipotecaria^  en  euanUo 
exige  se  determine  la  eortensión  del  derecho  inscrito,  demarca  imperiosa- 
mente ^  con  relación  al  condominio^  que  en  su  inscripción  aparexca  preci- 
sada la  porción  ideal  de  cada  condómino,  con  claridad  tal^  que  el  tercero 
pueda  conocerla  indubitablemente. 
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Sentencia  de  10  de  Octubre  de  1899. — Comunidad  dt préstamo  mutuo, 

A)  Antecedentes. — Por  escritura  publica,  A  dio  ^  X  tu  cali- 
dad de  préstamo  27.500  pesetas,  cuya  devolución  garantizó  el 
prestatario  con  hipoteca  de  unos  inmuebles. 

En  igual  fecha  suscribió  A  un  documento  privado  en  que  ha- 
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De  haberse  tenidq  en  cuenta  esta  doctrina^  natural  y  lógico  desenvol- 
vimiento  de  un  precepto  de  nuestro  derecho  hipotecario^  no  habría  sido  « 
inscrito  el  derecho  dominical  de  la  vendedora  son  la  indetermincunón  y 
vaguedad  con  que  del  Registro  aparece^  de  donde  se  deduce  que,  cuesHO' 
mes  cual  la  del  presente  recurso,  son  imposibles  si  al  inscribir  los  Regis- 
tradores el  condominio  se  atienen  rigurosamente  y  como-  es  de  su  deber  y  á 
¡o prescrito  por  el  referido  art  P.®  de  la  ley. 

Este  mismo  precepto  impide  se  perpetúe  en  el  Registro  á  virtud  de  su 
eesivas  transmisiones  la  vaguedad  de  que  adolece  la  inscripción  extendida 
á  favor  de  la  vendedora,  y  el  art.  20  de  la  ley  es  obstáculo  á  que  esta  '^^ 

participe  enajene  é  inscriba  como  determinada  y  concreta  la  porción  que 
indeterminadamente  tien^  registrada,  sin  que  legitime  la  mudanza  el 
unáiáme  consentimiento  de  los  demás  condueños. 

No  salva  la  dificultad  el  art,  393  del  Código  dvil,  en  primer  término, 
porque  es  por  lo  menos  dudoso  que  la  presunción  que  en  su  segundo  pá- 
rrafo establece^  tenga  otro  alcance  que  el  de  fijar  un  criterio  para  distri- 
buir entre  los  comuneros  beneficios  y  cargas  cuando  no  se  conocen  las 
porciones  correspondientes  á  cada  uno  en  la  comunidad;  además^  porque 
siendo  regla  de  buen  sentido  la  de  que  debe  acudirse  á  los  precedentes  del 
deredu)  constituidOy  cuando  éste  no  resuelve  con  entera  claridad  una 
cuestión  dada,  es  licito  invocar  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  13 
de  Octubre  de  1866 y  que  aplicando  una  ley  de  Partida  (la  LV,  tit,  V, 
de  la  Partida  5.*),  declaraba  que  no  es  permitido  al  comunero  señalar  á 
su  arbitrio  la  parte  Jija  y  determinada  que  en  la  cosa  común  le  corres- 
ponde, sentencia  que  no  por  referirse  á  un  caso  de  división  material^  deja 
de  sentar  un  principo  también  pertinente  al  de  designación  de  una  por- 
ción matemática  de  la  cosa  común;  y,  sobre  todo,  porque  la  forma  de  las 
inscripciones  y  su  valor  y  efectos  rigense  exclusivamente  por  la  ley  Hi- 
potecariaj  según  el  art.  608  del  Código  civil,  y  esto  obliga  á  plantear  la 
cuestión  del  recurso  en  el  terreno  de  dicha  ley,  y  á  resolverla  con  el  erite 
rio  que  impone  en  sus  artículos  9,^  y  20. 
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cía  constar  que  en  la  cantidad  prestada  á  X  correspondía  á  B^ 
3.500  pesetas;  que  éste  era  partícipe  por  dicha  suma  en  el  expre- 
sado préstamo  hipotecario,  y  que  percibía  por  adelantado  los  in- 
tereses correspondientes  al  primer  año. 

JB)  Demanda. — Fallecido  A,  dedujo  B  demanda  contra  los 
herederos  de  aquél,  suplicando  se  les  condenara  al  pago  de  la 
cantidad  que,  según  documento  privado,  le  había  entregado,  mas 
los  intereses  de  la  misma  desde  la  fecha  de  la  interpelación  judi- 
cial, I  fundándose  al  efecto  en  los  antecedentes  expuestos  y  en 
haber  los  herederos  de  A  reconocido  la  deuda  de  la  demandan- 
te por  el  hecho  de  haberla  deducido  como  baja  del  caudal  relic- 
to del  causante. 

C)  Contestación, — Opusiéronse  los  demandados  á  la  deman- 
da, solicitaron  se  les  absolviera  de  ella,  y  pidieron  por  reconven- 
ción que  se  condenase  á  -5  á  contribuir,  en  proporción  de  su 
cuota,  al  pago  de  costas  y  gastos  ocasionados  en  un  juicio  segui- 
do contra  el  deudor  hipotecario  Ampara  hacer  efectiva  su  deuda; 
alegando,  en  apoyo  de  estas  pretensiones,  que  B  no  tenía  contra 
A  derecho  alguno,  ya  que  por  virtud  del  documento  en  que  fun- 
daba su  demanda  se  había  convertido  en  participante  del  crédito 
contra  X,  y  por  tanto,  su  condueño  del  préstamo  por  su  propia 
voluntad,  y  que  la  baja  del  caudal  relicto  á  que  se  refería  el  actor 
no  era  cierta,  pues  hasta  se  había  omitido  el  nombre  del  supuesto 
acreedor  de  la  testamentaría. 

D)  S¿ntencia. — Evacuados  los  escritos  de  réplica  y  duplica 
por  las  partes  litigantes  y  renunciada  la  prueba,  el  Juzgado  dictó 
sentencia,  que,  en  su  día,  fué  confirmada  por  la  Audiencia,  absol- 
viendo á  los  demandados  como  herederos  de  A^  de  la  demanda 
promovida  por  B,  al  que  condenó  á  contribuir  en  la  cantidad 
que  proporcionalmente  le  corresponda,  á  los  gastos  que  aquéllos 
tengan  precisión  de  realizar  para  hacer  efectivo  el  crédito  contra 
wY,  si  no  fueran  abonados  por  éste. 

F)  Recurso  de  casación. — Recurrió  el  actor  en  casación,  ale- 
gando como  infringidos: 

I.**  Los  artículos  1.740,  1-753  y  IJ13  del  Código  civil ^01  fal- 
ta de  aplicación,  y  el  J.281  por  interpretación  errónea,  por  cuanto 
el  causante  A  se  había  comprometido  á  devolver  al  recurrente  la 
cantidad  que  éste  le  entregó  y  se  trataba  de  una  obligación  pura 
en  cuya  naturaleza  no  influía  el  destino  que  á  la  cantidad  se  hu- 
biera dado. 
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2.®  El  art,  JJJ4  del  Código  civil  por  cuanto  dado  que  A  se 
limitó  á  recibi»  las  3.500  pesetas  que  le  dio  el  recurrente  no  podía 
comunicarse  carácter  condicional  como  lo  hacía  el  fallo  recurrido 
auna  obligación  pura  y  simple,  infringiéndose  también  la  doctrina 
de  las  Sentencias  de  21  de  Noviembre  de  1867  y  5  de  Mayo  de  i86j; 
el  art.  JQJ  en  cuanto  se  estima  la  reconvención  formulada  por 
los  demandados,  sin  hacer  pronunciamiento  en  favor  del  recu- 
rrente, ya  que  si  ha  de  compartir  los  gastos  que  el  cobro  ocasio- 
ne, es  justo  que  comparta  también  las  utilidades  del  mismo;  y  si 
se  tratara  de  una  comunidad  de  derechos,  habría  podido  la  deman- 
dante reclamar  por  sí  la  cantidad  en  que  su  participación  con- 
sistiera; lo  cual  no  era  posible  que  realizara  por  carecer  de  título 
y  no  existir  pacto  ni  convenio  alguno  entre  ella  y  el  prestamista; 
aparte  de  que  siendo  un  crédito  hipotecario,  no  se  ha  tenido  en 
cuenta  que  no  ha  podido  tener  lugar  ninguna  cesión  por  no  apa- 
recer el  nombre  del  recurrente  como  cesionario  (art,  ijj  de  ¡a 
ley  Htpoiecaria)\  y  no  siendo  así  cesionario  su  condueño,  únicos 
títulos  por  los  cuales  hubiera  podido  venir  á  la  coparticipación 
del  préstamo,  era  patente  la  infracción  del  art,  JQJ  del  Código 
civil. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar,  sentando  la  si- 
guiente 
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Los  términos  daros  y  precisos  del  documento  de  20  de  Febrero  de  1890, 
que  aceptó  la  recurrente  y  sirve  de  base  á  su  demanda,  no  ofrecen  duda 
alguna  de  que  aquélla  es  participe  por  la  cantidad  de  3.500  pesetas  en  el 
crédito  que  el  mismo  expresa,  razón  por  la  cual  es  perfectamente  aplica- 
ble el  art,  1.281  del  Código  dvil,  y  no  lo  son  los  demás  que  se  invocan  en 
d  motivo  1,^  del  recurso,  por  no  existir  contrato  de  préstamo  puro  ni 
condicional  entre  la  recurrente  y  el  causante^  cual  se  supone  en  dicho 
motivo. ' 

Consecuencia  lógica  de  lo  expuesto,  es  que  el  derecho  de  la  recurrente 
en  el  crédito  está  sujdo  á  las  contingencias  que  sobre  cargas  y  ben^cios 
de  ¿I  se  deriven,  en  la  proporción  de  la  cantidad  que  le  pertenece,  y  por 
tanto,  bien  aplicado  está  el  art.  393  del  Código  dvil  al  estimar  la  recon- 
vención propuesta  por  el  demandado,  sin  que  se  cometa  la  infracdón  ale- 
gada en  el  tercer  motivo. 
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Concurso  proporcional  de  los  participes  en  los  beneficios  y 
en  las  cargas. — Presunción  de  igualdad  de  cuotas  mien- 
tras no  se  pruebe  lo  contrario. 

(Art.  393.) 

Principio  de  la  más  pura  regularidad  es  el  proclamado  por  el 
art.  393,  y  tan  consustancial  con  la  institución,  que  ésta  no  se 
comprendería  si  la  proporcionalidad  de  la  cuota  de  cada  partíci- 
pe con  las  utilidades  y  las  cargas  no  fuese  su  más  consistente  fun- 
damento. Ni  el  provecho  ha  de  ser  mayor  para  uno  que  para  otro, 
ni  la  contribución  progresiva  á  las  cargas,  según  la  mayor  pro- 
porción de  la  cuota,  puede  admitirse  como  base  de  justicia.  £1 
que  posee  como  uno,  pague  y  benefíciese  como  uno,  y  el  que  po- 
sea como  dos,  contribuya  y  aproveche  como  dos.  Tal  es  el  ca- 
non inquebrantable  de  la  propiedad;  y  como  la  pro  indivisión  no 
transforma  el  disfrute  en  colectivo,  porque  mantiene  la  asigna- 
ción individual  de  la  cuota,  hay  que  reconocer  que  la  idea  de  pro- 
porcionalidad emana  de  la  naturaleza  misma  de  la  institución. 

Conviene  advertir,  i.*,  que  por  partícipes  en  la  comunidad 
no  han  de  entenderse  exclusivamente  los  condóminos,  sino  los 
que  por  virtud  de  su  derecho  obtengan  las  utilidades  de  la  cosa, 
v.  g.,  usufructuarios,  acreedores  anticréticos,  etc, 

2  .**  Que  bajo  la  palabra  beneficios  han  de  comprenderse,  no 
sólo  los  que  rinda  la  cosa  por  su  propio  impulso  natural,  ó  con  el 
auxilio  del  hombre,  ó  mediante  pacto  (frutos  naturales,  industria- 
les ó  civiles),  sino  todo  lo  que  se  le  agregue  por  accesión. 

3.°  Que  el  concepto  de  cargas  no  debe  limitarse  á  los  gravá- 
menes existentes  sobre  la  cosa,  sino  extenderse  á  todo  aquello 
que  disminuye  los  beneficios,  á  saber:  contribuciones,  impues- 
tos, gastos  de  obras,  pleitos,  etc.  (Véase  tomo  VII  de  los  Conunta- 
ríos,  pág.  igó  á  206.) 

«  «  « 

No  es  menos  fundamental  la  presunción  de  que  en  defecto  de 
prueba  se  reputan  iguales  las  cuotas  de  los  partícipes.  Puede  afir- 
marse sin  escrúpulo  que  base  tan  esencial  debió  tener  jurisdic- 
ción propia,  territorio  independiente,  ó  por  lo  menos,  ocupar  el 
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primer  lugar  en  el  artículo  para  que  no  pudiera  producirse  como 
se  ha  producido  la  sospecha  de  si  esta  presunción  rige  tan  sólo 
por  lo  que  atañe  á  la  distribución  de  utilidades  y  cargas,  sin  com  • 
prender  la  regulación  de  las  cuotas  componentes  del  todo  pro  in- 
diviso. Portugal  é  Italia,  en  sus  respectivos  Códigos,  han  concedi- 
do á  dicha  base  lugar  preeminente.  España  la  ha  relegado  á  lugar 
secundario.  £1  efecto  de  esta  relegación  vamos  á  comprobarlo  in- 
mediatamente. 

*  *  * 

Resolución  de  i8  de  Agosto  de  i8g4, — Si  el  llamado  con  harta 
impropiedad  sentido  común  se  encuentra  en  ocasiones  en  oposi- 
ción con  el  sentido  jurídico,  pocas  veces  esta  divergencia  se  ofre- 
cerá con  tanto  relieve  como  en  el  caso  de  la  Resolución  de  que 
nos  vamos  á  ocupar.  Y  es  que  la  Ley  Hipotecaria,  con  ser  una  de 
las  más  bien  concebidas  y  desarrolladas  que  ri^;en  en  España,  tie- 
ne por  efecto  necesario  de  los  rigorismos  y  privilegios  de  la  insr 
cripción  cierto  carácter  de  antipatía,  que  á  los  no  versados  en  la 
ciencia  jurídica  (siquiera  lo  sea  como  rama  frondosa  de  las  socia 
les),  y  aun  á  muchos  de  los  versados,  hacéseles  incompatible  con 
la  concepción  del  derecho  privado  como  obra  de  un  criterio  am- 
plio, razonador,  liberal  y  equitativo. 

Regla  básica  de  la  comunidad  de  bienes  es  la  de  presuponer 
igualdad  de  cuotas  cuando  se  ignora  ó  no  se  puede  comprobar 
la  de  cada  partícipe.  Bajo  este  supuesto,  y  habiendo  sido  inscrita 
en  el  Registro  la  posesión  de  una  finca,  expresándose  que  la  mi- 
tad de  la  misma  pertenecía  á  un  partícipe  y  la  otra  mitad  á  otros 
tres  condóminos,  uno  de  éstos  vendió  la  sexta  parte  pro  indiviso 
que  le  correspondía,  siéndole  denegada  la  inscripción. 

Dos  cuestiones  civiles  surgieron  inmediatamente:  una  relacio- 
nada con  el  art.  393  del  Código  civil;  otra,  íntimamente  ligada 
con  el  art.  20  de  la  Ley  Hipotecaria.  La  primera  quedó  en  la  pe- 
numbra, sin  que  la  Dirección  se  atreviese  á  formular  una  opinión 
explícita.  La  segunda  absorbió  á  la  primera,  y  decidió  el  proble- 
ma con  un  criterio  de  tanto  rigor,  tan  sutil,  tan  detallista,  que  aun 
siendo  exacto,  da  lugar  á  la  siguiente  objeción.  Y  si  del  Regis- 
tro resultaba  la  pro  indivisión  de  la  mitad  de  la  hacienda  entre 
.  tres  condóminos,  y  el  Registro  es  el  espejo  de  la  propiedad,  ¿la 
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130  determ  i  Dación  de  la  cuota  ideal  de  cada  uno  no  argüía  la  pre- 
sunclÓD  de  que  aquéllas  eran  iguales?  ¿O  es  que  el  caso  presu- 
puesto en  el  art.  393  carece  de  vida  legal  dentro  de  los  dominios 
intransigentes  y  absolutistas  de  la  Líy  Hipotecaria!  Esto  último 
es  lo  que  resulta  de  la  Resolución;  porque  si  para  vender  é  inscri- 
bir una  finca  poseída  pro  indiviso,  pero  sin  determinación  de  cue- 
las, hay  que  principiar  por  concretar,  mediante  acuerdo  de  los 
condominos,  la  cuota  ideal  de  cada  uno,  la  presunción  es  susti- 
tuida por  la  realidad,  y  la  hipótesis  del  artículo  se  desvanece.  El 
ambiente  del  art.  393  es,  pues,  irrespirable  para  la  Ley  Hipote- 
caria, 

y  es  irrespirable,  porque  cel  precepto  del  art.  9.*  de  la  Ley 
Hipútecaria^  en  cuanto  exige  se  determine  la  extensión  del  dere- 
cho inscrito,  demanda  imperiosamente  con  relación  al  condomi- 
nio que  en  su  inscripción  ap^irezca  precisada  la  porción  ideal  de 
cada  condómino,  con  claridad  tal,  que  el  tercero  pueda  conocer- 
la indubitadamente,  cuya  doctrina,  díccse  (Considerando  2.°),  es 
el  natural  y  lógico  desenvolví  miento  de  un  precepto  del  derecho 
hipotecario,  tan  fundamental  como  el  precitado  art.  9.** 

Esto  basta  para  justificar  la  Resolución;  porque  como  el  de- 
recho hipotecario  es  un  feudo  que  no  reconoce  Monarquía,  á  su 
ley  debemos  atenernos.  Sin  embargo,  la  Dirección  de  los  Regis- 
tros, para  atemperar  la  dureza  del  precepto,  y  en  cierto  modo 
darle  abrigo  y  calor  con  una  disposición  del  Derecho  civil  co 
mún,  ha  declarado  a)  «que  la  dificultad  no  la  salva  el  art.  393  del 
CódigOj  en  primer  término,  porque  es  por  lo  menos  dudoso  que 
la  presunción  que  en  su  segundo  párrafo  establece  tenga  otro  al- 
cance que  el  de  fijar  un  criterio  para  distribuir  entre  los  comune- 
ros beneficios  y  cargas  cuando  no  se  conocen  las  porciones  co- 
rrespondientes á  cada  uno  en  la  comunidad;  y  b)  porque  es  lícito 
invocar  como  precedente  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  íle 
¡3  de  Octubre  de  iSóó,  que  ajílicando  la  ley  JJ,  titulo  V  de  la 
V  Partida,  decbró  que  no  es  permitido  al  comunero  señalar  á  su 
arbitrio  la  parte  fija  y  determinada  que  en  la  cosa  común  le  co* 
rresponde,  sentencia  que  no  por  referirse  á  un  caso  de  división 
material  deja  de  sentar  un' principio  también  pertinente  al  de  de- 
signación de  una  porción  matemática  de  la  cosa  común. 

Ninguno  de  estos  dos  argumentos  son  capaces  de  producir  el 
convencimiento:  La  incerlidumbre  podrá  dar  margen  á  un  acto 


Digitized  by  VjOOQIC 


ABT.  393)  DB  LA.  COMUNIDA.D  Dñ  BIBNBS  119 

de  prudencia,  pero  nada  más.  Lu  simple  enunciación  de  una  duda 
no  la  desp>eja.  Que  es  dudoso  que  la  presunción  establecida  en  el 
segundo  párrafo  del  art.  393  tenga  otro  alcance  que  el  de  fijar  la 
norma  distributiva  de  los  beneficios  y  cargas  entre  los  comune- 
ros, es  cierto,  y  ya  lo  hemos  dicho  al  ingreso  de  este  estudio.  La 
construcción  de  un  Código  debe  responder  á  un  plan  expositivo 
meditado.  Hay  que  suponer  que  la  ordenación  de  los  artículos  no 
se  fía  al  azar,  y  que  cuando  de  un  mismo  precepto  forman  parte 
dos  reglas  en  íntima  conexión,  la  segunda  queda  supeditada  y 
como  circunscrita  al  caso  de  la  primera,  pues  que  de  otra  suer- 
te habría  podido  el  legislador  comunicarle  carácter  de  generalidad, 
mediante  la  concesión  de  su  autonomía.  La  duda)  pues,  deriva  de 
que  la  presunción  establecida  por  el  párrafo  segundo  del  art.  393 
no  ostenta  la  primogenitura,  y  emerge,  como  es  consiguiente,  en 
reconocerle  sólo  los  derechos  del  segundón. 

Con  estos  elementos,  se  va  como  entrelazando  y  formando  la 
interpretación;  y  cuando  de  un  lado  lucha  la  fuerza  incontrasta- 
ble de  la  presunción  y  su  tendencia  á  la  generalización  más  abso- 
luta, y  de  otro  el  influjo  de  la  sindéresis,  la  duda  tiene  que  pro- 
ducirse, y  la  prudencia,  eufemismo  del  encogimiento,  es  su  conse- 
cuencia inmediata. 

Si  el  párrafo  segundo  del  art.  393  no  tuviera  un  carácter  ge- 
neral y  absoluto,  habría  que  reconocérsele,  aplicándolo  como 
principio  de  derecho  verdaderamente  intangible.  Si  las  cuotas 
matemáticas  de  los  partícipes  no  constan;  si  no  hay  títulos  por 
los  que  pueda  averiguarse;  si  la  posesión  es  á  más  de  pro  indivi- 
^,  indeterminada,  por  la  imposibilidad  de  fijar  las  cuotas  ideales 
á  capricho  y  sin  dato  alguno  conocido  de  investigación  ó  com- 
probación, la  presunción  de  igualdad  de  las  mismas  es  fatal,  no 
sólo  como  norma  contributiva  de  los  partícipes  en  las  utilidades 
y  las  cargas,  sino  como  medio  legal  de  asignación  de  una  cuota 
<5  parte  á  cada  condómino  de  la  que  pueda  disponer  en  plena  i>ro- 
piedad  (art.  399),  enajenándola,  cediéndola,  hipotecándola  y  aun 
sustituyendo  á  otro  en  su  aprovechamiento  con  la  sola  salvedad 
de  los  derechos  personales. 

Y  por  lo  que  pueda  afectar  á  la  recta  comprensión  del  art.  393, 
en  armonía  con  el  399,  debemos  decir  que  la  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  ij  de  Octubre  de  1866  citada  en  la  Resolución, 
no  es  pertinente,  por  no  mantener  relaciones  de  conexidad  con 


Digitized  by  VjOOQIC 


120  DB  LA  COinmiDAD  DB  BIBNBS  (ABT.  393 

la  materia  del  art.  393.  Que  ningún  comunero  puede  por  sí  7  ante 
si  señalar  la  parte  fija,  concreta  y  determinada  que  en  la  división 
le  corresponda.  Verdad  inconcusa.  ¿Pero  si  la  hipótesis  del  ar- 
tículo 393  no  es  ésta?  ¿Si  es  la  ley  la  que  presume  la  igualdad  de 
cuotas  en  ausencia  de  datos  ó  títulos  para  conocerlas?  Comprén- 
dese que  la  Sentencia  de  Jj  de  Octubre  de  1866  pusiera  coto  á  las 
extral imitaciones  de  un  condómino  que  al  practicarse  la  división 
material  se  atribuía,  sin  contar  con  los  demás  condueños,  la  par- 
te que  su  conveniencia  individual  le  aconsejaba,  porque  la  divi- 
sión reviste  los  caracteres  de  un  convenio  y  se  requiere  la  inter- 
vención y  consentimiento  de  todos.  Lo  que  no  se  comprende  es 
la  necesidad  de  un  principio  semejante  con  aplicación  al  señala- 
miento de  las  cuotas  intelectuales,  cuando  de  un  lado  la  natura- 
lesa  abstracta  de  la  cuota  ideal  destruye  la  posibilidad,  que  po- 
dría darse  en  la  división  material,  de  que  el  partícipe  eligiera  la. 
parte  más  productiva  ó  mejor  conservada  de  la  finca;  y  de  otro^ 
porque  el  supuesto  en  que  el  art.  393  se  inspira  arguye  un  caso 
de  adjudicación  legal  que  está  por  encima  de  la  voluntad  de  los 
copropietarios. 

La  principal  razón  que  tuvo  la  Dirección  de  los  Registros,  ex- 
póncla  con  inimitable  franqueza  en  la  segunda  parte  del  última 
Considerando:  Y  sobre  todo,  porque  la  forma  de  las  inscripciones  y 
su  valor  y  efectos  rigense  exclusivamente  por  la  ley  Hipotecaria^ 
según  el  art.  608  del  Código  civtl,  y  esto  obliga  d  plantear  la  cues- 
iién  dtl  recurso  en  el  terreno  de  dicha  ley  y  d  resolverla  con  el  crite- 
rio que  impone  en  sus  arts.  gf  y  20.  Tal  es  la  ley  del  feudo. 


Sentencia  de  JO  de  Octubre  de  iSgg.—Sohnsi  y  sencilla  hasU  la 
exageración  sería  un  modelo  si  no  estuviera  tan  desacreditada  la 
filosofía  de  la  gravedad  silenciosa. 

Tratábase  de  un  préstamo  hecho  con  garantía  hipotecaría:  el 
prestamista,  por  documento  privado  suscrito  en  la  misma  fecha 
en  que  aquél  se  constituyó,  hizo  constar  que  un  tercero  era  partí- 
cipe de  3.500  pesetas  en  la  cantidad  prestada,  y  que  recibía  por 
adelantado  los  intereses  correspondientes  al  primer  año. 

Fallecido  el  prestamista,  reclamó  el  partícipe  de  los  herederos 
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el  pago  de  las  3.500  pesetas,  más  los  intereses,  á  lo  que  aquéllos 
se  opusieron,  en  virtud  del  carácter  de  copropietario  del  deman- 
dante reconviniéndole  en  forma  para  que,  como  tal,  contribuye- 
ra proporcionalmente  á  los  gastos  de  un  juicio  que  había  sido 
preciso  seguir  para  hacer  efectivo  el  crédito. 

Prosperaron  la  excepción  y  la  reconvención,  é  interpuesto  re- 
curso, el  Tribunal  Supremo  lo  desestimó,  aplicando  estrictamen- 
te el  art.  393,  sin  que  por  la  índole  y  sencillez  del  pleito  tuviera 
que  hacer  declaración  ninguna  digna  de  ser  mencionada. 

Que  el  pleito  se  falló  con  acierto,  dada  la  forma  en  que  fué 
planteado,  es  indiscutible;  pero  si  estas  lecciones  prácticas,  útilí- 
simas, que  1h  jurisprudencia  nos  enseña  han  de  rendir  mayor 
aprovechamiento,  conviene  estudiarlas  sustantivamente  desde  un 
punto  de  vista  cntico,  analizando  el  caso  para  de  este  modo  re- 
construir el  pleito  en  su  iniciación,  y  por  tanto,  en  la  forma  legal 
de  su  planteamiento. 

£1  buen  Abogado  no  debe  desatender  un  momento  el  estudio 
crítico  de  la  jurisprudencia;  y  en  las  Universidades  representaría 
una  preparación  provechosísima.  Sírvanos  de  ejemplo  la  Senten- 
cia acabada  de  exponer.  Un  prestamista,  por  escritura  pública  y 
con  garantía  hipotecaria,  reconoce  una  participación  en  el  prés» 
tamo  mediante  un  documento  privado. 

Por  la  extraña  contextura  jurídica  del  caso,  la  comunidad  de 
derecho  que  por  la  sentencia  se  dice  existir,  se  nos  ofrece  extre* 
madamente  irregular  y  anómala.  Si  la  comunidad  se  caracteriza 
por  la  pro  indivisión,  sería  muy  provechoso  averiguar  qué  forma 
de^onocida  reviste  esa  pro  indivisión  en  un  crédito  donde  desde 
su  nacimiento  se  sabe  que  á  un  partícipe  le  corresponden  3.500 
pesetas  y  á  otro  6.500.  Dicho  sea  sin  otro  ánimo  que  el  de  averi- 
guar la  verdad:  si  toda  concurrencia  de  acreedores  por  cantida- 
des perfectamente  conocidas,  aunque  constituyan  un  crédito  res- 
pecto de  un  solo  deudor,  arguye  comunidad,  y  debe  regirse  por 
los  artículos  392  y  siguientes  del  Código,  el  Tribunal  Supremo 
tiene  razón.  Véase,  si  no  es  anómala  é  irregular,  una  comunidad 
en  la  que  no  se  sabe  dónde  reside  la  pro  indivisión. 

Si  por  el  lado  del  contrato  principal  no  hay  medio  de  delinear 
el  contorno  de  una  comunidad  de  bienes  perfecta,  examinémoslo 
desde  el  punto  de  vista  del  contrato  accesorio  de  hipoteca,  y  ob- 
servaremos que  constituido  antes  de  haberse  dado  entrada  en  el 
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préstamo  al  copartícipe,  y  no  habiéndose  hecho  constar  el  derecho 
de  éste  sino  por  un  simple  documento  privado,  la  facultad  de  ejer- 
citar la  acción  ejecutiva  y  la  hipotecaria  incumbían  al  primitivo 
acreedor,  al  que  contrató  exclusivamente  con  el  deudor;  resultan- 
do en  definitiva  que  el  copartícipe  ni  tenía  porción  indivisa  ni 
acción  ejecutiva,  ni  acción  hipotecaria  estando  desarmado  por 
completo  y  á  merced  del  primer  acreedor.  Claro  es  que  el  copartí- 
cipe por  las 3.500 pesetas  pudo  en  su  tiempo  haber  alesrado  que  por 
el  hecho  de  haberle  sido  cedida  una  porción  concreta  del  préstamo 
(art.  1.528  del  Código  civil)  le  correspondía  una  atribución  pro- 
porcional en  la  garantía  hipotecaria  y  compelido  al  cedente  á  que 
cumpliera  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  108  y  siguientes  del 
Reglamenio  de  la  Ley  Hipotecaria  otorgando  la  correspondiente 
escritura  é  inscribiéndose  en  el  Registro  de  la  propiedad.  Pero  si 
así  no  lo  hizo;  si  dejó  que  el  cedeüte  en  uso  de  la  acción  ejecuti- 
va reclamase  por  entero,  ¿qué  derechos  tendrá  el  cesionario;  con- 
tra quién  debió  ejercitarlos,  y  en  qué  forma? 

Obsérvese  como  una  sentencia  sencillísima  analizada  en  sus 
hechos  y  fundamentos  de  derecho  puede  conducirnos  al  estudio 
de  problemas  muy  interesantes;  y  como  esta  labor,  prudentemente 
practicada  en  las  Universidades  y  por  el  Abogado  en  la  tranquili- 
dad de  su  bufete,  contribuiría  á  formar  im  sentido  de  la  realidad 
jurídica,  que  poco  á  poco  llegaría  á  modificar  la  idiosincracia  de 
nuestros  Tribunales,  en  los  cudes,  con  contadas  y  muy  honrosas 
excepciones,  predomina  una  desafección  al  estudio,  una  ligereza 
de  juicio  y  un  horror  á  lo  sustancial  que  abruma  y  desalienta. 

La  publicidad  de  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  es  la 
púrpura  con  que  se  viste  la  justicia.  jQué  noble  cuando  con  la 
convicción  de  publicar  la  verdad,  se  equivocal  ¡Qué  grande  cuan- 
do reconoce  su  error  y  rectifical  El  Tribunal  Supremo  vive  en- 
tre cristales  transparentes:  es  una  divinidad  que  no  se  oculta;  hay 
que  creer  en  él;  porque  es  la  institución  más  pura  que  aún  nos 
queda. 


j  ARTÍCULO  394.     Cada  partícipe  podrá  servirse  de  las  co- 
sas comunes,  siempre  que  disponga  de  ellas  conforme  á 
su  destino  y  de  manera  que  no  perjudique  el  interés  de  la  co- 
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munidad,  ni  impida  á  los  copartícipes  utilizarlas  según  su  de- 
recho. 

Sentencia  de  17  de  Diciembre  de  \%%\.— Edificación  en  terreno 
común  por  uno  solo  de  los  condueños. 

A)  Antecedentes,  —Comprendido  entre  varias  edificaciones 
existía  un  patio  ó  calleja,  del  que  eran  propietarios  Ay  B,  due- 
ños de  uno  de  los  edificios  colindantes. 

Los  propietarios  de  otra  de  las  casas  que  colindaban  con  el 
terreno  indicado  demandaron  de  conciliación  á  los  primeros,  pre- 
tendiendo la  realización  en  aquel  patio  ó  calleja  de  ciertas  obras 
para  mejorar  las  condiciones  higiénicas  de  las  casas  limítrofes,  y 
celebrado  dicho  acto  y  después  de  hacer  constar  Ay  B,  dueños 
del  patio,  su  derecho  exclusivo  de  dominio,  convinieron  en  pro- 
ceder al  reparto,  dividiendo  el  patio  por  una  pared  costeada  por 
iguales  partes,  y  destinándolo  á  prestar  servicio  de  luces  á  las 
casas  que  daban  al  mismo. 

Por  sucesivas  transmisiones,  unas  á  título  de  venta  y  otras 
por  razón  de  herencia,  fueron  pasando  las  casas  que  colindaban 
con  el  patio  á  diferentes  propietarios,  estimándose  siempre  éste 
común  á  las  casas  que  le  rodeaban. 

Posteriormente,  los  herederos  á^  A  y  B  adquirieron  un  te- 
rreno libre  colindante  con  el  patio  y,  aprovechando  una  base  de 
raampostería  que  un  ascendiente  inmediato  había  construido  en 
el  extremo  Norte  del  patio  en  cuestión,  comenzaron  á  edificar  en 
el  terreno  libre  con  ánimo  de  enlazar  la  nueva  construcción  con 
la  casa  que  les  pertenecía  lindante  con  la  calleja,  mediante  una 
galería  cerrada  que  había  de  apoyarse  en  el  machón  de  mampos- 
tería  construido,  según  queda  dicho,  en  el  límite  Norte  del  patio 
común. 

B)  Demanda. — Los  perjudicados  entablaron  demanda  pi- 
diendo la  demolición  de  la  obra  de  mampostería  y  la  reposición 
al  ser  y  estado  que  tenía  antes  de  empezarse  á  construir. 

C)  Contestación. — Respondieron  los  demandados  alegando 
su  dominio  exclusivo  sobre  el  terreno  donde  se  había  levantado 
la  obra  de  mampostería,  tanto  por  prescripción  no  interrumpida 
por  espacio  de  30  años,  cuanto  por  adquisición  á  título  de 
venta. 
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D)  Sentencia. — Desestimada  la  demanda  en  primera  instan- 
cia, fué  estimada  por  la  Superioridad  á  virtud  de  sentencia  revo- 
catoria por  la  que,  considerando  probado  el  dominio  común  del 
patio  ó  calleja  de  que  se  trata  por  los  propietarios  de  las  casas 
colindantes,  condenó  á  los  demandados  á  demoler  el  machón  de 
mampostería  edificado  en  el  extremo  Norte  del  patio  común,  re- 
poniendo las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  antes  de  haberse 
comenzado  la  edificación. 

E)  Recurso  de  casación, — En  apoyo  del  mismo  alegaron  los 
recurrentes  como  infringidos: 

I.**  El  art.  jg4  del  Código  Civil,  que  limita  las  facultades  del 
comunero  á  servirse  de  las  cosas  solamente  conforme  á  su  desti- 
no y  sin  perjudicar  el  interés  de  la  comunidad,  por  su  indebida 
aplicación. 

El  art.  sgj  en  igual  concepto,  y  los  ariiculos  2j,  34  y  jó  de 
la  ley  Hipotecaria,  por  no  haber  sido  aplicados. 

2.^    Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  y 
3.^    Error  de  derecho  en  la  sentencia  al  estimar  la  existencia 
de  un  derecho  de  luces  ó  vistas  que  ni  se  había  negado  ni  discu- 
tido en  el  pleito,  y  deducir  de  aquí  la  mancomunidad. 
El  Tribunal  desestimó  el  recurso  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

1^0  infringe  la  sentencia  recurrida  loe  articuloe  394  y  397  del  Código 
civü  (motivos  1,^  y  2,^)  porque  apreciadas  en  conjunto  todas  las  pruebae 
por  la  Sala,  declara  justificada  la  demanda,  y  que  el  patio  discutido  en 
el  pleito  es  de  propiedad  común,  desestimando  como  no  probadas  las  ex- 
cepciones alegadas  en  defensa  del  exclusivo  dominio,  y  en  tal  ooneepta 
aplica  rectamente  los  artículos  que  se  dicen  infringidos  al  ordenar  la  de- 
molición de  la  obra,  toda  vez  que  aquélla  determina  el  uso  permitido  á 
los  copartícipes  y  la  prohibición  de  alterar  el  estado  de  la  cosa  sin  ef 
asentimiento  de  todos  los  interesados,  no  habiéndose  demostrado  que  la 
Sala  ha  incurrido  en  error  de  derecho  ni  de  Jiecho  en  los  términos  que 
exige  el  núm.  7,^  del  art.  1,692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil. 

Tampoco  se  infringen  los  artículos  25,  34  y  36  de  la  ley  Hipo- 
fecaria  (motivos  3.^^  4.^  y  5.^)  porque  los  recurrentes  no  tienen  máé 
derechos  que  los  adquiridos  por  los  anteriores  poseedores  é  inscritos  en 
el  Registro  de  la  propiedad  en  los  términos  en  que  se  hizo  cons- 
tar y  exigía  la  confusión  de  lindes  con  que  aparecía  el  terrrenOj  lo  cual 
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dio  motivo  á  que  »e  liieiese  una  inscrigción  segregando  el  terreno  que  no 
perteneciese  exclusivamente  al  vendedor ^  por  cuya  razón  el  vendedor  al 
otorgar  la  escritura  de  venta  á  favor  de  los  recurrentes,  sólo  cedió  el  otor- 
gante lo  que  poseía  y  aparecía  en  el  Registro  que  claramente  demostraba 
el  alcance  del  contrato  en  que  fundan  su  derecho,  y  que  no  era  extensivo 
ú  lo  segregado,  siendo  por  lo  mismo  inaplicables  los  mencionados  articu- 
los  de  la  ley  Hipotecaria, 


Sentencia  de  22  de  lunio  de  X^^l.^Participación proporcional 
de  utilidades, 

A)  Antecedentes,-^ k  virtud  de  escritura  pública  otorgada  en 
1858,  Ay  B  adquirieron  pro  indiviso  y  por  partes  ¡guales,  una  es- 
tancia 6  conjunto  compuesto  de  terrenos,  fábricas,  edificios  de 
madera  y  mampostería,  casa  de  salud,  varadero  y  otras  anexi- 
dades. 

A  falleció,  sucediéndole  en  sus  bienes,  su  sobrino  C. 

B  también  falleció,  bajo  testamento,  en  el  que  instituyó  diver- 
sos herederos,  y  seguidos  contra  estos  un  juicio  ejecutivo,  y  saca- 
das á  pública  subasta  la  mitad  pro  indiviso  de  las  fincas  que  adqui- 
rieron de  su  causante,  fué  esta  mitad  adjudicada  á  AT,  K  y  Z  en 
Noviembre  de  1880,  otorgándose  la  correspondiente  escritura, 
de  la  que  se  tomó  razón  en  el  Registro. 

Y  y  Z  fallecieron,  y  sus  herederos,  en  unión  de  X,  dieron  en 
arrendamiento  por  escritura  de  Diciembre  de  1886  á  M  una  refi- 
nería de  petróleo  que  se  encontraba  en  la  finca  ó  estancia  de  que 
se  trata,  con  todas  sus  máquinas  y  anexidades,  por  término  de  6 
años  y  por  la  cuota  de  6.000  duros,  de  los  cuales  2.000  corres- 
ponderían á  los  terrenos  y  fábricas  de  la  estancia,  y  4.000  á  la  re- 
finería. 

B)  Juicio, — ^En  estas  circunstancias,  el  condónimo  C,  herede- 
ro de  A,  ejercitando  las  acciones  reivindicatoría  y  conmuni  divi* 
dundo,  demandó  á  ATy  á  los  herederos  át  Yy  Z  pidiendo  se  de- 
clarase: 

a)  Que  al  demandante  correspondía  el  condominio  de  la  es- 
tancia con  sus  anexos,  así  como  las  edificaciones  que  se  hubiesen 
realizado  y  accesiones  posteriores  á  1858,  y  que  por  su  naturaleza 
formasen  parte  de  los  inmuebles. 

b)  Que  los  demandados  estaban  en  la  obligación  de  abonarle 
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la  mitad  de  los  productos  líquicjps  de  dichos  bienes,  á  contar  des" 
de  1880  en  que  los  habían  venido  percibiendo. 

c)  Que  se  les  condenase  además  á  proceder  á  la  división  de 
los  bienes  comunes,  si  la  admitiesen  cómoda  á  juicio  pericial,  y 
en  otro  caso,  á  comprar  la  parte  del  demandante  ó  venderles  la 
que  á  ellos  correspondía,  y  si  no  resultase  acuerdo,  á  vender  en 
pública  subasta  los  bienes  en  cuestión,  repartiéndose  el  precio  en 
proporción  á  las  cuotas  por  la  que  participase  cada  comunero. 

Tramitado  el  pleito,  prosperó  la  demanda  en  primera  y  segun- 
da instancia,  é  interpuesto  recurso  de  casación  por  los  demanda- 
dos alegando  la  infracción  de  la  ley  j/,  ///.  V,  Part,  ó.*  y  su  con- 
cordante la  73  de  Toro,  la  Sentencia  de  17  he  Diciembre  de  j888, 
y  los  artículos  3Q4  y  jgg  del  Código  civtl,  la  regla  17,  tU.  XXX/V, 
de  la  Part.  7.^-  la  ley  /.*,  ///.  /.**,  lib,  X  de  la  Novísima  Recopila- 
ción; la  ley  26,  tit.  XXXII,  Part.  j .*,  sobre  reparos  hechos  en 
la  cosa  común;  la  doctrina  corriente  sobre  la  naturaleza  de  la 
acción  reivindicatoria,  de  conformidad  con  las  Sentencias  de  /j" 
Abril  J864,  6  Febrero  j86ó,  14  de  Enero  i86q;  el  art.  $38  relacio- 
nado con  los  323  y  §47  todos  los  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
vigente  en  Cuba,  y  el  principio  de  derecho  cutore  non  probante  reus 
est  absolvendus  el  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso, sentando  la  siguiente 

DOCTRINA 

Él  condominio  absoluto,  ó  sea  el  que  por  pactos  ó  diaposiciones  espe- 
ciales no  esté  limitado  en  el  tiempo  ni  en  la  extensión  de  los  aprovecha- 
mientos de  la  cosa,  consiste  en  el  libre  goce  de  la  misma  y  desús  produc- 
tos por  todos  los  participes  por  igual  ó  en  proporción  de  sus  respectiva» 
participaciones,  sin  más  limitaciones  que  las  necesarias  para  lograrlo  del 
modo  mejor  y  más  equitativo,  y  que  excluye  el  disfrute  exclusivo  de  la 
cosa  común  y  de  cualquiera  parte  de  ella  en  beneficio  singular  de  uno  de 
los  condueños. 

Por  lo  tanto,  estimado  por  la  Sala  sentenciadora,  en  virtud  de  la$ 
.  pruebas  y  1  econocido  por  los  recurrentes,  que  éstos  han  utilizado  parte 
de  la  finca  común  en  su  exclusivo  beneficio  para  la  explotación  de  una 
roñería  de  petróleo  de  su  propiedad,  que  arrendaron  en  1886,  estipu- 
lando para  si  la  renta  correspondiente,  no  sólo  al  establecimiento  indus- 
trial  sino  también  al  inmueble,  la  sentencia,  al  admitir  la  demanda  en 
que  se  ejercitan  las  acciones  reivindicatoria  y  communi  dividundo,  deda- 
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ra  con  justicia  el  condominio  del  actor  en  iodos  y  cada  una  de  las  partea 
de  la  finca  y  de  sus  accesiones,  y  que  le  corresponde  la  mitad  de  sus  prO' 
ductos  liquides. 

No  tienen  aplicación  al  caso  actual,  ni  han  podido  en  consecuencia  ser 
infringidas,  las  leyes  55,  tit,  F,  Partida  5.^  y  75  de  Toro;  9^,  titulo 
XlIIy  libro  X  de  la  Novísima  Recopilación^  porque  no  se  ha  cuestionado 
sobre  él  derecho  del  condueflo  de  vender  su  parte  en  la  cosa,  transmitiefi- 
do  por  talado  las  facultades  que  tenga;  ni  la  declaración  hecha  por  este 
Tribunal  en  su  sentencia  de  17  de  Diciembre  de  1888,  de  que  los  que  tiC' 
nen  derecho  á  usar  conjuntamente  con  otros  de  una  cosa  sin  más  imitO" 
dones  que  las  que  nacen  de  la  naturaleza  de  ella  y  las  prescripciones  le- 
gales, son  verdaderos  condueños;  y  que  la  senteyícia  está  de  acuerdo  con 
los  artículos  394  y  399  del  Código  civil,  que,  al  reconocer  al  participe  el 
derecho  de  servirse  da  la  cosa  común  y  el  de  enajenar  y  gravar  su  parti- 
cipacióny  lo  hace  con  la  salvedad  expresa  de  la  integridad  de  los  que  co- 
rresponden á  los  condueños. 

La  mitad  de  los  productos  de  arrendamiento  de  la  parte  de  finca  de 
que  dispusieron  exclusivamente  los  demandados,  no  se  pidió  por  el  actor 
ni  se  concede  en  la  sentencia  por  haber  intervenido  éste  en  el  contratOy 
sino  como  consecuencia  justa  de  su  derecho  de  propiedad,  y  no  hay  por 
consiguiente  enriquecimiento  torticero  ni  infracción  en  sentido  alguno  de 
la  ley  1.^,  tit.  I,  libro  Xdela  Novísima  Recopilación,  puesto  que  es  una 
añrm<ición  gratuita  del  recurrente  la  del  respeto  del  demandante  á  los 
actos  de  posesión  y  de  arriendo  por  parte  de  los  demandados.  No  habien- 
do probado  los  demandados  la  ejecución  por  ellos  de  las  mejoras  en  cuyo 
abono  limitaron  su  allanamiento  á  parte  de  la  demanda,  ni  pedido  espe- 
cialmente su  importe  en  el  concepto  de  arrendatarios  falta  el  supuesto 
de  la  infracción  de  la  ley  26,  tit.  XXXII,  Partida  3,^,  que  se  alega  en 
el  cuarto  motivo  del  recurso  en  el  concepto  de  haberse  aplicado  indebida- 
mente,  pues  en  este  punto  la  sentencia  sólo  consigna  que  si  se  htihiese  jus- 
tificado que  los  recurrentes  hicieron  mejoras,  por  no  haber  dado  previo 
aviso  al  condueño,  cederían  en  favor  de  la  comunidad,  á  tenor  de  la  mis- 
ma ley  citada. 

La  acción  reivindicatoría  es  la  adecuada  para  que  el  dtieño  reclame, 
no  sólo  contra  el  que  posee,  sino  también  contra  el  que  detente,  y  deten- 
tación es  en  el  condueño  atribuirse  el  aprovechamiento  exclusivo  de  parte 
de  la  cosa  común,  aunque,  como  en  el  caso  actual,  lo  haga  á  pretexto  de 
entender  que  á  tanto  llegan  sus  facultades,  y  diciendo  que  á  pesar  de  tal 
hecho  no  niega  en  principio  el  condominio  del  demandante,  y  por  lo  tan* 
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to,  al  estimar  la  Sala  la  demanda^  l^'oB  de  ir  contra  la  jurisprudencia 
de  este  THbunaly  se  ajusta  á  ella  y  no  infringe  los  artículos  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  ni  el  principio  actore  non  probante  reos  est  abeol- 
vendus,  invocados  en  los  últimos  motivos  del  recurso^  en  el  concepto  de 
que  para  que  pueda  estimarse  dicha  acción  es  preciso  probar  contra  el 
demandado  que  éste  usurpó  ó  detentó  totalmente  los  derechos  del  con» 
dueño. 


Sentencia  de  13  de  Noviembre  de  \S95.-- Desahucia  de  un  coheredero 
de  una  finca  hereditaria, 

HECHOS 

A)  Demanda  de  desahucio, — El  administrador  judicial  de  los 
bienes  correspondientes  á  la  testamentaría  de  A,  dedujo  demanda 
de  desahucio  contra  uno  de  los  hijos  y  herederos  del  causante,  por 
ocupar  una  finca  de  la  sucesión  sin  pagar  alquiler  alguno,  con- 
tra  la  voluntad  de  los  coherederos,  invocando  al  efecto  los  ar- 
tículos 1.098,  1.564  y  1.565  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

B)  Comparecencia, — Convocadas  las  partes  al  oportuno  juicio 
verbal,  se  solicitó  por  el  demandado  la  desestimación  de  la  de- 
manda y  condena  en  costas  al  actor,  de  conformidad  con  el  ar- 
tículo 1.582  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento ^  mediante  no  proce- 
der el  juicio  de  desahucio  sino  contra  el  arrendatario  ó  inquilino  á 
consecuencia  de  contrato;  carecer  el  demandante  de  personalidad 
para  instar  el  desahucio,  según  el  art.  1.564  de  la  enunciada  ley; 
haberse  dejado  sin  efecto  el  requerimiento  que  se  hizo  al  deman- 
dado, y  no  ocupar  éste  la  finca  en  precario,  sino  como  copartícipe 
y  dueño  de  ella  con  los  demás  herederos  de  A^  mientras  la  heren- 
cia estuviera  proindi  viso,  cuyas  excepciones  impugnó  la  repre- 
sentación del  demandante. 

C)  Sentencia, — El  Juzgado,  después  de  llamar  á  la  vista,  para 
mejor  proveer,  la  pieza  de  administración  de  la  mencionada  tes- 
tamentaría, pronunció  sentencia  estimando  el  desahucio,  de  la 
cual  apeló  el  demandado,  siendo  confirmada  por  la  que  pronun- 
ció la  Audiencia. 

D)  Recurso  de  casación, — Recurrida  en  casación  dicha  senten- 
cia, el  recurrente  alegó  como  infringidos: 

I  .**    Los  articulo^  ^0^4  y  J-S^S  ^^  ^^  ^O'  ^^  Enjuiciamiento  civil^ 
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por  cuanto  ni  los  actores  estaban  en  la  posesión  real  de  la  finca, 
circunstancia  necesaria  para  el  desahucio,  ni  el  recurrente  que  era 
coheredero  y  copartícipe  de  la  misma  tenía  celebrado  contrato 
alguno  con  los  demandantes  ni  la  disfrutaba  en  precario  sino  por 
sü  propio  derecho. 

2.^  £11  ari.  6ÓI  dil  Código  civil,  toda  vez  que  había  sucedido  al 
cansante  desde  el  momento  de  su  fallecimiento,  sin  necesidad  de 
&^)erar  á  que  la  testamentaría  concluyese,  y 

3.**  Los  artículos  jg4.  y  jq8  también  del  Código  ciznl,  porque  se 
trataba  de  un  problema  de  derecho  sustantivo  que  debía  resol- 
verse, no  por  los  preceptos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sino 
por  los  que  establecen  y  regulan  la  comunidad  de  bienes. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso,  sen- 
tando la  siguiente 

DOCTRINA 

Nombrado  un  administrador  judicial  en  el  juicio  de  testamentaria  del 
caudal  relicto  al  fallecimiento  de  la  causante^  tuvo  aquél  con  arreglo  á 
lo  di$pue$to  en  el  art.  1,097  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  reía' 
ción  con  el  1,016,  perfecto  derecho  para  entablar  la  demanda  de  desahu- 
cio dirigida  cofUra  el  recurrente,  uno  de  los  coherederos,  que  sin  aquies- 
cencia de  los  que  reunían  también  esa  calidad,  habitaba,  sin  precio  ni 
merced  alguna,  una  de  las  casas  que  formaban  parte  de  la  herencia;  puesto 
que^  representante  ditíw  administrador  del  dominio  de  la  masa  general 
de  bienes  mientras  estuviera  la  misma  pendiente,  como  estaba,  de  la  di- 
visián  que  habían  de  realizar  los  contadores,  pesaba,  por  tanto,  sobre  él 
la  obligación  de  conservar  los  bienes  y  cobrar  las  rentas  y  demás  produc- 
tos de  manera  que  no  sufriera  menoscabo  ni  se  infiriera  el  menor  per- 
juicio á  los  otros  coherederos. 

Es  incuestionable  que  el  recurrente  habitaba  la  casa  de  cuyo  desahu- 
mo se  trata,  tan  sólo  de  precario,  porque  aparte  de  que  no  satisfacía  por 
eUo  alquiler  ni  merced  alguna,  estando  como  estaba,  la  herencia  pro  in- 
diviso, no  podía  ostentar  ni  ejercitar  todavía  los  derechos  de  ¿Umnnio 
perfecto  de  la  finca  que  pertenecía  á  la  masa  de  bienes  que,  según  antes 
se  deja  expuesto,  administraba  el  demandante  y  ejercía  por  entonces  la 
representación  de  aquellos,  por  lo  que  no  cabe  ni  procede  en  manera  al- 
guna aplicar  las  disposiciones  legales  del  Código  civü  á  que  el  recurrente 
pretende  acogerse,  y  que  se  refieren  á  la  comunidad  de  bienes  por  no  ha' 
liarse  éstos  en  las  condiciones  y  estado  que  pudieran  exigir  su  recta  apli- 
cación, 

9 


Digitized  by  VjOOQIC 


130  DB  LA  COMUNIDAD  DB  BIBNB8  (ABT.  894 

Sentencia  de  25  de  Septiembre  de  \^^,^Comunidad  de  bUnes\ 
alteración  de  la  cosa  común. 

A)  Demanda. — A,  dueño  de  un  piso  de  una  casa,  entabló  de- 
manda de  juicio  declarativo  contra  B^  propietario  de  otro  piso  in- 
ferior de  la  misma  casa,  pidiendo  se  condenase  á  éste  á  reponer 
la  fachada  al  ser  que  tenía  antes  de  haberla  alterado.  En  apoyo  de 
su  pretensión  expuso:  que  el  demandado,  sin  permiso  de  los  de- 
más copactícipes,  había  hecho  obra  en  la  pared  maestra  de  la  casa 
en  cuestión,  sustituyendo  con  un  mirador  que  sobresalía  cerca  de 
un  metro  el  primitivo  balcón  de  antepecho,  perjudicando  esta  al- 
teración notablemente  á  los  pisos  superiores,  puesto  que  los  pri- 
vaba de  las  vistas  que  hasta  entonces  venían  disfrutando  á  la 
calle,  principalmente  en  sentido  perpendicular,  y  como  funda- 
mentos de  derecho,  adujo  los  artículos  392,  394  y  397  del  Código 
civil,  confirmado  el  último  por  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  17  de  Diciembre  de  1891;  los  artículos  395  y  396  del  mismo 
Código,  de  los  cuales  se  desprende  claramente  que  entre  los  dife- 
rentes dueños  de  una  casa  existe  una  verdadera  comunidad  res- 
pecto de  las  paredes  maestras,  medianeras,  tejados  y  otros  servicios 
de  ella,  pues  siendo  la  pared  maestra  ó  fachada  principal  de  la  casa 
en  cuestión  cosa  común  á  sus  propietarios,  la  demandada  no  había 
podido  ni  podía  hacer  alteración  en  esa  pared  sin  el  consentimien- 
to de  los  condueños;  y  como  á  pesar  de  esto,  la  había  verificado, 
era  indudable  el  derecho  del  demandante  paraque  se  repusieran  las 
cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  antes  de  esa  usurpación  de  los  de- 
rechos civiles  de  los  comuneros:  y  que  tal  alteración,  que  aun  en 
el  caso  de  ser  ventajosa  no  podía  hacerse  sin  el  consentimiento  de 
los  condueños,  era  además  perjudicial  para  los  otros  pisos  inme- 
diatamente superiores,  á  los  que  impedía  las  vistas  rectas  ó  perpen- 
diculares, y  que  aun  en  el  supuesto  de  que  la  pared  maestra  ó  facha- 
da principal  no  fuese  cosa  común,  sería  siempre  de  tener  en  cuen- 
ta el  art.  545  del  mismo  Código  sobre  servidumbres. 

B)  Contestación. — La  demandada  contestó  exponiendo  como 
hechos,  aparte  de  otros:  que  efectivamente,  había  sustituido,  pre- 
via autorización  del  Ayuntamiento,  por  un  mirador  uno  de  los  bal- 
cones antepechos  del  piso  de  su  propiedad,  sin  dar  conocimiento 
de  la  reforma  á  los  dueños  de  los  otros  pisos  por  no  deber  ni  ne- 
cesitar dárselo;  pero  no  era  cierto  en  manera  alguna  que  el  mirador 
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perjudicara  ningún  derecho  del  demandante;  y  como  fundamentos 
jurídicos,  igualmente  entre  otros,  expuso:  que  se  apreciaba  media- 
nería y  nuincomunidad  equivocadamente,  pues  la  pared  en  que  se 
había  construido  el  mirador  no  era  contigua  á  ninguna  propiedad, 
sino  fachada  frente  de  la  casa  á  la  vía  publica;  que  según  el  art.  392, 
para  que  exista  mancomunidad,  es  menester  que  la  propiedad 
pertenezca  pro  indiviso  á  varias  personas,  y  los  pisos  de  la  casa 
en  cuestión  estaban  perfectamente  divididos  y  deslindados  sus  de- 
rechos; que  no  existiendo  mancomunidad,  holgaban  las  conside- 
raciones acerca  de  los  artículos  394, 395  y  397,  los  cuales,  no  so- 
lamente no  tenían  relación  con  el  396,  que  se  refería  exclusiva- 
mente á  las  casas  cuyos  pisos  pertenecían  á  diversos  dueños,  sino 
que  no  tenían  aplicación  alguna  en  este  caso;  pues  aun  en  el  su- 
puesto de  que  la  superficie  de  la  pared,  fachada  correspondiente  á 
su  piso  fuera  cosa  común  para  los  efectos  de  aquellos  artículos, 
ella  no  había  alterado  en  lo  más  mínimo  esa  pared  ni  había  va- 
riado en  nada  su  destino  al  volar  sobre  la  calle,  con  autorización 
del  Ayuntamiento  y  sin  perjudicar  á  nadie,  aprovechando  el  hue- 
co del  antepecho  que  su  piso  tenía,  un  mirador  de  forma  y  cons- 
trucción arregladas  á  las  Ordenanzas  municipales,  derecho  perfec- 
tísimo  no  prohibido  ni  restringido  por  ningún  tratado,  artículo 
ni  Código;  y  que  tampoco  tenía  aplicación  el  art.  545,  porque  ni 
aquí  había  constituida  servidumbre,  ni  su  derecho  á  vistas  ni  á  vo- 
lar balcones  en  su  piso,  concedido  por  leyes  y  Ordenanzas,  estaba 
limitado  por  el  del  actor,  que  podía  hacer  lo  mismo  en  el  suyo. 
Q  Sentencia, — Corridos  los  demás  trámites  legales  del  juicio 
en  dos  instancias,  la  Audiencia  dictó  sentencia  revocatoria  con- 
denando á  la  demandada  á  que  procediera  á  la  destrucción  ó  re- 
moción del  mirador,  y  á  reponer  y  dejar  la  fachada  de  la  casa  en 
la  situación  en  que  estaba  anteriormente,  sin  hacer  especial  con- 
denación de  costas. 

D)  Recurso  de  casación, — La  parte  condenada  recurrió  en  ca- 
sación, por  los  siguientes  motivos: 

I  .**  Infracción  del  art,  sqj  del  Código,  por  aplicación  indebida, 
puesto  que  el  mirador  construido  en  la  fachada  de  la  casa  no 
debe  estimarse  como  alteración  esencial  de  la  cosa  común,  en 
cuanto  existía  en  dicha  fachada  el  hueco  del  balcón,  limitándose 
los  actos  de  la  recurrente  á  ordenar  su  revestimiento  mediante  el 
citado  mirador. 
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2.**  Infracción  del  crt,  j^^,  toda  vez  que  la  construcción  del 
mirad  or  era  un  acto  del  uso  natural  de  la  cosa  común,  dadas  las 
condiciones  climatológicas  de  la  localidad,  sin  perjudicar  en  nada 
el  interés  de  la  comunidad,  ni  á  los  derechos  de  los  demás  par- 
tícipes. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  Ivgar  al  recurso,  en  vis- 
ta de  la  siguiente 

DOCTRINA 

El  art.  397  del  Código  civil  prohibe  en  absoMo  á  loe  eondwñoi  hacer 
alteraciones  en  la  cosa  poteida  en  eomún^  aunque  de  ella$  resuUe  ventaja 
para  la  comunidad,  fin  el  consentimiento  de  todos  los  participes,  y  aun 
cuando  las  alteraciones  se  limiten  á  más  ó  menos  ligeras  modifieatíiones 
que  no  varíen  el  objeto  y  uso  á  que  se  tíedica,  tampoco  pueden  realigarse, 
según  el  394,  si  con  ellas  se  causa  perjuicio  á  la  comunidad  ó  impide  áloe 
participes  usarla  según  su  derecho. 

Si  bien  con  la  sustitución  del  antepecho  por  un  cierro  de  cristales  he- 
cho por  la  recurrente  en  la  fachada  de  la  casa,  no  se  altera  la  esencia  de 
la  cosa  ni  deja  de  disponerse  de  ella  conforme  á  su  destino,  es  indudMe, 
por  ser  un  hecho  indiscutible  reconocido  por  les  partes,  que  con  ella  se 
causó  un  perjuicio  efectivo  al  dueño  del  piso  superior,  privándole  de  al- 
gunas vistas  que  tenia  á  la  caÜe,  siendo  por  ello  evidente  el  perjuicio  y 
la  falta  de  derecho  para  causarlo,  y  al  apreciarlo  asi  la  Sala  sentencia' 
dora,  no  infringe  los  artículos  394  y  397  del  Código  en  el  concepto  en  que 
se  invocan  en  el  recurso. 


Sentencia  de  22  de  Noviembre  de  IBBB.^Pared  medianera 
común   (véase  art.  SJj). 

•  «  • 
Uso  de  la  cosa  común. 

(Art.  394.) 

La  comunidad  de  bienes  es  sin  disputa  el  estado  más  peligro- 
so de  la  propiedad,  toda  vez  que  el  mantenimiento  de  su  régimen 
interior  depende  de  una  mutualidad  de  obligaciones,  especie  de 
equilibrio  inestable  mantenido  por  la  atracción  de  fuerzas  recí- 
procas. La  comunidad  de  bienes  no  merma  en  su  sustancia  níngu- 
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no  de  los  elementos  integrales  de  la  propiedad:  todos  permanecen 
intactos  para  los  condóminos;  el  derecho  de  estos  es  igual  en 
cnanto  á  la  esencia  del  uso,  disfrute  y  disposición;  no  en  lo  rela- 
tívo  á  la  cuantía  que  es  proporcional  á  la  cuota  de  cada  copartí. 
cipe.  Si,  pues,  en  la  sustancia  participan  igualmente  todos  los  con- 
dueños, compréndese  que  cada  uno  tenga  el  derecho  (art.  394) 
de  servirse  de  las  cosas  comunes,  siempre  que  disponga  de  ellas 
conforme  á  su  destino  y  de  manera  que  no  perjudique  el  interés 
de  la  comunidad,  ni  impida  á  los  copartícipes  utilizar  su  derecho. 

Tal  es  la  regla  establecida  por  el  art.  394»  comprensiva  como 
es  visto  de  tres  condiciones,  verdadero  estatuto  ó  reglamento  in- 
terior de  la  comunidad  de  bienes. 

Es  el  primer  requisito  el  de  usar  la  cosa  conforme  d  su  natura- 
leza. Conforme  á  su  destino,  dice  el  Código,  queriendo  significar 
que  ninguno  de  los  condóminos  tiene  derecho  á  hacer  un  uso 
contrario  al  objeto  propio  de  la  cosa  común,  porque  si  así  fuese, 
se  toleraría  un  atentado  contra  las  prerrogativas  de  los  demás 
condueños. 

El  propietario /r¿?  sólido  tiene  el  ius  utendi  y  en  cierto  sentido 
el  abutendi,  puesto  que  puede  contrariar  el  destino  de  las  cosas 
sin  otras  limitaciones  que  las  muy  escasas  en  provecho  del  interés 
social  que  las  leyes  le  imponen;  y  así,  si  acabada  de  edificar  una 
casa  quiere  destruirla  para  edificar  otra,  nadie  se  lo  podrá  impe- 
dir, aunque  sí  le  estará  prohibido  incendiarla,  v.  g.,  ó  hacerla  ex- 
plotar, por  el  daño  que  en  la  propiedad  agena  ó  en  las  personas 
podría  ocasionar. 

£1  copropietario  está  supeditado  al  interés  de  la  comunidad,  y 
su  derecho  termina  allí  donde  principia  el  de  ésta.  La  enuncia- 
ción de  este  postulado  descubre  la  dificultad  invencible  de  trazar 
á  priori  una  norma  fija  y  delimitativa  de  las  facultades  de  los  co- 
muneros. Más  conforme  á  su  destino,  puede  ser  dedicar  una  casa 
V.  g.,  á  colegio  que  á  viviendas  de  vecinos.  Más  adecuado  á  la 
naturaleza  de  un  terreno,  podrá  ser  labrarlo  como  tierra  de  pan 
llevar  que  destinarle  á  prado;  y  sin  contrariar  á  la  naturaleza  ni 
al  destino  de  la  cosa,  no  podrá  cada  partícipe  usar  de  ella  á 
su  albedrío.  Por  donde  la  regla  general  de  que  nos  venimos  ocu- 
pando ha  de  subordinarse  como  sus  otras  dos  anexas  al  art.  398, 
que  somete  á  la  ley  de  la  mayoría  todo  lo  relativo  al  mejor  dis- 
frute de  la  cosa  común. 
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Es  el  segundo  principio  el  de  no  perjudicar  el  interés  de  la  co- 
munidad. Envuelta  va  como  oración  de  pasiva  en  las  reglas  ante- 
cedentes, porque  el  uso  de  la  cosa  conforme  á  su  destino  impide 
el  uso  y  disfrute  contrarios  que  perjudicarían  el  interés  de  la  co- 
munidad. La  primera  regla  es  preceptiva;  la  segunda,  prohibitiva, 
pero  téngase  en  cuenta  que  lodo  precepto  implica  la  prohibición 
de  ejecutar  cuanto  sea  contrario  á  lo  preceptuado.  Así,  por  ejem- 
plo, el  condómino  no  podrá  edificar  en  terreno  común  sin  la 
anuencia  de  los  demás,  ni  construir  voladizos,  v.  g.,  que  impidan 
el  libre  disfrute  de  la  luz,  por  el  vecino  del  piso  inferior,  ni  colo- 
car una  máquina  de  vapor  ó  elaborar  materias  inflamables  ó  ex 
plosivos  en  la  finca  común,  etc. 

Finalmente,  el  tercero  de  los  requisitos  es  el  de  no  impedir  d 
los  copariicipes  utilizar  las  cosas  comunes  según  su  derecho. 

Estudiemos  ahora  la  aplicación  que  la  Jurisprudencia  ha  hedió 
de  estos  principios. 

♦  ♦  ♦ 


Sentencia  de  ij  de  Diciembre  de  i8oi. -^St  trataba  en  el  caso 
resuelto  por  esta  sentencia  de  un  espacio  rodeado  de  edificado* 
nes,  llamado  calleja,  patio  y  vertedero  en  las  distintas  escrituras 
traídas  á  los  autos,  y  sobre  el  cual  los  dueños  de  una  casa  lin- 
dante, aprovechando  un  machón  ya  construido,  comenzaron  ¿ 
edificar  un  muro. 

Los  dueños  de  otras  de  las  casas  también  lindantes  con  el 
patio,  entablaron  demanda  ordinaria  alegando  que  éste  no  era 
del  dominio  exclusivo  del  demandado,  sino  común  de  todas  las 
casas  limítrofes.  Los  demandados  respondieron  que  el  terreno 
del  patio  era  de  su  propiedad  exclusiva  por  haberlo  adquirido 
por  prescripción  en  virtud  de  posesión  no  interrumpida  de  más  de 
treinta  años. 

Vino  á  versar  el  pleito  fundamentalmente  sobre  una  cuestión 
de  hecho  que,  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  en  el  sentido 
de  ser  el  patio  de  propiedad  común,  dejó  el  campo  de  discusión 
tan  reducido,  que  el  Tribunal  Supremo  hubo  por  necesidad  de 
limitarse  á  declarar  que  fueron  bien  aplicados  los  artículos  394  y 
397,  al  ordenarse  la  demolición  de  la  obra,  toda  vez  que  aquellos 
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determinan  el  uso  permitido  á  los  copartícipes  y  la  prohibición 
de  alterar  el  estado  de  la  cosa  sin  el  asentimiento  de  todos  los 
interesados. 

*  ♦  ♦    . 

Sentencia  de  22  de  Junio  de  i8g2, — Ni  se  rigió  el  hecho  de 
autos  por  el  Código  civil,  sino  por  la  legislación  derogada,  ni  co- 
rrespondió entender  del  mismo  á  los  Tribunales  de  la  Península. 
Cítase,  sin  embargo,  el  Código  civil,  por  confrontación  de  doc- 
trina, aplicando  el  art.  394,  ya  que  no  como  derecho  vigente,  sí 
por  lo  menos  como  regla  jurídica,  y  esto  nos  decide  á  tratarla  su- 
mariamente. 

Data  el  principio  de  los  hechos  del  año  de  1858,  en  cuya  fe- 
cha Ay'B  adquirieron  pro  indiviso  una  estancia  (así  llamadas  en 
la  isla  de  Cuba),  conjunto  compuesto  de  terrenos,  fábricas,  edi- 
ficios de  madera  y  mampostería,  casa  de  salud,  varadero,  etc. 

Fallecidos  los  primeros  adquirentes,  el  dominio  se  volvió  á 
bifurcar  por  una  de  las  ramas  de  la  pro  indivisión,  resultando  á  la 
^>oca  en  que  se  sucedieron  los  hechos  origen  del  pleito,  que  la 
mitad  pro  indiviso  de  la  estancia  pertenecía  á  C  como  sucesor  de 
A,  y  la  otra  mitad  íl  X,  Y  y  Z,  como  herederos  de  B,  Estos  últi- 
mos dieron  en  arrendamiento  á  un  tercero  M  una  refinería  de 
petróleo  por  término  de  6  años  y  precio  de  6.000  duros,  sin  con- 
tar para  nada  con  el  otro  condueño,  surgiendo  entonces  la  recla- 
mación de  éste,  no  sólo  para  reivindicar  el  condominio  (acción 
primaria),  sino  para  que  le  abonasen  la  mitad  de  los  productos 
líquidos,  á  contar  de  la  fecha  en  que  aquellos  los  habían  venido 
.  percibiendo,  y  para  que  se  procediese  á  dividir  lo  común. 

Prosperaron  las  acciones  ejercitadas,  y  el  Tribunal  Supremo, 
al  denegar  el  recurso,  ratificó  el  fallo  de  los  Tribunales  inferiores, 
estableqiendo  las  dos  siguientes  proposiciones: 

€  El  condominio  absoluto,  ó  sea  el  no  limitado  en  el  tiempo  ni  en  la 
extensión  de  los  aprovechamientos  de  la  cosa,  consiste  en  el  lufre  goce 
de  la  misma  y  de  sus  productos  por  todos  los  participes  por  igual  ó  en 
proporción  de  sus  respectivas  cuotas,  sin  más  limitaciones  que  las  ne- 
cesarias para  lograrlo  del  modo  mejor  y  más  equitativo  y,  por  tanto, 
con  exclusión  del  disfrute  exclusivo  de  la  cosa  común  ó  de  cualquiera 
de  sus  partes  en  beneficio  singular  de  uno  de  los  condueños,* 
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€Ei  íUrtcho  que  los  articulo^  3^4.  y  sgg  del  Código  civil  otorgan 
al  participe^  de  servirse  de  la  cosa  comüm,  enage$tar  y  gravar  su  par- 
ticipación,  se  ha  de  entender  con  la  sahedad  expresa  de  la  integridad 
de  los  que  correspondan  d  los  condueños, » 

♦  ♦  « 

Sentencia  de  13  de  Noviembre  de  iSgs, — Excluye  la  sentencia, 
del  caso  que  resuelve,  la  aplicación  del  Código  civil  en  lo  relatí 
vo  á  la  comunidad  de  bienes,  por  considerarlo  impertinente. 

Cree  encontrarse  por  lo  visto  el  Tribunal  Supremo  ante  un 
caso  de  excepción,  cuando  en  nuestro  sentir  es  uno  de  tantos  he- 
chos vulgares  que  ha  debido  resolverse,  no  con  un  criterio  exclu- 
yente  de  los  artículos  394  y  398  del  Código,  sino  mediante  su  jusu 
aplicación.  « 

Tratábase  de  una  testamentaría  en  la  que  había  sido  nombra- 
do un  Administrador  judicial,  entre  cuyos  deberes  se  contaba 
al  tenor  del  ar/.  1.016  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  de  conser- 
var sin  menoscabo  los  bienes  de  la  herencia,  y  procurar  que  dieran 
las  rentas  producios  ó  utilidades  correspondientes. 

Uno  de  los  coherederos,  sin  solicitar  la  aquiescencia  de  los 
demás  ni  pagar  precio,  ocupó  una  de  las  fincas  de  la  sucesión.  £1 
Administrador  judicial  incoó  contra  él  demanda  de  desahucio,  y 
vino  á  quedar  planteada  la  siguiente  cuestión  de  derecho:  (*Pro- 
cede  el  desahucio  contra  el  copartícipe  hereditario  de  una  finca 
cuando  la  ocupa  sin  el  consentimiento  de  los  demás  copartícipes 
y  sin  pagar  precio  ó  alquiler? 

La  resolución  del  Supremo  Tribunal  fué  afirmativa. 

^Porque  el  Administrador  judicial  representa  el  dominio  de  la 
masa  general  de  bienes  de  la  herencia,  mientras  la  misma  esté  pen- 
diente de  división  y  pesa  sobre  ¿I  la  obligación  de  conservar  los  bie- 
nes y  cobrar  las  rentas  y  demás  productos,  de  manera  que  no  sufran 
menoscabo  y  no  se  infiera  perjuicio  d  los  coherederos,  en  cuyo  concep- 
to y  sentido  pudo  demandar  de  desahucio  á  uno  de  éstos,  toda  vez  que 
sin  aquiescencia  de  los  demás  habitaba,  sin  precio  ni  merced,  una  de 
las  casas  que  formaban  parte  de  la  herencia,^ 

t  Por  que  el  ocupante  á  precario,  aunque  sea  coheredero ^  no  puede- 
ostentar  ni  ejercitar  derecho  de  dominio  perfecto  sobre  una  finca  de 
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la  hirentia,  mientras  ésta  continúe  pro  indiviso,  no  procediendo 
en  modo  alguno  aplicar  las  disposiciones  legales  del  Código  civil 
{artículos  JQ4.  y  jg8)  que  s¿  refieren  á  la  comunidad  de  bienes,  por 
no  hallarse  éstos  en  las  condiciones  y  estado  que  pudieran  exigir  su 
recia  aplicacián.^ 

Cabe  afirmar,  respecto  á  esta  sentencia,  que  siendo  el  fallo 
incuestionable,  como  tal  fallo,  es  decir,  como  disposición  orde- 
nadora del  lanzamiento  del  copartícipe  de  la  finca  indebidamente 
ocupada,  prefirió  el  Tribunal,  para  llegar  á  dicho  resultado,  to- 
mar por  el  atajo  que  caminar  por  la  carretera.  Y  es  que  las  cues- 
tiones de  foriíia  7  procedimiento  parecen  ir  cediendo  en  impor- 
tancia á  las  de  fondo  y  sustancia,  y  si  acciones  y  ritualidades  esen- 
cialmente distintas  conducen  al  mismo  fin,  siquiera  una  de  ellas 
sea  la  indicada  por  el  derecho  procesal,  no  hay  gran  pecado  en 
amparar  la  tolerancia,  y  si  le  hay,  es  falta  venial  (jue  se  perdona 
por  golpes  de  pecho.  ^*Es  tan  doloroso  arruinar  todo  un  litigio 
coadyuvando  por  las  exigencias  de  un  summum  ius  procesal,  á  las 
malas  artes  de  un  litigante  temerario?  La  sentencia  de  ij  de  No- 
viembre  de  i8gs  es  un  verdadero  caso  de  adaptación  al  medio. 

Para  que  el  Administrador  judicial  de  una  testamentaría  pue- 
da desahuciar  á  uno  de  los  coherederos,  se  necesita  proceder  por 
la  ficción  de  que  el  Administrador  es  el  representante  de  la  masa 
hereditaria  y  el  copartícipe  un  extraño.  ¡Y  esta  ficción  es  tan  pro- 
blemática cuando  se  trata  de  una  herencia  ya  aceptada!  Porque 
los  herederos  que  aceptan  una  herencia  se  constituyen  desde  el 
momento  de  la  aceptación  en  verdaderos  condóminos,  y  las  re- 
glas de  la  pro  indivisión  son  las  llamadas  á  decidir  las  cuestiones 
que  se  susciten  en  ese  estado  transitorio.  En  el  mismo  caso  de 
autos,  ^*qué  habría  sucedido  si  los  participantes  de  la  herencia  in- 
divisa se  hubiesen  puesto  de  acuerdo  para  ocupar  la  finca  heredi- 
taria? ^^Habría  podido  el  Administrador  judicial  desahuciarlos  á 
todos?  ^Hubiera  podido  sostenerse  subsistente  su  representación 
legal  de  la  masa  indivisa  á  los  efectos  de  lanzar  de  la  finca  ocu- 
pada á  todos  los  coherederos?  I^  respuesta  á  estas  preguntas  des- 
peja la  incógnita  y  plantea  la  cuestión  en  su  verdadero  terreno. 
El  Administrador  judicial  representa  á  la  masa  hereditaria,  no 
mientras  la  división  no  se  practique,  puesto  que  puede  darse  el 
caso  de  una  herencia  indivisa  por  voluntad  de  los  partícipes,  y 
aun  por  voluntad  del  testador  (artículos  1.051  del  Código),  sino 
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mientras  los  herederos  no  la  acepten.  Aceptada  la  herencia  ó  he- 
cha la  declaración  de  herederos  (artículos  1.008,  párrafo  2.*^,  y 
1.098  de  la  ¡ey  de  Enjuiciamiento  civit)^  los  representantes  legítimos 
de  los  bienes  y  derechos  hereditarios  son  los  herederos  y  el 
dominio  de  lo»  mismos  sobre  los  bienes,  perfecto  y  pleno» 
aunque  pro  indiviso.  ¿Cómo,  pues,  puede  sostenerse  seriamente 
que  no  son  aplicables  las  reglas  de  la  comunidad  de  bienes?  ¿No 
prescribe  el  art.  394  del  Código  civil  que  el  uso  de  las  cosas  en 
comunidad,  como  lo  está  la  herencia  mientras  permanezca  indi- 
visa, ha  de  hacerse  de  modo  que  no  perjudique  el  interés  de  los 
comuneros,  ni  impida  á  los  copartícipes  utilizarlas,  según  su  dere- 
cho? Y  si  un  copartícipe  hereditario  ocupa  una  ñnca  por  entero, 
impidiendo  utilizarla  á  los  demás  coherederos  ó  perjudicando  el 
interés  general  de  la  comunidad,  ¿no  tiene  el  derecho  otro  medio 
coercitivo  que  el  desahucio?  ¿No  existe  la  acción  derivada  del 
art.  394  del  Código  civil,  ejercitada,  no  por  un  Administrador  in- 
truso, sino  por  los  demás  condóminos  hereditarios?  Porque  para 
legitimar  en  cierto  modo  el  desahucio,  ha  habido  que  sostener  las 
herejías  de  que  en  la  pro  indivisión  de  herencia  no  hay  comuni- 
dad de  bienes,  y  de  que  mientras  la  herencia  no  se  divida,  el  Ad- 
ministrador la  representa. 

Ya  que  una  razón  de  equidad  ó  de  benévola  consideración 
pudo  decidir  al  Tribunal  Supremo  á  preconizar  el  desahucio  como 
sucedáneo  de  la  acción  que  el  art.  394  del  Código  confiere  á  los 
condónimos,  sálvense  por  lo  menos  los  principios,  y  no  pase  en 
olor  de  santidad  (de  lo  juzgado)  sentencia  tan  pecadora,  siquiera 
la  recomiende  su  buena  intención. 

«  «  « 


Sentencia  de  25  de  Septiembre  de  /Í9Ó.— Demostración  palma- 
ria de  lo  difícil  que  es  mantener  el  equilibrio  en  la  mutualidad  de 
obligaciones  de  hacer  y  de  no  hacer  que  toda  comunidad  de  bie- 
nes lleva  consigo,  es  la  Sentencia  de  25  de  Septiembre  de  i8q6.  La 
imposibilidad  de  delimitar  dónde  termina  lo  lícito  y  dónde  prin- 
cipia lo  perjudicial  para  la  comunidad,  puede  originar  hechos  de 
índole  análoga  al  que  vamos  á  referir,  hechos  que  ni  la  mayor 
prudencia  sabe  prever,  y  que  sólo  la  jurisprudencia,  como  maes- 
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tra  práctica  de  la  vida  de  relación  jurídica,  conseguirá  aminorar. 

En  una  casa  poseída  por  pisos,  el  dueño  del  principal,  previa 
autorización  del  Ayuntamiento,  pero  sin  contar  con  la  de  los  de- 
más propietarios  de  piso  en  la  Anca,  sustituyó  por  un  mirador,  de 
cerca  de  un  metro  de  ancho,  el  primitivo  balcón  de  antepecho, 
privando  al  dueño  del  segundo  de  las  vistas  que  en  sentido  per- 
pendicular tenía  sobre  la  calle.  Reclamó  éste  la  demolición  del 
mirador,  y  sustanciado  el  pleito,  el  Tribunal  Supremo  mantuvo  el 
derecho  del  demandante. 

Porque  si  bien  con  la  sustitución  del  antepecho  por  un  mirador  de 
cristales  en  la  fachada  de  la  casa  no  se  altera  la  esencia  de  la  cosa 
ni  deja  de  disponerse  de  ella  conforme  d  su  destino,  es  indudable  que 
la  privación  de  algunas  vistas  á  la  calle  cU  dueño  del  piso  superior 
por  efecto  de  la  construcción  del  mirador,  implica  un  perjuicio  que 
no  hay  derecho  d  ocasionar. 

La  comunidad  sui  generis  de  la  casa  poseída  por  pisos,  como 
ya  hemos  dicho  en  otro  lugar,  se  caracteriza  por  la  existencia  de 
partes  dinsas  dentro  de  un  todo  pro  indiviso.  Las  paredes  maes- 
tras» entre  las  cuales  ocupa  lugar  primordial  la  de  fachada,  se  po- 
seen en  común  por  todos  los  propietarios,  y  por  esto  dice  el  núme- 
ro primero  del  art.  396  que  los  gastos  correrán  á  cargo  de  todos 
ellos  en  proporción  al  valor  de  su  piso.  Luego  si  la  pared  de  facha- 
da es  común,  ningún  condómino  puede  usar  de  ella  en  términos 
que  perjudique  el  interés  de  los  demás.  La  coexistencia  del  dere- 
cho de  todos  los  copropietarios  impone  esta  restricción  mutua, 'ley 
fundamental  de  toda  facultad  de  disfrutar,  colectivamente  compar- 
tida. Claro  es  que  la  tendencia  á  la  disposición  absoluta  clama 
por  el  derecho  del  dueño  del  piso;  pero  ^xómo  olvidar  que  el  dis- 
frute mayor  que  éste  obtuviera  por  la  construcción  del  mirador, 
disfrute  exclusivo  y  egoista,  había  de  ser  á  costa  de  la  privación 
al  dueño  del  piso  superior  del  derecho  de  vistas  perpendiculares 
desde  el  antepecho  de  su  ventana.^  Disfrute  por  disfrute,  no  sien- 
do los  dos  compatibles,  el  más  elemental  sentido  jurídico  aboga 
por  la  no  alteración  de  la  cosa  común. 

Esta  enseñanza  es  la  que  se  desprende  de  la  combinación  de 
los  artículos  394  y  397,  y  esto  mismo  es  lo  que  ha  ratificado  el 
Tribunal  Supremo  en  su  sentencia. 


*  «  ♦ 
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Recapitulando  ahora  las  enseñanzas  prácticas  que  con  re« 
lación  al  art.  394  nos  brindan  las  sentencias  estudiadas,  te- 
nemos: 

Primero.  Perjudica  al  interés  de  la  comunidad  la  edificación 
levantada  en  un  patio  común  por  uno  de  los  condueños  sin  contar  con 
el  consentimiento  de  los  demás,  procediendo  en  su  consecuencia  la  de* 
molicián.  Sentencia  de  17  de  Diciembre  de  189c. 

Segundo.  El  uso  de  la  cosa  común  ha  de  entenderse  con  la  sal- 
vedad expresa  de  la  integridad  de  los  derechos  que  correspondan  á 
los  condueños.  Sentencia  de  22  de  Junio  de  1893. 

Tercero.  En  una  herencia  indivisa,  no  es  lícito  á  uno  de  los 
coherederos  ocupar  una  finca  de  la  misma  perjudicando*  el  interés  de 
los  demás,  pudiendo  el  Administrador  judicial  de  la  testamentaria 
incoar  con  fruto  contra  dicho  coheredero  la  acción  de  desahucio.  Sen- 
tencia de  13  de  Noviembre  de  1895. 

Cuarto.  Cuando  en  una  casa  cuyos  pisos  corresponden  á  dis- 
tintos propietarios,  el  dueño  del  piso  inferior,  sin  contar  con  los  otros 
dueños,  sustituye  un  balcón  de  antepecho  por  un  mirador  de  cristales, 
privando  de  vistas  perpendiculares  al  dueño  del  piso  superior,  perju- 
dica el  interés  de  la  comunidad,  y  está  en  la  obligación  de  deshacer 
la  obra  nueva  restituyendo  la  cosa  común  á  su  primitivo  ser.  Sen  ten* 
cia  de  2$  de  Septiembre  de  1896. 


^BTÍOULO  396.  Cuando  los  diferentes  pisos  de  una  casa 
-pertenezcan  á  distintos  propietarios,  si  los  títulos  de 
propiedad  no  establecen  los  términos  en  que  deban  contribuir 
á  las  obras  necesarias  y  no  existe  pacto  sobre  ello,  se  obser- 
varán las  regias  siguientes: 

i.^'  Las  paredes  maestras  y  medianeras,  el  tejado  y  las 
dem&s  cosas  de  uso  común,  estarán  á  cargo  de  todos  los  pro* 
pietaríos,  en  proporción  al  valor  de  su  piso. 

3.^  Cada  propietario  costeará  el  suelo  de  su  piso.  El  pa- 
vimento del  portal,  puerta  de  entrada,  patio  común  y  obras  de 
polida  comunes  á  todos,  se  costearán  á  prorrata  por  todos  los 
propietarios. 

3.^    La  escalera  que  desde  el  portal  conduce  al  piso  prime- 
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ro  se  costeará  á  pronata  entre  todos,  excepto  el  duefto  del 
piso  bajo;  la  que  desde  el  primero  conduce  al  segundo»  se  cos- 
teará por  todos,  excepto  los  ducftos  de  los  pisos  bajo  y  pri- 
mero, y  así  sucesivamente. 


Sentencia  de  14  de  Junie  de  X^"^,^ Indivisibilidad  de  la  cosa  co^ 
mikt, — (Véase  art.  404). 


Sentencia  de  17  de  Abril  de  X^^.-^Comunidad  de  casa, 

A)  Antecedentes. — Vendida  para  pago  de  contribuciones  una 
casa  señalada  con  los  números  12  y  14  contigua  á  otra,  propiedad 
de  B^  señalada  con  el  núm.  16,  fué  adquirida  por  Ay  no  teniéndose 
noticia  de  la  venta,  hasta  más  adelante  por  su  ocultación  mali< 
ciosa. 

Con  anterioridad  á  la  venta  de  que  queda  hecho  mérito,  B  ha- 
bía adquirido  por  escritura  de  compra-venta  la  propiedad  de  dos 
habitaciones  que,  aunque  pertenecían  á  la  casa  distinguida  con  el 
núm.  16,  se  hallaban  enclavadas  en  los  pisos  segundo  y  tercero 
de  la   12  y  14. 

By  Demanda  y  contestación, — Relacionando  estos  hechos  y 
particularmente  el  de  la  adquisición  por  A  de  la  casa  números  12 
y  i4;citandocn  su  apoyólos  artículos  1.522  del  Código  civil  y 
1. 61 8  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  previa  consignación  de  la 
cantidad  que  A  había  pagado  por  la  casa  de  que  se  trata,  B  supli- 
có se  declarase  haber  lugar  al  retracto  y  se  condenase  al  compra- 
dor á  que  en  el  término  de  tercero  día  otorgase  á  favor  del  de- 
mandante la  correspondiente  escritura  de  venta. 

A  cuya  pretensión  se  opuso  el  demandado,  alegando  no  exis- 
tir condominio  en  la  casa  en  cuestión;  porque  al  adquirir  B  las 
dos  habitaciones  de  los  pisos  segundo  y  tercero,  se  conceptuaban 
desmembradas  de  la  casa  núm.  id,  pero  no  de  la  de  los  números 
12  y  14. 

Q  Sentencias  y  Recurso, — Dictadas  en  primera  y  segunda  ins- 
tancias sentencias  conformes  denegatorias  del  retracto,  el  retra- 
yente  interpuso  recurso  de  casación  alegando  como  infringidos  los 
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artículos  3g2, 401  y  404  del  Código  civil,  y  el  1^22  del  mismo  cuer- 
po legal,  que  concede  al  copropietario  el  derecho  de  retraer. 
Casación  de  la  sentencia  en  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Conforme  al  orí.  392,  IS"  del  tit  5.^,  libro  5.°  del  Código  eiffü,  hay 
comunidad  cuando  la  propiedad  de  una  cota  6  de  un  derecho  pertenece 
pro  indim»o  á  varias  personas,  y  la  comunidad  debe  regirse  por  las  pres- 
cripciones de  dicho  titulo,  á  falta  de  contratos  ó  disposiciones  especiales. 

El  art.  396,  que  forma  parte  del  mencionado  titulo,  establece  las  re- 
glas que  á  falta  de  pactos  ó  contratos  deben  observarse  cuando  los  dife- 
rentes pisos  de  una  casa  pertenezcan  á  distintos  dueños,  reconociendo  con 
ello  que  el  mero  hecho  de  estar  dividida  en  pisos  correspondientes  á  di* 
versas  personas  no  borra  la  comunidad  real  y  efectiva  que  establecen  aai 
la  unidad  de  la  techumbre  como  la  del  solar,  las  paredes  maestras  y  media- 
neras, y  las  demás  cosas  y  obligaciones  de  carácter  necesariamente  común  ^ 
que,  por  serlo,  llama  á  costear  á  prorrota  á  los  dueños  todos  de  las  par- 
tes del  inmueble. 

Con  arreglo  al  art.  1.522  de  la  citada  compilación  legal,  él  copropie^ 
tario  de  una  cosa  comúnpodrá  usar  del  retracto  efi  el  caso  de  enajenarse 
á  un  extraño  la  parte  de  iodos  ó  de  alguno  de  los  demás  condueños. 

La  sentencia  infringe  los  mencionados  preceptos  invocados  en  el  re- 
curso, toda  ves  que  reconoce  al  recurrente  como  dueño  de  dos  habitacio- 
nes  que  se  hallan  enclavadas  en  la  casa  que  intenta  retraer,  y  ocupan 
ó  están  en  los  pisos  segundo  y  tercero  de  la  misma,  y  sin  embargo,  le 
deniega  el  derecho  á  ejercer  el  de  retracto,  concedido  expresamente  por 
el  último  de  los  artículos  citados  á  todo  copropietario  de  la  cosa  común» 
para  el  caso,  como  el  de  autos,  de  enajenarse  á  un  extraño  la  parte  de 
los  demás  condueños. 


S.  de  18  de  Marzo  de  1897.— (Véase  art.  392). 


«  «  ♦ 
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Casa  cuyos  diferentes  pisos  corresponden  á  distintos 
propietarios. 

(Art  396). 

Aunque  toda  cosa  corporal  es  por  su  esencia  divisible,  la 
divisibilidad  que  el  derecho  admite  por  ser  la  única  racio- 
nal, es  la  que  no  atenta  á  la  subsistencia  de  la  cosa  como  un  todo 
utilizable,  según  su  naturaleza  y  destino.  Una  res  viva  es  indivisi- 
ble jurídicamente  porque  no  puede  fraccionarse  sin  que  deje  de 
subsistir  como  tal  res  viva;  pero  esa  misma  res,  ya  muerta,  es  di- 
visible porque  su  destino  natural,  ó  sea  el  consumo,  presupone  la 
división.  La  divisibilidad  ó  no  divisibilidad  esencial  de  una  cosa, 
no  hay  que  buscarla  tanto  en  su  naturaleza  corpórea  como  en  la 
utilización  de  la  misma,  según  su  ñn  y  condiciones. 

La  casa  compuesta  de  varios  pisos,  se  adapta  totalmente  al 
objeto  para  que  fué  construida,  aunque  cada  uno  de  aquellos  co- 
rresponda á  un  propietario  distinto.  Cierto  que  la  división  mate- 
rial de  una  casa  no  puede  realizarse,  porque  el  cuerpo  geométrico 
más  ó  menos  regular  que  constituye  un  ediñcio,. cubo,  prisma,  ci- 
lindro, esfera,  combinaciones  de  estos  diversos  cuerpos  de  la  geo- 
metría del  espacio,  no  es  susceptible  de  descomponerse  en  otros 
cuerpos  independientes,  similares  é  integrantes  del  primero,  pero 
si  la  división  material  es  esencialmente  imposible,  así  por  la  exis- 
tencia de  un  suelo  único  (corteza  terrestre),  como  por  el  sistema 
general  de  las  construcciones  y  la  adherencia  y  trabazón  de  los  ma- 
teriales que  en  aquella  se  emplean,  no  lo  es  la  división  que  pudié- 
ramos llamar  jurídica. 

La  casa  cuyos  pisos  pertenecen  á  diferentes  propietaiios, 
es  el  arquetipo  de  dicha  división.  Que  la  casa  cumple  su  des- 
tino, es  indiscutible;  que  no  se  atenta  á  su  naturaleza  recayen. 
do  su  dominio  en  varios  dueños  cada  uno  de  los  cuales  usa  su 
piso  ó  lo  arrienda  ó  dispone  á  su  voluntad,  lo  es  también;  pero 
a  división  que  hemos  llamado  jurídica  no  es  una  con  la  na- 
tural, sino  creación  artificial  del  derecho,  y  aunque  cada  piso, 
como  unidad  de  dominio,  responde  á  las  exigencias  y  atributos  de 
la  propiedad  individual,  la  realidad  y  fueiza  de  las  cosas,  mostrán- 
dose tal  cual  es,  nos  enseña  que  los  elementos  esenciales  de  la 
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edificación  como  unidades  indivisibles,  solar,  testero,  fachada, 
medianería,  ó  paredes  maestras,  techumbre,  etc.»  prevalecen,  á  des- 
pecho de  la  creación  jurídica,  condicionándola.  Por  esto  el  caso 
regulado  por  el  art  396  de  una  casa  poseída  en  sus  diferentes 
pisos  por  distintos  dueños,  nos  ofrece  un  tipo  excepcional  de  co- 
munidad de  bienes  caracterizado  por  I4  existencia  de  partes  di- 
visas y  determinadas,  comprendidas  é  integrando  un  todo  pro 
indiviso  é  indivisible  esencialmente. 

£1  legislador  da  por  supuesta  la  comunidad  en  el  mero  hecho 
de  incluir  el  art.  396  en  el  tít.  III  del  Lib.  II  del  Código,  7  me- 
diante esta  suposición,  pasa  desde  luego  á  trazar  el  que  podría 
llamarse  su  reglamento  ó  estatuto.  Tres  principios  fundamentales 
le]informan:  Primero,  Proporcionalidad,  segán  el  valor  de  cada 
piso,  para  el  coste  y  sostenimiento  de  las  paredes  maestras  y  me- 
dianeras, tejado  y  demás  cosas  de  uso  común.  Segundo.  Prorrateo 
para  el  coste  y  reparaciones  del  pavimento  del  portal,  puerta  de 
entrada,  patio  y  obras  de  policía  comunes  á  todos.  Rige  también 
el  prorrateo  por  lo  que  respecta  á  la  escalera,  si  bien  excluyendo 
del  pago  del  tramo  de  escalera  superior  al  dueño  del  piso  inferior, 
y  Tercero.  Responsabilidad  individual  y  directa  de  cada  dueño  de 
piso  por  lo  relativo  al  suelo  del  mismo,  reparaciones  interiores,  y 
obras  de  decorado  y  mejora. 

Responde  la  primera  base,  ó  sea  la  de  proporcionalidad,  á  que 
los  elementos  sustanciales  é  indivisibles  de  la  casa  (testero,  facha- 
da, medianería,  solar  y  techumbre)  se  poseen  pro  indiviso,  siendo 
la  cuota  ideal  representativa  de  la  participación  de  cada  condue- 
ño, el  valor  asignado  á  cada  piso.  Además,  el  uso  de  estos  elemen- 
tos es  pasivo,  por  decirlo  así;  ningún  propietario  se  sirve  de  ellos 
exclusivamente  ni  ejerce  una  acción  personal  directa,  como 
V.  g.  sobre  la  puerta  de  entrada,  el  pavimento  del  portal,  compren- 
diéndose, sin  el  menor  esfuerzo,  que  el  que  posee  como  dos  debe 
contribuir  como  dos,  y  el  que  sólo  tiene  uno,  como  uno. 

El  prorrateo  viene  asociado  á  la  idea  de  que  todos  los  partíci- 
pes, actuando  de  igual  manera  y  con  el  mismo  derecho  sobre  una 
de  las  partes  de  la  casa  de  uso  común  y  activo,  producen  idéntico 
desgaste  y  deterioro,  y  deben  corresponder  á  su  reparación  ó  re- 
posición con  igualdad  de  cuotas. 

Por  esto  la  prorrata  es  medio  contributivo,  indicado  para  la 
puerta  de  entrada,  para  el  pavimento  del  portal  y  para  las  obras  de 
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policía  comunes  á  todos  los  dueños,  v.  g.,  colocación  de  tuberías, 
revocos,  bajadas  de  aguas  por  supresión  de  canalones,  etc.,  etc. 
También  la  escalera  queda  comprendida  en  la  base  del  prorrateo, 
pero  con  una  excepción  muy  justa.  El  dueño  de  la  planta  baja  no 
contribuye  porque  no  usa  aquella;  el  del  piso  primero  parte  igual- 
mente los  gastos  del  tramo  que  conduce  á  su  piso  con  los  de  los 
pisos  segundo  y  tercero  (en  el  supuesto  de  una  casa  de  tres  pisos), 
porque  todos  ellos  se  sirven  de  dicho  tramo;  el  propietario  del 
segundo  costea  la  instalación  y  reparación  de  la  escalera  desde  el 
primero  á  su  piso,  juntamente  con  el  propietario  del  tercero,  y  así 
sucesivamente. 

Ligeramente  esbozado  el  artículo  (Véase  Tomo  Vil  cComen- 
tarios»,  páginas  218  á  26J),  observaremos,  al  repasar  la  escasa  ju- 
risprudencia producida,  que  ésta  no  ha  versado  sobre  la  aplicación 
de  las  reglas  de  proporcionalidad  y  prorrateo,  ni  ha  tenido  necesi- 
dad el  Tribunal  Supremo  de  dilucidar  algún  caso  revelado  por  la 
práctica  y  no  comprendido  taxativamente  en  dicho  artículo; 
V.  g.,  reparaciones  de  un  ascensor,  sino  sobre  si  la  posesión  de  los 
diferentes  pisos  de  una  casa  por  varios  dueños  es  constitutiva  de 
comunidad  y  como  tal  da  lugar  al  retracto,  y  sobre  si  esta  comu- 
nidad puede  disolverse  á  voluntad  de  uno  de  los  propietarios  de 
piso. 

«  «  « 

Senttncia  dt  14  dt  Junio  de  i8gj. — Poca  enseñanza,  por  no 
decir  ninguna,  nos  brinda  la  sentencia  de  14  de  Junio  de  iSqs»  á  la 
que  volveremos  á  referirnos  al  tratar  del  art.  404,  por  ser  éste  su 
lugar  pertinente.  Con  motivo  de  unas  particiones  se  adjudicó  una 
casa  entre  varios  coherederon,  de  forma  que  á  cuatro  de  ellos  les 
corr^pondieron  dieciseisavas  partes  de  aquélla,  y  teniendo  en 
cuenta  los  albaceas  de  uno  de  los  condueños  que  la  división  había 
de  implicar  grandes  gastos,  que  la  ñnca  sufriría  graves  daños  en 
su  consistencia,  y  las  rentas  disminuirían  considerablemeute,  soli- 
citaron la  venta  en  pública  subasta  y  la  repartición  del  precio  que 
se  obtuviera.  Declarada  procedente  la  demanda  en  primera  y  se- 
gunda instancia,  el  padre  y  representante  legal  de  los  cuatro  par- 
tícipes, interpuso  recurso, oponiéndose  á  la  venta,y  alegando,  entre 
otros  artículos,  como  infringido,  el  396,   porque  prescribiendo 
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la  división  de  las  casas  por  pisos,  se  excluía  este  medio  legal  y  se 
acudía  á  la  venta  en  subasta  pública. 

La  sentencia  del  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso,  de- 
clarando que  €¿1  art,  jgó  del  Código  dicta  reglas  para  un  cando- 
mimo  posible,  pero  no  tiene  el  alcance  de  variar  la  forma  de  dicho' 
condominio. '> 

Efectivamente,  el  art.  396  no  sólo  no  es  preceptivo,  sino  que 
pudiéramos  calificarlo  de  defectivo,  porque  ha  sido  dictado  para 
regular  el  condominio  excepcional  de  una  casa  poseída  por  pisos 
en  defecto  de  cláusulas  previamente  estipuladas  por  los  copartíci- 
pes. Y  si  el  artículo  nada  ordena  con  el  carácter  obligatorio  de 
los  artículos  preceptivos,  claro  es  que,  como  dice  acertada- 
mente el  Tribunal,  su  alcance  es  muy  limitado  y  carece  de  virtua- 
lidad para  convenir  el  condominio  ordinario  de  una  casa  poseída 
pro  indiviso,  por  avas  partes,  en  la  comunidad  excepcional  que  re- 
glamenta el  citado  art.  396.  £1  artículo  que  pudiéramos  llamar 
sustantivo,  preceptivo,  obligatorio,  el  que  disuelve  la  comunidad 
cuando  la  división  es  esencial  ó  jurídicamente  imposible,  es  el  404, 
artículo  que  se  corresponde  con  el  1.062,  y  que  viene  á  sancionar 
análoga  doctrina. 

«  «  « 

Sentencia  de  17  de  Abril  de  i8g6, — Vendida  para  pago  de  con- 
tribuciones una  casa,  en  la  que  una  tercera  persona  tenía  la  pro- 
piedad de  los  pisos  segundo  y  tercero,  que  si  bien  enclavados  en 
dicha  casa  se  les  consideraba  formando  parte  de  otra  contigua» 
el  dueño  de  los  expresados  pisos  ejercitó  el  retracto  de  condue- 
ños. Desestimado  en  primera  y  segunda  instancia,  el  Tribunal  Su- 
premo casó  la  sentencia,  sancionando: 

Que  el  art,  jgó  que  forma  parte  del  tit.  3?,  lib.  2.^  del  Código 
al  establecer  las  reglas  que  á  falta  de  pactos  ó  contratos  deben  obser- 
varse, cuando  los  diferentes  pisos  de  una  casa  pertenecen  á  distintos 
dueños,  reconoce  que  el  hecho  de  la  división  en  pisos  no  borra  la  co- 
munidad real  y  efectiva  que  establecen  asi  la  unidad  de  techumbre 
como  la  de  solar,  las  paredes  maestras  y  medianeras,  y  las  demás  co- 
sas  y  obligaciones  de  carácter  necesariamente  común,  que  por  serlo, 
llama  á  costear  á  prorrata  á  los  dueños  todos  de  las  partes  del  in- 
mueble. 
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No  DOS  cansaremos  de  decir,  por  lo  que  contribuir  pueda  al 
esclarecimiento  y  fijación  de  la  verdadera  doctrina,  que  si  bien  la 
anidad  de  los  elementos  sustanciales  de  la  edificación  presupone 
la  pro  indivisión  de  estos  elementos  entre  los  partícipes  de  la  casa 
según  el  valor  atribuido  á  cada  piso,  determinando  la  comunidad 
de  bienes,  causa  eficiente  del  retracto,  no  es  un  caso  corrien- 
te como  el  de  la  casa  poseída  en  su  totalidad  por  cuotas  ideales, 
sino  de  verdadera  excepción,  puesto  que  coexisten  la  propiedad 
colectiva,  de  todos  eü  todo,  con  la  individual,  disposición,  uso  y 
disfrute  exclusivos  de  cada  piso  por  su  propietario.  Esta  singula- 
ridad deja  sentir  su  influencia  constantemente,  no  ya  sólo  por  lo 
que  afecta  á  la  disolución  de  la  comunidad,  sino  también  en  el 
mismo  caso  que  resolvió  la  sentencia  de  //  de  Abril  de  i8g6.  El 
Tribunal  Supremo,  al  pronunciar  su  fallo,  no  calculó  el  alcance 
de  la  doctrina  que  con  la  autoridad  de  un  dogma  de  derecho  ve- 
nía á  proclamar.  Resolvió  un  caso  sencillísimo,  donde  los  con- 
dueños de  la  finca  objeto  del  litigio  eran  solamente  dos,  retray en- 
te y  retraído,  y  puesto  el  pensamiento  en  la  unidad  de  los  elemen- 
tos esenciales  de  la  edificación  poseída  por  pisos  ó  partes  divi- 
sas ó  individuales,  y  en  que  cuando  uno  de  estos  pisos  se  enagena 
va  con  «ello  la  cuota  proporcional  de  lo  sustancial  pro  indiviso, 
declaró  la  procedencia  del  retracto.  Ciertamente  no  cometió  el 
Tribunal  ninguna  herejía,  porque  todos  los  fundamentos  que 
abonan  el  derecho  de  retraer  concurren  en  el  supuesto  de  que  nos 
estamos  ocupando;  pero  su  sentencia,  al  parecer  tan  simple  y  re- 
solutiva, es  como  un  haz  de  luz  vivísima  que  iluminando  negru- 
ras de  imprevisión  advierte  que  de  prosperar  en  lo  sucesivo  el 
acertado  criterio  del  Supremo  Tribunal,  hay  que  rellenar  un  vacío 
legislando  especialmente  para  el  caso  no  menos  especial  del  ar- 
tículo 396. 

Dado  el  silencio  del  Código,  y  dada  la  sentencia  que  estudia- 
mos, ¿cómo  resolverían  los  Tribunales  el  siguiente  caso?  Imagine- 
mos una  casa  de  cinco  pisos,  cada  uno  de  los  cuales  corresponde 
á  un  propietario  distinto:  A,  dueño  del  bajo;  B,  del  primero;  C, 
del  segundo;  D,  del  tercero  y  E  del  cuarto.  D  vende  su  piso  á  un 
extraño,  X.  Puede  ocurrir  que  uno  solo  de  los  propietarios  de 
piso  ejercite  el  retracto:  entonces  no  hay  cuestión;  pero  asimis- 
mo es  posible  que  lo  entablen  simultáneamente  Cy  E,ó  Cy  JB, 
ó  Ay  B,6  Ay  E,Y  cuando  esto  suceda,  ¿con  sujeción  á  qué 


Digitized  by  VjOOQIC 


148  DE  LA  COMUNIDAD  DE  BIENES  (aRT.  396 

reglas  ó  principios;  en  pro  de  quién  se  decidirá  la  contienda? 

¿Se  dirá  entonces  que  el  silencio  de  la  ley  arguye  negación, 
ubi  Ux  noluit  íacuii,  y  que  no  es  procedente  el  retracto?  Aparte  de 
que  una  cosa  es  el  silencio  reflexivo,  intencional,  y  otra  la  negli- 
gencia» el  olvido,  esto  envolvería  una  contradicción  lamentabilísi- 
ma después  de  la  declaración  hecha  por  la  sentencia  de  //  ae 
Abril  de  i8g6.  Además,  no  es  caso  de  negación  sino  de  inexis* 
tencia  de  ley  exactamente  aplicable  al  hecho.  ^Se  resolverá  en 
favor  de  quien  mejore  el  tipo  de  venta?  Nunca.  Esto  sería  desna- 
turalizar el  retracto  y  convertirlo  en  pública  licitación,  á  la  que 
no  habría  ningún  derecho  para  negarle  la  asistencia  y  la  facultad 
de  pujar  al  primitivo  comprador,  porque  así  lo  exigiría  el  interés 
del  vendedor. 

Habrá  que  recurrir  á  la  equidad,  y  ésta  nos  dicta  las  siguientes 
reglas: 

*  Si  con  ocasión  de  la  venta  de  un  piso  ó  parte  limitada  y 
divisa  de  una  casa  perteneciente  á  distintos  propietarios  en  la 
forma  que  prevé  y  regula  el  art  396,  ejercitaran  la  acción  de  re- 
tracto dos  ó  más  de  dichos  propietarios,  será  preferido: 

Primero,  El  dueño  del  piso  colindante.  Se  entenderán  por 
tales  á  los  efectos  del  retracto  los  pisos  inmediatamente  superior 
é  inferior:  el  bajo  linda  con  el  piso  primero  y  el  último;  y  éste  con 
el  bajo  y  el  inmediatamente  inferior. 

Segundo.  En  defecto  de  colindantes,  el  dueño  del  piso  mas 
próximo.  La  proximidad  se  ha  de  apreciar: 

a)  Dando  la  preferencia  al  piso  colocado  en  el  mismo  tramo 
y  más  inmediato  al  que  sea  objeto  del  retracto. 

b)  En  su  defecto,  por  orden  de  distancia.  Así  v.  gr.:  si  el  piso 
enagenado  es  el  primero,  el  tercero  será  preferido  al  cuarto;  y  si 
es  el  cuarto  el  vendido,  el  segundo  tendrá  preferencia  sobre  el 
primero. 

c)  Caso  de  que  las  distancias  sean  iguales,  como  v.gr.:  si  ha- 
biéndose vendido  el  piso  primero  derecha,  ejercitasen  el  retracto 
los  dueños  de  los  pisos  tercero  derecha  y  tercero  izquierda,  se 
concederá  la  primacía  al  dueño  del  piso  sito  en  el  mismo  lado, 
derecha  ó  izquierda  respectivamente. 

Tercero.  Cuando  concurran  dos  colindantes,  lo  mismo  que 
cuando  los  retrayentes  sean  dos  dueños  de  pisos  sitos  a  la  misma 
distanca  del  vendido,  y  no  sea  posible  aplicar  la  regla  c  del  nú- 
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mero  segundo,  será  preferido  el  dueño  cuyo  piso  sea  de  menos  va- 
lor. Si  el  valor  de  ambos  pisos  fuese  el  mismo,  se  otorgará  la  ac- 
ción al  dueño  que  primero  la  entable;  y  si  los  dos  la  entablasen 
al  mismo  tiempo,  al  que  el  azar  designe. 

Al  trazar  las  anteriores  reglas,  nos  hemos  inspirado  en  la  más 
pura  equidad  atendiendo  al  derecho  de  todos  y  procurando  pre- 
caver las  combinaciones  posibles  en  casas  de  pisos.  Que  cabe 
mayor  abreviación  es  innegable,  pero  es  podando  ramas  en  el  ár- 
bol del  retracto  legal,  y  contrariando  el  espíritu  de  la  sentencia  de 
//  de  Aleude  i8g6, 

*  *  * 

Sentencia  de  i8  de  Marzo  de  l8gj. — Establece  la  perturbadora 
doctrina  de  que  la  comunidad  constituida  por  la  unidad  de  los 
eleff'entos  esenciales  de  la  casa  poseída  por  pisos,  puede  disolver- 
se á  voluntad  de  cualquiera  de  los  dueños. 

Combatida  ya  esta  sentencia,  á  todas  luces  equivocada  (véase 
art.  392)  no  hemos  de  reincidir  en  la  crítica.  Bástenos  ahora  decir 
que  como  las  partes  divisas  y  deslindadas  que  reciben  el  nombre 
de  pisos,  presuponen  ya  efectuada  la  única  división  jurídica  de 
que  es  susceptible  un  edificio  destinado  á  viviendas,  y  la  disolu- 
ción de  la  comunidad  no  ha  de  realizarse  por  subdivisión,  porque 
esto  sería  amontonar  absurdo  sobre  absurdo,  sólo  restan  dos  me- 
dios legales:  la  consolidación  y  la  venta  en  subasta  pública.  La 
consolidación  se  habría  de  efectuar  de  dos  maneras:  ó  'bien  por 
convenio  de  los  dueños  atrayendo  al  dominio  del  que  designasen 
la  totalidad  de  la  casa,  ó  adquiriendo  el  propietario  que  trate  de 
disolver  la  comunidad  todos  los  pisos  de  la  misma.  Consolidar  es 
reunir  eo  el  dominio  de  un  solo  sujeto,  un  determinado  objeto  de 
derecho  poseído  indivisamente  ó  en  sus  atributos  dominicales 
(oso,  disfrute,  nuda  propiedad,  dominio  directo,  etc.),  por  varios 
sujetos.  Si  los  propietarios  llamaran  á  su  dominio  colectivo  ó  al 
individual  del  que  designaren  el  piso  del  dueño  que  tratara  de 
disolver  la  comunidad,  ni  ésta  se  disolvería  ni  habría  consolida- 
rión,  sino  una  equivalencia  de  retracto.  Y  como  ningún  sujeto 
puede  alegar  válidamente  el  interés  de  disolver  una  comunidad,, 
donde  por  su  contextura  excepcional  las  partes  disfrutadas  apa- 
recen ya  divididas,  siendo  improcedente  la  acción  communi  divi- 
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dundo,  lo  único  á  que  con  derecho  podría  aspirar  sería,  no  á  per- 
judicar á  los  demás  obligándoles  á  desprenderse  de  su  propiedad, 
sino  á  realizar  la  suya,  toda  vez  que  en  último  término  la  pública 
subasta  no  conduce  á  otro  fin. 

La  pública  subasta  arguye  la  indivisión;  es,  como  ya  hemos  di- 
cho, medio  supletorio;  se  vende  todo  y  se  expropia  á  los  condómi- 
nos, porque  no  pudiéndose  usar,  disfrutar  y  disponer  de  la  cosa 
individual  é  independientemente  por  partes  divisas,  se  convierte, 
mediante  la  venta,  en  dinero,  que  como  medida  común  de  todos 
los  valores,  es  esencialmente  divisible;  pero  ^cómo  autorizar  una 
venta  total  en  subasta  pública,  una  expropiación,  cuando  el  pro- 
pietario de  piso  puede  usarlo,  disfrutarlo  y  venderlo  sin  limita- 
ción de  ningún  género? 

Si  la  ley  fundamental  es  la  de  la  propiedad  individual  absolu- 
ta, porque  bajo  ese  régimen  vive  la  sociedad  presente,  y  por  eso 
nadie  puede  ser  obligado  á  permanecer  en  la  indivisión  ó  sea  en 
la  comunidad,  téngase  en  cuenta  que  cada  piso  representa  y  cons- 
tituye una  propiedad  individual,  absoluta,  exclusiva  é  indepen- 
diente; y  que  si  bien  estas  propiedades  se  integran  y  perfeccionan, 
en  un  todo  compuesto  de  unidades  indivisas  é  indivisibles,  mate- 
rial y  jurídicamente,  el  todo  no  realiza  ñn  ninguno,  sino  en  cuán- 
to unido  con  las  partes,  siendo  éstas  las  que  imprimen  carácter 
y  las  que  crean  ese  estado  singular  de  derecho  donde  coexisten  la 
propiedad  común  con  la  individual,  mediante  reglas  dictadas  pre- 
cisamente para  la  subsistencia  de  dichas  propiedades  individuales 
(pisos). 

Los  medios  de  disolver  una  comunidad,  son  pues,  la  división, 
la  consolidación  y  la  venta;  los  dos  últimos  como  sustitutivos  del 
primero,  que  es  el  natural.  En  la  realidad  legal  que  venimos  exa- 
minando de  una  casa  cuyos  pisos  pertenezcan  á  distintos  propie- 
tarios, el  primer  medio,  ó  sea  la  división,  hay  que  descontarlo  por 
impertinente,  y  porque  no  tolerando  un  edificio  compuesto  de  pi- 
sos otra  división  que  la  jurídica,  ésta  queda  practicada  desde  que 
cada  piso  corresponde  á  un  dueño.  La  consolidación  es  induda- 
blemente medio  de  destruir  la  comunidad,  como  quiera  que  tien- 
de á  la  unidad.  La  división  supone  el  fraccionamiento  de  una  pro- 
piedad mayor  en  varias  menores,  deslindadas  é  independien- 
tes; la  consolidación  reúne,  integra,  funde  en  la  disposición  de  un 
solo  sujeto  las  cuotas  ideales  representativas  de  partes  indivisas. 
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pertenecientes  á  varios  sujetos;  uno  y  otro  medio  conducen  al 
mismo  fin  aunque  por  diferentes  caminos,  pero  la  consolidación 
se  concede  por  la  ley  para  lograr  un  uso,  un  disfrute  y  una  dis- 
posición absolutamente  individuales;  y  cuando  esto  se  tiene  ya 
obtenido  (propiedad  de  un  piso),  es  antijurídico  é  inmoral  poner 
en  juego  dicho  medio  para  satisfacer  el  egoísmo  de  una  apropia- 
ción total  con  daño  y  expropiación  de  I09  demás  propietarios 
de  pisos,  ó  por  el  capricho  discutible  de  disolver  una  comunidad 
que  podría  llamarse  mínima  por  lo  poco  que  de  tal  tiene. 

Del  otro  medio,  es  decir,  de  la  venta  en  licitación  pública, 
cabe  afirmar  lo  mismo.  Vender  el  todo,  lo  propio  y  lo  age  no,  co- 
rrer los  albures  y  los  gastos  de  una  ó  más  subastas;  privar  al  pro- 
pietario individual  de  un  piso,  del  dominio  del  mismo,  tranquila- 
mente logrado  y  puesto  bajo  el  amparo  de  la  ley,  que  da  reglas 
para  la  permanencia  y  conservación  de  ese  dominio;  y  todo  esto, 
cuando  si  el  'dueño  de  un  piso  quiere  desprenderse  de  él,  puede 
hacerlo  á  su  albedrío,  sin  contar  con  los  demás  dueños,  como  si 
no  estuviera  en  la  comunidad  mínima  de  los  elementos  sustancia- 
les de  la  edificación.  Hay  algo,  mucho  de  anormal,  en  poner  al 
alcance  de  una  persona  el  medio  de  causar  un  daño  á  los  demás, 
cuando  ni  este  daño  es  necesario,  ni  puede  servir  de  instrumento 
para  su  beneficio,  ya  que  tiene  á  su  alcance  otro  medio  más  fácil 
y  hacedero.  La  ley  y  su  autor  no  pudieron  querer  esto.  Por  eso  la- 
mentamos tanto  la  sentencia  de  18  de  Marzo  de  iSgy^  que  por  no 
haber  hecho  las  debidas  distinciones,  ha  minado  por  su  base  la 
estabilidad  que  el  art.  396  quiso  conceder  á  la  comunidad  sui  gé, 
neris,  y  especialísima  por  él  regulada. 

[rtíoülo  397.— Ninguno  de  los  condueños  podrá,  sin  con- 
-  sentimiento  de  los  demás,  hacer  alteraciones  en  la  cosa 
común,  aunque  de  ellas  pudieran  resultar  ventajas  para  todos. 


Sentencia  de  17  de  Diciembre  de  \Z%\,  — Edificación  en  terreno  co- 
mún por  uno  de  los  condueños. — (Véase  art  394.) 


Sentencia  de  II  de  Noviembre  de  \fi%2. ^Indivisibilidad  de  las  ser^ 
vidumbres, — Servidumbre  de  pastos, — (Véase  art.  535.) 
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Sentencia  de  25  de  Septiembre  de  \%%B.^Comumdad de  biems\  al- 
teración de  la  cosa  común.-  -(VésiSQ  art.  394.) 


Resolieién  de  29  de  Julio  de  líí^S,— Pro  indivisión  de  fincas  rústicatt 
su  división  requiere  el  concurso  de  los  condóminos, 

A)  Antecedentes,— 'En  1869,  por  escritura  pública,  A  vendió 
á  B  cuatro  fincas,  siendo  de  advertir  que  habiendo  pertenecido 
dichas  cuatro  fincas  en  común  y  pro  indiviso  al  vendedor  y  á  un 
tercero,  las  dividieron  convencionalmente  los  condueños,  descri- 
biendo en  la  escritura  separadamente  y  por  nuevas  lindes  las  mi- 
tades enajenadas;  y  como  tres  de  estas  mitades  estaban  unidas 
formando  una  sola  finca,  se  solicitó  la  inscripción  bajo  un  solo 
número. 

Al  ser  inscrito  el  anterior  documento  prescindióse,  á  petición 
del  interesado,  de  la  división  material  de  las  tierras  en  atención  á 
no  haberse  hecho  de  acuerdo  con  los  demás  partícipes,  mante- 
niéndose, por  tanto,  en  el  Registro  el  estado  de  pro  indivisión  de 
las  fincas. 

B)  Documento  de  inscripción, — En  1894  B  vendió  á  Cías  tie- 
rras de  que  se  trata,  sólo  en  sus  mitades,  cuyas  tierras  fueron  des- 
critas del  mismo  modo  que  en  la  escritura  de  1869  como  fincas 
independientes,  constituyéndose  con  tres  de  esas  mitades  una  sola 
finca. 

Solicitada  la  inscripción,  fué  suspendida,  porque  estando  las 
tierras  en  común  y  pro  indiviso  con  S,  7,  V,  X,  Y  y  Z  no  habían  és- 
tos intervenido  en  la  división  ahora  practicada, 

C)  Recurso  gubernativo:  a)  Alegación  del  recurrente, — Lo  in- 
terpuso el  Notario  autorizante,  alegando  que  el  vendedor  B  ad- 
quirió  como  fincas  independientes  las  que  del  propio  modo  había 
vendido  á  C. 

b)  Informe  del  Registrador, — Oido  el  Registrador  de  la  pro- 
piedad,  insistió  en  su  nota,  exponiendo:  que  las  fincas  que  la  es- 
critura  suspendida  describe  como  independientes  constan  inscri- 
tas como  mitades  indivisas  á  petición  del  mismo  vendedor  actual; 
que  es  principio  inconcuso  de  derecho  que  no  puede  verificarse 
la  división  material  de  la  cosa  común  sin  el  consentimiento  de 
todos  los  condueños;  y  que  no  teniendo  inscritas  el  transmitente 
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las  ñncas  de  que  se  trata  con  la  extensión  y  linderos  consignados 
en  el  documento,  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecaría  impide  ins- 
cribir la  transmisión. 

cj  Juez  Delegado  y  Presidente  de  la  Audiencia, — El  Juez  de  • 
I^ado,  y  en  su  día  el  Presidente  de  la  Audiencia,  confirmaron  la 
nota  del  Registrador. 

D)  La  Dirección  acordó  confirmar  la  providencia  apelada  en 
virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Eitá  fuera  de  duda  que  la  división  de  la  cosa  común^  por  afectar  á 
los  intereses  y  derechos  de  iodos  los  participes,  exige  como  requisito  tm- 
prescindible  el  consentimiento  de  éstos;  verdad  que  reconoce  y  sanciona  el 
artieulo  397  del  Código  civil. 

En  la  escritura  de  25  de  Enero  de  1869  hizose  constar  que  las  cuatro 
tierras,  objeto  de  la  misma,  habían  sido  convencionalmente  divididas  por 
loa  entonces  condueños;  mas  en  corroboración  de  extremo  tan  importante, 
no  presentaron  los  otorgantes  de  aquéllas  el  documento  justificativo  de  la 
división  material,  razón  por  la  que  no  pudo  acceder  el  registrador  á  es- 
timar  como  fincas  independientes  las  que  asi  eran  descritas  en  titulo  otor* 
ffado  tan  sólo  por  uno  de  los  condueños  y  un  tercero. 

El  mismo  que  en  la  referida  escritura  aparecía  como  adquirente  re- 
conoció la  justicia  del  reparo,  y  se  allanó  á  la  inscripción  pro  indiviso, 
creándose^  por  tanto,  en  el  Registro,  en  lo  que  á  las  fincas  de  que  se  tra- 
ta eondeme,  un  estado  de  derecho  que  hade  ser  base  forzosa  á  la  deci- 
sión de  este  recurso. 

Ese  estado  es  el  de  pro  indivisión,  y  para  hacerlo  cesar  es  obvio,  no 
hasta  la  escritura  del  recurso,  reproducción  exacta  de  la  de  1869,  en  cuan- 
to  ala  descripción  de  los  inmuebles,  pero  como  ésta,  destituida  de  toda 
Reacia  jurídica  en  orden  á  la  formación  de  fincas  separadas,  hecho  que 
demanda,  cual  se  ha  dicho,  el  concurso  de  todos  los  comuneros. 

«  ♦  « 
Alteraciones  en  la  cosa  común. 

(Art.  397.) 

Regla  absoluta  es  la  de  que  ningún  condueño  puede  alterar  la 
cosa  común  sin  consentimiento  de  los  demás,  bien  éste  se  mani- 
fieste de  un  modo  expreso  ó  tácito. 
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Los  condueños  podrán  oponerse  á  la  alteración,  entablando 
el  correspondiente  interdicto  ó  el  juicio  ordinario. 

Principio  tan  claro  no  ha  dado  margen  á  cuestiones  litigiosas 
empeñadas,  así  que  la  jurisprudencia  es  sencillísima  y  reducida 
á  ratificar  la  letra  del  artículo. 

♦  •  * 

Sentencia  de  17  Diciembre  de  i8gr. — Expuesta  y  tratada  en 
el  art.  394,  sudoctrina,  con  relación  al  397,  se  condensa  en  el  si- 
guiente enunciado: 

No  puede  edificarse  en  el  patio  común  formado  par  varias  casas 
colindantes  sin  el  consentimiento  de  todos  los  condóminos, 

♦  *  * 

Sentencia  de  11  de  Noviembre  de  i8g2. — La  estudiaremos  en  el 
artículo  535.  Por  lo  que  atañe  al  art.  397,  nos  enseña  que  las 
prescripciones  de  los  artículos  jgy  y  jg8  del  Código  civil  versan  so  - 
bre  los  debet  es  de  los  condueños  de  la  cosa  común^  y  los  requisitos 
que  han  de  concurrir  en  los  acuerdos  de  la  mayoría  de  los  participes 
para  ser  obligatorios ^  siendo  inaplicables  á  la  servidumbre  de  pastos. 

♦  ♦  ♦ 

Sentencia  de  23  Septiembre  i8g6, — En  una  casa  poseída  por  pi- 
sos, el  dueño  del  piso  inferior  no  puede,  sin  el  consentimiento  de  los 
demás  partícipes  en  la  casa,  levantar  un  mirador  y  ptivar  de  vistas 
perpendiculares  al  dueño  del  piso  superior. 

Esta  sentencia  ha  sido  estudiada  en  el  art.  394. 


Resolución  de  2g  Julio  de  i8gs. — La  división  de  la  cosa  co- 
mún afecta  d  los  intereses  y  derechos  de  los  partícipes,  y  requiere  el 
consentimiento  de  todos  según  previene  el  art.  jg/. 

Constando  inscritas  en  el  registro  de  la  propiedad  unas  fincas  en 
estado  de  pro  indivisión,  la  división  convencionalmente  hecha  sin  el 
concurso  de  todos  los  comuneros,  aunque  se  haga  constar  en  la  escri- 
tura de  venta  de  las  mismas,  está  destituida  de  toda  eficacia  jurídica 
en  orden  á  la  formación  de  fincas  separadas. 
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*JBL  RTÍCULO  398.  Para  la  administración  y  mejor  disfrute 
^?  de  la  cosa  común  serán  obligatorios  los  acuerdos  de  la 
mayoría  de  los  partícipes. 

No  habrá  mayoría  sino  cuando  el  acuerdo  esté  tomado 
por  los  partícipes  que  representen  la  mayor  cantidad  de  los 
intereses  qua  constituyan  el  objeto  de  la  comunidad. 

Si  no  resultare  mayoría,  ó  el  acuerdo  de  ésta  fuese  gra- 
vemente perjudicial  á  los  interesados  en  la  cosa  común,  el  Juez 
proveerá,  á  instancia  de  parte,  lo  que  corresponda,  incluso 
nombrar  un  Administrador. 

Cuando  parte  de  la  cosa  perteneciere  privadamente  aun 
partídpe  ó  á  algunos  de  ellos,  y  otra  fuere  común,  sólo  á  ésta 
será  aplicable  la  disposición  anterior. 


Sentencia  de  II  de  Noviembre  de  \9%2.'-Servidumbre  de  pastos. - 
(Véase  art.  535.) 


Resolución  de  28  de  Diciembre  de  1892. — Arrendamiento  inscribible 
otorgado  por  un  Administrador  sin  poder  especial. 

A)  Documento  de  inscripción, — En  1891  se  elevó  á  escritura 
pública  el  contrato  de  arriendo  de  una  dehesa,  siendo  de  adver- 
tir: que  el  otorgante  de  la  escritura  concurrió  como  apoderado  del 
dueño;  que  éste  no  lo  era  en  totalidad  de  la  dehesa  mencionada, 
sino  sólo  el  mayor  partícipe,  y  que  el  arrendamiento  fué  contra- 
tado por  término  de  seis  años  para  su  inscripción  en  el  Re- 
gistro. 

B)  Nota  del  Registrador, — Presentada  á  inscripción,  fué  de- 
negada en  cuanto  á  la  quinta  parte  del  menor  partícipe  que  no  in- 
tervino en  el  contrato,  lo  cual  le  anula  (art.  1.259  ^^1  Código),  y 
suspendido  en  cuanto  á  las  cuatro  quintas  partes  restantes,  por- 
que tratándose  de  acto  generador  de  un  derecho  real,  no  consta 
que  el  apoderado  del  mayor  condómino  tenga  poder  especial  (ar- 
tículos 1.548  y  1.713  del  Código. 

CJ  Recurso  gubernativo, — Alegación  del  recurrente, — ínter 
puesto  por  el  otorgante,  fundó  su  recurso:  en  que  el  contrato  de 
que  se  trata  es  de  simple  administración  y  disfrute  de  la  cosa  co- 
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múo,  siendo  obligatorio  el  acuerdo  de  la  mayoría  de  los  partícipes 
(art.  398  del  Código);  en  que  facultado  el  mandatario  para  arrea- 
dar  los  bienes  del  mandante  por  el  precio  y  tiempo  que  tuviese  á 
bien,  es  notoria  la  validez  del  contrato  en  cuanto  á  las  cuatro 
quintas  partes  de  la  dehesa;  en  que  el  art  1.548  del  Código  civil 
es  inaplicable  porque  el  arrendamiento  se  pactó  por  un  plazo  que 
no  excedía  de  seis  años,  y  porque  el  art,  1.7 13  del  Código  contra- 
dice la  nota,  ya  que  el  acto  de  que  se  trata  no  salva  los  límites  de 
la  mera  administración. 

D)  Informe  del  Registrador, — Robusteció  los  argumentos  de 
la  nota  expresando:  que  la  invocación  del  art  398  del  Código  acu- 
sa el  error  de  estimar  que  el  mayor  partícipe  puede  por  sí  y  ante  sí 
acordar  lo  conducente  á  la  Administración  y  mejor  disfrute  de  la 
cosa  coman,  y  asimismo  el  error  también  de  calificar  de  acto  de 
administración  la  constitución  de  un  arrendamiento  inscribible: 
que  el  citado  art.  398,  al  requerir  que  el  acuerdo  se  adopte  por 
mayoría  supone  necesariamente  la  previa  convocación  de  los  con- 
dóminos y  el  derecho  de  los  disidentes  para  recurrir  ante  el  Juez, 
el  cual  puede,  incluso  nombrar  un  administrador  judicial,  todo  lo 
cual  sería  imposible,  de  prevalecer  la  doctrina  del  recurrente;  y 
que  para  estipular  la  inscripción  del  contrato  de  arrendamiento 
era  necesario  un  poder  especial,  porque  el  usado  no  concedía  fa- 
cultad para  constituir  derechos  reales. 

E)  Juez  delegaao  y  Audiencia. — El  juez  delegado  conñrmó  la 
nota  del  registrador  en  lo  relativo  á  la  quinta  parte,  después  de  in- 
terpretar análogamente  el  art.  398  del  Código  civil,  y  la  revocó  en 
cuanto  á  la  inscripción  de  las  otras  cuatro  quintas  partes,  porque  el 
contrato  era  un  acto  de  administración  para  el  que  no  se  necesi- 
taba poder  especial  por  no  exceder  de  seis  años  el  arrendamiento. 

£1  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  la  calificación  y  el  auto^ 
y  declaró  inscribible  el  documento  basándose:  en  ser  firme  el 
acuerdo  del  Juzgado  en  cuanto  estima  la  inscripción  de  las  cuatro 
quintas  partes  de  la  dehesa;  que  caso  de  existir  vicio  de  nulidad, 
no  aparece  de  la  escritura,  y  corresponde  á  lo  interno  y  sustancial 
del  acto,  por  lo  que  ni  le  alcanza  la  calificación  ni  puede  ser  dis- 
cutido en  un  recurso  gubernativo;  que  el  apoderado  no  deten- 
ta ninguna  representación  sino  representa  á  un  mayor  partícipe 
en  bienes  pro  indiviso  y  comparece  ante  un  Notario  para  esta- 
blecer relaciones  jurídicas;  y  que  el  art  398  del  Código  permite 
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añnnar  que  el  dueño  de  las  cuatro  quintas  partes  de  una  cosa 
puede  imponer  su  voluntad  como  ley  á  los  comuneros,  á  quie- 
nes queda  el  derecho  de  pedir  la  división  ó  reclamar;  derivándose 
de  todo  ello  la  validez  del  contrato  denegado. 

F)    Dirección, — Revoca  la  providencia  apelada,  y  confirma  la 
nota  puesta  por  el  Registrador  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  otorgación  de  tma  escritura  de  arrendamiento  inscribible,  hecha 
por  un  mandatario  sin  otras  facultades  que  las  dé  administrar  y  arrendar 
en  general,  rebasa  los  limites  de  la  mera  administración  en  cuanto  que 
por  aquélla  se  constituyó  un  aírendamiento  inscribible,  y  por  ende  un 
verdadero  deredio  real  á  favor  del  arrendatario,  si  bien  limitado  al  tér- 
mino de  seis  años. 

Los  contratos  generadores  de  derecHws  reales  son  actos  de  riguroso  do- 
tninio,  y  para  llevarlos  á  cabo  por  medio  de  mandatario  ha  de  estar  éste 
nutorizado  al  efecto  por  un  mandato  expreso,  según  ordena  el  art,  17 18 
-del  Código  civil 

No  vale  argumentar  con  el  1.548  del  mismo  Código  y  qfirmar  que  el 
mandatario  no  había  menester  de  un  poder  especial  para  dar  en  aírenda- 
miento fincas  de  su  principal  por  un  término  que  no  excediera  de  seis 
años,  pues  rebate  la  objeción  el  art.  608  del  referido  Código  que,  al  dejar 
engente,  entre  otros,  el  art.  2,^  de  la  ley  Hipotecaria, permite  á  los  inte- 
resados constituir  arrendamientos  inscribibles  por  plazo  menor  del  indi- 
cado; arrendamientos  que,  en  el  mero  hecho  de  ir  al  Registro,  son  verda- 
deros derechos  reales,  sometidos,  por  ende,  al  precepto  del  art,  1.718,  ya 
citado. 

Demostrado  por  cuanto  antecede  que  el  contrato  de  cuya  inscripción 
ee  trata,  tuvo  por  objeto  crear  un  derecho  real,  ni  cabe  estimar  con  capa- 
cidad bastante  para  otorgarlo  á  un  mandatario,  facultado  tan  sólo  por 
eu  poderdante  para  administrar  y  arrendar  en  general,  nww  no  para  ve- 
ri/ear  actos  dominicales,  y  entre  ellos  el  de  constituir  sobre  la  finca  un 
arrendamiento  inscribible,  ni  es  legal  invocar  al  dirimir  la  presente  con- 
troversia un  articulo  copifo  el  898  del  Código,  limitado  á  los  actos  de  ad- 
ministración y  disfrute,  y  no  extensivo,  por  tanto,  á  los  de  dominio,  en 
cuya  categoría  figura  el  que  ha  sido  origen  de  este  recurso. 
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Sentencia  de  30  de  Junio  de  l^^T.-^Arrendamienio   de  aprovecha^ 
mienios  forestales  otorgado  por  una  comunidad  de  vecinos» 

A)  Antecedentes. — Varios  vecinos  de  Valdemoro,  por  virtud 
de  escritura  páblica  otorgada  en  i886,  reconocieron  á  ^  el  dere* 
cho  de  aprovechamiento  del  arbolado  de  dos  dehesas,  sitas  en  el 
término  municipal,  mediante  un  precio  pagadero  en  tres  plazos» 
no  pudiendo  el  concesionario  X  hacer  aprovechamiento  ningu- 
no, después  de  destoconar  la  madera  cortada,  cuya  operación  de- 
bía quedar  terminada  en  Diciembre  de  1893. 

En  Octubre  de  1893,  los  indicados  vecinos  de  Valdemoro  y 
un  apoderado  de  X,  suscribieron  un  contrato  privado,  por  el  que 
convinieron  prorrogar  el  plazo  estipulado  para  la  corta  de  pinos 
por  todo  el  año  de  1894. 

B)  Demanda. — Un  vecino  de  Valdemoro,  Z,  disidente  de 
los  demás  comuneros,  presentó  en  1894  demanda  pidiendo  la  res- 
cisión del  contrato  hecho  con  X  por  el  demandante  y  otros  veci- 
nos del  pueblo  para  el  aprovechamiento  del  arbolado;  que  igual- 
mente se  declarara  lá  propiedad  de  las  maderas  cortadas  después 
del  plazo  que  se  pactó  de  Diciembre  de  1893  á  favor  ó  á  nombre 
de  Z  y  socios  comuneros,  y  se  condenara  además  al  demandado 
al  pago  de  la  cantidad  que  le  faltaba  abonar,  los  daños  y  perjui- 
cios causados  por  la  coita  hecha  fuera  de  tiempo,  y  las  costas; 
cuyas  pretensiones  apoyó  sustancialmente  ei>  haber  expirado  el 
término  concedido  para  la  corta,  y  en  no  haberse  satisfecho  el 
último  plazo  del  precio;  é  invocó  los  artículos  1.091,  i.ioi,  1.902, 
1.903,  párrafo  cuarto  del  mismo,   1.506  y  1.255  del  Código  civil. 

C)  Contestación. — X  contestó  la  demanda  pidiendo  se  le  ab- 
solviera de  ella,  con  imposición  de  cosUs  al  actor,  fundado:  en  la 
escritura  de  1886,  que  fué  novada  por  el  contrato  privado  de  1893, 
extendido  á  instancias  de  los  otorgantes  de  aquélla,  á  cuyo  acto 
estuvo  presente  y  convino  en  ello  el  actor,  si  bien  no  firmó  por 
haberse  ausentado  del  local  por  un  frivolo  pretexto;  en  los  ar- 
tículos 392,  398,  1. 09 1  y  1.203,  relacionado  con  el  1.204  del 
Código  civil,  y  en  la  excepción  que  como  perentoria  alegó,  al  te- 
nor del  art.  535  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  por  hallarse  com- 
prendidos el  demandante  y  su  Procurador  en  los  números  2.®  y 
3.**  del  art.  533  de  la  misma  ley,  toda  vez  que  debían  haber  acre- 
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ditado  previamente,  por  tratarse  de  un  derecho  de  comunidad, 
que  los  otros  copartícipes  les  habían  autorizado  para  llevar  su  re- 
presentación y  pedir  la  rescisión  de  un  contrato  por  ellos  cele- 
brado. 

D)  Sentencia, — Tramitado  el  pleito  en  dos  instancias,  la  Au- 
(dlencia  dictó  sentencia  confirmatoria  declarando  haber  lugar  á  la 
rescisión  del  contrato  de  prórroga,  condenando  á  A*  á  abonar  al 
demandante  y  demás  socios  el  valor  de  Ihs  maderas  cortadas  des- 
pués de  expirar  el  plazo  convenido  en  la  escritura  pública,  y  á  pa- 
garles la  cantidad  importe  del  último  plazo  del  precio. 

E)  Recurso  de  casación. — El  demandado  X  interpuso  recurso 
de  casación,  aduciendo: 

I.*  Infracción  de  los  artículos  339  y  544  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  sobre  excepciones  perentorias  y  congruencia  de 
las  sentencias. 

2,°  El  principio  de  la  congruencia,  porque  debiéndose  fallar 
los  pleitos  conforme  á  lo  alegado  y  probado,  la  Sala  sentenciado- 
ra declaraba  la  rescisión  del  contrato  de  Octubre  de  1893  sin  que 
lo  hubiese  pedido  parte  legítima,  puesto  que. el  demandante  no 
había  intervenido  en  dicho  contrato. 

3.°  El  art,  3g8  del  Código  civil,  párrafos  7.",  2f  y  j.'*,  .que 
dispone  que  para  la  administración  y  mejor  disfrute  de  la  cosa 
común  sean  obligatorios  los  acuerdos  de  la  mayoría  de  los  partí- 
cipes. 

4.**  El  art,  jgg  del  Código  civil  y  el  principio  jurídico  res 
ubicumque  sit  fro  domino  suoclamat,  puesto  que  el  derecho  del  de- 
mandante no  sufriría  perjuicio  ninguno;  porque  aun  envolviendo 
el  contrato  una  transmisión  vendría  á  ser  condómino  del  deman- 
dado en  lugar  de  los  antiguos  comuneros,  sin  que  su  derecho  se 
menoscabase  en  lo  más  mínimo;  y 

5.**  Los  artículos  ya  citados  359 y  544-  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil  y  el  principio  de  que  nadie  puede  ir  contra  sus  pro- 
pios actos. 

F)  Estimación  del  recurso  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  cuesiión  principal  delpleito^  dados  loa  términos  en  que  han  sido 
planteadas  las  pretensionis  respectivamente  deducidas  por  ambos  litigan^ 
tes,  consiste  en  determinar  el  valor  y  ejicada  de  la  prórroga  del  contrato 


Digitized  by  VjOOQIC 


160  DB  LA  COMUNIDAD  DB  DIBNB8  (AET.  398 

de  1886,  por  lo  cual,  en  (Manto  la  eentencia  recurrida  resuelve  dicha 
cuestión,  no  incurre  en  el  vicio  de  incongruencia  que  contra  ella  se  alega 
en  el  motivo  2P 

YirtualmentCy  aunque  no  de  un  modo  concreto  y  expreso,  ha  deses- 
timado el  fallo  recurrido  la  excepción  alegada  por  él  hoy  recurrente  sobre 
competencia  de  los  amigables  componedores  para  decidir  las  cuestiones 
que  surgieran  con  motivo  del  contrato  citado  de  1886,  y,  aparte  de  otras 
rtuones  que  hay  para  desestimarla,  es  obvio  que  por  referirse  la  cláusula 
donde  se  pactó  el  compromiso  tan  sólo  á  las  expresadas  cuestionas,  care- 
ce de  aplicación  para  resolver  la  controvertida  en  este  pltito,  que  se 
r^ere  á  la  validez  y  Reacia  de  ima  convención  distinta,  siendo  por  M> 
evidente  que  no  se  han  cometido  las  infracciones  alegadas  en  el  motivo  1.^ 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  398  del  Código  dvily  son  obli- 
gatorios para  los  condueños  de  una  propiedad  común  á  todos  ellos,  lo» 
acuerdos  adoptados  por  la  mayoría,  siempre  que  el  acuerdo  se  adopte 
por  los  que  representan  mayor  cantidad  de  intereses;  siguiéndose  de  ello 
que  los  actos  y  contratos  Secutados  por  los  que  compoíigan  esa  mayoría 
son  obligatorios  para  los  demás  condueños  y  válidos  y  eficaces  respecto  al 
tercero  interesado. 

El  contrato  de  1886  constituye  un  acto  de  administración,  porque 
twoo.por  objeto  el  aprovechamiento  de  los  productos  forestales  de  las 
drusas  á  que  el  mismo  contrato  se  r^ere,  lo  cual,  por  ser  un  acto  de 
mera  explotación  de  esa  clase  de  propiedad,  no  puede  reputarse  como 
acto  de  enajenación  del  dominio,  siguiéndose  de  ello  que  ha  podido  otor- 
garse válida  y  eficazmente  la  prórroga  del  término  estipulado  para  su 
cumplimiento,  sin  el  consentimiento  y  aun  contra  el  voto  del  demandante, 
por  los  demás  condueños  que  forman  mayoría  por  razón  del  número  y  del 
interés  que  representan,  y  por  no  haberlo  estimado  así  el  fallo  recurrido, 
infringe  el  mencionado  art.  398  del  Código  dvü. 

Resuelto  el  recwso  por  el  anterior  motivo,  carece  de  Reacia  el  mo- 
tivo 4.^,  por  referirse  á  una  cuestión  subsidiafia  de  la  ya  resuelta,  y  asi- 
mismo el  5.**  y  el  último,  en  cuanto  bajo  el  afecto  de  falta  de  personali- 
dad en  el  demandante,  lo  que  se  hace  es  negarle  la  acción  por  el  mismo 
'ejercitada, 

♦  ♦  « 
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Administración jr  disfrute  de  la  cosa  común:  Acuerdo 
de  la  mayoría  de  los  participes , 

{hiu  398). 

La  abdicación  del  derecho  absoluto  de  disponer,  en  una  de 
sus  modalidades  más  importantes»  administración  y  disfrute,  es 
acaso  la  nota  que  mejor  caracteriza  la  comunidad  de  bienes.  La 
naturaleza  de  este  estado  anormal  de  la  propiedad  requiere  que 
el  derecho  de  cada  uno  de  los  partícipes  se  subordine  al  de  los 
demás.  Si  la  facultad  de  disponer  fuera  absoluta  en  todas  y  cada 
una  de  sus  manifestaciones,  si  el  uso  y  disfrute  no  se  sometieran  á 
una  reglamentación  interna,  permisiva  de  un  ejercicio  ordenado 
y  regular  de  la  propiedad  común,  la  victoria  sería  del  más  fuerte,  y 
la  lucha  material  sustituiría  á  la  libre  expresión  de  la  voluntad  de 
los  partícipes. 

La  misión  del  derecho  es  ahogar  la  expansión  del  estado  na- 
tural, regulando  el  uso  de  la  cosa,  su  disfrute,  su  disposición.  La 
propiedad  es  por  su  esencia  el  derecho  que  mayor  suma  de  per- 
misiones confiere  al  sujeto  sobre  la  cosa.  La  copropiedad  es  la 
misma  propiedad,  pero  con  el  mayor  número  de  restricciones,  para 
que  el  derecho  singular  de  cada  uno  de  los  condóminos  coexista 
sin  la  destrucción  de  la  colectividad  jurídica.  Cada  partícipe  pue- 
de usar  la  cosa  común  conforme  á  su  destino  (permisión),  pero 
sin  perjudicar  el  interés  de  la  comunidad  ni  impedir  su  utilización 
á  los  demás  copartícipes  (restricción).  El  condueño  podrá  alterar 
la  cosa  común  (permisión),  pero  contando  siempre  con  el  consen- 
timiento de  todos  los  demás  (restricción). 

Y  como  la  realización  práctica  de  las  permisiones  y  restric- 
ciones había  de  resolverse  en  casos  concretos,  estimó  el  legislador 
español,  siguiendo  el  mismo  criterio  que  el  italiano,  que  la  volun- 
tad de  la  mayoría  tenía  que  ser  en  definitiva  la  que  en  cada  sitúa > 
ción  determinase  lo  más  conveniente  á  los  intereses  de  la  comu- 
nidady  á  la  administración  y  disfrute  de  la  cosa  común. 

Como  toda  comunidad  de  bienes,  supone  un  disfrute  colectivo 
ya  que  la  disposición  puede  ser  individual  (art.  399)»  es  inconcuso 
que  ha  de  regir,  aunque  no  sea  más  que  por  razón  de  analogía 
con  las  personas  colectivas,  la  ley  del  número;  pero  la  copropie- 

11 
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dad  se  integra  por  cuotas  ó  fracciones  ideales;  las  personas  natu- 
rales  que  forman  la  comunidad  llevan  consigo  una  representación 
económica,  y  sin  duda  por  esto  la  ley  de  la  mayoría,  en  el  caso 
que  venimos  estudiando,  se  combina  con  la  ley  de  la  cantidad  en 
cuanto  aquella  represente  la  mayor  suma  de  los  intereses  que  consti- 
tuyan el  objeto  de  la  comunidad. 

La  mayor  suma  de  intereses  nada  decide  si  no  va  acompañada 
de  la  mayoría  de  partícipes;  á  la  inversa,  nada  resuelve  esta  última 
si  no  representa  más  de  la  mitad  del  capital.  Supongamos,  cinco 
condóminos  y  lo  de  capital;  tres  de  ellos  representan  4,  dos  6: 
Votan  los  tres  primeros  por  el  arriendo  de  la  cosa  común,  los  se- 
gundos por  el  aprovechamiento  directo.  Hay  mayoría  de  partíci- 
pes en  un  bando,  mayoría  de  intereses  en  el  otro,  pero  no  existe 
arriendo  porque  no  concurre  la  combinación  de  la  mayoría  nu- 
mérica con  la  económica.  De  no  ser  así,  de  prevalecer  en  todo 
caso  la  imposición  de  la  mayor  suma  de  intereses,  podría  darse  el 
absurdo  de  una  comunidad  compuesta  de  10  condueños,  donde 
por  poseer  uno  de  ellos  cuota  superior  á  las  de  los  otros  nueve, 
se  erigiese  en  arbitro  de  la  hacienda  de  los  demás,  convirtiéndose 
en  autarquía  lo  que  la  ley  quiso  que  fuera  representación  armóni- 
ca de  número  y  capital. 

Pero  las  buenas  intenciones  se  estrellan  muchas  veces  contra 
la  masa  rocosa  de  un  egoísmo  sin  sentimientos.  La  realidad  ofre- 
ce innumerables  casos  de  mayorías  explotadoras,  de  aliados  para 
la  venganza  ó  para  el  lucro  inmoderado.  No  es  raro  tampoco  que 
siendo  solo  dos  los  condóminos,  y  representando  uno  de  ellos 
mayor  cuota  que  el  otro,  domine  como  señor  en  su  feudo.  Todos 
estos  supuestos,  y  el  no  menos  frecuente  de  no  obtenerse  acuerdo 
por  no  reunirse  la  mayoría  armónica  que  el  art.  398  exige,  deci- 
dieron al  legislador  á  establecer  que  cuando  no  resultase  mayoría 
ó  el  acuerdo  de  ésta  fuese  gravemente  per  judicial  ti  los  interesados 
en  la  cosa  común,  podría  cualquiera  de  los  de  la  minoría  ó  los  de 
la  mayoría,  si  su  voto  se  debiese  al  dolo  ó  á  la  violencia  (instan- 
cia de  parte),  recurrir  ante  el  Juez,  quien  resolverá  lo  ajustado, 
pudiendo  incluso  nombrar  un  administrador. 

^Cómo  artículo  tan  trascendental  en  la  comunidad  de  bienes 

ha  tenido  tan  poca  resonancia  en  la  jurisprudencia?  La  respuesta 

s  sencillísima:  porque  el  voto  de  la  mayoría  en  una  comunidad 

obedece  casi  siempre  á  razones  de  interés  privado,  de  convenien- 
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cías  económicas,  sin  eco  directo  en  ningún  texto  positivo,  cuya 
infracción  real  ó  supuesta  pueda  ser  materia  de  recurso. 

«    ♦    « 

Resolución  de  28  de  Diciembre  de  l8g2, — El  apoderado  admi- 
nistrador del  mayor  partícipe  (cuatro  quintas  partes)  de  una  dehe- 
sa, dio  ésta  en  arrendamiento  inscribible  por  seis  años. 

Tan  sencillo  hecho  dio  margen  á  la  discusión  de  dos  puntos 
de  derecho  muy  interesantes: 

I.**  ;Puede  constituirse  un  arrendamiento  inscribible  por  un 
apoderado  general  en  nombre  de  su  mandante,  ó  se  requiere  un 
poder  especial? 

2.**  ¿Basta  la  voluntad  del  mayor  partícipe,  como  representan- 
te de  la  mayor  suma  de  intereses  en  la  comunidad,  para  contratar 
el  arrendamiento  de  la  totalidad  de  la  ñnca  común? 

El  primer  punto  se  resolvió  negativamente /í?r^«^  los  arrenda- 
mientos  inscribibles,  como  contratos  generadores  de  derechos  reales, 
aunque  sea  por  plazo  menor  de  seis  años,  son  actos  de  rigoroso  domi- 
niOf  y  para  llevarlos  á  cabo  por  medio  de  mandatario ,  ha  de  estar 
éste  autorizado  al  efecto  por  un  mandato  expreso,  según  ordena  el  ar- 
tículo 1.713  del  Código. 

El  segundo  problema  se  discutió  ampliamente  durante  la  tra- 
mitación del  recurso,  pero  por  la  forma  en  que  se  planteó,  vicio- 
sa y  extraña  al  fondo  del  asunto,  no  fué  resuelto  categóricamen- 
te, si  bien  la  doctrina  sentada  por  la  Dirección  de  los  Registros 
es  merecedora  de  detenida  atención. 

Sostenía  el  Registrador  de  la  propiedad,  que  el  mayor  partíci- 
pe en  una  comunidad  no  puede  por  sí  y  ante  sí  acordar  lo  con- 
ducente á  la  administración  y  mejor  disfrute  de  la  cosa  común. 

I>eclaraba  el  Presidente  de  la  Audiencia,  que  el  art.  398  del 
•Código  permite  afirmar  que  el  dueño  de  las  cuatro  quintas  partes 
de  una  cosa  puede  imponer  su  voluntad  como  ley  á  los  comune- 
ros, Y  aunque  hubiera  sido  provechoso  conocer  el  criterio  de  la 
Dirección  en  este  particular,  prefirió  dicho  Centro  encauzar  el  re- 
curso mejor  que  emitir  una  opinión,  que  dada  la  sencillez  del 
caso  nada  hubiera  esclarecido. 

Expuso  la  Dirección  que  no  era  legal  invocar  el  art.  jg8  del 
Código  civil,  limitado  á  los  actos  de  administración  y  disfrute,  y  no 
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txtensivo  d  los  de  dominio ^  en  cuya  categoría  figuran  los  arrendatnien^ 
ios  inscribibles. 

Sabemos,  pues,  que  los  arrendamientos  inscribibles,  sea  cual- 
quiera su  plazo  (art,  2°  de  la  ley  hipotecaria),  son  constitutivos  de 
verdaderos  derechos  reales,  y  como  actos  de  dominio  y  no  de 
administración  y  disfrute  caen  bajo  la  jurisdicción  del  art.  399, 
quedando  exceptuado  de  la  ley  de  las  mayorías. 

En  su  consecuencia,  el  mayor  partícipe  en  una  comunidad 
podrá  arrendar  con  pacto  de  inscripción  la  parte  que  le  corres- 
ponda, pero  no  la  de  los  demás  condóminos,  quienes  ostentarán 
el  mismo  derecho  por  lo  relativo  á  la  porción  representada  por 
sus  cuotas. 

Y  aquí  se  nos  ofrece  la  ocasión  de  tratar  uno  de  los  proble- 
mas más  interesantes  que  pueden  presentarse  con  motivo  de  la 
que  podríamos  llamar  ley  de  relaciones  entre  el  feudo  hipotecario 
y  la  Monarquía  del  derecho  común  privado. 

Todos  los  iura  in  re  son  emanaciones  del  dominio  y  el  arren- 
damiento, en  cuanto  una  de  las  partes  da  á  la  otra  el  goce  ó  uso 
de  una  cosa  (art.  1543)  por  tiempo  determinado  y  precio  cierto 
es  indiscutiblemente  un  acto  de  dominio  hayase  ó  no  pactado  la 
inscripción. 

£n  el  arrendamiento  de  cosas,  contrato  de  naturaleza  real,  se 
cede  temporalmente  un  ius  in  re  el  derecho  de  usar  y  disfrutar 
la  cosa,  pudiéndose  sostener  que  por  el  mismo  camino  por  donde 
transita  el  usufructo  como  derecho  real,  circula  el  arrendamiento. 

Sentado  esto,  hay  derecho  á  preguntar:  el  arrendamiento  en 
general  ¿es  acto  de  disfrute  para  el  arrendador?  ¿Caerá  bajo  el 
fuero  del  art  398  del  Código  civil  ó  del  399? 

Respondemos  á  la  primera  pregunta  con  una  afirmación:  El 
arrendamiento  es  acto  de  disfrute  y  puede  llegar  á  ser  de  mejor 
disfirute.  En  los  predios  urbanos,  desde  luego:  el  inquilinato  es  la 
forma  más  adecuada  al  goce  de  los  frutos  civiles.  En  los  predios 
rústicos  sucede  lo  mismo,  porque  por  disfrute  no  se  lia  de  en- 
tender sólo  la  percepción  directa  del  fruto  natural  ó  industrial, 
sino  la  utilidad  en  general,  y  cualquiera  que  sea  su  forma,  que 
pueda  rendir  una  cosa  determinada.  Una  dehesa  se  disfruta  igual- 
mente, cultivándola  la  comunidad  ó  dándola  en  arriendo  y  per- 
cibiendo  su  precio. 

A  la  pregunta  segunda  respondemos,  que  en  nuestro  sentir  el 
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artículo  pertinente  es  el  398,  y  que  la  mayoría  es  la  que  ha  de  de- 
cidir sobre  el  mejor  disfrute  de  la  cosa  común,  quedándole  á  la 
minoría  el  recurso  de  acudir  ante  el  juzgado  si  el  acuerdo  fuese 
gravemente  perjudicial.  La  frase  empleada  por  el  art.  399  €sustituir 
á  otro  en  su  aprovechamiento^  no  obstante  su  confusa  generalidad, 
alude  al  usufructo,  uso  y  habitación. 

Si  pues  para  el  mejor  disfrute  rige  el  art  398  y  el  arrendamien- 
to, tanto  el  inscrito  como  el  no  inscrito,  son  actos  de  dominio, 
por  los  cuales  se  cede  un  ius  in  re  mediante  un  precio  ^'por  qué 
razón  el  arrendamiento  no  inscrito  se  ha  de  someter  como  acto 
de  mejor  disfrute  á  la  ley  de  las  mayorías,  y  el  arrendamiento  con 
pacto  de  inscripción  ha  de  requerir  lo  mismo  que  las  alteraciones 
de  la  cosa  común  el  concurso  de  todos  los  partícipes?  En   este 
caso  la  justificación  de  la  ley  del  burgo  hipotecario,  ley  de  excep- 
ción, se  encuentra  en  que  la  inscripción  previamente  pactada  es 
tin  contrato  accesorio  de  garantía  para  el  arrendatario,  y  un  ver- 
dadero gravamen  para  la  propiedad,  porque  quien  la  adquiera  no 
puede  resolver  el  arrendamiento  (art.  1.57 1)  sino  que   ha  de  res- 
petarlo. Y  aunque  la  inscripción  no  grave  la  cosa  en  el  sentido  de 
hacerla  desmerecer  para  el  copropietario,  como  v.  g.,  una  servi- 
dumbre forzosa,  puesto  que  el  arriendo  debemos  reputarlo  modo 
de  disfrute,  siempre  será  aquélla  una  afección  de  naturaleza  real 
que  sigue  á  la  finca  donde  se  halla  sin  poder  resolverse,  mientras 
el  plazo  no  venza.  Desde  este  punto  de  vista,  la  constitución  de 
un  gravamen,  aunque  sea  á  título  oneroso,  no  puede  menos  de 
derivar  de  la  voluntad  libremente  manifestada  de  todos  los  con- 
dóminos, y  no  de  la  ley  del  número,  siquiera  se  la  combine  coa 
la  del  capital.  En  el  caso  objeto  del  recurso  gubernativo,  como 
ya  hemos  visto,  tratábase  de  sólo  dos  condóminos,  uno  de  los 
cuales  representaba  en  la  comunidad  las  cuatro  quintas  partes,  y 
el  otro  partícipe  solo  un  quinto.  Si  por  ostentar  el  primero  ma- 
yor suma  le  hubiese  sido  lícito  pactar  por  sí  y  ante  sí  un  arrenda- 
miento por  diez  años,  v.  g.,  y  hubiese  entrado  en  los  cálculos  del 
menor  partícipe  enagenar  su  porción,  hipotecarla  ó  sustituirla  en 
aprovechamiento,  actos  todos  de  plena  propiedad  y  consagrados 
categóricamente  por  el  art  399,  ¿cuándo  y  cómo  hubiera  podido 
realizarlo  si  por  la  permanencia  del  gravamen  durante  diez  años 
ni  la  sustitución  habría  sido  posible  ni  tampoco  la  concurren- 
cia de  compradores?  El  arrendamiento  no  inscrito,  como  ya  sa- 
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bemos,  puede  resolverse  por  la  voluntad  del  comprador,  y  no 
afecta  al  ejercicio  de  la  plena  propiedad,  cosa  que  no  sucede  cuan- 
do se  pacta  la  inscripción. 

Condensando  en  reglas  las  enseñanzas  deducidas  de  la  Reso- 
lución de  28  de  Diciembre  de  i8Q2,  tenemos: 

Primer a,^St  considerarán  actos  de  administración  y  disfru- 
te los  contratos  de  arrendamiento  de  cosas  inmuebles,  siempre 
que  su  plazo  sea  inferior  á  seis  años  ó  no  se  pacte  expresamente 
la  inscripción. 

En  su  consecuencia,  regirá  respecto  de  ellos  lo  dispuesto  en 
el  art.  398,  y  serán  obligatorios  para  la  comunidad  cuando  se 
concierten  por  acuerdo  de  la  mayoría  de  los  partícipes. 

Segunda, — Los  contratos  de  arrendamiento  inscribibles  (i)  y 
los  en  que  se  pacte  expresamente  la  inscripción  en  el  Registro  de 
la  propiedad,  se  considerarán  gravámenes  de  naturaleza  real. 

£n  su  consecuencia,  regirá  respecto  de  ellos  lo  dispuesto  en 
el  art.  399,  y  no  serán  obligatorios  para  la  comunidad  sin  el  con- 
sentimiento expreso  de  todos  los  partícipes. 

•  •  • 

Sentencia  de  jo  de  Junio  de  iSgj, — No  deja  de  ofrecer  interés 
la  sentencia  de  30  Junio  de  iSgj,  siquiera  sea  porque  parangonada 
con  la  Resolución  acabada  de  estudiar  de  28  Diciembre  de  i8g2, 
nos  hace  ver  otra  fase  del  problema,  y  al  par  nos  muestra  el  ex- 
quisito sentido  jurídico  de  la  Dirección  de  los  R^istros  en  sus 
Resoluciones,  contrastando  con  la  superficialidad  que  se  observa 
en  algunas  de  las  sentencias  del  Supremo  Tribunal 

£1  caso  de  la  setencia  fué  el  siguiente:  La  comunidad  de  veci- 
nos de  Valdemoro  concedió  á  X  el  aprovechamiento  del  arbola- 
do de  tres  dehesas,  por  un  período  de  tiempo  de  más  de  seis 


(i)     Art.  2P  de  la  Ley  Hipotecaria. 
En  los  Registros  expresados  en  el  artículo  anterior  te  inscribirán: 
Quinto,     Los  contratos  de  arrendamiento  de  bienes  inmuebles   por  nn 
período  que  exceda  de  seis  añcs  6  en  los  que  se  hayan  anticipado  las  rentas 
de  tres  6  más  años,  6  cuando  sin  tener  ninguna  de  estas  condiciones   hubiere 
<x>nvenio  expreso  de  las  partes  para  que  se  inscriban. 
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años  (de  1886  á  1893),  mediante  un  precio  pagadero  en  tres  pla- 
zos. Antes  que  expirase  el  término  del  contrato»  en  Octu- 
bre de  1893,  la  indicada  comunidad,  por  mayoría  de  partícipes 
y  de  capital,  acordó  la  prórroga  del  aprovechamiento  por  un  año. 

Uno  de  los  comuneros  disidentes,  interpuso  demanda,  pidien- 
<lo  la  rescisión  de  la  prórroga,  la  devolución  á  la  comunidad  de 
las  maderas  cortadas  después  de  la  expiración  del  término  del 
-contrato  (1893)  y  el  pago  de  la  tercera  parte  del  precio  ya  venci- 
<io  y  no  satisfecho. 

Prosperó  la  demanda  en  primera  y  segunda  instancia,  pero  el 
tribunal  Supremo  casó  la  sentencia. 

Porque  el  aprovechamiento  de  los  productos  forestales  de  unas 
dehesas,  constituye  un  acto  de  administración,  por  ser  de  mera  explo- 
ración y  no  de  enagenacián  del  dominio,  siguiéndose  de  ello  que  ha 
Jfodido  otorgarse  la  prórroga  del  término  estipulado  para  el  cumplid 
miento  del  contrato,  sin  el  consentimiento  y  aun  contra  el  voto  del 
-demandante  por  los  demás  condueños  que  formaron  la  mayoría  de 
número  é  interés,  siendo  obligatorio  dicho  acuerdo  de  prórroga  para 
los  condóminos  disidentes,  y  válido  y  eficaz  respecto  al  tercero  interC' 
sado.^ 

De  primera  impresión,  la  doctrina  establecida  no  puede  ser 
más  ortodoxa:  analicémosla  con  algún  detenimiento. 

Si  la  caliñcación  de  los  contratos  por  las  partes  interesa- 
das no  les  imprime  ningún  carácter,  porque  los  pactos  reci- 
ben su  Qliación  jurídica  de  la  naturaleza  y  contextura  de  sus 
prestaciones,  tendremos  que  el  aprovechamiento  forestal  de  una 
dehesa,  por  cierto  tiempo  y  precio  cierto,  con  estas  ó  las  otras 
condiciones,  es  un  arrendamiento  de  un  predio  rústico,  sujeto, 
por  lo  tanto,  en  primer  término,  á  lo  estipulado  (ley  de  los  con- 
tratantes) y  á  las  disposiciones  comprendidas  en  el  cap.  II,  tít.  VI, 
libro  IV  del  Código  civil. 

La  cesión  del  aprovechamiento  de  un  fundo  puede  revestir 
dos  modalidades:  ó  constituye  un  usufructo,  derecho  real  des- 
membrado del  dominio  y  en  su  consecuencia  acto  de  plena  pro- 
piedad, ó  un  arrendamiento,  dación  del  goce  ó  uso  de  una  cosa 
por  tiempo  determinado  y  precio  cierto  (art.  1.542). 

£n  el  hecho  de  la  sentencia,  el  aprovechamiento  del  producto 
forestal  de  las  tres  dehesas  se  hizo  por  tiempo  fijo,  puesto  que 
debía  terminar  en  31  de  Diciembre  de  1893,  después  de  destoco- 
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nar  la  madera  cortada,  y  precio  cierto,  pagadero  en  tres  plazos. 
Hubo,  pues,  y  esto  es  indiscutible,  un  genuino  contrato  de  arren- 
damiento de  predios  rústicos  por  un  plazo  superior  á  seis  años 
(15  de  Abril  de  1886  á  31  de  Diciembre  de  1895,  7  años,  8  meses 
y  16  días).  Es  decir,  un  arrendamiento  inscribible. 

Esto  sentado,  se  pregunta:  Los  arrendamientos  inscribibles,  es 
á  saber:  los  que  excedan  de  seis  años,  ó  aquellos  en  que  se  antici  • 
pen  las  rentas  de  tres  ó  más,  aunque  sean  actos  de  disfrute  como 
derivados  del  dominio,  ¿son  simples  actos  de  administración,  ó 
son  actos  de  plena  propiedad?  La  respuesta  no  puede  ser  dudosa. 
Si  la  influencia  del  burgo  hipotecario  y  de  su  doctrina  indiscutible 
en  el  derecho  civil  común,  no  fuera  un  hecho  legal  sin  réplica,  el 
mismo  Código  vendría  en  nuestro  apoyo. 

Ya  la  exposición  de  motivos  á  la  ley  Hipotecaria  dijo  que 
el  objeto  del  legislador  había  sido  salvar  los  derechos  de  los 
arrendatarios,  estableciendo  implícitamente  en  favor  de  los  mis- 
mos un  verdadero  derecho  real.  Esta  misma  enseñanza  ha  sido 
repetida  hasta  con  prolijidad  por  la  Dirección  general  de  los  Re- 
gistros, y  ha  tenido  su  eco  en  los  artículos  1.548  y  1.7 13  del  Có- 
digo civil. 

Según  el  primero  de  dichos  artículos,  tel  marido,  relativamen- 
te á  los  bienes  de  su  mujer,  el  padre  y  tutor  respecto  á  los  del 
hijo  menor,  y  el  administrador  de  bienes  que  no  tenga  poder  espe- 
cial, no  podrán  dar  en  arrendamiento  las  cosas  por  término  que  ex- 
ceda de  seis  añost  ¿Por  qué  razón  el  Administrador  necesita  man- 
dato expreso  del  dueño  para  poder  contratar  un  arrendamiento 
inscribible?  Responde  elart.  1.7 13.  Porque  el  mandato  concebido 
en  términos  generales  no  comprende  más  que  los  actos  de  cuimi- 
nistracián,  y  para  transigir,  enajenar,  hipotecar  ó  ejecutar  cual* 
quier  otro  cuto  de  rigoroso  dominio^  de  plena  propiedad,  que  dice 
el  art.  399,  se  necesita  mandato  expreso.  ¿No  son  estos  dos  ar- 
tículos 1.548  y  1. 7 13  del  Código  civil  el  reconocimiento  más  pa- 
ladino de  que  los  arrendamientos  que  por  exceder  de  seis  años 
son  inscribibles  (art.  2.^  de  la  ley  Hipotecaria)  no  son  actos  de 
administración,  sino  de  plena  propiedad?  Y  si  esto  hay  que  con- 
fesarlo y  proclamarlo  á  despecho  de  la  sentencia  del  Tribunal 
Supremo,  por  qué  lo  declara  así  la  ley  civil  sustantiva  por  exce- 
lencia; y  si  los  actos  de  rigoroso  dominio,* como  son  los  arrenda- 
mientos por  más  de  seis  años,  no  se  rigen  por  la  ley  de  la  mayo- 
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ría  (art.  398),  sino  por  el  consentimiento  de  todos  los  partícipes 
(art.  399),  ^cómo  pudo  aplicarse  á  la  prórroga,  que  participa  de 
la  misma  naturaleza  que  el  contrato  fundameotal,  puesto  que  es 
su  ratificación  y  prolongación  y  no  un  contrato  nuevo,  la  ley  de 
la  mayoría  establecida  y  tolerada  únicamente  para  los  actos  de 
administración  y  mejor  disfrute? 

^•Es  que  la  prórroga  por  un  año,  que  después  de  todo  no  en- 
vuelve otra  cosa  sino  que  el  arrendamiento,  en  vez  de  siete  años, 
había  de  durar  ocho,  es  un  simple  acto  de  administración?  No 
es  esto  lo  que  el  Tribunal  Supremo  afirma,  y  ciertamente  tampo- 
co habría  casado  la  sentencia  si  sistematizando  y  distinguiendo 
jurídicamente,  ya  que  se  trataba  de  un  contrato  que,  como  el  de 
arrendamiento,  reviste  distinta  naturaleza,  según  su  plazo,  hubie* 
ra  ahondado  un  poco,  rompiendo  y  penetrando  la  superficie  del 
litigio.  Y  no  se  arguya  que  el  aprovechamiento  forestal  no  estaba 
inscrito,  circunstancia  que  no  resulta  de  la  sentencia;  y  que,  según 
el  art.  1.549  del  Código,  con  relación  á  terceros,  no  surtirán  efec- 
to los  arrendamientos  de  tierras  raíces  que  no  se  hallen  debida- 
mente inscritos  en  el  registro  de  la  propiedad;  primero,  porque 
el  art.  1.548  no  distingue,  bastándole  el  hecho  de  exceder  el 
arrendamiento  de  seis  años  para  excluirlo  de  los  actos  de  admi- 
nistración; y  segundo,  porque  siendo  inscribible  el  arrendamien- 
to (y  lo  es  si  excede  de  seis  años;,  ya  es  acto  de  plena  propiedad, 
puesto  que  la  inscripción  no  depende  de  la  voluntad  del  arrenda- 
dor, sino  de  que  el  arrendatario  presente  la  escritura  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  para  garantizar  su  derecho  en  frente  de  ter- 
ceros. 

Y  ahora,  habiendo  analizado  la  sentencia  y  estudiado  el  he- 
cho, ^es  tan  ortodoxa  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supre- 
mo, hablando  ex  cátedra,  que  haya  de  aceptarse  como  verdad  in  - 
concusa,  ó  encontrará  justificación  el  cisma,  aunque  se  nos  tache 
de  heresiarcas? 


I  RTícüLO  399.  Todo  condueño  tendrá  la  plena  propie- 
dad de  su  parte  y  la  de  los  frutos  y  utilidades  que  le  co- 
rrespondan, pudiendo  en  su  consecuencia  enajenarla,  cederla 
ó  hipotecarla,  y  aun  sustituir  otro  en  su  aprovechamiento,  sal- 
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vo  si  se  tratare  de  derechos  personales.  Pero  el  efecto  de  la 
enajenación  ó  de  la  hipoteca  con  relación  á  los  condueños  es- 
tará limitado  á  la  porción  que  se  le  adjudique  en  la  división 
al  cesar  la  comunidad. 

Resolución  de  6  de  Jnnie  de  \d%^, —Comunidad  de  bienes, 

A)  Documento  de  inscripción. — En  1893  otorgaron  escritura 
pública  cuatro  hermanos  A,  B,C  y  D  por  la  que  D,  propietario 
de  dos  solares  en  Madrid,  una  casa  en  la  Unión  y  una  hacienda 
en  Barreros,  además  de  varios  créditos  hipotecarios  constituidos 
á  su  favor,  trasmitió  la  propiedad  pro  indiviso  de  los  bienes  raices 
á  sus  tres  hermanos  A,  B  y  C  y  sub-hipotecó  las  hipotecas,  sal- 
dando de  este  modo  una  deuda  -át  cantidad  que  tenía  pendiente 
con  aquellos. 

Bjs  de  advertir  que  en  la  escritura  de  transmisión,  si  bien  se 
dividió  entre  los  partícipes  en  proporción  de  sus  créditos  el  va- 
lor asignado  á  los  solares  cedidos,  no  se  determinó  la  proporción 
de  dominio  que  en  cada  uno  de  ellos  correspondía  á  los  respecti- 
vos cesionarios. 

B)  Nota  del  Registrador. — Presentado  dicho  documento  en 
el  Registro,  no  fué  inscrito  cpor  observarse  el  defecto  de  que,  de- 
biéndose practicar  la  inscripción  de  los  dos  solares  comprendidos 
en  la  demarcación  de  este  Registro  á  nombre  de  los  tres  cesiona- 
rios, quienes  los  adquieren  pro  indiviso,  es  necesario  que  se 
hubiera  determinado  en  la  escritura  con  la  debida  claridad  y  pre- 
cisión cuál  es  la  proporción  de  dominio  que  en  cada  uno  de  los 
solares  corresponde  respectivamente  á  los  indicados  cesionarios; 
no  siendo  suficiente  que  se  haya  especificado  en  el  documento  la 
parte  proporcional  que  los  adquírentes  tienen  en  el  valor  total  de 
los  cuatro  inmuebles  cedidos  en  pago,  porque  lo  que  se  ha  de  ha- 
cer constar  en  las  inscripciones  de  las  fincas  es  la  parte  pro  indi- 
visa de  cada  una  que  especialmente  pertenece  á  los  cesionarios,  y 
este  extremo  no  aparece  consignado  en  la  escritura;  y  haber  trans- 
currido treinta  días  hábiles  sin  haberse  subsanado». 

C)  Recurso  gubernativo,  a)  Alegación  del  recurrente. — ^Un 
apoderado  de  los  cesionarios,  dedujo  recurso  contra  la  nota,  ale- 
gando que  en  la  escritura,  además  del  precio  se  fija  la  cantidad  en 
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que  cada  uno  de  los  adquirentes  se  dá  por  pagado,  y  la  proporción 
en  que  adquiere  el  dominio  de  los  bienes  cedidos,  y  que  de  aquí 
se  deduce  que  cada  condomino  tiene  en  el  dominio  de  la  cosa  un 
tanto  por  ciento  representativo  de  la  cantidad  con  que  contribuyó 
al  precio. 

d)  Informe  del  Registrador. — Lo  evacuó  exponiendo  que  por 
ser  uno  de  los  principios  fundamentales  del  sistema  hipotecario 
en  España  el  de  la  especialidad  en  las  inscripciones  de  dominio 
han  de  constar  claramente,  no  sólo  el  nombre  de  la  persona  á 
coyo  favor  se  hace,  sino  también  la  naturaleza,  extensión  y  con- 
diciones  del  dominio  mismo:  que  no  habiéndose  determinado  en 
la  escritura  objeto  del  recurso  la  parte  que  á  cada  comunero  co- 
rresponde en  cada  una  de  las  ñncas,  no  era  posible  cumplir  con 
el  principio  de  especialidad;  sin  que  pueda  objetarse  que  por  una 
sencilla  operación  aritmética  se  resuelve  el  caso,  tanto  porque  se 
trata  de  dos  ñncas  (dos  solares),  cuanto  porque  al  Registrador 
sólo  le  incumbe  calificar,  pero  no  suplir  vicios  y  obscuridades. 

c)  Informe  del  Notario  autorizante, — Expuso:  que  la  nota  de- 
bió ser  solo  de  suspensión:  que  el  art.  9.^  de  la  ley  hipotecaria  y 
el  21  de  su  Reglamento,  no  son  corolarios  del  principio  de  espe- 
cialidad; que  el  Registrador  no  citaba  ninguna  disposición  legal 
por  virtud  de  la  cual,  cuando  sean  dos  ó  más  los  adquirentes  del 
dominio,  haya  de  hacerse  constar  en  la  escritura  la  participación 
de  cada  uno:  que  por  el  informe  del  Registrador  se  conocía  que 
todo  quedaba  reducido  á  la  práctica  de  una  operación  aritmética 
y,  finalmente,  que  según  la  Resolución  de  4  Septiembre  de  1863,  el 
no  especificarse  el  precio  correspondiente  á  cada  finca  no  es  mo- 
tivo que  impida  la  inscripción. 

d)  Juez  delegado. — Confirmó  la  nota  del  Registrador  por  sus 
mismos  fundamentos  citando  el  art.  18  de  la  ley  Hipotecaria. 

e)  Presidente  de  la  Audiencia. —  Revocó  la  resolución  apela- 
da, y  declaró  inscribible  la  escritura,  fundándose:  en  que  ha  sido 
redactada  con  arreglo  á  la  instrucción  vigente,  conteniendo  todas 
las  circunstancias  necesarias  para  una  inscripción  de  dominio: 
en  que  se  ha  cumplido  el  párrafo  2.^  del  art.  9.^  de  la  ley  Hipo- 
tecaría: que  de  los  antecedentes  que  constan  en  la  escritura,  ha 
podido  el  Registrador  deducir  la  parte  proporcional  que  en  el 
valor  de  los  solares  correspondía  á  cada  interesado, .  dato  que 
en  la  actualidad  no  es  preciso,  puss  basta  con  que  se  exprese  que 
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las  fincas  han  sido  adquiridas  pro  indiviso;  y  por  últímo,  que  no 
se  protege  mejor  la  propiedad  suscitando  cuestiones  sin  funda- 
mento legal  cuando  el  documento  está  redactado  con  claridad  y 
las  fincas  tienen  su  historia  en  el  Registro  donde  se  pueden  com- 
pulsar cuantos  antecedentes  necesiten. 

D)  La  Dirección  revocó  la  providencia  apelada,  mantenien- 
do la  nota  del  Registrador  en  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Según  el  art.  399  del  Código  civil^  todo  condueño  tiene  hi  plena  pro- 
piedad de  8u  parte  y  la  de  loa  frutos  y  utilidades  que  le  correspondan, 
pudiendOf  en  su  consecuencia,  enagenarla^  cederla  ó  hipotecarla,  y  atm 
smtituir  otro  en  su  aprovechamiento;  prescripción  que  arranca  de  la  ver- 
dadera naturaleza  de  la  comunidad  de  bienes,  en  la  que  si  el  derecho  de 
cada  participe  limita  el  de  todos  los  demás,  es  dentro  de  su  propia  esfera 
totalmente  independiente,  y  en  los  actos  de  enajencunón,  característicos 
del  dominio,  funciona  obedeciendo  á  la  sola  iniciativa  del  titular. 

Esta  sencilla  y  elemental  noción  trae  como  consecuencia  inevitable,  al 
relaeionar  la  comunidad  de  bienes  con  el  Registro  de  la  propiedad,  la  ne- 
cesidad de  que  en  toda  inscripción  de  condominio  quede  cktramente  d^- 
nido  el  derecho  de  cada  partícipe,  sin  lo  cual,  ni  la  autonomía  de  éste  en 
¡os  actos  de  enajenación  fuera  posible,  ni  tendría  el  tercero  verdadero 
conocimiento  del  derecho  que  se  le  transmitía. 

Asi  lo  reconoce  el  mismo  recurrente,  cuando  confiesa  en  su  último  es* 
crito  que  si  algún  día  quisiera  gravar  su  porción  uno  de  los  participes, 
seria  llegado  el  caso  de  resolver  la  cuestión  suscitada  en  este  recurso , 
concesión  que  es  cierta  en  parte,  pero  equivocada  en  cuanto  desconoce  que 
los  asientos  que  se  practican  en  los  Registros  deben  d^ar  resueltas,  desde 
luego,  cuantas  cuestiones  puedan  suscitar  la  naturaleía  y  limitaciones  de 
los  derechos  sobre  que  recaen,  dado  que  en  otro  caso  no  realiearian  aqué- 
llos su  fin  capital. 

Por  todo  esto  ha  exigido  el  art  9.^  de  la  ley,  que  al  ser  inscrito  un  de- 
recho se  determine  su  extensión,  ó  lo  que  es  igual,  cuanto  limite  ó  drams- 
criba  dicho  derecho;  y  esa  exigencia,  aplicada  al  caso  del  condomimo, 
demanda  por  modo  imperioso  que  en  su  inscripción  aparezca  claramente 
precisada  la  porción  ideal  de  cada  condómino,  de  manera  que  el  tercero 
pueda  conocerla  indubitablemente. 

Como  quiera  que  en  todo  condominio  las  diferentes  porciones  que  le 
integran  no  son  realidades  físicas  ó  materiales,  sino  entidades  materna- 
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ticoM,  8U  descripción  en  el  Begistro  debe  responder  á  esa  diversa  natura- 
leza; por  lo  cuál,  asi  como  la  extensión  de  un  predio  se  determina  por  su 
cabida  y  linderos ^  la  de  una  parte  indivisa  sólo  queda  precisada  median- 
te estos  dos  datos:  el  total  valor  del  inmueble  y  la  parte  que  en  él  repre- 
senta cada  porción,  d^nida,  ya  por  una  cifra  ó  cantidad  dada,  ya  por 
una  fracción  queibrada  ó  decimaU 

En  la  escritura  del  recurso  y  al  Jijar  taparte  que  corresponde  en  las 
fincas  á  cada  uno  de  los  cesionarios,  se  ha  escogido  el  medio  de  darlas  un 
valar,  que  en  cuanto  á  los  solares  objeto  del  expediente  es  uno  solo, 
totalizar  esos  valores  y  declarar  que  en  ese  total  representa  el  primer  con 
dómino  15.000  pesetas,  el  segundo  26.500  y  el  tercero  2  199;  lo  cual,  en 
el  fondo  9  es  adjudicarles  en  cada  finca  una  cantidad  que  no  se  expresa  y 
que  debe  deducirse  mediante  un  cálculo  aritmético. 

El  Registrador  de  la  propiedad,  obligado  á  reflejar  en  sus  libros  úni- 
camente lo  que  los  documentos  contienen,  no  está  autorizado  para  hacer 
sem^ante  cálculo,  que  en  tal  supuesto  quedaría,  cordado  al  tercero  que 
deseara  contratar  con  los  cesionarios,  y  ya  se  ha  dicho  que  en  lo  tocante 
á  la  extensión  de  los  derechos  inscritos  no  consiente  la  ley  indeterptinacio- 
nes  ó  vaguedades,  cuyas  deplorables  consecitencias  está  llamada  á  prevenir 
y  evitar  el  mismo  Begistro  de  la  propiedad. 

Por  último,  el  razonamiento  expuesto  permite  concluir  que  la  escritu- 
ra objeto  del  recurso  adolece  de  falta  de  claridad  al  establecer  taparte 
que  en  cada  finca  se  atribuye  á  cada  participe,  defecto  subsanahle,  según 
entendió  el  funcionario  que  redactó  la  nota  recurrida,  á  cuyo  final  apa* 
recen  estas  palabras  <y  haber  transcurrido  treinta  dios  hábiles  sin  ha- 
berse s%¿bsanado^. 


Sentencia  de  14  de  Junio  de  1895. —  Venta  de  una  casa  poseída  en 
tomún,  por  ser  esencialmente  indivisible.  (Véase  art.  404). 


Sentencia  de  30  de  Junio  de  \9^1. —Arrendamiento  de  aprovecha- 
mientos forestales  por  una  comunidad  de  vecinos,  (Véase  art.  398). 


«  •  ♦ 
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Actos  de  plena  propiedad.  Derechos  de  los  partícipes 
en  la  cosa  común. 

(Art  399.) 

Tiene  la  propiedad,  como  derecho  real  soberano,  verdaderas 
prerrogativas  mayestáticas,  las  cuales  se  resumen  en  estas  dos 
facultades:  facultad  de  transmitir,  facultad  de  gravar. Por  la  prime- 
ra, se  comprenden  la  compra  venta,  la  permuta,  la  cesión  de  ce- 
sas  incorporales,  los  censos  enfitéutico  y  reservativo,  la  renta  vi- 
talicia,  la  donación  y  la  sucesión.  Por  la  segunda,  el  usufructo,  la 
servidumbre,  el  censo  consignativo,  la  hipoteca,  la  anticresis,  la 
prenda  y  el  arrendamiento  inscribible. 

'  Todas  estas  manifestaciones  del  derecho  de  libre  disposición 
son  inviolables  y  no  condicionadas,  y  así  se  explica  que  siendo 
la  comunidad  de  bienes  el  estado  más  restringido  de  la  propie- 
dad, por  la  mutualidad  de  obligaciones  de  hacer  y  no  hacer  á  que 
forzosamente  tiene  que  sujetarse,  quedan  á  salvo  para  el  comu- 
nero todas  estas  atribuciones  que  podrían  llamarse  de  plena  pro- 
piedad, empleando  la  misma  frase  usada  por  el  art.  399.  Por  eso, 
cuando  comentábamos  dicho  artículo  (i),  decíamos  que  se  halla* 
ba  consagrado  á  determinar  los  derechos  singulares  ó  partícula^ 
res,  porque  son  propios  de  cada  uno  de  los  partícipes,  sin  rela- 
ción á  los  demás,  en  oposición  á  los  señalados  en  los  artícu- 
los 394  y  395,  que  llamábamos  comunes,  porque  su  ejercicio  su 
pone  una  dependencia  respecto  de  las  facultades  de  los  con- 
dueños. 

La  luz  clarísima  que  dicho  artículo  irradia,  el  asentimiento 
universal  que  protege  su  doctrina  indiscutida  é  indiscutible,  mien- 
tras la  propiedad  individual  sea  el  eje  del  derecho  privado,  han 
traído  por  consecuencia  una  paz  litigiosa,  firme  y  estable  en  tor- 
no del  art.  399,  y  la  ausencia  casi  total  de  esos  laudos  arbitrales 
de  la  lucha  por  el  derecho  que  constituyen  la  jurisprudencia. 

«  «  « 

Resolución  de  ó  de  Junio  de  J<$*9^.—- Inerte  en  absoluto  para  el 
Derecho  civil  común,  sólo   nos   enseña  que  en  las  escrituras  de 


( I )     Código  civil  comentado^  tomo  VII,  pág.  278. 
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adquisición  de  bienes  raíces  que  han  de  quedar  pro  indivisos  en- 
tre los  adquirentes,  no  basta,  si  han  de  inscribirse  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  señalar  en  la  escritura  la  parte  de  precio  por  que 
cada  otorgante  contribuye  á  la  adquisición,  sino  que  es  forzoso 
precisar  la  porción  ideal  de  cada  condómino,  (ana  tercera,  una 
sexta,  una  décimaava  parte)  para  que  sea  posible  la  autonomía 
de  éste  en  los  actos  de  enagenación,  y  el  tercero  pueda  tener  un 
conocimiento  indubitado  del  derecho  que  se  le  transmite. 

Deriva  muy  fundadamente  esta  regla  la  Dirección  de  los  Re- 
gistros del  art.  399,  segün  el  cual  todo  condueño  tiene  la  plena 
propiedad  de  su  parte  y  la  de  los  frutos  y  utilidades  que  le  corres- 
pondan; cuya  prescripción,  añade,  arranca  de  la  verdadera  natu- 
raleza de  la  comunidad  de  bienes,  en  la  que  si  el  derecho  de 
cada  partícipe  limita  el  de  todos  los  demás,  es  dentro  de  su  pro- 
pia esfera  totalmente  independiente,  pero  no  en  los  actos  de  ena- 
genación característicos  del  dominio,  porque  en  ellos  funciona 
obedeciendo  á  la  sola  iniciativa  del  titular. 

*  *  * 


Sentencia  de  14.de  Junio  de  iSgj.—Yné  alegado  el  art.  399 
como  infringido,  porque  confiriendo  á  cada  condueño  la  plena 
propiedad  de  su  parte,  en  la  sentencia  recurrida  se  atribuía  al  pa- 
dre ^or  si  y  en  nombre  de  sus  hijos  menores,  la  cuarta  parte  de 
la  casa  objeto  del  litigio  (sobre  división),  siendo  así  que  dicha 
cuarta  parte  correspondía  exclusivamente  á  los  menores. 

Versando  el  pleito  sobre  venta  en  subasta  de  una  casa  por  no 
conceptuar  la  parte  demandante  que  la  división  en  pisos  resulta- 
ba provechosa,  dado  el  coste  de  las  obras  que  había  que  realizar, 
el  quebranto  en  la  estabilidad  de  la  casa  y  la  merma  de  su  renta; 
tratándose  de  bienes  hereditarios  y  representando  el  padre  el  de- 
recho de  los  hijos  menores,  fácilmente  se  comprende  que  lo  sus- 
tancial de  la  acción  ejercitada  y,  por  tanto,  del  litigio,  no  podía 
depender  de  una  atribución  hecha  por  la  sentencia  con  más  ó 
menos  exactitud,  cuando  el  dominio  resultaba  de  títulos  de  adju- 
dicación válidos  y  eficaces.  Si  la  sentencia  hubiere  negado  al  par- 
tícipe alguno  de  los  derechos  de  plena  propiedad,  habría  estado 
áiuy  en  su  lugar  la  cita  del  art.  399;  pero  limitada  á  declarar  per- 
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tinente  la  venta  solicitada  por  el  actor  por  no  ser  la  casa  esen- 
cialmente divisible,  la  alegación  de  dicho  artículo,  basada  en  un 
motivo  fútil  é  inconsistente»  tenía  que  adolecer  de  incongruencia. 
£1  Tribunal  Supremo  desestimó  la  supuesta  infracción,  porque 
no  conociéndose  al  tiempo  de  incoarse  el  pleito  si  estaba  hecha 
la  partición  de  los  bienes  que.  pertenecieron  á  la  madre  de  los 
menores  demandados,  no  era  posible  saber  á  quién  de  los  partí- 
cipes en  la  herencia  se  le  había  adjudicado  la  cuarta  parte  de  la 
casa  cuya  venta  se  solicitó,  y  aunque  la  sentencia,  para  ser  con- 
gruente, mandó  entregar  el  precio  al  padre  de  los  indicados  me- 
nores en  los  dos  conceptos  en  que  había  sido  demandado  for  si 
y  en  nombre  de  sus  hijos,  esto  no  podía  ser  óbice  á  que  resultando 
de  la  partición  que  la  cuarta  parle  de  casa  se  adjudicó  exclusiva- 
mente á  los  menores,  para  ellos  solo  fuera,  no  pudiendo  esta 
circunstancia  justificar  ni  servir  con  éxito  para  un  motivo  de  ca- 
sación. 

•  •  « 

Sentencia  de  30  de  Junio  de  iSgj, — En  el  escrito  de  interposi 
ción  se  arrojó  la  semilla  al  surco,  alegando  la  infracción  del  ar- 
tículo 399,  pero  no  germinó,  porque  fructificado  el  recurso  por 
otro  motivo  fundamental,  del  que  aquel  resultaba  subsidiario, 
no  fué  tomado  en  cuenta  por  el  Tribunal. 


^BTÍCULO  400.  Ningún  copropietario  estará  obligado  á 
permanecer  en  la  comunidad.  Cada  uno  de  ellos  podrá 
pedir  en  cualquier  tiempo  que  se  divida  la  cosa  común. 

Esto  no  obstante,  será  válido  el  pacto  de  conservar  la  cosa 
indivisa  por  tiempo  determinado,  que  no  exceda  de  diez  años. 
Este  plazo  podrá  prorrogarse  por  nueva  convención. 


Senteneia  de  18  de  Mayo  de  \9&7,^ Disolución  de  la  comunidad  de 
una  casa  poseída  por  pisos. — (Véase  art.  392.) 


Sentencia  de  16  de  Octubre  de  1995.-- División  de  la  cosa  común. 
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HECHOS 

A)  Demanda  i  impugnación. — A  instancia  de  A^  copropietario 
de  una  finca,  se  celebró  acto  de  conciliación  con  asistencia  de  los 
demás  condueños,  conviniéndose  en  proceder  á  la  división  de  la 
cosa  común,  á  cuyo  efecto  se  nombró  una  comisión  de  la  que  A 
formó  parte  para  que  la  llevara  á  cabo  en  cierto  término. 

Transcurrido  éste  sin  dividir  la  finca,  el  mencionado  A  dedujo 
demanda  contra  los  demás  condueños,  solicitando  se  les  declara- 
se obligados  á  consentir  la  práctica  de  las  operaciones  divisorias. 

Hecha  oposición  á  la  demanda  por  algunos  demandados,  y 
allanados  otros  á  la  pretensión  del  actor,  pidieron  aquéllos  que  se 
les  absolviera  de  ella,  y  que  en  caso  de  que  se  estimara  la  división 
de  la  finca  se  realizase  previa  conformidad  de  los  condueños,  ale- 
gando que  el  demandante  no  hubo  oportunamente  gestionado  la 
citada  división. 

B)  Sentencias. — Sustanciado  el  pleito  en  ambas  instancias  en 
virtud  de  apelación  interpuesta  por  B,  uno  de  los  comuneros,  la 
Audiencia  dictó  sentencia  condenando  á  éste  á  la  división  de  la 
finca  solicitada  por  el  actor,  la  cual  se  realizaría  de  conformidad 
con  todos  ellos. 

C)  Recurso  de  casación. — Lo  interpuso  la  parte  demandada  ci- 
tando como  infringida  la  ley  27,  tit.  V y  j,  ///.  XI  de  la  Partida 
5f^  en  armonía  con  el  art.  i.ioo  del  Código  civil,  en  el  concepto 
de  que  para  exigir  una  cosa  tratándose  de  obligaciones  recíprocas, 
es  condición  precisa  que  el  otro  obligado  cumpla  lo  que  le  incum- 
be, toda  vez  que  se  solicitaba  la  división  sin  haber  cumplido  el 
compromiso  de  deslindar  la  finca  en  el  término  de  un  año. 

Desestimación  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Las  leyes  citadas  como  infringidas  en  el  único  motivo  del  recurso  son 
inaplicables  al  soso  presente^  en  el  que  se  trcua  de  la  división  de  un  monte 
común  entre  los  copropietafios  del  mismo ,  y  á  la  cual  tiene  derecho  cada 
uno  de  ellos  en  cualquier  tiempo,  según  el  art.  400  del  Código  civilj  sin 
que  conste  compromiso  adquirido  ú  obligación  en  contrario  por  parte  del 
demandante,  ni  á  tal  derecho  afecta  el  que  la  división  no  se  realizara  por 
los  designados  para  ello  en  el  tiempo  que  se  les  señaló. 

12 
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[btícülo  401.     Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  artícu 
lo  anterior,  los  copropietarios  no  podrán  exigir  la  divi- 
sión de  la  cosa  común  cuando  de  hacerlo  resulte  inservible 
para  el  uso  á  que  se  destina. 


Sentencia  de  14  de  Junio  de  1895.—  ^^^  de  una  casa  poseida  tn 
común,  por  ser  esencialmente  indivisible,  (Véase  art.  404.) 


|[rtículo  402.  La  división  de  la  cosa  común  podrá  ha- 
cerse por  los  interesados  ó  por  arbitros  ó  amigables 
componedores  nombrados  á  voluntad  de  los  participes. 

En  el  caso  de  verificarse  por  arbitros  ó  amigables  compo- 
nedores, deberán  formar  partes  proporcionadas  al  derecho  de 
cada  uno,  evitando,  en  cuanto  sea  posible,  los  suplementos  á 
metálico. 


Reselucidn  de  5  de  Abril  de  1893 — Venta  de  parte  pro  indiviso  de 
una  casa. — Liquidación  de  gananciales, 

HECHOS 

A)  Documento  de  inscripción, — A,  de  estado  viudo,  vendió  por 
escritura  otorgada  en  1892  á  su  hija  B  una  parte  de  casa,  expre- 
sándose en  el  documento  que  el  vendedor  había  adquirido  la  fin- 
ca por  herencia  paterna,  y  que  ocupaba  un  área  de  84  metros  cua- 
drados. 

Durante  la  tramitación  del  recurso,  se  puso  en  claro  que  el 
vendedor,  por  herencia  de  su  padre,  adquirió  la  mitad  pro  indiviso 
de  la  casa  mortuoria;  que  en  1870,  siendo  ya  casado,  compró  la 
otra  mitad  á  su  hermana  con  un  área  de  100  metros,  y  que  con  las 
dos  partes  de  casa  edificó  en  1872  una  sola  con  una  superficie 
irregular  de  160  metros. 

B)  Nota  del  Registrador, — Presentada  á  inscripción  la  escri- 
tura de  venta  de  que  se  trata,  fué  suspendida  en  cuanto  á  la  mitad 
de  la  finca  pro  indivisa  con  la  otra  mitad,  por  haber  sido  adquirida 
en  estado  de  casado,  y  hacer  la  enagenación  de  toda  ella  en  estado 
de  viudo. 
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C)  Recurso  gubernativo, — a)  Alegaciones  del  recurrente  y  del 
Registrador, — Interpuesto  por  el  vendedor  alegando  que  la  adqui- 
sición de  la  parte  de  casa  vendida  la  obtuvo  por  título  gratuito 
y  que  le  era  aplicable  la  doctrina  de  la  Resolución  de  24.  de  Abril 
dó  188^,  y  oído  el  Registrador,  éste  se  limitó  á  solicitar  la  confir- 
mación de  su  nota. 

b)  Juez  delegado, — El  juez  delegado  confirmó  asimismo  la 
nota  del  Registro,  expresando  que  las  enagenaciones  de  fincas  ins- 
critas deben  ser  consentidas  por  cuantos  según  el  registro,  sean 
dueños  de  ellas;  que  el  recurrente  tiene  inscritas  como  una  sola 
finca  dos  porciones  adquiridas,  una  de  ellas  por  título  oneroso 
durante  el  matrimonio,  y  que  disuelto  éste  no  puede  desprenderse 
de  porción  ninguna  de  su  finca  sin  antes  hacer  liquidación  de  ga- 
nanciales. 

c)  Presidente  de  la  Audiencia, — La  Presidencia  de  la  Audien- 
cia ratificó  el  acuerdo  judicial,  y  alzado  el  recurrente  ante  la  Di- 
rección general,  ésta  confirmó  la  providencia  apelada  á  virtud  de 
la  siguiente 

DOCTRINA 

En  tesHmonio  notarial  presentado  en  este  Centro  por  el  recurrente  al 
apelar  contra  el  fallo  del  Presidente  de  la  Audiencia,  y  en  la  certifica- 
don  unida  al  recurso,  aparece  que  por  escritura  de  2  de  Septiembre 
de  1872,  el  vendedor,  para  garantir  ciertas  obligaciones  que  se  había  im- 
puesto como  Recaudador  de  ContribucioneSy  hipotecó  una  casa  que  hábia 
edificado  sobre  la  mitad  de  otra  qué  le  fué  adjudicada  en  su  hijuela  pa- 
terna, y  sobre  otra  parte  de  la  casa  que  compró  posteriormente  á  su  her- 
mana, según  escritura  de  AbrÜ  de  1870, 

De  ahi  se  if\fiere  que  las  dos  porciones  de  finca  sucesivamente  adqui- 
ridas por  el  vendedor  en  1850  y  en  1870  desaparecieron  para  dar  lugar 
Á  una  casa  nueva  construida  por  el  propietario  de  aquéllas  en  época  que 
no  consta  en  los  diversos  documentos  que  obran  en  el  lecurso. 

Levantado  el  actual  edificio  sobre  un  solar  en  parte  adquirido  á  titulo 
lucrativo  y  en  parte  por  otro  oneroso,  debió  ser  objeto  de  liquidación  al 
disolverse  la  sociedad  conyugal,  á  fin  de  determinar  á  quién  pertenecía  la 
finca  total  así  formada. 

Con  esa  liquidación  y  consiguiente  adjudicación  se  habría  evitado  la 
incertidumbre  que  en  este  asunto  existe,  y  que  patentiza  el  hecho  de  que, 
teniendo  toda  la  finca,  según  el  Registro  y  la  escritura  de  2  de  Septiembre 
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de  1872 ^  160  metros  cttadradoSy  y  la  porción  de  ella  que  el  vendedor  ae- 
0  tual  adquiriera  por  pompra  á  eu  hermana  en  Abril  de  1870,  100  me^ 

1^/  trqe  eúperfidalee^  venda  hoy  aquel  intere9<ido  á  su  hija  la  partieipaeión 

^  que  heredara  de  su  padre,  que  tiene  un  área,  según  la  escritura  de  re- 

I'  curso,  de  84  metros  euadrtuíos. 

t^  Por  las  razones  expuestas  no  están  claramente  deslindados  los  dere- 

P  '  chos  que  pueden  asistir  sobre  la  finca  en  cuestión  al  vendedor  y  álos 

causahábientes  de  su  mujer,  y  por  ende  no  es  inscribible  un  contrato 
como  el  que  ha  sido  origen  del  recurso,  en  que  de  la  finca  total  se  segrega 
en  realidad  una  parte  con  linderos  propios  para  formar  finca  tmíe- 
I^V^  pendiente, 

í  ■  Por  implicar  ese  acto  la  división  de  la  cosa  común,  debe  fer  consen* 

E%  tido  por  todos  los  participes  de  ésta  con  arreglo  al  art.  402  del  Código 

I  *  civil,  sin  cuya  previa  división,  inscrita  en  el  Registro,  no  es  admisible, 

^  ;  dado  el  art.  20  déla  Uy  Hipotecaria,  acto  alguno  de  dominio  practicado 

kl  con  relación  á  una  parte  divisa  del  inmueble. 

ñ  Frente  á  esta  doctrina  no  cabe  oponer  la  de\A  Besolnción  de  24  de 

I  Abril  de  1885,  por  ser  ésta  pertinente  á  una  finca  en  que  estaban  clara- 

t^  mente  definidos  los  derechos  del  propietario  y  constaba  por  modo  indu- 

^r  bitable  que  el  dominio  de  éste  dimanaba  con  respecto  ala  totalidad  de 

aquélla  de  un  titulo  gracioso,  circunstancias  que  no  concurren  en  el  oaso 
actual  en  que  se  trata  de  una  finca  adquirida  por  diversos  títulos,  lucra- 
tivo el  uno  y  bneroso  el  otro,  este  último  constante  matrimonio,  y  en  si 
que,  sin  previa  liquidación  del  haber  conyugal,  sin  saber,  por  tanto,  á 
quién  pertenece  la  parte  de  inmueble  qne  procedió  de  un  titulo  onerosoy 
dispone  el  cónyuge  supérstite  de  toda  la  finca,  segrega  de  eUa  una  parte 
que  qfirma  corresponde  á  la  que  adquirió  por  su  hijuela  paterna^  y  que 
tiene  mayor  cabida  que  ésta,  y  la  enajena  á  tercero. 

Todo  este  razonamiento  convence  de  que  está  en  lo  cierto  la  nota  del  Be- 
gistrador,  ya  que  con  arreglo  á  las  Resoladonee  de  este  Centro  de  20  de 
(Septiembre  de  1884  y  21  de  Febrero  de  1889  y  al  art.  20  de  la  ley  Hi- 
potecaria, es  notorio  que  á  la  inscripción  de  la  escritura  del  recurso  ka 
de  preceder  la  liquidación  de  la  sociedad  conyugtU  y  la  adjudicación  de 
toda  la  ñnca,  ó  por  lo  menos  de  la  parte  enajenada  á  favor  del  recurrente.. 
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'SÍRTícolo  404.  Cuando  la  cosa  fuese  esendalmente  indi- 
Jg  T  visible,  y  los  condueños  no  convinieren  en  que  se  adjudi- 
<]ue  á  uno  de  ellos  indemnizando  á  los  demás,  se  venderá  y 
repartirá  su  precio. 

Senteneia  de  14  de  Junio  de  \%^S,^Indivisibilidad  de  la  cosa  común, 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — Por  fallecimiento  del  dueño  de  una  casa 
«ita  en  Madrid  y  previas  las  correspondientes  operaciones  parti- 
■donales,  se  adjudicó  en  1866  por  mitad  dicha  casa  é,  M  y  N, 
hijas  del  causante. 

Muerta  también  N,  fué  adjudicada  la  mitad  pro  indivisa  de  la 
casa  en  cuestión  á  sus  dos  hijas  Xy  Z, 

En  1887  ilf  adquirió  la  participación  (]ue  correspondía  á  X,  y 
habiendo  fallecido  posteriormente  Z  dejando  cuatro  hijos,  el  viu- 
do y  curador  ad  litem  practicaron  las  operaciones  particionales 
del  caudal  relicto,  y  como  consecuencia  de  ellas  se  adjudicó  á 
<:ada  uno  de  los  cuatro  referidos  hijos  de  Z  una  décima  sexta 
parte  de  la  casa  de  que  se  trata. 

Fallecida  también  la  otra  condueña  M,  sus  albaceas  testamen- 
tarios procuraron  la  venta  del  inmueble  pro  indiviso  por  acto  de 
jurisdicción  voluntaria,  y  habiéndose  opuesto  el  padre  de  los 
cuatro  menores  condóminos,  los  albaceas  formalizaron 

B)  Demanda. — En  la  que,  después  de  relacionar  los  antece- 
dentes expuestos  haciendo  constar  la  imposibilidad  de  una  divi- 
sión exacta  dada  la  irregularidad  del  área  de  la  ñnca,  y  que  de 
practicarla  se  ocasionarían  gastos  cuantiosos  ó  se  disminuirían 
las  rentas,  adujeron  en  su  apoyo  los  artículos  400,  401  y  404  del 
Código  civil,  y  2.015  al  2.018  de  la  ^^V  ^^  Enjuiciamiento  civil,  y 
miplicaron  se  vendiera  en  pública  subasta  la  ñnca  poseída  pro 
indiviso  y  se  repartiera  el  precio  proporcionalmente. 

C)  Contestación, — El  padre  y  representante  legal  de  los  meno- 
res demandados  se  opuso,  alegando:  su  falta  de  personalidad;  no 
estar  declarado  previamente  el  provecho  que  pudiera  resultar  á 
sus  hijos  del  ejercicio  del  derecho  que  se  le  suponía  para  allanar- 
se ü  oponerse  á  la  demanda;  no  poder  autorizar  una  venta  de  in- 
muebles sin  previa  justificación  y  declaración  de  su  necesidad  ó 
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Utilidad;  no  expresar  la  demanda  con  claridad  las  personas  con- 
tra quienes  se  proponía;  no  haber  lugar  á  la  venta  en  pública  su- 
basta; no  haber  promovido  desavenencias  con  ocasión  del  con- 
dominio; no  convenirles  la  compra  de  las  tres  cuartas  partes  de  la 
casa  representada  por  los  albaceas,  y  ser  la  casa  esencialmente 
divisible,  pudiéndose  distribuir  entre  los  partícipes  por  pisos  y 
regularse  su  disfrute,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 396  del  Código  civil,  en  relación  con  el  art.  8.®,  caso  3* 
de  la  ley  Hipotecaria  y  322,  núms.  2.**  y  3.®  de  su  Reglamento. 

D)  Prueba  y  sentencia, —  Reproducidas  sustancialmente  las 
expresadas  alegaciones  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  se 
recibió  el  pleito  á  prueba,  habiéndose  practicado  la  pericial,  de  Li 
que  resultó: 

á)  Poderse  dividir  la  ñnca  según  los  planos  presentados  por 
los  peritos  arquitectos,  alterando  por  completo  todos  los  traza- 
dos existentes. 

b)  Ser  el  coste  de  las  obras  el  de  1 16.479  pesetas,  24  céntimos. 

c)  Que  la  ñnca  manifestaría  constantemente  resquebrajaduras 
y  agrietados  verticales  efecto  de  los  asientos  de  la  obra  nueva,  y 

d)  Que  las  rentas  de  la  casa  dividida  disminuirían  y  no  corres- 
ponderían al  valor  actual  de  la  finca  y  menos  al  aumento  de  capi- 
tal que  la  división  exigiría. 

Repreguntados  sobre  k  posibilidad  de  distribuir  la  casa  en 
pisos,  respondieron  que  á  su  juicio  sería  contraproducente  la  dis- 
tribución pretendida,  porque  la  finca  padecería  en  su  estabilidad 
al  verificar  en  ella  obras  en  cualquiera  de  sus  pisos. 

E)  .Sif»/^««Vj.— Sentenciado  el  pleito  en  armonía  con  la  de- 
manda, y  confirmada  la  sentencia  del  Juzgado  por  la  superíori* 
dad,  el  demandado  interpuso 

F)  Recurso  de  casación. — Citando  como  infringidos: 

I.**  Los  artículos  40 1  y  404,  del  Código  civil ^  por  haberlos 
hecho  extensivos  á  condiciones  que  no  se  hallan  comprendidas 
en  su  texto,  puesto  que  refiriéndose  dichos  artículos  á  la  imposi- 
bilidad de  la  división  por  quedar  ó  resultar  inservible  la  cosa 
para  el  uso  á  que  se  la  destina,  en  el  caso  del  pleito  se  trataba 
de  una  casa  de  vecindad,  amplia  y  que  admitía  una  fácil  división^ 
sin  que  el  mayor  ó  menor  coste  de  las  obras  demostrara  indivisi- 
bilidad, sino  lo  contrarío. 

2."*     Articulo  sgó  del  Código  civil:  art.  8!",   caso  3. "^  déla  ley 
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HifúUcaria,  y  1,062  del  mismo  Código^   por  cuanto  se  excluía  la 
división  por  pisos  y  habitaciones. 

3.**  Los  artículos  jga  y  4,06  del  Código  en  cuanto  se  aplican 
por  la  sentencia  los  artículos  i.o§i  y  1,062  del  Código  civil,  que 
no  pertenecen  á  la  materia  de  comunidad,  sino  á  la  de  partición 
de  herencia,  y  no  pueden  servir  de  fundamento  para  acordar  la 
división,  sino  para  llevarla  a  efecto,  una  vez  acordada. 

4.**  Error  de  hecho  y  derecho  comprobado  por  documentos 
auténticos. 

5.**  Infracción  del  principio  Sum  cuique  tribuere,  y  los  artículos 
399  y  4^4  ílel  Código  civil,  y 

6.®  No  resolver  la  sentencia  sobre  la  personalidad  del  padre 
de  los  menores  por  no  tener  participación  en  la  casa,  según  se 
había  solicitado  al  contestar  la  demanda. 

Desestimación  del  recurso. — El  Tribunal  Supremo  declara  no 
haber  lugar,  estableciendo  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  sentencia  no  infringe  los  artieulos  401  y  404  del  Código  civil  cita- 
dos en  el  primer  motivo  del  recurso,  porque  si  bien  la  casa  en  cuestión  es, 
como  todos  los  bienes  corporales  por  punto  general,  divisible  material- 
mentcy  no  lo  es  por  su  esencia,  toda  vez  que  la  división  impondría  un 
gasto  considerable  á  los  participes;  las  dos  casas  resultantes  quedarían 
en  malas  condidones  de  solidez,  y  los  productos  de  ella  menores  de  los 
que  obtienen  sus  condueños,  y  por  lo  tanto,  menor  su  valor,  circunstan- 
áas  todas  que  sirven  de  fundamento  á  la  Sala  sentenciadora  para  decla- 
rar^ acertadamente j  indivisible  por  su  esencia  y  por  su  naturaleza  la  casa 
d$  que  se  trata. 

Tampoco  es  procedente  el  motivo  2.^,  porque  el  art.  396  del  Código 
dieta  reglas  para  un  condominio  posible,  pero  no  tiene  el  alcance  que  le 
da  el  recurrente,  que  seria  en  todo  caso  cambiar  la  forma  del  condominio; 
y  no  teniendo  aquí  aplicación  el  articulo  citado,  no  la  tiene  tampoco 
elnúm.  3.^  del  art.  8.^  de  la  ley  Hipotecaria,  porgue  éste  es  derivación 
4e  aquél  en  cuanto  regula  la  forma  de  hacer  las  inscripciones  de  las 
casas  divididas  por  pisos;  no  infrigiéndose  el  1.062  del  Código,  porqve 
la  Sala  no  lo  cita  como  preceptivo  de  la  venta  sino  como  aplicable  en  sus 
reglas  á  la  forma  de  hacer  la  división  ó  la  venta  cuando  fuere  indivisible 
la  propiedad  común. 

Es  asimismo  improcedente  el  motivo  3,^,  porque,  aparte  de  deducirse 
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contra  un  eonsideramlo  de  la  $enteneia,  lo  cual  no  e$  permitido  en  ca$íh 
eión,  los  articuloi  l,05í  y  1,062  ton  aplicables  á  la  división  entre  loe 
participes  en  la  comunidad,  por  contener  reglas  concernientes  á  la  diid- 
sián  de  la  herencia,  que  se  han  de  guardar  al  dividir  los  bienes  poseídos 
en  común,  por  disposición  expresa  del  art,  406,  que  es  el  último  dd  ti- 
tulo  III,  libro  N  del  Código  civil  que  trata  de  la  comunidad  de  bienes. 

lampooo  ha  incurrido  la  Sala  sentenciadora  en  el  error  de  hecko  ni 
de  derecho  que  se  supone  en  el  cuarto  motivo,  porque,  además  de  que  la 
prueba  pericial  no  es,  para  los  Rectos  del  recurso,  un  documento  autén- 
tico, sino  un  elemento  de  prueba  establecido  por  la  ley,  y  que  el  TH&n 
nal  a  qao  puede  apreciar  con  absoluta  libertad  de  criterio,  no  resulta  de 
ella  en  este  caso  el  error  evidente  del  Juzgador  al  apreciarla;  y  en  cuanto 
al  error  de  derecho,  como  se  funda  en  la  errónea  interpretación  que  da 
á  los  articulos  del  Código  civil  que  cita,  es  otra  forma  de  exponerlo  con- 
testada  ya  en  los  anteriores  considerandos. 

Tampoco  infringe  la  sentencia  el  precepto  general  de  derecho  sunm 
caique  tribuere,  m  los  articulos  399  y  406  del  Código  civil  invocados  en 
el  quinto  motivo,  porque  ignorándose  al  proponer  la  demanda  si  eraban 
aún  hedías  las  particiones  de  los  bienes  de  la  tnadre  de  los  menores, 
no  era  posible  saber  á  quiénes  de  los  participes  en  la  herencia  se  le  había 
adjudicado  la  cuarta  parte  de  la  casa,  cuya  renta  se  solicita;  y  la  senten' 
da,  para  ser  congruente,  manda  entregar  el  precio  correspondiente  al  de- 
mandado en  los  dos  conceptos  que  lo  habia  sido;  por  más  que  si  después,  ó 
porque  se  haya  hecho  la  partición,  ó  porque  del  testimonio  de  las  hijuelas 
resulte  que  esta  porción  fué  adjudicada  sólo  á  los  hijos,  para  éllot  sólo 
será,  pero  esta  circunstancia  no  justifica  ni  puede  servir  con  éxito  para 
un  motivo  de  casación. 

La  sentencia  reclamada  no  ha  dejAdo  de  resolver  todos  los  puntos  so- 
metidos á  discusión,  y  en  este  concepto  tampoco  ha  infringido  el  articu- 
lo 359,  ni  el  párrafo  tercero  del  372  déla  ley  de  Enjuiciamiento  dvU, 
que  se  dtan  en  el  sexto  y  último  motivo  del  recurso,  porque  la  excepción 
alegada  por  el  recurrente  de  su  falta  de  personalidad  en  eete  juicio,  por 
fio  afectarle  la  venta  de  la  casa,  está  resuelta  en  el  fallo  <tl  mandar  en- 
tregarle la  cuarta  parte  del  predo  de  la  venta  en  las  dos  representacio- 
nes con  que  fué  demandado,  por  más  que  si  por  estar  ya  hechM  las  parii- 
dones  el  precio  de  la  venta  correspondiente  no  lo  perciba  por  si,  sino  en 
concepto  de  legal  representante  de  sus  menores  hijos. 

Senteneia  de  18  de  Marzo  de  XZ^T.-^Disolución  de  la  comunidad  de 
una  casa  poseída  por  pisos. — (Véase  art.  392.) 
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'Skbtígulo  406.  Serán  aplicables  á  la  división  entre  los 
^?  participes  en  la  comunidad  las  reglas  concernientes  á  la 
división  de  la  herencia. 


Resoliicíén  de  6  de  Septiembre  de  \^%7. —División  de  la  cosa  común. 

HBCHOS 

A)  Documento  de  inscripción. — Varios  condominos  otorgaron 
escritura  de  partición  de  las  ñncas  que  poseían  pro  indiviso  á  títu- 
lo de  herencia,  y  siendo  menor  de  edad  uno  de  ellos,  fué  repre- 
sentado en  dicho  acto  por  su  padre. 

B)  Nota  del  Registro. — Presentada  dicha  escritura  para  la 
inscripción  de  una  de  las  fincas  adjudicadas  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  fué  denegada  porque,  «mediando  un  menor  de  edad- 
aunque  legítimamente  representado,  no  se  han  cumplido  en  este 
acto  ó  contrato  las  prescripciones  del  art.  164  del  Código  civil  y 
las  del  tít  II,  libro  3.**  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.» 

C)  Recurso  gubernativo, — a)  Alegación  del  recurrente. — El  No* 
tarío  autorizante  interpuso  recurso  gubernativo  contra  la  califica- 
ción del  Registrador,  solicitando  se  declare  que  la  referida  es- 
critura se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  pres- 
cripciones legales,  y  exponiendo  á  este  efecto  lo  siguiente:  que  son 
inaplicables  los  preceptos  citados  por  el  Registrador,  porque  no  se 
trata  de  una  enajenación,  sino  de  la  división  de  la  cosa  común,  lo 
cual  es  distinto;  que  la  enajenación  consiste  en  pasar  á  manos  de 
otro  una  cosa,  y  de  consiguiente,  lleva  consigo  una  transmisión  de 
dominio,  mientras  que  en  la  división  de  la  cosa  común  el  copro- 
pietario no  transmite  el  que  le  correspondiera,  toda  vez  que,  con- 
forme al  art.  450  del  Código  civil,  se  supone  que  el  partícipe  ha 
poseído  exclusivamente,  durante  todo  el  tiempo  que  subsistió  la 
indivisión,  la  parte  que  al  dividirse  le  cupiere;  que  más  propia- 
mente podría  decirse  que  hubo  enajenación  al  adjudicarse  á  los 
herederos  pro  indiviso  las  fincas  de  que  se  trata,  y  sin  embargo,  no 
fué  entonces  necesario  acudir  al  expediente  de  necesidad  y  utilidad 
ni  á  la  aprobación  judicial;  que  si  esto  aconteció,  porque  se  trataba 
de  una  herencia  y  bastaba  para  ello  que  la  menor  estuviera  repre- 
sentada por  su  padre,  podría  preguntarse,  aunque  ahora  no  se  está 
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en  el  caso  de  la  división  de  bienes  hereditarios,  si  siendo  como  es 
la  herencia  un  caso  de  comunidad  universal  ó  de  cosa  universal 
por  acto  de  última  voluntad,  sería  aplicable  la  disposición  que  res- 
pecto á  este  particular  establece  el  art  1.060  de  dicho  Código  á  la 
división  entre  los  partícipes  en  la  comunidad,  teniendo  en  cuenta 
lo  prevenido  en  el  art.  406  del  mismo;  y  que,  por  otra  parte,  habien- 
do  establecido  la  Resolución  de  26  de  Noviembre  de  1875  que  los 
actos  de  partición  de  la  cosa  común  son  inscribibles  cuando  han 
sido  celebrados  por  todos  los  condueños  ó  sus  legítimos  repre- 
sentantes, en  el  presente  caso  se  ha  cumplido  este  requisito,  según 
confesión  del  propio  Registrador,  quien  reconoce  en  la  nota  de- 
negatoria que  la  menor  ha  estado  legítimamente  representada. 

b)  Informe  del  Registrador,^Oiáo  este  funcionario,  informó 
que  reproducía  é  insistía  en  su  nota  denegatoria. 

c)  Juez  delegado. — Declaró  que  la  escritura  denegada  se  ha- 
llaba extendida  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales,  toda  vez 
que  no  se  trataba  de  la  transmisión  de  la  propiedad,  sino  pura  y 
simplemente  de  la  división  de  una  cosa  común,  conforme  al  de- 
recho que  á  cada  uno  de  los  partícipes  confiere  el  art.  406  del 
Código  civil. 

e)  Presidente  de  la  Audiencia, — Habiendo  apelado  el  Registra- 
dor de  esta  resolución,  el  Presidente  de  la  Audiencia  la  confirmó 
en  tcdos  sus  extremos,  é  interpuesto  por  el  primero  recurso. 

La  Dirección  acordó  igualmente  confirmar  la  providencia 
apelada,  apoyándose  en  la  siguiente 

DOCTRINA 

Teniendo,  como  tiene,  por  único  objeto  la  escritura  origen  del  a$wita 
la  división  de  una  cosa  común,  ha  de  regirse  por  las  di^ticiones  especia- 
les que  establecen  las  formalidades  que  deben  observarse  en  lá  celebradón 
de  ese  acto  jurídico. 

El  art,  406  del  Código  civil  declara  aplicables  á  la  dimsión  entre  I09 
participes  en  la  comunidad  las  reglas  concernientes  á  la  división  de  la  he- 
rencia. 

Con  arreglo  al  art.  1,060  del  mismo  Código,  no  es  necesaria  la  inter^ 
vención  ni  la  aprobación  judicial  para  la  validez  de  lapewtición  en  que 
hay  interesados  menores,  si  éstos  están  representados  por  el  padre  en  vir^ 
tud  de  la  patria  potestad. 
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Disolución  de  la  comunidad  de  bienes. 

(Artículos  400  al  406). 

Ligados  los  siete  artículos  por  razón  de  su  añnidad,  estudia- 
remos las  sentencias  y  resoluciones  á  que  han  dado  motivo. 

•  •  • 

* 

A)     División  de  la  cosa  común, 

Senifncia  de  16  de  Octubre  de  jSqS- — Cada  uno  de  los  copropieta- 
rios  de  un  monte  común  tiene  derecho  á  pedir  en  cualquier  tiempo  la 
división,  sin  que  obste  al  ejercicio  de  tal  derecho  el  que  aquella  no  se 
realizara  por  los  designados  para  ello  en  el  tiempo  que  se  les  señaló^ 

Doctrina  incontrovertible  es  la  acabada  de  exponer,  porque, 
como  hemos  dicho  en  otro  lugar  de  este  mismo  tomo,  los  dere- 
chos de  plena  propiedad  son  soberanos  y  en  tal  sentido  inviola- 
bles y  no  condicionados; 

Tratábase  en  el  caso  de  la  sentencia  de  varios  partícipes  pro 
indiviso  de  un  monte,  los  cuales  convinieron  en  acto  conciliato- 
rio practicar  la  división,  y  nombraron  una  comisión  para  que  la 
realizara  en  el  término  de  un  año,  previo  deslinde  de  la  ñnca. 

No  cumplieron  los  comisionados  con  el  encargo  que  les  fué 
conferido;  transcurrió  el  año  sin  que  se  deslindase  la  finca  ni 
se  practicase  su  división  material,  y  planteada  la  demanda  por 
uno  de  los  condóminos,  se  excepcionó  por  otios  de  ellos  no 
haberse  cumplido  la  condición  y,  por  tanto,  no  estar  deslindada 
la  finca.  £1  Tribunal  Supremo,  como  hemos  visto,  mantuvo  en 
toda  ^u  integridad  y  pureza  el  principio  legal  de  nemo  potest  in 
communione  invitus  detineri. 

*  %  m 

Sentencia  de  18  de  Marzo  de  iSgy.^  Se  infringe  el  art.  400  del 
Código  cuando  en  una  casa,  cuyos  diferentes  pisos  corresponden  d  dis- 
tintos propietarios,  se  niega  á  uno  de  ellos  el  derecho  de  disolver  la 
comunidad. 

Al  estudiar  los  artículos  392  y  396  nos  ocupamos  con  exten- 
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sión  de  la  equivocada  doctrina  sustentada  por  el  Supremo  Tribu- 
nal en  dicha  sentencia^  excusando  ahora  volver  sobre  la  materia 
para  do  incidir  en  repeticiones. 

•  •  • 

B)  Modos  de  practicar  ¡a  división. 

Resolución  deS  de  Abril  de  iSgj, — Edificada  una  finca  sobre  un 
solar  adquirido  por  el  edificante,  la  mitad  por  su  legítima  paterna 
y  la  otra  mitad  por  compra  que  hizo  á  su  hermana  estando  ya  ca- 
sado, enagenó  en  1892,  siendo  viudo,  parte  de  dicha  finca  ásu 
hija.  Es  de  advertii  que  á  la  fecha  de  la  enagenación  no  se  habia 
practicado  la  división  del  caudal  ni  se  conocía  por  tanto  lo  que 
coi  respondía  en  la  repetida  finca  á  los  causahabíentes  de  la  mujer  ^ 
por  la  porción  de  gananciales  que  pudiera  asignársela  en  la  liqui- 
dación. 

La  Dirección  confirmó  la  nota  del  Registrador  denegatoria  de 
la  inscripción. 

Porque  levantcuio  el  actual  edificio  sobre  un  solar  adquirido, 
parte  á  titulo  lucrativo  y  parte  4  título  oneroso,  debió  ser  (objeto  di 
liquidación  al  disolverse  la  sociedad  conyugal  para  determinen  á  quién 
correspondía  la  totalidad  de  la  finca. 

Porque  no  es  inscribible  un  contrato  en  que  de  la  finca  total  se  se- 
grega en  realidad  una  parte  con  linderos  propios  para  formar  fin- 
ca independiente,  puesto  que  dicho  contrato  implica  la  división  de  la 
cosa  común  y  debió  ser,  según  el  art.  402  del  Código  civilt  consentido 
por  todos  los  participes. 

Nada  hay  que  objetar  ni  añadir  á  los  anteriores  razonamientos. 

•  «  • 

C)  Indivisión  esencial  de  la  cosa  común.  Medios  supletorios  dt 
disolver  la  comunidad. 

Sentencia  de  14  de  Junio  de  iSqS- — Los  albaceas  de  una  suce- 
sión, entre  cuyos  bienes  se  contaban  las  tres  cuartas  partes  de 
una  casa,  demandaron  á  los  partícipes  de  la  otra  cuarta  parte 
(cuatro  menores,  cada  uno  de  los  cuales  era  condueño  de  una  die- 
ciseisava parte  de  la  totalidad  del  inmueble),  para  que  se  enage- 
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nase  la  finca  y  se  repartiera  el  precio,  en  atención  á  ser  la  cosa 
esencialmente  indivisible.  Opuesto  el  padre  de  los  menores,  acre- 
ditóse durante  el  período  probatorio  ser  posible  la  división,  eje- 
cutando obras  de  variación  del  trazado,  cuyo  coste  excedería  de 
cien  mil  pesetas;  que  tales  obras  harían  sufrir  la  estabilidad  de  la 
casa  7  mermarían  considerablemente  su  renta  en  términos,  que 
no  corresponderían  al  valor  actual  y  mucho  menos  al  de  las 
obras  de  división. 

El  Tribunal  Supremo  dio  lugar  á  la  acción  ejercitada 

Porque  si  bien  todos  los  bienes  corporales  por  punto  general  son 
divisibles  materialmente ,  no  lo  es  por  su  esencia  una  casa,  cuya  ma- 
terial división  impondría  un  gasto  considerable  á  los  participes;  las 
dos  casas  rcsuitantes  quedarían  en  malas  condiciones  de  solidez,  y  los 
producios  de  ellas  serían  menores  de  los  que  actualmente  perciben  lo^ 
condueños,  y 

Porque  los  artículos  i,o$l  y  1.002  del  Código  son  aplicables  á 
la  división  entre  los  partícipes  en  la  comunidad,  por  contener  reglas 
concernientes  á  la  división  de  la  herencia  que  se  han  de  guardar  al 
dividir  los  bienes  poseídos  en  común  por  disposición  expresa  del  ar- 
tículo 406. 

Enseña  la  rc^la  primera,  que  la  determinación  de  la  indivisibi- 
lidad esencial  de  una  cosa  es  cuestión  de  hecho  que  no  puede 
decidirse  apriorísticamente,  sino  según  las  circunstancias  de  cada 
caso. 

Un  edificio  compuesto  de  viviendas  superpuestas,  es  por  su  na- 
turaleza indivisible  materialmente,  porque  aun  atribuyendo  á  cada 
partícipe  un  piso,  siempre  resultará  la  comunidad  de  los  elemen- 
tos sustanciales  de  la  edificación  por  la  unidad  de  solar,  techum- 
bre y  paredes  medianeras,  ó  de  fachada;  pero  si  no  material,  ¿ser 
rá  divisible  jurídicamente  en  todos  los  casos?  Tampoco.  Circuns- 
tancias de  tiempo,  lugar,  área  irregular  del  edificio,  mayor  ó  me- 
nor antigüedad  que,  impida  la  variación  del  trazado  ó  la  realiza- 
ción de  nuevas  obras,  numero  de  partícipes,  etc.,  etc.,  influyen  po- 
derosamente en  su  divisibilidad  ó  indivisibilidad.  ;Cómo,  v.g., par- 
tir exactamente  una  casa  compuesta  de  bajo  y  principal  entre  diez 
partícipes? 

Lo  esencial  indivisible  es  ante  todo  y  sobre  todo  una  cuestión 
de  hecho,  cuya  resolución  queda  á  la  decisión  de  los  socios,  den- 
tro de  la  amplia  autonomía  que  como  garantía  suprema  protege  la 
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propiedad^  y  en  último  término,  al  fallo  de  los  tribunales  de  justi« 
cia.  Pero  sin  pretender  fundir  el  matiz  particular  de  cada  caso^  en 
una  tonalidad  única  que  los  comprenda  todos,  la  indivisibilidad 
esencial,  material  ó  jurídica  tiene  una  pauta  ó  norma  en  el  artícu- 
lo 401,  de  la  que  no  es  posible  prescindir. 

Los  copropietarios  no  podrán  exigir  la  división  de  la  cosa 
cuando,  de  hacerla,  resulte  inservible  para  el  uso  á  que  se  la  des- 
tina. Así  dice  el  art.  401,  cuyo  texto  no  quiere  significar  que  el 
condómino  ha  de  permanecer  forzosamente  en  la  comunidad, 
puesto  que  puede  acudir  á  los  medios  supletorios  del  art.  404, 
sino  que  si  por  la  división  de  la  cosa  ésta  resulta  inservible  para 
su  uso  natural,  es  esencialmente  indivisible.  Y  no  sólo  es  esen- 
cialmente indivisible  en  el  supuesto  del  art.  401,  sino  según  las 
indicaciones  de  la  sentencia  que  estudiamos,  cuando  la  división 
exija  alteraciones  costosas  en  la  cosa  común  que  comprometan 
su  estabilidad  y  permanencia,  y  no  rindan  utilidad  proporcionada 
á  la  importancia  de  la  cosa  y  de  las  obras. 

£1  adverbio  esencialmente  empleado  por  el  art  404  con  mar- 
cada inoportunidad,  no  envuelve,  pues,  el  conj^epto  absoluto  de 
indivisible  por  su  esencia,  concepto  cerrado  que"  en  el  orden  real 
fuerza  á  conceptuar  como  divisibles  todas  las  cosas  cuya  división 
no  lleve  consigo  su  destrucción  ó  muerte,  sino  un  concepto  rela- 
tivo, condicionado,  eminentemente  jurídico,  fundado  sobre  la  uti- 
lidad del  objeto  que  se  ha  de  partir  y  que  por  tanto  diputa  por 
indivisible  toda  partición  que  haga  desmerecer  la  cosa,  ó  bajo 
cualquier  aspecto  atente  al  uso  normal  de  la  misma. 

Dice  también  la  Sentencia  de  14  de  Junio  de  i8gs»  que  los  ar- 
tículos 1.051  y  1.062  son  aplicables  á  la  división  entre  partícipes 
por  contener  reglas  concernientes  á  la  división  de  la  herencia. 

Un  poco  rápido  nos  parece  este  juicio.  El  art.  1.05 1  consagra 
la  acción  átfamiliae  erciscundae  así  como  el  400  la  de  communi  di- 
vidundo.  Ambos  contienen  el  mismo  principio  fundamental,  apli- 
cable en  el  primero  á  la  pro  indivisión  de  la  masa  hereditaria,  y  en 
el  segundo  á  la  comunidad  de  una  cosa  concreta  y  determinada. 
Además,  ni  ha  sido  ni  es  ni  será  nunca  regla  concerniente  á  la  di- 
visión, porque  no  regula  el  modo  de  dividir.  Kn  resumen,  diga  lo 
que  quiera  el  Tribunal  Supremo  interpretando,  según  la  letra,  un 
artículo  como  el  406  en  que  el  legislador  ha  procedido  por  adap- 
tación á  ojo  de  buen  cubero,  no  es  aplicable  el  art  1.051  á  la  ma- 
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teria  de  comunidad  de  bienes,  sino  propia  y  exclusivamente  á  la 
división  de  la  masa  hereditaria.  Y  lo  mismo  cabe  afírmar  del  ar- 
tículo 1.062:  artículo  decretado  para  la  partición  de  la  herencia, 
lo  demuestra  su  propia  contextura  al  presentamos  como  resolución 
del  conflicto  la  adjudicación  á  uno  de  los  herederos,  á  calidad  de 
abonar  á  los  otros  el  exceso  en  dinero;  y  todavía  lo  comprueba 
más  el  hecho  de  existir  un  artículo  homogéneo,  el  404,  cuya  ñnali- 
dad,  por  ser  la  misma,  evidencia  que  cada  texto  tiene  su  órbita 
propia. 

Claro  es  que  nada  de  esto  pudo  influir  lo  más  mínimo  en  la 
resolución  del  recurso,  pero  bueno  es  que  las  cosas  queden  en  su 
lugar,  y  la  buena  doctrina  en  el  suyo. 


•  • 


D)  Adaptación  á  la  división  de  la  cosa  común  de  las  reglas  dic- 
tadas para  la  división  de  la  herencia. 

Resolución  de  6  de  Septiembre  de  iSgj. — Nos  brinda  con  un 
problema  jurídico  sencillo  é  interesante. 

Otorgada  escritura  de  división  de  varias  fincas  poseídas  pro 
indiviso,  uno  de  cuyos  condueños  era  menor  de  edad  y  estuvo 
representado  en  la  división  por  su  padre,  fué  denegada  la  inscrip- 
ción porque  no  se  habían  cumplido  laa  prescripciones  del  art.  164 
del  Código  civil  y  las  del  título  2.**,  libro  III  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil. 

La  Dirección  ordenó  la  inscripción, 

Porque  el  art,  406  del  Código  civil  declara  aplicables  á  la  divi- 
sión entre  los  participes  en  la  comunidad  las  reglas  concernientes  d 
la  división  de  la  herencia,  y  el  art,  1.060  no  exige  la  intervención 
ni  la  aprobación  judicial  para  la  validez  de  la  partición  en  que  hay 
interesados  menores,  si  éstos  están  representados  por  su  padre,  en  vir- 
tud de  la  patria  potestcul. 

Prescindiendo  del  argumento  suministrado  por  la  ley  de  adap- 
tación contenida  en  el  art.  406  del  Código,  un  tanto  problemático, 
porque  en  nuestro  sentir  la  regla  del  art.  1.060  es  eminentemente 
hereditaria,  hay  en  esta  cuestión  base  suficiente  para  preguntarse: 
^La  división  de  la  cosa  común  es  acto  de  enagenación  ó  de  gra- 
vamen? 
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Respondiendo  á  esta  pregunta  decimos.  La  división  de 
la  cosa  común  no  altera  la  suma  de  propiedad,  no  hay,  pues,  des- 
prendimiento, nada  se  transmite;  es  verdad  que  se  altera  la  forma 
del  disfrute,  y  podríamos  decir  que  la  dinámica  del  derecho  del 
partícipe,  porque  en  vez  de  actuar  las  fuerzas  sobre  toda  la  masa 
pro  indivisa,  se  concreta  y  limita  á  una  porción  determinada, 
pero  esta  transformación  no  se  hace  con  mengua  de  su  sustanda. 
No  habiendo,  pues,  desprendimiento  de  sustancia  dominical,  en 
forma  de  transmisión  gratuita  ú  onerosa  del  todo,  de  la  parte  ó 
de  alguna  de  las  atribuciones  del  dominio  (derecho  real),  no  hay 
actos  de  enagenación,  ni  de  gravamen,  únicos  en  los  que  se  des- 
confía del  amor  paterno,  y  se  busca  en  la  justificación  de  la  nece* 
sidad  y  utilidad,  y  en  la  independencia  del  Juez  la  suprema  ga- 
rantía. 

^'Y  cuándo  por  ser  la  cosa  esencialmente  indivisible  haya  que 
recurrir  á  los  medios  supletorios,  á  los  sucedáneos  de  la  división? 
Entonces  puede  haber  venta  en  licitación  pública,  y  se  vende  la 
porción  del  hijo  sometido  á  patria  potestad.  ¿Será  precisa  la 
autorización  judicial?  £n  modo  alguno.  £n  dicho  supuesto,  es  la 
ley  quien  vende,  y  la  imposición  de  la  venta  sofoca  su  mayor  ó 
menor  utilidad,  reduciéndola  á  un  factor  inútil,  sin  afinidad  elec- 
tiva con  la  necesidad. 
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TÍTULO  IV 
De  algunas  propiedades  especiales. 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LAS  AGUAS 


Seeeión  primera. 

Del  dominio  de  las  aguas. 

KTÍCüLO  407.     Son  de  dominio  público  (i): 
i.^     Los  ríos  y  sus  cauces  naturales. 
2.^     Las  aguas  continuas  ó  discontinuas  de  manantiales  y 


(I)    Real  deereto  de  II  de  Julio  de  1896. 

HECHOS 

Un  vecino  de  an  caserío  venía  en  la  quieta  y  pací&ca  posesión  del  agua  que 
brota  en  la  plaza  de  dicho  caserío,  y  como  algunos  operarios  destruyeran  la 
cubierta  del  acueducto,  y  adaptando  un  tubo  de  plomo  condujeran  parte  del 
agua  á  una  ñnca  propiedad  de  un  tercero  para  destinarla  al  riego  de  las  tie- 
rras, el  vecino  del  caserío  entabló  interdicto  contra  el  inquietante,  pidiendo 
se  le  restituyera  en  la  posesión  de  su  derecho. 

Promovida  competencia  por  el  Gobernador  civil,  fundándose  en  los  ar- 
tículos 251  y  siguientes  de  la  ley  de  Aguas  de  1879,  y  en  que  no  cabe  inter- 
dicto contra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  dictados  en  el  círculo  de  sus 
atribuciones,  como  lo  era  el  de  que  se  trataba,  autorizando  al  demandado 
para  colocar  el  tubo  y  tomar  el  agua,  el  Juzgado  dictó  auto  de  inhibición 
pero  revocado  por  la  Audiencia,  mantuvo  aquél  su  competencia,  por  lo  que 

Vistos  los  arts.  344  y  407,  núm.  9.°  del  Código  civil,  y  los  72  y  89  de  la 
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arroyos  que  corran  por  sus  cauces  naturales,  y  estos  mismos 


cauces. 


ley  muDÍcipal,  se  decidió  la  competencia  á  favor  de  la  Administración,  esta- 
bleciendo la  siguiente 

DOCTRINA 

i.^  La  presente  contienda  jurisdiccional  ie  ha  dictado  con  motivo  de 
una  demanda  de  interdicto,  cuya  demanda  tiende  á  contrariar  ó  á  dejar 
ún  efecto  el  acutrdo  adoptado  en  1691  por  el  j4yuntdmiento,  concediendo  á 
la  demandada  un  aprovechamiento  de  aguas  sobiantes  de  la  fuente  pú- 
blica desfinada  á  surtir  á  los  vecinos,  cuyas  aguas^  por  ser  de  común 
aprovechamiento,  tienen  el  concepto  depúblúxis. 

El  Ayuntamiento,  al  otorgar  aquella  concesión,  ohó  respecto  de uh 
asunto  definido  entre  los  de  bU  exclusiva  competencia  por  el  citado  ar^ 
ticulo  72  de  la  ley  municipal. 

Contra  tales  acuerdos  no  cabe  utilizar  la  via  del  interdicto^  por  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  art,  89  de  la  propia  citada  ley  municipal. 

Esto  no  obsta  para  que  los  que  se  crean  perjudicados  por  la  concesión 
rtferida  en  sus  derechos  civiles  ejerciten  las  acciones  correspondientes  en 
el  modo  y  forma  que  las  leyes  establecen. 


Sentencia  de  24  de  Febrere  de  1897.— Irsóunai  Conttndoso, 

Administrativo, 

HECHOS 

Varios  vecinos  de  la  villa  X  reclamaron  ante  el  Gobernador  civil  de  la 
respectiva  proviocía  contra  el  aprovechamiento  que  de  las  aguas  de  la  ace- 
quia de  dicho  pueblo  se  hacía  por  la  fábrica  N,  propiedad  de  la  Sociedad  B  y 
Compañía,  convirtiéndolas  en  impotables  y  de  imposible  aplicación  para  los 
usos  domésticos. 

Reclamados  por  el  Gobernador  civil  los  antecedentes  en  virtud  de  los 
cuales  se  justifícase  el  uso  de  las  aguas  de  la  acequia  Arabulcila  por  la  dicha 
Sociedad,  en  su  fábrica,  se  unió  al  expediente  certifícación  del  acuerdo  toma- 
do en  la  villa  de  X  en  20  de  Julio  de  1889  por  la  Junta  de  regantes. 

Por  la  certifícación  consta  que,  bajo  la  presidencia  de  los  alcaldes  de  los 
pueblos  interesados  en  la  acequia,  se  reunieron  en  la  Casa  Consistorial  los 
propietarios  que  se  expresan  en  el  acta,  y  habiéndose  dado  cuenta  del  objeto 
de  la  reunión,  después  de  haber  hecho  uso  de  la  palabra  It  como  gerente  de  la 
Sociedad  de  su  nombre  y  otros  señores,  se  tomaron  varios  acuerdos,  de  los 
cuales,  el  primero  dice  así:  primero,  clos  propietarios  de  lá  acequia  concede 
rán  á  B  y  C^  ti  uso  de  las  aguas  para  la  fábrica  de  azúcar  de  remolacha  que 
piensan  construir,  cualquiera  que  sea  el  punto  de  su  recorrido  en  que  la  mis- 
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3.®    Las  aguas  que  nazcan  continua  ó  discontinuamente  en 
terrenos  del  mismo  dominio  publico. 


ma  se  establezca,  sin  que  se  altere  ei  curso  natural  de  sus  aguas,  ni  éstas  su- 
fran disminución  alguna». 

Continuada  la  sustanciacuin  del  expediente,  el  Gobernador  pidió  informe 
al  Ingeniero  jefe  de  Obras  publicas,  que  lo  evacuó,  exponiendo  que  los  par 
tícipcs  en  la  acequia  no  podían,  sin  intervención  del  Estado,  disponer  que  las 
aguas  destinadas  de  tiempo  inmemorial  al  riego  de  terrenos  fueran  emplea- 
das en  otro  objeto;  que  la  reunión  habida  no  estaba  autorizada  por  la 
ley  para  conceder  la  autorización  que  á  JS  st  otorgó;  y  que  para  venir  á  un  es- 
tado de  derecho  se  hacía  preciso  que  B  solicitase  del  Estado  la  concesión  de 
aguas  que  necesitase  usar,  y  entonces  sería  el  momento  oportuno  de  oir  á 
todos  los  interesados  y  de  imponer  condiciones  para  la  concesión. 

El  Gobernador  resolvió  el  expediente  en  el  extremo  relativo  á  la  facultad 
de  concesión  para  el  uso  de  las  aguas  de  X  en  la  fábrica  iV,  decretando  que 
las  aguas  de  la  acequia  eran  del  dominio  público,  y  que  en  su  virtud,  la  fá- 
brica no  podía  utilizar  en  sus  industrias  las  aguas  de  la  expresada  acequia 
mien.ras  no  obtuviese  en  legal  forma  la  correspondiente  concesión  adminis- 
trativa. 

J^f  en  el  concepto  de  gerente  de  la  Sociedad  B  y  Compañía,  compareció 
ante  el  Tribunal  provincial  de  lo  Contencioso-administrativo,  entablando 
recurso  contra  la  resolución  del  Gobernador  de  la  provincia,  fundándose  en 
las  Reales  órdenes  de  13  y  18  de  Marzo  de  1891,  en  congruencia  con  la 
ley  de  13  de  Junio  ds  1888  y  con  los  preceptos  de  la  ley  orgánica  Provin- 
cial vigente. 

Admitido  dicho  recurso,  el  recurrente,  formalizó  demanda  con  la  suplica 
de  que  el  Tribunal  se  sirviera  declarar  que  la  concesión  otorgada  por  la  co- 
munidad de  regantes  de  X^  y  cuya  caducidad  no  había  sido  declarada  por 
BÍngün  tribunal  ni  autoridad  competente,  constituía  título  bastante  para  usar 
las  aguas  de  la  expresada  acequia  en  la  fábrica  y  edificio  á  propósito  cons- 
truido en  su  margen,  y  en  su  consecuencia  disponer  que  continuase  abieito 
el  establecimiento  fabril  N,  utilizando  las  expresadas  aguas  sin  necesidad  de 
nueva  concesión  administrativa,  interesando  también  el  recibimiento  á 
prueba. 

Habiendo  comparecido  el  Abogado  del  Estado  en  representación  de  la 
Administración  para  sostener  su  acuerdo,  y  recibido  el  'pleito  á  prueba,  asi 
como  veriñcada  la  vista,  el  Tribunal  pro\  incial  dictó  sentencia  por  la  que  se 
declaró  no  haber  lugar  á  las  excepciones  de  incompetencia  de  jurisdicción  y 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  alegadas  en  oposición  a 
la  deducida  por  B  contra  la  resolución  dictada  por  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia; y  se  absolvió  de  dicha  demanda  á  la  Administración,  confirmando  la 
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4,^     Los  lagos  y  lagunas  formados  por  la  naturaleza  en  te- 
rrenos públicos  y  sus  álveos. 


antedicha  resolución  y  declarando  que  la  fábrica  Nt  representada  por  la  So- 
ciedad B  y  Compafiia  no  puede  utilizar  en  sus  industrias  las  aguas  de  la  ace- 
quia mientras  no  obtenga  en  legal  forma  la  correspondiente  concesión  admi  • 
nistrativa. 

8.°  Contra  dicha  sentencia  dedujo  B  recurso  de  apelación,  y  el  Tribunal 
de  lo  Contencioso  Administrativo  revocó  la  sentencia  apelada  y  el  acuerdo 
del  Gobernador  de  la  proyincia,  declarando  que  la  concesión  otorgada  á  B  por 
la  comunidad  de  regantes  de  X,  constituía  título  bastante  para  utilisar  bs 
aguas  en  el  establecimiento  fabril  A^,  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Loe  derechos  que  en  su  favor  invoca  la  sociedad  B  y  Compañía  nacen 
de  la  conceMn  que  otorgó  la  comunidad  de  regantes  de  Arabulcila^  hajo 
la  presidencia  del  alcalde  de  los  pueblos  interesados^  para  el  uso  de  las 
aguas  de  dicha  acequia  con  destino  á  la  fábrica  de  azúcar  de  remolacha. 

Si  bien  los  artículos  21$  al  !Í20  de  la  vigente  ley  de  Aguas  atribuye 
á  los  Gobernadores  de  provincia  la  facultad  de  conceder  atdorizadones 
para  establecer  en  los  ríos  navegables  ¿flotables  molinos  ú  otros  artefac- 
tos industrialeSt  estas  autorizacioneSy  como  todas  las  de  que  trata  el  tí- 
tíUo  4.®  de  la  citada  ley,  se  rieren  á  los  aprovechamientos  comunes  ó  es- 
pedales  de  las  aguas  que  tienen  el  carácter  de  públicas^  pero  no  á  las  que, 
según  los  preceptos  de  la  misma  ley  y  del  Código  civil,  tienen  carácter 
meramente  privado. 

Las  aguas  de  Arabulcila,  de  cuya  concesión  se  trata,  discurren  por 
la  acequia  del  mismo  nombre,  destinada  de  antemano  á  usos  de  común 
aprovechamiento  y  de  interés  privado  por  la  comunidad  de  regantes  cons- 
tituido por  tres  pueblos,  por  lo  cual  es  notorio  que  dichas  aguas  no  tienmi 
el  carácter  de  públicas,  no  sólo  porque  no  se  hallan  comprendidas  entre 
las  que  en  este  concepto  enumeran  los  artículos  2,^  y  éP  déla  ley  de 
aguas  y  el  art.  407  del  Código  civil,  sino  porque  tanto  el  art.  408  de  este 
Código  como  el  98  de  la  ley  de  aguas,  determinan  con  toda  claridad  el 
concepto  de  aguas  privadas  que  tienen  las  que  discurren  por  las  acequias, 
al  prescribir,  en  consecuencia  con  lo  establecido  en  la  legislación  anteri{>r, 
que  efí  toda  acequia,  el  agua,  el  cauce,  los  cajeros  y  las  margenes  serán 
considerados  como  parte  integrante  de  la  heredad  ó  ed^cio  á  que  van  des- 
tinadas las  aguas. 

Reconocido  el  carácter  de  privadas  que  tienen  las  aguas  de  la  expre- 
sada acequia,  y  no  habiéfidose  puesto  en  duda  la  posesión  quieta  y  eonii- 
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5.®     Las  aguas  pluviales  que  discurran  por  barrancos  ó 
ramblas  cuyo  cauce  sea  también  del  dominio  publico. 


ituada  de  ellas  por  parte  de  la  comunidad  de  regantes^  la  concesión 
tle  la  fuerza  motriz  de  aquéllas  para  su  aprovechamiento  en  toda  clase  de 
nucamsmos  fijos  es  función  propia  y  privativa  de  la  misma  comunidad, 
según  prescribe  el  art.  235  de  la  ley  de  Aguas^  la  cual  sólo  otorga  á  los  go  - 
bemadores  la  facultad  de  decidir  el  recurso  de  alzada  que  se  interponga 
contra  el  acuerdo  negativo  de  la  comunidad  de  regantes . 

De  lo  expuesto  se  refiere  que  otorgada  por  la  Junta  general  de  regan- 
tes la  concesión  á  la  Sociedad  B  y  compañía^  el  Gobernador  carecía  defa- 
cuUades  para  ftnularla,  y  que  debe  ser  aquella  respetada  integramente,  no 
sólo  porque  fué  precedida  de  todos  los  requisitos  necesarios,  sino  porque 
el  acuerdo  de  la  expresada  autoridad,  al  exigir  autorización  administra- 
tiva á  la  fábrica  para  utilizar  las  aguas,  se  funda  en  el  supuesto  erróneo 
de  que  éstas  son  de  dominio  público,  declarando  que,  por  otra  parte,  sólo 
podrían  hacerlo  los  Tribnnales  de  justicia,  atendiendo  al  precepto  del  ar- 
ticulo 254  de  la  ley  de  Aguas, 

El  respeto  á  los  derechos  que  nacen  de  la  concesión  que  se  otorgó  á  la 
Sociedad  B  y  compañía,  no  impide  que  la  Administración  ejerza  sobre  las 
íiguas  que  han  sido  objeto  de  aquelU  la  vigilancia  necesaria  en  cuanto 
afecte  á  la  salubridad  pública  y  ala  seguridad  de  las  personas  y  de  los 
bienes,  conforme  á  la  prevenido  en  el  art.  227  déla  ley  de  Aguas. 


Real  decreto  de  l.°  de  Mayo  de  \%%7,— Aguas  púbiUas, 


Dedujo  A  demanda  de  interdicto  de  recobrar  contra  i?,  exponiendo  que 
éste  había  abierto  un  canal  en  la  presa  de  un  río  para  poner  en  movimiento 
an  molino  abandonado  hacía  muchos  años,  mermando  así  el  caudal  de  aguas 
qne  dicha  presa  p«rteneciente  pro  indiviso  á  ambos  proporcionaba  al  actor» 
y  sustanciado  el  interdicto,  declaró  el  Juzgado  no  haber  lugar  á  él. 

Apelada  la  anterior  sentencia  por  A^  y  sustanciándose  este  recurso, 
el  Gobernador  de  la  provincia,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  requi- 
rió de  inhibición  á  la  Audiencia,  fundándose:  en  que  resultaba  probado  que 
dejaron  de  utilizarse  las  aguas  en  el  molino  ó  artefacto  del  denunciado  hacía 
más  de  veinte  años,  y  que,  por  tan  poderosas  razones,  se  extinguió  el  derecho 
de  aprovechamiento  á  la  parte  que  de  las  mismas  creía  corresponderle;  en 
que  independientemente  de  las  cuestiones  civiles  que  sobre  la  propiedad  de 
Jas  aguas  promovieran  entre  sí  el  denunciante  y  denunciado,  las  que  se  utili. 
zaban  en  el  artefacto  del  segundo  han  debido  pasar  al  dominio  público  por 
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6.^     Las  aguas  subterráneas  que  existin  en  terrenos  pü  - 
bucos. 


tiO  existir  nneya  concesión  de  las  mismas;  en  que  todos  estos  hechos  y  los 
demás  que  aparecían  del  expediente,  entrañaban  la  cuestión  previa  qoe  era 
de  todo  punto  iodispeosable  para  entablar  la  competencia  de  la  Adminis- 
tración; y  citaba  el  Gobernador  los  artículos  147,  150,  226  de  la  ley  de  Aguas 
de  13  de  Junio  de  1879,  el  art.  411  del  Código  civil,  y  el  arl.  3  °  del  Real 
decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887. 

Sustanciado  el  coq^icto,  la  Audiencia  dictó  auto  declarándose  compe- 
tente, alegando:  que  la  presa  enlazada  en  el  río  y  el  aprovechamiento  de  la» 
aguas  que  recoge  pertenecían  al  molino  que  pro-indiviso  era  de  la  propiedad 
del  demandante  y  demandado,  y  por  tanto,  aun  en  el  caso  de  que  uno  de 
los  condueños  no  aprovechare  las  aguas  para  mover  una  piedra  reservada  á 
su  dominio,  no  se  extinguiría  el  derecho  al  disfrute  de  aquéllas,  siempre  que 
las  mismas,  como  en  el  caso  presente,  hayan  discurrido  continuamente  por 
sus  canales,  utilizándolas  algunos  de  los  condueños,  aunque  sólo  se  emplearan 
en  mover  una  piedra  de  molino;  que  no  eran  de  aplicación  al  asunto  de  que 
se  trataba  las  disposiciones  legales  citadas  en  apoyo  de  la  competencia  sus 
citada,  pues  ni  se  pretendía  concesión  ni  podía  existir  caducidad  de  aprove- 
chamiento de  aguas  publicas  en  este  caso,  y  por  tanto,  no  habiendo  que  de- 
cidir relación  alguna  de  derecho  en  que  tenga  interés  el  Estado,  no  existía 
cuestión  previa  cuya  resolución  sea  de  la  competencia  administrativa;  que 
concretándose  el  asunto  de  autos  á  ventilar  si  las  partes  tenían  ambas  dere- 
cho á  la  posesión  y  disfrute  de  las  repetidas  aguas,  ó  si  en  su  totalidad  sólo 
existía  ese  derecho  á  los  primeros  por  haberle  perdido  aquéllos  en  beneficio 
del  demandante,  la  cuestión  discutida  era  de  carácter  esencialmente  civil,  y 
s»u  resolución  correspondía  á  la  jurisdicción  ordinaria  conforme  al  art.  251 
de  la  ley  de  Aguas. 

El  Gobernador  insistió  en  el  requerimiento,  y  elevadas  las  actuaciones  al 
Ministro,  resolvió  éste  la  competencia  á  favor  de  la  Administración,  fundán- 
dose en  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con  motivo  dt 
un  interdicto  promovido  para  recobrar  la  posesión  de  las  aguas  del  rio 
Aliste  que  en  primera  distribución  se  aprovechan  para  la  molienda  de  «ti 
inolino  harinero  de  la  propiedad  del  demandante  y  del  demandado. 

Tratándose  de  las  aguas  de  un  rio  cuyo  dominio  eminente  ó  propiedad 
de  hecho  y  de  derecho  pertenece,  como  el  de  todas  las  cosas  públicM,  al 
Estado  i  el  concepto  de  la  posesión  de  dichas  aguas  es  por  sfi  nattiraleza  i»- 
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7.^    Las  aguas  halladas  en  la  zona  de  trabajos  de  obras 
públicas,  aunque  se  ejecuten  por  concesionario. 


separable  del  de  su  uso  ó  aprovechamiento;  materia  ésta  acerca  de  la  cual 
es  exclusiva  la  competencia  de  la  Administración. 

Inspirándose  en  esta  doctrina  la  jurispruéíencia,  de  acuerdo  con  la  le- 
gislación  especial  de  aguas,  limita  la  competencia  de  los  Tribunales  del 
orden  civilj  en  materia  de  aguas  públicas,  á  las  cuestiones  puramente  de 
dominioy  reservando  á  la  Administración  el  conocimiento  de  las  cuestio- 
nes relativas  á  la  posesión  de  dicha  clase  de  aguas. 


Real  decrete  de  8  de  Febrero  de  \9!^.— Aprovechamiento 

de  aguíu  públicas. 


Cuatro  pueblos  veníaa  desde  tiempo  iamemorial  en  posesión  del  aprove- 
chamiento de  las  agnas  de  un  río  para  regar  sus  tierras  durante  los  meses  de 
Mayo  á  Septiembre,  turnando  en  forma  que  el  lunes  correspondía  el  riego  al 
pueblo  A,  el  martes  al  pueblo  B^  el  miércoles  y  el  jueves  al  pueblo  C  y  el 
viernes  y  el  sábado  al  pueblo  />,  hasta  el  amanecer  del  domingo,  que  lo  uti- 
lizaban los  cuatro  en  la  forma  que  detalladamente  consta  de  una  Real  carta 
ejecutoria. 

Un  miércoles,  tres  vecinos  del  pueblo  D  taparon  el  cauce  apresándolo  en 
término  de  dicho  pueblo,  y  sorprendidos  por  vecinos  del  pueblo  C,  el  Ajrun- 
tamiento  de  este  lugar  promovió  interdicto,  que  prosperó  en  primera  instan- 
cia, y  fué  apelado. 

Pendiente  la  apelación,  el  Gobernador  de  la  provincia  requirió  á  la  Sala 
de  inhibición,  fundándose  en  que  se  trataba  de  aguas  publicas,  según  el  ar- 
tículo 4.^  de  la  ley  de  13  de  Juiíio  de  1879,  y  en  que  la  policía  de  estas  aguas 
está  á  cargo  de  la  Administración. 

La  Sala  mantuvo  su  jurisdicción,  sosteniendo  que  las  aguas  del  río  que 
discurren  por  el  cauce  de  los  cuatro  concejos,  dedicadas  exclusiva  y  especial- 
mente al  riego  de  los  prados,  linos  y  demás  frutos  y  para  abrevar  ganados, 
no  podían  considerarse  de  dominio  público  porque,  con  sujeción  al  art.  5.^ 
de  la  misma  ley  de  aguas,  pertenecen  á  dichos  cuatro  concejos,  y  sólo  ellos 
los  disfrutan  y  son  sus  dueños  inientras  discurren  por  el  cauce  que  abrie- 
ron á  sus  expensas;  que  la  posesión  en  el  aprovechamiento  se  halla  recono- 
cida por  el  art.  234  de  la  citada  ley,  y  que  siendo,  según  el  art  254,  de  la 
competencia  de  los  Tribunales  ordinarios  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
relativas  al  dominio  de  las  aguas  públicas  y  privadas  y  su  posesión,  así  como 
el  conocimiento  de  las  cuestiones  entre  particulares  sobre  aprovechamiento 
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8.^  Las  aguas  que  nazcan  continua  ó  discontinuamente  en 
predios  de  particulares,  del  Estado,  de  la  provincia  6  de  los 
pueblos,  desde  que  salgan  de  dichos  predio^. 


de  ag-aas,  cuando  la  preferencia  se  funda  en  títulos  de  derecho  civil,  en  el 
caso  actual  los  litigantes  tenían  carácter  de  particulares  é  invocaban  títulos 
civiles,  como  lo  eran  las  Reales  ejecutorias» 

La  competencia  fué  decidida  á  favor  de  la  Administración. 

DOCTRINA 

El  presente  cofifiido  jurüdiecicnal  se  ha  suscitado  por  haber  acu- 
dido el  Ayuntamiento  de  C  á  los  Tribunales  de  justicia  en  solicitud  de  que 
se  le  reponga  y  mantenga  en  el  derecho  de  regar  los  miércoles  y  jueves  de 
cada  semana,  desde  Mayo  á  Septiembre ,  con  agua»  sacadas  del  rio  Orbigo 
por  el  cauce  Üamado  de  los  Cuatro  Concejos. 

Es^  por  tanto,  evidente  que  la  cuestión  que  ha  motivado  la  con 
tienda  se  refiere  á  la  posesión  de  unas  aguas,  y  no  á  la  preferencia  de 
derecho  al  aprovechamiento  de  las  mismas,  con  arreglo  á  la  ley  de  13  de 
Junio  de  1879;  preferencia  que^  aparte  de  lo  expuesto,  no  podía  de  modo 
alguno  ventilarse  en  juicio  de  interdicto. 

Atribuidas  por  la  ley  á  la  jurisdicción  ordinaria  las  cueUiones  re- 
lativas á  la  posesión  de  las  aguas  privadas,  y  excluidas  de  su  competeneit 
por  la  misma  ley  las  referentes  á  la  posesión  de  las  públicas,  depende  la 
solución  que  al  presente  conflicto  haya  de  darse  de  que  se  estimen  de  do- 
minio privado,  como  la  Audiencia  alega,  ó  de  dominio  público,  como  el 
Gobernador  sostiene,  las  aguas  de  cuya  posesión  se  queja  de  haber  sido 
perturbado  el  Ayuntamiento  de  C. 

Las  expresadas  aguas  no  pueden  menos  de  reputarse  publiooB,  tan- 
to si  se  atiende  á  que  por  ser  tomadas  directamente  del  Orbigo  partici- 
pan del  carácter  que  tienen  las  de  este  rio,  como  si  se  tiene  en  cuenta  que, 
aun  en  el  supuesto  de  que  por  apartarse  de  él  no  estuviesen  comprendida» 
en  la  disposición  que  claeifica  á  los  rios  como  de  dominio  público,  les  se- 
ria aplicable  la  que  atribuye  esta  condición  á  las  aguas  que  nacen  conti- 
nua ó  discontinuamente  en  terrenos  del  expresado  dominio,  ó  la  que  $e  le 
reconoce  á  las  que  nacen  continua  ó  discontinuamente  en  predios  de  par- 
ticulares,  del  Estado,  de  la  provincia  ó  de  los  pueblos,  desde  que  scUgan 
(le  dichos  predios;  alguna  de  cuyas  circunstancias  no  puede  menos  de  am 
currir  en  aguas  derivadas  de  un  rio,  siendo  todavia  más  patente  mu  ca- 
rácter de  públicas  si  se  considera  la  imposibilidad  de  comprenderlas  en 
ninguna  de  las  diferentes  das^icaeiones  que  como  aguas  de  dominio  priva- 
do enumera  el  Código  civil. 

Sea  cualquiera  el  alcance  de  lasBeales  ejecutorias,  d\ficU  deapre- 
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9.®    Los  sobrantes  de  las  fuentes,  cloacas  y  estableci- 
mientos públicos. 


dar  por  otra  parte  con  exactitud  con  90I0  los  particulares  que  de  elka 
se  hm  testimoniado  en  los  autos,  esto  en  nada  afecta  á  la  condición  de 
las  aguas  que  discurren  por  el  cauce  de  los  Cuatro  Concejos,  cuyo  carácter 
de  públicas  queda  evidentemente  demostrado. 

No  habiéndose  justificado,  ni  aun  alegado  siquiera,  que  los  pue- 
blos A,  B,  C  yD  sean  propietarios  de  las  aguas  de  que  se  trata,  en  tal 
forma  que  las  puedan  aprovechar,  vender  ó  permutar  como  una  propie- 
dad particular;  y  resultando,  por  el  contrario,  que  su  derecho  á  ellas  se 
limita  á  aprovecharlas  desde  Mayo  á  Septiembre  para  regar  sus  fincas  y 
dar  de  beber  á  sus  ganados,  derecho  que  no  puede  considerarse  que  cons^ 
iituya  uno  de  los  dominios  privados  ó  de  los  derechos  adquiridos  que  de- 
jaron á  salvo  las  leyes  de  Aguas  y  el  Código  civil. 


Sentencia  del  Tribunal  Contencieso  Administrativo  de  7  de  Marzo 

de  1898. —  Concesión  del  aprovechamiento  de  las  aguas  sobrantes 
de  una  fuente  municipal. 


Un  yecíno  de  Segovia  obtuvo  en  1873  del  Ayuntamiento  de  dicha  Ciu- 
dad la  concesión  del  sobrante  de  una  fuente  para  aplicarla  á  su  industria  de 
fabricación  de  papel,  siendo  condiciones  de  dicha  concesión:  i.^  £1  pago  por 
el  concesionario  de  un  canon  anual;  2.^  la  reserva  por  el  Ayuntamiento  de 
poder  dispouer  de  las  susodichas  aguas  los' días  que  fuera  preciso  para  el  rie- 
go del  arbolado  y  limpieza  de  alcantarilla. 

Solicitada  aclaración  de  dicho  acuerdo  en  el  sentido  de  que  siendo  de  im- 
portancia las  obras  que  habían  de  hacerse  se  concretaran  los  días  en  que  el 
Ayuntamiento  había  de  utilizar  el  agua;  éste,  en  sesión  de  Diciembre  del  mis- 
mo año,  previo  dictamen  de  la  comisión  de  arbolado,  señaló  un  día  al  mes 
durante  el  invierno  y  la  primavera,  y  dos  durante  el  verano  y  el  otoño. 

Transcurrieron  más  de  20  años  sin  que  el  concesionario  fuese  perturbado 
en  la  posesión  del  aprovechamiento,  pero  en  1896  el  Ayuntamiento  de  la  ciu- 
dad, fundándose  en  el  error  padecido  en  1873  por  no  haberse  oído  el  dicta- 
men de  Arquitecto,  ni  el  del  Director  del  arbolado,  revocó  la  concesión. 

No  habiéndose  aquietado  el  concesionario»  interpuso  alzada  ante  el  Go- 
bernador, quien  confirmó  el  acuerdo  del  Ayuntamiento.  Formulado  recurso 
contencioso,  el  Tribunal  provincial  revocó  la  resolución  gubernativa;  y  ape- 
lado dicho  fiallo  ante  el  Tribunal  Contencioso,  éste  lo  confirmó  aceptando  lo 
Considerandos,  que  son  como  sigue: 
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S.  de  16  de  Diciembre  de  \9l^Z.-"^provechamiet¡to  de  aguas. 

HECHOS 

A)  Antecedentes.— E\  marqués  de  Perrera  venía  ostentando 
ciertos  derechos  sobre  uso  y  aprovechamiento  de  las  aguas  de  un 
manantial  titulado  Valparaíso,  del  que  se  surtía  la  villa  de  Aviles, 


DOCTRINA 

En  la  resolíieión  administrativa  objeto  de  la  demanda  instada  por  el 
recurrente  concurren  los  requisitos  necesaHos  para  que  proceda  contra 
ella  recurso  contencioso^dminisfrativOy  el  que^  habiendo  sido  interpuesto 
dentro  del  término  establecido  por  la  ley  de  Procedimiento  vigente  y  es 
manifiestamente  de  la  competencia  de  este  tribunal: 

El  Ayuntamiento  de  Segoviay  al  tomar  sus  acuerdos  de  9  y  23  de  Di- 
ciembre de  1873y  por  los  cuales  se  otorgó  al  peticionario^  como  había  sO' 
licitado  y  en  beneficio  de  su  fábrica  de  papel,  el  aprovechamiento  de 
las  aguas  sobrantes  de  lafucfite  de  San  Bogue,  con  la  reserva  de  ellas 
á  favor  del  Mufíicipio  de  un  día  al  mes  en  las  estaciones  de  invierno 
y  primavera,  y  de  dos  en  las  de  verano  y  otoño,  que  estimó  8%^ 
denles  para  atender  á  la  limpieza  de  alcantarillas  y  riego  del  arbolado^ 
en  cuyos  términos  se  modificó  y  aclaró  por  el  segundo  de  dichos  acuerdos^ 
á  instancia  del  concesionario,  la  condición  referente  á  este  extremo,  que 
de  una  manera  vaga  é  indeterminada  se  habia  consignado  en  el  primero^ 
obró  dentro  de  sus  facultades  y  ejercitó  un  derecho  concedido  por  las  le- 
yes sobre  cosa  de  que  podia  disponer,  con  arreglo  á  las  mismas,  deriván- 
dose de  ello,  y  por  la  aceptación  y  cumplimiento  por  el  recurrente  de  to- 
das las  condiciones  estipuladas  en  1 1  (concesión,  la  existencia  de  un  con- 
trato bilateral  legalmente  perfeccionado  y  consumado,  que  no  puede  de^ 
hacerse  por  solo  la  voluntad  de  una  de  las  partes,  y  á  cuyo  amparo  ha 
adquirido  la  otra  respetables  derechos  que  implican  ctuzntiosos  intereses, 
(le  que  no  debe  ni  puede  ser  despojada  en  la  forma  y  manera  que  lo  ha 
hecho  la  resolución  administrativa  reclamada: 

No  es  de  tener  en  cuenta ,  ni  por  lo  tanto  aceptarse^  el  motivo  ó  pre, 
texto  en  que  se  basa  el  acuerdo  tomado  por  dicha  Corporación  en  6  de 
Marzo  de  1873  y  restableciendo  el  de  9  del  mismo  mes  y  ano,  en  que  se 
consignó  la  reserva  ilimitada  de  aguas,  con  que  no  se  conformó  el  con- 
cesionario, aduciéndose  como  causa  para  volver  sobre  aquel  acuardo 
el  haberse  partido  por  error  del  falso  supuesto  del  que  serian  bastantes 
para  atender  á  servicios  preferentes  los  dias  que  se  señalaran,  error  que 
se  dice  fué  comprobado  por  los  informes  del  personal  técnico  de  cuyo  die- 
lamen  se  prescindió  al  hacerse  tal  limitacióny  pues  sobre  ser  si^dente  á 
este  efecto  el  emitido  entonces  por  la  Comisión  de  arbolado,  é  innecesarie 
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y  como  en  el  año  de  1752  el  Municipio  tratara  de  conceder  á  un 
particular  una  poza  de  agua  del  susodicho  manantial,  recurrió  el 
marqués  ante  los  Tribunales,  y  la  Audiencia  de  Oviedo,  recono- 
ciendo su  derecho,  revocó  el  acuerdo  •  tomado  por  el  Ayunta- 
miento. 

Posteriormente,  tanto  por  actos  del  Municipio  como  de  parti- 
culares, siempre  se  reconoció  el  derecho  del  marqués  á  los  sobran- 
tes del  manantial  después  de  surtir  las  fuentes  públicas,  por  lo  que 
en  las  concesiones  de  aguas  constantemente  se  contó  con  su  au- 
torización. 

Con  motivo  de  ciertas  obras  y  reconocimientos  en  el  manan- 
tial y  cañerías,  el  marqués  se  consideró  perturbado  en  la  posesión 
de  su  derecho,  y  suscitado  pleito  con  el  Ayuntamiento  de  Aviles, 
se  terminó  por  transacción  de  181 9,  en  la  que  el  Procurador  síndi- 
co de  una  parte  y  de  otra  el  apoderado  del  marqués,  convinieron: 

3.**  En  que  el  Ayuntamiento  reconocía  y  ratificaba  la  regalía, 
uso  y  aprovechamiento  que  el  marqués  tenía  de  las  aguas  sobran- 
tes de  la  fuente  de  Valparaíso,  y 

5.®  Que  para  evitar  abusos  de  particulares  en  la  toma  de  ma- 
yor cantidad  de  agua  que  la  concedida,  quedara  esto  .al  cuidado 
del  Ayuntamiento  y  del  referido  apoderado. 


porno  exigirlo  disposición  alguna  legal,  el  de  personas  cientificas,  cuya 
opinión  no  estaba  tampoco  obligado  á  seguir  el  Ayuntamiento,  si  algún 
error  hubo,  fué  de  hecho,  y  sabido  es  que  los  de  esta  clase  propios  no  apro- 
vechan, según  principio  de  derecho,  y  tardíamente,  y  sin  razón  justifica 
da,  lo  invoca  el  Ayuntamiento,  cuando,  sin  haber  aumentado,  según  in- 
forme de  la  Alcaldía  á  la  Comisión  provincial  en  el  expediente  de  aUada, 
las  necesidades  referentes  á  limpieza  de  alcantarillado  y  riego  del  arbola- 
do desde  que  se  hizo  la  concesión  de  aguas  hasta  que  se  tomó  en  1896  el 
acuerdo  recurrido,  ha  permanecido  por  espacio  de  más  de  veintidós  años 
sin  darse  cuenta  de  los  perjuicios  que  el  limite  de  la  reserva  en  el  aprove- 
chamiento le  irrogara,  perjuicios  de  que,  por  no  ser  favorables  al  caso 
presente,  y  sí  contraria  á  las  Reales  órdenes  de  15  de  Junio  de  1878,  15 
de  Noviembre  de  1879  y  16  de  Marzo  de  1888.  en  que  respectivamente  se 
apoyaron  la  Comisión  provincial  y  el  Ministerio  fiscal,  al  informar  la 
primera  al  Gobernador  en  el  recurso  de  alzada  ante  éste  interpuesto  por 
el  concesionario,  y  combatir  el  segundo  la  demanda  por  el  mismo  formu- 
lada, tan  sólo  hubiese  podido  reclamar  el  Municipio,  utilizando  á  su  vez 
el  recurso  contencioso-administrativo  en  el  plazo  de  cuatro  años,  ya  f  ene- 
^^>  y  por  lo  tanto,  prescrita  la  acción  administrativa  que  se  establece  en 
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Por  escritura  de  1826,  el  marqués  y  el  Ayuntamiento,  con  mo- 
tivo de  la  construcción  de  dos  fuentes  públicas,  pactaron  lo  con- 
ducente para  que  el  derecho  del  primero  no  sufriese  merma. 

Fallecido  el  marqués,  sucedióle  su  hermano,  y  á  éste,  en  el  usu- 
fructo de  las  aguas  sobrantes  de  Valparaíso,  su  viuda,  y  en  la  nu- 
da propiedad  su  hija.  Muerta  la  hija,  heredáronla  sus  tres  hijos  me- 
nores y,  habiendo  también  muerto  uno  de  ellos,  sucedióle  aéin- 
tesiato  su  abuela  X. 

£n  1888  la  Corporación  municipal  de  Aviles  otorgó  varias 
concesiones  de  agua  á  particulares  sin  contar  con  X,  y  como  á 
reclamación  de  ésta  recayera  desestimación  de  la  misma  por  el 
Ayuntamiento,  formuló  aquélla 

B)  Demanda  en  unión  del  cuñado  de  los  otros  dos  herederos 
menores,  en  la  cual,  después  de  exponer  los  antecedentes  relacio- 
nados, terminaron  suplicando: 

a)  Que  se  declarase  que  los  demandantes  eran  dueños  del 
agua  que,  procedente  del  manantial  de  Valparaíso,  venía  desde 
tiempo  inmemorial  alimentando  las  fuentes  de  la  casa-palacio  y 
posesión. contigua  de  la  propiedad  de  aquéllos. 


el  úUimo  párrafo  del  art,  7.^  de  la  ley  procesal  vigente  de  22  de  Junio 
de  1894,  con  refei  encia  á  la  de  13  de  Septiembre  de  1888. 

Habiendo,  por  otra  parte,  venido  usando  y  utilizándose  el  recurren- 
te por  espacio  de  más  de  veinte  años  de  las  aguas  sobrantes  de  la  fuente 
pública  de  que  se  trata,  sin  que  durante  ellos  haya  tenido  oposición  de 
la  Autoridad  ó  de  tercero,  es  evidente  que  además  del  derecho  fundado 
en  la  concesión  que  le  hizo  el  Ayuntamiento,  concurre  á  su  favor  el 
no  menos  legitimo  de  la  prescripción  al  amparo  de  las  disposiáones 
que  sobre  este  extremo  establecen  el  Código  civil  y  la  ley  de  Aguas  de  13 
de  Junio  de  1879,  no  pudiendo,  por  tanto,  perturbársde,  ni  menos  ser 
privado  de  la  continuación  del  aprovechamiento,  sino  por  causa  de  uU 
lidad  pública,  debidamente  justificada  y  previa  indemnización  de  dattói 
y  perjuicios;  por  lo  que,  y  demás  consideraciones  expuestas,  no  puede 
prevalecer  la  resolución  administrativa  recurrida,  y  debe  revocarse  en  los 
términos  que  por  el  actor  se  ha  solicitado  en  $u  demanda. 

No  existe  la  notoria  temeridad  que  para  la  imposición  de  costas  se- 
ñala el  párrafo  primero  del  art.  93  de  la  ley  reformada  de  22  de  Ju- 
tiio  de  1894  en  el  Abogado  del  Estado,  que  en  el  ^ercicio  de  sus  fuñéis* 
nes  fiscales  se  limita  á  sostener  en  via  contenciosa  un  acuerdo  déla  Ad- 
ministración activa. 
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b)  Que  eran  igualmente  dueños  del  derecho  de  aprovechar  las 
aguas  sobrantes  del  manantial  Valparaíso  que  no  fueran  precisas 
para  el  servicio  de  las  fuentes  públicas  de  la  villa. 

c)  Qu€  asimismo  les  pertenecía  el  derecho  de  impedir  que  el 
Ayuntamiento  pudiera,  sin  el  consentimiento  de  los  demandantes, 
hacer  concesión  de  aguas  á  particulares. 

d)  Que  se  declarasen  nulas  las  concesiones  otorgadas  por  sí 
propio,  por  el  Ayuntamiento  y 

e)  Que  se  repusieran  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  en 
1888,  haciendo  desaparecer  las  arquetas  y  tuberías  que  se  habían 
colocado  con  motivo  de  las  indicadas  concesiones. 

C)  Contestación, — El  Ayuntamiento  de  A^vilés  expuso:  que 
desde  1573  venía  disponiendo  del  manantial  Valparaíso,  habien- 
do hecho  las  obras  necesarias  en  dicha  época  para  reunir  las  aguas 
y  conducirlas  á  la  villa  para  su  abastecimiento;  que  la  cañería  ha- 
bía sido  colocada  por  el  Ayuntamiento;  que  asimismo,  en  1884. 
se  repuso,  contrayéndose  al  efecto  un  préstamo  cuyo  capital  é 
intereses  había  de  cubrirse  con  la  venta  de  pajas  de  agua  sobran- 
tes después  de  la  obra,  acuerdo  que  se  aprobó  por  la  superiori- 
dad; que  en  1865  y  1866  se  practicó  información  sobre  la  des- 
aparición del  molino  de  San  Martín  que  los  antecesores  de  los 
demandantes  tenían  en  el  río,  haciendo  en  dicha  fecha,  más  de 
treinta  años,  que  dicho  molino  no  se  surtía  de  los  sobrantes  de 
Valparaíso. 

Por  todo  lo  cual,  y  formulando  reconvención,  suplicó  la  abso- 
lución de  la  demanda;  y  en  méritos  de  aquélla,  la  extinción  del 
derecho  de  los  demandantes,  como  sucesores  del  marqués  de  Pe- 
rrera al  aprovechamiento  de  las  aguas  sobrantes  del  manantial 
para  el  servicio  del  indicado  molino  y  la  cancelación  de  la  ins- 
cripción de  las  hijuelas  de  los  demandantes,  en  cuanto  por  ellas 
se  hacía  constar  en  el  Registro  el  derecho  de  éstos  al  aprovecha- 
miento de  las  aguas  sobrantes,  y  el  de  impedir  que  el  Ayuntamien- 
to hiciera  concesiones  sin  su  permiso. 

D)  Réplica  y  duplica, — Evacuados  los  traslados  de  réplica  y 
duplica,  haciéndose  constar  en  el  primero  la  disminución  de  las 
aguas  hacía  unos  cinco  años,  y  ampliándose  las  pretensiones  de  la 
demanda  á  que  se  considerase  á  los  demandantes  dueños  del  so- 
brante de  una  de  las  fuentes  públicas  á  que  se  refería  la  escritura 
de  1826  (fuente  Galiana),  á  cuya  ampliación  se  opuso  el  Ayunta- 


Digitized  by  VjOOQIC 


206  DB  LAS  AGUAS  (aRT.  407 

miento,  se  recibi  j  el  pleito  á  prueba,  y  practicada  pericial  de  re. 
conocimiento  de  la  arqueta  y  cañería  que  surtía  de  agua  á  la  casa- 
palacio,  se  pronunció  por  el  Juzgado. 

D)  Sentencia. — Condenando  al  Ayuntamiento  de  Aviles  á 
restituir  desde  luego  á  los  demandantes  la  misma  cantidad  de 
agua  que  hasta  hacía  cinco  años  venía  alimentando  las  diferentes 
fuentes  que  tenían  en  su  casa-palacio  y  en  la  posesión  contigua, 
y  á  que  se  repusiera  en  la  fuente  Galiana  los  dos  caños  que  tenía, 
los  cuales  deberían  correr,  como  antes,  á  boca  llena,  revocó  los 
acuerdos  tomados  por  el  Ayuntamiento  relativos  á  concesiones 
de  pajas  de  agua  á  particulares  y  de  los  sobrantes  de  aguas  su- 
cias; le  absolvió  de  las  demás  pretensiones  de  la  demanda;  y  esti- 
mando pertinente  la  reconvención,  falló  en  consonancia  con  lo 
en  ella  solicitado. 

F)  Sentencia  de  la  Audiencia. — Sustanciada  la  apelación  que 
ambas  partes  interpusieron,  la  Audiencia  dictó  sentencia  revoca- 
toria, declarando. 

a)  Que  las  aguas  del  manantial  de  Valparaíso  que  salen  de 
la  arqueta  matriz  y  son  conducidas  por  una  cañería  general  hasta 
bifurcar  por  otras  parciales  para  surtir  las  fuentes  de  la  villa  de 
Aviles  y  las  del  palacio  y  posesión  contiguas  de  Perreras  pertene- 
cen en  condominio  al  Ayuntamiento  y  -á  la  referida  casa  en  la 
proporción  en  que  se  hallan  distribuidas  por  las  respectivas  ca- 
ñerías. 

b)  Que  como  consecuencia  de  este  condominio,  corresponde 
á  los  demandantes  el  derecho  de  prestar  ó  negar  su  consenti- 
miento á  toda  concesión  de  aprovechamiento  de  aguas  que  hicie- 
ra el  Municipio  á  particulares  hasta  que,  después  de  su  aforo  y 
división,  salgan  del  manantial  por  cañerías  distintas  las  de  cada 
partícipe. 

c)  Que  no  ha  lugar  á  modíñcar  el  estado  posesorio  de  las 
aguas  sobrantes  del  manantial  que  ingresen  en  el  arroyo  de 
San  Martín,  ni  á  dejar  sin  efecto  las  concesiones  de  aguas  hechas 
por  el  Ayuntamiento  á  particulares  en  los  años  de  i88S  y  1890, 
sin  perjuicio  de  los  derechos  que  asistieran  á  la  casa  Perreras 
contra  los  concesionarios  y  de  la  indemnización  por  daños  con- 
tra el  Ayuntamiento. 

d)    Condenó  la  sentencia  al  Ayuntamiento  á  reponer  los  ca- 
ños de  la  fuente  Galiana  al  ser  y  estado  convenido  en  la  escritura 
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de  1826,  ó  sea  que  corrieran  á  boca  llena  los  dos  caños  de  la 
misma,  de  igual  calibre  que  otra  titulada  del  Cabaíledo,  y  asimis- 
mo á  reintegrar  á  los  demandantes  de  la  cantidad  de  agua  que 
surtía  las  fuentes  de  la  casa-palacio  y  posesión  contigua,  y 

e)  Absolvió  de  la  reconvención  á  la  parte  actora  por  lo  que 
se  refería  á  la  cancelación  de  las  inscripciones  de  las  hijuelas,  sin 
hacer  especial  condenación  de  costas. 

Recurso  de  casación. — a)  Recurso  de  la  casa  Perreras, — La 
marquesa  viuda  y  el  tutor  de  los  menores  lo  interpusieron,  adu- 
ciendo como  infringidos: 

i.°  El  ari,  §^g  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  mantie- 
ne el  principio  de  congruencia  de  los  fallos  con  lo  pretendido 
por  las  partes  y  las  Sentencias  de  16  de  Octubre  de  1863  y  23  de 
Febrero  de  j86j  en  cuanto  la  sentencia  declara  el  condominio 
de  las  aguas,  sin  que  se  haya  pretendido  esta  declaración. 

í.°  Infracción  de  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Oviedo  de 
1753,  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Aviles  de  7  de  Agosto  de 
1787,  transacción  de  1819  y  escrituras  de  1825  y  1826,  en  el  sen- 
tido de  que  el  derecho  de  la  casa  á  consentir  ó  negar  concesiones 
de  aguas  á  particulares  se  hacía  depender  del  supuesto  condomi- 
nio con  el  Ayuntamiento. 

3.**  El  art.  46a  del  Código  civil  y  el  Jj  de  la  Ley  Hipotecaria, 
declarativos  de  que  la  posesión  de  los  derechos  reales  no  se  en- 
tiende perdida  en  cuanto  á  tercero,  sino  por  la  cancelación  de  las 
inscripciones,  ó  ía  transferencia  del  derecho  real  inscrito;  en  el 
sentido  de  que  no  obstante  reconocer  la  sentencia  el  derecho  de 
los  sucesores  del  marqués  de  Perreras  á  intervenir  en  las  concesio- 
nes, dejaba  subsistentes  las  que  el  Ayuntamiento  hizo  sin  la 
anuencia  de  aquellos;  ni  que  se  hubiese  podido  crear  un  estado 
posesorio  en  favor  de  los  concesionarios,  puesto  que  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  constaba  inscrito  el  derecho  dé  interven- 
ción de  la  casa  Ferreras,  y 

4.**  Error  de  hecho  al  afirmarse  que  el  Ayuntamiento  era  ma- 
yor porcionista  en  el  condominio  de  las  aguas  por  no  haberse 
practicado  prueba  alguna  sobre  la  carga  de  agua  que  tomaban 
las  cañerías  al  bifurcarse. 

b)  Recurso  del  Ayuntamiento. — Lo  interpuso,  citando  como  in- 
fringidos: 

I.**    El  art,  i.2§j  del  Código  sobre  cosa  juzgada  en  el  concepto 
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de  declararse  la  existencia  de  un  condominio  contra  lo  resuelto 
en  ejecutoria  de  1829. 

2.^  Error  de  hecho  y  contradicción  de  la  sentencia  en  sus  pro- 
pios fundamentos,  por  añrmar  que  era  inmemorial  el  derecho  de 
la  casa  Perreras  á  las  aguas  sobrantes  de  Valparaíso,  y  sostener 
al  mismo  tiempo  que  el  aprovechamiento  del  sobrante  de  la  fuen- 
te Galiana,  que  también  procedía  de  Valparaíso,  nacía  del  con- 
trato de  1826. 

3.**    La  ley  9*,  ///.  XXVIII,  Partidas,'',  puesto  que   al  decla- 
rar la  sentencia  el  condominio  de  las  aguas  va  contra  dicha  ley, 
que  proclama  que  los  bienes  del  dominio  público,  como  las  fuen 
tes,  son  del  común  de  cada  ciudad  ó  villa,  y  no  se  puede  prescri- 
bir ni  adquirir  por  contrato. 

4.**  La  ieys!",  ///.  XXXI,  Partida  3^,  porque  el  marqués  de 
Perreras  pudo  adquirir  el  uso  de  las  aguas,  pero  no  el  dominio, 
que  es  lo  que  se  declara  en  la  sentencia. 

5.**  El  art.  4.07,  caiQ  g.°  del  Código  civil  en  el  mismo  concep- 
to que  la  infracción  anterior. 

6.°  El  art.  jj  ae  la  Ley  de  Aguas  de  iS^g,  porque  la  sentencia 
determina  la  cantidad  de  las  aguas  para  las  fuentes  de  la  casa-pa- 
lacio y  propiedad  aneja,  por  el  calibre  de  la  cañería  y  las  aguas 
se  subordinan  á  las  alteraciones  del  manantial  y  á  las  necesida- 
des de  la  población. 

7.**  El  art.  171  de  la  Ley  de  Aguas,  y  ¡os  jj  y  137,  reglas  /.* 
y  2^  de  la  Ley  Municipal  de  1877;  por  cuanto  se  limitaba  al 
Ayuntamiento  de  Aviles  el  poder  que  le  correspondía  para  el  ré- 
gimen y  distribución  de  las  aguas  en  el  interior  de  la  población. 

8.°  El  art.  148  de  la  citada  Ley  de  Aguas,  en  cuanto  declara 
la  sentencia,  no  haber  lugar  á  alterar  el  estado  posesorio  de  las 
aguas  sobrantes  del  manantial  que  ingresan  en  el  arroyo  de  San 
Martín,  toda  vez  que  había  caducado  todo  derecho  á  dicho  apro- 
vechamiento, puesto  que  el  molino  ya  no  existía  cuando  se  publi- 
có la  ley  de  1866,  y 

9.**  El  art.  7g,  caso  2!*  de  la  Ley  Hipotecaria  en  el  sentido  de 
no  decretarse  la  cancelación  de  un  derecho  ya  caducado,  cual  el 
aprovechamiento  como  fuerza  motriz  del  molino  de  San  Martín 
de  las  aguas  sobrantes  de  Valparaiso. 

Sentencia  del  Tribunal  Supremo. — Estima  en  parte  ambos  re- 
cursos, apoyándose  en  la  siguiente 
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DOCTRINA 

En  orden  al  recurso  de  los  herederos  del  Marqués  de  Ferrera,  limi- 
toda  susianeialmente  la  petición  de  la  demanda  y  réplica  á  que  se  decla- 
ren ciertos  derechos  que  los  actores  dicen  tener  en  los  sobrantes  del  manan- 
tial de  Valparaíso^  y  se  tengan  por  nulos  algunos  acuerdos  del  Ayunta- 
mentó  de  Aviles  sobre  concesión  de  aguas,  en  cuanto  lesionan  aquellos 
derechos;  y  consistiendo  las  excepciones  opuestas  por  el  Ayuntamiento  de- 
mandado en  la  extinción  de  algunos  de  los  derechos  reclamados  y  en  la 
negación  de  los  hechos  de  que  deriva  su  derecho  la  parte  adora,  alegando 
otros  que  sirven  de  fundamento;  al  declarar  la  sentencia  que  las  aguas 
del  expresado  manantial  corresponden  comunalmente  ó  en  condominio  á 
los  demandantes  y  al  Ayuntamiento  demandado,  resuelve  una  cuestión 
distinta  de  la  planteada  y  dissutida  en  estos  autos,  é  infringe  por  incon- 
gruencia el  art,  359  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  doctrina  que 
en  relación  con  el  mismo  se  dia  en  el  primer  motivo. 

Al  derivar  la  sentencia  del  supuesto  condominio,  el  derecho  de  los  de- 
mandantes á  que  no  se  hagan  por  el  Ayuntamiento  de  Aviles  concesiones 
á  particulares  de  las  aguas  sobrantes  del  manantial  de  Valparaíso  sin  el 
acuerdo  de  los  actores,  y  no  délos  documentos  que  obran  en  autos  y  que 
son:  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Oviedo  de  Noviembre  de  1753,  acuer- 
do de  dicho  Ayuntamiento  de  1787,  escritura  de  transacción  de  1819  y  es- 
crituras de  Agosto  de  1825  y  de  Noviembre  de  1826,  incurre  en  error  de 
derecho  nacido  de  la  incongruencia,  por  cuanto  saca  consecueticias  legales 
de  un  condominio  que,  por  no  haberse  discutido,  no  se  ha  podido  declarar 
ni  menos  determinar  si  en  ese  condominio  tiene  el  Ayuntamiento  mayor 
participación;  y  á  la  vez  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas, 
que  resulta  de  los  citados  documentos  auténticos  que  demuestran  la  equi- 
vocación evidente  de  la  Sala  sentenciadora,  siendo  en  este  concepto  proce- 
dentefi  los  motivos  2,^  y  4.<>  del  recurso  de  los  herederos  del  Marqués  de 
Ferrera. 

Limitadas  como  están  las  atribuciones  del  Ayuntamiento  de  Aviles 
para  conceder  aguas  de  los  sobrantes  del  manantial  de  Valparaíso  á  par- 
ticulares ó  Corporaciones,  por  el  derecho  que  tienen  los  herederos  del  Mar- 
qués de  Ferrera  á  inteí-venir  y  prestar  su  consentimiento  en  tales  canee 
siones,  según  resulta  de  los  documentos  de  que  se  ha  hecho  mérito,  cuyo  de- 
recho se  halla  inscrito  en  legal  forma,  es  evidente  que  las  concesiones  que 
haya  hecho  el  Ayuntamiento  de  aquellos  sobrantes,  sin  este  esencial  re- 
quisito, son  nulas  y  consiguientemente  no  han  podido  crear  ningún  dere- 
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cho  que  lesione  el  de  los  herederos  del  Marqués  de  Ferrera;  y  al  recono- 
cerlp  así  la  sentenciat  dejando  no  obstante  subsistentes  las  que  se  encuen- 
tran en  las  expresadas  condiciones,  incurre  en  notoria  cofUradiccián  y  en 
las  infracciones  estimadas  en  los  precedentes  considerandos^ 

Si  bien  es  exacta  la  doctrina  que  como  infringida  se  alega  en  el  tercer 
motivo^  sólo  puede  ser  estimada  su  infracción  en  cuanto  no  se  ha  declara- 
do la  nulidad  de  las  concesiones  indebidamente  hechas;  pero  no  tiene  aq\i\ 
la  extensión  que  pretenden  los  herederos  del  Marqués  en  la  demanda  y  el 
recurso t  porque  el  hecho  de  no  haber  sido  parte  en  este  pleito  los  concesio- 
narioSy  que  es  uno  de  los  fundamentos  de  la  sentencia^  es  independiente  de 
la  aplicación  de  la  doctrina. 

En  cuanto  al  recurso  del  Ayuntamiento  de  Aviles,  la  sentencia  no  m- 
fringe  la  ley  gue  se  cita  en  el  primer  motivo^  porque  la  ejecutoria  de  1729 
no  declara  ningtin  derecho  y  limitándose  única  y  exclusivamente  á  reser- 
var y  dejar  á  salvo  el  suyo  al  Marqués  de  FefTcra  para  que  en  juicio 
competente  use  de  él  como  viere  le  convenga. 

En  cuanto  el  segundo  y  tercer  motivos  se  fundan  en  la  declaración 
que  hace  la  sentencia  de  que  el  condominio  de  las  aguas  de  Valparaíso 
toca  y  corresponde  al  Ayuntamiento  de  Aviles  y  al  Marqués  de  Ferrera^ 
el  fallo  es  incongruente  con  lo  alegado  y  pedido  en  este  pleito  ^  y  es  proce- 
dente la  casación,  como  ya  se  ha  dicho,  por  más  que  no  haya  contradic- 
ción en  que  se  declare  que  de  tiempo  inmemorial  corresponda  al  Marqués 
de  Ferrera  el  aprovechamiento  de  los  sobrantes  de  las  aguas  de  Valpa- 
raíso y  le  correspondan  también  los  sobrantes  de  la  fuente  de  Ckdiana 
por  virtud  de  la  escritura  de  24  de  Noviembre  de  1826,  que  si  comprende 
también  la  creación  de  la  fuente  del  Rivera,  á  los  sobrantes  de  la  de  Galia- 
na se  ha  referido  en  este  extremo  del  pleito  lo  alegado  y  discutido  por  las 
partes,  no  habiendo,  por  tanto,  el  error  de  hecho  ni  de  derecho  que  en  la 
apreciación  de  las  pruebas  se  alega  en  el  motivo  2.^,  ni  tiene  tampoa> 
aplicación  por  no  tratarse  aquí  de  bienes  comunales  de  la  villa  de  Aviles, 
la  ley  9.^,  tit.  XXVIII  de  l(i  Partida  S.\  que  se  cita  en  el  5.°. 

Tampoco  infringe  la  sentencifi  la  ley  6.^,  tit.  XXXI,  Partida  -9.*,  ni 
el  art.  407,  caso  9.^  del  Código  civil,  que  se  citan  en  los  motivos  4.'^  y  5.^, 
porque  lo  que  pretenden  los  representantes  del  Marqués  de  Ferrera  y  les 
reconoce  la  sentencia,  es  que  se  les  declare  el  derecho  que  por  virtud  á  U 
estipulado  en  la  citada  escritura  de  Noviembre  de  1826  tienen  á  los  so- 
brantes dt  la  fuente  de  Galiana,  poniendo  á  ésta  en  las  mismas  condicio- 
nes convenidas  en  aquel  documento  público,  á  lo  cual  no  sólo  no  se  opone 
la  citada  ley  de  Partida,  sino  que  antes  bien  sanciona  el  derecho  de  los 
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adorea;  ni  tampoco  infringe  la  sentencia  el  art.  407  del  Código  civil, 
porque  aqui  no  se  discute  el  uso  y  aprovechamiento  de  los  sobrantes  de 
aguas  que  tengan  los  representantes  del  Marqués  después  de  dar  á  éstas 
en  su  finca  la  aplicación  que  á  bien  tengan^  sino  el  derecho  que  tienen  á 
recibir  en  su  finca  los  sobrantes  de  la  fuente  pública  de  Galiana;  debién- 
dose además  tener  presente  que  el  art.  424  del  Código  deja  á  salvo,  como 
excepción  de  las  disposiciones  contenidas  en  el  capitulo  I,  titulo  IV,  li- 
bro II  del  mismo,  los  derechos  adquiridos  con  anterioridad  á  su  publicar 
ción,  y  exceptúa  también  el  dominio  privado  que  tienen  los  propietarios 
de  aguas,  fuentes  ó  manantiales,  en  virtud  del  aial  las  aproveáian  y  dis* 
ponen  de  ellas  libremente  y  como  propiedad  particular. 

La  senteticia  no  infringe  tampoco  los  artículos  13  y  171  de  la  ley  de 
Aguas  ni  el  77  y  137,  reglas  1.^  y  2.^  de  la  ley  de  Ayuntamientos  de  2  de 
Octubre  de  1877.  que  se  citan  en  los  motivos  6.^  y  7.^,  porque  el  derecho 
que  otorga  el  citado  art.  13  á  los  pueblos  en  las  agitas  sobrantes  de  las 
fuentes^  cloacas  ó  establecimientos  públicos,  es  sin  perjuicio  del  que  sobre 
e^s  sobrantes  mismos  puedan  tener  legítimamente  adquiridos  los  parti- 
culares y  y  en  este  caso  se  encuentran  los  sobrantes  en  el  manantiil  de  Val- 
paraíso y  los  de  la  fuente  de  Galiana;  y  el  171  de  la  propia  ley  de 
Aguas  j  que  atribuye  á  los  Ayuntamientos  la  facultad  de  formar  los  re- 
glamentos para  el  régimen  y  distribución  de  las  tnismas  en  las  poblaciones, 
es  también  fin  perjuicio  de  los  derechos  privados;  siendo  de  todo  punto 
inaplicables  á  las  cuestio^ies  discutidas  y  falladas  en  esíe  pleito,  los  ar- 
tículos 77  y  137  de  la  citada  ley  de  Ayuntamientos  de  2  de  Octubre  de 
1877,  que  tratan  de  las  penas  que  por  infracción  de  las  Ordenanzas  y  re- 
glamentos  impongan  los  Ayuntamientos  y  de  los  arbitrios  ó  impuestos 
municipales  sobre  determinados  servicios,  obras  é  industrias,  atribuciones 
éstas  de  derecho  público,  y  aquí  lo  que  se  discute  son  derechos  privados. 

Por  último,  asimismo  son  de  desestimar  los  motivos  8.°  y  9°,  porque 
los  sobrantes  que  se  sacan  al  arroyo  de  San  Martin  no  estaban  destinados 
sólo  á  servir  de  fuerza  motriz  al  molino  del  mismo  nombre,  sino  también 
á  otros  usos  y  aprovechamientos,  según  estima  la  Sala  sentenciadora;  y 
en  este  concepto,  ni  tiene  aplicación  el  art.  148  de  la  ley  de  Aguas,  ni 
se  infringe  el  79  de  la  ley  Hipotecaria,  porque  ni  el  Ayuntamiento 
puede  alterar  los  derechos  reales  que  de  antiguo  tienen  los  marqueses  de 
Ferrera  en  dichas  aguas  y  que  se  liallan  inscritos  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  ni  puede  pedirse  ni  decretarse  la  cancelación  bajo  el  equivocado 
supuesto  de  estar  extinguido  el  derecho  inscrito. 
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Sentencia  de  5  de  Junio  de  1894.  —  Aprovechamiento  de  aguas. 
Edificación  de  buena  fe  en  suelo  ajeno  — (Véase  art.  361). 


'rtículo  408.     Son  de  dominio  privado: 

i.^    Las  aguas  continuas  ó  discontinuas  que  nazcan 
en  predios  de  dominio  privado»  mientras  discurran  por  ellos. 

2.^  Los  lagos  y  lagunas  y  sus  álveos  formados  por  la  na- 
turaleza en  dichos  predios. 

3.^     Las  aguas  subterráneas  que  se  hallan  en  éstos. 

4.^  Las  aguas  pluviales  que  en  los  mismos  caigan,  míen* 
tras  no  traspasen  sus  linderos. 

5  .^  Los  cauces  de  aguas  corrientes,  continuas  ó  discon- 
tinuas» formados  por  aguas  pluviales,  y  los  de  los  arroyos  que 
atraviesen  fincas  que  no  sean  de  dominio  publico. 

En  toda  acequia  ó  acueducto,  el  agua,  el  cauce,  los  cajeros 
y  las  márgenes  serán  considerados  como  parte  integrante  de 
la  heredad  ó  edificio  á  que  vayan  destinadas  las  aguas.  Los 
dueños  de  los  predios,  por  los  cuales  ó  por  cuyos  linderos  pase 
el  acueducto,  no  podrán  alegar  dominio  sobre  él,  ni  derecho 
al  aprovechamiento  de  su  cauce  ó  márgenes,  á  no  fundarse  en 
títulos  de  propiedad  expresivos  del  derecho  ó  dominio  que 
reclamen  (i). 


S.  de  5  de  Junio  de  \Z%^.— Aguas:  Edificación  de  buena  fe  en  sue» 
lo  ajeno. — (Véase  art.  361  del  Código  civil.) 


(i)    Real  decreto  de  8  de  Febrero  de  1898.— Véase  la  nou  del  ar 

tículo  407. 
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Sección  segunda. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas: 

1H[rtícülo  409.  El  aprovechamiento  de  las  aguas  pübii- 
J^T    cas  se  adquiere: 

i.^     Por  coacesióa  administratíva. 

2.^    Por  prescripción  de  veinte  años. 

Los  límites  de  los  derechos  y  obligaciones  de  estos  apro- 
vechamientos serán  los  que  resulten,  en  el  primer  caso,  de  los 
términos  de  la  concesión,  y  en  el  segundo,  del  modo  y  forma 
en  que  se  haya  usado  de  las  aguas  (i). 


(O     Retí  decreto  de  19  de  Junio  de  XH^^.—Aprovechamienta  de  aguas. 
Amparo  en  la  posesión^ —  Competencia. 

HSCHOS 

A)  Los  vecinos  y  heredades  del  pueblo  de  Teror,  sito  á  dos  leguas  del 
valle  de  Tenoya  y  barranco  arriba  del  mismo  nombre,  venían  haciendo  uso 
para  el  riego,  de  las  aguas  diurnas  que  corren  por  varios  barrancos  que  cru- 
zan su  término  y  cuyas  aguas  van  á  unirse  en  el  barranco  principal  de  Tena- 
ya  fertilizando  el  valle,  en  donde  se  regaba  por  la  noche. 

Suscitáronse  entre  los  regantes  de  uno  y  otro  bando  diferentes  cuestiones 
que  fueron  definitivamente  resueltas  por  una  ejecutoria  del  Tribunal  Supremo 
en  1867,  y  desde  esta  fecha  las  heredades  de  Teror  vinieron  funcionando  sin 
dificultad  hasta  que,  aprobadas  por  Real  orden  de  1 889  unas  Ordenanzas  de 
la  comunidad  de  propietarios  y  regantes  del  valle  de  Tenoya,  se  tratd  de  so- 
meter á  los  vecinos  y  heredades  de  Teror  á  dichas  Ordenanzas,  á  cuyo  efecto 
el  jurado  de  riegos  impuso  multas  á  varios  vecinos  de  Teror,  á  pesar  de  no 
pertenecer  á  la  comunidad  de  regantes  del  valle  de  Tenoya. 

B)  Alegando  estos  hechos,  en  1895  se  presentó  á  nombre  de  varios  veci- 
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Sentencia  de  14  de  Marzo  de  X^^'^,^ Aprovechamiento  de  aguas, 

HECHOS 

A)  Antecedentes,  -  Previo  el  oportuno  expediente  administra- 
tivo, el  Director  de  cierta  compañía  obtuvo  en  iS86  autorización 
para  aprovechar  diariamente  15  metros  cúbicos  de  agua  del  arro- 
yo titulado  LJama  Oscura,  con  destino  á  la  alimentación  de  la 
caldera  de  vapor  de  una  fábrica  de  pólvora,  propiedad  de  dicha 
Sociedad. 

En  1890  el  citado  Director,  en  igual  representación, compró  por 


DOS  y  heredades  de  Teror  demanda  ordinaria  contra  la  comunidad  de  regan- 
tes del  valle  de  Tenoya,  pidiendo  amparo  en  la  posesión  del  derecho  al  rie- 
go con  las  aguas  diurnas  y  que  el  jurado  de  riego  se  abstuviese  en  lo  sucesi- 
vo de  ejecutar  actos  perturbadores  contra  aquella  posesión. 

Hecho  el  emplazamiento  de  los  demandados,  se  propuso  por  estos  excep- 
ciones dilatorias,  y  estándose  tramitando  el  incidente,  el  Gobernador  requirió 
de  inhibición  al  Juzgado  á  instancia  del  Ayuntamiento  de  San  Lorenzo,  quien 
no  era  parte  en  el  pleito.  Mantuvo  el  juez  su  jurisdicción;  insistió  la  Autori- 
dad gubernativa  en  el  requerimiento  y  la  Superioridad:  Vistos  los  artículos 
409  del  Código  civil  y  254,  255  y  257  de  la  ley  de  Aguas,  decidió  la  com- 
petencia en  favor  de  la  Autoridad  judicial  estableciendo  la  siguiente 

DOCTRINA 

1.^  La  presente  contienda  ha  surgido  con  motivo  de  la  demanda  in 
terpuesta  por  las  heredades  y  vecinos  de  Teror  contra  la  comunidad  de 
regantes  del  valle  de  Tenoya  para  que  se  les  mantenga  en  la  posesión  de 
las  aguas  diurnas  que  vienen  aprovechando  desde  tiempo  inm€m<>rial  y 
tienen  reconocido  en  las  ejecutorias  de  los  Tribunales  de  justicia  á  que  se 
reftereíi,  y  que  se  declarase  además  que  no  están  sujetos  á  la  jurisdicción 
del  Jurado  de  riego  de  la  comunidad  demandada, 

2S^  El  requerimiento  inJnbitorio  está  dirigido  únicamente  en  defensa 
de  los  derechos  del  Ayuntamiento  de  San  Lorenzo,  que  por  lo  mismo  que 
no  es  parte  en  el  pleito  á  que  se  contrae,  no  puede  resultar  pefjudicado 
por  el  fallo  que  en  d^nitiva  dicten  los  Tribunales  ordinarios;  derechos 
que  no  se  contradicen  en  la  demanda^  que  tampoco  tiende  á  contrariar 
ninguna  resolución  administrativa  declaratoria  del  derecho  que  el  Ayun- 
tamiento invoca, 

3.^  Las  aguas  que  han  dado  lugar  al  pleito  y  á  la  contienda  no  tienen 
el  carácter  de  públicas^  pues  aunque  lo  fueron  por  su  naturaleza^  perdie* 
ron  aquel  carácter  y  pasaron  al  dominio  privado  por  virtud  de  la  pres- 
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escritura  pública  á  un  particular  una  finca  rústica,  uno  de  cuyos 
linderos  era  el  cauce  de  un  molino  perteneciente  á  dicho  particu- 
lar, estipulándose  que  el  vendedor  se  reservaba  la  propiedad 
absoluta  del  cauce  de  sü  molino  con  todas  sus  aguas,  así  como 
el  bauzado  y  la  propiedad  de  ambas  márgenes,  no  pudiendo,  por 
tanto,  la  Sociedad  compradora  aprovecharse  del  todo  ni  parte  de 
dichas  aguas,  lo  mismo  de  las  que  discurrían  por  el  terreno  com- 
prado que  de  todas  las  demás. 

B)     Demanda  y  contestación.— lAú.^  adelante,  en  1895,  el  expre- 
sado vendedor  dedujo  demanda  ordinaria  contra  la  Sociedad 


cripción  reconocida  como  medio  de  adquirir  el  aprovechamiento  de  las  de 
aquella  clase  en  el  citado  art.  409  del  Código  civil. 

4,^  En  tal  concepto^  es  de  naturaleza  puramente  civil  el  titulo  de  ad- 
quisición del  derecho  que  se  pretende  hacer  valer  por  los  actores,  y  las 
conclusiones  por  los  mismos  planteadas  afectan  sólo  á  los  regantes  de  tales 
aguas  de  Teror  ó  de  Tenoya,  usuaHos  de  las  mismas,  siendo^  por  tanto, 
obvio  que  dichas  cuestiones  han  de  resolverse  con  arreglo  á  las  leyes  civileSj 
cuya  aplicación  corresponde  á  los  Tribunales  ordinarios  de  justicia^  que 
son  lo  1  únicos  que  pueden  determinar  el  limite  de  los  derechos  y  obliga- 
ciones del  aprovecliamiento  de  las  aguas  en  este  caso,  y  los  que  han  de  re- 
gular el  modo  y  forma  en  que  se  hayan  usado  unos  y  otros,  puesto  que  el 
derecho  no  arranca  de  una  concesión  administrativa. 

5m^  No  proponiéndose  los  demandantes  alterar,  sino  antes  bien  man- 
tener el  estado  de  derecho  creído  respecto  del  aprovechamiento  de  las 
aguas  uombradaSy  no  pueden  lesionarse  los  del  vecindario  de  San  Lorenzo* 
y  queda  reducida  la  cuestión  propuesta  en  la  demanda  á  uní  contienda 
<h  interés  particular  entre  los  heredamientos  de  Teror  y  de  Tenoya^  que, 
por  lo  mismo  que  ambos  derivan  sus  respectivos  derechos  de  un  titulo  civil, 
con  avreglo  á  las  leyes  civiles  ha  de  ser  resuelta. 

tf.°  La  ley  de  Aguas  vigente,  en  sus  artículos  254,  255  y  257,  esta- 
blece esta  doctrifM  como  regla  para  determinar  la  competencia  entre  los 
Tribunales  de  justicia  y  las  Autoridades  administrativas  en  materia  de 
aguas. 

Real  decreto  de  8  de  Febrero  de  \Bd7.—^iprovec/iawigtíío  de  aguas. 

Competencia. 


A)  Dedujo  X  demanda  contra  Z  exponiendo  que  el  demandado,  mediante 
coLcesi(>n  dada  por  Real  orden,  había  construido  una  presa  en  el  cauce  de 
un  arroyo  desviando  sus   aguas  y  destruyendo  los  aprovechamientos  que  d^ 
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representada  por  su  director,  solicitando  se  declarase  que  ésta  no 
tenía  derecho  á  aprovechar  las  aguas  de  los  arroyos  Vega,  Cabor- 
nio  y  Llama  Oscura,  que  formaban  el  caudal  que  servía  de  fuerza 
motriz  al  molino  propiedad  de  la  parte  actora,  y  en  su  consecuen- 
cia, se  condenase  al  demandado,  en  la  representación  que  osten  • 
taba  de  Director  de  la  mencionada  Sociedad,  á  que  en  lo  sucesivo 
se  abstuviese  de  utilizarlas,  á  que  destruyera  las  obras  ejecutadas 
para  derivarlas,  levantando  las  bombas  y  todo  el  material  colo- 
cado en  los  cauces,  y  dejando  libre  y  expedito  el  curso  de  las 
aguas,  con  indemnización  á  la  demandante  de  los  daños  y  perjui- 


ellas  hacía  el  demandante,  el  cual  fundaba  su  dominio  eo  la  prescripción  de 
aquellos  á  sü  favor. 

B)  Dado  traslado  de  la  demanda  á  Z,  el  Gobernador,  á  instancia  de  esta 
parte,  requirió  de  inhibición  al  Juzgado,  alegando:  que  el  art.  185  de  la  ley  de 
Aguas  de  13  de  Junio  de  1879  establece  que  es  necesaria  la  autorización  del 
Ministerio  de  Fomento  para  el  aprovechamiento  de  aguas  públicas  con  desti- 
no á  riegas,  cuya  derivación  ó  toma  deba  verificarse  por  medio  de  presas, 
azudes  ü  otra  obra  permanente  construida  en  los  ríos,  barrancos,  arroyos  y 
cualesquiera  otra  clase  de  corrientes  naturales  continuas,  siempre  que  hayan 
de  derivarse  más  de  100  litros  de  agua  por  segundo;  que  el  pí^Trafo  primero 
del  art.  186  de  la  misma  ley  preceptúa  que  si  la  cantidad  de  agua  que  ha  de 
derivarse  ó  distraerse  de  su  corriente  natural  no  excediere  de  100  litros  por 
segundo,  hará  la  concesión  el  Goberdador  de  la  provincia,  previo  el  oportu- 
no expediente,  pudiendo  el  peticionario  recurrir  en  alzada  al  Ministerio  de 
Fomento;  que,  según  el  art.  251  de  la  citada  ley,  las  resoluciones  de  la  Ad- 
ministración Central  son  reclamables  por  la  vía  contenciosa  en  los  casos  que 
determina  y  que,  á  mayor  abundamiento,  la  concesión  de  aguas  á  que  la  de- 
manda se  refiere  no  está  ultimada,  pues  falta  practicar  los  aforos  que  marca 
la  condición  4.*^  de  la  concesión  para  conocer  de  una  manera  oficial  el  volu- 
men de  las  aguas  que  ordinariamente  discurren  por  el  arroyo. 

G)  Sustanciado  el  incidente  por  todos  sus  trámites,  el  Juzgado  dictó  auto 
declarándose  incompetente  para  conocer  de  la  referida  demanda,  y  apelado 
este  auto  por  el  demandante,  la  Audiencia  lo  revocó  por  otro,  declarando 
con^petente  al  Juzgado  para  conocer  del  juicio  promovido,  fundándose:  en 
que  si  bien  las  concesiones  de  aprovechamientos  de  las  aguas  públicas  corres- 
ponden á  la  Administración,  la  autorización  obtenida  por  el  demandado  le  ha 
sido  otorgada,  como  todas  las  de  su  clase,  sin  perjuicio  de  tercero,  para  dejar 
de  esta  suerte  á  salvo  los  derechos  de  los  particulares,  respetados  por  el  ar- 
tículo 150  de  la  ley  de  Aguas,  entre  los  cuales  se  cuenta  el  establecido  por  el 
artículo  anterior  de  la  propia  ley  en  favor  de  las  personas  que  durante  veinte 
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cios  ocasionados,  y  al  pago  de  las  costas,  alegando  sustancial- 
mente  en  su  apoyo  el  contrato  de  venta,  por  estimar  que,  con 
arreglo  á  él,  la  Sociedad  compradora  contrajo  la  obligación  de 
no  aprovecharse  de  las  aguas  del  cauce  del  molino;  y  que  infrin- 
giendo la  obligación  contraída,  tenía  dicha  Sociedad  una  bomba 
para  tomar  agua  en  los  arroyos  que  le  servían  de  fuerza  motriz. 

La  Sociedad  demandada,  contestando  á  la  demanda,  pidió  se 
declarase  el  Juzgado  incompetente  para  conocer  del  asunto,  ó 
que  en  otro  caso  se  le  absolviera,  con  imposición  de  costas  á  la 
parte  actora,  y  alegó  en  esencia  en  apoyo  de  su  pretensión:  que 
para  alimentar  la  caldera  de  vapor  de  su  fábrica  de  pólvora  toma- 


años  hubieran  disfrutado  de  un  aprovechamiento  de  aguas  públicas  sin  oposi- 
ción de  la  Autoridad,  para  continuar  disfrutándolo,  aunque  no  puedan  acre- 
ditar que  obtuvieron  la  correspondiente  autorización;  en  que  fundada  la  de- 
manda, entre  otras  disposiciones  legales,  en  el  art.  149  ya  citado,  invocando 
el  título  de  la  prescripción  como  causa  del  dominio,  cuya  declaración  sojicita, 
la  cmestión  litigiosa  planteada  reviste  ca«'ácter  puramente  civil  y  de  la  po- 
testad exclusiva  de  los  Tribunales  ordinarios,  á  quienes  incumbe  aplicar  las 
leyes  en  esta  clase  de  negocios,  sin  que  el  ser  las  aguas  que  se  reclaman 
publicas,  ni  los  perjuicios  cuya  indemnización  se  pide  causados  por  su  con- 
cesión, varíe  su  naturaleza  de  civil  en  administrativa,  toda  vez  que  las  de- 
claraciones acere  a  del  dominio  de  estas  aguas  competen  á  los  Tribunales 
ordinarios,  y  los  derechos  de  propiedad  que  se  dicen  perjudicados  fueron 
adquiridos  con  anterioridad  á  la  publicación  de  la  ley  de  Aguas;  en  que, 
hayase  ó  no  formulado  oposición  en  el  expediente  administrativo  y  dejá- 
dose  de  utilizar  la  vía  contenciosa  contra  la  Real  orden  otorgando  la  con- 
cesión de  aguas  del  arroyo,  no  puede  sostenerse  con  éxito  que  ésta  es  ejecu- 
toria al  efecto  de  quedar  resueltas  por  la  misma  las  cuestiones  acerca  de  la 
existencia  de  anteriores  aprovechamientos  en  favor  de  particulares  y  en  vir- 
tud de  títulos  de  derecho  civil,  pues  sólo  compete  á  los  Tribunales  ordinarios 
decidir  acerca  de  la  preexistencia  y  legitimidad  de  estos  derechos  y  de  los 
perjuicios  que  la  concesión  pueda  originar  á  terceros,  asuntos  todos  de  inte- 
rés privado  y  extraños,  por  tanto,  á  la  jurisdicción  administrativa. 

D)  Habiendo  insistido  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la  Comisión  pro- 
vincial en  el  requerimiento,  y  seguidos  los  demás  trámites  legales,  resolvióse 
la  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  fundándose  en  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  presente  caniienda  ?ui  iurgido  can  motivo  de  la  demanda  á  juicio 
eivU  ordinario  interpueeta  por  la  demandante,  hoy  sus  herederos^  para 
qme  $e  reconozca  y  declare  el  derecho  de  los  demandantes  á  reivindicar 
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ba  las  aguas  en  virtud  de  concesión  administrativa;  que  la  de- 
manda contrariaba  dicha  concesión,  por  lo  que  debió  someterse 
la  cuestión  en  ella  suscitada  á  la  jurisdicción  contencioso-admi- 
nistrativa;  y  que  la  condición  que  aparece  en  el  contrato  es  nula 
y  carece  de  eficacia  para  invalidar  el  aprovechamiento  concedido 
por  la  Administración. 

C)  Prueba, — Evacuados  los  traslados  de  réplica  y  duplica  sin 
que  las  partes  hicieran  adición  ninguna  sustancial,  se  recibió  el 
pleito  á  prueba,  practicándose  la  de  confesión  judicial,  documen- 
tos, pericial  y  de  testigos,  resultando  de  todo  ello:  que  no  obstan- 
te limitarse  la  concesión  administrativa  á  las  aguas  del  arroyo 
Llama  Oscura,  se  habían  instalado  otras  dos  ^pmbas  en  los  arro- 
yos Vega  y  Cabornio,  con  lo  cual  se  mermaba  el  caudal  que  ser- 
vía de  fuerza  motriz  á  los  molinos,  y  que  también  dentro  del  terre- 

loa  aprovechamimto$  de  aguas  del  arroyo  RiogordülOf  que  vienen  disfru- 
tando desde  tiempo  inmemorial^  y  que  han  sido  mermados  y  anulados 
por  la  concesi^  administrativa  otorgada  á  la  demandada  en  Real  orden 
expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  con  fecha  3  de  Agosto  de  1896^  á 
pesar  de  la  oposición  de  los  demandantes» 

El  titulo  de  adquisición  del  derecho  que  invocan  los  actores  en  la  de- 
manda es  de  naturaleza  puramente  civilt  de  donde  resu'ta  que  las  cuestio- 
nes litigiosas  que  la  misma  plantea^  por  revestir  igual  carácter^  han  de 
ser  resueltas  con  arreglo  á  las  leyes  civiles^  cuya  aplicaciófi  corresponde 
á  los  Tribunales  ordinarios^  únicos  que  pueden  determinar  el  limite  de  los 
derechos  y  obligaciones  del  aprovechamiento  de  las  aguas  de  que  se  trata^ 
y  el  modo  y  forma  en  que  se  hayan  usado ,  según  lo  disptusto  en  el  ar- 
ticulo 409  del  Código  civil  vigente. 

Las  concesiones  administrativas  para  el  aprovechamiento  de  las  agwu 
públicas  se  otorgan  sin  perjuicio  de  tercero,  con  arreglo  á  lo  establecido 
en  la  ley  de  Aguas  y  en  el  Código  civil^  por  lo  mismo  que  ambas  lepes 
amparan  y  reconocen  el  dominio  de  los  que  las  hayan  utilizado  duríoUe 
más  de  veinte  años. 

8e  trata  de  una  cuestión  de  dominio  sobre  aprovechamientos  de  aguas 
públicas  é  indemnización  de  perjuicios^  respecto  de  los  que^  por  alegar  los 
demandantes  como  título  adquirente  el  derecho  cuya  declaración  preten- 
den^ el  de  la  prescripción,  corresponde  conocer  de  él  á  los  Tribunales  que 
Cercen  la  jurisdicción  ordinaria. 

La  ley  de  Aguas  vigente^  en  sus  artículos  25á  y  256^  establece  esta 
doctrina  como  regla  para  determinar  la  competencia  entre  los  Tribunaleo 
de  justicia  y  las  Autoridades  administrativas  en  materia  de  aguas- 
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no  de  la  fabrica  se  habían  hecho  obras  para  conseguir  la  conten- 
ción de  las  aguas  formando  remanso,  de  donde  se  tomaban  por 
medio  de  dos  tubos  al  depósito  formado  por  la  fábrica  para  apro- 
vecharlas en  dos  calderas  destinadas  al  enfriamiento  del  ácido 
sulfuroso. 

D)  Sentencia. — Sustanciado  el  pleito  en  ambas  instancias,  la 
Audiencia  dictó  sentencia  confirmatoria,  por  la  que  declaró  que 
el  conocimiento  del  juicio  era  de  la  competencia  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  y  que  el  Director  gerente  de  la  Sociedad  deman- 
dada no  tiene  derecho  á  aprovechar  las  aguas  de  los  arroyos  que 
forman  el  caudal  que  sirve  de  fuerza  motriz  al  molino,  propiedad 
del  demandante,  y  en  su  consecuencia,  se  condena  al  demandado 
á  que  en  lo  sucesivo  se  abstenga  de  utilizarlas,  á  que  destruya  las 
obras  que  ejecutó  para  derivarlas,  levantando  bombas  y  todo  el 
material  que  ha  colocado  en  los  cauces,  dejando  libre  y  expedito 
el  curso  de  las  aguas,  sin  que  haya  lugar  á  hacer  condena  de  da- 
ños y  perjuicios,  y  con  imposición  de  las  costas  de  la  segunda 
instancia  al  demandado. 

E)  Recurso  de  casación, — Lo  interpuso  la  Sociedad  demanda- 
da, citando  en  su  apoyo  como  infringidos:     - 

I.**  Los  articulas  2^1  d  2^3  y  núm.  2!"  del  2SS  ^^  ^^  ^O'  ^^P^' 
cial de  Aguas  de  187Q,  porque  siendo,  según  dichos  artículos,  fir- 
me la  concesión  administrativa  que  se  hizo  á  la  Sociedad  de  15 
metros  cábicos  diarios  del  arroyo  de  Llama  Oscura,  por  no  ha- 
berse entablado  contra  ella  ningún  recurso,  la  competencia  para 
conocer  del  juicio  correspondía  á  la  jurisdicción  Contencioso- 
Administrativa,  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que  la  preferen- 
cia de  derecho  de  aprovechamiento  de  aguas  no  se  había  fundado 
en  ningún  título  civil,  porque  el  único  presentado  en  el  pleito 
era  la  concesión  administrativa  otorgada  en  favor  de  la  Sociedad 
recurrente. 

2.^  Los  artículos  407  núm,  2°,  40Q  niini.  1°,  411  y  413  del  Có- 
digo civil j  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  que  la  Sociedad  de- 
mandada no  tiene  derecho  al  aprovechamiento  de  las  aguas  de 
los  arroyos  Vega,  Cabornio  y  Llama  Oscura,  siendo  así  que  se 
halk  vigente  la  concesión  administrativa. 

3.°  El  art,  i.ogí  del  Código  civil,  el  1.281  del  mismo  Código, 
la  condición  de  la  escritura  por  la  cual  se  reservó  la  vendedora  la 
propiedad  del  cauce  del  molino  con  todas  sus  aguas,  así  como  el 
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bauzado  y  la  propiedad  de  ambas  márgenes;  y  la  doctrina  del 
Tribunal  Supremo  sustentada  en  las  Sentencias  de  ir  de  Marzo 
de  1864^  g  de  Enero  de  1871  y  jo  de  Junio  de  1S74,  ^^  Q"c  *1* 
renuncia  de  derechos  no  puede  ser  objeto  de  suposición,  así  como 
tampoco  puede  ampliarse  6  extenderse  la  de  un  derecho  á  otro, 
sino  que  ha  de  ser  expresa  y  bien  determinada»;  infracciones  la 
de  los  textos  y  doctrina  citados  que  se  cometen  al  condenar  á  la 
Sociedad  demandada  á  que  se  abstenga  de  utilizar  las  aguas  de 
los  tres  arroyos  mencionados,  siendo  así  que  en  la  reserva  que  en 
su  favor  consignó  la  vendedora  no  se  establecía  la  renuncia  por  la 
Sociedad  de  los  derechos  que  le  otorgó  la  concesión  administra- 
tiva al  aprovechamiento  de  las  aguas  del  arroyo  Llama  Oscura, 
ni  aquella  reserva  se  refería  al  cauce  del  Llama  Oscura,  sino  al 
cauce  del  molino. 

4.**  Los  artículos  del  Código  civil  citados  en  el  motivo  ante- 
rior, más  el  núm,  ^!*  del  408 ,  el  J48  y  el  j§o  del  mismo  ctierfo 
legal,  porque  la  sentencia  condena  al  recurrente  á  que  destruya 
las  obras  que  ejecutó  para  derivar  las  aguas,  siendo  así  que  las 
bombas  y  demás  material  se  halla  colocado  en  los  cauces  de  los 
arroyos  Vega  y  Cabornio,  pero  no  en  el  del  molino,  y  porque  es- 
tableciendo el  art.  408  núra.  5.**  que  son  de  dominio  privado  los 
cauces  de  los  arroyos  que  atraviesan  fincas  que  no  son  del  domi- 
nio publico,  las  bombas  y  demás  material  se  hallan  sitos  en  cau- 
ces que  corren  por  terrenos  propios  de  la  Sociedad,  y  aunque 
ésta  no  tuviese  derecho  á  derivar  las  aguas,  no  se  le  podría  obli- 
gar á  destruir  la  obra. 

Casación  parcial  por  el  tercer  motivo  del  recurso, — Desesti- 
mación  de  los  demás,  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  acción  ejercitada  por  la  demandante  es  la  personal  derivada  dá 
contrato  de  compraventa  otorgado  por  ambas  partes  litigantes  en  1890y 
y  especialmente  de  su  condición  2.^,  en  que  la  misma  parte  adora  supo- 
ne haberse  obligado  la  Sociedad  compradora  á  no  aprovecharse  de  las 
aguas  procedentes  de  los  arroyos  que  surtian  al  molino  Vega,  Cabornio  y 
Llama  Obscura;  y  no  habiéndose  planteado  debidamente  por  las  m%9maM 
partes  más  cuestión  sobre  el  fondo  que  la  relativa  al  valor  legal  y  ala 
inteligencia  de  dicha  eoíididón  2,^,  resulta  evidente:  primero^  que  dfa- 
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lio  recurrido  no  infringe  las  disposiciones  alegadas  en  el  motivo  1.^  del 
recurso,  bajo  el  concepto  erróneo  de  haberse  resuelto  cuestiones  reserva- 
das al  conocimiento  de  la  Administración  activa,  ¡/y  en  su  casOy  á  la  con- 
tenciosa, toda  vez  que  la  cuestión  controvertida  y  resuelta,  por  referirse 
á  un  contrato  privado,  es  de  carácter  civil,  y,  por  tanto,  de  la  exclusiva 
competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria;  y  segundo,  que  tampoco  infrin- 
ge las  disposiciones  legales  citadas  en  el  segundo  motivo,  suponiendo  erró- 
Mámente  que  se  ha  desconocido  la  eficacia  legal  que  como  titulo  para  ad- 
quirir el  aprovechamiento  de  aguas  concurre,  sin  duda  alguna,  en  la  con- 
cesión administrativa  que  en  1886  se  otorgó  á  la  Sociedad  recut-rente  pa- 
ra utilizar  una  cantidad  determinada  de  las  aguas  del  arroyo  titulado 
Llama  Oscura,  porque,  según  lo  expuesto,  no  se  ha  tratado  debidamen- 
te ni  se  ha  resuelto  cosa  alguna  sobre  la  pertenencia  de  las  aguas,  sino 
que  sin  calificar  los  títulos  que  para  este  efecto  puedan  ostentar  las  par- 
tes litigantes,  y  partiéndose  de  la  existencia  de  la  concesión  administra- 
tiva, se  ha  resuelto  tan  solamente  la  cuestión  suscitada  sobre  el  cumpli- 
miento de  lo  pactado  en  1890, 

Con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art,  1.281  del  Código  civil  invocado 
en  el  motivo  3.^,  ha  de  estarse  al  tenor  literal  de  los  contratos  cuando  sus 
términos  son  claros  y  no  dejan  lugar  á  duda  sobre  la  intención  de  los 
contratantes,  debiefido,  según  el  1.091,  también  invocado,  cumplirse  las 
obligaciones  á  tenor  de  lo  estipulado,  sin  que  por  lo  mismo  pueda  repu- 
tarse renunciado  un  derecho^  á  menos  qíÁe  aparezca  indudable  la  volun^ 
tad  de  renunciarlo  por  parte  de  aquel  á  cuyo  favor  estuviere  constituido. 

La  condición  2  "^  déla  escritura  de  1890  no  contiene  renuncia  alguna 
de  derechos  expresa  ni  tácita  por  parte  de  la  Sociedad  recurrente,  sin  que 
por  tanto  pueda  suponerse  que  al  aceptarla  contrajo  la  obligación  de  no 
utilizar  en  provecho  propio  la  concesión  administrativa  que  se  le  hábia 
otorgado,  lo  cual  aparece  evidente  del  texto  de  la  misma  condición  que 
forma  parte  del  contrato  de  venta  de  una  finca,  en  cuyo  limite  oriental  está 
situado  el  cauce  de  un  molino  pertetiedente  á  la  vendedora,  puesto  que 
además  de  no  aludirse  á  la  concesión,  á  pesar  de  que  estaba  otorgada  con 
anterioridad  al  contrato,  ni  por  tanto  á  su  renuncia,  el  objeto  manifiesto 
de  la  condición  aparece  ser  tan  solamente  el  de  excluir  de  la  venta  aquello 
que  la  vendedora  tenia  con  anterioridad  al  contrato  y  no  queria  vender  ni 
transmitir  á  la  Sociedad  compradora,  pues  esto  y  no  la  adquisición  de  lo 
que  la  misma  Sociedad  tenia,  significa  el  haberse  reservado  la  propiedad 
del  cauce  de  su  molino  con  todas  sus  aguas,  asi  como  el  bauzado  y  ambas 
márgenes,  y  el  haber  aceptado  la  sociedad  la  obligación  que  como  conse- 
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euencia  de  esa  reserva,  y,  por  tanto,  en  correlación  con  ella,  se  le  impuso 
de  no  aprovecharse  de  las  mismas  aguas  reservadas;  siguiéndose  de  todo 
ello  que  por  haber  dado  á  ese  pacto  una  extensión  que  su  literal  contexto 
y  recto  sentido  rechaza,  intringe  el  fallo  recurrido  las  disposiciones  alega- 
das en  el  tercer  motivo  de  este  recurso. 

El  obligado  á  no  hacer  alguna  cosa  qne  contraviniere  á  esa  especie  de 
obligación  puede  ser  condenado  á  deshacer  lo  mal  hecho,  á  tenor  del  ar- 
ticulo 1099^  del  Código  civil,  en  que  el  fallo  recurrido  se  funda  para 
mandar  que  se  destruyan  las  obras  ejecutadas  por  la  Sociedad  recurrente 
para  derii  ar  las  aguas  que  venia  disfrutando  al  interponerse  la  deman- 
da, de  donde  se  sigue  que  siendo  la  destrucción  de  lo  mal  hecho  una  mera 
sanción  del  deber,  de  no  hacerlo  puede  legalmente  imponerse  al  obligado, 
aunque  las  oh  as  que  deban  destruirse  estén  dentro  del  terreno  de  su  per- 
tenencia, sin  que  por  ello  se  desconoza  el  derecho  de  propiedad,  que  en  tal 
caso  está  subordinado  a  la  obligación  del  propietario  mismo,  y  por  tanto, 
aun  suponiendo  que  las  obras  cuya  destrucción  ordena  el  fallo  recurrido 
estén  en  terreno  propio  de  la  Sociedad  condenada,  no  se  habrían  infringi- 
do las  disposiciones  invocadas  en  el  cuarto  motivo,  sino  en  tanto  en  cuan- 
to pftedan  oponerse  al  disfrute  de  la  concesión  administrativa,  anterior- 
mente mencionada, 

Írtícülo  410.     Toda  concesión  de  aprovechamiento  de 
taguas,  se  entiende  sin  perjuicio  de  tercero  (i). 


U)    Real  decreto  de  8  de  Febrero  de  \%%1,— Aprovechamiento  dé  agumt. 


A)  Los  propietarios  de  tres  cortijos  sitos  en  término  de  Jaén,  limítrofes 
al  arroyo  Río  GordíUo,  venían  utilizando  desde  tiempo  inmemorial  las  aguas 
de  dicho  arroyo  y  de  sus  avenidas  ordinarias  y  extraordinarias,  para  abreva- 
dero de  ganados  y  riego  de  sus  predios. 

En  1887,  X  solicitó  una  concesión  de  agua  del  mismo  arroyo,  proyectan- 
do construir  una  presa  más  arriba  de  las  derivaciones  hechas  por  los  dueños 
de  los  cortijos;  y  después  de  varios  trámites  y  oposición  de  los  que  se  consi- 
deraban perjudicados  en  sus  riegos,  por  las  mermas  de  aguas  que  implicaba 
la  nueva  concesión,  el  Ministerio  de  Fomento,  oída  la  Junta  Consultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos,  defirió  á  la  instancia,  otorgando  la  concesión 
como  se  había  solicitado. 

B)  Con  expresión  de  estos  antecedentes,  los  dueños  de  los  cortijos  de- 
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Sección  tercera. 

Del  aprovechamiento  de  las  aguas  de  domiuio  privado. 


[rtículo  41 3.  El  dominio  privado  de  los  álveos  de  aguas 
pluviales  no  autoriza  para  hacer  labores  ü  obras  que  va- 
ríen su  curso  en  perjuicio  de  tercero,  ni  tampoco  aquellas  cuya 
destrucción,  por  la  fuerza  de  las  avenidas,  pueda  causarlo. 

Alto  de  12  de  Julio  de  \^%1 , ^Demolición  de  presa  que  impide  el  li- 
bre curso  de  las  aguas, 

HECHOS 

Dedujo  A  demanda  contra  B^  exponiendo  que  éste  había  cons- 
truido una  presa  en  terreno  de  su   propiedad,  lindante  con  otro 


mandaron  á  la  concesionaria,  solicitando  se  declarase  que  habiendo  ellos  ad- 
quirido por  prescripción  el  dominio  sobre  los  aprovechamientos  de  aguas  del 
arroyo  Río  Gordillo,  tenían  derecho  á  reivindicarlos,  y  que  se  condenara  á  la 
demandada  á  que  dejara  sin  efecto  las  obras  practicadas  é  indemnizara  los 
perjuicios. 

C)  Admitida  la  demanda  y  conferido  traslado  á  la  parte  demandada,  el 
Gobernador  requirió  de  inhibición  al  Juzgado;  pero  mantenida  por  éste  su 
jurisdicción. 

La  Superioridad:  Vistos  los  artículos  409  y  410  del  Código  civil,  y  254  y 
256  de  la  ley  de  Aguas,  decidió  la  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judi- 
cial, decretando  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  presente  contienda  ha  mrgido  con  motivo  de  la  demanda  de  juicio 
civil  ordinario  interpuesta,  para  que  se  reconozca  y  declare  el  derecho  de 
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de  la  del  actor,  y  que  en  la  época  de  aguas  ó  cuando  ocurrían 
avenidas,  retrocedían  aquellas  sobre  su  finca  produciendo  daños 
de  consideración,  é  invocando  los  artículos  408,  413, 590  y  1.902 
del  Código  civil,  solicitó  que  se  condenara  á  ^  á  la  demolición 
de  la  citada  presa  y  á  la  indemnización  de  los  perjuicios  causados. 

£1  demandado  se  opuso  á  la  demanda,  alegando  que  la  presa 
existía  en  su  terreno  desde  tiempo  inmemorial,  que  la  había  re- 
construido, en  las  mismas  condiciones  en  que  se  hallaba,  previa  la 
oportuna  licencia  del  Ayuntamiento,  y  que  datando  esta  reforma 
desde  hace  muchos  años,  ninguna  reclamación  había  hecLo  en 
tanto  tiempo  el  actor,  lo  cual  probaba  la  inexistencia  de  los  daños 
que  decía  haber  sufrido  en  su  propiedad. 

Insistieron  ambas  partes  en  sus  pretensiones,  y  tramitado  el 
pleito  en  dos  instancias,  la  Audiencia  lo  sentenció,  confirmando 


lo$  demandantes  á  reivindicar  los  aprovechamientos  de  aguas  del  arroyo 
RiogordillOy  que  vienen  disfrutando  desde  tiempo  inmemorial,  y  que  kan 
sido  mermados  y  amulados  por  la  concesi6n  administrativa  otorgada  á  la 
demandada  en  Rea  I  orden  expedida  por  el  ministerio  de  Fomento  con  fe- 
cha 3  de  Agosto  de  1889,  á  pesar  de  la  oposición  de  los  demandantes* 

El  titulo  de  adquisición  del  derecho  que  invocan  los  actores  en  la  dt- 
manda  es  de  naturaleza  pttramente  civil,  de  donde  resulta  que  las  cues* 
tiones  litigiosas  que  la  misma  plantea,  por  revestir  igual  carácter,  kan 
de  ser  resueltas  con  arreglo  á  las  leyes  civiles,  cut/a  aplicación  corres- 
ponde á  los  Tribunales  ordinarios,  únicos  que  pueden  determinar  el  li- 
mite de  los  derechos  y  obligaciones  del  aprovechamiento  de  las  aguas  de 
que  se  trata,  y  el  modo  y  forma  en  qtte  se  hayan  usado,  según  lo  dispues- 
to en  el  art.  409  del  Código  civU  vigente. 

Las  concesiones  administrativas  para  el  aprovechamiento  de  kt 
aguas  públicas  se  otorgan  sin  perjuicio  de  tercero,  con  arreglo  á  lo  esta- 
blecido en  la  ley  de  Águae  y  en  el  Código  civil,  por  lo  mismo  que  anUMi 
leyes  amparan  y  reconocen  el  dominio  de  los  que  las  hayan  utilisado  du- 
rante más  de  veinte  años* 

Se  trata  de  una  cuestión  de  dominio  sobre  aprovechamietitos  de  aguas 
públicas  é  indemnización  de  perjuicios,  respecto  de  los  que,  por  alegar 
los  demandantes  como  título  adquirente  el  derecho  cuya  declaración  pre* 
tenden,  el  de  la  prescripción,  corresponde  conocer  de  él  á  los  Tribxmaki 
que  ejercen  la  jurisdieinn  ordinaria. 

La  ley  de  Aguas  vigente  en  sus  artiaUos  254  y  2o6,  establece  esta 
doctrina  como  refala  para  determinar  la  competencia  entre  los  Tribuna- 
les de  jusficiíi  y  las  autoridades  administrativas  en  materia  de  aguas. 
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la  resolución  del  Juzgado,  absolviendo  al  demandado  de  la  pre- 
tensión del  actor. 

Interpuesto  por  éste  recurso  de  casación  ante  el  Tribunal  Su- 
premo, se  opuso  el  Ministerio  fiscal  á  su  admisión,  declaran- 
dose  no  haber  lugar  á  ella  en  virtud  de  la  siguiente: 

DOCTRINA 

Demandado  Á  par  ii  ó  como  testamentario  de  eu  difunta  esposa^  y  no 
constando  en  la  sentencia  ni  en  el  apuntamiento,  que  contestara  la  deman' 
da  sólo  en  el  primer  concepto,  es  evidente  que  la  Sala  sentenciadora,  al 
aimoherle  como  testamentario,  no  ha  incurrido  en  la  nota  de  incongruen- 
cia que  se  le  atribuye,  puesto  que  dada  la  forma  disyuntiva  empleada  por 
el  actor  pudo  elegir  la  Sala  entre  ambas  representaciones  la  que  le  pare* 
ció  más  fundada,  siendo  por  tal  razón  inadmisible  dicho  motivo,  confor- 
me  al  núm,  6P  del  articulo  L729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Se  falta  en  la  interposición  del  recurso  en  el  fondo  á  los  requisitos 
esenciales,  cuya  inobservancia  afecta  á  su  admisibilidad,  según  el  núme- 
ro 4P  del  citado  articulo,  cuando  se  funda  la  casación  en  reglas  más  ó 
msenos  axiomáticas  preconizadcu  por  los  jurisconsultos  romanos,  ó  por 
ios  expositores  de  derecho,  no  admitidas  expresamente  como  principios 
juridicospor  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  ó  cuando  se 
alegan  leyes  que  no  están  en  vigor,  como  la  invocada  del  Código  de  las 
Partidas,  cuya  ley  reguló  la  materia  de  costas  hasta  que  fué  derogada 
con  todas  las  dd  mismo  Código  por  los  modernos  procesal  y  civil. 

Ik  también  inadmisible  el  recurso  por  el  motivo  1.^  en  cot^fonnidad  á 
lo  dispuesto  en  el  núm,  9.^  del  propio  articulo,  porque  no  es  exacto  que 
la  Sala  prescindiera  en  absoluto  al  dictar  la  sentencia  de  la  prueba  testi- 
fical y  de  confesión,  pues  antes  bien,  haciendo  expresión  en  el  consideran- 
do tercero  de  toda  la  practicada  á  instancia  del  recurrente,  estimó,  de 
acuerdo  con  el  juicio  que  formó  de  ella,  combinándolo  con  el  que  le  sugirió 
la  pericial  y  de  reconocimiento,  que  aquél  no  había  just^cado  su  acción 
y  que  el  demandado,  por  el  contrario,  habia  probado  sus  excepciones. 

También  es  inadmisible,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  núme- 
ro 5.^  del  repetido  art,  1.729,  porque  versando  el  pleito  sobre  si  la  pre- 
sa construida  por  el  demandado  en  el  arroyo  Opañol  causaba  daños  á 
una  casa  de  ¿a  pertenencia  del  actor,  las  cuestiones  planteadas  en  este 
motil  o  sobre  infracción  de  los  artículos  416,  413  y  590  del  Código  civil 
por  no  autorizar  et  primero  la  construcción  de  depósitos  de  aguas  pluvia- 
les sino  dentro  de  la  propiedad  del  que  los  establece,  por  prohibir  el  se- 
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gundo  que  se  hagan  laboree  en  los  álveos  de  las  aguas  pluviales  que  va- 
ríen su  curso  eti  perjuicio  de  tercero,  y  por  establecer  el  último  que  á  la 
ejecución  de  ciertas  obras  peligrosas  ó  nocivas  ha  de  preceder  dieUtmen 
pericial,  constituyen  temas  litigiosos,  no  planteados  y  discutido»  bc^jo 
tales  aspectos  durante  la  tramitación  del  pleito,  descansando,  por  otra 
parte  la  ivfracción  alegada  del  art.  1  902  del  mismo  Código  en  su 
puestos  de  hecho  no  admitidos  por  la  Sala  sentenciadora  en  el  concepto 
de  improbados. 


RTícuLO  414.     Nadie  puede  penetrar  en  propiedad  prL 
vada   para  buscar  aguas  ó  usar  de  ellas  sin  licencia  de 
los  propietarios. 

Sentencia  de  24  de  Diciembre  de  W^\,-~Rtivimiicadón  deaguas. 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — El  Rey  Carlos  III  concedió  al  infante  don 
Gabriel  autorización  para  abrir  un  canal  ó  acequia  de  riego  en  el 
gran  priorato  de  Jerusalén  y  aprovechar  las  aguas  procedentes  de 
las  lagunas  de  Ruidera  y  de  los  ríos  Záncara  y  Gibuela,  orde- 
nando se  formasen  unas  ordenanzas  á  lo  en  uso  en  las  Reales  ace- 
quias de  Jarania  y  Colmenar;  y  que  todos  los  hacendados  que 
disfrutasen  del  riego,  contribuirían  con  un  diezmo  de  los  frutos 
de  las  tierras  regadas. 

Al  infante  D.  Gabriel  sucedió  el  infante  D.  Sebastián,  y  secues- 
trados todos  sus  bienes,  administrándolos  durante  el  secuestro  la 
Hacienda  publica,  se  suscitó  en  este  interregno  un  pleito  en  Arga- 
masilla  de  Alba,  que  fué  transigido  en  1843,  reivindicando  la 
administración  del  secuestro  la  propiedad  del  canal  del  Gran 
Prior  y  la  facultad  de  distribuir  sus  aguas. 

Catalogados  para  la  venta  de  bienes  del  Estado  varios  moli- 
nos con  sus  correspondientes  trayectos  de  canal,  procedente  de  la 
Dignidad  Prioral  de  la  Orden  de  San  Juan  de  Jerusalén,  y  valora- 
dos, subastáronse  públicamente,  siendo  adjudicados  en  1864  ^  ^1 
á  quien  se  dio  posesión  dé  los  mismos. 

Dicho  M,  en  unión  áe  N  y  P,  constituyeron  en  Í874  una  So- 
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ciedad  anónima  que  denominaron  de  Riego  del  Valle  del  Gua- 
diana, para  la  explotación  de  un  canal  dependiente  de  las  aguas 
del  Alto  Guadiana,  y  de  molinos  y  terrenos  comprendidos  en  la 
zona  de  riego,  aportando  á  la  Sociedad  un  canal  terminado  de  58 
kilómetros  de  largo,  42  kilómetros  de  regueras  y  16  exclusas  de 
distribución,  y  los  contratos  de  abono  inscritos  y  por  inscribir  de 
los  riberiegos. 

En  1875,  por  Real  orden  de  la  Dirección  de  Obras  públicas, 
se  extendió  hasta  24.000  hectáreas  la  facultad  de  regar  con  las 
aguas  del  canal  del  Gran  Prior,  disponiendo  asimismo  se  deter- 
minara el  caudal  de  aguas  que  el  padrón  de  riegos  de  Argamasi- 
11a  tenía  derecho  á  tomar  del  citado  canal;  é  instruido  expediente 
en  1880,  recayó  una  nueva  Real  orden  dispositiva  de  que  perte- 
neciendo al  Estado  la  propiedad  de  las  aguas  que  discurrían  por 
el  canal  del  Gran  Prior,  no  podía  reconocerse  aquélla  á  ninguna 
Kmpresa  ó  Sociedad,  siendo,  por  tanto,  nulos  los  contratos  entre 
la  Sociedad  y  los  regantes,  é  ilegales  las  exacciones  que  la  prime- 
ra venía  haciendo  y,  finalmente,  que  formado  plano  de  las  obras 
del  canal  y  determinado  el  caudal  de  aguas,  á  cuyo  aprovecha- 
miento tenía  derecho,  se  formara  (art.  228  de  la  ley  de  Aguas)  una 
comunidad  de  regantes  con  sus  correspondientes  ordenanzas. 

En  1882  AT  dirigió  una  solicitud  pidiendo  permiso  para  cons- 
truir un  molino  harinero  movido  por  las  aguas  del  Guadiana; 
opúsose  la  Sociedad  de  riego  del  Valle,  pero  la  delegación  de 
Hacienda  desestimó  la  oposición  fundándose  en  que  aquélla  no 
había  justificado  derecho  alguno  á  la  propiedad  de  las  aguas  del 
canal.  Alzóse  la  Sociedad  y  recayó  una  Real  orden  en  1883  con- 
firmatoria del  acuerdo  del  'delegado  de  Hacienda,  sin  que  fuese 
admitida  la  demanda  Contencioso  administrativa  que  se  preparó, 
por  considerar  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado 
que  la  competencia  para  conocer  de  dicho  asunto  correspondía  á 
ios  Tribunales  ordinarios. 

B)  Demanda, — Relacionando  todos  los  antecedentes  expues- 
tos, alegando  además  que  en  1866  se  practicó  un  deslinde  y  amo- 
jonamiento á  lo  largo  del  canal,  que  fué  aprobado  oficialmente, 
y  citando  en  su  apoyo  como  fundamentos  de  derecho:  la  Real  cé- 
dula de  1783  y  la  concordia  de  1843;  ^^  haberse  vendido  el  canal 
sin  hacerse  reserva  de  ningún  género;  la  ley  28,  tít.**  V,  partida  V, 
y  los  artículos  98,  127,  226  y  227  de  la  ley  de  Aguas,  la  sociedad 
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de  Riegos  del  Valle  del  Guadiana  demandó  á  la  Hacienda  públi- 
ca: la  reivindicación  de  los  cinco  trozos  de  canal  que  forman  el 
del  Gran  Prior,  así  como  el  dominio  de  las  aguas  que  discurren 
por  dichos  cinco  trozos;  que  se  declarase  legítima  dueña  á  la  So- 
ciedad, y  que  la  Hacienda,  al  vender  los  cinco  molinos  y  los  cin- 
co trozos  del  canal,  no  pudo  reservarse  ningún  derecho  al  canon 
de  regadío  concedido  por  la  citada  Real  cédula  y  confirmado  por 
la  concordia  de  1843. 

C)  Contestación, — La  representación  del  Estado  solicitó  la  ab  > 
solución  de  la  demanda,  fundándose  sustancialmente  en  que  el 
contrato  de  venta  en  subasta  estaba  formado  por  la  postura,  la 
adjudicación  y  la  aceptación,  en  consonancia  con  el  anuncio  de 
la  subasta;  que  no  se  anunció  la  venta  de  la  propiedad  de  las 
aguas,  ni  tampoco  del  derecho  á  percibir  el  canon  de  los  regan- 
tes riberiegos  del  canal,  limitándose  á  describir  los  molinos  sin 
que  pudiera  considerarse  un  accesorio  el  derecho  del  Estado  á 
aprovechar  las  aguas  del  Guadiana,  dándolo  así  á  entender  que 
habiendo  sido  el  precio  de  la  venta  354.000  pesetas  se  le  había 
dado  en  la  aportación  social  por  los  contratos  de  abono  con  los 
regantes  un  valor  de  3.000.000  de  francos. 

D)  Sentencia, — Tramitado  el  pleito  sin  que  en  los  traslados 
de  réplica  y  duplica  se  hiciera  adición  fundamental,  y  practicada 
prueba  de  la  que  resultó  que  en  1884  y  años  anteriores,  el  Estado 
había  hecho  la  limpia  y  monda  del  canal,  pronuncióse  sentencia^ 
que  fué  confirmada  por  la  de  la  Audiencia,  absolviendo  al  conce* 
sionarío  A'  y  al  abogado  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por 
la  Sociedad  de  Riego  del  valle  de  Guadiana. 

E)  Recurso  de  casación, — Esta  Sociedad  lo  interpuso  aducien* 
do  en  apoyo  del  mismo,  los  siguientes  motivos: 

I  .^  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  al  esti- 
mar que  el  Estado  vendió  los  trozos  del  canal  cedidos  como  fuer^ 
za  motriz,  siendo  así  que  en  las  escrituras  se  dice  que  se  venden 
los  trozos  del  canal  libres  de  toda  carga  y  gravamen. 

2.**  Infracción  de  las  leyes  if  y  2!".  HL'' XXX,  Partida  3/", 
por  absolver  de  una  demanda  reivindicatoría  al  perturbador  de 
posesión  legítima  y  ley  3,^,  ///.  VIII ,  lib.  XI  de  la  Novísima,  por 
desconocerse  los  derechos  del  poseedor  por  año  y  día^  toda  ves 
que  la  Sociedad  llevaba  más  de  catorce  años  poseyendo. 

3.**     Violación  del  arL  10  de  la  Constitución  del  Estado  é  in- 
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fracción  consiguiente  de  las  leyes  la,  tlt,  X,  Partida  7. — 2  *  titu- 
lo 34,  lib.  Xr  de  la  Novisima,  y  Sentencias  de  26  de  Octubre  1867^ 
14  de  Diciembre  1877,  ^^^t  ^^^'  44^  ^^^  Código  civil]  núm,  i,^  del 
art.  234  de  la  ley  de  Aguas\  art,  31  de  la  de  Enjuiciamiento  civil 
y  axioma  spoliatus  cuite  omnia  restituendus. 

^  Infracción  de  las  leyes  10,  tit,  XIV  y  28,  tit  II,  Partida 
J.*,  y  Sentencias  de  g  de  Mayo  18ÓJ  y  jl  de  Mayo  de  1863,  al  ab- 
solver al  demandado  como  poseedor  legítimo,  y  no  como  deten- 
tador, y  asimismo  infracción  de  la  ley  9.*,  ///.  XXÍX,  Partida  J.*, 
según  la  cual,  el  señorío  de  las  cosas  se  gana  con  buena  fe  y  de- 
recha razón,  ley  2g,  tit,  II,  Partidas,^  y  Sentencias  de  14  de  Ene- 
ro, 5  de  Abril  y  14  de  Mayo  de  1867  y  JJ  de  Octubre  de  1868.  In- 
fringiéndose también  al  negar  la. sentencia  á  la  Sociedad  el  dere- 
cho de  cobrar  los  frutos  civiles  del  canal  la  ley  28,  tit.  V,  Partida 
J.*  y  Sentencia  de  27  de  Mayo  de  1884. 

5.**  Al  absolver  á  la  Administración  por  haber  enagenado  el 
canal  y  márgenes,  explícitamente  vendidos  á  la  Sociedad,  infrac- 
ción de  las  leyes  7.*,  9.*  y  11,  tit:  XIII  de  la  Partida  f.*  y  la  /  * 
m.  XXXI,  lib.  II  de  la  Novísima, 

6.**  El  art.  127  de  la  ley  de  Aguas  y  el  414  del  Código  civil 
por  ser  indudable  el  hecho  de  la  adquisición  del  canal  y  de  sus 
márgenes  y  haberse  atentado  contra  este  derecho. 

7.®  Constituir  el  hecho  de  discutir  y  analizar  contratos  á  los 
veinte  años  de  perfeccionados  y  cumplidos  la  mayor  de  las  infrac  • 
clones,  con  tanto  ,más  motivo  cuanto  que  la  sala,  por  su  pro- 
pio criterio,  resuelve  que  las  escrituras  se  referían  á  la  fuerza  mo- 
triz, infringiendo  así  la  Sentencia  de  10  de  Noviembre  de  1866, 
28  de  Enero  de  1868  y  4  de  Julio  de  1884. 

8.**  Infracción  de  la  ley  28,  tit.  V,  Partida  ff,  no  haciendo 
que  el  vendedor  entregue  el  canal  con  el  agua,  que  es  la  co^a  más 
ayuntada  á  él. 

9.®  Infracción  de  la  ley  20,  tit.  V,  Partida  j.*^,  al  afirmar  no 
haberse  vendido  el  canal,  pues  no  queda  entonces  cosa  cierta  y  de 
terminada,  existiendo  error  en  la  sustancia  y  la  cosa,  mediante  no 
ser  posible  pensar  se  pagara  cerca  de  un  millón  por  fuerza  ineficaz. 

10.  Art.  4?  de  la  ley  desamortizadora  de  II  de  Julto  de  1836, 
al  suponer  la  Sala  sentenciadora  que  el  Estado  pudo  reservarse 
derechos,  cuando  en  1864  enagenó  los  molinos  y  trozos  del  canal 
pertenecientes  al  priorato  de  la  Orden. 
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11.  La  ley  2.",  ///.  XXX,  Partida  7  *  y  SenUncia  de  27  de  Fe 
brero  de  j886. 

12.  Art.  1,218  del  Código  civil\  ley  114  iit,  XVIII,  Partida  jT 
y  Sentencia  de  12  de  Marzo  ae  1867,  ^^  ^^  Junio  de  1874  y  26  de 
Enero  de  1881. 

13.  Núm,  ó.°  del  art,  2.^  de  la  ley  Hipotecaria,  en  relación  con 
el  Real  decreto  de  ii  de  Noviembre  de  1864  (artr  14)  y 

14.  Artículos  23  y  27  de  la  ley  Hipotecaria,  por  no  existir  ins- 
cripción ninguna  á  favor  del  Estado  de  los  derechos  que  adquirió 
la  Sociedad  y  hoy  se  arroga  aquél. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso,  esta- 
bleciendo la  siguiente 

DOCTRINA 

Aceptadcu  las  cuestiones  M  pleito  en  los  términos  que  aparecen  de 
los  respectivos  resultados  que  preceden^  la  Sala  sentenciadora j  al  absolver 
de  la  demanda  al  Estado  y  áX^  concesionario  del  mo/t>*o,  no  infringe  las 
leyes  y  sentencias  que  se  citan  en  los  motivos  1.^,  2.^,  18  y  14,  porque 
ejercitada  la  acción  reivindicatoria  no  ha  justificado  el  actor,  como  dMa^ 
el  dominio  sobre  leu  cosas  que  son  objeto  dd  pleito;  y  asi  lo  declaran  las 
sentencias,  apreciando  la  naturaleza  de  los  arte/actos,  el  medio  de  poder 
ser  útiles  aprovechundo  el  agua  como  fuerza  motriz,  dando  salida  á  aque- 
lla por  la  parte  inferior  y  trozo  del  canal  señalado  al  efecto;  y  las  de-- 
más  pruebas  que  ofrecen  los  autos,  tales,  entre  otras,  como  los  actos  prac- 
ticados por  la  Hacienda  pública,  ó  S5an  la  reparación,  limpieza  y  custo- 
dia del  canal,  cuya  extensión,  según  el  mismo  demandante,  es  de  cincuem- 
ta  y  ocho  kilómetros,  y  el  percibo  por  la  Hacienda  del  canon  establecido 
por  la  Real  Cédula  de  1783  y  la  Concordia  de  1848  y  no  meneumado 
en  las  escrituras  de  venta  de  los  molinos,  pues  los  usos  y  costumbres  que 
se  alegan  no  pueden  crear  derecho  en  contra  de  la  Hacienda  pública,  an- 
tes bien  corroboran  el  que  ésta  sustenta. 

£1  juicio  de  la  Sala  no  se  destruye  alegando  posesiones  conferidae 
sin  citación  del  vendedor,  ni  con  los  anuncios  de  las  subastas,  ni  por  las 
escrituras  de  compra,  únicos  títulos  presentados  por  la  parte  recurrente  ,^ 
toda  vez  que  ni  hacen  mención  del  derecho  á  cobrar  el  canon,  ni  de  las 
tierras  sujetas  al  mismo,  ni  del  establecimiento  de  riego  y  distribución  de 
las  aguas,  no  obstante  ser  lo  más  importante  y  tnotivo  de  haberse  cone- 
truido  el  canal,  cuya  extensión,  ya  indicada,  es  muy  superior  á  los  trozos 
dd  mismo  que  se  asignaron  á  los  molinos,  de  manera  que  aun  cuando  el 
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comprador  lo  aportó  á  la  Sociedad  por  3.000.000  de  francos^  este  dato 
no  es  gt^eiente  para  demostrar  que  se  enajenó  el  canal  que  hoy  se  pide, 
ni  las  escrituras  de  venta  lo  just\fican\  siendo  sólo  títulos  de  adquisición 
del  medio  necesario  para  conducir  el  agua  á  los  molinos,  cuya  posesión  y 
disfrute  fio  se  disputa;  sin  que  transmitiesen  al  comprador  la  propiedad 
del  agua  con  destino  á  otro  uso  que  no  sea  el  requerido  por  dichos  moli- 
noSj  deduciéndose  de  todo  ello  que  la  Sala  no  ha  incurrido  en  error  de  de- 
recho ni  de  hecho  en  los  términos  que  prescribe  el  núm,  7P  del  art,  1.692 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  infringe  las  leyes  y  sentencias  que 
ae  invocan  en  los  motivos  3.^,  4/",  5.o,  r.°,  8.°,  9.°,  11  y  12. 

Por  consecuencia  de  lo  expuesto^  para  suponer  usurpadora  y  causante 
de  un  despojo  á  la  Hacienda  pública,  se  invocan  con  inoportunidad  varias 
disposiciones  de  las  leyes  de  Partida  y  del  Código  que  son  inaplicables  á 
la  cuestión  del  pleito;  porque  no  habiéndose  justificado  el  dominio  de  lo 
que  se  pide,  carece  de  base  la  demanda  entablada. 

Tampoco  infringe  la  sentencia  el  art.  127  de  la  ley  de  Aguas,  ni  el 
414  del  Código  civil,  citados  en  el  motivo  6. '^,  por  ser  igualmente  inaplica- 
bles, en  razón  á  que  la  parte  recurrente  no  ha  acreditado  ser  dueña  del 
eanál,  como  ya  se  ha  demostrado,  reconociéndola  sin  embargo  el  disfrute 
del  mismo  y  del  agua  para  mover  los  molinos  comprados. 

Respecto  á  U  concesión  otorgada  para  construir  un  molino,  aprove- 
chando Im  aguas  del  canal,  la  sentencia  no  infringe  la  leyes  que  se  men- 
cionan en  el  motivo  10.°,  porque  X  obtuvo  el  permiso  de  la  Administración 
pública,  y  la  Sociedad  no  ha  demostrado  que  tal  concesión  se  referia  á  te- 
rreno suyo,  ni  impide  el  aprovechamiento  del  agua  por  los  molinos  com- 
prados; y  en  este  concepto  no  hay  razón  para  anular  lo  que  se  concedió  á 
X,  toda  vez  que  no  existe  privilegio  prohibitorio  que  deba  respetarse. 


í  RTÍcüLO  416.  Todos  duefto  de  un  predio  tiene  la  facul- 
tad de  construir  dentro  de  su  propiedad  depósitos  para 
conservar  las  aguas  pluviales,  con  tal  que  no  cause  perjuicio 
al  público  ni  á  tercero. 

Aute  de  12  de  Julio  de  1897.— Z/'^r^  curso  de  las  aguas.—Demo- 
lición  de  presa'-Yé2iSt  art  413. 
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Seceión  quinta. 

Disposiciones   g-enerales. 

*  ARTÍCULO  424.  Las  disposiciones  de  este  título  no  per- 
^judican  los  derechos  adquiridos  con  anterioridad,  ni  tam- 
poco al  dominio  privado  que  tienen  los  propietarios  de  aguas, 
de  acequias,  fuentes  ó  manantiales,  en  virtud  del  cual  las  apro- 
vechan, venden  ó  permutan  como  propiedad  particular  (i). 


Sentencia  de  16  de  Diciembre  de  1893.  —Aprovechamiento  de  aguas, 
(Véase  art.  407). 

Sentencia  de  20  de  Mayo  de  \%%%.— Cauce  de  un  arroyo, — Rei- 
vindicación,— (y édiSt  art  609.) 


(i)    Real  decreto  de  29  de  Mayo  de  X^'^K.—Compeuncia.—rnterdieto 

de  retener  y  recobrar  la  posesión  di  unas  aguas. 


A)  Los  propietarios  de  varias  fincas  sitas  en  la  parroquia  de  Vide  venían 
utilizando,  desde  tiempo  inmemorial,  para  riego,  las  ag'uas  de  Sequeiros,  á 
virtud  de  turnos  6  tandas  entre  todos  los  regantes,  siendo  cada  uno  due&o  de 
la  porción  de  agua  que  en  cada  tumo  le  correspondía,  transmitiéndola  como 
cualquiera  otra  cosa  de  dominio  privado. 

Xy  Zy  dueños  de  otras  fincas  en  la  parroquia  de  Rívasterme,  cegaron  una 
noche  el  canal  que  conducía  las  aguas  á  Vide,  y  las  dirigieron  por  el  de  Rí- 
vasterme, repitiendo  este  hecho  hasta  cinco  veces  en  el  mes  de  Julio  de  1892. 

B)  Con  expresión  de  estos  antecedentes,  los  perjudicados  interpusieron 
interdicto  de  retener  y  recobrar  la  posesión,  y  admitida  la  demanda  y  practi* 
cada  la  información  ofrecida,  el  Gobernador,  á  instancia  de  los  perturbado- 
res, requirió  de  inhibición  al  Jusgado,  fundándose  en  que,  según  el  art  4.^  de 
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CAPÍTULO  II 


DE   LOS   MINERALES 


I RTÍGULO  427.  Los  límites  del  derecho  mencionado  en 
el  articulo  anterior,  las  formalidades  previas  y  condicio- 
nes para  su  ejercicio,  la  designación  de  las  materias  que  deben 
considerarse  como  minerales,  y  la  determinación  de  los  dere- 
chos que  corresponden  al  dueño  del  suelo  y  á  los  descubrido- 
res de  los  minerales  en  el  caso  de  concesión,  se  regirán  por  la 
ley  especial  de  Minería. 


la  ley  de  Agnas,  son  de  dominio  público  las  que  nacen  discontinaamente  en 
terrenos  de  dominio  público,  según  sucede  con  las  aguas  de  Sequeiros. 

Mantuvo  el  Juzgado  su  jurisdicción,  sosteniendo  que  los  aguas  de  Sequei- 
ros eran  de  dominio  privado,  no  sólo  por  venir  siendo  áesáp  tiempo  inme- 
morial objeto  de  transmisiones,  sino  por  haberlo  así  declarado  una  providen- 
cia firme  de  la  Corporación  municipal  competente. 

La  Superioridad  decidió  la  competencia  en  favor  de  la  Administración, 
vistos  los  artículos  4.^  y  248  de  la  ley  de  Aguas. 

DOCTRINA 

Que  en  el  expediente  se  halla  demostrado  el  carácter  de  públicas  de  las 
ngttas  de  que  se  trata,  tanto  por  los  terrenos  en  que  nacen  como  por  la  Ín- 
dole de  los  cauces  por  donde  corren  hasta  llegar  al  punto  de  bifurcación , 
en  que  se  separan  para  beneficiar  los  predios  de  los  vecinos  de  Vide  y 
de  Sequeiros. 

Que  no  puede  entenderse  causara  estado,  á  los  efectos  de  la  resolución 
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Sentencia  de  18  de  Marzo  de  XZ'^.—Minas. 

HECHOS 

A)  Demanda. -^UuB,  sociedad  minera  dedujo  demanda  contra 
otra  de  la  misma  especie,  exponiendo:  que  los*  operarios  de  una 
mina  de  la  propiedad  de  la  segunda  habían  llevado  á  efecto  una 
intrusión  en  otra  mina  colindante  que  pertenecía  á  la  primera;  y 
que  habiéndose  aprovechado  de  cierta  cantidad  de  su  mineral, 
tenía  la  obligación  de  devolver  su  valor;  pidiendo  se  condenase  á 
la  sociedad  demandada  á  pagar  por  tal  concepto  determinada 
suma,  y  á  indemnizar  los  perjuicios  sufridos  por  la  actora. 

B)  Contestación, — Contestó  aquella  alegando  que,  teniendo 
arrendada  la  mina  de  su  pertenencia  que  colindaba  con  la  que 
sufrió  la  intrusión,  y  no  percibiendo  de  sus  utilidades  por  virtud 
del  arriendo  más  que  un  tanto  por  ciento,  sólo  debía  abonar  al 
demandante  la  cantidad  correspondiente  á  esas  utilidades  en  la 
misma  proporción.  Además,  por  reconvención,  pidió  que  se  con- 
denara á  éste  á  que  le  abonara  cierta  cantidad  de  mineral  que 
suponía  sustraído  de  una  de  sus  minas  por  los  trabajadores  de 
aquél. 

C)  Sentencia. — Seguido  el  pleito  por  los  trámites  legales  y  sus- 
tanciado en  dos  instancias,  dictó  la  Audiencia  sentencia  confir- 
matoria condenando  á  la  Sociedad  demandada  á  pagar  á  la  de- 
mandante un  tanto  por  ciento  del  valor  del  mineral  sustraído 
igual  á  la  participación  que  tenía  en  las  utilidades  de  la  mina  des- 


den presenta  coi\flicto^  el  acuerdo  del  Aguntamiento  de  Setados^  toda  vez 
que  dicho  acuerdo  debió  referirse  únicamente  á  loa  caucei  por  donde  di»- 
currieren  la$  aguas  á  partir  del  punto  referido  de  bifurcación,  y  no  alas 
partes  del  cauce  anterior  á  dicha  bifurcación^  cuyo  carácter  de  púbUoo 
no  hay  posibilidad  de  poner  en  duda. 

En  tal  supuesto^  es  aplicable  al  caso  de  que  se  trata  el  art.  248  cita- 
do de  la  ley  de  Aguas  que  claramente  determina  la  competencia  del  Minis- 
terio de  Fomento  para  dirimir  d^nitiv<imente  la  cuestión  que  se  ventUa. 


Real  decreto  de  8  de  Febrero  de  X^^^.^Aprovickamiento  de  agnas — 

Véase  la  nota  del  art.  407. 
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de  doDde  se  verificó  la  intrusión,  y  á  indemnizarle  por  los  perjui- 
cios sufridos,  absolviendo  á  la  parte  actora  de  la  reconvención 
formulada  de  contrario. 

D)  Recurso  de  casación, — Lo  interpuso  la  Sociedad  demandan- 
te, alegando: 

\?  Infracción  del  art.  I.gyó,.426,  427  del  Código,  por  cuanto 
la  sentencia  aplica  únicamente  este  cuerpo  legal,  siendo  así  que 
el  primero  sólo  ha  derogado  el  derecho  civil  en  las  materias  ob- 
jeto del  mismo,  y  los  otros  dos  declaran  la  vigencia  de  la  legisla- 
ción especial  minera. 

2.°  Art.  55  de  la  lev  de  Minas  de  ó  de  Julio  de  i8§g;  art,  26  de 
la  de  2g  de  Diciembre  de  j868,  y  Sentencias  de  g  de  Abril  de  1866 
y  27  de  Diciembre  de  J88j\  en  cuanto,  entendiendo  derogada  dicha 
legislación  y  doctrina,  condena  sólo  á  la  indemnización  de  parte 
del  daño  y  no  del  todo,  y 

3.®  Artículos  J.go2  y  l.goj  del  Código  civil;  4g,  JJ  d  60,  62  y 
6j  de  la  ley  de  Minas;  artículos  71  y  72  de  la  de  1868 y  y  21,  24  y 
26  del  decreto-ley,  que  establecen  la  responsabilidad  directa  del 
dueño  de  la  mina  por  la  totalidad  del  daño  causado. 

E)  Casación  de  la  sentencia. — El  Tribunal  Supremo  declaró 
haber  lugar  al  recurso,  fundándose  en  la  siguiente 

DOCTRINA 

El  art.  427  del  Código  dvil  vigente,  ajustándose  en  un  todo  á  lo  es- 
tablecido en  la  base  10.^  de  las  fijadas  en  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888 
para  la  redacción  de  dicho  cuerpo  legal,  tuvo  por  objeto  consignar,  con 
arreglo  á  los  fundamentos  capitales  del  derecho  patrio,  todos  los  princi- 
pios en  que  descansan  los  conceptos  especiales  de  determinadas  propieda- 
des, y  entre  eÜos  el  referente  al  particular  de  minas,  sin  que  del  espíritu 
y  letra  de  los  preceptos  que  contiene  pueda  entenderse  que  se  propuso  el 
legislador  en  manera  alguna  alterar,  ni  mucho  menos  derogar,  las  dispo- 
siciones contenidas  en  la  ley  especial  relativa  á  dic?M  ramo  de  Minas, 
pues  antes  por  el  contrario  era  preciso  atenerse,  como  lo  hizo  y  se  pres- 
cribe en  la  base  antes  indicada,  al  criterio  de  respetar  las  leyes  particu- 
lares, deduciendo  de  cada  una  de  ellas  lo  qtie  verdaderamente  constituya 
el  fundamento  orgánico  de  derechos  civiles  y  sustantivos  que  era  forzoso 
incluir  en  el  Código, 

Siendo  esto  así,  y  rigiendo,  por  lo  tanto,  como  rigen  en  lo  concerfiien' 
te  al  ramo  de  Minas  las  leyes  de  6  de  Julio  de  1859  y  29  de  Diciembre  de 
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1868i  hay  que  atenerse  para  reeolver  la  cueetión  objeto  del  preeente  re- 
ettrio  á  los  preceptos  germinantes  de  los  artículos  45  de  U  primera,  y 
muy  principalmente  al  26  de  la  segunda. 

En  ellos  se  dispone  que  los  dueños  de  minas  tienen  la  obligaeión  de  in- 
demnixar  los  daños  y  perjuicios  que  ocasionen  á  otras  minas,  ya  por  acu- 
mulación de  aguis  ó  por  cualquier  otro  modo,  por  el  que  resultare  me- 
noscabo á  intereses  ajenos  dentro  ó  fuera  de  las  minas,  regulándose  por 
convenios  privados  ó  por  tasación  de  peritos  dicha  indemnización,  con 
sujeción, 'ya  en  estos  particulares,  á  las  leyes  comunes,  hallándose  en 
perfecta  consonancia  con  esa  prescripción  la  doctrina  establecida  por 
el  Supremo  Tritmnal  'en  varias  sentencias,  sobre  todo  en  la  pronuncia- 
da  en  27  de  Diciembre  de  1888,  que  se  halla  en  perfecta  consonancia  con 
esa  prescripción. 

Al  no  haberlo  estimado  asi  la  Sala  sentenciadora,  entendiendo  «fvt* 
vocadamente  que  debía  decidir  la  controversia  sostenida  en  el  pleito  tan 
sólo  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  Derecho  común,  por  haber  sido 
derogada  la  ley  especial  de  Minas  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo 
1.976  del  Código  civil  vigente,  y  condenando  por  ello  á  una  Sociedad  mt- 
ñera  á  satisfacer  á  la  demandante  únicamente  la  cantidad  importante  el 
35  por  100  de  los  minerales  indebidamente  extraídos  del  terreno  propio 
de  la  última,  y  no  al  total  de  dicha  cantidad,  ha  infringido  lae  prescrip- 
ciones y  doctrina  antes  indicadcu,  asi  como  también  el  repetido  art.  1 976 
del  Código  civil,  puesto  que,  dueña  la  Sociedad  condenada  de  la  rntna  ^ue 
causó  el  daño,  está  en  la  imprescindible  obligación  de  indemnizar  todos 
los  daños  y  perjuicios,  sin  que  para  ello  obste  el  que  estuviera  subarren- 
dada esafinca  y  se  produjera  el  daño  por  los  que  en  ealidttd  departida- 
nos  la  tenían  arrendada. 
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TÍTULO   V 
De  la  posesión. 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DE    LA    POSESIÓN    Y    SUS    ESPECIES 

RTÍcuLO  430.  Posesión  natural  es  la  tenencia  de  una 
cosa  ó  el  disfrute  de  un  derecho  por  una  persona.  Pose- 
sión civil  es  esa  misma  tenencia  ó  disfrute  unidos  á  la  inten- 
ción de  haber  la  cosa  ó  derecho  como  suyos. 

SenUneia  de  16  de  Marzo  de  XZM.—I^fivindicación  de  fincas. 
Mera  pousión^  poseedor  de  mala  fe, 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — Dueña  A  por  herencia  de  una  finca  rústica, 
y  careciendo  de  título  escrito,  promovió  expediente  posesorio,  y 
en  su  virtud  inscribió  la  posesión  de  la  expresada  finca  en  Octu- 
bre de  1866.  Vendida  posteriormente  á  B,  se  inscribió  asimismo 
en  1867,  y  por  fallecimiento  de  dicho  B,  se  dividió  la  finca  de 
que  se  trata  entre  sus  tres  herec* eros,  O,  F  y  Q,  en  distintas  por- 
ciones deslindadas,  y  una  era  que  formaba  parte  del  mismo  pre- 
dio, y  íué  adjudicada  pro  indiviso  á  dichos ,C?,  -P  y  Q^  todas  cuyas 
adjudicaciones  fueron  inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad. 
Un  tercero,  A",  compró  en  1877  ^^^  tierra  colindante  en  parte 
con  la  finca  en  cuestión,  así  como  también  adquirió  én  1878,  por 
el  mismo  título,  de  compra  venta,  las  partes  que  le  fueron  adju- 
dicadas áO  y  Q. 

En  1888,  Xy  t\  marido  de  P,  como  representante  legal  de  ésta, 
en  escritura  que  no  llegó  á  inscribirse,  declararon  que  se  había 
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practicado,  de  común  acuerdo  y  pericialmente,  un  deslinde  y 
amojonamiento,  fijándose,  por  tanto  la  extensión  y  límiftar  il«?! 
predio  de  P, 

BJ  Demanda, — En  1889,  -P,  representada  por  su  marido,  de- 
dujo demanda  contra  X,  pidiendo  se  declarara  tener  la  deman- 
dante la  exclusiva  propiedad  de  la  finca  rústica  que  le  fué  adjudi- 
cada por  fallecimiento  de  B^  y  en  su  virtud,  se  condenase  á  X  á 
dejar  libre  y  expedita  dicha  finca,  restituyendo  los  terrenos  que  in- 
debidamente había  ocupado;  á  que  asimismo  dejase  libre  y  expedi- 
ta la  era,  derribando  las  obras  que  había  ejecutado  y  la  ocupaban 
parcialmente,  impidiendo  su  natural  destino  y  al  pago  de  las  eos- 
tas,  cuya  solicitud  apoyó  en  la  documentación  que  demostraba  su 
dominio,  alegando  además:  que  X  había  ocupado,  con  obras  he- 
chas en  el  cortijo  que  habitaba,  y  en  parte  con  una  noria  y  balsa 
la  era  referida,  inutilizándola  para  su  objeto,  pues  no  había  espa- 
cio para  hacinar  las  mieses,  ni  corrientes  de  aire  para  la  trilla  y 
aventado;  que  .V  había  ocupado,  además,  tierras  de  secano  de  la 
pertenencia  de  la  demandante,  en  parte,  con  un  camino  para  ca- 
rruajes, y  en  parte,  con  abancalado.  Y  como  fundamentos  de  de- 
recho, alegó  el  principio  res  ubicunque  sit pro  dómino  suo  clamat  y 
artículos  348,  392,  394,  397,  399  y  1.068  del  Código  civil. 

C)  Contestación. — Opúsose  el  demandado  solicitando  se  le  ab- 
solviese de  la  demanda  con  las  costas  para  la  parte  actora,  y  si  á 
ello  no  hubiese  lugar,  asimismo  se  le  absolviese,  declarando  que 
la  demandante  tenía  únicamente  derecho  á  hacer  suyas  lai  obras 
ejecutadas  de  buena  fe  por  el  demandado  en  los  terrenos  á  que  la 
demanda  se  refería,  previa  indemnización,  ó  á  obligar  á  éste  á 
pagar  en  justa  tasación  el  precio  del  terreno  ocupado  con  las 
obras,  cuya  solicitud  apoyó;  en  que  el  causante  de  la  parte  actora 
no  había  sido  dueño  de  la  finca  en  cuestión,  pues  sólo  adquirió 
la  posesión  que,  como  tal,  fué  inscrita,  y  esto  sólo  pudo  transmitir  á 
sus  herederos,  por  cuya  razón  no  se  podía  ejercitar  la  acción  reivio* 
dicatoria;  en  que  el  demandado  ostentaba  derechos  dominicales 
y  posesorios  sobre  las  tierras  que  en  la  actualidad  constituían  d 
fundo  de  su  pertenencia;  en  que  los  edificios  por  él  levantados  en 
los  terrenos  que  indicaba  la  demandante  los  construyó  de  buena 
fe  á  ciencia  y  paciencia  de  ésta  sin  que  se  opusiera  á  ello,  habien- 
do reconocido  aquella  buena  fe  el  marido  de  la  actora  en  la  es- 
critura de  deslinde  de  1888. 
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D)  Réplica  y  //«//rV¿7.— Replicando  P,  expuso  que  aun  cuan. 
do  A,  la  primitiva  vendedora,  no  tenía  título  escrito,  era  dueña 
de  la  finca  por  herencia,  y  en  tal  concepto,  se  la  transmitió  á  B 
habiendo  prescrito  el  dominio  en  favor  de  la  demandante,  puesto 
que  desde  la  adquisición  por  B,  su  causante,  habían  transcurrido 
veintidós  años;  que  había  protestado  repetidamente  de  las  obras 
ejecutadas  por  el  demandado;  que  en  la  escritura  de  deslinde 
de  1888  se  modificaron  los  límites  y  cabida  de  las  tierras  sin  su 
intervención  y  conocimiento  á  pesar  de  ser  bienes  parafernales. 

El  demandado  no  añadió  en  la  duplica  manifestación  ningu- 
na sustancial. 

E)  Sentencias. — Dictadas  en  primera  y  segunda  instancia  sen- 
tencias conformes  condenando  al  demandado  á  dejar  libre  y  ex- 
pedita la  finca  de  la  demandante,  y  á  derribar  las  obras  en  ella 
ejecutadas  que  la  ocupan  parcialmente  y  la  hacen  inútil  para  su 
destino,  interpuso  aquél  recurso  de  casación  por  los  siguientes 
motivos: 

i.°  Infracción  de  la  ley  z.'*,  ///.  XXVIII,  Partida  3^,  y  artículos 
348 y  4JO  del  Código  civil,  en  cuanto  se  confunde  el  dominio  y 
la  posesión,  y  se  da  lugar  estimándola  á  una  acción  reivindica- 
toría ejercida  por  quien  no  tiene  más  concepto  jurídico  que  el 
de  poseedora  civil. 

2.®  Infracción  de  los  mismos  textos  del  motivo  anterior,  y  del 
principio  de  que  el  heredero  es  continuador  de  la  personalidad 
del  difunto  en  todos  sus  derechos  y  obligaciones,  puesto  que  el 
heredero  del  poseedor  (demandante)  sólo  pudo  continuar  dicha 
posesión,  pero  no  ejercitar  una  acción  nacida  de  título  dominical 
(la  reivindicatoría),  cuando  sólo  tenía  título  posesorio. 

.3.**  Infracción  de  las  leyes  i.**  y  ^.^  ///.  XXX,  Partida  j.*,  ar- 
ticulo 42,0  del  Código  civil,  y  principio  de  derecho  de  que  la  pose- 
sión debe  recaer  en  cosa  cierta,  cometidas  por  estimarse  en  la 
sentencia  la  prescripción,  no  alegada  tempestivamente  y  ser  in- 
cierta la  cosa  poseída  por  estar  confundidos  los  límites  del  fundo 
de  la  demandante  con  los  del  demandado  en  la  parte  que  son  co- 
lindantes. 

4.®  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  derivado 
de  documentos  auténticos  y  error  de  hecho  con  infracción  de  los 
artículos  S^5  y  5^  ^^  ^^  ^O'  ^^  Enjuiciamiento  civil  y  Sentencias 
4e  26  de  Marzo  de  i8y2,  4  de  Abril  de  187 J,  2g  de  Noviembre  de 
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1861  y  29  de  Octubre  de  1881  y  ley  114,  tit,  XVI II,  Partida 3!"  y  ar- 
ticulo  1,218  del  Código  civil;  por  cuanto  se  estima  probada  la  iden* 
tidad  de  uoa  ñnca  sin  haberse  designado  especialmente  los  terre- 
nos reivindicados^ 

S."*  Infracción  de  las  leyes  23  y  28,  tit.  II,  Partida 3 J*,  según 
las  cuales  finca  la  tenencia  en  guien  la  cosa  tiene  nútniras  el  que  la 
reivindica  no  prueba  el  señor  io,  y  las  Senteíuias  de  ig  de  Octubre 
,  de  1874.,  28  de  Abril  y  3  de  Julio  de  1883,  en  armonía  con  las 
leyes  citadas,  por  cuanto  el  fallo  da  lugar  á  una  demanda  reívin* 
dicatoria  no  habiéndose  probado  la  identidad  de  los  terrenos 
usurpados,  7 

6."*  Infracción  de  la  ley  2J,  tit.  XXXIV,  Partida  7.*,  sobre  que 
no  debe  quejarse  de  engaño  el  que  consiente  en  él,  y  del  art.364. 
del  Código  civil,  toda  vez  que  desde  1882  y  1886  en  que  el  deman- 
dado hizo  las  obras,  hasta  1889,  en  que  se  interpuso  el  pleito,  la 
demandante  dejó  construir  sin  oponerse  de  un  modo  eficaz;  y  no 
obstante  la  sentencia  no  declara  el  derecho  del  dueño  al  pago  de 
la  parcela  ocupada,  sino  que  ordena  la  demolición  de  la  obra. 

£1  Tribunal  Suptremo   no  dio  lugar  al  recurso,  fundándose 
en  esta 

DOCTRINA 

La  aeniencia  recurrida  no  in^fringe  la$  leyes  de  Partida  úmea$  de  la$ 
citadaten  el  recurso  que  pueden  ser  aplicablee  al  caso  por  razón  de  la 
época  en  que  ocurrieron  los  hechos  litigiosos,  ni  tampoco  los  principios  de 
derecho  que  juntamente  con  ellas  se  invocan  en  los  motivos  1.^  y  2.^^  por* 
que  es  notorio  que  la  demandante  ostentó  desde  el  primer  momento  el  oa* 
rácter  de  dueña  de  la  porción  de  finca  que  trataba  de  reivindicar,  y  jus- 
tificó con  su  hijuela  que  la  habia  adquirido  é  inscrito  desde  1870,  como 
heredera  de  su  tio,  que  éste  á  su  vez  la  habia  comprado  é  inscrito  en  1867, 
de  quien  la  habia  ya  llevado  al  Begistro  en  1666,  como  procedente  de  otra 
herencia^  y  además  que  venia  poseyéndola  quieta  y  pacificamente,  asi 
como  su  causante,  desde  las  meucionadas  fechas,  todo  lo  cual  implica  de 
su  parte  un  derecho  domihical  perfecto  y  de  todo  punto  pf^erente  al  de 
mera  posesión,  qtie  después  de  todo  no  puede  reckmtar  el  recurrente, 
puesto  que  la  Sala  sentenciadora,  m  uso  de  sus  facultades,  lo  ha  califiea-^ 
do  de  poseedor  de  mala  fe  por  haber  detentado  lo  que  sabia  no  le  porte- 
necia 
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Tampoco  ha  podido  infringir  las  invocadas  en  ¡os  motivos  3»^  y  6.^, 
porque  además  de  haberse  señalado  en  la  demanda  qué  era  lo  que  se  rei- 
vindicaba en  términos  de  que  al  demandado  no  pudiera  quedar  duda  en 
tlparHcular^  han  v^ido  á  precisarse  en  la  prueba  los  litideros  alterados 
por  la  detentacián  en  términos  de  que  la  identidad  resulte  comprobada  á 
Juicio  del  IVibunal. 

Según  tiene  éste  declarado  con  repetición^  las  cuestiones  de  identidad 
de  las  cosas  que  se  tratan  de  reivindicar  y  de  posesión  y  su  buena  ó  mala 
fcy  y  de  conocimiento,  asentimiento  ú  oposición  de  un  litigante  respecto  á 
loe  actos  realizados  por  el  otro,  son  de  puro  hecho ,  y  como  teUes  están 
subordinadas  á  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  á  la  cual  debe 
ajustarse  la  casación  mientras  no  se  demuestre  error  de  hecho  ó  de  aére- 
la que  la  invaliden. 

Los  alegados  contra  ella  en  el  motivo  4  ^  sólo  se  refieren  al  particular 
relativo  á  la  identidad  de  la  cosa  litigiosa,  y  aparte  de  que  los  documen- 
tos que  se  señalan  para  demostrarlos  no  soft  los  únicos  traídos  al  pleito, 
ni  los  solos  elementos  de  prueba  que  han  servido  al  Tribunal  sentenciador 
para  formar  juicio  en  el  particular,  su  simple  lectura  demuestra  que  en 
nada  lo  desvirtúan,  porque  el  aumento  de  cabida  que  se  da  ala  finca  en 
la  división  de  1870  está  explicado  por  la  accesión  natural  originada  por 
la  rambla  después  de  adquirida  por  B,  causante  de  la  actora^  y  porque 
existiendo  ese  aumento  cuando  se  formó  la  hijuela  de  dicha  adora,  hoy 
Toconodda,  y  también  las  de  los  otros  herederos  de  quienes  trae  causa  el 
recurrente,  que  hoy  las  contradice,  se  tuvo  en  cuenta  para  la  partición, 
señalando  á  cada  uno  de  ellos  la  porción  determinada  que  les  correspon- 
d4a  con  relación  á  esa  mayor  cabida,  todo  lo  cual  demuestra  que  al  esti- 
tnarlo  asi,  ha  dado  á  la  mencionada  hijuela  y  á  la  certificación  del  Be- 
gistro  el  valor  que  realmente  merecen,  y  no  ha  incurrido  en  los  errores 
que  se  supone. 

Por  tanto,  subsistiendo  esta  apreciación,  asi  como  las  relativas  á  la 
mala  fe  con  que  el  recurrente  poseía  la  parte  de  finca  reivindicada  y  á 
que  la  demandante  había  manifestado  su  oposición  á  las  obras  y  altera» 
dones  realizadas  por  aquél  á  sabiendas  en  la  propiedad  de  ésta,  carece 
de  fundamento  el  motivo  6.^,  por  ser  inaplicable  la  ley  de  Partida  que 
en  él  se  invoca. 


Sentencia  de  30  de  Diciembre  de  \^%7.— Posesión  cwiL—Terce- 
ria  de  dominio. — (Véase  art.  445.) 

16 
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[rtículo  433.  Se  reputa  poseedor  de  buena  fe  al  que 
ignora  que  en  su  titulo  ó  modo  de  adquirir  exista  vicio 
que  lo  invalide. 

Se  reputa  poseedor  de  mala  fe  al  que  se  halla  en  el  caso 
contrario. 

Sentencia  de  17  de  Marzo  de  1896. 

HECHOS 

^)  Antecedentes, — Otorgóse  en  Cataluña,  antes  de  la  vigencia 
del  Código,  un  testamento  en  el  que  se  instituían  varios  herede- 
ros de  confianza.  Dos  de  éstos  declararon  en  escritura  pública  qoe 
la  voluntad  de  la  testadora,  ya  fallecida,  fué  que  uno  de  los  herede- 
ros y  otorgantes  pudiera  hacer  y  disponer  de  los  bienes  que  consti- 
tuían la  herencia,  con  completa  libertad,  sin  intervención  de  ninguna 
persona,  ni  aun  de  los  demás  coherederos;  con  cuya  escritura  y  con 
la  de  renuncia  del  cargo  de  herederos  hecha  por  uno  de  los  ins- 
tituidos, obtuvo  el  único  que  quedaba,  X,  la  inscripción  á  su  nom- 
bre en  el  Registro  de  la  propiedad  de  los  bienes  de  la  enunciada 
herencia.  Habiendo  deducido  demanda  X  con  tal  carácter  de  he- 
redero contra  unos  parientes  de  la  testadora  en  reclamación  de 
la  propiedad  de  varias  fincas,  y  recurrido  en  casación  de  la  sen- 
tencia que  en  esos  autos  dictó  la  Audiencia,  fué  denegado  dicho 
recurso  por  el  Tribunal  Supremo,  entre  otros  motivos,  por  en- 
tender que  X  no  tenía  la  calidad  de  heredero  de  confianza  con 
que  promovió  el  pleito. 

En  este  estado  las  cosas,  un  heredero  de  confianza  del  mencio- 
nado testador,  nombrado  subsidiariamente  para  sustituir  á  los 
primeros  instituidos  cuando  faltasen,  renunció  á  la  herencia  que 
en  tal  caso  le  correspondería;  y  habiendo  fallecido  otro  de  los 
nombrados,  X,  como  único  heredero  en  virtud  de  las  renuncias 
de  aquéllos  y  del  fallecimiento  referido,  vendió  por  escritura  pú- 
blica los  bienes  de  la  herencia  del  testador. 

B)  Demanda. — Un  hermano  y  varios  sobrinos,  hijos  de  otros 
hermanos  de  la  testadora,  dedujeron  demanda  contra  el  supues- 
to heredero  de  confianza  X,  ejercitando  las  acciones  de  petición 
de  herencia  y  reivindicatoria,  y  pidiendo  se  declarase  en  defini* 
tiva  la  caducidad  de  la  confianza  con  que  aquella  instituyó  al  de- 
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mandado,  y  la  destitución  del  testamento,  confirmando  y  rati- 
ficando la  declaración  que  hacía  la  sentencia  aludida  de  que  no 
era  heredero  de  confianza  ni  tampoco  universal  del  testad gr,  y  en 
su  consecuencia,  que  había  éste  fallecido  intestado,  siendo  sus  he- 
rederos los  demandantes;  que  se  condenara  á  dicho  supuesto  he- 
redero X  á  entregarles  los  bienes  de  la  herencia  con  los  frutos 
percibidos,  y  que  se  declarasen  nulos  todos  los  actos  y  contratos 
que  sobre  aquéllos  hubiese  otorgado  y  canceladas  las  inscripcio- 
nes que  en  su  virtud  se  hubieran  hecho  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad. Demandaron  también  los  mencionados  al  comprador  de 
los  bienes  de  la  herencia,  ejercitando,  además  de  las  acciones 
referidas,  la  de  dolo  malo,  y  solicitaron,  juntamente  con  las  pre- 
tensiones de  la  otra  demanda,  que  se  declarase  nula  y  sin  efecto 
la  escritura  de  venta  de  los  referidos  bienes,  y  que  se  condena- 
ra al  demandado  á  que  los  entregara  á  la  parte  actora  como  per- 
tenecientes á  la  herencia  intestada  de  su  ascendiente,  con  los  fru-  - 
tos  percibidos  desde  el  día  del  contrato  de  compra;  alegando  que 
el  demandado  no  pudo  ignorar  al  realizarle  que  el  vendedor  no 
tenía  personalidad  para  retener  las  fincas  de  que  se  trataba;  y  que 
la  venta  había  sido  simulada,  según  todas  las  apariencias,  ó  cuan- 
do menos,  otorgada  en  fraude  de  acreedores. 

C)  Coniestación,  —Contestó  AT  á  la  demanda  oponiendo  la  ex- 
cepción sine  actione  agis,  pretendiendo  que  se  le  absolviera  de 
aquella  y  alegando  que  la  sentencia  á  que  se  hacía  referencia  se 
fimdó  únicamente  en  su  falta  de  personalidad  por  no  haber  con- 
currido al  otorgamiento  de  la  escritura  de  confianza  más  que  dos 
herederos;  que  por  la  renuncia  y  el  fallecimiento  de  los  demás 
quedó  único  heredero  de  confianza  del  testador,  y  con  tal  base, 
enajenó  los  bienes  de  su  herencia.  Los  compradores,  por  su  parte, 
contestaron  que  los  demandantes  no  presentaban  documento  que 
acreditase  que  fueran  únicos  herederos  ab-intestato  del  testador,  y 
que  X  había  obrado  siempre  como  heredero  del  mismo,  no  cons- 
tando en  el  Registro  nada  en  contrario,  reproduciendo  las  demás 
alegaciones  que  aquél  expuso. 

D)  Sentencia, — Acumulados  ambos  pleitos,  á  petición  de  los 
demandantes,  é  insistiendo  las  partes  en  los  escritos  de  réplica 
y  duplica  en  sus  respectivas  pretensiones,  la  Audiencia  sentenció^ 
revocando  la  resolución  del  Juzgado,  de  conformidad  con  lo  soli- 
citado por  la  parte  demandante,  de  cuya  sentencia  recurrió  X  em 
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casasión  ante  el  Tribunal  Supremo,  por  las  siguientes  infraccioaes. 

E)  Recurso  de  casación.^  1,^  La  voluntad  del  testador  y  doc- 
trina legal  conforme  con  este  principio,  en  el  concepto  de  que 
siendo  expresa  la  de  la  testadora  de  que  los  herederos  de  confian- 
za instituidos  fuesen  los  que  dispusiesen  de  los  bienes,  se  destruía 
tal  voluntad  al  declarar  caducada  la  institución  de  confianza  y 
destituido  el  testamento. 

2.;*  Artículos  973»  974»  975,  977»  97S,  979»  98o,  q8i,  qSzj 
g8j  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  haber  cursado  dentro 
del  juicio  ordinario  pretensiones  referentes  á  la  declaración  de 
ab'intestato,  que  tienen  un  procedimiento  especial. 

3.®  Diferentes  disposiciones  del  Derecho  Romano  sobre  el 
concepto  de  acción. 

4.®  Art,  2j  de  la  ley  ffi/>otecaria  al  declarar  la  sentencia  nulos 
los  actos  y  contratos  celebrados  por  el  recurrente  sobre  los  bie- 
nes hereditarios  y  el  J4  de  la  misma  ley  al  invalidar  la  venta  hecha 
por  el  recurrente. 

5.**  Artículos  4JJ,  4JI  y  4JJ  del  Código  civil  al  condenar  al  re- 
currente al  pago  de  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir,  por 
cuanto  la  institución  hereditaria  en  su  favor  y  la  sentencia  recaí- 
da en  pleito  anterior,  justifican  en  el  recurrente  su  condición  de 
poseedor  de  buena  fe. 

El  Tribunal  Supremo  declara  fio  haber  lugar  al  recurso,  esta- 
bleciendo  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  Sala  sentenciadora,  juzga  con  recto  a-üerio,  declarando  la  caduci- 
dad de  la  institución  de  confianza,  y  destituido,  por  consiguiente,  también 
el  testamento,  puesto  que  una  vez  hecha  por  el  recurrente  la  manifestadán 
de  que  la  voluntad  de  la  testadora  era  que  él  pudiera  disponer  de  todos 
los  bienes  relictos  á  su  muerte ^  sin  intervención  ni  consentimiento  de  nin- 
guna otra  persona,  faltaban  por  completo  la  base  y  circunatancias  espe- 
ciales de  la  insHtucióíi  de  confianza,  mediante  las  cuales,  el  heredero  i$ 
ese  carácter  es  un  mero  mandatario  encargado  de  transmitir  á  otrolahe' 
renda,  según  las  instrucci<mes  recibidas  del  testador,  su  mandante;  ie 
todo  lo  que  se  desprende  que  no  existió  en  el  presente  caso  semejante  con- 
/lanza* 

Partiendo  de  lo  expuesto,  y  destituido  como  ha  sido  el  testamento,  cit- 
rece  de  valor  y  fundamento  la  alegación  referente  á  haber  sido  infringí' 
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da  la  voluntad  del  testador  (primer  motivo)^  puesto  que  al  aducirla  se 
hace  supuesto  de  la  cuestión^  que  resuelta,  como  lo  ha  sido^  por  la  senten- 
cia^ traia  como  consecuencia  lógica  ¿  indeclinable  Ictde  reconocer  como  he 
rederos  abintestato  á  los  demandantes  en  el  pleito»  según  lo  solicitaron 
en  la  demanda  en  el  juicio  por  ellos  provocado,  sin  que  tengan  aplicación 
alguna  al  caso  como  infringidas  las  disposiciones  relativas  al  procedi- 
miento que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  asigna  paia  que  tenga  lugar 
la  declaración  de  herederos  abintestato,  y  cuya  observancia  se  halla  pres- 
crita para  la  generalidad  de  los  casos  en  que  se  solicita  dicha  declaración, 
sin  iniciarse  por  nadie  controversia  que  motive  un  litigio,  y  sin  que  eso 
pineda  poner  limite  alguno  á  las  declaraciones  de  todo  género  que  cabe 
hacer  en  un  juicio  ordinario  declarativo;  por  todo  lo  que  aparecen  tam- 
bién sin  valor  alguno  los  motivos  2*^  y  5.o,  expuestos  en  el  recurso  de 
que  se  traia. 

Si  bien  el  art.  23  de  la  ley  Hipotecaria  establece  en  su  segundo  párra- 
fo que  la  inscripción  de  los  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  adquiridos 
por  herencia  ó  legado  no  perjudicará  á  tercero,  si  no  Imbiesen  transcu- 
rrido cinco  afíos  desde  la  fecha  de  la  misma,  no  es  menos  cierto  que  los 
demandantes  y  el  recurrente,  aspirantes  por  diversos  títulos  á  la  herencia 
son  terceros  unos  respecto  de  otros,  por  lo  que  no  le  es  aplicable  la  pres- 
cripción de  dicho  articulo  ni  la  del  34. 

No^puede  invocar  válidamente  la  supuesta  infracción  de  dichos  ar- 
tículos, ni  la  del  36  y  37  en  favor  de  los  compradores  de  las  fincas,  por 
no  ser  parte  en  el  recurso,  y  mucho  menos  por  el  fundamento  negado,  se- 
gún los  anteriores  considerandos,  de  que  los  referidos  demandantes  ca- 
rezcan de  acción  para  pedir  la  herencia  y  la  rescisión  délos  contratos 
y  el  déla  errónea  extensión  que  pretende  dar  al  mencionado  artículo  23, 
el  cual  no  autoriza  la  validez  de  aquellos  contratos  que,  de  conformidad 
con  otros  artículos  de  la  misma  ley  Hipotecaria  y  déla  legislación  civü, 
pueden  ser  anulados  ó  rescindidos. 

Hespecto  del  último  motivo  de  casación  alegado,  los  hechos  que  como 
probados  estima  el  Tribunal  sentenciador,  ya  respecto  de  la  manera  como 
expresó  el  recurrente  la  voluntad  de  la  testadora,  sin  la  concurrencia  del 
heredero  sustittUo  en  defecto  de  uno  de  los  instituidos  en  primer  lugar  y 
por  razón  del  mismo  contenido  de  ésta,  tan  contraria  á  la  índole  de  los 
testamentos  de  confianza,  ya  en  cuanto  á  las  circunstancias  y  condiciones 
con  que  realizó  la  venta  de  las  fincan  cuya  rescisión  se  declara,  impiden 
reputarle  como  poseedor  de  buena  fe,  según  el  art.  433  del  Código,  á  los 
efectos  de  lo  dispuesto  en  él  451  y  455,  por  lo  que  no  han  sido  infringidos 
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nipuedai  invocarse  tampoco  en  favor  de  los  compradores  de  la  finca  ven- 
dida por  el  supuesto  heredero  de  con  fiama,  por  la  razón-  cotmgnada  en  d 
anterior  considerando,  aufique  se  prescindiera  de  su  conuiveHcia  en  d 
fraude. 


Sentencia  de  7  de  Diciembre  de  1899. —  Prohibición  de  contratr 
matrimonio  con  determinada  persona, — Restitución  de  frutos, — Po^ 
seedof  de  buena  fe. 

HECHOS 

A)  Antecedentes, — a)  Otorgó  A  en  territorio  aforado  (Baleares) 
testamento  nombrando  heredero  á  B,  si  al  morir  dejaba  descen- 
dientes y  con  prohibición  de  contraer  matrimonio  ccon  la  mu- 
chacha de  Lloseta,  apodada  La  Fornera» ,  y  para  el  caso  de  que 
dicho  heredero  contrajese  este  matrimonio  en  cualquier  tiempo 
ó  falleciese  sin  hijos,  nombró  á  6*  heredero  sustituto,  cuyos  dere- 
chos, en  caso  de  preraoriencia,  habían  de  ostentar  otros  que 
designó. 

b)  Yl  heredero  instituido  B,  casó  con  la  vecina  de  Lloseta 
llamada  «la  Fornera»,  falleciendo  después  el  testador  bajo  la  dis- 
posición relacionada,  y  entonces  B  dedujo  demanda  de  interdicto 
de  adquirir  los  bienes  de  la  herencia  que  poseía  Cá  la  muerte  del 
testador,  cuya  pretensión  prosperó,  consintiendo  el  demandado 
la  sentencia  de  i  .*  instancia. 

B)  Demanda, — La  formuló  el  heredero  sustituto  C,  en  juicio 
ordinario  con  la  súplica  de  que  se  declarase  que  B^  por  haber 
contraido  matrimonio  con  la  persona  á  quien  se  refirió  el  testador, 
había  infringido  la  prohibición  que  le  impuso  en  el  testamento  y, 
por  tanto,  se  le  condenase  á  entregar  al  demandante  cofno  here- 
dero instituido  para  este  caso,  los  bienes  hereditarios  cuya  pose- 
sión  obtuvo,  á  indemnizar  los  daños  y  perjuicios  causados  por  el 
interdicto  de  adquirir  que  había  interpuesto  contra  el  actor,  y  á 
reintegrarle  las  costas  causadas  en  ese  procedimiento,  paralo 
que  alegó,  principalmente,  que  la  esposa  del  demandado  era  U 
persona  á  que  el  testador  se  hubo  referido  al  hacer  la  prohibición 
del  matiimonio,  y  que  aquel  quiso  otorgar  nuevo  testamento 
eliminando  al  demandado  por  razón  de  su  casamiento,  y  nom- 
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brando  al  actor  directamente,  no  hal  iéndolo  realizado  por  su 
mal  estado  de  salud. 

C)  Contestación. --^X  demandado  B  se  opuso  ala  demanda 
pidiendo  se  le  absolviera  de  ella,  sosteniendo:  que  lo  esencial  era 
la  no  revocación  del  testamento  en  que  se  le  nombraba  heredero, 
lo  que  demostraba  no  tener  motivo  el  testador  para  su  elimina- 
ción, y  que  su  esposa  no  era  la  persona  á  quien  se  refería  el  tes- 
tamento, debiéndose  tener  por  no  puesta  esa  condición  como 
prohibitiva  de  contraer  matrimonio. 

D)  Sentencia. — La  Audiencia  dictó  sentencia  de  conformidad 
con  la  demanda,  menos  en  el  extremo  relativo  á  entrega  de  fru- 
tos, indemnización  de  daños  y  perjuicios,  y  reintegro  de  costas. 

E)  Recursos, — a)  Interpuso  el  demandado  B  recurso  por  in- 
fracción de  los  siguientes  preceptos: 

i.°  Leyes 3!",  tii,  4?,  32,  tit,  9/,  Partida  ó.""  y  art.  7^2  del 
Código  civil,  toda  vez  que  la  prohibición  del  testador  debe  tenerse 
por  no  puesta  por  ser  contraria  á  las  buenas  costumbres. 

2.**  Leyes  6.^  y  jo,  tit,  j.°.  Partida  7.*,  cuya  doctrina  recoge  el 
art,  772  del  Código  civil  y  3.*^  tit,  jj,  Partida  7.^,  por  cuanto  acep- 
tada la  eñcacia  de  la  condición,  esta  fué  la  de  no  casar  con  <la 
muchacha  de  Lloseta,  apodada  La  Fornera»,  y  de  documentos 
públicos,  no  impugnados,  y  de  toda  la  prueba,  no  contradicha, 
resulta  que  la  esposa  del  recurrente  no  es  de  Lloseta,  y  que  el 
apodo  de  Fornera  lo  llevan  dos  hermanas  de  aquélla. 

3.®  Art,  r,2jj  del  Código  civil,  puesto  que,  de  presunciones  es- 
tablecidas en  los  considerandos  que  no  tienen  fuerza  probatoria 
es  de  lo  que  se  deduce  que  la  esposa  del  demandado  recurrente 
^s  la  muchacha  de  Lloseta,  apodada  cía  Fornera >. 

d)  El  demante  C  también  recurrió  de  Li  sentencia  alegando 
Jas  infracciones  siguientes: 

I.**  Artículos  4^j  y  4.5$  del  Código  civil  y  J.637  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  y  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  y  art,  2,°  del 
citado  Código;  en  cuanto  la  sentencia  absuelve  de  la  demanda 
á  B,  en  el  extremo  relativo  á  la  devolución  de  los  frutos  perci- 
bidos ó  podidos  percibir  desde  que  el  demandado  entró  en  po- 
sesión de  los  bienes  hereditarios,  ya  que  la  Sala  reconoce  que 
poseyó  sin  título  alguno  y  sabiendo  que  no  lo  tenía. 

2.**  Articulas  6S7f  661,  440  y  4^1  del  Código  civil  y  jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo,  ya  que  declarando  la  Sala  secten- 
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ciadora  que  por  el  solo  hecho  de  su  matrimonio  perdió  B  todos 
sus  derechos  á  la  herencia  de  A^  y  se  purificó  la  institución  en  C 
antes  de  la  muerte  del  testador,  desde  aquel  instante  debe  enten- 
derse transmitida  al  último  la  posesión  con  todas  sus  consecuen- 
cias, y  el  demandando,  que  ilegalmente  percibió  los  frutos,  está 
obligado  á  restituirlos. 

3.®  Artículos  4SI,  párrafo  jf  en  relación  con  el  1.94$  tUl 
Código  civil,  al  abfolver  la  sentencia  recurrida  de  la  entrega 
de  frutos  por  el  demandado  al  demandante,  sin  exceptuar  los  que 
aquel  percibió  ó  pudo  percibir  desde  que  se  entabló  la  litis  can- 
testatio. 

4.**  Leyes  //,  -í.*"  y  jf,  tit.  ij,  Partida  7.*,  art.  i,go2  dd  Códi- 
go civil  y  doctrina  de  repetida  jurisprudencia,  al  absolver  al  deman- 
dado de  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  causados  por  el 
interdicto,  y  de  reintegración  de  las  costas  del  mismo,  á  pesar  de 
reconocerse  que  lo  promovió  sin  razón  alguna,  y  sabiendo  que 
carecía  de  derecho  á  la  herencia. 

5.**  Artículos  sgó  y  597,  regla  7.*  de  la  ley  de  EnjuiciamUniú 
y  J,2i6  y  1,218  del  Código  civil,  en  cuanto  es  imposible  desconocer 
por  haberlo  reconocido  las  partes  la  falta  de  derecho  del  deman- 
dado para  poseer,  por  acreditarlo  el  testamento  de  A,  y  el  hecho 
del  matrimonio  de  aquél,  circunstancias  que  impiden  concep* 
tuarle  como  poseedor  de  buena  fe. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  B,  y  haber  lugar  al  de  C,  sólo  en  cuanto  al  tercero  de 
los  motivos  alegados,  en  cuyo  único  pronunciamiento  casó  7 
anuló  la  sentencia  recurrida. 

DOCTRINA 

La  condición  prohibitiva  impueutapor  el  testador  al  Hsr^dero  legatario 
de  contraer  matrimonio  con  determinada  persona  no  es  contraria  á  ia 
moral  ó  á  las  buenas  costumbres,  siquiera  medien  entre  el  agraciado  y  la 
persona  á  que  la  prohibición  se  r^era  relaciones  intimas  como  las  que  $9 
alegan  en  el  presente  caso,  ni  nunca  ha  sido  tenida  por  tal^  y  por  eüo  él 
Código  ctví/,  en  su  art.  793^  sólo  invalida  ó  considera  como  no  puesta  la 
condición  absoluta  de  no  contraer  primero  ó  ulterior  matrimonio. 

En  su  consecuencia^  siendo  válida  y  ^caz  en  derecho  la  prohibición 
impuesta  al  heredero  instituido  de  casarse  con  la  mue^iacha  de  HosetOt 
llamada  la  Fomera^  al  declararlo  asi  la  sentencia  no  infringe  el  art,  792 
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del  Código  eivü  que  se  invoca  en  el  motivo  1,°  del  recurso  interpuesto 
por  aquü. 

Aparte  de  que  el  art,  772  del  mencionado  Código^  que  se  invoca  en  el 
motivo  2,^  del  propio  recurso^  se  r^ere  al  modo  de  designarse  al  herede- 
ro  instituido,  como  la  Sala  sentenciadora  declara  en  términos  categóricos^ 
no  por  meras  presunciones  y  como  se  expresa  en  el  motivo  3.^,  sino  por 
indicios  coficluyentes  combinados  con  otras  pruebas  directas,  que  la  mu- 
duieha  de  Lloseta^  apodada  la  Fomera  no  es  otra  que  ¡apersona  con 
^[uien  B  contrajo  matrimonio,  es  visto  que  al  eondetiar  á  éste  á  la  devo- 
lución de  los  bienes  hereditarios  no  ha  podido  quebrantar  aquel  precepto 
ni  el  art.  1.253  del  mismo  Código,  que  establece  como  regla  para  la  apre- 
ciación de  ¡aprueba  de  presunciones  la  existencia  de  un  enlace  directo  y 
preciso  entre  ti  hecho  conocido  y  el  que  se  trata  de  demostrar  según  las 
reglas  del  criterio  humano, 

Tor  lo  que  toca  al  recurso  de  O,  la  buena  fe  se  presume  siempre, 
Malvo  la  prueba  en  contrario,  que  compete  al  que  la  niega,  por  lo  que,  y 
disponiendo  el  art.  433  del  Código  civil  que  se  reputa  poseedor  de  buena 
fe  al  que  ignora  que  en  su  titulo  existe  vicio  que  lo  invalide,  es  daro  que 
si  bien  £  conocía  la  prohibición  que  el  testador  le  impuso,  no  es  esto  bas- 
tante para  que  necesariamente  se  le  tenga  como  poseedor  de  mala  fe, 
porque  pudo  creer,  como  así  lo  ha  venido  sosteniendo,  que  la  prohibición 
del  testador  era  contraria  á  la  moral,  y  que  por  ende  no  viciaba  su  titulo 
de  heredero  testamentario;  de  donde  se  sigue  que  al  no  condenarle  la  set^ 
tencia  á  la  devolución  de  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde 
que  entró  en  posesión  de  la  herencia  y  á  la  indemnización  de  los  daños  y 
fluidos  y  costas  ocasionados  por  el  interdicto,  bajo  el  supuesto,  no  re- 
conocido de  su  mala  fe,  no  infringe  las  leyes  y  doctrina  de  la  jurispru» 
denda  que  se  alegan  tn  los  motivos  1.^,  2.^  y  4.^,  y  sin  que  por  la  mi»ma 
razón  incurra  en  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  sobre  la  apreciación 
de  ¡aprueba  que  le  atribuye  el  fundamento  5.^  del  mismo  recurso;  y 

Por  e¡  contrario,  a¡  no  condenar  ¡a  sentencia  á  B  al  pago  de  ¡os  fru- 
tos que  percibió  de  ¡os  bienes  de  ¡a  sucesión  desde  ¡a  contestación  de  ¡a  de* 
manda,  infringe  e¡  art.  461,  en  retación  con  e¡  1.945  de¡  repetido  Código 
que  se  invocan  en  e¡  motivo  3.<^,  porque  el  derecho  del  poseedor  de  buena 
fe  á  los  frutos  percibidos  cesa  desde  e¡  momento  en  que  ¡a  posesión  se  in- 
terrumpe  ¡egalmente,  y  ¡a  interrupción  civi¡  se  produce  por  ¡a  citación 
JMdidal  hecha  al  poseedor. 
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DE  LA  ADQUISICIÓN  DE  LA  POSESIÓN 


[rtícülo  44$.  La  posesión,  como  hecho,  no  puede  re- 
conocerse en  dos  personalidades  distintas,  fuera  de  los 
casos  de  indivisión.  Si  surgiere  contienda  sobre  el  hecho  de  la 
posesión,  será  preferido  el  poseedor  actual;  si  resultaren  dos 
poseedores,  el  más  antiguo;  si  las  fechas  de  las  posesiones 
fueren  las  mismas,  el  que  presente  título;  y,  si  todas  estas  con  - 
diciones  fuesen  iguales,  se  constituirá  en  depósito  ó  guarda 
judicial  la  cosa,  mientras  se  decide  sobre  su  posesión  ó  pro- 
piedad por  los  trámites  correspondientes. 

Sentencia  de  30  de  Diciembre  de  1897. — Posesión  civil. 
Tercería  de  dominio. 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — a)  Seguidos  procedimientos  por  el  Banco 
Hipotecario  contra  el  deudor  para  el  cobro  de  un  préstamo  hecho 
al  mismo,  obtuvo  el  secuestro  y  posesión  interina  de  la.  finca  hi- 
potecada, la  cual  dio  en  arrendamiento  á  dos  personas  por  cierto 
tiempo,  pactando  que  si  la  finca  fuese  enajenada  ó  el  Banco 
cesare  en  la  posesión  de  la  misma,  sólo  tendría  eficacia  hasta  una 
fecha  determinada. 

Interpuesta  demanda  de  tercería  de  dominio  sobre  la  men- 
cionada finca  por  un  segundo  acreedor,  se  promovió  por  la  par- 
te demandante  un  incidente  sobre  la  administración  de  la  finca, 
en  el  cual  nombró  el  Juzgado  administrador,  y  éste,  una  vez  to- 
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tnada  posesión  del  cargo,  requirió  notarialmente  á  los  arren- 
datarios para  que  cesaran  de  considerarse  con  tal  calidad,  y  aban- 
donaran la  ñnca  antes  de  la  fecha  indicada  en  el  contrato  qele 
brado  con  el  Banco. 

JBJ  Demanda. — Los  arrendatarios  dedujeron  demanda  contra 
el  administrador  judicial  de  la  finca  arrendada,  pidiendo  se  de- 
clarase que  no  había  cumplido  el  término  señalado  en  el  contrato 
de  arrendamiento  celebrado  por  ellos  con  el  Banco,  y  en  su  vir- 
tud se  condenara  al  demandado  (administrador)  á  dejar  en  quieta 
y  pacífica  posesión  á  los  actores  como  arrendatarios  que  eran  de 
la  ñnca,  y  al  pago  de  la  indemnización  y  costas  procesales,  ale- 
gando al  efecto  que  el  Banco  estaba  y  continuaría  en  posesión  de 
la  finca  hasta  la  resolución  del  pleito  de  tercería. 

C)  Contestación, — Contestó  el  demandado  pidiendo  se  le  ab- 
solviera, fundándose  principalmente  en  haberse  cumplido  la  con- 
dición primera  del  contrato  de  arrendamiento  celebrado  por  los 
demandantes  con  el  Banco,  ó  sea  haber  cesado  en  la  posesión 
de  la  finca  arrendada,  por  lo  que  aquellos  habían  cesado  á  su  vez 
de  tener  tal  carácter  desde  el  día  que  se  fijó  en  el  sobredicho 
contrato. 

D)  Sentencia, — Tramitado  el  pleito  en  las  dos  instancias,  dictó 
la  Audiencia  sentencia  confirmatoria  condenando  al  demandado 
(administrador),  á  dejar  á  los  actores  en  quieta  y  pacífica  pose- 
sión de  la  finca  como  arrendatarios  de  la  misma,  y  al  pago  de 
costas. 

E)  Recurso, — Interpuso  el  administrador  judicial  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidos  entre  otros: 

I.**  Art,  1.28 1,  párrafo  1°  del  Código  civil,  por  cuanto  del  con- 
trato de  arrendamiento  celebrado  entre  el  Banco  y  los  demandan- 
tes se  deducía  claramente  la  intención  de  los  contratantes  de 
darlo  por  terminado  en  la  fecha  en  él  señalada,  si  por  cualquier 
causa  perdía  el  Banco  la  posesión  de  la  finca  arrendada,  de  lo 
cual  había  prescindido  la  sentencia. 

2?  Artículos  432  y  44^  del  Código  civil^  puesto  que  obtenida 
por  el  Banco  la  posesión  interina  de  la  finca  arrendada,  y  dedu- 
cida demanda  de  tercería  por  un  acreedor  ejecutante,  claramente 
se  infería  que  la  posesión  del  Banco  había  de  correr  la  misma 
suerte  que  la  del  deudor,  y  por  consiguiente  aparecía  perdida  la 
posesión  lo  que  desconocía  la  sentencia  recurrida. 
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3.®  Ari.  Ij8i  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  relación 
con  el  44S  del  Código]  porque  sí  el  Banco  obtuvo  la  posesión  ¡n- 
teiica  de  la  ñnca,  debido  á  tenerla  el  deudor,  desde  el  momento 
en  que  se  suscitaron  dudas  acerca  de  esto  lo  cual  determinó  el 
nombramiento  de  administrador  judicial,  cesó  la  posesión  interina 
del  Banco,  y  habiendo  cesado  ésta,  era  claro  que  á  su  vez  finalizó 
el  contrato  de  arrendamiento  celebrado  entre  él  y  los  demandan- 
tes, conforme  á  la  cláusula  en  que  se  estipuló  que  terminaría  el 
contrato,  si  por  ctuilquier  causa  cesaba  el  Banco  en  la  posesión. 

4.**  Art,  i.iog,  citado  en  la  sentencia  y  sin  ninguna  relación 
con  el  asunto;  y  el  j,ioi,  aplicado  indebidamente,  puesto  que 
por  parte  del  recurrente  no  había  mediado  dolo,  negligencia  ni 
morosidad,  sino  exceso  de  celo  por  el  deseo  de  que  produjese 
más  la  finca. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso  apoyando  su  deci- 
sión en  la  siguiente 

DOCTRINA 

En  los  tres  primeros  motivos  se  hace  supuesto  de  la  cuestión,  dando 
por  interrumpida  la  posesión  en  que  el  Banco  Hipotecario  se  encontraba 
del  inmueble  por  consecuencia  de  haberse  nombrado  al  recurrente  adfni* 
nistrador  de  dicho  inmueble  en  incidente  promovido  en  otro  pleito  de 
tercería. 

Siendo  de  carácter  civil  la  posesión  de  la  finca  mencionada  dada  ai 
Banco,  con  arreglo  á  la  Ley  de  2  de  Diciembre  de  1872,  por  consecuem- 
cia  de  la  ejecución  que  hubo  de  seguir  por  falta  de  pago  del  préstamo  á 
que  servia  de  garantía,  es  daro  que  el  nombramiento  de  nuevo  admietra^ 
dor  obtenido  por  el  recurrente  en  el  pleito  de  tercería  no  modificó  aqueUa 
situación  legal,  sólo  vulnerable  por  medio  de  la  sentencia  que  pudiera  re- 
caer en  dicho  pleito,  lo  cual  implica  que  al  estimarlo  así  la  recurrida  no 
infringe  las  disposiciones  que  se  citan  en  dichos  motivos  referentes  á  la 
posesión  é  interpretación  de  los  contratos. 


Sentencia  de  10  de  Noviembre  de  \B99.^ Posesión  de  una 

casa  d  precario, 

HECHOS 

A)  Demanda.-^^n  pleito  seguido  sobre  desvinculación  de 
cierto  mayorazgo,  dictó  el  Tribunal  Supremo  sentencia  declaran- 
do que  las  dos  cuartas  partes  que  constituyeron  la  mitad  reserva- 
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ble  del  vínculo  correspondían  á  la  beneficencia  particular  de  Cá- 
diz con  los  frutos  y  rentas  producidas  desde  la  muerte  del  último 
poseedor  y  la  obligación  de  convertirlos  en  la  forma  que  prescri- 
be la  ley  de  i.®  de  Mayo  de  1855,  y  Q"^  ^^s  otras  dos  cuartas  par- 
tes de  dicha  mitad  debían  reservarse  á  quien  correspondiera  re- 
clamarlas. 

Declarado  en  concurso  de  acreedores  dicho  mayorazgo,  se 
dio  posesión  interina  de  sus  bienes  á  la  junta  provincial  de  Bene- 
ficencia en  las  diligencias  incoadas  al  efecto,  posesión  que  al  ter- 
minarse los  autos  fué  declarada  definitiva. 

La  oficina  de  Hacienda  de  la  provincia,  en  virtud  de  las  leyes 
desamortizadoras  incoó  expediente  para  enajenar  una  finca  urba- 
na incluida  en  el  inventario  de  las  del  Estado  por  pertenecer  á  la 
Beneficencia,  como  procedente  de  la  mitad  reservable  de  los  bie- 
nes que  formaron  el  citado  vínculo  y  mayorazgo,  y  sacó  á  subas- 
ta la  enunciada  casa,  que  adjudicó  á  X  como  mejor  postor,  quien 
cedió  el  remate  á  Z,  contra  cuya  venta  protestó  la  junta  provin- 
cial de  Beneficencia  interponiendo  recurso  de  alzada  contra  el 
fallo  de  la  Dirección  de  Propiedades,  que  aprobó  dicha  subasta. 

El  cesionario  Z  solicitó  y  obtuvo  entonces  del  Juzgado  que 
se  le  diera  posesión  de  la  casa,  y  se  requiriera  á  la  junta  provin-' 
cial  de  Beneficencia  que  le  reconociera  como  dueño  á  los  efectos 
procedentes. ' 

Previo  requerimiento  notarial  á  la  junta  citada  para  que  en  el 
término  de  un  mes  desalojase  la  finca,  formuló  Z  demanda  de 
desahucio  con  la  súplica  de  que  se  ordenase  á  aquélla  dejar  libre 
4  disposición  del  demandante  la  casa  en  cuestión,  citando  al  efec- 
to los  artículos  348  y  609  del  Código  civil. 

B)  Contestación. — Conferido  traslado  á  la  parte  demandada, 
contestó  con  la  súplica  de  que  se  declarase  que  por  ser  nulo  el 
título  que  ostentaba  la  parte  actora,  no  tenía  acción  para  el  juicio 
intentado,  y  por  ello  no  había  lugar  á  la  demanda  de  desahucio; 
alegando  al  efecto:  estar  pendiente  de  división  la  mitad  de  bienes 
reservables  del  vínculo,  no  sabiéndose,  por  tanto,  si  la  finca  co- 
rrespondería al  Patronato  que  deberá  constituirse  ó  al  que  recla- 
me la  otra  porción,  conforme  á  la  sentencia  del  Tribunal  Supre- 
mo antes  mencionada,  y  no  pertenecer  en  modo  alguno  la  finca 
al  Estado  que  otorgó  su  venta,  lo  que  hacía  nula  ésta  y  nula  la 
cesión  hecha  á  Z  por  A. 
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C)  S^nUncia. — La  Audiencia  dictó  sentencia  confirmatoria 
declarando  haber  lugar  al  desahucio  de  la  casa  y  apercibiendo  á  la 
Junta  provincial  de  Beneficencia  de  lanzamiento  si  no  la  desalo- 
jaba en  el  término  de  ocho  días. 

D)  Recurso. — La  parte  demandada  lo  interpuso  alegando  las 
siguientes  infracciones: 

I.*  Art,  I, JOS  número  j,^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ^ 
aplicado  indebidamente  por  el  fallo  recurrido,  puesto  que  se  su- 
pone que  la  Junta  de  Beneficencia  ocupa  la  casa  en  precario  por 
merced  ó  liberalidad  del  dueño,  revocable  á  voluntad  de  éste, 
siendo  así  que  le  corresponde  su  tenencia  por  virtud  de  justos 
títulos  y  de  la  posesión  dada  judicialmente  á  la  misma. 

2.*^  La  doctrina  legal  consignada  en  Sentencias  del  Tribu < 
nal  Supremo  de  J  de  Octubre  de  1882  y  2g  de  Abril  de  1884,  en 
que  se  funda  igualmente  el  fallo  recurrido,  de  que  el  título  de 
comprador  de  una  finca  y  su  posesión  son  suficientes  y  valederos 
para  el  desahucio, contra  el  que  la  disfruta  sólo  en  calidad  de 
arrendatario,  y  su  dominio  y  la  posesión  civil  y  real  de  la  finca 
comprada  á  nombre  y  con  dinero  del  desahuciante  é  inscrito  en 
el  Registro  de  la  propiedad  y  en  el  amillaramiento,  y  pagadas 
también  las  contribuciones  á  nombre  del  mismo,  le  dan  la  perso- 
nalidad que  requiere  el  art.  1.564  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil para  ejercitar  la  acción  de  desahucio  contra  el  demandado  que 
no  paga  merced  ni  ostenta  más  título  que  la  concesión  y  toleran- 
cia del  dueño,  revocable  á  su  voluntad,  siempre  que  sea  comuni« 
cada  al  tenedor  precario  con  un  mes  de  anticipación,  conforine 
al  número  3.**  del  art.  1.565  de  la  mencionada  ley  de  Enjuicia- 
miento: por  cuanto  la  Junta  de  Beneficencia  de  Cádiz  no  ha  sido 
demandada  en  concepto  de  arrendataria  de  la  casa  objeto  del  des« 
ahucio,  no  ha  tenido  ni  tiene,  ni  en  el  juicio,  ni  por  la  parte  ac- 
tora  se  le  ha  atribuido  nunca  tal  carácter. 

3.**  Los  artículos  44^  y  446  del  Código  civil,  ya  que  á  pesar 
de  hallarse  la  Junta  de  Beneficencia  en  la  posesión  que  le  fué 
conferida  judicialmente  de  la  casa  de  que  se  trata,  por  lo  que  debe 
ser  respetada  en  ella,  y  no  podérsele  privar  de  la  misma  más  que 
por  medio  de  un  juicio  plcnario  ó  declarativo,  se  le  desposee,  siix 
embargo,  en  un  juicio  de  desahucio,  no  obstante  no  presentar  el 
desahuciante  título  inscrito  de  dominio. 

4.°     Los  artículos  óoó  del  mencionado  Código  y  23  y  SQó  dt 
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la  Uy  Hipotecaria,  porque  no  hallándose  inscrita  en  el  Registro 
de  la  propiedad  la  escritura  por  la  que  X  adquirió  del  Estado  la 
casa  objeto  del  pleito,  no  puede  perjudicar  á  la  Junta  de  Benefi- 
cencia que  no  intervino  en  ella. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 

DOCTRINA 

Al  negarse  en  lo9  dos  primeros  rnotivos  dd  recurso  que  la  Junta  de 
Beneficencia  tuviera  en  precario  ni  arrendada  la  casa  objeto  del  desahu' 
cio^  asi  como  al  pretender  en  el  tercero  ner  respetada  en  la  posesión  de 
dicha  casa  por  ser  anterior  á  la  conferida  al  actor ^  se  promueven  cueS' 
turnea  nuevas,  inadmisibles  en  casación^  toda  vez  que  la  excepción  alega- 
da  en  el  juicio  fué  la  de  nulidad  del  titulo  presentado  por  el  actor ^  y  á 
día  ka  tenido  que  limitarse  la  sentencia  recurrida,  por  lo  cual  no  se  co- 
meten las  infracciones  de  ley  y  junsprudencia  que  se  invocan  en  dichos 
tres  motivos. 

Los  artículos  del  Código  civil  y  ley  Hipotecaria  que  en  el  cuarto  mo' 
tivo  se  alegan  como  infringidos  son  inaplicables  al  easo  presente^  puesto 
que,  según  ley  y  reiterada  jurisprudencia^  basta  la  posesión  red  déla 
eosa^  á  título  de  dueño ,  de  usufructuario  6  cualquier  otro  que  dé  derecho 
á  disfrutarla^  para  demandar  legítimamente  el  desahucio,  y  es  indudable 
que  la  parte  actora^  con  la  posesión  judicial  de  la  casa,  tiene  derecho  á 
disfrutarlOy  siendo  bastante  dicho  título,  esté  ó  no  inscrito  en  el  Registro. 
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CAPÍTULO  III 


D£  LOS  EFECTOS  DE  LA  POSESIÓN 


[rtícülo  446.  Todo  poseedor  tiene  derecho  á  ser  res- 
petado en  su  posesión;  y  si  fuere  inquietado  en  ella,  de- 
berá ser  amparado  ó  restituido  en  dicha  posesión  por  los  me- 
dios que  las  leyes  de  procedimientos  establecen  (i). 


(1)    Real  decreto  de  31  de  Agosto  de  \9M.^Posesfón  eU pastas. 

Competencia, 

El  arredaDtario  en  pública  subasta  de  unos  pastos  de  invierno  de  los 
montes  del  pueblo  de  San  Martín  de  Valveni,  después  de  haber  sido  puesto 
en  posesión  de  dichos  pastos,  fué  inquietado  por  unos  pastores,  quienes  intro* 
dujeron  sus  ganados  diferentes  veces  sin  obedecer  á  los  requerimientos  dd 
arredantario  y  de  sus  guardas,  por  lo  que  el  primero  inco<5  interdicto  de 
retener  contra  los  dueños  de  los  ganados. 

Durante  la  tramitación  del  interdicto,  el  Gobernador  civil  resolvió  que  el 
Ayuntamiento  de  San  Martín  no  había  podido  adjudicar  la  concesión  de 
pastos  al  rematante,  por  ser  deudor  del  municipio. 

£1  Juzgado  declaró  haber  lugar  al  interdicto,  y  apelada  la  sentencia  por 
los  demandados,  suscitóse  cuestión  de  competencia,  la  que  fué  resuelta  en 
favor  de  la  autoridad  judicial  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

El  presente  conflicto  jurMiecional  se  ha  stiscitado  porque,  hahieih 
do  acudido  á  los  Tribunales  ordinarios  el  rematante  de  los  pastos  de  tm 
pueblo  en  solicitud  de  que  le  mantuviesen  en  la  posesión  de  los  wnsmos, 
en  que  por  varios  particulares  había  sido  perturbado^  se  dictó,  después 
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Sentencia  de  22  de  Febrero  de  \%%X,'- Propiedad  y  posesión. — 
(Véase  art.  349.) 

Sentencia  de  31  de  Mayo  de  \%%S.— Posesión. 

HECHOS 

A)  Antecedentes, —I] n  Ayuntamiento  celebró  sesión  con  asis- 
tencia de  varios  vecinos,  y  en  ella  un  particular,  A,  se  comprome- 
tió á  entregar  en  la  Depositaría  municipal  la  cantidad  respectiva 
á  la  renta  que  pudieran  producir  unos  puertos  de  descargadero  de 
mineral,  de  propiedad  (el  terreno)  del  Ayuntamiento,  renta  que 
satisfacían  los  particulares  por  el  depósito  de  minerales  en  dichos 
puertos,  con  la  condición  de  que,  si  requeridos  los  obligados  al 
pago  no  lo  efectuaban,  quedarían  los  puertos  á  beneficio  de  la 
persona  referida. 


de  la  uwrpación  y  reclamación  judicial  ocasionada  por  ella,  una  disposi- 
ción gubernativa  declarando  que  no  se  pudo  legalmente  adjtidicar  el  dis 
frute  de  dichos  pastos  al  expresado  rematante^  el  cual,  enterado  de  esta 
resoludóti^  reclamó  contra  ella  en  el  orden  administrativo. 

Desde  el  momento  en  que  el  dia  15  de  Noviembre  de  1896  se  hizo 
entrega  de  los  pastos  al  rematante^  adquirió  el  derecho  de  que  su  posesión 
se  respetase  por  todos ^  y  de  que  los  Tribunales^  á  quienes  corresponde 
amparar  los  derechos  posesorios  y  le  mantuviesen  en  ella,  por  lo  que  al 
acudir  por  laviade  interdicto  contra  los  particulares  que  introdujeron 
sus  ganados  en  el  monte,  no  hizo  otra  cosa  que  plantear  una  cuestión  de 
dere^  civil  en  el  terreno  propio  en  que  debía  resolverse. 

3.^  El  hecho  de  que  después  de  verificada  la  usurpación  y  presentada 
la  reclamación  judicial  contra  ella  se  declarase  nulo  por  el  Gobernador 
el  remate  de  los  pastos,  y  de  que  contra  esta  resolución  se  reclamase,  si 
bien  suscitó  una  nueva  cuestión  que  á  la  Administración  compete  resolver, 
en  nada  puede  afectar  á  la  planteada  entre  particulares  ante  los  Tribu 
nales  de  justicia,  porque,  sea  cualquiera  la  resolución  que  en  aquélla  re- 
caiga ó  haya  recaído,  no  puede  destruir  el  hecho  de  haber  estado  el  rema- 
fanie  en  posesión  de  los  pastos,  ni  afectar  á  los  derechos  que  de  esa  pose- 
Han  derivaban. 

Esto  no  obstante  como  quiera  que  una  sentencia  recaída  en  virtud 
de  contienda  judicial  suscitada  entre  particulares,  sólo  puede  tener  Rea- 
cia respecto  de  los  litigantes  que  hayan  sido  parte  en  el  pleito,  conviene 
hacer  constar  que  la  resolución  que  en  su  dia  dicte  la  Audiencia  en  el  in- 
ierdieto  debe  de  entenderse  por  lo  que  al  hecho  de  mantener  en  su  posesión 
al  rematante  se  refiere,  sin  perjuicio  de  lo  que  la  Administración  haya 
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Con  posterioridad,  el  Ayuntamiento  acordó  levantar  y  vender 
el  mineral  existente  en  los  puertos  de  su  propiedad,  haciendo 
posturas  para  su  compra,  aunque  sin  quedar  á  su  favor,  el  mismo 
particular  á  que  se  alude  en  el  hecho  anterior. 

Más  adelante,  varios  particulares  cedieron  á  la  misma  perso- 
na A,  los  derechos  que  les  correspondían  en  los  minerales  que 
se  hallaban  depositados  en  los  puertos  mencionados,  cuya  perso- 
na empezó  la  explotación;  pero  solicitada  suspensión  de  la  misma 


remello  respecto  ele  la  validez  de  la  turban  j,  y  8in  perjuicio  de  lo  que  en 
el  orden  administrativo  proceda  por  haber  transcurrido  el  plazo  por  el 
que  los  pastos  fueron  arrendados . 


Real  decreto  de  19  de  Febrero  de  1897.  —inurdicto  <ü  retohrtr. 
Competencia. 

Habiendo  el  propietario  de  un  corral,  cuya  pared  exterior  otro  había  dcs- 
trafdo,  entablado  interdicto  de  recobrar,  se  suscitó  cuestión  de  competencia 
por  estimar  el  Gobernador  de  la  provincia  que  la  posesión  de  la  finca  de  que 
se  trataba  estaba  pendiente  de  la  resolución  administrativa  que  recayera  en 
un  expediente  promovido  por  el  demandado,  por  ser  el  terreno  en  cuestión 
una  pártela  sobrante  de  la  vía  pdblica. 

£1  juez  mantuvo  su  jurisdicción,  fundándose  en  el  art  446  del  Código 
civil,  y  en  que  á  los  actos  de  despojo  rcalirados  no  les  era  aplicable  la  re- 
gla i.*^  del  art.  73  de  la  ley  Municipal,  por  cuanto  sólo  tiende  al  servicio  pri- 
vado, ni  tampoco  el  art.  85  de  la  misma  ley,  porque  resulta  probado  tcsti- 
ficalmente  que  el  corral  objeto  del  litigio  no  lo  adquirió  el  inquietado  en  sn 
posesión  del  Ayuntamiento,  sino  de  un  convenio. 

Resolvióse  la  competencia  á  favor  de  la  autoridad  judicial,  en  virtud  de 
lu  siguiente 

DOCTRINA 

La  presente  contienda  jurisdiccional  se  ha  suscitado  con  motivo  dd 
interdicto  de  recobrar  la  posesión,  ejercitado  por  el  poseedor  contra  d 
inquietante;  y  no  contrariándose  con  la  demanda  interdictal  providencia 
alguna  de  la  Administración  dictada  dentro  del  circulo  de  sus  atribiu 
dones,  resulta  evidente  la  competencia  de  la  Autoridad  judicial  para  se 
guir  conociendo  del  asuntOy  sin  perjuicio  de  que  los  interesados  jw  » 
crean  perjudicados  puedan  hacer  uso  de  sus  derechos  y  acciones,  si  á  eUo- 
htdbiere  lugar ^  en  el  juicio  que  proceda  con  sujeción  las  leyes. 
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á  instancia  del  dueño  de  una  mina,  el  Ministro  de  Fomento  expi- 
dió Real  orden  denegando  la  solicitud,  por  la  consideración,  en- 
tre otras,  de  que  el  interesado  venía  extrayendo  desde  hacía  tiem- 
po sin  oposición  los  minerales,  en  virtud  de  la  cesión  hecha  por 
varios  vecinos. 

Promovido  nuevo  expediente  administrativo,  por  denuncia  de 
un  particular,  acerca  del  derecho  de  A  para  extraer  los  minerales 
de  los  puertos  de  propiedad  del  Ayuntamiento,  el  Ministro  de 
Fomento  dictó  Real  orden  declarando  que  el  asunto  era  de  la  com- 
petencia de  los  Tribunales  por  tratarse  de  cuestión  de  propiedad. 

B)  Demanda.  —El  Ayuntamiento  entabló  demanda  solicitan- 
do se  declarase  á  su  favor  la  exclusiva  pertenencia  del  mineral 
depositado  en  los  puertos  propios  del  actor,  previa  la  declaración 
de  nulidad,  si  fuese  necesario,  de  la  venta  ó  cesión  que  del  expre- 
sado mineral  hicieron  algunos  vecinos  á  A^  alegando:  que  el 
Ayuntamiento,  como  dueño  del  terreno  de  los  puertos,  cobraba 
un  canon  á  los  mineros  depositantes,  y  además  les  imponía  la 
obligación  de  practicar  la  operación  en  determinada  forma  para 
que  sólo  se  llevasen  el  mineral  grueso  y  quedara  allí  el  menudo; 
que  estos  puertos  quedaron  como  abandonados  cuando  se  cons- 
truyeron los  ferrocarriles  mineros;  que  el  Ayuntamiento  trató  de 
utilizar  dicho  mineral  menudo  vendiéndolo  en  subasta,  en  la  que 
hizo  posturas  el  demandado,  cosa  que  no  hubiera  practicado  de 
entender  que  el  mineral  era  suyo;  que  la  Real  orden  del  Ministro 
de  Fomento  obtenida  por  el  demandado  se  basaba  en  un  supuesto 
falso,  pues  la  certificación  para  justificar  su  propiedad  en  los 
puertos  se  refería  sólo  al  cobro  de  las  rentas  no  percibidas  hasta 
su  fecha;  que  como  nadie  da  lo  que  no  tiene,  las  cesiones  hechas 
por  algunos  vecinos  á  favor  del  demandado  sólo  comprendían  el 
mineral  grueso,  pues  el  menudo  que  existía  en  los  puertos  era  ex- 
clusivamente del  Ayuntamiento  por  la  renuncia  que  á  sacarlo  de 
allí  hacían  los  depositantes  al  obligarse  á  emplear  en  la  extracción 
un  procedimiento  por  el  que  únicamente  podían  llevarse  el 
grueso. 

C)  Contestación. — El  demandado  contestó:  que  no  era  cierta 
la  afirmación  del  procedimiento  para  extraer  el  mineral  grueso  y 
dejar  el  menudo;  que  al  comprometerse  á  entregar  al  Ayunta- 
miento la  renta,  fué  con  la  condición  de  que  si  los  mineros  no 
las  satisfacían  quedaría  el  puerto  en  beneficio  suyo;  que  si  tomó 
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parte  en  la  subasta  fué  por  entender  que  el  mineral  objeto  de  elU 
era  de  puertos  distintos  de  los  que  quedaban  en  su  beneficio; 
que  cuando  por  varios  títulos  se  creyó  con  derecho  á  los  mi- 
nerales existentes,  empezó  á  extraerlos  sin  oposición  del  Ayuo* 
tamiento;  que  la  Real  orden  del  Ministro  de  Fomento  le  fué  co- 
municada por  conducto  del  Ayuntamiento  sin  reclamación  algu- 
na; existiendo  por  tanto  á  favor  de  su  derecho  el  acuerdo  del 
Ayuntamiento,  la  cesión  de  los  dueños  y  la  posesión,  en  virtud 
de  la  citada  Real  orden. 

D)  Réplica, — En  la  réplica  adicionó  el  Ayuntamiento:  que  los 
puertos  los  habían  abandonado  los  particulares  por  más  de  diez 
años,  y  que  la  posesión  en  que  el  demandado  fué  amparado  por 
la  Real  orden  del  Ministerio  de  Fomento  era  su  único  título,  con- 
tra el  cual,  otra  Real  orden  posterior  le  reservaba  el  derecho  de 
acudir  á  los  Tribunales. 

E)  Duplica. — En  la  duplica  manifestó  de  nuevo  el  demanda- 
do que  los  mineros  no  habían  perdido  por  prescripción  su  dere- 
cho al  mineral,  porque  no  habían  dejado  de  poseerlo;  y  que  el  pri- 
mero y  único  acto  de  posesió  n  del  Ayuntamiento  sobre  los  mi' 
nerales  fué  la  subasta  para  su  venta. 

F)  Sentencia. — Continuado  el  pleito  por  sus  trámites  en  las 
dos  instancias,  la  Audiencia  dictó  sentencia  confirmatoria,  decla- 
rando de  la  propiedad  del  Ayuntamiento  el  mineral  menudo  de- 
positado en  los  puertos  pertenecientes  al  mismo,  y  no  haber  lu- 
gar á  la  nulidad  de  la  venta  ó  cesión  que  de  dicho  mineral  bic¡^ 
ron  algunos  vecinos  al  demandado. 

G)  Recurso  de  casación, — Este  interpuso  lecurso  de  casación, 
entre  otros,  por  los  siguientes  motivos: 

I.®  Infracción  de  la  jurisprudencia  determinante  de  los  requi- 
sitos exigidos  por  la  ley  para  la  prescripción  del  dominio,  no 
concurrentes  en  la  afirmada  por  la  sentencia  á  favor  del  Ayunta- 
miento. 

2.°  Contradicción  de  disposiciones  en  la  sentencia  recurrida 
al  estimar  la  exclusiva  propiedad,  por  prescripción  del  Ayunta- 
miento, sobre  los  minerales,  y  al  propio  tiempo  declarar  no  haber 
lugar  á  resolver  sobre  la  nulidad  de  la  venta  del  mineral  hecho  á 
favor  del  recurrente. 

3.°  Infracción  de  la  doctrina  de  que  la  prueba  del  dominio 
incumbe  al  demandante;  y 
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4.**  Infracción  de  la  ley  -2/,  ///.  XII  del  Fuer 0^  de  Vizcaya  (i) 
y  art,  446  del  Código  civil,  por  cuanto  el  recurrente  venía  pose- 
yendo con  justo  título  y  buena  fe,  por  más  tiempo  del  legal,  los 
minerales  de  los  puertos,  sobre  los  cuales  había  ejercido,  por  dis- 
posiciones administrativas,  verdaderos  actos  de  donbinio  durante 
casi  veinte  años,  y  tenía  un  derecho  evidente  á  ser  mantenido  en 
la  posesión  de  los  mismos,  conforme  á  lo  prescrito  por  derecho 
supletorio  en  el  segundo  de  los  preceptos  citados,  y  no  obstante 
ello,  la  sentencia  recurrida,  desconociendo  tales  fundamentos  le- 
gales, estimaba  la  acción  ejercitada  de  contrario,  y  declaraba  de 
la  exclusiva  propiedad  del  Ayuntamiento  los  minerales  aludidos. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso  á  vir- 
tud de  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  infracción  de  las  doctrinas  rdaHvas  á  la  prescripción  del  dominio 
(primer  motivo)  se  funda  en  el  supuesto  de  faltar  los  requisitos  necesarioe 
parm  que  el  Ayuntamiento  ganara  por  tal  medio  la  propiedad  de  los  mi- 
nerales reivindicados  con  su  demanda,  cuya  hipótesis  hace  ineficaz  é  tm- 
procedente  el  recurso,  porque  la  Sala  \sentenciadora  ettima  lo  contrario 
por  reputar  probados  los  hedios  constitutivos  de  tales  requisitos,  y  porque 
esta  apreciación  de  prueba  es,  no  sólo  firme  sino  incontrovertible,  dado 
que  contra  ella  no  se  ha  recurrido  en  debida  forma. 

Tampoco  se  ha  infringido  la  doctrina  que  consagra  la  obligación  en 
que  está  él  demandante  de  probar  su  acción,  ni  las  leyes  relativas  á  la 
posesión  y  á  sus  efectos  (motivos  5.°  y  4.°),  pues  conforme  á  dicha  doc. 
trina  y  á  esas  mismas  leyes,  combinadas  con  las  que  garantizan  la  pro- 
piedad, cesan  los  efectos  de  la  posesión  cuando,  como  ocurre  en  este  pleito^ 
el  verdadero  dueño  de  la  cosa  poseída  por  un  tercero,  ejercita  la  acción 
reivindicatoria  y  prueba  su  dominio. 

Finalmente,  en  el  fallo  recurrido  no  existe  la  contradicción  que  se  le 
atribuye  en  el  segundo  motivo  del  recurso,  porque  la  declaración  del  do- 


(i)     Fuero  de  Vizcaya:  TV/.  X/A  Uy  s.^  Como  se  prescribe  la  possesión. 

cOtros  si  dlxeron:  Que  havian  por  Fnero  y  establecían  por  Ley,  que  el 
Vizcajmo  seyendo  tenedor,  é  poseedor  de  bienes  muebles,*  <5  rayzes  6  semo- 
yientes  en  año  é  día,  con  título,  é  buena  fé,  que  este  tal  por  el  dicho  tiempo 
prescriba  el  derecho,  é  título  de  possesidn.» 
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minio  hecha  en  favor  del  Ayuntamiento  es  compatible  con  la  absoltieión 
de  la  parte  de  8U  demanda ^  en  qtte  pidió ^  para  el  caso  de  ser  necesaria,  la 
nulidad  de  los  contratos  de  cesión  celebrados  por  el  recurrente  con  terce- 
ras personas,  compatibilidad  que  está  evidenciada^  teniendo  en  cuenta  que 
tales  contratos  no  obligaban  ni  obligan  al  Ayuntamiento  y  y  que  se  refie» 
ren  á  un  objeto  distinto  de  la  cosa  reivindicada. 


Sentencia  de  19  de  Octubre  de  1898. — PosesióM. 

HECHOS 

A)  Antecedentes. Stgwháo  pleito  por  el  Estado  sobre  resci- 
sión de  un  contrato  celebrado  por  X  con  el  Real  patrimünio, 
mediante  el  cual  se  transfirió  á  aquel  el  dominio  útil  de  la  acequia 
real  de  Alcira  y  casa  llamada  del  Rey,  y  asimismo  sobre  reintegro 
al  Estado  de  todos  los  derechos  inherentes  á  dichos  inmuebles, 
el  juzgado,  habida  consideración  al  allanamiento  de  unos  deman- 
dados, á  la  rebeldía  de  otros,  y  á  la  apreciación  de  los  hechos  y 
fundamentos  jurídicos,  dictó  sentencia  en  consonancia  con  lo 
pretendido  por  la  representación  del  Estado. 

Firme  dicha  sentencia,  fueron  cursados  diferentes  exhortos 
para  la  cancelación  de  las  inscripciones  verificadas  de  la  acequia 
real  del  Júcar,  y  propiedades  anejas  á  nombre  de  X  6  sus  derecho 
habientes,  y  en  su  lugar  se  verificase  la  inscripción  á  nombre  del 
Estado. 

B)  Demamia  incidental, — Puesto  en  posesión  el  administrador 
subalterno  de  bienes  del  Estado,  en  representación  de  la  acequia 
real  del  Júcar  en  Enero  de  1897,  Z,  como  Síndico  de  la  Junta  de 
dicha  real  acequia,  promovió  incidente  pidiendo  se  dejara  sin 
efecto  la  providencia  que  mandó  dar  posesión  al  Estado  de  la 
acequia  de  Alcira,  cauce,  aguas  y  derechos  anejos,  á  reserva  de 
la  acción  que  el  Estado  pudiera  intentar  contra  los  poseedores: 
á  cuyo  efecto  acompañó  un  ejemplar  de  las  Ordenanzas  de  1845 
para  el  gobierno  y  dirección  de  la  acequia  real,  y  cuatro  recibos 
de  contribución  sobre  edificios  y  solares  correspondientes  al  se- 
gundo trimestre  de  1896-97,  librados  á  favor  de  la  comunidad  de 
regantes. 

C)  Impugnación, — El  abogado  del  Estado  pidió  se  rechazara 
de  plano  el  incidente,  y  no  se  admitieran  á  la  comunidad  de  regan- 
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tes  otros  escritos  porque  carecía  de  personalidad  para  ser  parte 
en  los  autos. 

Dictada  providencia  en  conformidad  con  la  anterior  preten- 
sión, se  solicitó  reforma  por  la  representación  de  la  comunidad 
de  regantes,  y  el  juzgado,  con  reposición  de  su  anterior  providen- 
cia, admitió  por  auto  de  Febrero  de  1897  el  incidente  promovido, 
ordenando  se  tramitase  con  suspensión  de  la  ejecución  de  la 
sentencia,  por  x:ons¡derar  que,  si  bien  elart.  926  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  dispone  la  inmediata  entrega  de  la  cosa  inmue- 
ble al  que  ganó  el  pleito,  este  precepto,  como  todos  los  que  á  la 
ejecución  de  sentencias  se  refieren,  sólo  afecta  á  los  litigantes  y 
sus  herederos  y  causa  habientes,  únicos  sujetos  para  los  que  ad- 
quieren aquéllas  fuerza  irrevocable;  que  por  la  propia  razón,  el 
mencionado  precepto  sólo  tenía  por  objeto  evitar  que  el  con- 
denado á  hacer  ó  entregar  alguna  cosa  pudiese  eludir  el  resultado 
del  litigio  y  hacer  ilusoria  la  declaración  obtenida  en  el  mismo, 
pero  de  ningún  modo  podía  afectar  á  tercero,  cuyos  derechos  no 
habían  sido  discutidos  ni  resueltos  en  el  pleito,  ni  cabía  rechazar 
de  plano  sus  alegaciones  sin  que  antes  fuese  oído  en  legal  forma 
y  aquilatada  la  razón  que  pudiera  asistirle;  que  en  este  caso  se 
encontraba  el  incidente  de  que  se  trata,  sin  que  pudiera  oponerse 
la  razón  alegada  de  contrario  de  que  era  promovido  por  quien 
no  fué  parte  en  los  autos,  porque  precisamente  en  el  caso  de  serlo 
es  cuando  resultaría  impertinente  tal  pretensión;  que  no  podía 
vulnerarse  el  estado  posesorio  en  que  pudiera  encontrarse  el  ter- 
cero, sin  que  antes  fuese  oído  y  vencido,  como  la  ley  y  la  sana 
doctrina  jurídica  exigen  de  consuno;  y  que  si  bien  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  no  determina  expresamente  el  modo  de  pro- 
ceder en  este  caso,  es  indudable  que  para  ello,  y  no  pudiendo  ser 
casuística  la  ley  establecía  en  el  tít.  3.°  del  libro  2.°,  el  procedi- 
miento para  todas  aquellas  cuestiones  que  pudieran  surgir,  alte- 
rando ó  entorpeciendo  el  curso  ordinario  y  regular  de  un  nego- 
cio; que  entre  estas  cuestiones  incidentales  debía  considerarse 
comprendida  la  que  se  ha  promovido,  y  que  nunca  podría  con- 
ceptuarse como  recurso  de  reposición,  concedido  tan  solo  á  los 
litigantes. 

Apelado  el  auto  por  el  abogado  del  Estado,  la  Audiencia  lo 
revocó  reponiendo  en  su  vigor  la  providencia,  por  la  cual  se 
desechaba  de  plano  la  admisión  del  incidente. 
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D)  Recurso  de  casación, — La  comunidad  de  regantes  lo  inter- 
puso, citando  en  su  apoyo  como  infringidos: 

I  ?  La  ejecutoría  dictada  en  el  pleito  principal  por  extralimita- 
ción  y  contradicción  de  lo  en  ella  juzgado,  no  sólo  en  cuanto  el 
auto  conñrma  la  posesión  dada  al  Estado  del  pleno  dominio  de 
la  acequia  de  Alcira,  cuando  lo  litigado  fué  la  reversión  del  do- 
minio útil  enajenado,  sino  en  cuanto  el  auto  recurrido  aprueba 
que  la  ejecutoria  se  cumpla  á  expensas  de  la  real  acequia  del 
Júcar,  despojando  á  la  comunidad  de  regantes  de  la  efectiva  po- 
sesión en  que  se  hallaba  de  la  acequia  de  Alcira;  infringiendo  así 
la  ley  2.",  /r /.  j^,  lib,  Xí  de  la  Novisima  recopilación,  cuya  doctrina 
se  contiene  en  los  artículos  446  y  1,232  del  Código  civil. 

2.°  El  art  g26  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  relación 
con  las  Sentencias  de  tj  de  Mayo  y  2Q  de  Diciembre  de  188 J,  y 
17  de  Octubre  de  1887,  en  cuanto  si  bien  al  vencedor  en  pleito 
de  posesión  hay  que  darle  la  cosa  litigiosa,  esto  se  entiende  en 
cuanto  dicha  cosa  se  halle  en  poder  de  quien  deba  tenerla. 

3.**  E\  art.  446  del  Código  civil,  porque  todo  poseedor  tiene 
el  derecho  de  ser  respetado  en  su  posesión,  y  si  se  le  inquietase 
en  ella,  el  de  que  se  le  restituya  y  ampare  por  los  medios  legales; 
puesto  que  se  deniega  la  pretensión  de  la  comunidad  de  regantes 
alegando  que  no  es  parte  en  los  autos,  desconociendo  su  acción 
para  reclamar  por  la  vía  incidental,  puesto  que  contra  las  resolu- 
ciones judiciales  no  cabe  interdicto,  ni  procedía  tercería  sino  la 
reclamación  directa  contra  el  proveído  que  autorizó  la  despose- 
sión y  dentro  de  los  mismos  autos  en  que  fué  dictado. 
Estimación  del  recurso  en  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  tmtenda  firme  de  cuya  ejecución  se  trata,  y  par  la  cual  ee  declaró 
rescindido  el  contrato  de  er^fitetteie  celebrado  por  el  Seal  Patrimonio  y 
reintegrando  al  Entado,  como  sucesor  de  aquél  en  todoe  loe  dereáiot  ink^- 
rentes  al  pleno  dominio  de  la  acequia  de  Alcira^  recayó  en  un  pleito  quB 
tuvo  por  objeto  dicha  rescisión,  y  en  el  q%íe  sólo  fueron  partes  d  Estado 
demandante^  y  los  herederos  ó  eaiusahábientes  deXen  concepto  de  deman- 
dados f  según  consigna  expresamente  el  auto  recurrido  y  aparece  del  apus^- 
tamiento,  sin  que  interviniese^  se  oyera,  ni  se  citase  en  forma  alguna  á 
la  comunidad  de  regantes  de  la  Acequia  Beal  del  Júcar. 


Digitized  by  VjOOQIC 


ART.  446)  DB  LOS  BPBCTOS  DB  LA  POSBfilÓN  265 

Ee$peeto  de  esta  eomunidad  de  regantes,  cuya  personalidad  jurídica 
y  posesión  en  el  aprovechamiento  de  las  aguas  de  la  acequia,  sobre  ser 
notorias,  resultan  de  los  documentos  que  ha  present*ido,  es  in^caz  el 
mencionado  fallo  ejecutorio^  que  únicamente  surte  efecto  en  los  extremos 
por  él  decididos  y  con  relación  á  las  personas  ó  entidades  que  figuraron 
como  partes  en  el  litigio  ó  que  traigan  causa  de  ellas,  y  de  ningún  modo 
contra  terceros,  ícenos  por  completo  á  la  contienda  seguida  y  terminada; 
porque  no  lo  autoriza  el  art.  926  de  la  ley  procesal  invocado  por  la  Sala 
senteneuidora,  y  que,  conforme  ha  declarado  este  Tribunal  Supremo,  se 
refiere  á  la  cosa  que  posee  ó  tiene  en  su  poder  el  condenado  en  el  pleito; 
porque  es  además  principio  general  de  derecho  que  nadie  puede  ser  des- 
poseído  sin  antes  haber  sido  oído  y  vencido  enjuicio,  y  porque  tales  doc- 
trinas, establecidas  por  las  antigtms  leyes,  se  hallan  sancionadas  por  los 
artículos  446  y  1.252  del  Código  civil  al  disponer  que  todo  poseedor  tiene 
deretho  á  que  se  respete  su  posesión,  debiendo  ser  amparado  en  ella  por 
los  medios  legales;  y  que  no  existe  la  presunción  de  cosa  juzgada  cuando 
entre  el  caso  resuelto  por  la  sentencia  y  aquel  en  que  ésta  se  alega  no  hay 
identidad  perfecta  de  cosas,  causas,  parsonas  de  los  litigar^tes  y  calidad 
con  que  lo  fueron. 


Sentencia  de  22  de  Diciembre  de  iBBS.—Pífsesián  por  la  sindicatura 
de  los  bienes  del  concurso, 

HECHOS 

En  autos  ejecutivos  se  dictó  sentencia  de  remate  despachán* 
dose  ejecución  por  la  cantidad  que  el  actor  reclamaba,  y  en  cum< 
plimiento  de  ella,  se  embargó  un  crédito  hipotecario  del  deudor, 
el  cual  fué  subastado  y  adjudicado  al  ejecutante  como  único 
postor. 

Estando  pendiente  de  aprobación  la  liquidación  de  cargas  del 
crédito  hipotecario  vendido,  se  recibió  un  oficio  de  otro  Juzgado 
comunicando  haber  sido  declarado  en  concurso  necesario  el  eje- 
cutado, acordándose  por  el  que  entendía  en  la  ejecución,  la  acu- 
mulación al  concurso,  cuyo  auto  fué  revocado  por  la  Audiencia, 
por  considerar  que  aquélla  estaba  terminada  por  la  aprobación 
judicial  del  remate  del  crédito  subastado. 

£1  Juzgado  que  entendía  en  la  ejecución,  reclamó  al  del  que 
conocía  del  concurso,  la  remisión  de  un  resguardo  de  la  Caja  de 
Depósitos,  por  cantidad  consignada  por  la  madre  del  deudor 
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á  las  resultas  de  los  autos  ejecutivos.  Oída  la  sindicatura  y  previa 
su  oposición  por  no  ser  aquella  consignación  producto  de  crédito 
alguno,  ni  hecha  á  las  resultas  del  juicio  ejecutivo,  porque  lo 
vendido  al  acreedor  en  dicho  juicio  fué  un  crédito  hipotecario 
cancelado  cinco  días  antes  del  remate,  no  siendo  la  cantidad 
consignada  en  la  Caja  de  Depósitos  parte  de  ese  supuesto  crédi* 
to,  y  porque  en  todo  caso,  resultaría  que  la  suma  litigiosa  se  ha- 
llaba poseída  de  hecho  y  de  derecho  por  el  concurso,  en  el  cual 
había  sido  ocupada  como  perteneciente  al  deudor,  y  no  cabía 
que  la  sindicatura  fuese  desposeída  de  ella  por  una  simple  pro- 
videncia sin  forma  de  juicio,  y  en  contra  de  lo  dispuesto  en  el 
ari,  446  del  Código  civil,  el  Juzgado  conocedor  del  concurso  dictó 
auto  mandando  remitir  el  resguardo  para  que  con  su  importe  se 
hicieran  efectivas  las  responsabilidades  á  favor  del  ejecutante, 
ad virtiendo  que  una  vez  hecho  el  pago  se  devolviera  el  sobrante 
como  perteneciente  al  concurso. 

De  este  auto  pidieron  reposición  la  sindicatura  y  la  representa- 
ción del  concursado,  reproduciendo  los  anteriores  razonamientos, 
recurso  que  fué  impugnado  por  el  ejecutante  y  decidido  en  auto 
denegatorio  de  la  reforma, que  confirmó  enapelación  la  Audiencia, 
Recurso  de  cascuión.^a)  La  sindicatura  interpuso  recurso  coo^ 
tra  dicho  auto  por  las  siguientes  infracciones: 
,1.*  Art,  167  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  doctrina  con- 
forme de  la  jurisprudencia,  puesto  que  se  reclama  una  cantidad 
que  se  dice  ser  la  representación  de  un  crédito  hipotecario  subas- 
tado y  adjudicado  en  un  juicio  ejecutivo  no  acumulado  al  con- 
curso bajo  la  afirmación  de  estar  pagado  el  ejecutante. 

2.*  Art,  446  del  Código  civil,  en  relación  con  el  l.26g  de  la  ley 
rituaria,  por  sü  falta  de  aplicación,  porque  desde  el  momento  en 
que  la  representación  del  concurso  negó  la  entrega  de  los  fondos 
que  se  le  pedían  y  que  estaba  poseyendo  con  título  legítimo,  jus- 
to y  de  buena  fe,  debió  continuar  esa  posesión  mientras  en  el  jui- 
cio declarativo  correspondiente  no  fuera  vencida  y  se  declarase 
por  ejecutoria  que  no  debía  poseerla,  por  ser  de  la  propiedad  de 
quien  la  reclamaba,  lejos  de  lo  cual,  había  bastado  una  simple 
pretensión  para  acordar  el  acto  de  despojo;  y 

3.'  Artículos  J4  y  13 2  de  la  ley  del  Impuesto  de  derechos  reales 
de  if  de  Septiembre  de  180Ó,  puesto  que  el  Juzgado  no  había  or- 
denado el  cumplimiento  de  su  contenido. 
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b)  La  representación  del  ejecutado  interpuso  asimismo  recur- 
so por  infracción  de  ley,  por  estos  motivos: 

i.°  Ley  y  Reglamento  del,''  de  Septiembre  de  l8g6  sobre  el 
impuesto  de  derechos  reales,  y  artículos  J4  y  1^2  de  aquélla  en  el 
mismo  sentido  alegado  por  el  otro  recurrente. 

2.**     Art,  167  de  la  ley  de  Eujuiciamiento  civil, 

3.®  Art,  446  del  Código,  y  i,2Óg  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  en  el  mismo  sentido  ya  expresado  en  el  otro  recurso. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar,  conforme  á  la  si- 
guiente 

DOCTRINA 

Cualquiera  que  sea  el  derecho  con  que  el  ejecutante  reclame  ante  el 
Juzgado  la  entrega  de  la  cantidad  que  obra  en  poder  de  los  aindicos  del 
concurso  i  como  perteneciente  á  su  deudor  en  el  concepto  de  í  epresentar  el 
crédito  que  subastó  y  le  fué  adjudicado  en  el  expediente  ejecutivo^  es  evi ' 
dente  que  hallándose  esa  suma  á  disposición  de  la  Sindicaturat  no  cabe 
hacer  entrega  de  ella,  dada  la  oposición  de  los  síndicos  y  en  mrtud  de  la 
posesión  legitima  que  ostentan,  sin  que  antes  sean  vencidos  en  el  correspon- 
diente juicio,  conforme  al  sentido  del  art.  446  del  Código  dvil,  y  en  rela- 
ción con  el  mismo,  el  art.  1.269  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se  citan 
en  los  motivos  2,^  y  3.°  respectivamente  de  uno  y  otro  recurso,  cuyas  dis- 
jíosiciones  rettUtan,  por  consiguiente,  infringidas  en  la  resoliudón  recla- 
mada. 

Procediendo  la  casación  por  los  motivos  expresados,  se  hace  innecesa- 
rio examinar  los  demás  en  que  ambos  recursos  se  fundan. 


I^RTÍCüLO  448.     El  poseedor  en  concepto  de  dueño  tiene 
á  su  favor  la  presunción  legal  de  que  posee  con  justo 
título,  y  no  se  le  puede  obligar  á  exhibirlo. 

Sentencia  de  23  de  Febrero  de  1899.  -Iletrado  de  colindantes. 

HECHOS 

A)  Demanda. — Dedujo  demanda  X  contra  Z,  exponiendo  que 
éste  había  adquirido  una  tinca  lindante  con  otra  de  su  propiedad, 
por  lo  que  procedía  el  retracto,  y  solicitando  se  condenara  al  de- 
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mandado  á  otorgar  escritura  por  el  mismo  precio  que  la  com- 
pró, cuyo  precio,  más  los  gastos  originados,  consignó  al  presen- 
tar la  demanda. 

B)  Impugnación. — El  demando  Z  se  opuso,  por  ignorar  que  X 
fuera  colindante  de  la  fínca  recientemente  adquirida,  toda  ves 
que  la  certificación  del  Registrador  no  señalaba  ninguno  de  los 
linderos,  aparte  de  que  no  se  acompañaba  á  la  demanda  título  al- 
guno que  así  lo  acreditase;  y  que  aun  esto  supuesto,  no  podía 
prosperar  la  acción  por  tratarse  de  un  huerto  separado  del  que 
era  objeto  del  retracto  por  una  cerca  en  que  existían  árboles  y 
cortes  de  otros,  como  servidumbre  en  provecho  del  mencionado 
huerto. 

Q  Sentencias. — Tramitadas  ambas  instancias,  la  Audiencia 
falló  el  pleito  con  sentencia  confirmatoria,  en  que  declaró  haber 
lugar  al  retracto,  y  condenó  á  B  á  otorgar  á  favor  del  actor  la 
correspondiente  escritura. 

D)  Recurso  de  casación. — El  demandado  lo  interpuso  por  los 
siguientes  motivos: 

I.**  Infracción  del  art.  1J2S,  párrafo  i.^  del  Código  civil  por 
indebida  aplicación,  porque  el  actor  no  ha  demostrado  su  pro- 
piedad sobre  la  finca  retraída,  sino  la  posesión,  usufructo  y  colo- 
nia solamente. 

2.**  Infracción  del  mismo  art.  1.^23  en  su  párrafo  2?,  en 
cuanto  que  aquella  finca  se  halla  excluida  del  retracto  por  existir 
un  muro  de  árboles  y  de  troncos,  además  del  desnivel  que  existe 
entre  ambos  fundos;  y 

3.°  El  art.  448  del  Código^  también  por  aplicación  indebida; 
pues  desconoce  la  Sala  sentenciadora  su  verdadero  espíritu,  al- 
cance y  valor,  ya  que  si  tiene  eficacia  para  amparar  al  poseedor 
en  concepto  de  dueño,  protegiéndole  con  la  presunción  legal  de 
que  posee  con  justo  título,  cuando,  como  ocurre  en  el  caso  de 
autos,  se  apela  á  un  derecho  restrictivo,  semejante  disposición 
no  puede  tener  el  valor  y  alcance  que  en  la  sentencia  recurrida 
se  le  reconoce,  porque  tal  cosa  equivaldría  á  otorgar  á  la  posesión 
una  fuerza  que  no  tiene,  conforme  á  los  \  ríncipios  de  justicia. 
El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso  por  la  siguiente 
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DOCTRINA 

El  primer  motivo  del  recurso  no  es  apreeiableen  lo  que  ite  r^ere  al 
articulo  1,533  del  Cíádigo  civil, porque  contradice  sin  el  debido  fundamen' 
tú  el  hecho  establecido  por  la  Sala  sentenciadora  de  que  el  demandante 
es  dueño  de  la  finca  colindante^  y  no  lo  es  tampoco  en  cuanto  ala  inconexa 
alegación  del  art.  1.618  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  referiente  á  la 
admisión  de  la  demanda,  por  ocuparse  de  un  trámite  procesal  no  corres- 
pondiente al  recurso  por  infracción  de  ley,  único  entablado. 

El  segundo  motivo  se  funda  en  la  suposición  de  que  el  muro,  cerca  ó 
árboles  existentes  entre  dos  heredades  se  equiparan  á  las  vias,  corrientes 
barrancos  ó  servidumbres  qtte  las  separan,  y  esto,  sobre  ser  contrario 
á  la  naturaleza  de  las  cosas,  es  también  opuesto  á  la  expresión  del  mis- 
mo  art.  1.523,  cuyo  párrafo  segundo  se  invoca  en  este  mativo\  y 

El  tercero  y  último,  además  de  contradecir  como  el  primero  el  hecho 
rrferente  á  la  propiedad  afirmado  por  la  Audiencia,  pretende  que  al 
aplicar  el  art.  448  del  Código  civil  se  establezcan  distinciones  que  no 
autorizan  su  espíritu  ni  su  letra. 


I^RTÍcüLO  451.  El  poseedor  de  buena  fe  hace  suyos  I09 
frutos  percibidos  mientras  no  sea  interrumpida  legal- 
mente  la  posesión. 

Se  entienden  percibidos  los  frutos  naturales  é  industriales 
desde  que  se  alzan  ó  separan. 

Los  frutos  civiles  se  consideran  producidos  por  días,  y 
pertenecen  al  poseedor  de  buena  fe  en  esa  proporción  (i). 

Sentencia  de  17  de  Marzo  de  \SBB. ^Posesión  de  buena  /^.— (Véase 
art.  433)-  

Sentencia  de  14  de  Julio  de  \B%^.--Fosesión  de  buena  fe. — (Véase 
art.  811). 


(i)    Sentencia  de  28  de  Enero  de  1896.— (Véase  páginas  63 

y  72  tomo  I). 

La  sentencia  resuelve  un  caso  regulado  por  el  Derecho  civil  anterior  al 

Código.  Habiéndose  alegado  como  motivo  7.°  del  recurso  la  infracción  de  las 

Uyes  39,  tít.  28,  Partida  j.*  y  4.'^,  tít.  §4,  Partida  ó.'»,  doctrina  del  Tribunal 

Supremo,  especialmente  la  Sentencia  de  31  de  Diciembre  de  i8go  y  los  ar- 
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'  BTÍCDLO  453.     Los  gastos  necesarios  se  abonan  á  todo 
poseedor;  pero  sólo  el  de  buena  fe  podrá  retener  la  cosa 
hasta  que  se  le  satisfagan. 

Los  gastos  útiles  se  abonan  al  poseedor  de  buena  fe  con 
el  mismo  derecho  de  retención,  pudiendo  optar  el  que  le  hu- 
biese vencido  en  su  posesión  por  satisfacer  el  importe  de  los 
gastos,  ó  por  abonar  el  aumento  de  valor  que  por  ellos  haya 
adquirido  la  cosa  (i). 


ticulos  4$i  y  4SS  ^^^  Código  civil^  mantenedores  de  la  misma  regia  de  de- 
recho; porque  no  habiéndose  apreciado  mala  fe  en  los  poseedores  j  presu- 
miéndose siempre  la  buena,  máxime  cuando  la  posesión  partía  de  un  testa- 
mento y  de  unos  contratos  de  partición,  la  sentencia  condenaba  á  la  restitución 
de  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  durante  toda  la  posesión;  el  Tri- 
bunal Supremo  declaró  la  casación  por  dicho  séptimo  motivo,  estableciendo 
que  la  sentencia  infringía  las  leyes  citadas.  He  aquí  su  doctrina: 

«Al  conderar  á  los  recurrentes,  que  en  absoluto  contradijeron  las  preten- 
siones de  los  demandantes  al  pago  de  los  frutos  producidos  y  debidos  pro- 
ducir por  los  bienes  litigiosos  desde  el  fallecimiento  del  testador,  no  ha 
tenido  presente  que  su  posesión  derivaba  de  la  misma  voluntad  del  testador 
expresada  claramente  en  su  testamento  en  términos  de  no  haber  merecido  la 
caliñcación  de  mala  fe,  é  infringiendo  con  ello  las  leyeb  y  doctrina  que  en 
dicho  motivo  se  invocan,  conforme  á  las  cuales  los  poseedores  de  buena  fe 
sólo  deben  ser  obligados  á  abonar  frutos  desde  la  contestación  á  la  demanda.» 

(i)  Tribunal  Contencioso  Administrativo.— Sentencia  de  17  de 

Marzo  de   1898. —  Gastos  tucesarios. 


Enajenada  por  el  Estado  una  ñnca,  fué  adquirida  por  Ay  quien  la  poseyó, 
hasta  que  por  Real  orden  se  declaró  nula  la  venta,  á  instancia  de  una  Corpo- 
ración, en  cuyo  momento  se  devolvió  á  aquél  el  importe  de  los  plazos  satisfe- 
chos como  precio  de  la  ñnca. 

Acudió  ^  á  la  Delegación  de  Hacienda  solicitando  el  abono  de  las  mejo- 
ras realizadas  en  el  inmueble  mientras  estuvo  en  posesión  de  él,  preseniando 
la  relación  de  dichas  mejoras;  y  seguido  expediente  administrativo,  en  el  qve 
prestó  dicha  Delegación  su  conformidad  con  lo  solicitado,  y  se  evidenciaron 
la  necesidad  y  utilidad  de  las  aludidas  reformas,  si  bien  la  Corporación,  ac- 
tual poseedora  de  la  finca,  manifestó  que  nada  le  interesaban,  fué  elevado  al 
Ministerio  dictándose  Real  orden,  por  la  cual,  de  acuerdo  con  lo  propuesto 
por  la  Subsecretaría  y  la  Intervención  general,  se  resolvió  que   se  abonase  á 
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[rtículo  455.  El  poseedor  de  mala  fe  abonará  los  fru- 
tos percibidos  y  los  que  el  poseedor  legítímo  hubiera 
podido  percibir,  y  sólo  tendrá  derecho  á  ser  reintegrado  de 
los  gastos  necesarios  hechos  para  la  conservación  de  la  cosa» 
Los  gastos  hechos  en  mejoras  de  lujo  y  recreo  no  se  abona- 
rán al  poseedor  de  mala  fe;  pero  podrá  éste  llevarse  los  obje- 
tos en  que  esos  gastos  se  hayan  invertido,  siempre  que  la 
cosa  no  sufra   deterioro,  y  el  poseedor  legítimo  no  prefiera 


j4.  como  importe  de  las  mejoras  reclamadas,  la  diferencia  eatre  la  tasación 
pericial  de  las  mismas  y  el  precio  en  que  le  fué  adjudicada  la  ñnca,  cuya  di- 
ferencia daba,  como  es  consiguiente,  una  cantidad  menor  de  la  reclamada 
por  aquél. 

Contra  esta  Real  orden,  dedujo  recurso  el  perjudicado,  con  la  súplica  de 
que  se  revoque  dicha  resolución,  declarando  en  su  luear  que  procede  abonar 
al  demandante  las  mejoras  hechas  en  la  finca  con  arreglo  á  lo  que  resulta  de 
la  Uisación  pericial  que  obra  en  autos,  con  expresa  imposición  de  las  costiis 
á  la  Administración;  y  emplazado  el  Fiscal,  contestó  á  la  demanda  pidiendo 
que  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración  general  del  Estado  y  se  confirme 
la  Real  orden  impugnada. 

El  Tribunal  revocó  la  Real  orden  en  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

ReconocidoB por  la  misma  Administración,  según  de  un  modo  eviden- 
te se  desprende^  asi  del  expediente  gubernativo  como  de  los  términos  de  la 
Real  orden  impugnada ,  la  necesidad  y  utilidad  de  las  mejoras  realizadas 
por  el  poseedor  en  la  finca  de  que  se  trata,  la  única  cuestión  que  en  el 
presente  litigio  se  ventila  se  reduce  á  determinar  la  base  de  la  cual  deba 
partirse  para  fijar  el  importe  de  las  referidas  mejoras,  y  que  la  Admi- 
nistración se  halla  obligada  á  abonar  como  consecuencia  de  la  ntUidad  de 
la  venia. 

For  tratarse  de  un  poseedor  de  buena  fe,  dicha  base  no  puede  ser 
otra,  con  arreglo  á  lo  que  determina  el  articulo  453  del  Código  civil,  que 
la  que  nace  y  se  deriva  del  importe  de  los  gastos  realizados  por  el  compra 
dor  en  d  mejoramiento  di  la  finca,  ó  del  aumento  de  valor  que  en  reali 
dad  haya  ésta  adquirido  como  consecuencia  de  las  mismas  mejoras. 

A  ninguna  de  estas  bases  resulta  ajustado  el  criterio  seguido  en  la 
Beal  orden  impugnada,  por  cuanto,  si  bien  en  ella  se  acepta  el  valor  que 
los  peritos  de  la  Hacienda  y  del  comprador  de  común  acuerdo,  atribuyen 
á  la  finca  después  de  realizadas  las  mejoras,  se  toma  como  término  de 
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quedarse  con  ellos,  abonando   el  valor  que  tengan  en  el  mo- 
mento de  entrar  en  la  posesión  (i). 

Sentencia  de  28  de  Enero  de  \S9B.—Bsíaíu/o  personaí,— Testa- 
mento,— Posesión  de  buena  fe.     (Véase  art.  lo.) 

Sentencia  de  17  de  Marzo  de  \^^%.—Posesión  de  buena  Je, — 
(Véase  art.  433.) 


comT^aradón,  no  el  valor  de  la  misma  fnca  antes  de  m^orada  por  el  de- 
mandante^ y  que  según  loe  mismos  peritos  ascendía  á  83T  pesetas  2o 
céntimos  y  sino  el  precio  ^e  alcanzó  en  la  subasta  y  ó  sean  las  2,675  pese- 
tas en  que  fué  rematada  por  el  primitivo  comprador. 

Por  ser  inadmisible  este  criterio^  como  abiertamente  contrario  á  la 
única  disposición  aplicable  al  punto  de  que  se  trata^  y  no  habiendo  heáu)^ 
por  consiguiente  y  la  Administración  uso  del  derecho  de  opción  que  con 
arreglo  al  citado  art.  453  del  Código  civil  le  correspondía,  lo  único  justo 
y  procedente  es  que  se  abontn  al  comprador  las  cantidades  á  que,  según 
la  tasación  pericial,  asciende  el  importe  real  y  efectivo  de  las  mearas,  y 
esto  tanto  tnás,  cuanto  que  eu  la  apreciación  de  éstas  resultan  en  un  todo 
conformes,  así  el  perito  del  interesado  como  el  designado  poí-  la  Ha- 
cienda. 

En  tal  sentido,  la  cantidad  que  como  mejoras  de  la  finca  en  cuestiáíi 
debe  abonarse  al  reclamante,  no  es  la  de  225  pesetas,  arbitrariamente 
Jijada  en  la  Beal  orden  objeto  del  presente  recurso,  sino  la  de  2.460  pe 
setas  84  céntimos  á  que  ascienden,  según  ¡os  precios  usuales  y  corrientes 
de  la  localidad, 

(i)  Tribunal  Contencioso  Administrativo.— Sentencia  de  26  de  Abril 
de  1897. — Poseedor  de  mala  fe. — Devolución  de  los  frutos  percihidos, 

HECHOS 

En  subasta  publica  adjudicó  el  Estado  á  X  uua  propiedad  comprendida 
en  la  desamortización,  veriñcdndose  al  darle  posesión  de  ella  un  deslinde  de 
la  misma  sin  reclamación  ni  protesta  de  nadie. 

Denuncióse  posteriormente  por  A  que  X  había  incluido  dentro  de  los  lí- 
mites de  dicha  finca  terrenof  de  otra  colindante,  y  que  para  legalizar  d  acto 
había  solicitado  y  practicado  reposición  de  mojones. 

Estimada  la  denuncia,  se  comprobaron  los  extremos  de  la  misma  en  nue- 
vo reconocimiento  y  medición  de  la  finca,  é  instruido  el  oportuno  expedien- 
te, solicitó  X  que  se  dejara  aquélla  sin  efecto,  ó  en  todo  caso,  que  se  orde- 
nara un  nuevo  deslinde  y  medición,  alegando  que  el  practicado  cuando  tomó 
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DE  LA   POSESIÓN   Y   SUS   ESPECIES 

El  sentido  clásico  del  derecho  Alfonsino  decidió  á  los  co- 
-dificadores  separándose  del  rumbo  trazado  por  la  legislación 
•europea,  á  dar  entrada  en  el  Código  á  las  dos  especies  en  que 
las  leyes  de  Partidas  dividieron  la  posesión:  natural  y  civil. 

La  simple  tenencia  de  una  cosa  ó  el  disfrute  de  un  derecho, 
forma  el  contenido  de  la  llamada  posesión  natural,  que  no  es 
sólo  la  actuación  material  del  sujeto  en  la  cosa  corpórea,  ni 
significa  tampoco  el  concepto  primitivo  y  originario  de  lo.  posse- 
ssio  como  equivalente  á  detentación,  sino  que  comprende  asimis- 
mo una  relación  más  elevada,  más  intelectual,  por  decirlo  así, 
porque  el  uso  ó  disfrute  de  un  derecho  supone  un  estado  de  con- 


posesiÓQ  fué  ordenado  por  el  Ingeniero  jefe  de  Montes  á  peticidn  del  intere- 
sado, y  que  dada  la  instabilidad  de  los  límites  Este  y  Oeste,  que  son  veredas 
y  caminos  no  amojonados,  segt&n  se  entienden  situados,  así  dan  mayor  <5  me- 
nor cabida  á  la  ñnca. 

Tramitado  el  expediente,  el  Ministerio  declaró  por  Real  orden,  de  acuer- 
do con  lo  propuesto  por  la  Administración  de  Hacienda,  que  procede  esti- 
mar la  denuncia  de  Ay  y  en  su  consecuencia,  la  nulidad  de  la  venta  de  la  ñn- 
-ca  de  que  se  trata,  condenando  al  comprador  á  la  devolución  de  los  frutos 
producidos  por  el  terreno  incluido  en  las  lindes  durante  el  tiempo  que  lo  hu- 
biese disfrutado,  y  al  pago  de  una  multa,  sin  perjuicio  de  su  derecho  á  la  de- 
volución de  los  plazos  satisfechos. 

Contra  esta  Real  orden,  dedujo  X  recurso  contencioso  administrativo,  y 
formalizó  la  demanda  con  la  súplica  de  que  se  f  evoque  aquélla,  y  desestiman- 
do la  denuncia,  se  declare  prescrita  la  acción  administrativa  que  pudiera  exis- 
tir por  los  supuestos  perjuicios  sufridos  por  la  Adminbtración  con  ocasión  de 
1a  venta  de  que  se  trata;  y  si  á  ello  no  hubiere  lugar,  que  con  desestimación 
de  la  denuncia  en  la  forma  que  ha  sido  propuesta,  se  declare  que  no  ha  lu- 
g-ar  á  la  nulidad  de  la  venta,  y  que  mediante  rectificación  del  deslinde  y 
Amojonamiento  practicado  por  la  Administración,  se  señale  á  la  finca,  dentro 
<ie  los  linderos  del  anuncio  de  subasta,  la  cabida  que  en  éste  se  le  asignó, 
incautándose  la  Administración  del  exceso,  y  que  no  ha  lugar  á  exigir  los 
frutos  del  mismo  como  poseedor  de  buena  fe,  ni  á  imponer  al  comprador  pe- 
nalidad alguna;  y  emplazado  el  Fiscal,  contestó  á  la  demanda  pidiendo  que 
se  absuelva  de  ella  á  la  Administración  general  del  Estado,  y  se  confirme  la 
Í¿eal  orden  impugnada. 

El  Tribunal  Contencioso,    previa  Audiencia  á  las  partes,  dictó  sentencia 

18  •• 
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ciencia  eo  el  sujeto  poseedor,  y  porque  al  entendimiento  repugna 
que  el  derecho  sobre  la  cosa  que  es  una  creación  jurídica,  pueda 
ser  naturalmente  poseído.  Pero  así  lo  ha  sancionado  el  arL  430,  y 
hay  que  diputar  por  posesión  natural  en  contraposición  á  la  po> 
sesión  ad  usucapionem,  la  retención  de  una  cosa  ó  el  goce  de  un 
derecho;  es  decir,  lo  que  la  casi  totalidad  de  los  Códigos  civiles 
denominan  lisa  y  llanamente  posesión. 

La  posesión  natural  se  trueca  en  posesión  civil,  cuando  á  la 
retención  de  la  cosa  corpórea  ó  incorpórea  va  unida  la  intencióa 
de  haberla  como  propia. 

Como  en  el  derecho  lo  que  no  aparece  no  es,  y  al  mundo  de 
las  intenciones  no  llegan  los  telescopios  de  la  cienda  jurídica, 
hay  que  contentarse  con  inquirir  por  los  objetivos  de  la  conjetu- 


absolviendo  á  la  AdmioistraciÓD  de  la  demanda,  y  declarando  firme  y  snbsis* 
tente  la  Real  orden  que  la  motivó. 

DOCTRINA 

Según  la  jurisprudencia  constante,  el  térmifw  de  quince  dios  señalado 
por  el  art  7.^  del  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1865  empieza  á  correr 
para  la  Administración  desde  que  tiene  noticia  del  perjuicio  que  d  ejee 
so  de  cabida  en  las  fincas  enajenadas  produce  á  los  intereses  de  la  Sa- 
ciefida. 

Eti  el  caso  presente  no  puede  ({firmarse  q\ie  la  Administración  twoo 
noticia  del  exceso  de  cabida  de  que  se  trata  hasta  que  éste  fué  comprobó' 
do  mediante  las  correspondientes  operaciones  periciales,  y,  por  tanto^  no 
dejó  prescribir  su  acción,  supuesto  que  el  expediente  continuó  sin  inte, 
rrupción  hasta  decretar  la  nulidad  de  la  venta. 

En  cuanto  al  fondo  del  pleito,  resulta  comprobado  que  vendida  la^ 
ca  de  que  se  trata  con  una  cabida  de  10  hectáreas,  resulta  tener  hasta  32^ 
sin  que  pueda  afirmarse  que  reduciéndola  á  las  10  hectáreas  vendidas 
quede  con  los  limites  expresados  en  el  anuncio  de  subasta. 

Por  exceder  con  mucho  de  la  verdadera  cabida  en  más  de  la  qwnta 
parte  de  aquella  con  que  la  finca  fué  anunciada,  procede  la  nulidad  de 
la  venta,  conforme  á  lo  prevenido  en  la  Real  orden  de  11  de  Noviembre 
de  1863. 

Dado  el  considerable  exceso  de  cabida,  que  triplica  la  expresada  m 
el  anuncio,  no  puede  suponerse  al  comprador  poseedor  de  buena  fe,  f 
por  consiguiente,  es  indudable,  conforme  al  Código  civil,  la  devolu&on  if 
los  frutos  en  los  términos  que  preceptúa  la  Real  orden  impugnada. 
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ra  y  de  la  presunción.  La  intención  se  revela  por  hechos,  y  esta 
intención,  ya  revelada,  es  la  que  hay  que  recoger  y  analizar  para 
deducir  el  estado  de  conciencia  del  poseedor. 

Frase  ambigua  y  elástica  la  empleada  por  el  art.  430  del  Códi- 
go civil,  ampararía  lo  mismo  la  conducta  del  poseedor  honrado 
que  la  del  usurpador,  si  la  interpretación  á  quien  le  está  vedada  la 
senda  del  absurdo  no  nos  dijera  que  esta  intención  ha  de  ser 
honesta  y  de  buena  fe;  puesto  que  es  la  escala  por  donde  el 
poseedor  asciende  al  dominio  (possessio  ad  usucapionem),  y  hay 
forzosamente  que  corresponder  y  concordar  la  posesión  civil  con 
)a  prescripción  adquisitiva,  que  como  es  sabido,  exige  aptitud  en 
la  cosa,  justo  título,  buena  fe  y  el  tiempo  de  la  ley. 

La  llamada  convictio  domini,  la  convicción  en  que  se  halla  el 
sujeto  de  que  la  cosa  poseida  le  corresponde  por  título  legítimo 
de  dueño  ó  poseedor,  es  el  verdadero  espíritu  vivificante  de  la 
posesión  civil. 

«    «    4r 


Sin  entrar  en  estudios  críticos  del  Código,  impropios  de  este 
lugar,  y  admitiendo  que  si  á  las  legislaciones  civiles  impórtales 
mucho,  según  decimos  en  los  «Comentarios»  {Tomo  8^  pág,  Joj), 
desenvolver  el  concepto  posesorio  como  institución  jurídica  que 
nos  presenta  un  estado  exteriormente  identificado  con  el  domi- 
nio, aunque  no  en  su  estructura  interna,  en  cambio  á  la  jurispru- 
dencia como  regla  práctica  de  obrar  en  las  relaciones  que  se  pro- 
ducen en  la  vida  del  derecho,  le  afecta  muy  poco  la  mayor  ó 
menor  precisión  del  concepto  legal,  porque  no  se  discute  en  los 
litigios  la  filosofía  de  las  instituciones,  no  extrañará  que  los  ar- 
tículos 430,  431  y  432,  hayan  cumplido  su  misión  jurídica  sin 
determinar  disidencias  de  criterio,  á  las  que  pusiera  término  el 
fallo  de  la  justicia  oficial. 

La  posesión  se  ejerce  en  las  cosas  ó  en  los  derechos  por  la 
misma  persona  que  los  tiene  ó  disfruta,  ó  por  otra  en  su  nombre. 
Este  ejercicio,  en  sus  dos  fases,  necesaria  ó  voluntaria,  impuesta 
la  primera  por  la  ley  para  suplir  una  incapacidad  natural  ó  deriva- 
da de  la  constitución  de  la  familia  (situación  legal  de  la  mujer), 
tampoco  ha  dejado  huella  en  la  jurisprudencia,  porque  no  puede 
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prestarse  á  duda  que  el  padre  posee  eo  nombre  de  sus  hijos  me- 
nores, el  tutor  en  el  de  su  pupilo  ó  incapacitado,  el  marido  en  el 
de  su  cónyuge  respecto  de  los  bienes  de  la  compañía  conyugal, 
y  el  mandatario  ejerce  la  posesión  en  nombre  de  su  mandante. 
Las  ideas  posesorias,  llamémoslas  así,  son  más  para  sentidas 
que  para  expresadas,  como  quiera  que  mantienen  íntima  asocia- 
ción con  las  ideas  de  propiedad,  las  cuales,  transmitidas  por  ley 
de  herencia  psicológica,  se  sienten  apenas  se  forma  la  conciencia, 
se  satisfacen  por  la  apropiación  tan  luego  el  individuo  se  en- 
cuentra apto  para  poner  en  juego  sus  medios  naturales,  pero  no 
se  llega  á  formar  concepto  de  las  mismas  ni  á  considerarlas  en  su 
sentido  jurídico  sino  cuando  se  alcanza  un  nivel  educativo  muy 
elevado.  La  mayoría  de  la  humanidad  desaparece  de  la  vida  ha- 
biendo sentido  las  ideas  de  propiedad,  pero  sin  haber  llegado  á 
su  comprensión.  Y  si  los  pleitos  no  son  ni  han  sido  nuuca  tra- 
tados metafísico  jurídicos  sino  palpitaciones  de  la  realidad,  so- 
metimiento deliberado  á  un  poder  regulador  y  en  cierto  modo 
arbitro,  para  no  apelar  ala  lucha  natural,  claro  está  que  la  reali- 
dad se  muestra  como  es,  discutiendo  lo  tuyo  y  lo  mío,  con  la  in- 
tención espontánea  de  lo  que  se  siente  y  no  se  sabe  expresar. 

Los  artículos  dogmáticos,  los  que  deñnen,  los  que  delinean 
instituciones  y  expresan  sus  caracteres;  los  que  como  el  432,  por 
ejemplo,  despliegan  ante  el  conocimiento  reflexivo  de  los  ya 
iniciados  los  dos  conceptos  en  que  la  posesión  se  ofrece,  ó  como 
forma  normal  del  dominio,  concepto  de  dueño,  ó  como  aparien- 
cia de  otros  estados  donde  retenida  la  sustancia  dominical,  un 
sujeto  conserva,  usa  ó  disfruta  la  cosa,  pasan  por  los  estrados  de 
los  Tribunales  como  sombras  procesionarias  sin  dejar  rastro.  A 
la  inversa,  los  artículos  que  podríamos  llamar  de  requisitos  ó 
solemnidades,  preceptivos  por  su  esencia;  los  prohibitivos,  cuando 
la  interpretación,  distinguiendo  hechos,  atenúa  ó  modiñca  las 
prohibiciones,  abriendo  horizonte  al  casuismo;  aun  los  mismos 
artículos  que  definen  caracteres  ó  cualidades,  deducibles  ó  con- 
jeturables de  circunstancias  de  hecho,  v.  g.,  entre  muchos  que 
podrían  citarse  el  433,  son  el  mana  ntial  de  la  jurisprudencia^ 
sobre  todo  si  juega  y  se  combina  con  la  cuestión  de  derecho  el 
factor  e:onómico. 
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Posesión  natural, 

(Art.  430). 

Sentencia  de  16  de  Marzo  de  i8g4.. — Carece  de  importancia  su 
doctrina.  Entablada  demanda  reivindicatoría  por  la  poseedora 
en  concepto  de  dueña  de  una  finca  rustica  invadida  en  cierta 
parte  por  un  tercero,  y  habiendo  opuesto  éste  que  siendo  aquélla 
mera  poseedora,  f>orque  su  causante  también  fué  mero  poseedor 
y  comuo  tal  inscribió  la  posesión  á  su  nombre,  no  podía  ejercitar 
la  acción  reivindicatoría  concedida  para  la  restitución  del  domi- 
nio, el  Tribunal  Supremo,  en  mérito  á  haberse  probado  que  la 
carencia  de  título  escrito  no  implicaba  ausencia  de  dominio  por- 
que éste  se  había  venido  transmitiendo  legalmente  por  título  he- 
reditario, dio  lugar  á  la  reivindicación  declarando  que 

No  se  infringe  el  art.  4.^0  del  Código,  concordante  con  las  leyes 
/.^  ///.  XXVIII,  y  JJ"  y  2.",  tu,  XXX de  la  Partidas!',  cuando 
el  actor  ostenta  desde  el  primer  momento  el  carácter  de  dtieño  de 
la  porción  de  finca,  cuya  reivindicación  pretenda,  justificado  por  un 
titulo  legal  inscrito,  y  por  una  posesión  no  interrumpida  de  más  de 
veinte  años,  todo  lo  cual  implica  un  derecho  dominical  perfecto  y  pre- 
f trente  al  de  mera  posesión, 

*  *  * 
Posesión  de  buena  y  mala  fe. 

(Art.  433.) 

Sentencia  de  17  de  Marzo  de  /<?9Ó.— Otorgóse  en  Cataluña 
un  testamento  instituyendo  varios  herederos  de  confianza.  Por 
muerte  de  algunos  y  renuncia  de  otros,  uno  de  ellos,  X,  entró  en 
posesión  de  todos  los  bienes  hereditarios,  vendiéndoles  incon- 
tinenti. 

Los  sucesores  ab-intestato  del  testador,  ejercitaron  contra  el 
supuesto  heredero  de  confianza  y  los  adquirentes  de  los  bienes, 
las  acciones  de  petición  de  herencia,  rei vindicatoria  y  dolo  malo, 
cuyas  acciones,  prosperaron,  declarándose  por  la  sentencia  que 
trl  causante  había  fallecido  ab-intestato,  y  condenando  al  compra- 
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dor  de  los  bienes  á  la  devolución  de  éstos  con  los  frutos  des- 
de el  día  de  la  compra,  y  al  heredero  de  confianza,  á  la  restitución 
de  los  frutos  desde  que  entró  en  posesión  de  la  herencia. 

Tres  puntos  abarca  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo.  Por  el 
primero,  relativo  á  las  llamadas  institjciones  de  confianza,  se 
declaró,  que  cuna  vez  manifestado  por  el  heredero  instituido  que 
la  voluntad  de  la  testadora  fué  que  él  pudiese  disponer  de  todos 
los  bienes  relictos  á  su  muerte,  sin  intervención  ni  consentimien- 
to de  ninguna  otra  persona,  faltaba  por  completo  la  base  y  cir- 
cunstancias especiales  de  la  institución  de  confianza. 

Por  el  segundo,  concerniente  á  la  Uy  Hipotecaria,  se  dijo  que 
€si  bien  el  art.  2j  establebe  que  la  inscripción  de  los  bienes  in- 
muebles y  derechos  reales  adquiridos  por  herencia  ó  legado  no 
perjudicará  á  tercero  si  no  hubiesen  transcurrido  cinco  años  des- 
de la  fecha  de  la  misma,  no  es  aplicable  la  prescripción  de  dicho 
artículo,  ni  la  del  treinta  y  cuatro,  cuando  las  partes  que  contien- 
den aspiran  á  la  herencia  por  diversos  títulos,  y  por  tanto,  son 
terceros  unos  respecto  de  otros. 

Por  último,  por  lo  que  se  refiere  á  la  mala  fe  del  poseedor, 
extremo  que  ahora  nos  interesa,  se  desprende  de  la  sentencia» 
que  Cuando  el  heredero  poseedor  no  expresa  con  fidelidcui  la  volun- 
tad  de  ¿a  testador  a,  y  tratándose  de  institución  de  confianza,  presciu' 
de  la  concurrencia  del  heredero  sustituto,  contrariando  la  indoU  de 
dichas  instituciones,  y  culetnás  realiza  la  venta  de  los  bienes  heredUa- 
rios  en  circunstancian  anómalas,  que  inducen  á  conjeturar  fraude  6 
dolo,  no  se  le  puede  reputar  poseedor  de  buena  fe,  según  el  art.  ^.^j 
del  Código,  d  los  efectos  de  los  4jr  y  -^^j*. 

Nada  hay  que  objetar  á  la  sentencia  relacionada.  Introduci- 
das las  herencias  de  confianza  en  Cataluña  por  la  influencia  del 
derecho  nuevo,  que  modificó  el  antiguo  romano,  y  templó  la 
prohibición  de  instituir  personas  inciertas,  permitiendo  la  institu- 
ción de  los  pobres  de  una  villa  ó  la  de  personas  que,  siendo 
inciertas,  podían  convertirse  en  ciertas,  fueron  reconocidas  por 
el  Supremo  Tribunal  de  justicia,  entre  otras  sentencias,  por  la- 
de  3  de  Octubre  de  i866,  en  la  que,  con  ocasión  de  un  incidente 
de  pobreza,  y  de  un  modo  indirecto,  se  estableció  que  el  cargo 
de  heredero  de  confianza  similar  del  heredero  fiduciario  no  era  car- 
go público. 

Razón  tiene  el  Sr.  Duran  y  Bas  al  afirmar  que  el  testamento 
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de  confianza  es  simplemente  un  fideicomiso  de  forma  especial, 
que  consiste  en  no  revelar  el  testador  el  nombre  del  verdadero 
heredero,  ó  de  las  personas  á  quienes  se  debe  favorecer  con  la 
distribución  de  bienes. 

Según  la  naturaleza  de  esta  institución,  el  heredero  no  recibe 
la  herencia  para  sí,  sino  para  un  tercero. 

^Cómo.  pues,  considerar  como  heredero  de  confianza  al  que 
principia  diciendo  que  la  testadora  le  autorizó  para  hacer  y  dis- 
poner de  los  bienes  hereditarios  con  entera  libertad?  ^Y  qué  ma- 
yor evidencia  de  la  mala  fe  que  haber  poseído  los  bie:ies  en  vir 
tud  de  la  atribución  de  una  cualidad  falsa.  Dice  Fontanella,  cita- 
do también  por  el  Sr.  Duran  al  ocuparse  en  sus  glosas  del  here- 
dero de  confianza:  nec  fructus  interim  perceptos  suos  facit:  nec 
quartam  detrahií,  nec  aliquod  emolumentum  ex  hczredis  institutione 
percepiíf  sed  uti  cusios  honor um  depositarius  et  nudus  minister  positus 
censetur.  Si  aun  siendo  heredero  de  confianza,  por  la  naturaleza 
especial  de  dicha  forma  fideicomisaria,  la  misi8n  que  la  ley  le  re- 
serva es  la  de  custodio,  la  de  depositario,  sin  derecho  á  los  fru- 
tos ni  á  la  Cuarta  falcidia,  ni  á  ningún  emolumento.  ¿Cómo  ha- 
cer compatible  con  la  prohibición  legal  una  tenencia  ó  posesión 
que  para  ser  de  buena  fe  y  llevar  consigo  la  percepción  de  frutos 
habría  que  empezar  por  anestesiar  el  principio  de  que  la  ignoran- 
cia de  las  leyes  no  excusa,  insensibilizando  así  la  infracción 
legal? 

El  poseedor,  supuesto  heredero  dr  confianza  en  la  sentencia 
que  estudiamos,  es  un  caso  de  predestinación  legal.  Venía  conde- 
nado fatalmente  a  purgar  las  consecuencias  de  una  posesión  con- 
tra ley.  Aunque  la  afirmación  peque  de  poco  ortodoxa,  se  trataba 
de  un  hecho  jurídico  demostrativo  de  la  presunción  de  mala  fe, 
^Qué  hubiera  importado,  v.  g.,  que  el  heredero  de  confianza,  cre- 
yendo con  la  mayor  convicción  que  efectivamente  lo  era,  y  que 
podía  disponer  libremente  de  los  bienes  del  patrimonio  heredita- 
rio, hubiese  demostrado  esta  íntima  persuasión  reveladora  de  su 
honestidad  en  el  sentir  y  en  el  obrar?  ¿Habría  podido  hacer  suyos 
los  frutos  percibidos,  por  lo  menos  hasta  la  contestación  á  la  de- 
manda? ¡Cómo  por  encima  de  un  texto  legal  y  atentando  contra 
la  naturaleza  jurídica  de  la  instituciónl  Y  téngase  presente,  dejan- 
do á  un  lado  gazmoñerías,  que  estos  pecadillos  contra  una  orto- 
doxia reglada  inverosímil,  en  frente  de  la  cual,  afortunadamente,. 
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se  va  imponiendo  el  libre  examen,  también  los  ha  cometido  el 
colegio  de  Pontífices;  porque  en  Seniencia  de  14  de  Mayo  de  186/ 
se  dijo  por  el  Tribunal  Supremo  que  «el  principio  de  derecho  de 
que  la  mala  fe  no  se  supone,  no  se  quebranta  cuando  la  ley  la 
da  por  existente,  haciendo  ó  dejando  de  hacer  lo  que  ella  previene.-» 
Dejemos  sentada  esta  buena  doctrina,  y  procurando  retenerla, 
examinemos  otro  caso  extremadamente  curioso  resuelto  por  la 
sentencia  de  que  inmediatamente  vamos  á  ocuparnos. 

♦  «  » 


Sentencia  de  7  de  Diciembre  de  i8gg. — Hecha  una  institución 
de  heredero  con  la  prohibición  de  que  el  instituido  contrajese 
matrimonio  con  una  muchacha  conocida  por  la  Fornera,  que- 
brantó el  interesal^  la  prohibición,  casándose  con  dicha  mucha* 
cha,  y  entrando  en  posesión  de  los  bienes  hereditarios  á  virtud 
de  interdicto  de  adquirir. 

El  heredero  nombrado  sustituto,  en  previsión  de  que  el  insti- 
tuido falleciese  ó  no  llegase  á  heredar,  por  no  cumplir  la  condi- 
ción prohibitiva  impuesta,  reclamó  en  juicio  los  bienes.de  la  he- 
rencia,  frutos  percibidos,  daños  y  perjuicios  y  costas.  Prosperó 
la  demanda  por  lo  relativo  á  los  bienes,  y  no  se  dio  lagar  á  ella 
respecto  de  los  frutos. 

Ambas  partes  litigantes  recurrieron  de  la  sentencia. 

El  demandado  ó  sea  el  primer  instituido,  por  considerar  con- 
tra moral  y  buenas  costumbres  la  condición  de  no  contraer  ma- 
trimonio (art.  792  del  Código).  El  demandante  ó  sea  el  sustituto 
por  no  haberse  condenado  al  poseedor  á  la  devolución  de  fruto» 
desde  que  entró  en  posesión  de  los  bienes  ó  por  lo  menos  desde 
la  contestación  á  la  demanda  (artículos  433,455  y  451  del  Código). 

El  Tribunal  Supremo  casó  la  sentencia  sólo  en  el  extremo  con- 
cerniente á  los  frutos  debidos  desde  que  por  la  contestación  á  la 
demanda  se  perfeccionó  la  litis, 

a)  Porgue  la  condición  prohibitiva  de  contraer  matrimonio  e4m 
determinada  persona ^  no  es  contraria  d  la  moral  ni  d  las  buenas  eos- 
rumbreSf  puesto  que  el  art.  ygj  sólo  invalida  ó  considera  como  na 
puesta  la  condición  absoluta  de  no  contraer  primero  ó  ulterior  matriz 
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d)  Porque  la  buena  fe  ie presume  siembre ,  salvo  la  prueba  en 
contrario ,  y  si  bien  el  heredero  instituido  conocía  la  prohibición  que  el 
testador  le  impuso ^  no  es  esto  suficiente  para  que  se  le  considere  como 
poseedor  de  mala  fe,  porque  pudo  creer,  como  asi  lo  ha  sostenido,  que 
la  prohibición  del  testador  era  contraria  d  la  moral,  y  que  por  ende 
no  viciaba  su  titulo  de  heredero  testamentario. 

c)  Porque  de  no  condenar  la  sentencia  al  demandado  al  pago 
de  los  frutos  percibidos  desde  la  contestación  á  la  demanda,  infringe 
él  art,  4$  I,  puesto  que  el  derecho  del  poseedor  de  buena  fe  d  los  fru- 
tos cesa  en  el  momento  que  la  posesión  se  interrumpe  civilmente  por 
la  citación  judicial  hecha  al  poseedor. 

La  primera  declaración  no  afecta  á  la  doctrina  posesoria;  ata- 
ñe á  las  condiciones  que  pueden  ser  puestas  en  los  actos  de  últi- 
ma voluntad,  y  disipa  la  duda  á  que  pudiera  dar  lugar  la  interpre- 
tación del  art.  793  del  Código,  en  el  supuesto  de  que  tal  artículo 
se  estime  oscuro,  incorrecto  ó  deficiente,  únicos  casos  en  que  la 
interpretación  del  Tribunal  Supremo  viene  á  suplir,  aclarar  ó  co- 
rregir los  conceptos  formados  por  la  apreciación  individual. 

Nada  hay  que  oponer  tampoco  á  la  tercera.  Es  incontroverti- 
ble que  la  posesión  de  buena  fe  se  interrumpe  por  el  conocimien- 
tos de  los  vicios  del  título  en  cuya  virtud  se  posee.  La  interpelación 
judicial,  el  emplazamiento  con  la  demanda,  es  el  obturador  de  la 
posesión  civil.  Si  el  poseedor  no  se  aquieta,  si  mantiene  una  opo- 
sición sin  fundamento  á  las  pretensiones  del  demandante,  ya  éste 
proceda  por  la  acción  reivindicatoria  ó  por  la  de  petición  de  he- 
rencia, la  condena  á  la  restitución  de  los  frutos  percibidos  desde 
que  por  la  interrupción  de  la  posesión  de  buena  fe  se  convirtió 
en  de  mala  fe,  es  consecuencia  obligada,  como  quiera  que  de  no 
haber  intervenido  la  codicia  de  poseer  sin  título  legítimo  y  ampa- 
rándose  del  respeto  á  los  derechos  presuntos  y  al  estado  de  he- 
cho que  la  beligerancia  de  los  litigantes  determina,  el  demandan- 
te habría  entrado  en  posesión  de  la  cosa  demandada  y  percibido 
sus  utilidades  (frutos  ó. rentas)  desde  la  interpelación  judicial. 
Hay  pues  una  verdadera  regresión  al  estado  inicial  del  pleito, 
mediante  la  sutura  de  los  bordes  abiertos  por  el  litigio. 

Ocupándolos  ya  de  1^  segunda  de  las  proposiciones  estable- 
cidas por  la  sentencia  que  estudiamos, empezaremos  por  recomen- 
dar precaución,  puesto  que  el  terreno  es  muy  resbaladizo,  y  nun- 
ca con  mayor  motivo  se  podría  recordar  aquella  frase  de  Mura- 
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tori  de  que  el  privilegio  de  la  equidad  concedido  justamente  á  los 
jueces  puede  con  facilidad  degenerar  en  abuso  y  detrimento  de  la 
misma  justicia. 

La  buena  fe,  en  su  sentido  más  lato  y  general,  se  refiere,  como 
dice  Tartufari,  á  todo  lo  que  es  ajeno  al  dolo  y  al  fraude.  Buena 
fe  arguye  buena  intención,  deseo  de  no  perjudicar,  comunión 
en  aquellos  imperecederos  principios  de  la  jurisprudencia  Roma- 
na, vivir  honestamente,  no  hacer  daño  á  nadie,  dar  á  cada  uno 
lo  que  es  suyo.  Es,  pues,  la  buena  fe  un  elemento  ético,  eminen- 
temente subjetivo,  reflejado  por  los  actos  del  poseedor  y  apre- 
ciable  con  entera  libertad  por  los  Tribunales  llamados  á  senten- 
ciar las  contiendas  jurídicas.  Como  los  actos  del  poseedor  reve- 
ladores de  su  buena  ó  mala  fe  desde  el  momento  en  que  penetran 
en  el  campo  procesal,  son  materia  de  prueba,  se  ha  dicho  repe- 
tidamente por  el  Tribunal  Supremo,  que  es  una  cuestión  de  mero 
hecho,  que  debe  decidir  la  sala  sentenciadora  apreciando  el  valor 
de  la  prueba  suministrada  sobre  ella,  á  cuya  apreciación  hay  que 
atenerse  ínterin  no  se  alegue  contra  la  misma,  que  al  hacerla  se 
ha  cometido  alguna  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal. 

En  un  sentido  más  limitado  y  positivo,  se  dice  que  existe 
buena  fe  cuando  el  poseedor  ignora  que  en  su  título,  ó  modo  de 
adquirir,  haya  vicio  que  lo  invalide. 

Requiérese  una  ignorancia  circunstancial,  de  algún  elemento 
jurídico  indispensable  para  la  validez  de  la  transmisión,  y  por  lo 
tanto  del  título;  mejor  dicho,  no  es  ignorancia  lo  que  la  ley  exige  > 
sin  duda  por  defecto  de  expresión,  sino  creencia  leal  y  honesta 
de  que  el  título  transmisivo  era  perfecto  por  autorizar  la  ley  la 
trans^misión  y  por  no  haberse  lesionado  con  ella  ningún  mejor 
derecho  preexistente. 

Apreciada,  pues,  la  buena  fe  experimentalmente,  es  decir,  en 
la  vida  del  derecho  y  no  como  concepto  metafísico,  descubrimos 
en  ella  dos  elementos:  uno  jurídico,  fundamental,  es  á  saber  la 
carencia  de  algún  requisito,  la  contravención  de  alguno  de  los 
principios  por  los  que  se  rige,  la  adquisición  originaria  ó  la 
transmisión  de  las  cosas  ó  derechos.  Sin  la  existencia  de  esta 
anormalidad,  en  un  estado  de  perfecto  equilibrio  de  todas  las 
fuerzas  que  contribuyen  á  que  la  transmisión  se  realice,  encon- 
traremos el  dominio  pero  no  la  posesión  ad  usucapiontm,  que  es 
el  único  ambiente  donde  la  buena  fe  puede  desplegar  sus  flore  s* 
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cencías.  El  otro  elemento,  ya  lo  hemos  dicho,  es  subjetivo,  per- 
sonalísimo,  interno,  espiritual,  responde  á  un  estado  de  concien- 
cia; se  revela  por  actos,  por  palabras;  se  recoge  por  la  inducción 
y  se  purifica  por  la  confrontación  del  estado  dé  conciencia  pre- 
sunto con  otro  estado  de  conciencia  ideal  regido  por  la  honesti- 
dad del  obrar  bien.  Combínase  el  elemento  jurídico  con  el  ele- 
mento psicológico,  llamado  de  hecho,  sin  duda  porque  por  hechos 
se  manifiesta,  y  si  el  precipitado  descubre  en  el  sujeto  poseedor 
el  desconocimiento  del  defecto  del  título  ó  modo  adquisitivo, 
hay  buena  fe;  si  por  el  contrario,  revela  que  la  anormalidad  ju ' 
rídica  del  título  era  conocida  por  el  sujeto,  hay  mala  fe. 

Dado  que  la  ignorancia  del  poseedor  ha  de  recaer  precisa- 
mente sobre  el  incumplimiento  de  algún  precepto  de  derecho 
(vicio  del  título),  tocamos  ya  á  las  lindes  del  conflicto,  á  que  da, 
margen  la  Sentencia  de  7  de  Diciembre  de  l8gg,  porque  según 
ella,  la  posesión  de  buena  fe  constituye  una  excepción  del  dogma 
fundamentalísimo  de  que  la  ignorancia  de  derecho  no  excusa,  y 
vemos  también  autorizada  la  peligrosísima  opinión  de  Laurent 
de  que  el  error  de  derecho  puede  ser  alegado  por  el  poseedor 
para  justificar  su  buena  fe,  correspondiéndole  la  prueba. 

Para  poner  el  problema  en  vías  de  resolución,  procede  distin. 
guir.  No  es  lo  mismo  la  ignorancia  del  vicio  del  título,  ó  mejor 
dicho,  la  creencia  de  que  la  transmisión  se  verificó  con  legalidad 
por  ser  el  transmitente  legítimo  dueño  de  la  cosa  ó  derecho,  que 
*a  adquisición  ilegal  por  no  dar  lugar  á  la  transmisión  un  deter- 
minado precepto  de  ley.  En  el  primer  caso,  la  ignorancia  del 
vicio  del  título  es  excusable,  y  compatible  con  todos  los  princi- 
pios fundamentales  del  derecho  civil,  porque  si  bien  implica  en 
lo  sustancial  una  infracción  jurídica,  no  la  comete  directamente 
el  poseedor,  ni  le  consta  que  la  cometiera  su  antecesor  en  la  po- 
sesidn.  En  el  segundo  caso,  la  ignorancia  es  inexcusable  porque 
nadie  puede  alegar  el  desconocimiento  de  la  ley.  Si  un  tutor  ad- 
quiere bienes  de  su  pupilo  antes  de  la  rendición  de  cuentas,  por 
donación  ó  por  testamento,  y  utilizando  el  interdicto  de  adquirir 
entra  en  posesión  de  dichos  bienes,  ¿habrá  alguien  que  sostenga 
que  presumiéndose  la  buena  fe  del  poseedor,  mientras  no  prue- 
be lo  contrario  quien  afirme  la  mala  fe,  debe  considerarse  á 
dicho  heredero  poseedor  de  buena  fe?  Claro  que  no.  Al  cabo  la 
doctrina  de  Laurent,  tal  como  su  autor  la  expone,  aunque  no  la 
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creemos  defendible,  es  lógica,  porque  arranca  del  sapucsto  de 
constituir  una  excepción  del  principio  de  que  la  buena  fe  se  pre- 
sume siempre  y  releva  de  prueba  al  poseedor.  Precisamente  por 
ser  una  excepción  á  este  principio,  es  por  lo  que  dice  Laurein, 
que  cuando  el  poseedor  alega  el  error  de  derecho,  le  corresponde 
la  prueba  de  su  buena  fe. 

Lo  que  no  es  lógico  ni  admisible,  es  que  se  haga  reposar  el 
error  de  derecho  sobre  el  principio  de  que  la  buena  fe  se  presu- 
me siempre  y  como  corroboración  de  este  aforismo;  porque  se 
echa  sobre  los  hombros  del  desposeído  una  carga  que  no  estA 
obligado  á  soportar. 

Acusa  esta  desorientación,  desconocimiento  de  los  términos 
esenciales  del  problema,  los,  cuales  se  encierran  en  lo  siguiente: 
6  el  error  de  derecho  excusa  ó  no  excusa.  Si  lo  primero,  al  que 
afirme  el  error  le  incumbe  la  prueba.  Si  lo  segundo^  hay  que  re- 
chazar la  posibilidad  de  su  alegación. 

La  presunción  absoluta  y  rigorosa  de  que  la  ignorancia  del 
derecho  no  disculpa  de  su  incumplimiento,  es  la  vestal  llamada  á 
cuidar  el  fuego  sagrado  del  derecho  positivo.  Ir  contra  esta  pre- 
sunción, es  atentar  á  la  virginidad  de  la  vestal. 

La  exactitud  de  estas  observaciones  las  comprueba  la  misma 
sentencia  con  una  sinceridad  tan  candorosa,  que  hay  que  perdo- 
nar con  benignidad  la  irreflexión,  precisamente  por  lo  mismo  que 
combatimos,  es  decir,  porque  en  el  terreno  crítico  el  error  debe 
disculpar. 

Se  observará  que  la  Sentencia  de  7  de  Diciembre  de  iSQQf  en  su 
Considerando  tercero,  empieza  con  la  protestación  de  que  cía  bue- 
na fe  se  presume  siempre,  salvo  la  prueba  en  contrario,  que  com- 
pete al  que  la  niega»;  y  por  la  eficacia  jurídica  de  esta  presunción, 
i  naplicftble  al  error  de  derecho,  porque  implica  la  absorción  por 
ella  de  otra  presunción  fundamentalísima,  declara  que  el  posee- 
dor pudo  creer ^  como  así  lo  había  venido  sosteniendo,  que  la  pro- 
hibición del  testador  era  contraria  á  la  moral.  ¿Es  que  basta  que 
el  poseedor  sostenga  en  el  litigio  su  creencia  de  que  tal  ó  cual 
precepto  debe  interpretarse  en  este  ó  en  el  otro  sentido?  El  error 
de  hecho  se  desvanece  por  la  demostración  que  aporta  la  deman- 
da con  sus  alegaciones  y  su  justificación  documental;  pero  no  su- 
cede lo  mismo  con  el  error  de  derecho,  sobre  todo  si  deriva  de 
una  equivocada  inteligencia  ó  interpretación.  Con  la  misma  ra« 
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zón  se  sostendría  que  el  poseedor,  después  de  la  contestación  á  la 
demanda,  /fudo  seguir  creyendo  que  la  prohibición  del  testador  no 
se  acomodaba  á  las  buenas  costumbres. 

Vendríamos  á  parar,  en  último  término,  en  que  las  leyes  de 
interpretación  dudosa  autorizarían  la  alegación  del  error  de  de- 
recho, y  á  la  inversa,  las  leyes  claras  serían  obligatorias  para  to- 
dos, sin  que  la  ignorancia  de  las  mismas  ó  el  error  en  su  com- 
prensión pudiese  amparar  la  buena  fe  del  poseedor. 

Es  muy  real  que  las  leyes  se  ignoren,  que  no  se  comprendan 
en  su  genuino  sentido;  es  muy  equitativo  que  á  quien  por  su  rus- 
ticidad no  puede  llegar,  no  ya  el  espíritu,  pero  ni  siquiera  la  letra, 
se  le  disculpe,  se  le  excuse,  se  le  tome  en  cuenta  su  ignorancia,  si 
^a  comprueba;  pero  en  este  caso  la  equidad  sería  demoledora, 
porque  iría  contra  la  disciplina  social.  La  ignorancia  de  derecho 
el  error,  que  no  es  más  que  la  ignorancia  del  recto  sentido,  ja- 
más podrán  excusar.  No  es  tanto  que  la  mala  fe  se  presuma,  pro- 
posición tildada  por  muchos  de  herética,  pero  en  nuestro  sentir 
perfectamente  ortodoxa  para  la  posesión,  cuyo  título  vicioso  ema- 
na de  una  adquisición  contra  ley,  como  que  enfrente  del  princi- 
pio de  que  la  mala  fe  no  se  presume  se  oponga,  como  lo  hizo  la 
Sentencia  de  14  de  Mayo  de  1S67,  que  esto  no  rige  cuando  es  la 
ley  la  que  la  da  por  existente,  haciendo  ó  dejando  de  hacer  lo 
que  ella  previene. 

La  aplicación  de  estos  principios  al  caso  de  la  sentencia  estu- 
diada es  sencillísima. 

El  instituido  heredero  debía  entrar  en  posesión  de  la  herencia, 
y  disfrutar  de  ella  pendente  conditione,  puesto  que  la  prohibición 
de  casarse  con  una  determinada  persona,  la  muchacha  de  Lloseta 
conocida  por  la  Fornera,  envolvía  una  condición  resolutoiia. 

La  herencia  se  resolvería  impleta  conditione ^  pasando  al  susti- 
tuto nombrado  en  el  mismo  testamento,  en  el  caso  de  que  el  prin- 
cipalmente instituido  contraviniese  á  la  condición. 

El  instituido,  viviendo  el  testador,  se  unió  en  matrimonio  con 
la  Fornera,  y  muerto  aquél,  se  apresuró  á  entrar  en  posesión  de 
los  bienes,  entablando  interdicto  de  adquirir  contra  el  sustituto, 
poseedor  del  patrimonio  hereditario. 

Constábale  al  instituido  la  voluntad  del  causante,  opuesta  al 
vínculo,  sólo  con  una  determinada  persona.  Esto,  no  obstante, 
quebrantó  la  condición,  y  además  trató  de  demostrar  ya  en  el 
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pleito,  que  su  esposa  no  era  la  conocida  por  la  Fornera,  estiman- 
do lo  contrario  por  las  resultancias  de  la  prueba  la  Audiencia 
sentenciadora. 

Apreciada  la  buena  fe  como  cuestión  de  hecho  simplemente, 
sin  relacionarla  con  el  error  de  derecho,  hay  ya  con  lo  expuesto 
elementos  muy  bastantes  para  conjeturar  mala  fe.  Pero  admita- 
mos la  posible  alegación  por  el  poseedor  de  su  error  de  derecho. 
¿Hizo  algo  para  comprobarlo?  No,  ciertamente,  puesto  que  el  Tri- 
bunal Supremo,  con  notoria  ligereza,  carga  á  la  cuenta  del  de. 
mandante  no  haber  demostrado  la  mala  fe  del  poseedor,  y  hace 
valer  el  principio  impertinente  por  todos  conceptos  en  este  caso, 
de  que  la  buena  fe  se  presume  siempre. 

Las  palabras  de  Muratorí  adquieren,  por  lo  que  á  la  sentencia 
que  estudiamos  respecta,  un  relieve  extraordinario.  No  es  sólo 
haber  puesto  en  pugna  dos  presunciones  fundamentales  é  incom- 
patibles, excepcionando  una  por  la  otra  en  ciertos  casos  que  por 
argüir  una  infracción  legal  no  pueden  redimirse  con  la  buena  fe 
de  la  ignorancia  ó  del  error:  es  haber  dado  entrada  en  el  derecho 
positivo  á  la  peligrosísima  teoría  del  error  de  derecho  como  jus- 
tificativo de  la  buena  fe;  es  haber  olvidado  que  en  este  <  aso  de 
verdadera  excepción,  la  prueba  de  la  buena  fe  incumbe  al  que 
afirma  haber  padecido  el  error  jurídico;  es  haber  relajado  la  dis- 
ciplina legal,  parte  integrante  de  la  disciplina  social  con  la  teoría 
perturbadora  de  que  las  leyes  dudosas,  ambiguas  y  obscura:^,  que 
por  serlo  requieren  los  auxilios  de  la  interpretación  usual,  auto- 
rizan la  alegación  del  error  de  derecho  y  no  lo  autorizan  las  le- 
yes claras,  evidentes  y  diáfanas;;  sin  tener  en  cuenta  que  la  ambi- 
güedad, evidencia  6  diafanidad  de  las  leyes  es  un  concepto  emi- 
nentemente subjetivo,  como  quiera  que  depende  de  multitud  de 
circunstancias,  conocimientos  histórico  legales,  necesidad  social 
sentida,  pensamiento  del  legislador  al  dictar  la  ley,  fuerza  lógica 
deductiva  é  inductiva,  distintas  en  cada  uno  de  los  sujetos  llama- 
dos á  entender  y  cumplir  la  ley;  de  modo  y  manera  que  para  al- 
gunos habría  de  resultar  transparente  lo  que  al  entendimiento  me- 
nos capaz  de  otro  se  le  presentara  obscurecido  ó  brumoso,  de- 
biendo el  juzgador,  para  obrar  justicieramente,  principiar  por  es- 
tudiar la  capacidad  asimilativa  y  reflexiva  del  poseedor  que,  para 
justificar  su  buena  fe  poseyendo  empieza  por  alegar  el  error  de 
derecho;  es,  sobre  todo,  haber  supeditado  á  la  equidad  con  detri- 
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mentó  del  derecho  legislado  la  resolución  de  un  punto  dificul- 
tosísimo, aventurándose  á  cruzar  por  entre  arrecifes  peligrosos 
que  todo  juzgador  prudente  debe  rehuir,  con  mayor  motivo 
cuando  la  aguja  de  marear  nortea  rumbo  contrario. 

Queremos,  para  terminar  la  crítica  de  la  sentencia  de  7  de  Di- 
ciembre de  i8gg,  trasladar  á  este  Jugar  dos  sabias  máximas  de  Mu- 
ratori  en  sus  cDefectos  de  la  jurisprudencia.» 

Primera.  Que  en  las  causas  civiles  en  que  se  disputa  algún 
derecho  ó  punto  legal  ó  de  la  mente  de  los  testadores  ó  contra- 
yentes, está  el  juez  obligado  á  seguir  la  la  opinión  más  probable  ^  no 
siéndole  permitido  acogerse  á  una  probable,  siempre  que  en  la 
contraria  se  advierta  mayor  probabilidad.» 

Y  por  esto,  el  mismo  Muratori,  apoyándose  en  los  Arbitrariis 
judicum,  de  Menochio,  dice:  cMás  por  lo  que  mira  al  tratar  de  juz- 
gar de  la  hacienda  agena,  ya  está  decidido  que  no  debe  quedar  al 
arbitrio  de  los  jueces  apoyar  sus  sentencias  sobre  una  probabili- 
//¿7¿/ proveniente  de  razones  intrínsecas  ó  extrínsecas,  cuando  con- 
tra ésta  milita  otra  probabilidad  mayor,  especialn^ente  si  se  halla 
fundada  sobre  poderosas  razones  intrínsecas.» 

Cuyas  razones  nos  traen  á  la  memoria,  aquel  considerando 
3.**  de  la  sentencia  criticada,  donde  se  dice  que  el  instituido /«¿/¿^ 
creer  que  la  prohibición  del  testador  era  contraria  á  la  moral. 

Segunda,  No  deben  los  Jueces,  con  pretexto  de  la  equidad, 
violentar  á  la  Justicia. 

DE   LA    ADQUISICIÓN   DE    LA    POSESIÓN 

De  la  posesión  como  hecho. 

(Art.  445). 

Sentencia  de  JO  de  Diciembre  de  /^p/.— El  enigma  propues- 
to á  Tribunales  y  comentaristas  por  el  art.  445  del  Código  civil 
continua  sin  descifrar.  No  ha  llegado  ni  podido  llegar  á  las  altas 
cumbres  del  Tribunal  Supremo  una  pura  cuestión  de  hecho  sobre 
la  possessiOf  siquiera  lo  que  provisoriamente  se  discuta  sea  el  me- 
jor derecho  al  hecho  de  la  posesión. 

Con  razón  dice  el  irreprensible  Manresa  que  el  art  445  es  un 
cuadro  con  figuras  ó  detalles  bien  dibujados  y  manifiestos,  pera 
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cuyo  asunto  no  se  comprende,  porque  lo  que  sobra  en  el  detalle 
falta  en  el  conjunto. 

Lo  provisorio,  lo  que  no  es  definitivo,  no  puede  discutirse  en 
casación;  por  esto  el  interdicto  termina  su  carrera  ascendente  en 
los  estrados  de  la  Audiencia  territorial  al  fallarse  el  recurso  de 
apelación.  Y  si  la  contienda  sobre  el  hecho  de  la  posesión  es  también, 
por  su  naturaleza,  eminentemente  provisoria,  debiendo  limitarse 
según  unos  al  amparo  de  la  posesión  de  menos  de  año  y  día. 
puesto  que  para  defender  la  posesión  ganada  por  más  tiempo 
existe  la  acción  de  interdicto,  y  para  discutir  ampliamente  el 
mejor  derecho  á  la  posesión,  el  juicio  pleno  medíante  la  acción 
llamada  en  lo  antiguo  Publiciana.  ^Cómo  aducir  con  fundamen- 
to y  menos  con  fortuna  ante  el  Tribunal  Supremo  la  infracción  . 
del  art.  445?  Así  ha  sucedido  que  las  dos  únicas  veces  que  ha  sido 
enfocado  el  dicho  art.  445,  no  ha  conseguido  impresionar  las  sen- 
tencias. 

Tratábase  en  el  primer  caso  de  la  posesión  interina  conferida 
al  Banco  Hipotecario  de  una  finca  hipotecada.  £1  Banco  pactó  el 
arrendamiento  mientras  dicha  posesión  subsistiese;  pero  inter- 
puesta demanda  de  tercería  y  nombrado  en  ella  un  administrador 
judicial,  éste  requirió  á  los  arrendatarios  para  que  dejasen  libre 
la  finca  arrendada. 

Plantearon  estos  demanda  para  que  se  declarase  no  haber 
cumplido  el  término  señalado  en  el  contrato,  y  el  Tribunal  Su- 
premo, confirmando  la  resolución  del  inferior,  dio  la  razón  á  los 
demandantes:  i.**  Porque  al  suponerse  infringido  el  art,  44S  se 
hacia  supuesto  de  la  cuestión,  dando  por  interrumpida  la  posesión  en 
que  el  Banco  se  encontraba]  y  2.°  Porque  siendo  de  carácter  cwü 
dicha  posesión,  con  arreglo  á  la  ley  de  2  de  Diciembre  de  1873,  el 
nombramiento  de  nuevo  administrador  en  un  pleito  de  tercería  no 
modificó  aquella  situación  legal,  sólo  vulnerable  por  la  sentencia  que 
pudiera  recaer  en  dicho  pleito. 

La  doctrina  es  impecable,  y  aunque  á  simple  vista  estéril  para 
la  interpretación  del  obscurísimo  art.  445,  todavía  puede  dedu- 
cirse una  regla  aprovechable: 

Contra  la  posesión  de  carácter  civil  no  puede  oponerse  la  mera 
posesión  de  hecho,  que  es  la  que  ampara  el  art,  44J  cuando  contiende 
con  otra  posesión  también  de  hecho, 

«  «  « 
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La  segunda  vez  que  se  adujo,  también  sin  fruto,  el  art.  445  del 
Código,  fué  en  el  recurso  que  originó  la  sentencia  de  10  de  No- 
viembre de  i8gg. 

Declarado  en  concurso  un  vínculo  cuyos  frutos  y  rentas  per- 
tenecían á  la  beneficencia  particular,  se  dio  posesión  interina  de 
los  bienes  á  la  Junta  provincial.  Vendida  luego  por  el  Estado 
como  cosa  propia,  una  de  las  ñncas  comprendidas  en  la  mitad  re- 
servable  de  dicho  vínculo,  el  comprador  obtuvo  la  posesión  judi- 
cial, y  á  virtud  de  ella,  demandó  de  desahucio  á  la  Junta  de  bene- 
ficencia que  venía  poseyendo  y  administrando  los  bienes  del  ma- 
yorazgo. Opúsose  la  junta  aduciendo  la  nulidad  del  titulo  que- 
ostentaba  la  parte  actora,  y  ya  en  el  recurso,  la  infracción  de  los 
artículos  445  y  446  del  Código,  porque  hallándose  en  posesión 
de  la  finca  y  no  pudiéndosele  privar  de  la  misma  sino  por  juicio 
plenarío  se  le  desposeía  en  uno  de  desahucio,  á  pesar  de  no  pre- 
sentar el  desahuciante  título  inscrito  de  dominio. 

No  prosperó  el  recurso. 

Primero.  Porque  al  pretenderse  el  amparo  en  la  posesión  de  la 
finca  por  ser  anterior  á  la  conferida  al  actor  ^  se  promueve  una  cues^ 
tión  nueva,  no  discutida  en  el  litigio  é  inadmisible  en  casación,  por 
cuanto  la  excepción  alegada  fué  la  de  nulidad  del  titulo. 

Segundo.  Porque  para  demandar  legítimamente  el  desahucio, 
basta  con  la  posesión  judicial  de  la  cosa,  que  da  derecho  á  disfrutarla 
esté  ó  no  inscrita  en  el  Registro, 

En  el  caso  de  la  sentencia,  la  rigidez  del  procedimiento  segó 
en  flor  uno  de  los  problemas  más  interesantes  á  que  ha  dado  lu- 
gar el  art.  445. 

¡Qué  fácilmente  en  la  proximidad  de  las  lagunas  reverdece 
la  yerba  mala  del  formalismol 

DE  LOS  EFECTOS  DE  LA  POSESIÓN 

Amparo  en  la  posesión. 

(Art.  446.) 

Toda  posesión  de  cosa  corporal  ó  incorporal  debe  ser  ampa- 
rada. Todo  poseedor  inquietado,  restituido  en  su  posesión.  Y  el 
medio  defensivo  que  la  ley  civil  pone  á  su  alcance,  es  la  acción 
de  interdicto,  la  cual  debidamente  ejercitada  mueve  la  potestad 
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judicial  al  empleo  del  medio  coercitivo  si  por  acaso  la  voluntad 
del  inquietante  no  rindiera  á  la  sentencia  de  restitución  el  debido 
acatamiento. 

Pero  el  interdicto  es  un  remedio  transitorio,  no  causa  estado; 
ampara  la  posesión,  sin  dilucidar  si  se  posee  bien  ó  mal,  con  tí- 
tulo ó  sin  él.  Su  virtud  defensiva,  además,  no  se  extiende  más 
allá  del  año  y  día  contado  desde  el  acto  perturbativo.  Transcurri- 
do dicho  tiempo,  el  inquietante  gana  posesión  7  no  puede  ser 
privado  de  ella  si  no  después  de  vencido  en  juicio  plenario  po- 
sesorio.  Por  esto  dice  con  acierto  un  escritor,  que  la  posesión 
tiene  dos  medios  de  reclamación  en  juicio;  ó  el  interdicto  con- 
tra el  que  nos  haya  privado  de  ella  si  no  ha  transcurrido  el  ado 
y  día  por  el  que  la  acción  interdital  prescribe,  ó  utilizando  después 
el  juicio  posesorio  declarativo,  sin  que  ni  el  interdicto  ni  el  juicio 
posesorio  estorben  al  juicio  rei vindicatorio,  puesto  que  el  pri- 
mero sólo  resuelve  con  carácter  interino  una  cuestión  de  hecho, 
y  el  segundo  se  limita  á  ese  derecho  elaborante  y  embrionario, 
que  cede  siempre  ante  el  dueño  de  la  cosa  poseída. 

£1  art.  446,  no  sólo  contiene  una  alusión  directa  á  las  accio* 
nes  posesorias,  interdictnl  y  publiciana;  encierra  un  principio  de 
alta  justicia.  Toda  posesión,  lo  mismo  la  de  hecho  ó  simple  te- 
nencia, llamada  por  el  Código  posesión  natural,  que  la  civil  ó  ad- 
quirida en  virtud  de  título  y  buena  fe;  así  la  possessio  ad  usucapic- 
nem,  como  la  posesión,  forma  ó  manifestación  visible  de  un  do* 
minio  perfecto,  tienen  derecho  al  respeto. 

La  ley  protege  la  apariencia  para  mantener  el  equilibrio  social 
por  lo  que  a  la  propiedad  individual  concierne.  Es  el  interdicto, 
la  acción  protectora  de  la  apariencia  dominica],  y  por  eso  sin  pe- 
netrar en  la  eñcacia  y  validez  del  título  por  el  que  se  posee,  se 
contenta  con  la  demostración  superficial  y  ad  referendum  dd  es- 
tado de  hecho,  remitiendo  á  los  que  pretendan  destruir  dicho  es- 
tado aparente  al  juicio  posesorio  ó  al  petitorio.  Desde  el  aspecto 
provisional  de  la  acción  de  interdicto,  el  art.  446  no  ha  podido 
llegar  al  Tribunal  Supremo,  porque  la  casación  es  recurso  veda- 
do á  la  apariencia  posesoria,  como  quiera  que  por  no  penetrar 
en  la  sustancia  no  causa  estado  deñnítivo;  pero  como  principio 
de  justicia,  como  norma  amparadora  de  toda  posesión,  ha  sido 
alegado  repetidas  veces,  y  sobre  él  han  recaído  algunas  senteo^ 
cias,  aunque  sin  trascendencia  jurídica. 


«  «  « 
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Sentencia  de  Ji  de  Mayo  de  i8gj. — Surgida  contienda  entre  un 
Ayuntamiento  y  un  particular  sobre  la  propiedad  del  mineral  me- 
nudo existente  en  un  descargadero,  el  primero  probó  su  derecho 
á  disponer  de  dicho  mineral,  y  el  segundo,  alegando  justo  títu- 
lo, buena  fe  y  cerca  de  veinte  años  de  venir  ejercitando  actos  de 
dominio,  pidió  amparo  en  su  posesión  á  virtud  de  lo  dispuesto 
por  el  art.  446. 

No  se  dio  lugar  al  recurso  porque: 

Cesan  los  efectos  de  la  posesión  cuando  el  verdadero  dueño  de  ¡a 
cosa  poseída  por  un  tercero  ejercita  la  acción  reivindicatoría  y  prue- 
ba su  dominio. 

«  «  « 


Sentencia  de  ig  de  Octubre  de  i8g8. — Dos  principios  sustancia- 
les envuelve  la  sentencia  nombrada.  £1  primero  afecta  á  lo  que 
podríamos  llamar  extensión  de  la  cosa  juzgada,  y  por  él  se  decla- 
ra que  Una  ejecutoria  sólo  es  eficaz  y  surte  efecto  en  los  extremos 
por  ella  decididos  y  con  relación  á  la  persona  ó  entidades  que  figura- 
ron como  partes  en  el  litigio ^  ó  que  traigan  causa  de  ellas;  pero  de 
ningún  modo  contra  terceros,  ágenos  á  la  contienda  seguida  y  termi- 
ncula. 

Interpretando  también  el  art.  926  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  según  el  cual  c Cuando  en  virtud  de  la  sentencia  deba  entre- 
garse al  que  ganó  el  pleito  alguna  cosa  inmueble,  se  procederá 
inmediatamente  á  ponerlo  en  posesión  de  la  misma,  practicando 
á  este  ñn  las  diligencias  conducentes  que  solicite  el  interesado  >, 
expresa  que  dicho  artículo  se  refiere  á  la  cosa  que  posee  ó  tiene  en 
su  poder  el  condenado  en  el  pleito. 

Finalmente,  proclama  una  vez  más  como  principio  general  de 
derecho,  el  de  que  Nadie  puede  ser  desposeído  sin  cuites  haber  sido 
oido  y  vencido  enjuicio,  cuyo  principio  hállense  sancionado  por  el  ar- 
tículo 44Ó  del  Código  civil,  al  disponer  que  todo  poseedor  tiene  de- 
recho á  que  se  respete  su  posesión,  debiendo  ser  amparado  en  ella 
por  los  medios  legales. 

Versaron  estas  declaraciones  sobre  el  siguiente  hecho.  Recu- 
perado por  el  Estado  el  dominio  útil  de  la  acequia  Real  de  Alci- 
ra  á  virtud  de  la  rescisión  de  un  contrato,  por  el  que  fué  trans- 
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ferido  dicho  dominio,  al  ejecutarse  la  sentencia  se  mandó  darle 
posesión  de  la  acequia,  .cauce,  aguas  y  derechos  anejos  á  resem 
de  las  acciones  que  pudiera  intentar  contra  los  poseedores. 

Reclamó  la  comunidad  de  regantes.  Opúsose  la  representación 
del  Estado  pidiendo  no  se  oyese  á  la  primera  por  no  ser  parte 
en  dichos  autos.  La  Audiencia  defirió  á  la  oposición  del  Estado, 
y  el  Tribunal  Supremo  casó  la  sentencia  en  virtud  de  los  funda- 
mentos que  quedan  ya  expuestos. 

Comprueba  esta  justiciera  sentencia,  que  el  art.  446  00  alo- 
de  sólo  á  las  acciones  interdictales,  sino  que,  como  hemos  di- 
cho, encierra  el  principio  general  de  derecho,  de  que  nadie  puede 
*  ser  desposeído  sin  antes  haber  sido  oído  y  vencido  en  juicio. 
Sólo  en  tal  sentido  puede  ser  alegado  en  reciurso  de  casación. 


«  «  ♦ 

Senteticia  de  22  de  Dicienilre  de  iSgg, — Reconoce  también  la 
virtud  doctrinal  del  art.  446,  en  cuanto  declara  conforme  á  su  sen» 
/ido,  que  nadie  puede  ser  privado  de  i  a  posesión  en  que  esté  sin  ser 
antes  vencido  en  el  correspondiente  juicio. 

Tratábase  de  un  deudor  declarado  en  concurso  y  de  un  ac^^ 
dor,  que  con  antelación  al  juicio  universal,  ejercitó  su  acción  7  se 
le  adjudicó  por  consecuencia  de  ella  un  crédito  hipotecario.  Pre- 
tendió también,  para  hacerse  pago,  la  entrega  de  ciertos  fondos 
obrantes  en  poder  de  la  sindicatura,  á  lo  que  ésta  se  opuso,  y  or- 
denada judicialmente  dicha  entrega  y  cursada  la  oposición  por 
sus  dos  instancias  sin  éxito,  el  Tribunal  Supremo,  disintiendo  del 
juicio  del  inferior,  casó  la  sentencia  por  juzgar  á  nuestro  modo 
de  entender  con  acierto,  que  pues  In  sindicatura  poseía  legalmen- 
te  los  fondos  reclamados,  no  podía  ser  dicha  entidad  desposeída 
de  los  mismos  sin  antes  haber  sido  vencida  en  el  juicio  corre» 
pondiente. 

«  «  « 

Resoluciones  administrativas, — Dos  Reales  decretos  resoluto- 
rios de  dos  competencias.  Es  el  primero  de  j/  de  Agosto  de  i8gi- 
En  los  montes  arrendados  de  un  pueblo  se  intrusaron  unos  pat- 
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tores  con  sus  ganados.  Promovido  interdicto  por  el  arrenda- 
tario para  defender  su  posesión  y  suscitada  cuestión  de  competen- 
cia, porque  siendo  aquél,  deudor  del  municipio,  no  podía  ser  váli- 
da la  concesión  que  se  le  otorgó  por  error,  se  decidió  la  compe- 
tencia, con  muy  buen  sentido,  en  favor  de  la  autoridad  judicial, 
atendiendo  á  que  la  cuestión  de  nulidad  del  arriendo,  cuya  reso- 
lución compete  á  la  Administración,  no  puede  afectar  á  la  plan- 
teada entre  particulares  ante  los  Tribunales  de  justicia,  y  á  que 
no  puede  destruir  el  hecho  de  haber  estado  el  rematante  en  pose- 
sión de  los  pastos,  ni  perjudicar  á  los  derechos  derivados  de  esa 
posesión. 

El  segundo  Real  decreto  de  g  de  Febrero  de  iSqt,  mantiene 
también  á  favor  de  la  autoridad  judicial  la  competencia  para  de- 
cidir un  interdicto  motivado  por  haber  destruido  una  persona 
la  pared  exterior  de  un  corral  que  otro  venía  poseyendo,  fundán- 
dose el  primero  en  hallarse  pendiente  la  pertenencia  de  dicho  co- 
rral (parcela  sobrante  de  la  vía  pública)  de  un  expediente  adminis- 
trativo. La  decisión  no  pudo  ser  más  sobria  ni  más  convicente. 
€>ío  contrariándose  providencia  ninguna  de  la  Administración 
dictada  dentro  del  ejercicio  de  sus  atribuciones,  no  se  puede  po- 
ner en  duda  la  competencia  de  la  autoridad  judicial  para  ampa- 
rar el  despojo  de  la  posesión  y  conocer  por  ende  del  interdicto.» 

«    4t    «r 


La  gran  dificultad  de  la  materia  de  interdictos,  dice  con  mu- 
cha razón  el  Sr.  Alcubilla,  principia  cuando  la  posesión  indivi- 
dual se  vulnera  y  desconoce  por  actos  de  las  autoridades  admi- 
nistrativas, y  el  peligro  principalmente  reside  en  que  el  círculo  de 
atribuciones  privativo  de  la  Administración  se  ensancha  á  vir- 
tud de  interpretaciones  arbitrarias,  autorizando  verdaderos  des- 
pojos. 

Conviene  tener  presente,  para  comprender  y  apreciar  mejor, 
por  lo  que  á  la  acción  interdictal  respecta,  las  relaciones  del  pro- 
pietario ó  poseedor  con  la  Administración. 

I.**  Que  comprobada  por  los  particulares  la  quieta  y  pacífica 
posesión,  carece  la  Administración  de  facultades  para  perturbar- 
la ni  aun  mediante  la  presunción  de  que  las  fincas  puedan  cor 
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rresponder  al  Estado,  sin  perjuicio  del  derecho  de  este  organismo 
para  ejercer  las  acciones  de  propiedad  contra  los  detentadores. 
{Sentencia^  del  Tribunal  Contencioso  Administrativo  dt  iB  dt  Ent- 
ro, 2ó  di  Febrero  y  27  de  Abril  de  l8g6.) 

Bueno  es  que  se  respete  el  estado  posesorio  del  particular  y 
que  se  proclame  que  los  acuerdos  administrativos  creadores  de 
dicho  estado  no  pueden  anularse  gubernativamente,  siendo  pre- 
ciso que  la  Administración,  por  conducto  de  sus  legítimos  repre 
sentantes,  ejercite  en  juicio  plenario  las  oportunas  acciones  para 
enervar  ó  destruir  el  derecho  posesorio  indebidamente  creado; 
pero  á  pesar  de  esta  garantía  que  asegura  copiosa  jurisprudencia 
del  Tribunal  Contencioso  Administrativo  {Sentencias  de  6  de  Fe- 
brero de  l8g2,  20  de  Junio  de  i8q6  y  26  de  Abril  de  i8g7\  no  es 
menos  cierto  que  el  peligro  reside  en  la  definición  del  estado  po- 
sesorio, y  que  aquí  en  algunas  ocasiones  la  Administración  pú- 
blica, olvidando  tanta  equidad  se  ha  atribuido  la  parte  del  león. 
En  general,  puede  afirmarse  la  misma  doctrina  del  derecho  civil: 
el  estado  posesorio  se  constituye  por  el  transcurso  de  año  y  día. 
2.**     No  toda  privación  de  la  posesión  ó  de  la  mera  tenencia 
lleva  consigo  el  interdicto  como  medio  de  repeler  aquélla.  Así 
sucede  con  los  llamados  cutos  administrcUivos,  ó  sea  con  las  re- 
soluciones que  dicta  la  Administración  dentro  del  círculo  de  sus 
facultades.  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  iSjg,  art,  8g  de  la  Ley 
Municipal  de  2  de  Octubre  de  1877 ^  ^'*'-  ^5^  *^^  ^^  -^O'  ^  Aguas 
de  ig  de  Junio  de  i87g  y  abundantísima  jurisprudencia  adminis- 
trativa referente  á  dichos   particulares  á  montes  públicos,  y  al 
derecho  real  de  servidumbre  (i),  debiéndose  advertir  por  lo  que 
atañe  á  las  providencias  administrativo-municipales  que  al  tenor 
del  Real  decreto  de  16  de  Junio  de  1884,  la  prohibición  de  admitir 
interdictos  es  aplicable  al  solo  caso  de  que  los  actos  ó  acuerdos 
de  los  Ayuntamientos  afecten  á  los  intereses  comunales. 
Así,  pues,  no  procederá  el  interdicto. 

a)  Contra  los  acuerdos  municipales  que  recaigan  sobre  bie- 
nes del  común. 

b)  Contra  las  concesiones  administrativas  hechas  legalmente. 

c)  Contra  los  acuerdos  ejecutados  en  cumplimiento  de  una 
Real  orden. 


(i)      Código  civil  comentado ^  tomo  S.**,  Apéndice. 
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d)  Contra  las  diligeDcias  encaminadas  á  posesionar  á  un  par- 
ticular de  la  finca  comprada  en  expediente  de  apremio  por  débi- 
tos al  Fisco. 

e)  Contra  la  disposición  gubernativa  que  ordene  la  monda 
de  acequias  para  la  policía  de  aguas,  ú  otras  medidas  de  salu- 
bridad. 

/)    Contra  los  actos  que  la  Administración  ó  un  tercero  eje- 
cuten en  virtud  de  un  derecho  preexistente,  privando  al  arrenda 
tario  de  algunas  de  sus  supuestas  facultades,  porque  entonces,  se~ 
gún  el  art.  1.560  del  Código  Civil,  no  existe  perturbación  de  hecho, 

3.**  Así  como  el  interdicto  no  puede  contrariar  la  providencia 
producida  por  la  Administración  en  el  uso  de  su  competencia,  así 
también  el  interdicto  no  puede  ser  contrariado  por  acuerdo  ad- 
ministrativo posterior  á  su  interposición. 

A  este  efecto,  y  para  mantener  la  necesaria  armonía  é  indepen- 
dencia entre  las  facultades  de  la  Administración  y  la  jurisdicción 
de  las  autoridades  judiciales,  puede  la  primera  promover  la  com- 
petencia á  estas  últimas  aun  después  de  haberse  dictado  sentencia 
en  el  interdicto,  ya  que  estos  fallos  no  producen  excepción  de 
cosa  juzgada. 

4.®  Por  contraposición  y  lógica  consecuencia  de  la  doctrina 
acabada  de  exponer,  procede  el  interdicto. 

a)  Para  reparar  las  perturbaciones  causadas  por  providencias 
administrativas  dictadas  sin  competencia  y  que  lesionen  derechos 
particulares.  Reales  decretos  Sentencias  de  jo  de  Enero  de  1877, 16 
de  Febrero  de  i88g  y  27  de  Febrero  de  j8g2. 

b)  Para  que  la  Administración  recupere  por  sí  misma  la  po- 
sesión de  bienes  de  su  pertenencia  después  de  transcurrir  más  de 
un  año  desde  que  se  realizó  el  despojo.  Real  decreto  de  10  de 
Mayo  de  1884  y  Real  decreto  de  7  de  Junio  de  1880, 

Posesión  en  concepto  de  dueño. 

(Art.  448). 

Declara  dicho  art.  448  que  el  poseedor  en  concepto  de  dueño 
tiene  á  su  favor  la  presunción  legal  de  que  posee  con  justo  título 
y  nadie  puede  obligarle  á  que  lo  exhiba.  Presunción  es  esta  tan 
estrechamente  relacionada  con  la  de  buena  fe,  que  aun  teniendo 
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cada  una  de  ellas  su  propia  personalidad  como  presumjftio  iuris, 
ambas  han  nacido  de  la  evolución  de  una  misma  idea. 

£1  que  posee  en  concepto  de  dueño,  es  decir,  no  con  la  apa- 
riencia de  dueño,  porque  en  su  estructura  extema  la  posesión  es 
como  la  contrañgura  del  dominio,  sino  en  la  creencia  honesta  de 
que  la  cosa  poseída  le  pertenece  por  la  legalidad  intrínseca  del 
título  y  por  no  ser  el  acto  traslativo  prohibido  por  la  ley,  tiene 
un  nuevo  amparo  en  la  presunción  de  que  su  título  es  justo. 

El  concepto  de  dueño,  la  idea  de  serlo,  es  eminentemente 
subjetiva,  resj^onde  á  la  convicción  de  la  mente,  presupone  un 
estado  de  conciencia  recto  y  sin  desviaciones;  y  si  alienta  y  vive 
en  los  juicios  de  la  pública  opinión,  es  porque  el  derecho  no  se 
ha  escrito  ni  se  escribe  para  los  anacoretas  del  desierto,  sino 
para  la  vida  de  relación,  para  la  convivencia  social.  Es,  pues,  con- 
fundir el  efecto  con  la  causa,  su^ioner,  como  lo  hace  el  Sr.  Man 
resa  combatiendo  nuestra  doctrina,  que  el  concepto  de  dueño  es  el 
que  forman  los  convecinos,  un  estado  de  ánimo  de  terceros,  de  la 
masa  general  de  la  sociedad;  la  buena  fe  de  todos  los  que  no  son 
el  mismo  poseedor.  No:  ni  es  esto  ni  puede  serlo. 

^  La  sanción  moral  mejor  ó  peor  fundada,  el  rumor  público  de 
los  por  completo  extraños  á  la  relación  posesoria,  podrá  en  su 
día  servir,  recogido  en  unas  actuaciones  como  elemento  de  prue- 
ba complementario;  pero  ni  influye,  ni  mucho  menos  determina, 
el  concepto  de  dueño  del  poseedor.  Si  el  clamor  de  unos  cuantos, 
lo  que  se  llama  buena  fe  en  el  más  vulgar  sentido,  pudiera  en- 
gendrar presunción  de  un  justo  título,  habría  que  concederle  los 
beneficios  de  dicha  presunción  á  cualquier  usurpador  siempre 
que  el  juicio  de  sus  convecinos  le  fuera  favorable,  y  engañados 
por  apariencias  falaces  le  reputasen  como  dueño.  La  posesión, 
se  dice  en  el  art.  432,  puede  tenerse  en  uno  de  dos  conceptos:  ó 
en  el  de  dueño  (concepto  de  dueño)  ó  en  el  de  tenedor  de  la  cosa, 
ó  derecho  para  conservarlos  ó  disfrutarlos  perteneciendo  el  domi- 
nio á  otra  persona.  ^'Es  que  cuando  el  legislador  desplegó  la  po- 
sesión en  sus  dos  modalidades  ó  formas,  modalidad  dominical, 
modalidad  de  uso  ó  disfrute,  pensó  en  que  el  concepto  de  dueño 
había  de  cimentarse  en  una  apreciación  venida  de  fuera,  no  indi- 
vidual, sino  colectiva,  no  derivada  del  juicio  interno  del  propio 
sujeto  poseedor,  según  su  convicción  de  haber  adquirido  legíti- 
mamente la  cosa,  sino  de  la  resultante  de  muchos  juicios  extra 
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ños  formados  por  la  apariencia,  por  el  rumor  que  va  de  uno  en 
otro.  Nunca;  estos  juicios  vanos  los  desprecia  el  derecho,  y  no 
pudo  tomarlos  en  cuenta  el  legislador.  La  posesión  en  concepto 
de  dueño,  es  la  que  se  origina  por  una  adquisición  válida  ó  por 
lo  menos  de  buena  fe. 

Totalmente  superfina  la  presunción  del  justo  título  porque 
reside  in  potmtia  en  la  de  buena  fe,  y  al  presumirse  ésta,  se  pre- 
sume forzosamente  la  justicia  del  titulo;  sería  más  que  inútil  in- 
sensata y  por  todos  lados  antijurídica  si  en  cada  caso  concreto 
hubiera  de  ser  un  reflejo  del  juicio  popular. 

Lo  que  sucede  es  que  el  derecho  mientras  no  se  forja  en  el 
yunque  de  la  contradicción,  es  como  el  mineral  en  la  veta.  El  solo 
hecho  de  poseer  basta,  si  la  posesión  no  es  contradicha^  para  que 
todas  las  presunciones  defensivas  amparen  al  poseedor.  El  ru- 
mor público,  la  opinión  de  las  gentes  de  la  localidad,  podrá  te- 
ner ó  no  al  poseedor  en  concepto  de  dueño  ó  de  detentador;  esto 
no  importa.  Todos  carecen  de  autoridad  para  exigirle  que  pre- 
sente el  título,  ni  nadie  podría  sin  otra  razón  que  la  defensa  de 
la  moral,  acudir  al  pretorio  para  desenmascarar  al  poseedor  y 
demostrar  su  mala  fe,  y  por  tanto,  la  injusticia  del  título.  Pero  se 
ejercita  una  acción,  prodúcese  un  estado  de  lucha,  y  entonces  se 
depura  la  posesión  y  se  analizan  los  actos  del  poseedor,  y  se  mira 
á  su  intención,  á  su  juicio  íntimo,  á  su  estado  de  conciencia,  y  de 
todos  estos  elementos  se  extrae  la  buena  fe  y  la  justicia  del  títu- 
lo; no  ciertamente  del  clamor  popular  reducido  en  muchos  casos 
á  murmuración  de  viejas  y  labriegos. 

El  rumor  público, como  manifestación  de  la  creencia  colectiva, 
ya  lo  hemos  dicho,  puede  ser  y  es  en  ocasiones  un  elemento  de 
prueba  aprovechable  para  complementar  y  probar  los  actos  pú- 
blicos del  poseedor.  Puede  también  servir  para  demostrar  la  pu- 
blicidad de  la  posesión,  requisito  que  ésta  ha  de  reunir  al  tenor 
del  art.  1.941  del  Código  civil,  pero  no  determina  ni  cualifica  el 
concepto  de  dueño  en  que  la  posesión  puede  ostentarse. 

Cuando  se  arguye  por  sistema  cosa  que  hubiese  sido  de  mu- 
cho lucimiento  en  unos  gallos  escolásticos  de  Alcalá  ó  Salaman- 
ca, por  remontarse  muchas  veces  demasiado  y  buscar  en  altas  re- 
giones la  originalidad  del  juicio,  se  cae  inconscientemente  en  la 

vulgaridad. 

«  «  « 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


298  DB  LA  POSESIÓN  (aht.  455 

Sentencia  de  23  de  Febrero  de  i8gg. — Y  como  el  art.  448,  al 
establecer  la  presunción  del  justo  título  incurrió  en  superfluidad, 
porque  con  la  presunción  de  buena  fe  quedaba  amparada  toda 
posesión,  ya  que  aquélla  reposa  sobre  la  existencia  de  un  título 
que  también  se  presume  justo,  esta  misma  superfluidad  se  ha  re- 
flejado en  la  única  sentencia  á  que  presunción  tan  trascendental  á 
juicio  del  Sr.  Manresa  ha  dado  lugar. 

Dos  huertos  lindantes  y  un  juicio  de  r»ítracto,  he  aquí  los  ele- 
mentos del  recurso.  Aprecia  la  Audiencia  la  propiedad  que  el  re- 
trayente  tenía  sobre  su  fundo,  y  el  retraído,  fundándose  en  que  la 
certificación  del  Registro  no  señalaba  ninguno  de  los  linderos 
atribuidos  al  predio  del  demandante,  ni  éste  había  justificado  su 
dominio,  funda  su  recurso,  entre  otros  motivos,  en  la  aplicación 
indebida  del  art.  448,  porque  la  Sala  sentenciadora  desconoció  su 
verdadero  alcance,  valor  y  espíritu,  ya  que  si  tiene  eficacia  para 
amparar  al  poseedor  en  concepto  de  dueño,  protegiéndole  con  la 
presunción  legal  de  que  posee  con  justo  título,  dicha  presunción 
no  puede  tener  el  alcance  que  se  le  da,  tratándose  del  ejercicio  de 
un  derecho  restrictivo,  porque  esto  equivaldría  á  otorgar  á  la  po- 
sesión una  fuerza  que  no  tiene. 

No  se  dio  lugar  al  recurso,  tanto  por  contradecir  el  hecho  de 
la  propiedad  afirmado  por  la  Audiencia,  cuanto  porque  A7  la  le- 
tra ni  el  espíritu  del  art.  44JS  del  Código  civil,  autoriscui  distincio- 
nes. Esto  es  todo. 

Dado  el  recinto  estrecho  del  recurso  de  casación,  aun  más 
estrecho  por  el  prurito  de  convertir  en  cuestiones  de  derecho 
apreciaciones  que  aun  siendo  jurídicas  no  se  hallan  regaladas 
por  ningún  artículo  ó  texto  concreto,  bastaba  con  la  primera  afir- 
mación. 

La  Audiencia  había  afirmado  la  propiedad,  cosa  un  tanto 
incomprensible  á  juzgar  por  la  sentencia,  porque  entonces  no  ha- 
bría tenido  para  qué  aplicar  el  art.  448,  ni  refugiarse  en  el  terre- 
no de  la  presunción  de  un  justo  título:  Causa  finita  est.  Pronun- 
ciamiento inapelable,  apreciación  sacratísima  por  la  cual  repite 
frecuentemente  el  Tribunal  Supremo  el  noli  me  tangere.  Inútil  pa- 
sar adelante  ni  expresar  si  el  art.  448  admite  ó  no  distinciones. 

Porque  es  mucha  verdad  que  las  presunciones  legales  esta- 
blecen un  principio  de  hecho  general  y  absoluto  en  cuanto  to- 
dos los  favorecidos  quedan  dispensados  de  la  prueba;  pero  una 
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cosa  es  la  distinción  atentatoria  á  la  integridad  de  una  verdad 
convencional  elevada  á  ley,  y  otra  la  fuerza,  el  espíritu,  el  alcan- 
ce de  la  presunción.  Y  si  es  que  se  dio  lugar  al  retracto  sin  la  de- 
mostración por  el  retrayente  de  su  propiedad,  y  sólo  por  la  pre- 
sunción del  justo  título  (cosa  que  no  puede  afirmarse  porque  no 
resulta  de  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo,  pero  sí  hay  derecho 
á.  congeturarlo  por  la  traida  al  debate  y  al  fallo  de  la  Audiencia 
del  art  448)  razón  tenía  el  recurrente.  La  fuerza  de  las  presuncio- 
nes es  pasiva;  no  es  la  inercia  del  movimiento,  es  la  pesantez  de 
la  raasa  en  reposo,  y  nadie  puede  ampararse  de  la  presunción  de 
un  justo  título,  de  la  exención  de  exhibirlo  y  de  la  dispensa  de 
prueba  para  ejercitar  derechos  que  están  concedidos  expresamen- 
te al  dueño,  porque  son  las  regalías  de  la  propiedad. 

*  *  41 
Frutos  atribuidos  á  la  posesión  de  buena  fe. 

(Art  451). 

£1  galardón  de  la  buena  fe  es  la  irreivindicación  de  los  frutos 
percibidos,  entendiéndose  que  los  frutos  naturales  ó  industriales 
se  perciben  desde  que  se  alzan  ó  separan,  y  los  civiles  por  días. 


*  « 


Semencia  de  17  de  Marzo  de  J8g6. — Tratada  ya  al  ocuparnos 
del  art.  433,  recordarán  nuestros  lectores  que  se  refería  á  un  su- 
puesto heredero  de  confianza  que,  atribuyéndose  esta  cualidad, 
entró  en  posesión  del  patrimonio  hereditario  y  vendió  los  bienes 
que  lo  constituían.  Los  herederos  abintestato  del  causante  recla- 
maron en  forma,  y  por  virtud  de  esta  reclamación,  se  declaró  al 
expresado  heredero  poseedor  de  mala  fe,  condenándole  á  la  de- 
volución de  los  frutos.  La  doctrina  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo  se  concreta  en  la  siguiente  regla: 

No  puede  reputarse  poseedor  de  buena  fe  á  los  efectos  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  4JI  y  ^55,  al  que  atribuyéndose  la  condición 
de  heredero  de  confianza,  no  pudiendo  serlo  por  razón  misma  de  la 
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naturaleza  intrínseca  de  dicha  institución,  procede  sin  la  concurren- 
cia del  heredero  sustituto  y  enagena  bienes  de  la  herencia  en  circnns- 
tandas  tales  que  hacen  suponer  fraude. 


Sentencia  de  14  de  Julio  de  i8gg, — Trata  de  un  caso  relaciona- 
do con  el  art.  811  del  Código.  Por  lo  que  respeta  á  la  posesión 
de  buena  fe  se  expresa: 

El  poseedor  de  buena  fe  hace  suyos  los  frutos  percibidos,  mien- 
tras la  posesión  no  sea  legalmente  interrumpida;  y  cuando  se  reconoce 
la  buena  fe  con  que  el  demandado  ha  venido  poseyendo  los  bienes  liti- 
giosos, y  por  tal  razón  no  se  le  imponen  las  costas  de  ninguna  de  las 
dos  instancias,  se  infringe  el  art.  4JI,  si  á  dicho  demandado  se  le  con- 
dena á  la  restitución  de  los  frutos  percibidos  y  debidos  percibir  desde 
el  fallecimiento  del  testador. 

«r    ♦    « 

Gastos  necesarios. 

(Art,  453). 

Sentencia  del  Tribunal  Contencioso  Administrativo  de  //  di 
Marzo  de  i8g8. — Aplica  con  sano  rigor  el  principio  de  que  los 
gastos  necesarios  y  útiles  invertidos  en  reparaciones  y  mejoras 
se  abonan  al  poseedor  de  buenn  fe,  pudiendo  éste  ejercitar  el  de- 
recho de  retención. 

Adquirida  por  un  particular  una  finca  que  vendió  el  Estado, 
la  poseyó  y  mejoró  hasta  que  por  Real  orden  fué  declarada  la 
nulidad  de  dicha  venta,  devolviéndose  al  comprador  la  parte  de 
precio  entregada. 

Reclamadas  las  mejoras,  se  ordenó  el  abono  de  la  diferencia 
entre  la  tasación  pericial  de  las  mismas  y  el  precio  de  adjudicación 
de  la  finca,  pero  interpuesto  recurso,  se  decretó  la  revocación: 

Porque  la  base  para  fijar  el  importe  de  las  mejoras  tratándose 
de  un  poseedor  de  buena  fe  no  puede  ser  otra  que  la  que  nace  delim- 
porte  de  los  gastos  realizados  por  el  comprador  ó  del  aumento  de  va* 
lor  que  la  finca  haya  adquirido  como  consecuencia  de  dichas  mejoras, 

«  «t  «t 
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Frutos  negados  á  la  posesión  de  mala  fe. 

(Art.  455). 

Si  la  buena  fe  lleva  anexa  como  premie  la  irreivindicación  de 
los  frutos,  á  la  inversa  el  que  posee  á  sabiendas  de  que  su  pose- 
sión es  viciosa,  debe  restituir,  no  sólo  los  que  haya  perci- 
bido, sino  también  los  que  el  poseedor  legítimo  hubiese  po- 
dido percibir.  Quiere  la  ley  en  su  loable  deseo  de  que  los 
torcidos  desifl^nios  del  poseedor  de  mala  fe  no  prosperen,  borrar 
como  con  una  esponja  el  tiempo  en  que  el  poseedor  legítimo  se 
vio  privado  del  uso  y  disfrute  de  la  cosa,  hacer  una  especie  de  su- 
tura legal,  acercando,  más  todavía,  uniendo  los  bordes  que  abrie- 
ra la  interinidad  viciosa.  Y  por  esto  no  le  basta  con  que  el  que 
poseyó  mal  restituya  los  frutos  que  indebidamente  percibió;  quie- 
re que  se  estime  el  tiempo  intermedio  como  transcurrido  en  una 
posesión  legítima,  y  por  tanto,  todos  los  frutos  que  el  poseedor 
de  buena  fe  hubiera  hecho  rendir  á  su  fundo  deben  correr  á  la 
cuenta  del  detentador. 

La  doctrina  es  sana,  la  intención  digna  de  encomio,  la  realiza- 
ción difícil,  casi  imposible,  expuesta  desde  luego  al  abuso,  si  la 
prudencia  jurídica  no  vigila  celosa  y  justiciera.  ¿Quién  niega  el 
/ossei  ¿Quién  desconoce  la  efectividad  de  mil  proyectos  que  el  po- 
seedor legítimo  hubiera  podido  realizar?  El  terreno  dejado  de  bar- 
becho, ¿no  pudo  dedicarse  á  leguminosas?  El  prado  no  cultivado, 
¿no  se  pudo  sembrar  de  planta  forrajera?  La  renta  de  la  casa,  ¿no 
debió  ser  más  nibida?  El  inquilino  moroso,  ¿no  pudo  ser  compe- 
tido á  la  diligencia  con  mayor  actividad  y  dureza? 

¿Quién  prueba  estos  extremos?  ¿Quién  los  resuelve?  ¿Quién 
explora  la  sima  obscurísima  de  las  agenas  intenciones?  Queda, 
pues,  como  sanción  moral  muy  justa,  ciertamente,  pero  casi  irrea- 
lizable. 

Examinemos  ahora  las  decisiones  de  la  jurisprudencia. 

No  englobando  en  esta  mención  crítica  sentencias  extrañas  al 
Código  civil,  porque  éstas  ya  causaron  su  influjo  en  la  Codifica- 
ción, sino  las  que  han  de  causarlo,  encontramos  en  primer  lu- 
gar la 

♦  «  ♦ 
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SínUncia  de  28  de  Enero  de  i8g6. — El  punto  litigioso  fué  el 
siguiente. 

Un  individuo,  de  nacionalidad  portuguesa,  al  otorgar  testa- 
mento, pretirió  á  su  esposa,  dejó  los  bienes  pertenecientes  á  un 
mayorazgo  instituido  en  España,  á  una  prima  suya,  é  instituyó 
universal  heredero  de  todo  el  patrimonio  restante  á  un  tercero. 
Los  herederos  de  la  esposa  preterida  incoaron  demanda  en  solici- 
tud de  que  la  mitad  de  los  bienes  sitos  en  España,  pertenecientes 
al  dicho  mayorazgo,  se  declarasen  comunes  de  la  sociedad  con- 
yugal del  testador  y  su  consorte,  y  se  les  reconociese  como 
tales  herederos  el  dominio  de  dichos  bienes. 

Prosperó  la  demanda  en  ambas  instancias,  condenándose 
además  á  los  demandados  á  la  restitución  de  las  rentas  y  frutos 
producidos  y  debidos  producir  desde  el  fallecimiento  de)  causan- 
te. Versó  uno  de  los  motivos  del  recurso  sobre  infracción  de  las 
^^y^sjQ,  tit,  28,  Part.jJ":  ^.*,  ///.  14,  part  ó.*,  y  Sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  31  de  Diciembre  de  i8go,  según  cuyos  tex- 
tos, el  poseedor  de  buena  fe  hace  suyos  los  frutos  hasta  la  con- 
testación á  la  demanda,  principio  aplicable  en  cuanto  apareda  re- 
cogido por  los  artículos  451  y  455  del  Código  civil,  y  porque  no 
habiéndose  apreciado  mala  fe  en  los  poseedores,  y  debiéndose  pre- 
sumir siempre  la  buena  fe,  y  con  mayor  razón  cuando  la  posesión 
partía  de  un  testamento  y  de  unos  contratos  de  partición,  la  sen- 
tencia no  condenaba  en  frutos  percibidos  desde  la  contestación 
á  la  demanda,  sino  en  los  percibidos  y  debidos  percibir  durante 
toda  la  posesión. 

El  Tribunal  Supremo  casó  la  sentencia  por  dicho  motivo  de- 
clarando: 

Que  se  infringen  los  artículos  ^tj/  y  4JS  ^^^  Código,  sancionado- 
res  de  la  doctrina  de  que  los  poseedores  de  buena  fe  sólo  deben  ser 
obligados  á  abonar  frutos  desde  la  contestación  d  la  demanda^  cuan- 
do sin  hacer  expresa  declaración  de  mala  fe,  ni  tener  presente  que  h 
posesión  deriva  de  la  misma  voluntad  del  testador  expresada  clara' 
mente  en  su  testamento,  se  condena  á  los  poseedores  d  la  devolución 
de  todos  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  el  fallecimien- 
to del  causante, 

Nueva  modalidad  nos  ofrece  esta  sentencia  de  la  cuestión  ba- 
tallona de  si  la  ignorancia  ó  errónea  inteligencia  de  un  texto 
legal  puede  excusar,  en  grado  que  autorice  la  posesión  de  buena 
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fe.  Menos  calificada  en  este  caso  la  ignorancia  del  poseedor,  ar- 
güiría buena  fe  la  circunstancia  de  discernirse  en  el  litigio  un 
punto  de  derecho  internacional  privado,  y  tener  la  posesión  por 
base  un  título  transmisivo  tan  justificado  como  el  testamento  y  la 
partición. 

Hay  en  este  campo  horizontes  tan  lejanos  y  borrosos;  influye 
de  tal  modo  lo  circunstancial,  determinado  por  el  aspecto  singu- 
lar de  cada  hecho,  que  sólo  la  apreciación  en  concreto  y  caso 
por  caso,  ayudada  de  la  prudencia  judicial,  puede  decidir  si  existe 
ó  no  buena  fe,  sin  perjuicio  de  mantener  con  el  tesón  de  un  con- 
vencimiento sincero  que  no  puede  haber  presunción  de  buena 
fe  cuando  la  adquisición  del  poseedor  quebranta  un  precepto  le- 
gal que  está  obligado  á  saber. 

En  la  sentencia  de  28  de  Enero  de  iSgó  se  aplicó  por  la  in- 
fluencia del  Estatuto  real  la  ley  civil  portuguesa,  y  por  ser  los 
bienes  vinculados  de  que  se  trataba  libres  y  comunicables  entre 
los  esposos,  salvo  pacto  en  contrario,  se  concedió  á  los  herede- 
ros de  la  mujer  lo  propiamente  ganancial  de  dichos  bienes.  ¿Qué 
duda  cabe  que  en  este  caso  queda  á  salvo  la  integridad  de  nuestra 
tesis.^  La  ignorancia  de  la  ley  nacional  no  excusa,  pero  sí  la  de  la 
ley  extranjera;  y  en  la  duda  de  si  había  de  aplicarse  una  ü  otra, 
encontró  su  mejor  apoyo  la  declaración  de  buena  fe  en  obsequio 
del  poseedor. 


•  •  « 

Sentencia  de  17  de  Marzo  de  i8g6. — Estudiada  ya  en  el  ar- 
tículo 433  y  en  el  451,  innecesario  es  repetir  la  doctrina  que 
establece. 

«t  «  «( 

Sentencia  del  Tribunal  contencioso  administrativo  de  26  de 
Abril  de  iSgy, — Nunca  estuvo  la  mala  fe  más  calificada  ni  en 
más  propio  terreno. 

Comprada  al  Estado  en  pública  subasta  una  finca  de  determi- 
nada extensión  superficial,  el  adquirente  agregó  á  su  fundo  terre- 
nos de  otro  que  no  le  pertenecían,  y  para  disimular  la  usurpación, 
solicitó  y  practicó  reposición  de  mojones. 
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Hecha  y  comprobada  la  denuncia,  se  decretó  la  nulidad  de  la 
venta,  condenando  al  comprador  á  la  devolución  de  los  frutos 
producidos  por  el  terreno  indebidamente  agregado. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  el  Tribunal  no  le  dio  lugar: 
Porque  resultando  comprobado  que  vendida  la  finca  con  una  ca- 
bida de  lo  hectáreas,  y  teniendo  hasta  treinta  y  dos,  este  exceso  de 
cabida  que  triplica  la  expresada  en  el  anuncio  de  hdbasta,  impide 
que  pueda  suponerse  al  comprador  poseedor  de  buena  fe,  procediendo, 
por  tanto,  conforme  al  Código  civil,  la  devolución  de  los  frutos  inde- 
bidamente percibidos. 
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TÍTULO  VI 
Del  asufruoto,  del  uso  y  de  la  habitación. 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DEL   USUFRUCTO 


Sección  primera. 

Del  usufructo  en  general. 

[rtículo  467.  El  usufructo  da  derecho  á  disfrutar  los 
?  bienes  ajenos  con  la  obligación  de  conservar  su  forma  y 
sustancia,  á  no  ser  que  el  titulo  de  su  constitución  ó  la  ley 
autoricen  otra  cosa. 


Sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1898. —  Usufructo. — División 
de  la  cosa  usufructuada. --{yésist  art.  392). 


[rtículo  469.  Podrá  constituirse  el  usufructo  en  todo  ó 
-  en  parte  de  ios  frutos  de  la  cosa,  á  favor  de  una  ó  varías 
personas,  simultánea  ó  sucesivamente,  y  en  todo  caso  desde 
ó  hasta  cierto  día,  [puramente  ó  bajo  condición.  También 
puede  constituirse  sobre  un  derecho,  siempre  que  no  sea  per- 
sonalísimo  ó  intransmisible. 


Sentencia  de  30  de  Enero  de  \^97,— Usufructo. — Pensión  alimenticia. 
Beneficio  de  pobreza. — (Véase  art.  142). 


20  •• 
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Sección  teganda. 

De  los  derechos  del  asofructuario. 


RTícuLO  480.  Podrá  el  usufructuario  aprovechar  por  sí 
mismo  la  cosa  usufructuada,  arrendarla  á  otro  y  enaje- 
nar su  derecho  de  usufructo,  aunque  sea  á  título  gratuito;  pero 
todos  los  contratos  que  celebre  como  tal  usufructuario  se  re- 
solverán al  fin  del  usufructo,  salvo  el  arrendamiento  de  las 
fincas  rústicas,  el  cual  se  considerará  subsistente  durante  el 
afio  agrícola  (i). 


(i)    Sentencia  de  4  de  Diciembre  de  \9M,—  UsHfnut9.'— Resolución 

de  im  contrato  di  arrendamiento, 

HECHOS 

A)  Antecedentes* — Por  testamento  otorgado  en  la  Habana  en  1669,  un 
testador  fundó  una  obra  pía  en  favor  de  huérfanas  pobres  que  tomasen  esta- 
do, nombrando  patrono  de  la  misma  á  un  pariente  suyo  y  á  sus  descendien- 
tes, y  dejándoles  en  retribución  de  sus  cuidados  la  posesión  de  varias  fincts 
urbanas  de  su  propiedad. 

En  1886  A,  entonces  patrono,  arrendó  parte  de  la  casa  en  que 'aquellas 
se  refundieron,  á  B^  por  término  de  seis  años,  y  en  1891,  por  igual  tiempo, 
arrendó  el  resto  á  C,  cuyos  contratos  fueron  inscritos  en  el  Registro  de  la 
Propiedad. 

Supendido  A  por  la  Autoridad  superior  de  la  isla  en  el  ejercicio  de  su 
cargo  de  patrono,  y  demandado  seguidamente  por  X  sobre  mejor  derecho 
al  patronato,  hubo  de  reconocer  en  escritura  pública  dicho  mejor  derecho» 
expresando  en  ella  allanarse  á  la  demanda  formulada  por  X,  quien  habí» 
sido  nombrado  por  aquella  autoridad  para  el  desempeño  interino  del  cargo. 

B  requirió  á  X  días  antes  del  término  del  contrato  de  arrendamiento 
para  que  entendiera  prorrogado  el  mismo  por  otros  seis  años. 

B)    Demanda, — £1  expresado  A*  demandó  entonces  á  los  arrendatarios 
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ResolHCién  de  l.°  de  Diciembre  de  \^%%.— Usufructo.— Embargo 
de  usufructo. 

HECHOS 

A)  Documento  presentado  d  inscripción, — Un  testador  legó  á  su 
esposa  en  usufructo  la  tercera  parte  de  sus  bienes,  prohibiéndola 
disponer  de  ellos  por  actos  intervivos,  y  con  la  precisa  condición 
de  que  i^or  causa  de  muerte  lo  hiciera  en  favor  de  los  descendien- 
tes del  otorgante,  estableciendo  además,  que  si  falleciese  la  lega- 
taria  sin  hacer  uso  de  esta  facultad,  pasaran  los  bienes  á  dichos 
descendientes. 

En  diligencias  de  ejecución  de  sentencia  recaída  en  autos  se- 
guidos por  A  contra  la  viuda  y  herederos  del  testador,  solicitó  el 
actor  que  se  expidiese  mandamiento  de  apremio  por  cierta  canti- 
dad contra  los  bienes  de  los  demandados,  acordando  el  Juzgado 
el  embargo  de  la  mitad  pro  indiviso  de  una  finca  y  la  anotación 
preventiva  de  la  misma. 

E)  Nota  del  Registrador,  —  Presentado  mandamiento  judi- 
cial al  Registro  fué  denegada  la  anotación  por  nota  puesta  al 
pie  del  mismo,  que  dice  asi:  c Denegada,  conforme  á  la  doc- 
trina del  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria,  la  anotación  preventiva 


B  j  C  de  la  finca  para  que  la  desalojaran,  formulando  contra  ellos  demanda 
de  desahucio,  que  fundó  en  los  hechos  expuestos,  y  en  que  una  vez  extinguido 
el  usufructo,  quedan  resueltos  ipso  ture  todos  los  contratos  otorgados  por  el 
usufructuario,  conforme  al  art.  480  del  Código  civil  de  Ultramar. 

Q  0;(/^f/ariVff.— Opusiéronse  á  la  demanda  los  demandados,  apoyán- 
dose en  el  contrato  celebrado,  en  la  inscripción  de  su  derecho  real,  y  en  la 
falta  de  facultades  de  X  por  no  haber  tomado  todavía  posesión  definitiva  del 
patronato. 

D)  Sintencia.-'hví.  Audiencia  declaró  no  haber  lugar  al  desahucio. 

E)  /decurso  di  casación. — Lo  interpuso  X  citando  como  infringidos: 

1.*^  Artículos  480  y  513,  núm.  4.**  del  Código  civil,  por  su  no  aplicación 
al  caso  de  autos  á  pesar  de  aparecer  probada  la  terminación  del  usufructo 
disfrutado  por  A. 

^.^  Artículos  35,  párrafo  i.**  y  37  del  propio  Código,  y  el  470  del  mis- 
mo, que  tampoco  habían  sido  aplicados. 

3.*  Los  artículos  430,  432  y  523  del  mismo  Código  civil  de  Ultramar, 
también  inaplicados  por  carecer  el  j  atronó  de  la  facultad  de  arrendar. 
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interesada  en  este  mandamiento,  porque  la  mitad  pro  indivisa  de 
la  casa  embargada  se  encuentra  inscrita  con  prohibición  de  ser 
enajenada  por  actos  inter  vivos,  y  pertenece  á  persona  descono- 
cida en  cuanto  á  la  mera  propiedad,  y  respecto  al  derecho  de 
percibir  los  frutos  en  usufructo,  á  persona  distinta  de  las  apre- 
miadas, sin  que  tal  obstáculo  permita  dar  anotación.  Además, 
existe  como  defecto  subsanable  la  omisión  en  el  mandamiento 
de  la  vecindad  de  las  partes  y  de  la  debida  designación  de  todos 
los  apremiados.» 

Expedido  nuevo  mandamiento,  en  el  que,  subsanándose  los 
defectos  anotados  por  el  Registrador,  se  hace  constar  que 
del  inmueble  embargado  c pertenece  el  derecho  de  usufructo  á 
C,  con  facultad  de  retraerlo  la  viuda  del  testador,  y  á  esta  seño- 
ra la  de  disponer,  por  testamento,  de  la  propiedad  en  favor 
de  los  mencionados  descendientes  de  su  difunto  marido»,  el 
Registrador  denegó  asimismo  la  anotación  de  este  mandamien- 
to, porque  hallándose  la  mitad  pro  indiviso  de  la  casa  embargada, 
inscritíi  en  el  Registro  con  prohibición  de  ser  enagenada  por 
actos  inUr  vivos  para  que  pase  á  la  muerte  de  la  viuda  del  tes- 


4.**     El  art.  470,  ya  citado,   en  cuanto  la  escritura  de  fiíndacidn  de  U  obim 
pía  daba  al  patrono  el  uso  pero  no  el  usufructo. 
5.*     El  art  121  de  la  ley  Hipotecaria  de  Ultramar. 
El  Tribunal  Sui  remo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 

DOCTRINA 

Ni  el  reconocimiento  del  mejor  derecho  del  recurrente^  otorgado  por 
el  patrono  depuesto  en  escritura  pública  y  ni  la  suspensión  administrativa 
del  tUtimo  en  el  ejercicio  del  patronato,  determinan  la  extinción  del  usu- 
fructo en  cuya  virtud  se  celebraron  los  arrendamientos,  y  por  esta  rasen 
no  son  aplicables  y  no  han  sido  infringidos  los  artículos  480  y  513,  nú- 
mero 4.0  del  Código  civil,  invocados  en  el  motivo  i.o. 

En  el  pleito  no  se  cuestiona  sobre  las  facultades  del  patrono  desti- 
tuido para  otorgar  los  contratos  de  arrendamiento  de  las  casas  de  la  obra 
pía,  que  es  sobre  lo  que  versan  los  motivos  2,^,  5.^  y  4.°,  y  por  esta 
razón  no  pueden  ser  estimados. 

El  recurso  de  casación  debe  dirigirse  contra  la  parte  dispositiva  de 
la  sentíncia  y  no  contra  sus  razonamientos,  y  de  este  dtfecto  adolece  d 
motivo  5,^,  referente  á  un  considerando  que  no  es  fundamento  esencial 
ielfallo. 
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tador,  á  los  descendientes  de  su  difunto  esposo  que  la  misma 
designe,  esta  circunstancia,  que  impediría  en  su  día  la  inscripción 
de  la  enajenación  si  se  verificara  en  el  apremio  del  embargo,  im- 
pide hoy  toda  anotación. 

C)  Recurso  gubernativo:  Impugnación  de  la  nota. — El  actor  in- 
terpuso recurso  gubernativo  contra  la  negativa  del  Registrador, 
solicitando  se  declare  que  el  segundo  mandamiento  judicial  es 
anotable  en  todas  sus  partes,  fundando  su  pretensión  en  lo  si- 
guiente: que  subsanadas  las  faltas  que  contenía  el  primer  manda- 
miento, es  improcedente  la  denegación  que  ahora  se  hace  por  lo 
que  al  derecho  de  usufructo  concierne,  puesto  que  siendo  tanto 
la  usufructuaria  C  como  la  viuda  deudores  solidarios,  y  habiendo 
dirigido  el  procedimiento  de  apremio  contra  ambos,  y  hecho  el  em  • 
bargo  en  bienes  pertenecientes  á  los  dos,  es  evidente  que,  embar- 
gado el  derecho  de  usufructo,  es  anotable  este  embargo;  que  la 
obligación  que  se  pretende  hacer  efectiva  con  la  mitad  de  la  casa 
embargada  fué  contraída  por  el  causante  de  los  bienes,  y  si  viviera 
e'ste  no  podría  dificultar  el  embargo  y  venta  del  inmueble  de  su 
propiedad,  por  lo  cual,  y  no  pudiendo  haber  trasmitido  á  sus  su- 
cesores mayores  derechos  que  los  que  él  tenía,  la  prohibición  de 
enajenar  se  refiere  única  y  exclusivamente  á  sus  herederos,  á  su 
viuda,  que  como  tal  está  obligada  á  respetar  las  condiciones  de  la 
institución,  pero  no  á  la  anotación  y  venta  judicial,  pues  según  la 
Resolución  de  3  de  Enero  de  1881^  el  pacto  de  no  enajenar  no  pue- 
de impedir  la  venta  judicial,  toda  vez  que  ésta  es  forzoza  y  no  vo- 
luntaria; que  no  es  incierta  la  persona  á  quien  por  virtud  de  las  fa- 
cultades concedidas  por  el  testador  en  su  testamento  á  su  esposa, 
hayan  de  pasar  los  bienes  de  ésta,  pues  forzosamente  tienen  que  re- 
caer, según  dicho  testamento,  en  uno  ó  varios  de  los  hijos  ó  nie- 
tos del  testador,  y  como  contra  todos  ellos,  en  el  concepto  de  he- 
rederos de  aquél,  se  ha  dirigido  el  apremio,  y  el  embargo  se  ha 
efectuado  para  satisfacer  créditos  de  su  causante,  á  cuyo  pago  han 
sido  condenados  todos,  la  anotación  puede  extenderse  á  los  dere- 
chos de  todos  y  cada  uno,  pues  es  evidente  que,  según  el  Registro, 
uno  de  aquéllos  ha  de  ser  el  heredero  en  su  día,  y  eso  basta  para 
que  se  extienda  la  anotación  del  embargo  decretado  contra  todos 
los  herederos,  según  ha  establecido  la  Resolución  de  2g  de  Abril 
íU  i8go;  que  si  la  j^rohibición  de  enajenar  por  actos  inter  vivos 
impuesta  por  el  testador  en  su  testamento  hubiera  de  constituir  un 
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obstáculo  como  el  Registrador  pretende,  sería,  do  sólo  contr&ria 
á  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  impidiendo  la  ejecución  de  la 
sentencia,  y  contraría  también  á  los  fines  del  Registro,  que  debe 
procurar  la  fijeza  de  la  propiedad,  sino  que  además  ofrecería  á  los 
deudores  de  mala  fe  un  medio  legal  de  defraudar  á  sus  aaedo- 
res  con  disposiciones  como  las  otorgadas  por  el  finado. 

D)  Dictamen  del  Registrador, — Oído  el  Registrador,  sostuvo  la 
procedencia  de  su  calificación  en  apoyo  de  la  cual  adujo  lo  si- 
guiente: que  tenía  aplicación  en  el  presente  caso  la  doctrina  del 
art  20  de  la  ley  Hipotecaria,  porque  el  usufructo  de  la  casa  em- 
bargada no  pertenecía,  según  el  Registro,  á  las  personas  apremia- 
das, sino  solamente  á  C,  y  porque,  no  perteneciendo  tampoco  á  los 
apremiados  el  dominio  pleno  embarp.ado  del  inmueble,  ni  hallán- 
dose inscrito  en  el  Registro  á  favor  de  los  mismos,  por  estarlo  en 
los  términos  que  expresa  la  nota  denegatoria,  y  siendo  el  embargo 
precursor  de  la  enajenación  por  actos  inter  vivos^  la  viuda  del  tes* 
tador  estaba  imposibilitada  de  verificarla,  por  la  condición  pro- 
hibitiva que,  al  amparo  del  art.  790  del  Código  civil,  le  impuso 
el  testador,  y  los  demás  apremiados  carecían  de  lodo  derecho 
cierto  y  positivo  en  el  inmueble;  que  la  circunstancia  de  que  se 
trate  de  hacer  efectiva  una  deuda  procedente  del  causante  de  los 
apremiados,  no  es  de  eficacia  legal  para  creer  y  reputar  sujetos  aJ 
pago  de  ella  todos  y  cualesquiera  bienes  que  á  aquél  pertenecie- 
ron, atendido  el  carácter  de  la  acción  personal  para  el  cobro:  á 
que  el  acreedor  no  hizo  uso  oportuno  del  derecho  que  le  conce- 
día el  art.  1.082  del  Código  civil  para  impedir  que  se  verificara  la 
partición  de  bienes  de  su  deudor  hasta  que  se  le  pagase  ó  afian- 
zase, y  á  que,  una  vez  llevada  á  efecto  la  partición,  cesó  la  testa- 
mentaría del  causante,  y  cada  sucesor  adquirió  la  propiedad  ex- 
clusiva de  los  bienes  adjudicados,  como  lo  determina  el  art.  1.068 
del  propio  Código,  sin  quedar  al  acreedor  otra  cosa  que  la  acción 
del  art.  \,o%\  para  exigir  de  los  herederos  el  pago  y  hacerlo  efec- 
tivo en  los  bienes  que  les  correspondan,  sin  consideración  ala 
procedencia  u  origen  del  causante  deudor,  porque  esta  circuns- 
tancia ningún  derecho  real  engendra  sobre  los  mismos  á  favor 
del  acreedor;  que  no  por  eso  se  contraría  la  cosa  juzgada  ni  se 
facilita  á  los  deudores  medio  de  impedir  el  cobro  de  sus  deudas, 
puesto  que  las  leyes  conceden  al  acreedor  cuantos  medios  de  se- 
gundad quiera  utilizar,  y  no  ha  utilizado  en  el  caso  presente, 
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contentándose  con  el  crédito  personal  de  los  herederos,  y  el  ob- 
jeto de  la  cosa  juzgada  sólo  consiste  en  declarar  al  recurrente  el 
derecho  de  cobrar  de  sus  apremiados  la  cantidad  que  les  reclama 
si  les  encontrase  bienes  para  ello;  que,  por  el  contrario,  si  preva- 
leciese el  propósito  del  recurrente,  se  quebrantaría  la  ley  del  tes- 
tamento del  primitivo  deudor,  quien,  en  uso  de  sus  legítimas  fa- 
cultades, dió  por  legado  el  destino  que  á  bien  tuvo  á  la  mitad  de 
casa  embargada,  excluyéndola  de  su  herencia,  única  responsable 
hoy  al  pago  de  aquel  crédito,  según  previene  el  mencionado  ar- 
tículo 1.084,  y  36  daría  además  el  caso  anómalo  de  que  los  lega- 
tarios y  no  los  herederos,  que  son  los  verdaderamente  responsa- 
bles, fuesen  los  gravados  en  pagar  con  los  bienes  legados  una 
deuda  procedente  del  causante;  que  conforme  á  la  institución 
del  legado,  el  sucesor  puede  ser  persona  distinta  de  los  deudores 
condenados  y  apremiados,  toda  vez  que  en  cualquier  nieto  dife- 
rente de  todos  ellos  reside  la  misma  esperanza  ó  derecho  even- 
tual que  en  éstos  para  venir  al  dominio  de  la  repetida  mitad  de 
casa,  como  derivado  del  testamento  de  su  abuelo,  teniendo  tal 
derecho  preservado  en  el  Registro  contra  tercero  por  el  art.  29 
de  la  ley  Hipotecaria,  de  donde  se  deduce  que  la  doctrina  aplica- 
ble al  presente  caso  no  es  la  de  las  Resoluciones  de  3  de  Enero 
de  1 88 1  y  29  de  Abril  de  1890,  sino  la  de  la  Resolución  de  ij  de 
Marzo  de  1878,  ya  que  á  los  apremiados  se  embarga  en  colectivi- 
dad el  dominio  pleno  del  inmueble,  sin  tenerle  uno  de  ellos,  ni 
reunirlo  entre  todos,  lo  cual  constituye  un  defecto  insubsanable, 
aunque  alguna  de  tales  personas  tenga  cierto  derecho  sobre  la 
misma  cosa;  que  no  influye  en  sentido  alguno  la  intervención  ju- 
dicial ocasionada  por  la  pasividad  de  los  deudores  apremiados, 
porque  tal  intervención  no  puede  infundir  respecto  á  la  cosa 
otros  derechos  que  los  que  los  mismos  apremiados  tuviesen  en 
ella,  como  parece  pretender  el  recurrente  al  cali6car  de  forzosa 
la  anotación  del  embargo  por  no  emanar  de  la  voluntad  del  due- 
ño; y  que  aparte  de  estas  consideraciones,  es  de  invocar  en  apo- 
yo de  la  tesis  denegatoria  la  jurisprudencia  establecida  por  las 
Resoluciones  de  17  de  Noviembre  de  1879,  15  de  Julio  de  1881 
y  14  de  Noviembre  de  1888. 

E)  Juez  Delegado  y  Presidente  de  ¿a  Audiencia. — El  Juzgado 
de  primera  instancia,  que  expidió  el  mandamiento  denegado, 
informó:  que  es  improcedente  la  negativa  del  Registrador,  y  que 
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procede  que  se  haga  la  anotación  denegada,  invocando  al  efecto 
las  razones  expuestas  por  el  recurrente. 

El  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  la  nota  del  Regis- 
trador, declarando  que  no  ha  lugar  á  practicar  la  anotación  pre- 
ventiva, fundando  su  resolución  en  motivos  análogos  á  los  aduci- 
dos por  el  Registrador  en  su  informe. 

F)  Dirección:  Nuevo  alegato  del  recurrente.^YX  recurrente 
apeló  de  esta  resolución  para  ante  la  Dirección  general,  expo 
niendo:  que  la  prohibición  de  enajenar  establecida  en  la  dis- 
posición testamentaria  del  causante  sólo  ha  sido  impuesta  á  la 
viuda  del  mismo,  «y  cualesquiera  que  fuesen  los  términos  en 
<iue  estuvieran  expresadas,  sólo  podría  referirse  á  los  actos  vo- 
luntarios de  los  herederos,  únicos  obligados  á  respetar  la  volun- 
tad del  testador,  y  nunca  alcanzaría  á  los  forzosos,  como  son 
las  resoluciones  y  ventas  judiciales»:  que  en  cuanto  á  la  inscrip- 
ción en  el  Registro,  al  figurar  anteriormente  la  finca  á  nom- 
bre del  testador,  persona  cierta  y  determinada,  no  ha  podido  can- 
celarse esta  inscripción  en  favor  de  otro  si  no  es  igualmente  cier- 
to y  determinado,  ya  sea  esta  persona  real  ó  jurídica,  ya  se  com- 
ponga de  un  individuo  ó  de  varios,  ó  ya  se  designe  por  su  nom- 
bre ó  título,  pues  en  el  Registro  no  cabe  la  incertidumbre,  y  los 
hijos  y  nietos  de  aquél  no  son  inciertos  según  dicho  Registro;  sin 
(jue  sea  permitido  al  deudor  dificultar  el  cumplimiento  de  sus 
obligaciones  entorpeciendo  la  venta  de  determinados  bienes, 
puesto  (jue  la  elección  de  los  más  realizables  dentro  de  cada  cla- 
se le  corresponde  al  acreedor;  y  que  por  la  sentencia  que  se  trata 
(le  hacer  efectiva  resulta  condenada  la  viuda  en  igual  concepto 
que  los  hijos  y  herederos  del  testador,  y  aunque  así  no  fuera  y  re- 
sultase aquélla  condenada  como  legataria,  al  serlo  de  parte  alí- 
cuota del  caudal  para  satisfacer  los  créditos  contra  su  causante, 
se  encuentra  en  igual  situación  que  todos  los  demás  herederos. 
Vistos  los  artículos  20  de  la  ley  Hipotecaria  y  480  y  799  del 
Código  civil. 

La  Dirección  general  acordó  dejar  sin  efecto  la  nota  del  R^' 
gistrador,  ordenándole  practicar  la  anotación  de  embargo  que 
interesaba  el  mandamiento  judicial,  fundando  este  acuerdo  en  la 
siguiente 
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DOCTRINA 

Según  resulta  del  testamento  del  causante  y  de  los  asientos  extendidos 
en  los  libros  del  Registro,  relativos  á  la  casa  con  huerto  y  la  viuda  tiene 
sobre  la  mitad  pro  indií  isa  de  dicha  finca  el  derecho  de  usufructo,  como 
sucesora  en  wia  parte  alícuota  de  los  bienes  de  aquél,  y  los  hijos  y  des- 
cendientes del  mismo  la  propiedad  plena,  en  caso  que  dicha  vitida  contrai- 
ga matrimonio  ó  de  que,  no  contrayéndole,  fallezca  sin  designar  e7t  cuál 
de  dichos  hijos  ó  descendientes  ha  de  recaer  la  expresada  propiedad. 

Dirigido  el  procedimiento  de  apremio  contra  los  bienes  y  rentas  que 
poseyeran  los  referidos  viuda  é  hijos  y  lierederos  del  causante,  y  acorda- 
do por  la  Autoridad  judicial  el  embargo  de  la  expresada  mitad  de  casa, 
es  evidente  que  procede  la  anotación  del  mismo,  en  virtud  del  ntievo  man 
damiento  expedido  al  efecto,  después  de  subsanados  los  defectos  de  que 
adolecía  el  primero,  toda  vez  que  soh-e  dicha  mitad  corresponde  á  ¡a  viu- 
da el  derecho  de  usufructo,  que  es  enajenable  en  la  forma  prevista  en  el 
art.  480  del  Código  civil,  y  á  los  hijos  y  descendientes  del  testador,  qve 
sofiá  la  vez  s^is  herederos,  la  propiedad  plena,  ó  á  uno  solo  de  ellos,  según 
que  se  realicen  ó  no  las  condiciones  impuestas  por  este  último,  para  atya 
adquisición  no  es  necesario  el  cumplimiento  de  dichas  condiciones,  co  í 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  799  de  dicho  Código. 

Por  último,  no  pueden  tenerse  en  cuenta,  para  el  efecto  de  negar  la 
anotación  del  mandamiento  de  embargo,  las  razones  legales  que  aducen, 
tanto  el  Registrador  de  la  propiedad  en  su  infoi-me,  como  el  Presidente 
de  la  Audiencia  en  la  resolución  apelada,  en  demostración  de  la  ilegali- 
dad del  procedimiento  de  apremio  dirigido  contra  la  viuda  y  los  demás 
hijos  y  herederos  del  testador,  y  especialmente  contra  la  mitad  de  la  casa 
y  huertos  antes  referida,  porque  los  Registradores  de  la  propiedad,  y  por 
consiguiente,  sus  superiores  jerárquicos,  carecen  de  competencia  para  exa- 
minar y  calificar  los  fundamentos  de  la  sentencia,  auto  ó  providencia, 
cuya  inscripción  ó  anotación  se  solicita,  según  la  doctrina  consignada  en 
la  exposición  de  fnotivos  del  Real  decreto  de  2  de  Enero  de  1876. 


Resolución  de  28  de  Mayo  de  \Wl." Arrendamiento  de  bienes 
usufructuados. 


HECHOS 


A)    Antecedentes. — En  virtud  de  testamento  otorgado  por  A, 
en  el  que  instituyó  heredero   á  su  hija  menor  B  para  cuando  lle- 
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gase  á  los  25  años,  y  si  entre  tanto  falleciese  sin  descendencia 
legítima,  la  sucesión  pasaría  á  su  otra  hija  C,  se  le  adjudicaron  á 
la  primera  dos  casas  adquiridas  por  los  albaceas  en  Barcelona, 
habiéndose  inscrito  el  título  de  adquisición  de  la  primera,  y  es- 
tando pendiente  el  de  la  segunda  y  la  inscripción  del  testamento 
por  lo  que  á  dichas  ñncas  se  refiere. 

B)  Documento  presentado  á  inscripción. — La  madre  y  legal  ad- 
ministradora de  la  hija  menor,  por  escritura  del  año  1894,  dio 
en  arrendamiento  á  A'  las  dos  expresadas  casas,  y  no  habiéndose 
llevado  á  término  el  contrato,  convinieron  en  otorgar,  como  así 
lo  hicieron  en  1895,  una  nueva  escritura  de  arrendamiento  de  las 
referidas  fincas  por  dos  años,  pactando  que  se  inscribiría  en  el 
Registro. 

C)  Calificación  del  Registrador. — Presentada  á  inscripción  la 
relacionada  escritura,  no  fué  admitida:  por  carecer  la  otorgante 
de  capacidad  legal  para  contratar  en  nombre  de  su  hija  menor 
por  no  haber  obtenido  autorización  judicial,  y  porque  existiendo 
condición  suspensiva  en  la  institución,  no  podía  disponer  la  ins- 
tituida de  los  bienes  hasta  los  25  años,  y  aun  entonces  sólo  deb 
mitad  por  acto  inter  vivos  en  virtud  de  la  prohibición  del  testador. 

D)  Recurso  gubernativo. — a)  Impugncuión  de  la  nota. — Lo  in- 
terpuso el  arrendatario  alegando:  Que  la  madre  de  la  menor  tenía 
capacidad  para  arrendar  en  nombre  de  su  hija  (art.  1.548  del 
Código  civil),  mucho  más  ostentando  la  patria  potestad;  que 
el  arrendamiento  es  simple  acto  de  administración  y  no  re- 
quiere la  licencia  judicial;  que  los  rendimientos  de  las  fincas  co- 
rrespondían desde  luego  á  la  menor;  que  la  prohibición  del  tes- 
tador se  refirió  á  la  disposición  de  bienes  pero  no  á  la  facultad 
de  arrendarlos;  y  que  el  contrato  era  inscribible  con  la  implícita 
condición  rescisoria  de  que  el  dueño  al  adquirir  el  pleno  dominio 
podía  dejarlo  sin  efecto. 

b)  Dictamen  del  Registrador. — Mantuvo  su  nota  fundándose 
en  que  convertidos  según  la  ley  Hipotecaria  en  derechos  reales 
los  arrendamientos  inscribibles,  es  necesaria  la  autorización  ju- 
dicial cuando  los  otorga  la  madre  en  nombre  de  la  hija  menor 
no  emancipada,  y  porque  estando  sujeta  la  institución  á  condi* 
ción  suspensiva,  lo  están  también  los  derechos  que  le  sean  afectos, 
no  adquiriendo  plena  eficacia  hasta  que  aquélla  se  cumpla,  según 
la  Resolución  de  i.**  de  Octubre  de  1895. 
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c)  Jun  delegado  y  Presidente  de  la  Audiencia, — Revocó  la  nota 
del  Registrador  apoyándose:  en  que  el  arrendamiento  es  acto  de 
mera  administración,  que  no  requiere  de  la  licencia  judicial,  y  que 
no  se  propone  disponer  de  los  bienes  sino  hacerlos  productivos; 
que  las  cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  de  obligaciones  su- 
jetas  á  Registro  y  sus  incidencias,  han  de  resolverse  aplicando  el 
Código  civil  en  lo  que  esté  en  contradicción  con  la  ley  Hipoteca- 
ria, por  ser  ésta  de  carácter  general  y  posterior  al  decreto  de 
nueva  planta,  siendo  por  tanto  válido  el  arrendamiento  con 
arreglo  al  art.  1.548  del  Código  civil  é  inscribible  con  sujeción 
al  1.549;  y  finalmente,  que  el  arrendamiento  efectuado  no  alteraba 
los  derechos  que  aparecían  sobre  las  fincas  en  el  Registro,  puesto 
que  si  llegaba  el  caso  previsto  por  el  causante,  el  dueño  de  las 
mismas  quedaría  en  libertad  de  respetar  ó  no  el  arrendamiento. 
Cuya  resolución  mantuvo,  confirmándola,  el  presidente  de  la 
Audiencia. 

B)  La  Dirección,  vistas  la  \ey  /."*,  ///.  30,  lib,  /.°,  vol,  /.°  de  las 
Constittuiones  de  Cataluña:  /.*  ///.  60,  De  bonis  maternis:  8 f aparra- 
fo  4.^,  tit,  61.  De  bonis  qua  liberis  in  potestaíe  patris,  etc.,  Lib,  6f 
del  Código  Repetite prelectionis:  Ley  12,  párrafo  2^,  i^, párrafo  4..^, 
38  y  3Q,  tit.  /.**  De  usufruciu  et  quemadmodum  qui  utatur  fruabes- 
Lib,  Jfy  9.^,  párrafo  l^,  tit,  2!*  Locati  conducti,  lib,  ig  del  Digesto, 
dejó  sin  efecto  la  nota  del  Registrador. 

DOCTRINA 

En  virtud  de  la  inscripción  de  la  escritura  otorgada  por  la  madre  y 
los  albaeeas  testamentarios  del  testador,  en  calidad  además  de  tutores  y 
curadores  de  la  menor  B,  en  31  de  Diciembre  de  1892  quedaron  modi- 
ficadas  varias  de  las  disposiciones  consignadas  en  el  testamento  y  codicilo 
de  dicho  testador  en  cuanto  afectaban  á  derechos  y  obligaciones  impuestas 
por  este  último  á  los  otorgantes,  y  especialmente  laque  ordenaba  que  los 
albaeeas  tuvieran  en  su  poder  los  bienes  de  la  herencia  mientras  se  cum 
pitan  las  condiciones  de  la  institución,  los  ctmles  bieties  entraron  por 
efecto  de  dicha  escritura  en  poder  de  las  prenombradas  tnenores  B  y  C, 
según  la  distribución  llevada  á  cabo  en  este  mismo  documento, 

A  la  expresada  B,  primera  instituida,  se  la  adjudicaron,  entre  otros 
bienes,  las  dos  referidas  casas  de  Barcelona,  poniéndolas  los  albaeeas  en 
posesión  de  la  misma,  y  en  su  nombre  y  representación  á  su  madre. 

^'erciendo  esta  última  la  patria  potestad  sobre  su  hija,  según  apare- 
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ce  de  los  documentos  que  en  nombre  de  la  misma  ha  otorgado,  sin  que  el 
Registrador  haya  negado  ni  siquiera  puesto  en  duda  esta  cualidad,  es 
evidente  qtie,  tanto  por  la  leyes  del  Reino  como  por  las  eiicuUis  de  la  le- 
gislación romana,  le  corresponde  el  usufructo  de  las  expresadas  fincas. 

Todo  usufructuario  puede,  con  arreglo  á  las  cit<idas  leyes,  disfrutar 
personalmente  de  las  cosas  en  que  consiste  el  usufructo,  ó  dar  en  arren- 
damiento este  derecho  por  todo  el  tiempo  de  la  duración  del  mismo,  libre- 
mente y  sin  necesidad  de  obtener  el  consentimiento  del  propietario. 

Bajo  este  supuesto,  son  inaplicables  en  el  presente  caso  las  razones 
legales  alegadas  por  el  Registrador  en  la  nota  puesta  al  pie  de  la  escri 
tura  de  arriendo,  toda  vez  que  no  se  trata  de  actos  ejecutados  por  un 
tutor  ó  curador  en  nombre  del  menor,  sino  por  persona  investida  con  la 
patria  poteUad,  como  dicho  funcionano  lo  ha  reconocido,  ni  tampoco  se 
trata  de  actos  de  enajenación  que  modifiquen  ó  alteren  los  derechos  de 
la  hija,  ni  los  que  puedan  corf  esponder  á  las  personas  llamadas  eventuat- 
mente  á  la  herencia  del  causante,  en  el  caso  de  que  la  menor  B  y  la  otra 
menor  C  falleciesen  antes  de  los  25  años  ó  sin  dejar  legatarios  descen- 
dientes, sino  del  ejercicio  legitimo  del  deredio  que  la  compete  como  madre, 
n  consecuencia  de  las  nuevas  relaciones  jurilicas  creadas  por  la  escritura 
de  transacción,  división  y  adjudicación,  las  cuales,  una  vez  inscritas,  Aotí 
de  tenerse  como  válidas  y  surtir  todos  sus  propios  y  naturales  efectos 
mientras  no  se  declare  su  nulidad  por  quien  corresponda. 


[rtícilo  485.     El  usufructuario   de  un  monte  disfrutará 
todos  los  aprovechamientos  que  pueda  éste  producir* 
segün  su  naturaleza. 

Siendo  el  monte  tallar  ó  de  maderas  de  construcción,  po- 
drá el  usufructuario  hacer  en  él  las  talas  ó  las  cortas  ordina- 
rias que  solía  hacer  el  dueño,  y  en  su  defecto  las  hará,  aco- 
modándose en  el  modo,  porción  y  épocas,  á  la  costumbre  del 
lugar. 

En  todo  caso  hará  las  talas  ó  las  cortas  de  modo  que  no 
perjudiquen  á  la  conservación  de  la  fínca. 

En  los  viveros  de  árboles  podrá  el  usufructuario  hacer  la 
entresaca  necesaria  para  que  los  que  queden  puedan  desarro- 
llarse convenientemente. 
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Fuera  de  lo  establecido  en  los  párrafos  anteriores,  el  usu- 
fructuario no  podrá  cortar  árboles  por  el  pie  como  no  sea 
para  reponer  ó  mejorar  alguna  de  las  cosas  usufructuadas,  y 
en  este  caso  hará  saber  previamente  al  propietario  la  necesi- 
dad de  la  obra  (i). 


(i)  Sentencia  de  io  de  Marzo  de  j8gj. — En  pleito  sobre  nulidad  de  es- 
critura y  pago  de  pesetas,  recayó  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Bar- 
celona, contra  cuyo  fallo  se  interpuso  recurso  de  casaciiSn,  citando  en  uno 
de  sus  motivos  como  infringido  el  art,  48$  del  Código  civil.  El  Tribunal 
Supremo  desestimó  el  recurso  considerando,  en  cuanto  á  la  infracción  de 
dicho  precepto,  que  «debiendo  resolverse  el  litigio  por  las  leyes  vigentes 
en  Cataluña  y  no  por  el  derecho  común,  carece  de  aplicación  al  caso,  y  no  ha 
podido  infringirse  el  art.  485  del  Código  ciril...» 

Sentencia  del  Tribunal  Contencioso  Administrativo  del  22  de  Abril 

de  1896.—  Usufructo  de  montes. 


Celebrada  por  el  Estado  subasta  pública  de  los  productos  de  un  monte  de 
su  propiedad,  le  fueron  adjudicados  á  X^  otorgándose  la  correspondiente  es- 
critura, por  la  cual  se  obligó  el  rematante  á  tomar  á  su  cargo  el  expresado 
aprovechamiento  por  el  precio  de  la  subasta. 

Presentada  copia  de  dicha  escritura  en  la  ofícina  liquidadora  del  im- 
puesto de  derechos  reales,  se  giró  )a  liquidación  correspondiente  por  el  con> 
ceptode  trasmisión  de  bienes  muebles. 

Reclamó  A' contra  la  liquidación,  que,  á  su  juicio,  debía  practicarse  por 
el  concepto  de  arrendamiento,  conforme  al  art.  1.543  del  Código  civil,  y  no 
por  el  de  compraventa,  pero  la  Delegación  de  Hacienda  desestimó  la  recla- 
mación; é  interpuesto  recurso  de  alzada,  el  Tribunal  gubernativo  del  Minis- 
terio  de  Hacienda,  de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  Dirección  general 
de  lo  Contfincioí  o  del  Estado,  resolvió  que  procedía  girar  dos  liquidaciones 
en  lugar  de  la  liquidación  impugnada;  una  por  el  arrendamiento  de  pastos  y 
otra  por  el  de  compraventa  de  muebles,  ó  sea  por  la  adquisición  de  deter- 
minado número  de  metros  cúbicos  de  p'no  en  rollo  y  corteza. 

Contra  el  anterior  acuerdo  dedujo  recurso  contencioso-administrativo 
X^  acompañando  al  escrito  de  interposición,  entre  otros  documentos,  copia  de 
la  escritura  de  arrendamiento,  formalizando  luego  la  demanda,  con  la  súplica 
de  que  se  revoque  el  fallo  del  Tribunal  gubernativo,  y  se  declare  que  en  la 
escritura  referida  sólo  se  contiene  el  concepto  jurídico  de  arrendamiento  de 
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Seccién  tereera. 

De  lat  obligaciones  del  nsofrnctnario. 

^SErtíoulo  491.    El  usufructuario»  antes  de  entraren  el 
fff^   goce  de  los  bienes,  está  obligado: 

i.^  A  formar,  con  citación  del  propietario  ó  de  su  legiti- 
mo representante,  inventario  de  todos  ellos,  haciendo  tasar 
los  muebles  y  describiendo  el  estado  de  los  inmuebles. 


un  monte  maderable,  con  imposición  de  costas  á  la  representación  del  Estado 
si  se  opusiese  á  la  demanda. 

Emplazado  el  Fiscal  evacuó  el  traslado  de  contestación  con  la  súplica 
de  que  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración  general  del  Estado,  confir- 
mando la  resolución  reclamada. 

El  Tribunal  de  lo  Contencioso,  vistos  los  artículos  1.545  y  1.543  del 
Código  civil  y  el  34  del  Reglamento  de  25  de  Septiembre  de  1892,  revocó 
el  acuerdo  impugnado  en  cuanto  resuelve  que  se  giren  dos  liquidaciones 
por  el  impuesto  de  derechos  reales,  declarando  en  su  lugar  que  debe  gi- 
rarse una  sola  liquidación  por  el  concepto  de  arrendamiento  sobre  todo  el 
precio  del  contrato,  y  que  debe  devolverse  á  A^la  cantidad  que  haya  pagado 
de  exceso;  fallo  que  se  apoyó  en  la  siguiente 

DOCTRINA 

En  el  contrato  celebrado  entre  la  Administración  y  el  reclamante  con- 
curren todas  las  condiciones  exigidas  para  el  arrefidamienio  en  los  ar. 
ticulos  citadosy  toda  vez  que  los  montes  maderables  no  tienen  más  uso  que 
extraer  de  ellos,  en  los  tiempos  en  que  las  cortas  Jhon  de  hacerse,  las  ma- 
deras que  produzcan,  y  utilizar  el  pasto  para  la  manutención  y  cria  ád 
ganado. 

La  misma  Administración  ha  reconocido  el  carácter  de  arrendamiento 
que  tiene  el  aludido  contrato  al  darle  este  nombre;  asi  en  el  pliego  de 
condiciones  como  en  la  escritura  pública  otorgada,  y  al  fijar  un  solopre- 
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2.^  A  prestar  fianza,  comprometiéndose  á  cumplir  las 
obligaciones  que  le  correspondan  con  arreglo  á  esta  sección. 

Senteneia  de  10  de  Enero  de  ÍB^A.—Presfacián  de  fianza 
por  el  usufructuario. 

HECHOS 

A)  Antecedentes, --Y or  escritura  otorgada  en  1873  en  Palma 
de  Mallorca,  un  padre  donó  á  su  hijo  el  derecho  de  usufructo  de 
una  porción  de  75  hectáreas  llamada  la  Quintana  y  tres  casas,  per- 
teneciente todo  ello  á  una  finca  del  donante  sita  en  el  lugar  de 
Galilea,  con   objeto  de  que  dicho  hijo  pudiera  formar  su  título 


cío  par  la  explotación  tanto  de  los  productos  maderables  como  de  lospas» 
ios  del  monte. 

No  existe  razón  alguna  para  estimar  que  la  convención  aludida  con- 
tiene dos  contratos t  uno  el  de  venta  de  las  maderas ^  y  otro  el  de  arrenda- 
miento de  los  pastos,  porque  aparte  de  que  en  ella  existen  todos  los  re- 
quisitos esenciales  del  atrendamiento  de  cosas^  es  lo  cierto  que  no  puede 
entenderse  como  venta  la  explotación,  por  determinado  tiempo,  de  los 
productos  periódicos  de  una  finca  sin  tran^erirse  el  dominio  ó  propiedad 
de  esta  explotación;  que  un  monte  tiene  necesariamente  que  comprender, 
en  primer  término,  la  de  la  madera,  que  constituye  su  principal  elemen- 
to de  riqueza. 

Confirma  esta  doctrina  el  precepto  del  art,  485  del  Código  ^civil,  que 
define  los  derechos  de  los  usufructuarios  de  montes,  puesto  que  declara 
expresamente  que  las  cortas  ó  talas  ordinarias  que  se  acomodan  al  modo, 
proporción  y  época  determinadas  por  la  costumbre  del  lugar,  son  meros 
aprovechamientos  de  los  productos,  y  no  afectan  á  la  materia  de  la  cosa 
como  es  de  toda  evidencia,  si  se  tiene  en  cuenta  que  por  lo  general  la  ex- 
plotación forestal  de  montes  públicos  se  verifica  por  medio  de  arrenda- 
nUentoSy  en  los  cuales  la  venta  de  maderas  es  un  derecho  que  da  el  con- 
trato al  arrendatario,  al  cual  cede  el  dueño  el  derecho  de  recoger  los 
productos  que  la  tierra  y  los  tallares  producen  en  el  periodo  del  contrato 
y  enajenarlos  ó  utilizarlos;  y 

For  lo  expuesto,  el  acuerdo  impugnado  debe  revocarse,  declarándose 
que  en  el  contrato  sólo  se  contiene  el  concepto  jurídico  de  arrendamiento 
para  los  efectos  del  impuesto  de  derechos  reales,  sin  que  pueda  adoptarse 
resolución  alguna  respecto  al  impuesto  de  timbre,  porque  el  acuerdo  ttn- 
pugnado  dispone  únicamente  que  para  fijar  éste  se  forme  otro  expediente 
separado. 
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de  ordenación  eclesiástica,  lo  cual  había  de  durar  mientras  no 
obtuviese  otra  pieza  congrua  aprobada  por  el  tribunal  eclesiás- 
tico. 

Aceptó  el  hijo  la  donación,  y  fué  promovido  al  presbiterado 
en  1874  á  título  de  patrimonio,  sirviendo  luego  diferentes  cargos 
con  distintos  sueldos. 

El  1890  falleció  el  padre  bajo  testamento  otorgado  en  1886, 
por  el  que  instituyó  á  sus  siete  hijos,  dejando  A  B  una  de  las 
casas  de  Galilea  con  la  obligación  de  suministrar  al  hijo  sacer- 
dote 50  libras;  á  C  otra  casa  con  la  misma  obligación,  y  al  clérigo 
una  tierra  y  las  dos  cantidades  de  50  libras,  con  la  condición  de 
no  f)oder  reclamar  ni  percibir  los  frutos  de  la  tierra  y  casa  que 
le  había  donado  en  usufructo,  dejando  en  otro  caso  de  ser  here- 
dero y  legándole  para  este  caso  la  porción  legítima. 

Renunció  el  sacerdote  la  herencia  paterna  optando  por  el  usu- 
fructo donado,  y  en  189 1  promovió  expediente  de  jurisdicción 
voluntaria,  pidiendo  se  le  diera  posesión  de  las  casas  que  ocupa, 
ban  sus  hermanos  por  ser  las  que  su  padre  le  donó  en  usufructo 
para  formar  el  título  de  ordenación.  Opusiéronse  los  hermanos- 
hízose  contencioso  el  expediente,  y  entonces  el  donatario  for- 
muló: 

B)  Demanda. — Alegando  los  hechos  que  anteceden  y  pidien- 
do se  condenara  á  sus  hermanos,  como  herederos  de  su  padre  y 
especialmente  á  B  y  C  como  poseedores,  á  que  le  entregasen  en 
concepto  de  usufructuario  las  porciones  que  actualmente  poseían 
de  la  finca  cLa  Quintanai,  más  los  frutos  producidos  desde  1873 
con  las  costas.  Expuso  también  que  desde  su  ordenación  canóni- 
ca no  había  adquirido  pieza  alguna  congrua  aprobada  por  el  tri- 
bunal eclesiástico,  y  que  no  obstante  la  donación  que  le  hizo  su 
padre  nunca  entró  en  posesión  de  la  cosa  donada. 

C)  Contestación. — La  formularon  los  hermanos,  pidiendo  por 
reconvención  se  declarara  que  el  hermano  ordenado  vem'a  en  la 
obligación,  antes  de  entrar  en  la  posesión  de  la  finca,  de  formar 
inventario  describiendo  el  estado  de  la  misma  y  prestar  fiama 
idónea;  y  se  les  absolviera  de  la  demanda  en  cuanto  á  los  frutos, 
aduciendo  razones  de  índole  particular  que  no  afectan  á  lo  sus- 
tancial de  la  cuestión. 

D)  Sentencia. — Fueron  conformes  las  •*?  orimera  y  segunda 
instancia,  declarando  i.°,  que  los  hermanos  del   demandante, 
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como  herederos  de  su  padre  y  especialmente  B  y  C  como  po- 
seedores, estaban  obligados  á  entregar  al  actor  en  concepto  de 
usufrnctoario  las  porciones  de  la  ñnca  cLa  Quintana».  2.^,  que 
correspondían  al  demandante  los  frutos  de  la  expresada  finc^ 
desde  1874,  con  deducción  de  los  gastos  materiales.  3.'',  que  en  i 

el  acto  de  la  toma  de  posesión  se  extendiera  diligencia  descripti- 
va de  la  finca  para  apreciar  su  estado  el  día  de  la  devolución. 
Y  4.*,  que  no  había  lugar  á  la  prestación  de  fianza  solicitada  por 
los  demandados. 

£J  Recurso  de  casiuión. — Lo  interpusiéronlos  hermanos  ale- 
gando las  infracciones  siguientes: 

I  .**  La  ley  20,  HL  XXXI,  Parüda  J.'*,  las  Sentencias  de  7  de  No  - 
vUmbre  de  iSjg,  S  de  Febrero  de  1872  y  17  de  Marzo  de  1886,  y  el 
articulo  4QI  del  Código  civtl,  al  estimar  la  sentencia  recurrida  que 
el  donatario  no  está  en  la  crbligación  de  afianzar  por  no  prescribir 
la  escritura  de  donación  la  obligación  expresada. 

2.**  El  núm.  I?  del  art.  4g4  del  Código  civil,  en  cuanto  se  de- 
clara no  haber  lugar  á  que  los  hermanos,  dueños  de  la  nuda  pro-  * 
piedad  retengan  en  su  poder  la  finca  mientras  la  fianza  no  se 
preste,  con  la  obligación  de  entregar  al  usufructuario  el  producto 
líquido,  deducida  la  suma  que  por  administración  se  señale;  y 
Sentencia  de  7  de  Noviembre  de  l8^g. 

£1  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar  al  recurso  por  la 
cuarta  y  última  de  las  declaraciones  del  fallo  recurrido. 

DOCTRINA 

Dedarado  que  el  demandante  tiene  el  derecho  al  ueufrticto  que  por 
escritura  de  30  de  Diciembre  de  1873  le  donó  su  padre,  hay  que  recono- 
cer también  la  obligación  en  que  aquél  se  halla  de  prestar  la  fianza  co- 
rrespondiente antes  de  entrar  en  el  goce  de  aquel  derecho,  porque  el  do- 
nante nada  ordenó  en  contrario,  demostrando  después  en  todos  sus  cutos 
que  con  la  liberalidad  no  queria  mermar  los  intereses  de  sus  demás  hijos^ 
y  porque  dispone  el  derecho  romano,  y  consigna  textualmeitte  la  ley  20, 
tu.  XXXI,  Partida  3,^,  que  el  usufructuario  debe  percibir  de  buena  fe, 
i  dando  antes  recaudo  de  que  por  su  culpa  ni  codicia  no  se  pierda  ni  se  de- 
\  teriore  la  cosa,  y  de  que,  por  su  muerte  ó  cumplido  el  tiempo  del  usufruc- 
to, la  restituirá  á  su  dueño,  ley  que  al  absolver  de  la  reconvención  for- 
mulada por  los  demandados,  infringe  la  sentencia,  como  infringe  igual- 
mente la  doetrifia  invocada  en  el  motivo  1.^,  la  cual  ha  venido  á  sancio- 
nar el  Código  dvil  en  sus  articulos  491  y  494. 

21  •• 
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RTícuLo  494.  No  prestando  d  usufructuario  la  fiaiua 
en  los  casos  en  que  deba  darla«  podrá  el  propietano 
^igir  que  los  inmuebles  se  pongan  en  administradóo,  que 
los  muebles  se  vendan,  que  los  efectos  püblioos,  títulos  de  cré- 
dito nominativos  ó  al  portador  se  conviertan  en  inscrípdooes 
ó  se  depositen  en  un  Banco  ó  establecimiento  publico,  y  que 
los  capitales  ó  sumas  en  metálico  y  el  precio  de  la  enajena- 
ción de  los  bienes  muebles  se  inviertan  en  valores  s^furos. 

El  interés  del  precio  de  las  cosas  muebles  y  de  los  efectos 
públicos  y  valores,  y  los  productos  de  los  bienes  puestos  en 
administración,  pertenecen  al  usufructuario. 

También  podrá  el  propietario,  si  lo  preñere,  mientras  d 
usufructuario  no  preste  fianza  ó  quede  dispensado  de  ella,  re- 
tener en  su  poder  los  bienes  del  usufructo  en  calidad  de  admi- 
nistrador, y  con  la  obligación  de  entregar  al  usufructuario  su 
producto  líquido,  deducida  la  suma  que  por  dicha  administra- 
ción se  convenga  ó  judicialmente  se  le  señale. 

Rtsoluclón  de  28  de  Mayo  de  tBSl,-- Arrendamiento  de  bienes 
usufructuados. — Véase  art.  480. 
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Sección  cuarta. 

De  los  modos  de  extin^rse  el  usufructo. 

jgLRTíouLO  515.  No  podrá  constituirse  el  usufructo  á  fa- 
J!f^  vor  de  un  pueblo  ó  Corporación  ó  Sociedad  por  naás 
de  treinta  afios.  Si  se  hubiere  constituido,  y  antes  de  este 
tiempo  el  pueblo  quedara  yermo,  ó  la  Corporadón  ó  la  So- 
ciedad se  disolviera,  se  extinguirá  por  este  hecho  el  usu* 
fructo  (i). 


<i)  Sentencia  del  Tribunal  Contenciese  Admlnistrative  de  6  de  Julio 

de  X^M.-^Consiitueión  di  un  usufructt  permanenU' 

HECHOS 

Por  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento,  se  comunicó  al 
Gobernador  civil  de  A'  la  conveniencia  de  que  la  Diputación  provincial  coad* 
yuvaAe  por  determinados  medios  sd  desarrollo  de  la  enseñanza  médica,  cuyas 
dínicas  se  hallaban  instaladas  en  el  ala  de  un  hospital  perteneciente  á  dicha 
Corporación. 

Nombró  ésta  una  subcomisión  para  que,  en  unión  de  los  Catedráti- 
cos de  la  Facultad  de  Medicina  designados  por  el  Ministerio,  se  llegara  á  un 
acuerdo,  redactándose  un  dictamen,  en  el  cual  se  expuso  que  todos  los  co- 
misionados reconocían  la  legitimidad  de  la  posesión  que  la  Diputación  ejer- 
cía sobre  la  referida  ala  del  hospital,  creyendo  que  sería  conveniente  para  el 
Estado  la  adquisición  de  ella  por  compra,  previa  tasación  pericial;  pero  que 
mientras  esto  no  sucediese,  convenía  á  la  enseñanza  que  la  Facultad  de  Me- 
dicina entrase  en  el  usufructo  de  la  misma  para  ensanchar  los  estudios  clíni- 
cos, é  instalar  nuevas  enfermerías. 

Recibido  este  dictamen  por  el  Ministerio  de  Fomento,  dictóse  un- 
Real  decreto,  en  cuyo  art.  i  .^  se  disponía  lo  siguiente:  «El  ala  del  Hospital 
Provincial  paralela  al  edificio  que  ocupa  la  Facultad  de  Medicina  se  destina- 
rá exclusivamente  á  hospital  clínico,  pasando  á  ser  usufructo  permanente  de 
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*BbRTlcüLO  520.  El  usufructo  00  se  extingue  por  d  mai 
^T  uso  de  la  cosa  usufitictuada;  pero^  si  el  abuso  infiriese 
considerable  perjuicio  al  propietario,  podrá  éste  pedir  que  se 
le  entregue  la  cosa,  obligándose  á  pagar  anualmente  al  usu- 
fructuario el  producto  líquido  de  la  misma,  después  de  dedu- 
cir los  gastos  y  el  premio  que  se  le  asignare  por  su  adminis* 
tradón. 

SMtenoia  de  19  de  Dicisnbre  de  1893. — Administración  de  la 
cosa  usufructuada  par  las  dueñas  de  la  nuda  propiedad, 

HECHOS 

j4)  AniecedenUs. — ^En  1855,  A  compró  en  publico  remate, 
como  procedente  de  un  concurso  de  bienes,  un  ingenio,  compues- 
to de  tierras  y  varias  casas,  unas  para  vivienda  en  buen  estado,  y 
otras  muy  deterioradas  para  máquinas. 

En  el  mismo  año  falleció  el  rematante  bajo  testamento,  en  el 
que  declaró  poseer  dicho  ingenio  y  tres  más;  instituyó  por  he- 
rederos usufructuarios  A  B,  C  y  D;  dispuso  en  la  cláusula  43  que 
entraran  en  posesión  de  las  fincas  desde  su  fallecimiento  sin  pres- 
tación de  fianza;  y  por  otra  de  las  cláusulas  ordenó  que  jior  muer- 


la  Facultad  de  Medicina,  que  la  destinará  al  objeto  indicado.  A  este  propdst- 
to,  dicha  ala  quedará  separada  totalmente  del  Hospital  Provincial,  de  modo 
que  su  acceso  tenga  lugar  por  el  edificio  de  la  actual  Facultad.» 

Contra  el  anterior  Real  decreto  y  en  cuanto  i  la  disposición  que  queda 
transcrita,  dedujo  recurso  contencioso  la  Diputación  provincial,  formalisando 
la  demanda  después  de  recibido  el  expediente  gubernativo,  con  la  súplica  de 
que  se  revoque  la  disposiddn  impugnada,  declarando  que  el  Ministerio  de 
Fomento  no  pudo  legalmente,  por  carecer  de  facultades  para  ello,  establecer 
el  usufructo  permanente  en  favor  de  la  Facultad  de  Medicina  que  sobre  el 
ala  derecha  del  Hospital  Provincial  constituye  el  art  i.^  del  Real  decreto 
de  28  de  Agosto  de  1893;  ^^^  como  el  dictamen  de  la  Comisión  mixta  de 
Catedráticos  y  Diputados  provinciales,  no  pudo  ni  puede  consideraise  ni 
por  el  Ministerio  de  Fomento  ni  por  la  Diputación  provincial,  sino  como 
base  de  proyecto  de  un  futuro  contrato,  que  no  cabía  obligara  al  Estado  ni 
á  la  Corporación  provincial  ínterin  no  se  llenaran  los  requisitos  Índiq)en- 
sable  para  ello;  condenando  en  costas  á  la  Administración  central  en  el 
caso  de  que  no  se  allane  á   esta  demanda;   y  emplacado   el  Fiscal,  contestd 
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te  del  último  de  los  herederos  pasaran  los  bienes  en  propiedad  al 
Colegio  de  San  Francisco  de  Sales,  en  la  Habana. 

En  1S90,  dos  de  los  herederos,  fundándose  en  el  mal  estado 
de  la  casa  de  la  ñnca,  y  para  evitar,  según  dijeron,  una  desgracia, 
principiaron  á  desbaratarla,  enajenando  los  materiales;  lo  que 
motivó  que  el  rector  del  Colegio  instituido  denunciara  el  hecho 
ante  los  Tribunales,  y  se  incoara  causa  criminal. 

Más  adelante,  celebrado  acto  conciliatorio  sin  avenencia,  el 
susodicho  rector  formuló 

BJ  Demanda, --Contra,  los  dos  herederos  usufructuarios  su- 
pervivientes, pidiendo  se  condenara  á  éstos:  i.**  A  que  cesando  en 
el  deterioro  y  enajenación  de  lo  que  formaba  parte  de  las  ñncas 
usufructuadas  prestaran  fianza  á  satisfacción  del  propietario. 


pidiendo  que  el  Tribunal  se  declarara  incompetente  para  conocer  de 
ella,  y  si  á  esto  no  hubiere  lugar,  que  se  absolviera  de  la  misma  á  la  Adminis- 
Umci6n  general  del  Estado. 

£1  Tribunal  de  lo  Contencioso,  previa  audiencia  á  las  partes,  dictó  sen- 
tencia declarando  improcedente  la  excepción  de  incompetencia  propuesta 
por  el  Fiscal,  y  revocando  el  art  i.^  del  Real  decreto  de  28  de  Agosto  de 
1893  en  cuanto  dispone  que  pase  á  ser  usufructo  permanente  de  la  Facultad 
•de  Medicina  el  ala  del  Hospital  Provincial  paralela  al  edificio  que  ésta  ocupa, 
sin  perjuicio  de  las  facultades  que  á  la  Administración  asisten  para  proceder 
en  la  materia  en  forma  legal,  y  reservándole  expresamente  en  este  sentido 
su  derecho,  cuyo  fallo  apoyó  en  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  euestián  que  se  venilla  en  el  presente  litigio  se  redice  á  detemd' 
-nut  si  el  Ministerio  de  Fomento  hapodido  declarar  y  disponer,  como  lo 
ha  hecho  en  el  art.  1.^  del  Beal  decreto  de  28  de  Agosto  de  1893,  que  el 
ala  del  Hospital  Provincial  paralela  al  edificio  que  ocupa  la  Facultad  de 
Medicina  pase  á  ser  ust^frueto  permanente  de  la  misma  para  su  destino 
^xdmeiüo  á  Hospital  dinico. 

Aparte  de  qtte  el  derecho  dvü  no  amtorisa  la  constitución  de  usuf  ruc- 
ios pemumentes,  como  lo  demuestra  la  disposición  contenida  en  el  ar- 
tículo 515  del  Código,  etí  lo  cierto  que  el  congtituido  en  el  ala  derecha  del 
Hospital  Provincial  en  favor  de  la  Facultad  de  Medicina  representa  una 
^verdadera  desmembración  de  los  derechos  que  á  la  Diputación  asisten 
tobre  el  mencionado  edificio,  y  ala  cual  no  ha  podido  llegarse  sino  me- 
odiante  la  conformidad  de  dicha  Corporación  y  previos  los  trámites  que 
la»  leyes  establecen. 


Digitized  by  VjOOQIC 


326  DiL  U8ÜFBU0TO  (abt.  520 

2.^  A  que  mientras  no  se  prestara  dicha  fianza,  se  constituyeran  las 
fincas  en  administración,  encargándose  de  ellas  el  heredero  pro- 
pietario, con  la  obligación  de  entregar  á  los  usufructuarios  los 
productos  líquidos,  deducidos  los  gastos  de  administración,  y  el 
lo  por  ICO  de  premio,  reservándose  reclamar  daños  y  perjuicios. 
C)  ConUsiacién. — Se  opusieron  los  demandados  exponiendo: 
que  el  testador  los  había  instituido  herederos  usufructuarios  con 
relevación  de  fianza;  que  no  habían  destruido  nada  útil,  y  sí  de- 
molido lo  ruinoso,  habiendo  hecho  en  la  fábrica  mejoras  que 
compensaban  con  creces  lo  derribado. 


La  SubcamÍHán  de  JXpuiados  Médieoe  nombrada  en  virhíd  de  la  Beat 
arden  de  á  de  Mayo  de  1893,  únicamente  tenia  facultades^  y  dentro  de 
elku  ee  mantuvo  estrictamente ^  para  tratar  eon  lo$  Catedrático$  de  ¡a 
Facultad  de  Medicma  que  d  Minieterio  deeignaae,  la  cuestián  técnka  re- 
lativa al  arreglo  y  reforma  del  Hospital  clínico  en  cuanto  á  su  régimen 
y  reglamentación^  pero  no  para  adquirir  compromisos  á  nombre  de  ¡a 
Diputación,  y  respecto  á  los  derechos  que  á  ésta  asiMian  sobre  el  edífiao 
del  Hospital  Provincial;  pues  aun  cuando  en  este  particular  hiáeray 
como  efectivamente  JUzo,  algunas  indicaciones  r^erentes  á  la  convenios 
ota  de  que  la  Facultad  de  Medicina  entrase  en  el  us^fructo  de  todos  los 
locales  de  la  citada  ala,  esas  indicaciones  no  podúm  tener  carácter  algu- 
no incidí  mientras  no  fuesen  aceptadas  en  la  forma  procedente  por  la  Di- 
putación provincial. 

Por  tratarse  como  se  trata  de  %m  dered^  real,  como  es  el  de  usufruc- 
to, no  ha  podido  tampoco  llevarse  á  efecto  sin  la  autorización  del  Go- 
bierno, representado  en  este  caso  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
con  arreglo  al  art.  77  de  la  ley  Provincial  antes  citado,  y  esto  tanto 
más,  cuanto  que  la  constitución  de  semejante  carga  venia  á  gravar  sobre 
un  Establecimiento  de  Beneficencia  cuyo  patronato  é  uaspección  suprema 
está  á  cargo  del  indicado  departamento  ministerial,  con  arreglo  ala  le- 
gislación vigente. 

Por  todo  lo  expuesto,  y  llevando  consigo  el  Beal  decreto  impugnado 
la  desmembración  de  la  plena  propiedad  que  la  Corporación  provinM 
tiene  sobre  el  fdificio  de  que  se  trata,  es  indudable  el  agravio  de  derecho 
inferido  á  ésta  por  aquella  disponción,  sin  que  á  este  propósito  q%teps 
invocar  las  facultades  discrecionales  y  de  mando  que  á  la  Admini^ra- 
ción  puedan  asistir;  porque  si  bien  el  Ministerio  de  Fomento  tiene  atri- 
buciones para  organizar  como  estime  conveniente  á  los  intereses  pMieot 
las  clínicas  de  la  Facultad  de  Medicina,  carece  de  ellas  para  mermar, 
en  la  forma  en  que  lo  ha  hecho,  los  derechos  que  á  la  Diputación  asisteis 
sobre  el  edificio  del  Hospital  Provincial,  eon  tanta  mayor  rosón,  cuanto 
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D)  Prueba. — Practicada  prueba,  acreditóse  la  existencia  de 
demoliciones  innecesarias,  y  se  apreciaron  los  daños  en  6.000 
pesos  oro. 

E)  Sentencia, — ^Fué  en  parte  confirmatoria  y  en  parte  revoca- 
toria de  la  de  primera  instancia,  y  se  declaró  por  ella  no  haber 
kigar  á  la  prestación  de  fianza,  y  haberlo  á  que  e>-Colegio  insti- 
tuido, heredero  en  propiedad,  se  hiciese  cargo  de  la  administra- 
ción de  las  fincas,  entregando  el  producto  líquido  á  los  usufruc- 
tuarios. 

F)  Recurso  de  casación, — Lo  interpusieron  los  usufructuarios, 
citando  las  siguientes  infracciones: 

i.^  La  voluntad  del  testador  expresada  en  la  cláusula  43,  y  por 
aplicación  indebida  el  art.  J20  del  Código  civil,  cuyo  artículo  no 
cabía  aplicarlo  aisladamente  sino  en  relación  con  el  4gj  del  mis- 
mo Código,  que  argüía  la  previa  formación  del  inventario  á  vir- 
tud de  la  descripción  del  estado  de  la  finca,  y  cuya  inexistencia 
en  este  caso  impedía  calificar  acertadamente  el  daño  causado. 

2.^  El  e^i.  j'77  del  Código,  al  no  haber  sido  aplicado  en  lugar 
del  J20,  porque  estando  constituido  el  usufructo  sobre  la  totali- 
dad, debió  declararse  el  derecho  de  los  usufructuarios  á  seguir 
disfrutando  del  suelo  y  aprovechar  los  materiales  de  la  demolición. 

3.°  La  voluntad  del  testador,  contra  la  cual  iba  la  sentencia 
por  haber  sido  aquélla  la  de  que  el  ingenio  continuara  dividido 
en  varios  sitios  de  labor  arrendados  á  diferentes  personas. 

4.*"  hsiley  16,  HtuloXXIl,  PariidajJ'^y  tiarL  3S8  delaLey 
de  Enjuiciamiento  civil  vigente  en  Cuba  por  incongruencia  del 
fallo  con  la  demanda;  y 

5.*^  La  misma  ley  de  Partidas,  y  las  Sentencias  de  13  y  JÓ  de 
Diciembre  de  1884, 18  Noviembre  y  31  de  Diciembre  de  i88s,  tam- 
bién sobre  incongruencia. 


qwen  el  caao  de  ser  conveniente  para  el  servicio  de  que  ae  trata  la  cesión 
del  edificio  en  cuestión  á  la  Facultad  de  Medicina,  siempre  tiene  la  Ad- 
ministración medios  de  proceder  en  la  materia  con  arreglo  á  derecho» 

Los  anteriores  razonamientos  demuestran  de  un  modo  evidente  la  im- 
procedencia de  la  excepción  de  incompetencia  alegada  por  el  Fiscal  al 
contestar  la  demanda^  en  el  supuesto  de  carecer  la  Diputación  deman- 
dante de  derecho  preexistente  lesionado  y  de  haber  sido  dictada  por  la 
Administración  la  resolución  impugnada  en  uso  de  sus  facultades  dis' 
creeionales  y  reglamentarias. 
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£1  Tribunal  Supremo  declaró  tw  haber  iugar,  estableciendo  la 
siguiente 

DOCTRINA 

La  sentencia  no  inemre  en  ti  afecto  de  incongruencia  que  n  eupone 
en  los  motivos  4.^  y  6,^  del  reeuní^,  ^^^i  -?r  grii«,  estando  los  muflme- 
tuarios  relevados  por  d  testador  de  prestar  fianza^  soliátándoss  en  la  de- 
manda del  heredero  propietario  que  la  suministrasen  á  su  satitfaecián,  y 
que  mientras  q%te  no  lo  verificaran  se  le  confiriese  la  administradán  de 
la/inca;  impugnadas  en  absoluto  setas  pretensiones  por  los  demandados^ 
hoy  recurrentes^  que  excepdonaron  la  neceeidad  del  derribo  para  evitar 
peligros  inmit^entes  y  la  compensación  de  los  perjuicios  ooamonaios  con 
las  mieras  reaUwadas  en  el  inmuMe^  ein  que  en  d  curso  del  pleito  ss 
allanaeen  á  dar  la  caucián^  y  no  procediendo  éeta^  en  el  caco  dequess 
trata^  conforme  á  las  dispodcUmes  dd  Código  doü,  por  las  cuales  están 
de  acuerdo  las  partes  en  que  debe  decidirse  la  contienda  euecUada^  es  íh- 
d^Mble  que  la  cuestián  litigiosa^  atendidos  los  térmitios  en  quefuéplau" 
toada  y  ha  sido  discutida,  no  podia  Ugalmenie  reooloeroe  de  otro  fnode 
que  como  lo  hace  d  fallo  recurrido. 

Igualmente  son  de  deseetimaree  los  motivos  IP,  2.^  y  ^.^  porque  la 
dáueula  43  dd  teetamento  ss  cumple  no  exigiendo  flanea  á  los  umufruo- 
tuarios  porque  el  testador  no  preció  d  caso  de  que  dichos  usirfruetuaries 
cometiesen  los  graves  abusos  que  han  eometOo,  según  la  apreciación  Í0 
laepruebas  quehace  la  Sala  sente$^ciadora,  mi  prohibió  que  por  conse- 
cuencia de  los  mismos  se  privase  á  aqudlos  de  la  adminietradón  dd  pre- 
dio^ porque  la  formación  de  inventarioj  cuya  falta  invocan  ahora  les 
recurrentes,  no  era  necesaria  con  arreglo  á  la  d¿íu$ula  mencionada,  y 
porque  el  art.  520  dd  Código  dvil  en  que  se  funda  la  scnJlenda  y  qse 
preceptúa  la  entrega  de  la  cosa  al  propietario  cuando  d  mal  proceder  ád 
usufructítario  le  i^^riese  considerable  perjuicio,  es  d  que  tiene  verdadera 
aplicación  á  la  cuestión  dd  pinto,  y  no  d  517  que  se  refiere  al  edificio 
que,  por  cualqttier  acdéiente  que  sea,  Ucgase  á  perecer. 

DBL   USUFRUCTO 

£1  derecho  integral  de  propiedad  es  susceptible  de  des- 
componerse en  sus  tres  factores  componentes:  sustancia,  uso 
y  fruición.  Rige  la  sustancia  á  todos  los  demás  como  de- 
recho  que  por  ser  el  más  eminente  los  atrae,  tendiendo  á  U 
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consolidación;  pero  esto  no  impide  que' pueda  vivir  como  orga- 
nismo independiente  cualquiera  de  los  elementos  dichos,  secd o  ^ 
nados  del  organismo  total.  Así,  v.  g.,  segregamos  del  derecho  de 
propiedad  un  uso  determinado  de  la  cosa,  y  se  lo  atribuimos  á  un 
sujeto  distinto;  si  la  cosa  es  raíz,  tenemos  la  servidumbre;  sí  es 
mueble,  no  íungible,  el  comodato.  Secciónese  de  los  derechos  que 
integran  la  propiedad  el  de  fruición.  Si  es  el  derecho  de  fruición 
puro,  sin  alteración  de  la  forma  y  sustancia,  creamos  el  usufru::- 
to;  y  este  mismo  derecho  de  fruición  encarnado  en  otras  modali- 
dades, nos  va  dando  el  arrendamiento  la  enñteusis  y  la  aiuicfe.ds. 

Tócanos  ocuparnos  del  derecho  de  fruición  en  su  forma,  que 
pudiéramos  llamar  nativa,  es  decir,  del  usufructo,  deñnido  por  el 
Código  como  atribución  que  confiere  potestad  para  disíruuir  los 
bienes  ajenos,  con  la  obligación  de  conservar  su  forma  y  sus- 
tancia. 

Como  usufructos  comprende  el  Código: 
I.**     El  derecho  de  fruición,  sin  la  obligación  de  conservar  la 
forma  y  sustancia  de  la  cosa  usufructuada  (art.  467),  puesto  que 
autoriza  la  estipulación  en  contrarío,  excepcionando,  y  aun  mejor, 
destruyendo  lo  que  constituye  la  esencia  de  la  institución. 

2.^  La  fruición  de  cosas  fungibles,  ó  sea  el  que  los  romanos 
llst,m2íTon  cuasi  usu/rucíi},  y  que  por  no  ser  percepción  y  utiliza- 
ción de  fruto,  sino  apropiación  de  una  cosa,  con  obligación  de 
restituir  á  término  fijo  otra  de  la  misma  naturaleza,  ó  su  precio 
corriente  al  tiempo  de  cesar  el  usufructo,  con  mayor  razón  po- 
dría filiarse  en  el  préstamo  mutuo  ó  en  la  compra  venta  con  pre- 
cio aplazado. 

I^  jurisprudencia  nos  ofrece,  con  relación  al  usufructo,  esca- 
sísima enseñanza,  debido  sin  duda  á  que  el  mecanismo  de  la  ins- 
titución es  poco  complicado,  y  no  ha  tenido  en  su  funcionamien- 
to entorpecimientos  que  exigieran  la  intervención  de  los  téc- 
nicos. 


Sentencia  de  14  de  Diciembre  de  i8g8  (art.  467). — Procede  re- 
coger, en  primer  lugar,  la  Sentencia  de  14,  de  Diciembre  de  jSgS. 

Ni  concreta  ni  aclara  la  definición  comprendida  ene!  art.  467, 
continuando  en  pie  el  enigma  de  cómo  puede  calificarse  de  usu- 
fructo el  pacto  en  que  se  estipule  la  fruición  de  un  bien  ra^z, 
sin  la  obligación  de  conservar  la  forma  y  sustancia;  pero   di- 


Digitized  by  VjOOQ IC 


i 


330  DXL  Ü8UFEÜ0T0  (ait.  520 

cha  sentencia  nos  enseña'  que,  aumqui  son  conceptos  distintos  ks 
de  propiedad  y  usufructo,  no  es  impertinente  la  acción  de  dividir  ¡o 
común  dirigida  contra  un  usufructuario,  y  á  su  vez,  contra  lospre^ 
suntos  co^opietarios;  porque  la  comunidad  recae,  no  sólo  sobre  la 
propiedad  de  la  cosa,  sino  sobre  el  derecho  á  usufructuarla,  y  la  ac- 
ción communi  dividundo  afecta  directamente  el  interés  del  usufruc- 
tuario  en  la  división  y  d  la  parte  alícuota  del  usufructo. 

El  caso  fué  sencillísimo.  Legado  á  una  viuda  el  usufructo  vi- 
talicio de  una  porción  alícuota  de  un  predio,  el  otro  copropieta- 
rio ejercitó  la  acción  de  dividir  lo  común,  demandando  á  la  via- 
da usufructuaria,  y  á  los  que  ostentaban  la  nuda  propiedad.  Opú- 
sose la  viuda  en  virtud  de  la  excepción  sine  acUone  agis,  porque 
la  acción  de  que  se  trataba  sólo  podía  intentarse  válidamente  con- 
tra el  dueño,  mas  no  contra  el  usufructuario. 

£1  Tribunal  Supremo  resolvió  muy  acertadamente  el  proble- 
ma al  desestimar  la  excepción;  porque  desmembrada  la  nuda  pro- 
piedad del  usufructo^  la  demanda  se  dirigió  contra  los  que  osten- 
taban en  su  favor  la  sustancia  y  la  fruición,  reconstruyendo  ideal- 
mente y  para  los  efectos  del  litigio  la  propiedad  integraL 

Cierto  es  que  por  las  condiciones  que  el  testador  puso  á  la 
institución,  eran  inciertos  los  nudos  propietarios,  al  tiempo  en 
que  el  demandante  ejercitó  la  acción  communi  dividundo;  pero  ni 
este  aspecto  de  la  cuestión  fué  objeto  de  litigio,  ni  puede  subor- 
dinarse la  acción  de  dividir  lo  común  á  la  certeza  ó  incerteza  de 
las  personas  instituidas,  y  que  puedan  ser  copropietarios  del  que 
ejercite  la  acción.  , 

Creemos  que  la  acción  cabe  dirigirla,  incluso  contra  la  he- 
rencia yacente.  Y  no  hay  para  qué  decir  que  manteniendo  criterio 
tan  expansivo,  estamos  en  absoluto  de  acuerdo  con  la  sentencia 
pronunciada  por  el  Supremo  Tribunal. 

•  •  • 

Sentencia  de  30  de  Enero  de  jSgy, — Vemos  citado  el  art.  469. 

Tratábase  de  una  mujer  separada  de  su  esposo,  de  quien  reci- 
bía una  pensión  alimenticia.  Demandada  ejecutivamente,  intentó 
defenderse  como  pobre,  é  invocó  el  art.  469  del  Código  para  sos- 
tener que  la  pensión  dada  en  concepto  de  alimentos  no  debía 
responder  de  ningún  otro  gasto.  Ante  semejante  incongruencia,  el 
Tribunal  Supremo  limitóse  á  declarar  que  el  art.  46g  no  se  opotu 
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d  que  se  tome  en  cuenta  la  pensión  aUmeniida  que  una  persona  fer- 
dhipara  determinar,  con  arreglo  4  su  importancia,  si  tiene  ó  no  de- 
recho  á  litigar  en  el  concepto  de  pobre. 

•  •  • 

Resolución  de  i!* de  Diciembre  de'jSgó  (art  480).— Con  el  avan- 
ce dado  por  el  art.  480  del  Código  en  pro  de  la  autonomía  del 
usufructuario  difuminando  l:i8  líneas  de  aquel  carácter  de  perso- 
naHsimo,  donde  el  Sr.  Azcárate  creyó  ver  la  distinción  fundamen- 
tal entre  el  usufructo  y  el  arrendamiento,  se  han  acortado  las  dis- 
tancias entre  la  forma  nativa  del  derecho  de  fruición,  y  esa  otra 
modalidad  del  mismo  derecho  que,  avanzando  un  grado  más  por 
el  camino  de  la  libre  disposición,  creó  el  contrato  enfitéutico. 
Cierto  que  la  temporalidad  del  disfrute  es  lo  que  individualiza  el 
usufruto  como  institución  jurídica  y  la  perpetuidad  ó  indeñnidad 
es  la  nota  distintiva  del  contrato  censal,  y  esta  característica  los 
diferenciará  constantemente;  pero  después  de  facultar  el  art.  480 
al  usufructuario  para  enajenar  su  derecho  de  usufructo,  se  divisan 
ya  los  contornos  de  otra  innovación  que  á  la  larga  hará  su  camino, 
y  se  impondrá;  referímonos  al  retracto  concedido  respectivamen- 
te al  señor  de  la  sustancia  y  de  la  fruición  para  integrar  su  domi- 
nio siempre  que  cualquiera  de  ellos  se  desprenda  de  su  atribución 
en  la  cosa. 

Tan  lógica  como  sería  esta  innovación  (sin  que  á  ello  fuera 
obstáculo  la  temporalidad  del  usufructo,  puesto  que  siendo  ésta 
connatural  de  la  institución,  contribuiría  á  fomentarla,  aparte  de 
que  pueden  legalmente  constituirse  usufructos  sucesivos  hasta  dos 
llamamientos)  resulta  el  criterio  mantenido  por  la  Dirección  de 
los  Registros  en  su  Resolución  de  /.°  de  Diciembre  de  i8g6.  Si 
el  usufructo  pactado,  donado  ó  testamentariamente  concedí- 
do,  atribuye  individualmente  un  derecho  de  disfrute  exclusivo, 
cuyo  derecho  lleva  en  sí  la  libre  disposición  (enajenación,  grava- 
men, traspaso  en  el  disfrute),  aunque  siempre  pendiente  de  la 
resolución  del  usufructo,  es  indiscutible  que  puede  ser  ob- 
jeto de  embargo. 

El  hecho  que  motivó  la  Resolución  no  deja  de  ofrecer  in- 
terés. 

En  diligencias  sobre  cobro  de  un  crédito  testamentario,  em- 
bargóse la  mitad  proindiviso  de  una  casa  en  la  que  la  nuda  pro- 
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piedad  pertenecía  á  los  hijos  del  causante,  y  el  usufructo  i  la  viuda 
del  mismo.  Denegada  la  anotación  del  mandamiento  de  embargo, 
y  planteado  recurso  gubernativo,  discutióse  prolijamente  sobre 
la  ilegalidad  del  procedimiento  de  apremio.  (Véase  pág.  31a)  La 
Dirección  encauzó  el  asunto  resolviendo  por  lo  relativo  al  em- 
bargo,  su  posibilidad  jurídica,  y  por  tanto,  la  de  su  anotación,  y 
manteniendo  por  lo  concerniente  á  la  legalidad  ó  ilegalidad  de  la 
vía  de  apremio  la  conocida  doctrina  de  que  los  Registradores,  y 
sus  superiores  jerárquicos  carecen  de  competencia  para  calificar 
los  fundamentos  de  la  sentencia,  auto  ó  providencia,  cuya  ins- 
cripción ó  anotación  se  solicite. 


•  •  • 

Resohicién  dt  28  de  Mayo  de  / f^f  .^^onfirma  también  la  doc- 
trina sentada  por  el  art.  480  del  Código.  Una  viuda,  como  madre 
y  legal  representante  de  su  hija  menor  de  edad,  contrató  con  un 
tercero  el  arrendamiento  inscribible  de  dos  casas  que  le  habían 
sido  adjudicadas  á  dicha  menor  como  bienes  adquiridos  por  los 
albaceas  testamenrios  de  su  difunto  padre. 

Mantuvo  el  registrador  la  tesis  de  que  la  otorgante,  es  decir, 
la  madre,  necesitaba  de  la  autorización  judicial,  así  por  haber 
contratado  en  nombre  de  su  hija,  como  por  tratarse  de  un  anea* 
damiento  inscribible  reputado  como  derecho  real,  y,  consiguien- 
temente, acto  de  dominio. 

La  Dirección,  al  dictar  su  fallo  y  revocar  la  nota  del  Registra- 
dor, principia  por  afirmar  el  estado  jurídico  creado  por  la  cooi- 
pra  de  las  dos  casas  y  su  adjudicación  á  la  menor,  estado  que  al 
conferir  la  posesión  á  la  hija  y  en  su  nombre  á  la  madre,  otorga 
á  ésta  el  usufructo,  no  sólo  por  el  imperio  de  las  leyes  Romanas 
vigentes  en  Cataluña,  territorio  del  hecho,  sino  por  el  de  las 
leyes  del  Reino.  Sentada  esta  indiscutible  proposición,  la  doctriiu 
expuesta  no  puede  ser  más  lógica. 

M^Todü  usu/ruetuario  puede  con  arregló  4  ías  leyes  Romanas  y 
del  Reino  disfrutar  personalmente  de  las  cosas  en  que  el  usufrucU 
consiste ^  ó  dar  en  arrendctmiento  este  derecho  por  todo  el  tiempo  di 
la  duración  del  mismo,  libremente  y  sin  el  consenHmimío  delpro* 
pietario;  y  tratándose  del  ejercicio  legitimo  de  la  patria  potestad  á 
consecuencia  del  estado  jurídico  creado  por  la  escritura  de  transacciém 
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división  y  adjudicación,  i  inscrita  ésta,  ha  de  tenerse  como  válida 
y  surtir  todos  sus  propios  y  naturales  efectos  mientras  por  quien  co- 
rresponda no  se  declare  la  nulidad. 


Sentencia  del  Tribunal  Conttncioso  de  22  de  Abril  de  j8g6. — 
(Art  485.)  Regula  el  art  485  el  usufrcto  de  los  montes. 

Llamaremos  monte  á  los  efectos  legales  (i),  á  todos  los  terre 
nos  cubiertos  de  árboles  á  propósito  para  la  construcción  naval 
ó  civil,  carboneo,  combustible  y  demás  necesidades  comunes,  ya 
sean  montes  altos,  bajos,  bosques,  sotos,  plantíos  y  matorrales  de 
toda  especie  distinta  de  los  olivares,  frutales  ó  semejantes  planta- 
ciones  de  especial  fruto  ó  cultivo  agrario. 

Decisiones  de  la  jurisprudencia  formada  bajo  el  antiguo  régi- 
men legal,  tenían  determinado  que  no  podía  calificarse  de  monte- 
el  terreno  que  no  estuviese  cubierto  de  árboles  ó  no  reunie- 
se las  circunstancias  requeridas  por  el  texto  transcrito  de  las 
ordenanzas,  y  una  sentencia  dictada  por  el  Supremo  Tribunal  en 
^S  ^  Junio  de  1867  (2),  había  declarado  que  los  árboles  de  una 
dehesa  constituyen  el  fruto  ó  producto  de  la  misma. 

Bajo  tales  antecedentes,  el  art.  485,  generalizando  el  principio, 
establece  que  el  usufructuario  de  un  monte  disfrutará  todos  los 
aprovechamientos  que  pueda  producir  según  su  naturaleza,  veri- 
ficando las  cortas  ó  talas  según  solía  hacerlas  el  dueño,  y  en  su 
defecto,  acomodándose  á  la  costumbre  del  lugar  sin  perjudicar  á 
la  conservación  de  la  finca,  y  sin  poder  cortar  los  árboles  por  el 
pie  como  no  sea  para  reponer  ó  mejorar  alguna  de  las  cosas 
usufructuadas,  y  previa  notificación  al  propietario,  de  la  necesidad 
de  la  obra. 

No  puede  haber  cuestión  en  qye  el  fruto  de  una  dehesa,  de  un 
bosque,  de  un  monte  bajo,  de  un  soto,  es  todo  lo  que  brota  de 
la  tierra  á  virtud  de  su  fuerza  vegetativa,  espontánea,  ó  auxiliada 
por  el  cultivo  del  hombre,  y  en  este  sentido  frutos  son  los  árbo- 
les y  heléchos  que  crecen  en  la  sierra,  los  arbustos  y  mimbrales 


(i)     Véanse  ordenanzas  de  1833. 

(2)  Sentencia  de  ¡S  de  Junio  de  1867, — Considerando:  i.°  Los  pinos 
objeto  de  este  pleito,  vendidos  y  cortados  mientras  el  marqués  de  Rianzuela 
poseyó  la  dehesa  en  que  se  criaron,  constituyen  un  verdadero  fruto  6  pro- 
ducto de  la  misma. 
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que  nacen  en  el  soto,  y  lus  yerbas  y  pastos  que  se  producen  en  el 
prado;  pero  no  todo  usufructo  lleva  consigo  la  percepción  total 
del  fruto  de  la  tierra,  aun  no  imponiéndose  restricción  ninguna 
en  el  pacto  ó  donación  por  los  que  se  conceda.  Hay  que  tomar 
en  cuenta  muchos  datos  y  muchas  circunstancias  naturales  que 
condicionan  y  restringen  el  aprovechamiento  de  los  productos 
en  sumisión  al  derecho  eminente  de  propiedad  y  á  la  conserva- 
ción, de  la  forma  y  sustancia. 

£1  usufructo  de  una  tierra  de  labor,  de  un  huerto,  concede  U 
apropiación  del  cereal  ó  leguminosa  producidos  y  de  los  frutos 
rendidos  por  las  plantas,  arbustos  ó  árboles  frutaks,  mas  no  la 
corta  de  dichos  árboles,  aunque  sean  frutos  de  la  tierra.  En  el 
usufructo  del  monte  no  hay  fruto  emergente  como  en  el  del  huer- 
to, donde  la  fruta  emerge  del  árbol  ó  del  arbusto,  ó  en  el  olivar, 
ó  como  sucede  en  ciertos  aprovechamientos  forestales,  v.  gr.,  el  de 
la  raíz  tuberosa  del  alcornoque,  requiriendo  fatalmente  su  disfrute 
el  atentado  á  la  forma  y  sustancia,  y  viniendo  en  definitiva  i 
figurar  en  la  fila  de  los  usufructos  irregulares,  como,  v.  gr.  el  de 
las  cosas  fungibles  y  el  de  las  que  sin  consumirse  inmediatamente 
por  el  uso  van  desmereciendo  de  su  primitivo  estado  hasta  hacerse 
inservibles  ó  destruirse. 

La  misma  irregularidad  de  su  naturaleza,  puesto  que  el  apro- 
vechamiento de  un  monte  maderable  no  puede  consistir  sino  ea 
la  destrucción  total  ó  parcial  del  arbolado,  ha  movido  á  los  legis- 
ladores á  buscar  en  la  limitación  de  las  cortas  y  en  su  periodici- 
dad, según  las  condiciones  vegetativas  del  producto  forestal  de 
que  se  trate,  la  equivalencia  del  fruto  emergente.  Así,  aunque  se 
altere  la  forma  y  sustancia,  no  se  agota  el  aprovechamiento,  po^ 
que  siempre  se  cuenta  con  la  fuerza  reproductiva  del  producto 
vegetal. 

Teoría  tan  fácil  y  asimilable  no  ha  promovido  dudas  entre  li- 
tigantes civiles,  digámoslo  así,  entre  propietario  y  usufructuario, 
pero  ha  dado  margen  á  un  litigio  administrativo,  p>orque  los  pa- 
blicanos  del  fisco  no  supieron  comprenderla. 

£1  hecho  acusa  una  desorientación  jurídica  ó  un  prurito  ab- 
sorbente tan  desmedidos,  que  por  sí  sólo  basta  para  calificar 
una  Administración. 

£1  Estado  celebró  subasta  nfiblica  de  los  productos  de  un 
monte  comprendido  en  sus  catálogos,  y  por  virtud  de  postura 
admitida  se  adjudicó  el  aprovechamiento  á  X,  otorgándose  la 
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correspondieDte  escritura.  Presentada  á  liquídacién,  hízose  ésta 
como  transmisión  de  bienes  muebles;  pero  el  Tribunal  guberna- 
tivo del  ministerio  de  Hacienda,  de  conformidad  con  el  dictamen 
de  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso  del  Estado  (y  esto  es 
lo  más  aflictivo),  resolvió  que  procedía  girar  dos  liquidaciones: 
una  por  el  arrendamiento  de  pastos^  y  otra  por  compra  venta  de 
bienes  muebles;  (los  metros  cúbicos  de  pino  en  rollo  y  corteza  que 
constituían  el  aprovechamiento). 

No  llegó  á  consumarse  esta  irregularidad^  porque  el  Tribunal 
Contencioso  en  su  Sentencia  de  22  de  Abril  de  iSgó  volvió  por 
la  pureza  del  derecho  estableciendo,  que  los  m&nUs  maderajes  no 
tienen  más  uso  que  extraer  de  ellos  en  los  tiempos  m  t¡ue  las  cortas 
han  de  hacerse  las  maderas  que  produzcan,  y  utiihar  d  pmiú  para 
la  manutención  y  cria  del  ganado. 

Que  en  el  arriendo  de  los  aprovechamientos  de  un  mauie,  no  se 
comprende^  también  el  contrato  de  venta  de  maderas  exiraidas  á  vir* 
tud  del  arrendamiento,  porque  no  puede  entenderle  por  venta  la  ex- 
plotación por  tiempo  determinado  de  los  productos  pcriJdicos  de  una 
finca  sin  transferirse  el  dominio;  y 

Que  asi  lo  confirma  el  art,  4B5  del  Código  Civil,  puesto  t¡m  de- 
clara expresamente  que  las  cortas  ó  talas  ordinarias  que  se  acomo- 
dan al  modo,  proporción  y  épocas  determinadas  por  ¡a  cúsiumbre  del 
lugar,  son  meros  aprovechamientos  de  los  produci&s^  y  no  afectan  á 
la  materia  de  la  cosa. 

Aunque  la  sentencia  cuya  doctrina  concluyeme  queda  ex- 
puesta, se  ocupa  de  soslayo  y  por  vía  de  confirmación  del  ar- 
tículo  485,  no  deja  de  encerrar  importancia,  porque,  domo  hemos 
visto,  el  contenido  del  contrato  de  arrendamiento  y  el  del  dere- 
cho real  de  usufructo  es  la  fruición  de  las  cosas. 

Sentencia  de  10  de  Enero  de  J8g4., — (Art.  491.)  Entre  las  obli- 
gaciones que  pudiéramos  llamar  de  garantía,  en  cuanto  aseguran 
el  recto  disfrute  y  administración  de  bienes  ajeóos,  coloca  el 
Derecho,  en  primer  lugar,  la  individualización  de  dichos  bienes 
mediante  el  inventario  y  la  constitución  de  íianza,  Inventario 
debe  formalizar  el  tutor  y  el  usufructuario;  y  siempre  que  es  con- 
veniente ó  indispensable,  puntualizar,  detallar,  conocer  las  uni- 
dades de  un  conjunto  ó  universalidad,  v.  gr.,  la  herencia,  se  pro- 
cede inventariando. 
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Fianza* presta  el  tutor  cuando  no  le  exime  la  ley  por  presun- 
tos afectos  que  siempre  lleva  consigo  la  proximidad  de  los  lazos 
naturales;  fianza  debe  constituir  el  usufructuario,  con  las  ánicas 
excepciones  de  los  padres  cuando  usufructúan  los  bienes  de  sus 
hijos,  del  cónyuge  superviviente  con  respecto  á  la  cuota  forzosa 
que  le  otorgan  los  artículos  834,  836  y  837,  y  del  vendedor  ó  do- 
nante que  se  reserva  la  fruición  de  los  bienes  donados  ó  vendidos. 

Son  éstas  dos  obligaciones  de  inventariar,  y  prestar  fianza 
verdaderas  condiciones  suspensivas,  que  retardan  el  goce  de  los 
bienes  mientras  no  quedan  cumplidas. 

Rigiendo  la  legislación  patrimonial  sustituida  en  los  territo- 
rios no  aforados  por  el  Código  Civil,  ya  el  Tribunal  Supremo,  en 
la  muy  conocida  sentencia  de  7  de  Naviembse  de  18^9,  declaró 
tque  si  bien  por  el  Derecho  pretorio  el  usufructuario  está  obli- 
gado á  prestar  caución  ó  recaudo  de  conservar  la  cosa  en  que 
consista  el  usufructo,  y  de  restituirla  oportunamente  y  sin  detrí* 
mentó  ó  menoscabo,  esta  obligación  se  limita  en  sus  efectos  á 
que  el  propietario,  en  el  ínterin  no  se  otorgue  la  caución,  fueda  re- 
sistir la  entrega  ó  negarse  á  dar  la  tenencia,  y  en  el  caso  de  entar 
ya  en  ella  el  usufructuario,  á  que  se  secuestren  ó  depositen  los 
frutos,  pero  sin  que  puedan  extenderse  aquellos  efectos  á  la  pér- 
dida absoluta  é  irrevocable  de  los  derechos  que  nacen  del  usu- 
fructo.» Y  aunque  esta  sentencia  se  dictó  para  territorio  foral, 
fué  aplicada  al  de  Castilla,  recogida  su  doctrina  por  el  Código, 
y  aplicada  por  la  jurisprudencia  posterior  segfin  da  de  ello  testi- 
monio la  sentencia  de  que  nos  estamos  ocupando. 

La  fianaa  ha  de  prestarse  antes  de  entrar  el  usufructuario  en 
el  goce  de  la  cosa,  mas  si  esta  obligación  de  garantía  no  queda 
tempestivamente  cumplida,  el  propietario  tiene  potestad  para 
exigir  que  los  inmuebles  se  pongan  en  administración,  que  los 
muebles  se  vendan,  que  los  efectos  públicos,  títulos  de  crédito 
nominativos  ó  al  portador  se  conviertan  en  inscripciones,  ó  se 
depositen  en  un  Banco  ó  Establecimiento  público,  y  que  los  ca- 
pitales y  el  precio  de  la  enajenación  de  los  muebles  se  inviertan 
en  valores  seguros. 

Lleva,  pues,  consigo  el  retraso  en  la  constitución  de  la  fianza, 
la  no  tenencia  de  los  bienes,  •  la  no  percepción  directa  y  por  el 
esfuerzo  personal  propio  de  los  frutos,  pero  no  la  pérdida  de  los 
beneficios  de  la  cosa  usufructuada,  puesto  que  el  iuterés  del  pre- 
cio de  las  cosas  muebles  y  de  los  efectos  públicos  y  valoies,  y  los 
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productos  de  los  bienes  puestos  en  administración  corresponden 
al  usufructuario  (art.  496). 

Sustitutivo  de  los  medios  indicados,  es  la  opción  otorgada  al 
dueño  para  retener  en  su  poder  los  bienes  del  usufructo  en  cali- 
dad de  administrador,  con  la  obligación  de  entregar  al  usufruc- 
tuario su  producto  líquido,  deducido  el  premio  de  Administración 
pactado  ó  judicialmente  impuesto. 

£s,  pues,  la  doctrina  consagrada  por  los  artículos  491  y  494 
un  eco  exacto  de  la  Sentencia  de  7  de  Noviembre  de  iSjg,  por  la 
que  se  solucionó  la  duda  suscitada  en  el  derecho  antiguo  de  si  la 
imposibilidad  ó  negativa  del  usufructuario  á  prestar  la  fianza  pro- 
ducía legalmente  la  pérdida  del  usufructo. 

En  la  Senieneia  de  10  de  Enero  de  i8g4y  los  hechos  también  tu- 
vieron lugar  en  territorio  aforado.  En  Palma  de  Mallorca,  un  pa- 
dre donó  á  su  hijo  el  usufructo  de  varios  fundos  con  objeto  de 
que  pudiera  formar  su  título  de  ordenación  eclesiástica.  Poste- 
riormente, el  donante  asignó  por  testamento  á  sus  diferentes  hijos 
la  mayor  parte  de  los  fundos  donados  al  sacerdote,  con  la  obli- 
gación de  suministrar  á  ^te  una  cantidad  en  metálico;  y  en  el 
caso  de  que  no  aceptase  el  clérigo  dicha  permutación,  dejaría  de 
ser  heredero,  legándole  sólo  la  porción  legítima. 

Optó  el  donatario  por  el  usufructo  donado,  y  demandó  á  sus 
hermanos  la  posesión  de  las  casas  que  ocupaban,  como  compren- 
didas en  la  donación,  oponiéndose  aquéllos  á  la  entrega  mientras 
el  demandante  no  formalizase  inventario  y  prestara  fianza  idó- 
nea. El  Juzgado  y  la  Audiencia,  fundándose  en  el  título  constitu- 
tivo del  usufructo  que  no  imponía  la  obligación  de  afianzar,  des- 
estimaron la  excepción;  pero  el  Tribunal  Supremo  la  estimó, 
porque 

Declarado  que  el  donatario  tiene  derecho  al  usu/ rucio  que  le  dona 
su  padre,  hay  que  reconocer  la  obligación  en  que  se  halla  de  prestar 
la  fianza  antes  de  entrar  en  el  goce  de  aquel  derecho;  porque  disponen 
las  leyes  Romanas  y  la  20,  titulo  XXX f,  part,  j.*,  que  el  usufruc- 
tuario debe  percibir  de  buena  fe,  dando  antes  recaudo  de  que  por  su 
culpa  ni  codicia  no  se  pierda  ni  deteriore  la  cosa,  y  de  que  por  su 
muerte,  ó  cumplido  el  tiempo  del  usufructo,  la  restituirá  á  su  dueño, 
cuya  doctrina  es  la  misma  sancionada  por  los  artículos  4gi  y  4Q4 
del  Código  civil, 

«  ♦  « 
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Senttncia  del  IVibunal  Contencioso  Administrativo  de  6  de  Ju- 
lio de  j8q§  (art.  515). — Honra  al  Tribunal  y  deshonra  á  la  Admi- 
nistración. 

Trátase  de  un  Real  decreto  revocado  por  una  sentencia:  tan 
enorme  debió  parecer  á  la  Sala  de  justicia  la  usurpación  cometi- 
da con  toda  la  buena  fe  de  la  ignorancia  que,  prescindiendo  de 
la  forma  en  que  suele  cristalizar  la  facultad  discrecional  del  Es- 
tado, desechó  la  excepción  de  incompetencia  propuesta  por  el 
Ministerio  fiscal,  y  restituyó  á  la  parte  recurrente  en  el  disfrute  y 
posesión  de  su  legítiíno  derecho. 

Pertenece  el  Hospital  Provincial,  como  su  propio  nombre  in- 
dica, á  la  Corporación  de  la  provincia  de  Madrid.  En  un  ab  de 
dicho  hospital  hállase  instalada  la  clínica  de  la  Rscuela  de  Medi- 
cina, y  á  pesar  de  que  una  subcomisión,  compuesta  de  catedráti- 
cos y  diputados  provinciales,  propuso  que  el  Estado  adquiric» 
se  dicha  ala,  y  mientras  esto  no  sucediese,  se  concediera  á  la  Fa- 
cultad el  usufructo  para  ensanchar  los  estudios  clínicos,  é  insta- 
lar nuevas  enfermerías,  el  Ministro,  atribuyéndose  la  parte  del 
león,  dictó  en  ó  de  JuHo  de  j8qs  ^^  Real  decreto  disponiendo 
que  el  ala  del  Hospital  Provincial  paralela  al  edificio  que  ocupa 
la  Facultad  de  Medicina,  pasase  á  ser  usufructo  permanente  de  la 
referida  Facultad. 

Es  un  padrón  de  ignominia  contra  su  firmante  esta  resolución 
revestida  de  la  fuerza  que  comunica  la  ordenación  y  firma  del 
Rey,  y  que  dispone  á.  capricho  de  la  propiedad  ajena,  y  subvierte 
todo  un  orden  jurídico  instituido  por  el  Código  civiL  Si  no  estu- 
viera en  la  conciencia  que  en  la  Administración  española  reina 
un  individualismo  desenfrenado  que  convierte  á  los  directores 
responsables  en  verdaderos  ácratas  administrativos,  bastaría  leer 
el  Real  decreto  de  que  nos  ocupamos. 

Vino  á  tierra,  ante  todo  y  sobre  todo,  porque  el  derecho  civil 
no  autoriza  la  constitución  de  usufructos  permanentes.  Expresa- 
mente se  declara  por  el  art.  515  del  Código,  que  los  usufructos 
á  favor  de  un  pueblo,  corporación  ó  sociedad,  no  podrán  cons- 
tituirse por  más  de  treinta  años. 

^Qué  concepto  puede  merecer  el  director  responsable  de  un 
Centro  ministerial  que  desconoce,  no  ya  el  texto  del  Código,  sino 
el  principio  de  economía  social  que  consagra  la  consolidación  del 
dominio,  y  por  cuya  virtualidad  se  da  el  retracto  en  la  enfiteusis, 
y  en  el  condominio,  y  los  usufructos  se  regulan  por  ley  de  tempo- 
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ralidad  de  suerte  que,  aun  impuestos  por  orden  sucesivo  de  lla- 
mamientos, no  puedan  pasar  del  segundo  grado  para  no  crear  ver 
daderas  vinculaciones?  ¿Y  qué  responsabilidad  no  debe  caer  so- 
bre el  ministro  que  convierte  su  ignorancia  en  poder  discrecio- 
nal, y  con  agravio  de  todo  principio  y  norma  de  derecho  la 
ampara  con  la  forma  del  Real  decreto?  Por  lo  menos,  al  merecer 
la  calificación  de  inepto  quedar  descalificado  para  siempre.  Porque 
^o  ha  de  contribuir  á  complicar  las  vueltas  y  revueltas  del  labe- 
rinto  de  la  Administración,  este  casUismo  inaudito,  producto  de 
la  anarquía  que  domina  en  las  altas  cumbres,  y  que  impide  á  los 
lesionados  conocer  cuándo  se  ejercita  la  potestad  discrecional 
innovando  ó  cuándo  contra  la  lesión  hay  recurso? 
Toda  censura  es  poca  para  tan  grave  mal. 

Ht   *   te 


Sentencia  de  ig  de  Diciembre  de  iSgj  (art.  520). — Incluye  el 
Código  en  la  sección  cuarta,  capítulo  i.°,  titulo  VI,  del  libro  2.**, 
dedicado  á  exponer  los  modos  de  extinguirse  el  usufructo,  un  ar- 
tículo, el  520,  en  el  que  se  lee:  cEl  usufructo  no  se  extingue  por 
el  mal  uso  de  la  cosa  usufructuada;  pero  si  el  abuso  infiriese  con- 
siderable perjuicio  al  propietario,  podrá  éste  pedir  que  se  le  en- 
tregue la  cosa,  obligándose  á  pagar  anualmente  al  usufructuario 
•el  producto  líquido  de  la  misma,  después  de  deducir  los  gastos  y 
el  premio  de  Administración.»  Es  decir,  que  en  la  colocación  del 
artículo  se  ha  seguido  la  lógica  un  tanto  incongruente  de  que  allí 
•donde  se  habla  de  la  extinción  se  debe  comprender*  un  caso  que 
es  de  no  extinción,  y  que  bien  mirado,  implica  una  sustitución 
en  el  disfrute  personal  y  directo,  una  medida  de  prevención  y  dis- 
ciplina, cuya  causa  se  encuentra  en  el  incumplimiento  por  el  usu- 
fructuario de  sus  obligaciones,  y  que  por  este  motivo  ha  debido 
colocarse  en  la  sección  tercera  del  capítulo  I,  título  VI,  li- 
bro 2.**  del  Código  civil. 

La  sentencia  de  ig  de  Diciembre  de  iSgj  no  se  refiere,  pues, 
á  nn  caso  de  extinción  del  usufructo,  propiamente  dicho,  aunque 
aluda  á  un  artículo  inserto  en  la  sección  que  desenvuelve  dicha 
materia. 

El  dueño  de  un  fundo,  compuesto  de  tierras  y  varías  edifica- 
<:iones,  instituyó,  á  su  fallecimiento,  tres  herederos  usufructuarios 
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con  relevación  de  fianza,  ordenando  que  por  muerte  del  última 
pasaran  los  bienes  á  una  fundación  piadosa. 

Probóse  que  los  usufructuarios  hacían  mal  uso  del  fundo,  lle- 
gando incluso,  al  deiribo  innecesario  de  las  edificaciones  par» 
aprovecharse  de  los  materiales,  y  entonces  el  patrono  de  la  fun- 
dación, á  quien  correspondía  la  nuda  propiedad,  demandó  á  lo& 
usufructuarios,  pidiendo  se  les  obligara  á  prestar  fianza  y  á  que 
mientras  no  la  prestasen  se  constituyeran  las  fincas  en  Adminis^ 
tración,  con  reserva  de  reclaúiar  daños  y  perjuicios. 

Como  los  demandados  alegaban  que  habían  demolido  sólo 
lo  ruinoso  sin  destruir  nada  útil,  versó  la  discusión  sobre  si  pro- 
cedía aplicar  el  art.  517,  en  el  que  se  dispone  que  cuando  el  usu- 
fructo esté  constituido  sobre  una  finca  de  la  que  forma  parte  un 
edificio  y  éste  perezca,  el  usufructuario  tiene  derecho  á  disfrutar 
del  suelo  y  de  los  materiales;  ó  el  520,  respecto  del  cual,  aducían 
los  demandados  que  sólo  podía  aplicarse  en  correlación  con  el 
491,  que  argüia  la  previa  formación  deJ  inventario,  cuya  inexisten- 
cia en  este  caso  impedía 'calificar  con  acierto  el  daño  causado.  En 
síntesis:  el  problema  que  el  Tribunal  Supremo  había  de  solucio- 
nar quedaba  condensado  en  lo  siguiente:  ¿Kl  art.  520  del  Código 
civil  depende  en  su  vida  jurídica  del  491  ó  por  el  contrario  goza 
de  independencia  y  presupone  un  caso  distinto  del  que  regula  el 
citado  art.  491? 

EÍ Tribunal  Supremo   resolvió  reconociendo  la   pertinente 
aplicación  al  litigio  del  art.  520. 
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TÍTULO   VII. 
De  Ihs  serTÍdumbres. 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DE   LAS   SEí^VlDUMBRES   EN   GENERAL 


Sección  primera. 

De  las  diferentes  clases  de  servidumbres  que  pueden  establecerse  sobre 

las  ñucas. 

jWBTíouLO  530.  La  servidumbre  es  un  gravamen  impues* 
^^  to  sobre  un  inmueble  en  beneficio  de  otro  pertenecien- 
te á  distinto  dueño. 

1^1  inmueble  á  cuyo  favor  está  constituida  la  servidumbre  ^ 
se  llama  predio  dominante;  el  que  la  sufre,  predio  sirviente. 

Sentencia  de  6  de  Junio  de  \Z%2.— Servidumbre  de  vistas. 
(Véase  árt.  582.) 


Sentencia  de  29  de  Diciembre  de  \B99.— Servidumbre  de  apoyo  de 
postes  para  tendido  de  cable  con  destino  al  alumbrado  eléctrico. 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — En  el  año  de  1887  formó  el  Ayuntamiento 
de  Albacete  el  pliego  de  condiciones  para  la  subasta  del  alumbra- 
ndo eléctrico,  consignándose  en  el  art.  5.°  que  el  Ayuntamiento 
concedía  al  rematante  autorización  para  colocar  en  la  vía  pública 
y  en  las  fachadas  y  tejados  de  las  casas  los  aisladores,  soportes  y 
-conmutadores  que  fueran  necesarios,  reparando  el  rematante  de 
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SU  cuenta  los  desperfectos  que  ocasionaran,  y  si  fuese  predsa  la 
expropiación  forzosa,  se  gestionaría  por  el  Ayuntamiento,  aunque 
quedando  el  rematante  obligado  al  pago  de  las  indemni>aciones. 
Celebrada  la  subasta  y  adjudicada  la  concesión,  el  concesio- 
nario la  cedió  á  la  Compañía  Albacetense  de  electricidad,  y  por 
quiebra  de  ésta,  pasó  por  compra  en  subasta  judicial  á  X,  su  ac- 
tual dueño. 

B)  Demanda. — Con  alegación  de  estos  hechos,  en  1896  de- 
dujo A  demanda  de  mayor  cuantía  contra  X  exponiendo  además: 
que  hacía  cerca  de  diez  años  se  había  cometido  el  abuso  de  cargar 
postes  y  soportes  en  muchas  casas  de  particulares  de  Albacete,  sin 
contar  en  varios  casos  con  éstos,  y  en  otros,  obteniendo  su  tole- 
rancia pero  sin  constituir  ningún  derecho  á  favor  de  los  dueños  de 
la  luz;  que  en  una  casa  de  la  demandante  se  habían  puesto  los 
dichos  apoyos  sin  que  no  obstante  diferentes  reclamaciones  hu- 
biese obtenido,  que  los  quitasen,  sin  duda,  porque  el  demandado 
pretendía  ganar  prescripción;  que  el  poste  que  apoyaba  sobre  la 
techuúibre  de  la  casa  la  perjudicaba  gravemente;  que  cuando  el 
Ayuntamiento  subastó  el  servicio,  facultó  al  concesionario  para 
colocar  soportes  en  las  fachadas  y  tejados  de  las  casas,  pero  rea- 
riéndose  á  las  que  fuesen  propiedad  del  Ayuntamiento  y  no  de 
particulares,  y  que  no  existía  constituida  servidumbre  ni  por  eos- 
trato  ni  por  prescripción.  Por  todo  lo  cual,  suplicó  al  juzgado  se 
declarase  en  deñnitiva,  que  sobre  su  finca  no  existía  constituida 
servidumbre  á  favor  del  demandado,  y  se  condenara  á  éste  á  que 
levantara  los  postes,  palomillas  y  cuantos  soportes  hubiera  esta- 
blecido en  aquélla. 

C)  Coniestación, ^O^ixzost  el  demandado  alegando  que  ea 
Albacete  estuvo  establecido  el  alumbrado  de  petróleo,  y  todas  las^ 
casas  sufrían  las  cargas  necesarias  para  dicho  alumbrado;  que 
constituida  una  empresa  para  la  producción  de  luz  eléctrica,  acor- 
dó el  Ayuntamiento  la  sustitución  del  petróleo  y  autorizó  á  dicha 
empresa  para  el  paso  de  cables  y  establecimiento  de  soportes  eu 
los  edificios  que  fuese  necesario;  que  la  demandante  consintió 
que  en  sus  fincas  se  pusiese  un  soporte,  y  éste  había  permanecido 
sin  oposición  hasta  fecha  reciente,  en  que  pretendió  se  levantase 
por  cuestiones  de  índole  privada. 

D)  Réplica,  duplica  y  prueba. — Habiendo  insisddo  las  par- 
tes en  sus  respectivas  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,, 
resultando: 
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a)  Que  el  art  5.**  del  pliego  de  condiciones  fué  aclarado  al 
otorgarse  las  escrituras,  expresándose  que  la  Sociedad  instalado- 
ra de  la  luz  no  pretendía  adquirir  derecho  alguno  de  servidumbre 
Sobre  los  edificios,  y  se  obligaba  á  levantar  los  aparatos  por  su 
cuenta; 

^J  Que  las  Ordenanzas  municipales  anteriores  á  las  vigentes 
eran  de  1876,  y  en  ellas  nada  se  expresaba  sobre  la  colocación 
de  los  faroles  del  alumbrado,  ni  sobre  obligación  de  los  propie- 
tarios de  consentir  su  instalación  en  las  fachadas  de  sus  casas; 

c)  Que  en  las  Ordenanzas  vigentes  se  dispone  por  el  art.  64 
que  para  el  alumbrado  público  se  tendrán  presentes  las  bases  es- 
tipuladas y  las  que  en  lo  sucesivo  se  estipulen  con  la  fábrica  de 
electricidad;  y 

dj  Que  en  las  oficinas  del  Gobierno  civil  no  existía  antece- 
dente ninguno  sobre  expropiación  de  la  casa  de  la  demandante. 

ej  Asimismo  á  instancia  del  demandado,  se  certificó  por  el 
secretario  del  Ayuntamiento  que  cuando  se  utilizaba  el  alumbra- 
do de  petróleo  había  colocados  en  las  fachadas  de  las  casas 
armas  y  faroles,  no  constando  si  para  ello  medió  acuerdo  entre 
el  Ayuntamiento  y  los  propietarios;  y  doce  testigos  declararon 
que  cuando  el  alumbrado  era  de  petróleo  todos  los  dueños  de 
casa  sufrían  la  carga  de  los  faroles. 

EJ  Sentencia. — La  Audiencia  pronunció  sentencia  revocatoria 
de  la  del  Juzgado,  por  virtud  de  la  cual  declaró  que  sobre  la  casa 
perteneciente  á  la  demandante  no  existe  legítimamente  consti- 
tuida á  favor  del  demandado  ó  de  su  causa  habiente  la  Sociedad 
Albacetense  de  electricidad  la  servidumbre  de  apoyo  en  su  tejado 
ó  fachada,  de  soportes,  palomillas  y  otros  aparatos  de  sostén  de 
los  cables  conductores  para  el  alumbrado  eléctrico,  condenando 
al  demandado  á  que  en  término  de  diez  días  levante  y  quite  de  la 
citada  casa  los  referidos  soportes,  y  declarando  no  haber  lugar  á 
indemnización  de  perjuicios  á  la  demandante. 

F)  Recurso  de  casación, — Lo  interpuso  la  parte  demandada 
aduciendo  como  infringidos: 

I.®  El  art.  S30  del  Código  civil  que  define  la  servidumbre;  por 
considerar  la  Sala  sentenciadora  que  la  colocación  de  un  poste 
y  varias  palomillas  en  la  casa  de  la  demandante  constituye  una 
servidumbre,  siendo  así  que  no  hay  predio  dominante  ni  sirviente, 
puesto  que  la  colocación  de  cables  se  hizo  permitiendo  á  los 
dueños  toda  clase  de  reparaciones  y  edificaciones. 
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2.**  "SA  art.  S37  del  C6digo\  al  no  estimar  la  sentencia  qie  U 
carga  impuesta  en  la  casa  de  la  demandante  lo  fué  por  voluntad 
de  ésta,  que  lo  consintió  durante  siete  años,  estimando  en  su  lu- 
gar que  no  aparece  justificada  la  voluntad  seria  y  deliberada  dé 
la  demandante  de  imponer  sobre  su  ftnca  la  servidumbre  de  que 
se  trata. 

3.''  Los  artículos  §jo  y  jj/,  laminen  del  Código,  porque  la 
obligación  de  los  dueños  de  las  casas  de  una  población  de  sufrir 
en  las  fachadas  ó  tejados  de  las  mismas  los  aparatos  necesarios 
para  el  servicio  público,  sólo  podría  tener  el  carácter  de  una  ser- 
vidumbre legal. 

4."  Los  artículos  72,  74  y  j6  de  la  ley  Municipal  y  el  igo  di 
las  Ordenanzas  municipales  del  Ayuntamiento  de  Albacete^  y  el  pÜe 
go  de  subasta  del  alumbrado  público; 

5.**     El  art.  172  de  la  misma  ley  Municipal)  y 

6.®     Los  artículos  2,^  y  jó  de  la  ley  de  expropiación  forzosa, 
por  no  ser  aplicables  al  caso,  puesto  que  la  demandante  se  prestó  • 
voluntariamente  á  que  se  colocaran  en  su  casa  los  aparatos  nc 
cesarlos  para  el  servicio  de  la  luz. 

Desestimación  del  recurso  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  colocación  de  postea  y  palomillas  en  la  casa  de  la  demandante 
para  sostenimiento  de  cables  destinados  al  alumbrado  eléctrico,  por  ser 
una  carga  en  cosa  qjena  y  limitación  del  derecho  de  propiedad,  constituye 
wia  servidumbre,  ya  que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  530  y  531 
del  Código  civil,  en  armonía  con  lo  antes  establecido  en  la  ley  i.^,  tit.  31 
de  la  Partida  3.^,  la  servidumbre  es  un  gravamen  impuesto  sobre  inmue- 
ble ajeno  en  ben^cio  de  otro  inmueble,  ó  en  pro  de  una  ó  más  personas  é 
de  una  comunidad  á  quienes  no  pertenezca  la  finca  gravada,  y  al  es- 
timarlo asi  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  el  art  530  de  dxAo 
Código. 

La  sentencia  recurrida  tampoco  infringe  el  art,  537,  según  d  cual 
las  servidumbres  continuas  y  aparentes  como  la  de  que  se  trata  solo 
pueden  adquirirse  en  virtud  del  titulo  ó  por  la  prescripción  de  veinte 
años  cuando  se  establecen  por  voluntctd  de  los  propietarios,  conforme 
al  536,  á  cuya  disposición  parece  referirse  el  recurrente,  porque  ha- 
biendo la  Sala  estimado,  en  vista  de  las  pruebas  practicadas,  que  no 
hubo  convenio  entre  la  demandante  y  la  Sociedad  del  alumbrado  eléctrito 
para  la  constitución  de  la  servidumbre,  y  si  meramente  tolerancia  para 
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^ue  se  colocara  el  poste ^  lo  cual  no  afectaría  la  posesión  de  aquélla,  con- 
forme el  art,  4áá  del  repetido  Código^  w>  ha  impugnado  él  recurrente  tal 
apreciación  por  medio  alguno  de  los  establecidos  en  el  número  7P  del  ar- 
ticulo 1  692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

La  facultad  concedida  por  el  art,  Sfidel  pliego  de  condiciones  que 
sirvió  de  base  á  la  subasta  del  alumbrado  público  en  Albacete  para  coló- 
coren  la  vía  pública  y  en  las  fachadas  y  tejados  de  las  casas  los  aislado- 
reSy  soportes  y  demás  que  fuera  necesario  para  el  objeto  del  contrato^  no 
impuso  servidumbre  alguna  sobre  las  fincas  de  los  particulares  que  recha- 
saran  el  gravamen,  puesto  que  eti  el  mismo  articulo  se  consignó  que  caso 
de  ser  por  ello  precisa  la  expropiación  para  el  cumplimiento  de  dicho 
coniraio  la  gestionaría  el  Municipio,  quedando  obligado  á  la  indemniza- 
ción el  rematante,  particular  el  primero  qt*e  hubiera  sido  ocioso  si  la  ser- 
nidumbre  se  hubiese  impuesto;  y  que  habiéndose  preceptuado  en  las  Orde- 
nanzas municipales  que  se  tuvieran  presentes  las  bases  estipuladas  y  que 
en  lo  sucesivo  se  convinieren  con  la  fábrica  de  la  electricidad,  es  mani- 
fiesto que  aun  siendo  tales  Ordenanzas  dictadas^  según  la  competencia  y 
la  atribución  reconocidas  por  hs  a^ticulos  72  y  74  de  la  ley  Municipal 
vigente  y  ejecutivas  con  arreglo  al  art.  76,  y  aun  aplicables  al  caso  actual, 
no  ha  infringido  la  Sala  sentenciadora  los  mencionados  artículos,  Orde- 
nanzas ni  pliego  de  condiciones  que  con  el  art.  172  de  la  misma  ley  se 
citan  en  los  4.^  y  5.o  motivos  del  recurso,  porque  en  conformidad  á  las 
mismas,  quedó  á  salvo  el  derecho  de  propiedad  particular  de  la  deman- 
dante, que  según  apreciación  de  la  Sala,  no  impugnada  legalmente,  no 
consintió  el  gravamen,  para  imponer  el  cual  tampoco  medió  ni  siquiera 
se  intentó  la  necesaria  expropiación. 

Por  estos  últimos  razonamientos,  es  también  improcedente  el  recurso 
fundado  en  el  motivo  6.^,  por  cuanto  no  habiendo  convenido  la  dueña  del 
edificio  desmembrar  su  propiedad  particular  con  el  repetido  gravamen, 
que  no  se  imponía  en  las  Ordenanzas,  y  contra  las  cuales  por  ello  no 
tenia  que  recwrir,  era  necesario  para  imponerlo  que  se  procediera  según 
lo  dispuesto  en  la  ley  que  cita  el  recurrente,  y  se  invocó  por  la  Sala  en  el 
último  considerando,  como  complemento,  no  como  razón  esencial  del  fallo. 

Los  artículos  550  y  551  del  Código  civil,  que  se  refieren  al  régimen 
que  debe  observarse  para  determinadas  servidumbres,  y  que  se  suponen 
infringidos  en  el  tercer  motivo  del  decurso,  son  inaplicables  al  presente 
caso,  en  el  cual  no  se  trata  de  servidumbres  ya  establecidas  para  utilidad 
pública,  sino  de  la  que  el  recurrente  pretende  establecer,  ni  de  tas  impues- 
tas en  interés  de  los  particulares  ó  de  utilidad  privada  por  ley  alguna, 
que  no  ha  sido  citada  por  dicho  recurrente. 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


^46  DB  LAS  8BBTIDÜMBEB8  (aBT.  533 

[btíoulo  533.  Las  aervidumbres  son  además  positivas 
y  negativas. 

Se  llama  positiva  la  servidumbre  que  impone  al  dueño  dd 
predio  sirviente  la  obligación  de  dejar  hacer  alguna  cosa  ó 
de  hacerla  por  sí  mismo,  y  negativa  la  que  prohibe  al  duefto 
del  predio  sirviente  hacer  algo  que  le  sería  lícito  sin  la  servi- 
dumbre. 

Sentencia  de  %  de  Febrero  de  \9M.S€rv¿dumbrc  de  luz, 

HECHOS 

A)  Demanda, — El  dueño  de  dos  fincas,  una  de  las  cuales  la 
había  adquirido  recientemente,  dedujo  demanda  contra  los  pro- 
pietarios de  otras  contiguas  á  una  de  aquéllas  y  contra  el  vende- 
dor, á  quien  citó  de  evicción,  pidiendo  se  declarase  por  la  sen- 
tepcia: 

Primero,  £1  derecho  indiscutible  del  actor  al  pleno  dominio 
de  su  propiedad  (un  solar  en  construcción  formado  por  sus  dos 
referidas  fincas),  sin  otra  limitación  ni  gravamen  que  una  luz  ó 
carga  de  farol  y  sereno. 

Segundo,  No  tener  los  demandados  dueños  de  las  casas  in- 
mediatas derecho  alguno  á  abrir  huecos  ni  á  mantener  abiertos 
los  existentes  en  la  pared  medianera,  por  no  existir  ni  haber  exis- 
tido jamás  servidumbre  de  luces  en  favor  de  dichas  casas. 

Tercero,  Tener  derecho  al  abono  de  los  gastos  que  se  le  ha- 
bían ocasionado  en  los  diversos  juicios  de  interdicto  promovidos, 
y  á  la  indemnización  de  perjuicios;  y 

Cuarto,  Condenar  á  los  demandados  al  pago  de  las  costss 
procesales;  á  cuyo  objeto  alegó  en  síntesis  que  era  dueño  por 
compra  de  dos  fincas,  una  de  las  cuales  tenía  un  patio  que  linda- 
ba por  uno  de  sus  lados  con  la  medianería  de  una  casa  contigua, 
y  por  otro  con  la  de  otra  finca,  en  cuyas  medianerías  se  hallaban 
abiertos  huecos  de  distintas  dimensiones,  pero  mayores  que  los 
de  ordenanza,  si  bien  tenían  rejaS  y  alambreras  en  toda  su  exten- 
sión, y  la  parte  superior  de  los  marcos  pegada  á  las  carreras  de 
los  techos;  que  las  dos  medianerías  pertenecían  únicamente  á  los 
dueños  de  las  respectivas  casas;  que  derribadas  por  el  actor  las 
dos  fincas  que  había  adquirido,  los  demandados,  visto  el  estado 
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ruinoso  de  las  suyas,  tuvieron  que  derruirlas;  y  al  levantarlas  de 
nuevo,  fueron  dejando  en  ellas  los  mismos  huecos,  y  colocando 
los  marcos,  rejas  y  alambres  del  propio  modo  que  estuvieron  en 
las  derribadas;  y  como  les  advirtiese  el  actor  que  pensaba  omitir 
el  patio  en  su  nueva  obra,  construyendo  en  su  lugar,  por  cuya 
razón,  lo  que  edificara  taparía  los  huecos  que  los  demandados 
dejaban  en  su  medianería,  contestó  uno  de  ellos  que  no  podría 
construir  el  actor  en  forma  que  obstruyera  dichas  ventanas,  y  el 
otro  reconoció  el  derecho  del  actor  á  construir  en  su  solar  con^o 
estimare  conveniente;  que  en  vista  de  lo  manifestado  por  los  de- 
mandados, dedujo  el  demandante  interdicto  de  obra  nueva  para 
que  no  continuaran  la  pared,  que  fué  desestimado  por  el  juez^ 
prosiguiendo  en  su  consecuencia  uno  y  otro  sus  obras  respecti- 
vas; mas  como  viesen  éstos  que  sus  ventanas  serían  obstruidas, 
promovieron  á  su  vez  interdicto  para  retener  y  recobrar  la  pose- 
sión de  la  supuesta  servidumbre  de  luces,  el  cual  se  falló  en  se- 
gtinda  instancia  á  favor  de  los  mismos;  y,  finalmente,  que  de  la 
escritura  de  compraventa  de  las  fincas  á  favor  del  actor  aparece 
que  las  adquirió  libres  de  toda  carga,  hallándose  en  tal  sentido 
inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

B)  Contestación. — Los  demandados  contestaron  solicitando 
la  absolución  y  la  imposición  de  costas  al  actor,  afirmando  la 
existencia  de  la  servidumbre  de  luces  derivada  del  hecho  de  ha- 
ber pertenecido  en  fecha  anterior  todas  las  fincas  á  un  solo  due- 
ño, quien  impuso  ©n  ellas  otros  varios  gravámenes,  no  influyendo 
ni  mucho  ni  poco  el  que  al  enajenarse  separadamente  esas  casas, 
se  omitiese  consignar  tal  gravamen  en  sus  títulos,  pues  todos  los 
propietarios  que  han  poseído  esas  fincas  recuerdan  la  existencia 
de  huecos  ó  ventanas;  y  negando  que  los  perjuicios  sufridos  por 
el  actor  sean  imputables  á  los  demandados. 

O  Prueba, — Declarado  en  rebeldía  el  vendedor  de  la  finca, 
que  fué  citado  de  evicción,  y  evacuados  los  traslados  de  réplica  y 
duplica,  se  practicó  prueba,  y  entre  la  documental  se  adujo  un  cer- 
tificado del  Registro  de  la  propiedad  de  que  no  resultaba  servi- 
dumbre alguna  ni  en  pro  ni  en  contra  sobre  la  casa  del  deman- 
dante, si  bien  se  hacía  referencia  en  la  descripción  de  los  huecos 
existentes  en  la  medianería  de  los  demandados. 

D)  Sentencia. — Tramitado  el  pleito  en  ambas  instancias,  la 
Audiencia  dictó  sentencia  revocatoria,  declarando  que  los  deman^ 
dados  no  tienen  derecho  alguno  para  abrir  huecos  ni  para  man^ 
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tener  abiertos  los  que  había  en  la  pared  medianera  de  su  finca, 
por  cuanto  no  existe  servidumbre  alguna  de  luces  legalmente 
constituida  á  favor  de  aquélla  y  en  perjuicio  de  la  del  actor,  y  ab- 
solviéndolos de  los  demás  extremos  de  la  demanda. 

E)  Recurso  de  casación. — Recurrió  la  parte  demandada  en 
casación,  citando  como  infringidos: 

I .°  El  arí.  jjj  del  Código  civil  y  Sentencias  de  7  de  Febrero  y 
j  de  Mayo  de  i8g6  al  calificar  de  negativa  la  servidumbre  de  que 
se  trata,  y  al  confundir  los  efectos  que  produce  la  servidumbre  de 
luces,  ó  sea  prohibir  al  dueño  del  predio  sirviente  que  construya 
en  su  terreno  otra  pared  que  estorbe  ó  aminore  las  luces,  todo  lo 
cual  demuestra  que  es  una  servidumbre  positiva  que  se  adquiere 
por  el  uso  durante  veinte  años  á  contar  desde  el  día  en  que  se  co- 
menzó á  ejecutar  el  acto  externo  de  disfrutar  la  luz. 

2!"  El  art.  ssS,  ley  ij,  íií.  XXXí;  Partida  J.^  y  sentencias  ya 
expresadas,  porque  según  todos  estos  textos  y  citas,  y  partiendo 
de  que  la  servidumbre  es  positiva,  el  plazo  de  la  prescripción  se 
cuenta  desde  que  se  abrió  el  hueco  ó  ventana. 

3.®  El  art,  ^Sj  del  mismo  Cuerpo  legal,  porque  aun  en  la  hi- 
pótesis de  que  la  servidumbre  fuese  negativa,  es  un  hecho  que 
desde  las  ventanas  á  la  pared  del  patio  median  más  de  dos  me- 
tros, y  se  trata  de  un  derecho  declarado  por  vez  primera,  que  de 
bía  tener  efecto  desde  luego,  puesto  que  no  perjudicaba  derechos 
adquiridos. 

Desestimación  del  recurso. — El  Tribunal  Supremo  declaró  no 
haber  lugar,  sentando  la  siguiente 

DOCTRINA 

La  servidumbte  que  el  recurrente  pretende  haber  ganado  porpre9crip^ 
inón  es  negativa,  porque  recibiendo  $u  finca  la  Ium  por  hueeoe  no  voladi-- 
tos  abiertos  en  pared  propia,  en  tanto  puede  limitar  el  derecho  depropie- 
dad  del  dueño  del  predio  sirvienie,  etC  cuanto  coartara  á  éste  su  fúCuUad 
de  edificar,  impidiendo  el  acceso  de  la  luz  por  los  mencionados  huecos, 
que  es  lo  que  caracteriza  la  servidumbre  negativa,  según  el  art,  533  del 
Código  civil,  y  no  en  cuanto  á  que  le  obligara  á  dejar  hacer  alguna  cosa 
ú  su  vecino  ó  hacerla  por  si,  que  es  lo  que  caracteriza  la  posüii  o,  oegúm 
el  propio  articulo. 

La  doctrina  anterior  no  se  opo^ie  á  la  consignada  por  este  Tribítnai 
Supremo  en  las  sentencias  de  7  de  Febrero  y  5  de  Mayo  de  1896^  citadas 
€n  el  recurso,  porque  la  primera  se  dictó  con  rdaeián  á  un  caso  que  n0 
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guarda  analogía  alguna  con  el  actual^  al  pf  evUto  en  el  art  541  del  Có- 
digo civil f  iegún  el  gíte^  la  existencia  de  un  signo  aparente  de  servidum- 
bre entre  dosfincaé  establecido  por  el  propietario  de  ambas ,  ha  de  consi-- 
derarscy  si  se  enajenare  alguna,  como  titulo  para  que  la  servidumbre  con» 
tinúe  activa  y  pasivamente;  y  en  la  segunda  se  trataba  de  huecos  abiertos 
eá  pared  medianera  ó  común,  de  la  cual,  por  lo  tanto,  ninguno  de  los  pro- 
pietarios podía  disponer  con  exclusión  o  sin  el  concurso  del  otro. 

En  su  virtud,  al  calificar  la  Sala  sentenciadora  de  servidumbre 
negativa  la  de  lúe  que  es  objeto  de  la  contienda  actual,  deduciendo  como 
consecuencia  de  este  postulado  que  el  término  para  que  pueda  adquirirse 
por  prescripción  debe  contarse  desde  el  día  en  que  el  recurrente  se  opuso 
por  un  acto  formal  á  que  su  vecino  le  privara  de  la  luz,  no  infringe  los 
artículos  del  Código  civil  y  la  doctrina  de  la  jurisprudencia  que  se  invo- 
can en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  ni  la  ley  15,  tít,  31  de  la 
Partida  3.^,  que  se  alega  también,  y  que  es  aplicable  al  presente  pleito,  ó 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1.939  del  Código  vigente-,  porque  si  bien 
en  esta  ley  se  dispone  que  las  servidumbres  continuas,  á  cuya  clase  corres- 
ponde la  de  luz,  se  adquieren  por  la  prescripción  de  diez  ó  veinte  años, 
es  doctrina  de  la  jurisprudencia  que  el  tiempo  para  computar  estos  tér- 
minos corre  en  las  positivas  desde  que  comienzan  á  usarse,  y  en  ¿as  nega- 
tivas desde  que  el  dueño  del  predio  dominante  impida  al  del  predio  sir- 
viente hacer  uso  de  su  libertad,  ó  desde  el  acto  obstatioo  de  pirte  del  pri- 
mero, que  es  lo  mismo  que  dispone  el  art.  538  del  Código  civil,  sin  otra 
novedad  que  la  de  establecer  un  solo  término^  y  éste  de  veinte  años,  para 
la  prescripción  adquisitiva  de  esta  clase  de  gravámenes  sobre  la  pro- 
piedad; 

El  motivo  3.°,  sobre  impugnar  un  razonamiento  de  la  sentencia, 
que  por  ser  hipotético  no  influye  en  la  parte  dispositiva  de  la  misma,  se 
basa  en  un  supuesto  de  hedió  inexacto  pura  demostrar  la  infracción  del  ar- 
ticulo 582  del  referido  Código,  cual  es  el  de  que  mediaban  más  de  dos  me* 
tros  entre  la  pared  en  que  se  abrieron  las  ventanas  y  la  finca  del  vecino, 
siendo  así  que  no  media  distancia  alguna,  por  ser  dicho  muro  divisorio  de 
ambas  propiedades: 


^RTÍCüLO  535.  Las  servidumbres  son  indivisibles.  Si  el 
predio  sirviente  se  divide  entre  dos  ó  más,  la  servidum- 
bre no  se  modifica  y  cada  uno  de  ellos  tiene  que  tolerarla  ea 
la  parte  que  le  corresponda. 
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Si  es  el  predio  dominante  el  que  se  divide  entre  dos  ó  más, 
cada  porcionero  puede  usar  por  entero  de  la  servidumbre,  no 
alterando  el  lugar  de  su  uso,  ni  agravándola  de  otra  manera. 

Sentencia  de  II  de  Neviembre  de  1892. 

Indivisibilidad  de  las  servidumbres, — Servidumbre  de  pastos, 

HECHOS 

A)  Antecedentes.  Por  escritura  pública  de  i88i,  A  vendió  á  B 
34  fincas  sitas  en  Polvoranca,  reservándose  el  vendedor  para  sí  y 
parientes  partícipes  en  un  mayorazgo  el  uso  y  disfrute  de  las 
hierbas,  pastos  y  rastrojeras  de  las  fincas  vendidas. 

En  1883,  también  por  otrm  escritura,  A  vendió  á  C36  partes 
de  60,  de  las  hierbas  y  pastos  de  Polvoranca. 

Por  fallecimiento  de  la  consorte  del  primer  comprador  B^  se 
adjudicaron  á  sus  hijos  lais  34  fincas  compradas  á  ^  en  1881. 

B)  Demanda.  — ^,  comprador  de  las  tierras,  demandó  á  C 
comprador  de  las  hierbas  y  pastos,  para  que  se  declarase  que  este 
último  venía  obligado  á  prestarse  á  la  redención  de  la  servidum- 
bre de  pastos,  ó  sea  el  uso  de  las  yerbas,  pastos  y  rastrojeras. 

C)  Contestación. — Se  opuso  el  demandado  alegando  que  el 
art.  603  del  Código  se  refería  á  las  propiedades  cerradas  ó  abiertas 
sobre  las  que  gravitaba  la  servidumbre  de  pastos,  y  sólo  el  dueño 
de  ellas  tenía  derecho  á  que  se  le  redimiera  el  gravamen;  que  en 
el  caso  de  autos,  la  finca  era  todo  el  término  de  Polvoranca,  y  si 
el  predio  sirviente  se  dividía,  la  servidumbre  no  se  modificaba 
por  esto,  porque  las  servidumbres  son  indivisibles;  que  por  tanto, 
la  redención  de  la  servidumbre  de  pastos  que  pesaba  por  igual 
sobre  todas  las  fincas  del  término  de  Polvoranca,  sólo  podía  hacer- 
se cuando  todos  los  dueños,  formando  un  cuerpo,  se  presentanmal 
dueño  de  la  servidumbre  proponiendo  por  convenio  la  redencióo- 
pero  que  desde  el  momento  en  que  un  propietario  sólo  de  varias 
fincas  recababa  para  sí  el  derecho  de  redención,  modificaba  la  ser- 
vidumbre haciéndola  divisible,  cuando  no  lo  era  por  su  naturale- 
za, y  además,  tratándose  de  un  privile^jo  debía  interpretarse  en 
sentido  restrictivo. 

D)  Sentencia, — Fueron  conformes  las  de  primera  y  segunda 
instancia  en  el  sentido  de  que  el  demandado  estaba  obligado  á 
concurrir  á  la  redención  de  la  servidumbre  de  pastos. 
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E)  Recurso. — Lo  interpuso  el  perjudicado,  alegando: 
i.°  Infracción  del  artJJS  ^^^  Código  civil,  al  declarar  la  Sala 
sentenciadora  que  el  principio  de  la  indivisibilidad  de  la  servidum- 
bre no  es  aplicable  á  la  de  pastos,  porque  cada  una  de  las  ñncas 
gravadas  es  aprovechable  independientemente  de  las  demás;  sin 
que  quepa  proceder  por  distinción  considerando  la  servidumbre 
de  pastos  con  relación  á  su  objeto,  en  vez  de  apreciarla  en  la  re- 
lación superior  del  derecho  que  establece,  por  su  naturaleza  indi- 
visible. 

2.**  Infracción  del  art,  óoj  del  Código  y  de  los  jgy  y  jg8  del 
mismo  cuerpo  le^al,  toda  vez  que  tratándose  de  un  derecho  de 
pastos  que  pesa  sobre  todas  las  tierras  del  término  de  Polvoran- 
ca,  y  pertenece  pro  indiviso  á  varias  personas,  entre  las  cuales  el 
recurrente  es  uno  de  los  mayores  partícipes,  no  pueden  hacerse 
alteraciones  en  la  cosa  común  tan  trascendentales  como  la  que 
resultaría  con  la  redención  parcial  en  la  forma  y  manera  propues- 
ta por  la  demanda,  por  cuyo  motivo,  al  reconocer  la  Sala  senten- 
ciadora en  el  recurrente  la  calidad  de  condueño  en  el  disfrute  y 
aprovechamiento  de  la  servidumbre  de  pastos,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 531,  y  condenarle,  sin  embargo,  á  que  haga  una  cosa  per- 
judicial para  él  y  sus  copartícipes,  ha  infringido  los  artículos  ci- 
tados. 

3.**  Infra*cción  de  los  artículos  IJ40,  1,141, 1,145,  y  1.157  del 
Código  civil. 

Desestimación  del  recurso. — Se  declaró  no  haber  lugar  en  vir- 
tud de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Bl  principio  de  la  indivisibilidad  de  las  servidumbres  que  como  regla 
general  establece  el  art.  535  del  Código  ctw7,  y  que  tiene  por  objeto  man- 
.  tener  en  su  originaria  integridad  el  gravamen  en  que  consistcm,  aun  en  el 
easo  de  dividirse  entre  dos  ó  más  el  predio  que  las  disfrute  ó  el  que  las 
sufra^  no  se  opone  al  derecho  que  en  absoluto  y  sin  limitación  alguna 
concede  especialmente  el  art.  603  del  propio  Código  al  dueño  de  todo  te- 
rreno gravado  con  la  servidumbre  de  pastos  de  redimir  esta  carga  me- 
diante él  pago  de  su  valor  ^  sean  uno  ó  más  los  que  tengan  el  derecho  á 
la  servidumbre,  y  en  tal  concepto,  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar 
que  el  recurrente  está  obligado  á  concurrir  á  la  redención  de  la  servidum- 
bre de  pastos  que  pesa  sobre  las  fincas  propiedad  de  dichas  menores,  ha 
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aplicado  acertadamente  él  eegítndo  de  loa  artictdos  citadoe^  sin  infringir 
el  primero t  cual  ae  supone  en  el  primer  motivo  de  este  recurso. 

Las  prescripciones  de  los  artículos  397  y  398  del  mencionado  cuerpo- 
legal  versan  sobre  los  debeies  de  los  condueños  de  la  cosa  coman,  ¡/  Zm 
requisitos  que  lian  de  concurrir  en  los  acuerdos  de  la  mayoría  de  los  par- 
tícipes para  que  sean  obligatorios;  y  como  aquí  no  se  discute  acerca  d& 
cuestión  alguna  suscitada  entre  condueños,  es  obvio  que  no  pueden  apU- 
carse  á  la  servidumbre  de  pastos,  objeto  de  este  litigio,  disposiciones  de  la 
ley  que  se  han  dictado  pai-a  cosas  y  casos  enteramente  distintos  del  de 
que  aquii  se  trata. 

Por  igual  razón  son  asimisnM  de  desestimar  las  infracciones  qu^  en  el 
motivo  3,^  se  alegan  de  los  artículos  1,141,  1.145  y  1.167  del  preciiado^ 
Código  civil,  relativos  á  las  obligaciones  solidarias  y  á  su  extindón  por 
el  pago  i  los  cuales  no  guardan  conexión  algwia  con  el  caso  concreto  del 
presente  curso. 


lí^RTfcüLO  536.     Las  servidumbres  se  establecen  por  bi 
ley  ó  por  la  voluntad  de  los  propietarios.  Aquéllas  se 
llaman  legales  y  éstas  voluntarias. 

Resolución  de  18  de  Febrero  de  1893. -(Dictada  para  Ultramar}. — 
Constitución  de  servidumbres  tfoiunt arias. 

A)  Documento  de  inscripción. — Por  escritura  publica  de  1890^ 
A  constituyó  en  terrenos  de  su  propiedad,  y  en  favor  de  B,  dueña 
de  un  ingenio,  esposa  del  compareciente,  una  servidumbre  de  vía 
férrea,  sin  precio  alguno,  pero  con  la  condición  de  que  se  extin- 
guiese aquélla  cuando  la  vía  desaparecida. 

B)  Nota  del  Registrador. — Por  otra  escritura  de  la  misma 
fecha  se  constituyó  por  A'  el  mismo  gravamen,  y  presentadas  am- 
bas á  inscripción,  fué  denegada,  porque  siendo  la  servidumbre  uq 
contrato  bilateral,  no  ha  podido  el  compareciente  celebrarlo  sin 
poder  de  su  esposa,  que  es  la  dueña  de  la  finca. 

CJ  Recurso  gubernativo:  aj  Alegación  del  recurrente  — Que  la 
servidumbre  no  es  un  contrato  bilateral,  sino  un  derecho  real  li- 
mitativo del  dominio,  que  sólo  grava  el  predio  sirviente;  que  para 
la  aceptación  de  las  servidumbres  constituidas  no  necesitaba  el 
compareciente  poder  de  su  esposa,  puesto  que  la  representa,  se- 
gún  el  art.  60  del  Código  civil,  y  es  el  administrador  de  los  bic^ 
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nesdela  Sociedad  conyugal  (art  1.412);  que  la  adquisición  de 
una  servidumbre  favorece  la  Sociedad  conyugal,  y  el  marido  pue- 
de aceptarla. 

b)  Informe  del  registrador. — Expuso:  que  de  las  escrituras  re- 
feridas nacían  obligaciones  y  derechos  recíprocos;  que  el  predio 
dominante  quedaba  obligado  á  establecer  la  vía  férrea,  y  que  las 
leyes  no  conceden  ni  han  concedido  al  marido  que  no  ha  recibi* 
do  los  bienes  de  la  mujer  en  dote  ó  parafernal  otros  derechos  que 
los  de  mera  administración. 

c)  Juez  delegado, — Declaró  haber  lugar  al  recurso  por  los  fun- 
damentos del  recurrente. 

d)  Presidente  de  la  Audiencia. — Confirmó  la  resolución  del  in- 
ferior. 

i.^    Por  ser  favorable  para  la  dueña  el  contrato  celebrado. 

a.*  Porque  el  hecho  de  tener  que  construir  la  vía  férrea  no  le 
quitaba  su  carácter  gratuito  al  contrato. 

3.*  Porque  la  construcción  de  la  vía  férrea  refluía  en  la  buena 
administración  del  ingenio. 

4.**  Porque  el  compireciente,  esposo  de  la  dueña,  no  gravó  la 
finca  ni  limitó  los  derechos  dominicales  de  la  mujer. 

5.**  Porque  la  no  intervención  de  la  dueña,  por  sí  ó  por  po- 
der dado  á  su  marido,  no  es  bastante  para  denegar  la  inscripción, 
puesto  que  la  cesión  fué  beneficiosa,  y  debe  presumirse  que  nadie 
deja  de  aceptar  los  beneficios  que  se  le  dispensan;  y 

6.**  Porque  el  marido  es,  según  el  art.  60  del  Código,  el  repre- 
sentante legal  de  su  mujer. 

C)  Dirección, — Mantuvo  la  nota  del  registrador,  y  revocó 
la  resolución  del  presidente  de  la  Audiencia,  estableciendo  la  si- 
guiente 

DOCTRINA 

Lo9  contratos  sobre  el  establecimiento  de  servidumbres  voluntarias 
sólo  pueden  celebrarlos  los  dueños  de  las  fincas  á  las  que  afecte,  ó  los  que 
tengan  su  legal  autorización  para  el  caso,  conforme  á  los  artículos  536  y 
1.259  del  Código  civil,  y  las  facultades  generales  de  administrador  y 
usufructuario  que  puedan  ostentar  los  maridos  con  relación  á  los  bienes 
de  $U8  mujerett,  y  la  misma  representación  legal  que  el  Código  civil  les 
otorga,  no  son  suficientes  para  los  actos  que  sólo  el  que  tiene  el  dominio 
do  la  cosa  puede  ejecutar  con  arreglo  á  las  leyes,  pues  en  cuanto  haga  re- 
lación con  tales  actos  es  precisa  la  autorización  especial  del  dueño,  en  cu-  i 
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yo8  supue$t09  denegó  bien  el  üegUtrador  la  ineeripeión  del  coniralo  de 
eervidumbre  pte,  afectando  á  bienee  de  ¡a  mvjer^  celebró  tu  maride  m 
autoriiaeión  expreea  de  aquélla. 

Para  la  aplicación  de  ceta  doelrina  legal  nada  eignifica  que  la  terot- 
dumbre  se  constituyera  á  favor  y  no  eobre  la /inca  de  la  mujer  ^  niquelas 
condiciones  fueran  altamente  ventajosas  para  étía^  porque  sólo  el  dueño 
puede  hacer  este  género  de  apreciaciones^  y  ninguno  está  autorizado  á  se- 
r^ficarlo  en  su  lugar;  y  afirmar  que  al  no  gravarse  la  finca  siendo  U 
dominante  no  se  limitan  los  derechos  dominieales  del  dueño  cuando  otra 
persona  contrata  en  su  nombre  sin  su  atUorisación^  es  desconocer  que  si 
ejercicio  de  esas  facultades  por  persona  que  no  tenga  el  dominio  impHea 
la  mayor  de  las  limitaciones  concebibles. 

8i  la  mujer  conserva  el  dominio  sobre  sus  bienes,  conforme  dios  ar- 
ticules 1.360  y  1.882  del  Código  Civil^  y  el  marido  no  puede  darlos  siquie- 
ra en  arrendamiento  por  más  de  seis  años  sin  el  consentimiento  de  aqné- 
lla^  con  arreglo  al  art,  1.363  del  tnismo  Código^  menos  podrá  aerear 
otros  actos  que  son  de  mucha  más  trascendencia,  pues  establecen  penwt' 
nenies  relaciones  jurídicas  que  al  cabo  no  es  posible  prever  si  perjudk  i 
rían  ó  beneficiarían  al  dueño^  y  que  no  es  euestiónpara  debatida  en  esta 
oportunidad. 

Es  de  la  competencia  del  Registrador  la  cal^ficaeión  de  la  capacidad  de 
los  otorgantes  en  las  escrituras  que  presenten  á  inscripción^  conforme  al 
art.  26  de  la  ley  Hipotecaria  de  Cuba^  y  por  tanto  pudo  y  debió  eaM« 
minar  la  personalidad  con  que  el  marido  contrató  la  servidumbre  de  qm 
se  ha  hecho  mérito, 

DE   LAS  SERVIDUMBRES   EN  GENERAL 

Sentifuia  de  zg  de  Diciembre  de  i8gg  (art.  531). — Ofrece  csU 
sentencia  un  aspecto  que  podríamos  llamar  modernista,  y  no 
ciertamente  porque  imponga  sobre  la  propiedad  privada  y  en  re- 
conocimiento al  interés  social  aquellos  gravámenes  de  natnralesa 
permanente  que  el  planteamiento  de  algunos  progresos  de  la  civi- 
lización va  exigiendo  con  imperio,  sino  porque  se  refiere  al  alam- 
brado eléctrico  de  las  poblaciones. 

£1  tendido  de  cables  telefónicos,  la  colocación  de  soportes 
para  dar  paso  á  la  corriente  eléctrica  que  ilumina  los  poblados  y 
sirve  para  la  tracción  urbana  é  interurbana  no  puede  ya  quedar 
á  la  mera  tolerancia  del  dueño,  á  su  egoismo,  á  su  convenienda. 
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El  individuo  es  nada,  la  especie  llena  el  mundo,  tiene  derecho  á 
vivir  7  á  vivir  bien,  y  todo  aquello  que  atenúa  el  dolor  físico, 
que  salva  Ja  distancia,  que  aumenta  la  seguridad  y  el  bienestar 
colectivo,  es  absurdo  someterlo  á  una  ¡ntangibilidad  que  sería  irri- 
soria si  no  llevara  tras  de  sf  el  sufrimiento.  L^  egolatría  en  pro- 
piedad, es  la  idolatría  en  religión;  y  si  ésta  sólo  se  practica  hoy 
entre  los  pueblos  incultos,  téngase  en  cuenta  que  aquella  se  pró- 
lesa  en  pueblos  civilizados,  porque  existe  una  desproporción  enor- 
mísima entre  el  progreso  científico,  descubrimiento  en  las  ciencias 
naturales,  y  ese  mismo  progreso  en  el  orden  no  menos  científico 
de  organización  social. 

La  sentencia  que  vamos  ligeramente  á  estudiar,  responde  á  un 
fenómeno  de  egolatría.  Una  señora,  dueña  de  una  casa,  consiente, 
mejor  dicho,  tolera  que  en  el  tejado  de  su  propiedad  una  compa- 
ñía de  electricidad  instale  un  soporte  para  tendido  y  sostén' del 
cable  conductor  del  fluido.  No  llega  á  pactarse  servidumbre,  peí  o 
transcurridos  siete  años,  desavenencias  de  carácter  particular  de- 
ciden á  la  propietaria  á  reclamar  de  la  empresa  el  levantamiento 
del  soporte;  niégase  ésta,  promuévese  pleito,  y  por  coronamiento 
del  mismo,'el  Tribunal  declara: 

a)  Que  la  colocación  de  úostes  y  palotniltas  en  una  casa  para 
sostenimiento  de  cables  destinados  al  alumbrado  eléctrico,  constituye 
una  servidumbre f  puesto  que  ésta,  según  los  artículos  Jjo  y  §ji  del 
Código  civil,  es  un  gravamen  impuesto  sobre  inmueble  ageno  en  be- 
mficiú  de  otro  inmueble  ó  en  pro  de  una  ó  más  personas,  ó  de  una  co- 
munidad á  quien  nc  pertenezca  la  finca  gravada. 

b)  Que  cuanao  no  existe  convetiio,  y  si  sólo  mera  tolerancia  para 
colocar  un  poste,  esto  no  afecta  á  la  posesión  y  no  se  infringe  el  ar- 
tUulú  337,  según  el  cual,  las  servidumdres.  continuas  y  aparentes 
c^mo  la  de  que  se  trata  sólo  pueden  adquirirse  en  virtud  de  titulo  ó 
por  la  prescripción  de  veinte  años. 

No  habiendo  podido  la  compañía  de  alumbrado  electrice»  im- 
poner con  carácter  forzoso  la  servidumbre  de  paso  de  corriente 
eléctrica,  y  no  pactada  por  precio  ó  gratuitamente  la  constitución 
de  una  servidumbce  temporal  ó  perpetua,  de  carácter  voluntario, 
la  solución  no  podía  ser  otra  que  la  que  con  mucho  acierto  y  si 
se  quiere  con  exceso  de  celo,  dio  el  Tribunal  Supremo.  Bastaba 
coii  haber  dicho  que  no  existiendo  servidumbre  ni  forzosa  ni  con- 
vencional, era  suficiente  la  voluntad  del  propietario  para  hacer 
cesar  la  mera  tolerancia.  £1  uso  de  una  cosa  agena  mientras  no 


Digitized  by  VjOOQIC 


3b6  DB  LAS  $ERVlD0lfBBB8  (áUT.  536 

sea  exigible  por  uua  segunda  persona,  no  constituye  servidumbre. 
Su  materia,  su  contenido  podrán  ser  los  mismos  que  los  de  dicho 
derecho  real,  pero  caiece  de  su  principal  y  más  característica  cua- 
lidad, la  de  ser  un  gravamen,  la  exigibilidad  por  quien  lo  disfruta. 
Y  como  en  el  hecho  de  autos  esta  exigibilidad  no  existía,  claro  es 
que  la  colocación  de  postes  y  palomillas  en  la  casa  de  la  deman- 
dante si  bien  habría  constituido  una  servidumbre  si  se  la  hubiese 
obligado  á  soportar  sobre  su  edi6cio  la  carga  de  paso  del  fluido, 
no  llegó  á  constituirla  en  ningún  tiempo,  puesto  que  se  reconoció 
como  hecho  probado  la  mera  tolerancia.  Desde  este  punto  de  vis- 
ta, la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  no  estableció  la  debida  dis- 
tinción, acaso  porque  sintiendo  la  intuición  de  la  impertinencia 
notoria  del  recurso  no  se  hizo  cargo  de  la  sutileza  en  que  se  apo- 
yaba. 

Pocos  meses  después  de  publicarla  la  Sentencia  de  2Q  de  Di- 
ciembre de  i8()g,  la  legislación  española,  adaptándose  al  medio 
progresivo  en  que  la  vida  social  se  va  engastando,  admitió  por  ley 
de  2J  de  Mayo  de  jqoo  la  servidumbre  forzosa  de  paso  para  co. 
rrientcs  eléctricas  gravando  con  ella  (art.  \  .*)  el  inmueble  ageno 
que  se  requiera  para  la  instalación  de  líneas  aéreas  ó  subterráneas 
de  conducción  de  energía  eléctrica,  y  para  la  conservación  cons- 
tante de  las  mismas,  previa  la  correspondiente  indemnización  al 
dueño  del  predio  sirviente. 

En  el  art.  1 2  se  dijo  que  la  servidumbre  forzosa  de  paso  de 
corriente  eléctrica  se  regiría  en  el  interior  de  las  poblaciones  por 
las  ordenanzas  generales  y  locales  de  policía  urbana,  y  lo  no  pre- 
visto en  éstas,  por  los  preceptos  del  Código  civil:  con  ello  se  hu- 
biera dado  un  paso  de  gigante  dentro  de  la  senda  de  la  socia- 
bilidad, si  los  derechos  adquiridos  y  ciertos  antecedentes  legales 
en  materia  de  servidumbres  no  hubieran  impuesto  por  conducto 
del  art.  8.**,  la  siguiente  restricción. 

,€No  podía  imponerse  la  servidumbre  forzosa  de  paso  de  co- 
rriente eléctrica  sobre  ediñcios  ni  sobre  patios,  corrales,  jardines, 
ó  huertos  cerrados  y  anejos  á  viviendas,  que  existan  al  tiempo  de 
decretársela  servidumbre.»  Recuérdese  á  este  propósito  el  artícu- 
lo 559  del  Código  civil,  prohibitivo  de  imponer  la  servidumbre  de 
acueducto  para  objeto  de  interés  privado  sobre  ediñcios  ni  sus 
patios  ó  dependencias,  ni  sobre  jardines  ó  huertas  ya  existentes, 
cuyo  artículp  es  un  eco  fiel  del  83  de  la  ley  de  aguas,  é  ins- 
pirados ambos  según  el  proemio  de  dicha  ley,  en  el  pensamiento 
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de  impedir  que  los  perjuicios  que  haya  de  causar  la  servidumbre 
al  que  la  sufra,  sean  mayores  que  los  beneficios  que  haya  de  re- 
portar á.  quien  la  disfrute. 

Y  si  bien  por  motivo  de  analogía  se  ha  introducido  dicha  ab- 
soluta restricción  en  la  ley  de  23  de  Marzo  de  IQOO  sobre  paso  de 
corrientes,  téngase  presente  que  en  la  ley  de  aguas  su  consagra- 
ción lógica  y  jurídica  se  encuentra  en  que  tratándose  de  dos  inte- 
reses privados,  no  se  debe  sacrificar  el  uno  en  provecho  del  cTtro . 
Pero  las  corrientes  eléctricas,  por  regla  general,  arguyen  un  inte- 
rés social,  alumbrado,  tracción,  fuerza  motriz,  y  no  se  justifica  la 
limitación  ni  por  predominio  del  interéi  individual,  que  debe  ren- 
dir acatamiento  y  sumisión  al  social,  ni  siguiera  por  causa  de 
daño  mayor  é  inevitable;  porque  el  acueducto,  si  cruza  un  predio, 
lo  secciona,  y  el  poste  ni  divide  ni  perjudica. 

Sea  de  ello  lo  que  sea,  tanto  en  el  caso  de  la  Sentencia  de  2g 
de  Septiembre  de  iSgg,  como  si  los  hechos  se  hubiesen  producido 
rigiendo  ya  la  ley  sobre  servidumbre  forzoza  de  paso  de  corriente 
eléctrica,  el  resultado  habría  sido  el  mismo.  La  mera  tolerancia 
no  creando  derechos  posesorios  impide  la  prescripción,  y  no 
pactado  el  gravamen,  y  no  admitido  tampoco  por  la  ley,  por  tra- 
tarse de  edificios  ya  existentes,  al  requerimiento  del  propietario 
cesaba  la  tolerancia,  y  la  compañía  venía  obligada  á  levantar  los 
soportes  del  cable  dejando  libre  el  edificio  de  un  uso  limitado,  que 
de  ser  forzoso,  ciertamente  constituiría  una  servidumbre  compren- 
dida en  el  art.  531  del  Código,  puesto  que  se  gravarían  los  edifi- 
cios que  fuesen  precisos  en  una  población  ó  en  el  campo,  en  pro- 
vecho de  una  colectividad. 


Sentencia  de  8  de  Febrero  de  jSqq  (artículos  532  y  533). — Ini- 
ciase con  esta  sentencia  una  ¡nueva  cuestión  mu/  interesante  en 
el  derecho  civil;  es  á  saber:  la  relativa  á  la  división  de  las  servi- 
dumbres en  positivas  y  negativas.  Limitada  principalmente  su 
trascendencia  á  la  prescripción,  interesa  mucho  examinar  con  toda 
exactitud  el  momento  en  que  la  posesión  principia  á  surtir  efec- 
tos cuya  continuidad  pueda  atribuir  al  dueño  dominante  el  uso  de 
un  derecho  permanente. 

La  división  de  las  servidumbres  en  positivas  y  negativas  apa- 
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rece  en  las  obras  de  los  jurisconsultos  Romanos.  Todas  las  servi- 
dumbres, dice  SavigDÍ,  se  encierran  en  estas  dos  formas:  Servitus 
quae  in  p  atiendo  consistii;  Servitus  quae  in  non  faciendo  consistit. 

En  la  primera,  el  dueño  tiene  que  sufrir  ó  permitir  alguna 
cosa  en  su  finca  ó  hacerla  por  sí  mismo:  en  la  segunda,  se  priva 
de  ejecutar  en  su  fundo  lo  que  de  otro  modo  podía  hacer.  La  ser- 
vidumbre positiva,  dice  Febrero,  admite  la  cuasi  tradición  ó  en- 
trega, que  consiste  en  el  uso  de  uno  y  paciencia  del  oCro.  La  se- 
gunda no  y  y  por  lo  mismo,  aun  cuando  se  constituye  en  contrato , 
produce  desde  luego  acción  real. 

Viso,  siguiendo  el  proyecto  de  1 8$  i»  llamaba  servidumbre  afir- 
omtiva  aquella  por  la  que  el  dueño  tiene  que  sufrir  que  otro  haga 
alguna  cosa  en  su  finca  en  utilidad  de  la  suya,  y  negativa  aqué^ 
Ha  por  la  que  se  prohibe  al  dueño  de  una  finca  hacer  alguna 
cosa  en  la  misma  en  beneficio  de  otra  que  no  le  pertenece.  Análo- 
gos conceptos  expresa  el  Código  al  definir  como  servidumbres 
positivas  las  que  imponen  al  dueño  del  predio  sirviente  la  obliga- 
ción de  dejar  hacer  alguna  cosa  ó  de  hacerla  por  sí  mismo;  y 
como  negativas,  las  que  prohiben  al  dueño  del  predio  sirviente 
hacer  algo  que  sin  la  servidumbre  le  sería  lícito.  V  la  mayor  par- 
te de  nuestros  expositores  trataban  coetáneamente  de  las  llama- 
das aparentes  y  no  aparentes,  estimando  que  las  afirmativas  6  po- 
sitivas eran  aparentes  porque  se  manifestaban  por  signos  visibles 
exteriores,  dispuestos  para  su  uso  ó  aprovechamiento,  y  las  nega- 
tivas eran  no  aparentes,  porque  no  se  manifestaban  externamente. 
Entre  las  primeras  colocaban  la  de  ¡úminum,  y  entre  las  segun- 
das las  de  ne  luminibus  efficiatur,  (non  cedificcuidi,  altius  non  to- 
Hendí). 

Expuestas  estas  sumarias  indicaciones,  para  refrescar^ la  me- 
;noria,  conviene  como  primera  medida  recordar  la  jurisprudencia 
anterior  al  Código  civil. 

Conociendo  ya  que  la  división  de  las  servidumbres  en  posi- 
tivas y  negativas,  tiene  su  resonancia  mayor  en  el  principio  de  la 
posesión,  veamos: 

Sentencia  de  14.  de  Mayo  de  1861, — No  tiene  lugar  la  prescrip- 
ción de  la  servidumbre  de  luces  sin  que  medie  un  hecho  obstativo 
por  parte  del  que  trate  de  adquirir  derecho  á  las  laces  contra  el 
que  trate  de  obstruirlas. 

Sentencia  de  2g  de  Mayo  de  18 yo, — Para  que  pueda  ganarse 
por  tiempo  la  servidumbre  de  impedir  que  se  edifique  para  que 
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no  se  estorben  las  luces,  debe  preceder  para  ello  algún  acto  de 
impedimento  por  parté^  del  dueño  del  predio  dominante,  desde 
cayo  hecho  deberá  contarse  el  tiempo  de  la  'prescripción . 

Sentencia  de  13  de  Mayo  de  1882, — Los  huecos  abiertos  en  pa- 
red propia  y  en  correspondencia  con  suelo  y  cielo  ágenos,  son  de 
mera  tolerancia,  salvo  pacto  ó  concesión  expresa,  y  no  pueden 
ganarse  por  prescripción,  sino  computando  ésta  desde  la  ejecu- 
ción de  algún  acto  obstativo,  en  razón  á  que  cuando  alguno  se 
aprovecha  de  esas  luces  aspira  á  constituir  una  servidumbre  ne- 
gativa para  que  el  dueño  de  la  finca  á  que  afectan  no  pueda  cons- 
truir en  contigüidad,  ni  por  consiguiente  perjudicarlas;  siendo 
por  otra  parte  una  verdad,  de  todos  sabida,  que  no  están  autori- 
zadas otras  ventanas  que  las  llamadas  de  ordenanza,  y  éstas  sola- 
naente  mientras  el  vecino  no  crea  conveniente  edificar  ó  impedir- 
las, según  tiene  derecho  á  realizarlo . 

Sentencia  de  10  de  Mayo  de  1884^ — Las  aberturas  de  edificios 
correspondiendo  á  suelo  y  cielo  ageno,  llevan  consigo  la  servi- 
dumbre  negativa  de  no  perjudicar  las  luces  á  que  se  destinan,  y  por 
consiguiente,  cuando  no  se  constituyen  por  contrato  ó  última 
voluntad,  son  de  mera  tolerancia  si  no  las  sanciona  el  uso,  que  ha 
de  contarse  paja  la  prescripción  desde  la  existencia  de  algún  acto 
obstativo,  fuera  de  lo  cual  puede  el  vecino  impedirlas  de  cual- 
quier clase  que  sean,  construyendo  en  contigüidad. 

Hasta  aquí  la  jurisprudencia  antecedente  del  Código  subor  - 
dinaba  la  servidumbre  de  lúminum  á  la  de  ^1^  luminibus  efficiatur^  y 
siendo  ésta4iegativa  y  no  aparente,  puesto  que  por  su  virtud  el 
dueño  del  predio  dominante  impide  al  del  sirviente  hacer  algo* 
non  faciendo,  que  le  sería  lícito  sin  aquélla,  empezaba  á  contarse 
para  la  prescripción,  desde  el  acto  obstativo  ó  impeditivo  del  pro- 
pietario del  predio  dominante  contra  otro  acto  del  dueño  sirviente 
encaminado  á  perturbar  el  estatlo  de  hecho  creado  por  las  apertu- 
ras de  los  huecos  receptores  de  la  luz.  El  tiempo  transcurrido  con 
anterioridad  á  dicho  acto  obstativo,  considerábalo  la  jurispruden- 
cia como  de  mera  tolerancia,  y  por  lo  tanto,  inerte  para  los  efec- 
tos prescriptivos.  Hablando  con  rigurosa  propiedad  jurídica,  la 
jurisprudencia  anterior  al  Código  había  venido  con  sus  decisiones 
repetidas  y  conformes  á  crear  en  el  caso  de  la  servidumbre  iúmi- 
num  una  presunción  de  mera  tolerancia,  sometida  como  todas  las 
(resunciones,  al  valor  demostrativo  de  una  prueba  en  contrario, 
pero  por  completo  antagónica  ala  prescripción  adquisitiva  ordinaria. 
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Apreciábase  el  principio  de  la  prescripción  en  el  fundo  sir- 
viente, y  prescindiendo  de  la  apariencia  <fel  signo  en  el  fundo  do- 
minante, y  de  que  toflos  los  expositores  de  nuestro  derecho  clási« 
co  están  unánimes  en  reputar  positiva  la  servidumbre  iúminum^ 
y  por  contraposición  negativa,  la  de»/  luminibus  effciatur,  inte- 
graron la  causa  con  el  efecto,  y  proclamóse  que  la  servidum- 
bres de  luces  era  negativa. 

Pero  esta  doctrina,  desde  luego  muy  aventurada  y  demasiado 
acomodatiV:ia,  encerraba  en  su  fondo  una  teoría  falsa,  porque  el 
signo  de  una  servidumbre  de  luz,  huecos,  ventanas,  ei^  de  una  apa- 
riencia abrumadora,  y  ¡¿resumir  mera  tolerancia  durante  un  trans^ 
curso  de  veinte  ó  más  años,  era  traftpasar  los  límites  de  una  pre- 
sunción racional,  porque  por  la  exageración  del  principio  se  co- 
municaba realidad  á  la  presunción  contraria  del  abandono,  y  de 
la  ciencia  y  paciencia  del  dueño,  piedras  angulares  de  la  prescrip- 
ción. La  falsedad  de  la  teoría  insinuábase  aún  más  en  sus  conse- 
cuencias»  porque  en  la  práctica  se  otorgaba  al  supuesto  dueño 
dominante,  contra  el  del  fundo  sirviente,  la  acción  de  interdicto 
para  proteger  un  hecho  que  se  decía  fundado  en  la  mera  toleran- 
cia y  que  por  no  constituir  atribución  de  ninguna  clase,  no  podía 
siquiera  ampararse  á  la  protección  interdictal.  Y  como  la  fuerza 
jurídica  de  una  institución  transpira  muchas  veces  por  su  propia 
vitalidad,  el  Tribunal  Supremo  flaqueó  tanto  en  la  jurisprudencia 
anterior  al  Código  civil,  que  vino  á  producirse  la  disidencia. 

Ejemplo  y  bien  elocuente  nos  lo  bríndala  Scntenáa  de  j  áe 
Mayo  de  jSqó,  resolutoria  de  un  pleito  sometido  al  antiguo  régi- 
men legal.  Di  jóse  en  ella  que  c  había  que  reconocer  con  arreglo  á 
lo  prescrito  en  la  ¡¿y  ij,  tit  XXXI,  Partida  j .*,  con  cuya  disposi* 
ción  ha  venido  á  concordar  el  art.  538  del  Código  vigente,  que 
la  servidumbre  de  luces  tiene  carácter  de  positiva  puesto  que  se 
ejerce  cotidianamente  y  por  actos  no  interrumpidos,  mediante  íof 
huecos  de  ventana  y  balcón  abiertos  en  pared  medianera,  y/^- 
tenece  d  la  clase  de  las  que  pueden  adquirirse  por  la  prescripción 
ordinaria f  sin  necesidad  de  acto  obstat.vo.-k 

^'Quién  concierta  estas  medidas? 

Esta  dualidad  de  criterío,  este  indicador  giratorio  que  tan 
pronto  mira  á  Mandes  como  al  camino  de  Madrid,  siguió  funcio- 
nando en  las  sentencias  posteriores;  y  no  es  que  el  Tribunal  Su- 
premo, por  ser  Supremo,  tenga  la  inmutabilidad  del  no  ha  lugar; 
es  que  se  compone  de  jurisconsultos,  cada  uno  de  los  cuales  tiene 
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su  criterio  y  su  juicio,  y  no  es  posible  reducirlos  á  la  unidad  de 
pensamiento;  es  que  también  algunas  veces  dormita  Homero. 


S.  de  8  de  Febrero  de   1897. 


S.  de  7  de  Febrero  de  1896, 


La  servidumbre  de  luz  es  positi- 
va j/  (2^  ningún  modo  negativa^ 
como  se  pretende  en  el  recurso  pre- 
sente ^  pftes  que  consiste  eñ  el  dis- 
frute activo  de  la  luz  que  recibe  el 
predio  dowinantCy  por  lo  que  carece 
de  apoyo  y  fundamento  las  razones 
que  con  respecto  á  pi'eseripdón  se 
alegan  por  parte  del  recurrente. 


Al  calificar  la  Sala  sentenciadora 
de  servidumbre  n^^ativa  la  dt» 
luz,  que  es  objeto  de  la  contienda 
actual^  de-^uciendo  como  consecuen- 
cia de  este  postulado^  que  el  térmi- 
no para  quejmedawlqUirirse  por 
prescripción,  debe  c  miarse  desde  el 
dia  en  que  el  recurrente  se  opuso 
por  un  acto  formal  A  que  su  vecino 
le  privara  de  la  luz,  no  infringe  los 
artículos  633  y  5:i^  del  Código  oi- 
cll  y  ley  16.  tit.  XXXI  Partida  3.*^, 
porque  si  bien  en  esta  ley  se  dispo- 
ne que  las  sa*üidumbres  continuas  á 
cuya  clase  corresponde  la  de  luz  se 
adquieren  y  por  la  presonpción  de 
diez  ó  veinte  años,  es  doctrina  de  la 
jurisprudencia,  que  el  tiempo  para 
computar  estos  lérminof,  cOfTC  fn 
las  positivas  desde  que  comienzan  á 
usarse,  y  en  las  negativas,  desde 
que  el  dueño  del  preilio  dominante 
impide  al  del  sirviente  ívacer  uso  de 
su  libertad,  ó  desde  el  acto  obstativo 
de  parte  del  primer  o  y  que  es  lo  mis- 
»*/»,  que  dispone  el  art.  638  del  Có- 
digo dvü,  sin  otra  novedatl  que  la 
de  establecer  un  solo  término,  y  éste 
de  veinte  años,  para  la  presa-i pción 
adquisitiva  de  esta  clase  de  gráva- 
me'tes. 

En  las  sentencias  que  anteceden,  hay  para  satisfacer  todas  las 
opiniones.  Rl  alto  Tribunal  ha  conceptuado  la  servidumbre  ¡umi- 
fiutn  algunas  veces  como  positiva,  redimien'lo  al  dueño  dominan- 
te de  la  necesidad  del  acto  obstativo,  y  contando  la  prescripción 
desde  la  instalación  del  signo  aparente.  Otras  veces,  la  mayoría, 
ha  dicho  al  parecer  con  convicción  acendrada  y  honesta,  que  la 
servidumbre  de  luz  es  negativa,  y  que  el  lapso  para  prescribir  prin- 
cipia en  el  acto  obstativo  del  dueño  dominante.  ¿Dónde  está  la 
verdad?  ¿En  la  calificación  positiva  ó  en  la  negativa?  ;Debe  preva- 
lecer la  ley  del  número  aceptando  el  criterio  repetido  más  veces? 

Pensamos  que  siendo  la  servidumbre  lúminum  raiz  de  la  de  ne 
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luminibus  efficiatur,  y  consistiendo  la  una  en  dejar  hacer  y  la  otra 
en  no  poder  hacer,  es  imposible  que  las  dos  puedan  ser  calificadas 
de  negativas,  y  si  la  de  /i^  luminibus  es  indiscutiblemente  negativa 
y  no  aparente  ¿cómo  la  de  luces,  propiamente  dicha,  la  iúmimm 
de  los  romanos  no  ha  de  ser  positiva? 

Así  como  los  distintos  puntos  de  vista  de  un  objeto,  y  aun  los 
accidentes  de  tonalidad  originan  las  ilusiones  ópticas,  así  tam- 
bién sucede  que,  según  se  aprecie  una  cuestión  jurídica,  suelen  pa* 
decerse  ilusiones  que  obscurecen  el  pensamiento,  y  torciendo  las 
veredas  del  raciocinio  conducen  al  error.  El  Tribunal  Supremo 
casi  siempre  ha  estudiado  el  problema  de  la  calificación  de  la  ser- 
vidumbre de  luces  desde  el  aspecto  de  la  prescripción  y  juzgando 
en  méritos  á  que  el  reflejo  inmediato  del  derecho  del  dueño  do- 
minante se  percibe  en  impedir  al  dueño  sirviente,  alzar,  edificar, 
interponer  algo  entre  el  hueco  por  donde  la  luz  se  recibe  y  el  es- 
pacio, ha  creido  que  la  servidumbre  ¡úminum  es  negativa  por  su 
esencia,  y  que  no  se  gana  por  la  prescripción  de  veinte  años, 
sino  contando  desde  el  acto  obstativo  ó  prohibitivo. 

Contribuía  principalmente  á  la  formación  de  dicho  juicio  la 
circunstancia  de  suscitarse  la  cuestión  cuando  la  ventana  ó  hueco 
existía  ya  desde  tiempo  inmemorial,  muchas  veces  ó  casi  siempre, 
más  del  lapso  preciso  para  prescribir  ordinariamente.  No  se  mi- 
raba entonces  al  acto  inicial,  al  rompimiento  de  la  pared,  por 
virtud  del  cual  la  luz  penetraba  en  el  interior  y  se  manifestaba 
el  signo  á  la  vista  del  dueño  del  fundo  sirviejite,  y  contemplan- 
do el  problema  jurídico  no  en  el  origen  de  la  servidumbre, 
.  sino  en  el  de  su  no  continuación,  en  seguimiento  de  un  proceso 
lógico,  se  reputaba  intangible  el  derecho  del  dueño  sirviente  du- 
rante el  transcurso  en  que  la  servidumbre  existió  de  hecho  y  se 
fijaba  el  acto  impeditivo,  el  die  contradictionts  como  el  punto  de 
arranque  para  prescribir.  Si  entonces  el  dueño  sirviente  acataba 
el  acto  obstativo  y  no  interponía  por  alzamiento  ó  edificación 
nueva,  el  plazo  ordinario  de  la  prescripción  consolidaba  la  ser- 
vidumbre. 

Esta  solución,  tan  distanciada  del  derecho  filosófico  y  aun  del' 
criterio  tradicional  de  nuestras  leyes  clásicas,  tenía  la  ventaja  para 
el  dueño  sirviente,  de  crear  en  sa  favor  un  estado  semejante  al  que 
hubo  en  Roma  cuando  la  ley  Scribonia  abolió  la  prescripción 
como  medio  de  establecer  la  servidumbre,  estado  de  rigor  que 
duró  poco  porque  fué  templado  por  la  equidad  del  derecho  dd 
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Pretor.  Prácticamente,  el  derecho  dominical  del  propietario  sir- 
viente era  invulnerable,  puesto  que  lo  garantiza  el  acto  obstativo 
nacido  de  una  estimación  errónea  de  la  servidumbre  iúminum,  y 
como  dicho  acto  podía  ser  fácilmente  destruido  en  el  principio  de 
la  posesión  (puesto  que  la  anterior  no  se  computaba  aunque  hu- 
biese sido  de  tiempo  inmemorial),  por  la  acción  negatoria,  venía  á 
resultar  definitivamente  que  la  servidumbre  de  luces,  á  pesar  de  su 
continuidad  y  apariencia  y  por  de  contado  positividad,  no  podía 
lograrse  por  prescripción,  sino  en  el  supuesto  inverosímil  de  un 
dueño  sirviente  que  permaneciera  veinte  años  después  del  acto 
obstativo  en  un  profundo  sueño  cataléptico  ó  expresamente  con- 
sintiera en  no  demandar  por  la  acción  negatoria. 

Dábase  además  el  caso  teratológico  de  una  servidumbre  cali- 
ficada de  negativa  y  que,  sin  embargo,  se  estaba  mostrando  por  un 
signo  aparente  visible  Cual  ninguno,,  siendo  así,  que  como  dice  Pa- 
ctfici  Mazoni  (i)  las  servidumbres  negativas  son  sin  excepción 
ninguna,  no  aparentes,  consistiendo  en  la  prohibición  al  dueño  del 
fundo  sirviente  de  ejercitar  determinado  acto  de  propiedad. 

Hasta  aquí  el  que  podríamos  llamar  proceso  mental  de  la  doc- 
trina que  ha  venido  prevaleciendo  en  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  concernientes  á  la  servidumbre  de  luz,  y  que  salvo  algu- 
nos chispazos  refulgentes  que  han  iluminado  la  verdad,  ha  vuelto 
á  recaer  en  sus  primeras  y  desacertadas  conclusionc*. 

Se  ha  tratado  de  buscar  una  explicación  á  la  disonancia  doc- 
trinal producida  por  la  desarmonía  de  fallos  que  unas  veces  pro- 
clamaban que  la  servidumbre  lúminum  era  positiva  y  otras  nega- 
tiva, y  se  ha  creido  encontrar  por  algunos  expositores  de  la  Juris* 
prudencia  Civil,  la  razón  de  la  discrepancia  en  que  la  servidumbre 
es  positiva  cuando  el  balcón  ó  hueco  que  la  representa  se  hallan 
abiertos,  no  en  pared  propia,  sino  en  muro  medianero  (jiel  dueño 
sirviente,  y  negativa  cuando  el  rompimiento  por  donde  la  luz  se 
recibe  se  encuentra  hecho  ea  pared  del  dueño  dominante.  Raro, 
rarísimo  habría  de  ser  el  caso  de  un  fundo  urbano,  una  de  cuyas 
paredes  laterales  perteneciese  á  otro  propietario,  no  tratándose  de 
la  proindivisión  del  muro  medianero.  ^Pero  qué  influencias  puede 
ejercer  sobre  la  naturaleza  jurídica  de  la  servidumbre  la  circuns- 
tancia puramente  de  accidente  de  que  el  hueco  por  donde  la  luz 


(l)     Códice  civile  Italiano  commontato.  Tomo  llí,  pág.  133. 
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se  preste  pertenezca  á  udo  ú  otro  de  los  propietarios,  ó  sea  comÚD 
de  los  dos?  ¿Dejará  por  eso  de  ser  faodo  sirviente  aquel  por  ú 
cual  se  preste  la  luz,  y  dominante  aquel  que  recibiéndola  se  bene^ 
ficie?  ¿Dejará  de  gravitar  sobre  el  primero  la  pesadumbre  de  k 
no  interposición  cercenando  uno  de  los  derechos  más  eminentei 
del  dominio?  Si  La  pared  por  donde  la  luz  penefra  pertenece  al 
dueño  del  fundo  sirviente,  ¿no  será  el  rompimiento  un  gravamen 
más  de  naturaleza  tan  positiva  como  la  misma  prestación  de  la 
luz,  puesto  que  consiste  en  dejar  que  otro  haga  en  fundo  ajeno 
en  beneficio  del  propio?  Y  no  se  alegue  la  posibilidad  de  cerrar 
por  sí  mismo  el  hueco  abierto  en  pared  propia,  porque  el  rompi- 
miento en  pared  ajena  sobre  fundo  propio,  puede  también  cerrar- 
se mediante  el  ejercicio  de  una  acción,  y  aun  interponiendo  en 
contacto  inmediato  con  el  hueco  abierto.  No  se  busquen  justi- 
ficaciones ó,  mejor  dicho,  pretextos  para  cohonestar  ideas  incon- 
ciliables, y  no  se  defienda  que  la  servidumbre  de  luces  tiene  doble 
naturaleza.  Si  el  mimetismo  ó  adaptación  de  los  colores  simpáti- 
cos es  un  fenómeno  de  ciertos  organismos  á  cuyo  favor  adaptán- 
dose á  las  tonalidades  del  medio  en  que  viven  se  sustraen  á  los 
peligros  próximos  de  aniquilamiento  pOr  otros  seres  superiores, 
el  mimetismo  jurídico  no  se  conoce  todavía,  y  la  institución  que 
originariamente  se  nos  revela  conforme  con  su  naturaleza  intrín- 
seca, como  es  la  servidumbre  de  luces  y  vistas  continua  y  aparen- 
te, no  puede  ser  unas  veces  gris  y  otras  verde,  unas  veces  positiva 
y  otras  negativa,  sino  siempre  positiva. 

El  problema  interesante  que  suscita  la  sentencia  de  8  de  Fe- 
brero de  1899  toma  nuevo  aspecto  estudiando  la  servidumbre 
de  luces  en  el  momento  primordial  ó  inicial  de  su  uso.  I  a  servi- 
dumbre de  luces  lo  mismo  puede  adquirirse  por  pacto  que  por 
prescripción.  Supongamos  un  contrato  en  el  cual  A  estipula 
mediante  precio  conceder  á  j^  el  derecho  de  abrir  en  la  pared  de 
su  casa,  contigua  á  un  patio  ó  á  un  jardín  de  la  pertenencia  del 
primero,  una  ventana  en  la  planta  baja.  Nos  encontramos  en  el 
momento  de  la  constitución  de  la  servidumbre.  ¿Cuál  es  el  derecho 
adquirido  por  B,  dueño  del  predio  dominante?  Abrir  la  ventana. 
¿Cuil  la  obligación  contraída  por  A,  dueño  del  fundo  sirviente? 
Dejar  hacer  en  la  pared  contigua  el  hueco  por  donde  ha  de  pene- 
trar la  luz.  Si,  pues,  la  característica  de  la  servidumbre  en  este 
caso,  con  relación  al  predio  sirviente,  es  dejar  hacer ,  consentir  que 
otro  haga,  ¿no  es  manifiesto  que  la  servidumbre  lúmtnum  es  posi- 
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ti  va?  Si  miramos  ahora  del  lado  de  la  conservación  de  la  servi- 
dumbre, observaremos  que  el  dueño  del  predio  sirviente  perma- 
oecc  en  el  deber  de  no  ioterrumpir  el  uso  de  la  luz,  no  interpo- 
niendo entre  el  espacio  y  el  hueco.  Esta  e?  la  llamada  impro- 
piamente servidumbre  de  ne  ¡uminibus  efficiatur^  consistente  en 
no  hacer  para  no  destruir  lo  <Jue  por  pacto  se  dejó  hacer. 

Permítenos  este  análisis  descubrir  con  toda  claridad  que  la 
servidumbre  lúminum  originariamente,  en  su  nacimiento,  pK)r  de- 
cirio así,  es  positiva,  porque  no  se  puede  constituir  sin  dejar 
hacer ^  bien  por  «pacto,  bien  tolerando  y  consintiendo  durante 
veinte  años  el  signo  visible  y  aparente  de  la  ventana  ó  hueco  por 
donde  la  luz  se  recibe;  y  esta  misma  servidumbre  positiva. /limi- 
num  para  su  mantenimiento  y  conservación  confifere  al  dueño 
dominante  el  derecho  de  que  el  sirviente  no  interponga,  cuya 
obligación  de  no  interponer  no  es  como  se  ha  venido  creyendo 
la  servidumbre  negativa  de  no  alzar  ó  no  edificar,  porque  estas 
servidumbres  tienen  su  órbita  propia,  como  quiera  que  por  ser 
continuas  y  no  aparentes  sólo  pueden  nacer  por  pacto. 

Esa  metamorfosis  de  la  servidumbre  lúminum  en  la  de  no 
alzar,  es  pura  y  simplemente  una  ilusión  jurídica,  y  para  la  cali- 
ñcación  y  computación  del  tiempo  hay  que  atender  al  hecho 
inicial. 

Si  llamáramos  servidumbres  negativas  á  todas  las  limitaciones 
consiguientes  al  ejercicio  de  un  derecho  real  de  servidumbre 
afirmativa,  las  encontraríamos  por  contraposición  en  todas  las 
positivas  existentes. 

Si  yo  adquiriese  por  contrato  el  derecho  de  paso  por  un 
fundo,  surgiría  al  momento  la  servidumbre  negativa  de  no  estor- 
barme dicho  paso.  Si  pactase  la  de  acueducto,  habría  que  llamar 
negativa  á  la  de  no  poner  obstáculos  á  las  limpias  y  reparaciones 
del  caz.  No,  en  manera  alguna.  Estas  no  son  servidumbres  pro- 
piamente dichas,  son  derechos  inherentes  á  la  subsistencia  de 
las  servidumbres  positivas,  y  en  tal  concepto,  de  facultad  del 
dueño  dominante,  ha  establecido  el  art.  585  del  Código,  que 
cuando /í?r  cualquier  titulo  (pacto -ó  prescripción),  se  hubiese  ad- 
quirido derecho  á  tener  vistas  directas,  balcones  ó  miradores  so- 
bre la  propiedad  colindante,  el  dueño  del  predio  sirviente  no 
podrá  edificar  á  menos  de  tres  metros  de  distancia,  tomándose  la 
medida  en  las  vistas  rectas  desde  la  línea  exterior  do  la  pared  en 
los  huecos  eu  que  no  haya  voladizos,  desde  la  línea  de  éstos 
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donde  ios  haya,  y  para  las  oblicuas  desde  la  línea  de  separación 
de  las  dos  propiedades. 

Las  servidumbres  propiamente  negativas  de  non  agdificandi,^ 
aJiiui  non  ioliendi,  como  continuas  y  no  aparentes,  no  tienen  de- 
limitación de  distancia  ni  altura  6jada  en  la  ley  en  previsión  de 
la  inexistencia  de  pacto.  Nacen  precisamente  por  título,  y  como 
dice  con  mucha  exactitud  el  Código  italiano,  art  630,  la  pos^ 
sión,  aunque  sea  inmemorial,  no  basta  para  establecerlas.  La  vo- 
luntad de  las  partes  interesadas,  las  crea,  las  condiciona  y  las  li- 
mita, siendo  absurdo  hablar  de  i^dquir irlas  ppr  prescripción. 
Compréndase  qué  ligereza  iiiiplic^a  sostener  que  la  servidumbre 
iúminum  es  negativa  y  que  se  puede  lograr  por  prescripción,  com- 
puta; ndo  el  tiempo  desde  el  acto  obstativo. 

Réstanos  para  llegar  á  la  total  posesión  de  la  verdad,  destruir 
un  último  reducto  del  convencionalismo  legal  en  esta  materia. 
Referímonos  al  llamado  acto  obstativo  ó  impeditivo  aplicado  con 
una  inverosimilitud  inconcebible  á  las  servidumbres  negativas. 

£1  acto  obstativo,  digámoslo  con  franqueza,  es  una  pairada 
jurídica,  un  fagocito  introducido  en  la  circulación  del  cuerpo  ju- 
ndico,  sin  duda  para,  que  devore  la  prescripción  adquisitiva  de  la 
servidumbre  Iúminum.  El  derecho  europea  lo  ha  desteiradOt  y 
hoy,  salva  excepción  del  italiano,  y  en  éste  con  la  censura  acer- 
bísima de  sus  comentaristas  más  ilustres,  la  división  de  las  ser- 
vidumbres en  positivas  y  negativas  ha  desapar^do,  y  el  die  ccn- 
tradiccionis  ha  pasado  á  ser  una  curiosidad  arqueológica  que  por 
desventura  ha  eccontrado  no  vitrinas,  sino  arraigo  en  el  Código 
civil  de  esta  tierra  española  de  las  vejeces  y  los  tradicionalismos. 

]Qué  extraño  es  que  el  Tribunal  Supremo  fluctííe  vacilante 
entre  el  polo  positivo  y  el  negativo,  si  dentro  del  Código  reside  el 
principio  de  la  más  flagrante  contradicción! 

Dícese  en  el  art.  537,  que  las  servidumbres  continuas  y  apa- 
rentes se  adquieren  en  virtud  de  título  ó  por  la  prescripción  de 
veinte  años,  y  añade  el  art  538: 

cPara  adquirir  por  prescripción  las  servidumbres  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior  (continuas  y  aparentes),  el  tiempo  de  la 
posesión  se  contará:  en  ¡as  positivas,  desde  el  día  en  que  el  dueño 
del  predio  dominante  ó  el  que  haya  aprovechado  la  servidumbre, 
hubiera  empezado  á  ejercerla  sobre  el  predio  sirviente,  y  en  ias 
negativas,  desde  el  día  en  que  el  dueño  del  predio  dominante  ha- 
biera  prohibido  por  un  acto  formal  (acto  obstativo,  di€  contradic* 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


A&T.  536)  DB  LAS  SBRyn>DMB&BS  367 

ti^ms)  al  del  sirviente,  la  ejecución  del  hecho  que  sería  lícito  sin 
la  servidumbre. » 

£s  visto  por  la  transcripción  que  antecede,  que  el  acto  obsta- 
tivo  no  se  aplica  á  las  servidumbres  positivas,  como  se  hizo  en 
Roma,  y  tenemos  todavía  un  ejemplo  en  la  legislacióa  italiana, 
íurt-  ^y\i  r*)  ^^"^^  Q**^  siguiendo  la  dirección  equivocada  de  la  ju- 
risprudencia, se  ha  concretado  á  las  negativas. 

Ahora  bien,  si  las  servidumbres  negativas  son  por  su  natura- 
leza continuas  y  no  aparentes,  puesto  que  coartan  permanente- 
mente el  ejercicio  de  un  derecho  incorporal  de  tracto  sucesivo, 
^'cómo  y' cuándo  se  presentará  la  ocasión  de  aplicar  el  acto  obs- 
tativo  á  la  prescripción,  si  las  servidumbres  negativas  son  no  apa. 
rentes  y  continuas,  y  á  esta  categoría  legal  de  servidumbres  no  les 
aprovecha  ni  siquiera  la  posesión  inmemorial,  porque  como  dice 
el  art.  539  sólo  pueden  adquirirse  en  virtud  de  título? 

Tratando  el  docto  comentarista  Man resa  en  sus  Comentarios  al 
Cédigo  civil  español  de  salvar  esta  contradicción,  dice  lo  siguiente: 
cAl  hablar  de  las  servidumbres  negativas  que  todas  ellas  son  no 
aparentes,  el  art.  538  quiso  sin  duda  referirse  á  aquéllas  que  se  pre- 
sentan enlazadas  de  tal  modo  á  otras  positivas,  que  no  se  conci- 
ben éstas  sin  aquéllas.  No  existe  verdadera  servidumbre  mientras 
haya  el  derecho  de  impedir  su  uso,  y  así  en  la  servidumbre  de  lu- 
ces, por  ejemplo^  no  se  cuenta  el  plazo  de  los  veinte  años  desde 
que  se  abren  los  huecos  destinados  á  reci billas,  sino  desde  que  el 
dueño  del  edificio  en  que  esos  huecos  existen  prohibe  al  del  pre- 
dio inmediato  edificar  ó  impedir  de  alguna  manera  la  luz.» 

cAsí  tiene  que  entenderse,  aunque  el  art.  538  se  refiere  en  gene- 
ral á  las  servidumbres  negativas,  porque  la  disposición  de  este  ar- 
tículo está  subordinada  á  la  del  537,  del  cual  es  sólo  un  acceso- 
río  y  á  la  del  539:  y  declarado  que  las  servidumbres  no  aparentes 


(  i)  Códice  civile  del  Regno  d'JtaUa^  art.  637.  Gli  scoU  derivan  ti  dal-l'al- 
trui  fondo  possono  costituire  una  servitu  attiva  á  fayore  del  fondo  che  li 
ríceve  aireíTetto  d'impedire  la  loro  diversione.  Allorche  il  modo  d'acquisto  di 
'  tale  servittt  é  la  prescrizione,  questa  non  si  ha  per  cominciata  se  non  dai 
gioroo  in  cai  il  proprietarío  del  fondo  dominante  abbia  fatto  sol  fondo  ser- 
vente opere  visibili  é  permanenti  destínate  á  raccogliere  é  condorre  i  detti 
scoli  a  propio  vantaggio,  oppnre  da]  giomo  in  cui  il  proprietarío  del  fondo 
dominante  abbia  cominciato  6  continnato  a  goderli,  non  estante  un  atto 
fórmale  di  opposiúene  per  parte  del  proprietarío  del  fondo  servente. 
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sean  ó  no  continuas,  no  pueden  adquirirse  por  prescripción,  di- 
cho se  está  que  las  servidumbres  negativas  que  son  todas  no  apa- 
rentes,  no  pueden  constituirse  por  ese  medio.  \i\  precepto  del  ar- 
ticulo 538  respecto  á  estas  servidumbres,  no  tiene,  por  tanto,  más 
alcance  que  el  expresado.» 

Hemos  citado  á  Manresa;  primero  y  ante  todo  por  su  autori- 
dad; segundo,  porque  como  padre  amoroso  trata  siempre  de  disi- 
mular las  faltas  del  hijo.  Sin  embargo,  su  conciencia  honrada  de 
comentarista  no  ha  podido  menos  de  dolerse  de  la  incongruen- 
cia, aunque  con  el  anhelo  de  lu  conciliación. 

También  en  el  Código  de  Italia  incurrióse  en  la  misdia  falta, 
sin  duda,  como  dice  Pacifici,  por  copia  impremeditada  del  Códi- 
go parmesaño;  pero  después  de  la  durísima  crítica  de  los  comen- 
taristas de  dicha  Nación,  ^cómo  el  legislador  patrio  ha  incurrido 
en  la  misma  equivocación? 

Paciñci  dice  hablando  del  art.  631  del  Código  de  su  país,  ge- 
nerador de  la  misma  invencible  dificultad  que  el  538  de  nuestro 
Código,  que  no  teniendo  razón  de  ser,  sólo  puede  remediarse 
aquélla  suprimiendo  dicho  art.  631,  dejando  intacto  el  630,  y  am- 
pliando y  aclarando  el  634.  Comprendo,  añade,  cuan  grave  es 
esta  conclusión,  pero  no  encuentro  medio  de  eviurla.  Cuando 
se  trate  de  determinar  el  día  en  que  comienza  la  posesión  útil 
para  la  prescripción  de  la  servidumbre  continua  y  aparente,  con- 
vendría repetir  sobre  poco  más  ó  menos  las  disposiciones  de  los 
artículos  541  y  637,  y  decir:  En  la  servidumbre  continua  y  aparm- 
te,  la  posesión  útil  se  computa  para  la  prescripción  desde  el  día 
en  que  el  propietario  del  fundo  dominante  hizo  y  terminó  la  obra, 
de  la  cual  provenga  el  estado  de  cosas  que  supone  la  existencia  y 
ejercicio  de  la  servidumbre. 

Esto  escribía  Pacifici  en  1874,  y  muy  posteriormente  la  Corte, 
de  Turíu,  en  12  de  Octubre  de  1887,  pronunciaba  una  sentencia 
declarando  que  en  la  servidumbre  continua  y  aparente  (como  lo 
es  indiscutiblemente  la  de  luces  y  vistas),  la  posesión  útil  para 
la  prescripción  adquisitiva  se  cuenta  desde  el  día  en  que  termina 
la  obra  exterior  destinada  al  ejercicio  de  la  servidumbre. 

La  solución  armónica  propuesta  por  Manresa  para  explicar 
de  algún  modo  lo  inexplicable,  dentro  de  un  criterio  ajustado  á 
derecho,  es  desde  luego  la  única  admisible  y  conciliable  con  la 
jurisprudencia  mantenedora  del  carácter  negativo  de  la  servi- 
dumbre iúminupt,  pero  prescindiendo  de  que  el  distinguido  escri- 
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tor  empieza  por  incumr  en  petición  de  principio  dando  por  sen- 
tado y  como  cosa  inconcusa  que  el  plazo  de  la  prescripción  no 
se  cuenta  desde  la  constitución  del  signo  aparente,  sino  desde 
el  acto  obstativo,  donde  precisamente  reside  la  disidencia,  querer 
llegar  á  la  soldadura  es  lo  mismo  que  pretender  volver  á  su  pri- 
mitiva integridad  un  vaso  roto  de  vidrio. 

La  idea  tradicional  de  que  existen  servidumbre;s  negativas  en- 
lazadas de  tal  modo  á  otras  positivas,  que  no  se  conciben  éstas 
sin  aquéllas,  es  el  agua  turbia  que  ha  privado  á  la  corriente  jundica 
de  la  servidumbre  de  luces  y  vistas,  de  su  diafanidad  y  transpa- 
rencia. No  nace  la  servidumbre  negativa  de  la  entraña  de  la  po- 
sitiva, porque  si  así  fuese,  participaría  de  su  naturaleza,  y  por  ley 
de  herencia  llevaría  el  mismo  apellido;  y  mirando  al  tronco,  podría 
traer  su  origen  de  la  prescripción,  lo  cual  es  absurdo.  Tiene  la 
servidumbre  negativa  corporalidad  y  espíritu  propio,  y  por  ello 
vive  con  vida  tan  independiente  de  las  positivas,  que  la  primera 
puede  concebirse,  y  de  hecho  existe  sin  las  segundas.  No  son  estas 
servidumbres  los  hermanos  siameses  del  derecho. 

La  servidumbre  de  luces,  aparente  y  continua,  se  manifiesta 
en  el  orden  de  la  realidad  cuando  trae  su  origen  de  la  prescripción, 
del  mismo  modo  que  cuando  su  nacimiento  es  perfectamente 
legal  (título).  Un  hecho  físico:  el  rompimiento  de  una  pared  para 
que  penetre  la  claridad.  Terminada  la  apertura  del  hueco,  el  signo 
se  hace  visible,  la  luz  se  presta  con  publicidad  y  continuamente, 
y  si  el  dueño  del  fundo  por  donde  la  prestación  se  verifica  deja 
transcurrir  veinte  años,  el  vicio  originario  que  acompañó  al  na- 
cimiento de  la  servidumbre  queda  redimido:  la  posesión  con 
tinua  de  estado,  digámoslo  así,  le  confiere  legitimidad.  ^£s  que 
en  dicho  momento,  es  decir,  al  consolidarse  la  servidumbre  posi- 
tiva, nace  uua  negativa  de  no  alzar  ó  no  edificar?  ¿Cómo  nace? 
¿Por  titule?  No,  ciertamente.  ¿Por  prescripción  instantánea?  Tam- 
I>oco. 

Lo  que  se  adquiere  al  consolidarse  la  servidumbre  por  la 
prescripción,  es  el  derecho  de  que  el  estado  de  hecho  se  respete, 
de  que  la  claridad  no  se  obscurezca  por  un  medio  artificial,  d  5 
que  la  prestación  se  siga  haciendo;  en  una  palabra,  de  que  se 
guarde  la  distancia  necesaria  para  que  la  luz  no  deje  de  alumbrar 
el  local  á  que  beneficia,  porque  como  muy  elocuentemente  de- 
cía la  ley  16  de  SERvrruTiBUS  prkdiorum  urbanorum:  lumen  est,  ut 
coclum  videretur,  la  luz  es  que  se  vea  el  cielo.  Y  no  se  arguya  que 
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la  conservación  de  la  distancia  envuelve  una  restricción,  materia 
ó  contenido  propio  de  una  servidumbre  negativa,  porque  estas 
servidumbres  no  nacen  por  derivación  de  otra  positiva,  sino  que 
han  de  ser  paccionadas. 

Dado  los  términos  en  que  el  derecho  patrio  ha  colocado  la 
cuestión,  y  no  olvidando  los  textos  del  Código  y  aun  los  ante- 
cedentes de  la  jurisprudencia,  hay  un  dilema  irremediable.  O  la 
servidumbre  iúminum  es  negativa,  en  cuyo  caso  no  se  puede 
aí'quirir  por  prescripción  y  el  art.  538  consagra  como  su- 
puesto legal  un  absurdo  irrealizable,  ó  si  puede  adquirirse  por 
prescripción,  hay  que  prescindir  del  acto  obstativo  y  contar  el 
principio  de  la  posesión  desde  la  aparición  del  signo,  desde 
que  se  terminó  la  obra  exterior  destinada  al  ejercicio  de  la  servi- 
dumbre. 

La  servidumbre  negativa  no  puede  principiar  jamás  por  un 
acto  extralegal  como  las  servidumbres  positivas.  Fstas»  y  entre 
ellas  la  de  luces  que  estamos  examinando,  se  inician  cuando  no 
deben  su  origen  al  pacto,  por  el  ataque  á  un  derecho  ajeno,  sin 
clandestinidad,  porque  no  cabe  dada  la  apariencia  del  signo  por 
donde  la  luz  se  presta;  sin  violencia  apreciable  para  destruir  los 
efectos  posesorios,  porque  esta  violencia  que  perjudica  á  la  po- 
sesión refiérese  concretamente  á  la  ordinaria  que  para  producir 
la  prescripción  adquisitiva  necesita  título  y  buena  fe,  y  no  á  la 
posesión  que  la  determina  por  el  mero  lapso  de  veinte  años 
(artículo  537).  En  la  servidumbre  negativa  no  se  ejercita  un  uso 
de  la  cosa  ajena,  puesto  que  la  prestación,  si  así  puede  denomi- 
ijfirse,  se  concreta  é  integra  en  no  hacer,  in  non  faciendo,  y  cons- 
yyjye  un  derecho  de  naturaleza  incorporal  (no  aparente). 
-iaoQ"^"^"^^  sin  duda  fundir  el  concepto  positivo  que  por  natu- 
^teí  tiene  la  servidumbre  iúminum  con  el  negativo  que  se  des- 
pjjfp^.  de  la  obligación  en  el  dueño  sirviente  de  no  interceptar  el 
paso  de  la  luz  guardando  la  distancia  legal,  ó  en  otros  térniinosi 
tratafld^de  armonizar  la  prescripción  que  como  modo  de  adquirir 
v^^gl^^gie  á  loda  servidumbre  positiva  con  la  iroprescriptibili- 
dad  J^Jjf^f  servidumbre  negativa,  emanada  de  que  lo  no  aparen- 
^  g¿,§i^l^derecho  sin  actuación  en  Ja  cosa  no  se  posee  si  no  se 
^^áfínBíJí^SÍPi^  ^^  ^^  posesión  por  un  hecho  jurídico  conexo,  pero 
^^^éiSSt^ÁW^^^^^^^  ^^  ^*^'  P^^^s^^  ^^^  lodo  uso  es  positivo,  se 
\\  Xi^^hé^^ü^^^^^^^^  ^^^  hecho  jurídico  con  respecto  á  láser- 
^áSií^Vlí^íí?Í8%?i"  ^^  ^^^^  obstativo,  buscando  en  él  la  equivalen- 
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cia-del  título  paccionado.  Pero  al  hacerlo  así  se  prescinde  de  un 
hecho  fundamental  y  de  un  postulado  universal^  son  á  saber: 
que  para  determinar  el  principio  de  la  prescripción  no  se  ne- 
cesita hecho  jurídico  conexo  que  supla  el  defecto  de  uso,  pues- 
to que  existe  un  signo  aparente,  un  hecho  material,  el  hueco 
abierto  en  el  muro>  y  que  las  servidumbres  consistentes  en  no 
hacer,  meros  derechos  restrictivos,  son  por  su  esencia  impres- 
criptibles. 

La  servidumbre  negativa  de  no  edificar  sind  á  cierta  distancia, 
no  plantar  árboles,  no  alzar  lo  edificado  y,  en  general,  todas  las 
que  consisten  en  no  hacer,  implican  fatalmente  el  concurso  de  dos 
voluntades,  y  su  nacimiento  se  produce  por  un  título  que,  aun 
siendo  testamentario,  presupone  otorgación  por  el  testador  y 
aceptación  por  el  favorecido;  y  esto  lo  corrobora  el  que  la  ausen- 
cia de  título  sólo  puede  suplirse  por  el  reconocimiento  de  los  in- 
teresados, ó  por  sentencia  firme. 

Las  servidumbres  negativas  de  non  aedificandi  y  altius  non  to- 
Ilendi,  consideradas  como  cales  servidumbres  con  vida  propia,  no 
consisten  en  guardar  la  distancia  legal  para  no  obscurecer  la  luz 
ganada  por  pacto  ó  prescripción;  dichas  servidumbres,  dentro  de 
su  materia,  son  tan  amplias  como  la  libertad  dispositiva  de  las  par- 
tes, y  pueden  tener  por  límites  el  que  éstas  estipulen  dentro,  claro 
está,  de  su  propia  facultad.  Suelen  constituirse  casi  siempre  en  con- 
templación al  más  amplio  disfrute  de  luces,  aireación  ó  perspecti- 
va, pero  también  pueden  pactarse  sin  consideración  á  estos  pro- 
pósitos; y  sobre  todo,  sin  que  exista  constituida  servidumbre  algu  - 
na  de  luz.  Ahora  sí:  pactada  una  servidumbre  negativa  de  no  alzar, 
lleva  como  consecuencia  obligada  la  perce| xión  de  la  luz,  del 
propio  modo  que  estipulada  ú  obtenida  por  prescripción  la  per- 
cepción de  la  luz  lleva  como  derecho  inseparable  el  de  guardar  la 
distancia  legal. 

No  es,  pues,  que  la  servidumbre  positiva  enlace  y  condi- 
cione á  la  negativa  de  modo  que  no  se  conciba  una  sin  la 
otra  y  viceversa:  cada  servidumbre  tiene  su  órbita;  como  quie 
ra  que  son  concepciones  jurídicas  distintas,  forjadas  la  una 
exclusivamente  por  acto  estipulatorio,  la  otra  por  título  ó  pres- 
cripción. 

En  el  estudio  que  antecede,  se  encierra  nuestro  pensamiento 
sobre  esta  materia,  harto  anda  y  confusa,  de  la  servidumbre  de 
luces,    más   árida  y  más  confusa,  porque  la  sutileza  romana  ha 
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llegado  hasta  nuestros  días,  produciendo  por  la  impropiedad  de 
la  nomenclatura  confusiones  de  concepto,  que  se  han  sentido, 
no  ya  en  la  jurisprudencia  española,  sino  en  la  mayor  parte  de 
los  tratadistas.  Recordamos  á  este  propósito  que  Molitor  (i)  reco- 
nocía que  pocas  materias  habían  sido  más  controvertidas  que  la 
referente  á  la  servidumbre  de  luces  y  de  vistas,  y  encontraba  el 
porqué  de  estas  controversias  en  la  confusión  que  generalmente 
se  hacía  entre  la  servidumbre  iuminum  y  \^fenestrarufu  Müchlcn- 
bruoh  refundía  en  la  lúminum  Id^/enestrarum»  Molitor,  apoyándose 
en  las  leyes  4.*  y  40  de  servitutibus  proediorun  urbarwrtim.  Dig  (2) 
consideraba  la  servidumbre  fenestrarum  positiva,  pues  que  con- 
sistía in  patiendo  y  la  lúminum  negativa  lo  mismo  que  las  non 
altíus  túllendi,  non  aedificctndi  y  ne  prosfectui  officiahtr.  Y  decía 
Molitor  que  la  servidumbre  fenestrarum  era  positiva,  porque 
abriéndose  la  ventana  sin  derecho,  mdlo  iure,  el  vecino  sufría 
que  sobre  su  propiedad  se  ejecutase  alguna  cosa  favorable  al 
fundo  ajeno.  A  la  inversa,  la  lúminum  era  negativa,  porque  con- 
sistiendo en  ver  la  luz  del  cielo,  ccelum  videretur,  se  mantenía 
fundamentalmente  por  no  hacer,  por  no  levantar,  por  no  inter- 
ponei. 

Desaparecida  lá  distinción  entre  la  servidumbre  lúptinum  y  la 
luminis  inmilendi,  &/eneslrariim,  y  no  existiendo  hoy  sino  el  gé- 
nero luces  que  puede  iniciarse  nullo  iure  por  el  rompimiento  del 
muro  propio,  ajeno  ó  común,  y  consolidarse  por  la  prescripdÓD, 
es  decir,  por  la  modalidad  adquisitiva  á  que  nos  venimos  reñríen- 
do  constantemente  en  este  estudio,  es  de  observar  que  los  roma- 
nistas que  estudiaron  dicha   forma  de  percibir  la  luz,  considera- 


(i)      La  PO8SI88IOÍI  LA   REVIKDICATIOM  LA  PÜBLICIIFHI IT  LIS  SIRVITCMÍ.^ 

en  droit  Romaine  avec   les  rapforts  tnirt  la  ItgisUUien  Romaint  tt  U  drtit 
J^ranfais,  París,  l.^  edición,  ¡868, 

(2)  Ley  4.*,  tít.  II,  lib.  8.**  Dig.— ¿im/iri/m  in  servitnte  c^st^tiU 
id  acquisitum  videtur,  ut  vicinus  Itimina  nosira  excipiat»  Quum  autem  servia 
tus  impünitur  ne  luminibus  offieiatur  hác  máxime  adepii  videmur,  ne  tus  sU 
vicino,  inviif's,  nobis  altius  adificare,  atque  ita  minuere  lumina  nostrontm 
csdificiorum. 

Ley  40,  título  II,  lib.  8.**  Dig.— ^w  qni  tus  Inminis  immitiendi  non  ho' 
buemnt  aperto  pariete  conmuni  nuUo  iure  fenestras  immisisse  respondí» 
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ronla  como  una  servidumbre  positiva  puesto  que  ea  su  origen 
consistía  in  paüendo. 

Ratificando  como  es  visto  el  criterio  expuesto  en  los  Comen- 
tarios (i)  repetimos  que  se  va  imponiendo  romper  con  el  tradi- 
cionalismo jurídico,  entrando  con  paso  franco  por  el  camino  de 
la  realidad,  y  que  pues  las  servidumbres  positivas  consisten  en 
actos  de  cuya  intencic^n  no  puede  dudar  el  que  los  sufre  en  su 
predio,  debe  admitirse  la  prescripción  respecto  de  ellas  desde  el 
acto  primordial  de  su  uso  ó  como  con  mucha  propiedad  dijo  la 
Corte  de  Turin  en  sentencia  ya  relacionada,  desde  la  terminación 
de  la  obra  exterior  destinada  al  ejercicio  de  la  servidumbre. 


•  •  • 


Orientados  científicamente  en  una  determinada  dirección, 
que  podrá  ser  exacta  ó  errónea,  pero  ^ue  la  profesamos  con  en; 
tero  convencimiento,  iremos  ahora  apreciando  con  toda  exactitud 
los  grados  que  vaya  marcando  la  desviación  de  la  jurisprudencia 
respecto  de  los  puntos  directrices  que  dejamos  determinados. 

TratáJ>ase  en  la  Sentencia  de  8  de  Febrero  de  i8gQ  de  una  casa 
cuyo  patio,  contiguo  á  otras  dos,  ofrecía  en  las  paredes  corres- 
pondientes á  dichas  casas,  y  por  tanto,  divisorias  de  las  fincas, 
huecos  de  distintas  dimensiones,  existentes  de  tiempo  atrás. 

Derribadas  las  tres  casas,  al  construirse  las  dos  contiguas  á  la 
del  caso  en  cuestión,  fueron  los  dueños  abriendo  los  mismos 
huecos,  no  obstante  las  observaciones  y  advertencias  del  supues  • 
to  dueño  sirviente,  quien  recabó  su  derecho  á  suprimir  el  patio  en 
la  nueva  construcción  edificando  en  su  solar.  Creyéronse  los  due  - 
ños  de  las  casas  contiguas  con  servidumbre  de  luces,  ya  ganada, 
y  se  produjo  la  contienda,  planteándose  la  siguiente  discusión. 

Descartando  que  las  servidumbres  ya  constituidas  no  se  ex- 
tinguen por  la  demolición  voluntaria  de  la  finca  urbana,  sino 
que  renacen  con  la  nueva  edificación,  la  servidumbre  de  luz  por 
ser  positiva,  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  Sen- 
Uncías  de  7  de  Febrero  y  5  de  Mayo  de  i8g6,  ¿se  adquiere  por  el 


(i)     Código  civil  comentado,  tomo  X,  pág.  268. 
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USO  durante  veinte  años,  á  contar  desde  el  día  en  que  principió 
la  percepción  de  la  luz,  á  virtud  de  la  apertura  de  la  ventana,  acto 
externo  y  signo  aparente  y  constante? 

El  Tribunal  Supremo  rectificó  su  nuevo  derrotero,  aunque  con 
toda  clase  de  salvedades,  para  no  aparecer  incorrecto  y  contradic- 
torio, estableciendo 

a)  Que  la  servidumbre  de  percibir  la  luz  es  negativa,  porque  re- 
cibiéndola la  finca  beneficicula  por  huecos  no  voladizos  abiertos  en 
pared  propia,  en  tanto  puede  limitar  el  derecho  de  propiedad  del  due- 
ño del  predio  sirviente,  en  cuanto  coarte  á  éste  su  facultad  de  edificar^ 
y  no  en  cuanto  á  que  le  obligara  á  dejar  hacer  alguna  cosa  á  su  vui 
no  ó  hacerla  por  si. 

b)  Que  la  doctrina  de  la  jurisprudencia  y  la  ley  ij,  tit,  ji,  de 
la  Partida  J.*  concuerda  con  el  art.  jjS  del  Código  en  su  esencia,  y 
que  si  bien  dicha  ley  dispone  que  las  servidumbres  continuas  se  ad- 
quieren por  la  prescripción  de  diez  ó  veinte  años,  es  doctrina  de  la 
jurisprudencia  que  el  tiempo  para  computcu^  estos  términos  corre  en 
las  positivas  desde  que  comienzan  á  usarse,  y  en  las  negativas  desde 
que  el  dueño  del  predio  dominante  impide  al  del  sirviente  hacer  uso 
de  su  libertad,  ó  desde  el  acto  obstativo  dtl  primero. 

La  ley  /f,  ///.  j/  de  la  partida  j.*  dice  así:  Esto  mismo  serla 
(es  decir,  se  ganaría  la  servidumbre  por  la  prescripción  ordinaria 
de  diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre  ausentes)  si  alguno 
abriesse  finiestra  en  effa  por  do  entrasse  lumbre  á  sus  casas  ó  le  con- 
trallase que  non  al  fas  se  su  casa  porque  non  le  tollesse  la  lumbre. 

Vese  en  estas  palabras  reñejado  el  espíritu  romano,  aunque 
con  cierta  nebulosidad.  La  servidumbre  lúminum  (ver  la  luz  del 
cielo)  y  la  servidumbre /^«^í/rúrr«w,  de  cuya  distinción  puramen- 
te romana  nos  ha  hablado,  según  hemos  visto,  el  tratadista  Mo- 
litor,  encuéntrase  potenticUiter  en  las  palabras  de  la  ley  de  Partí  • 
das  si  alguno  abriesse  finiestra,  y  en  estas  otras  ó  le  contrallase  que 
non  alfasse  (die  contradictíonis),  y  esta  distinción  mal  comprendida 
y  peor  armonizada  con  la  tendencia  analítica  moderna  enemiga 
de  sutilezas,  es  la  que  ha  producido  en  algunos  legisladores,  po* 
eos  por  fortuna,  el  reconocimiento  del  acto  obstativo  como  prin- 
cipio de  una  adquisición  de  servidumbre  por  lapso  de  tiempo. 
¿Pero  cómo  puede  conciliarse  esta  doctrina,  verdaderamente  ana* 
crónica,  con  un  derecho  que  empieza  por  declarar  que  las  servi- 
dumbres no  aparentes,  como  lo  son  por  esencia  todas  las  nega- 
tivas, no  se  pueden  adquirir  por  prescripción,  sino  por  título*^ 
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^Concibe  el  Tribunal  Supremo  que  la  servidumbre  de  luz  carez- 
ca de  sigao  externo?  ¿Cree  que  es  no  aparente?  Pues  si  no  pue- 
de profesar  estas  opiniones  absurdas,  jcó  no  afirma  este  mons- 
truo jurídico  que  se  encierra  en  lo  siguiente?  Servidumbre  nef^a- 
Uva,  aparente  á  virtud  de  signo  externo  y  adquirible  por  pres- 
cripción. 

Ni  la  adaptación  incongruente  del  llamado  acto  obstativo 
concierta  estas  disonancias,  ni  hay  lógica  en  la  sentencia  que  es- 
tudiamos para  sostener  la  doctrina  sustentada. 

Dícese  (Considerando  2.°):  Es  cierto  que  en  las  Sentencias  de 
7  de  Febrero  y  S  *^^  Mayo  de  i8q6  se  ha  declarado  que  la  servi- 
dumbre de  luz  es  |>ositiva;  pero  cuando  esto  se  dijo  fué  con  oca- 
sión del  caso  previsto  en  el  art.  541  del  Código  civil,  según  el 
que  la  existencia  de  un  signo  aparente  de  servidumbre  entre  dos 
fincas  establecido  por  el  propietario  de  ambas,  ha  de  considerarse 
si  se  enajenase  alguna  como  título  para  que  la  servidumbre  con- 
tinúe activa  y  pasivamente.  ¿Pero  es  quería  teoría  del  signo  apa- 
rente creada  por  la  confluencia  del  derecho  extranjero  y  de,  la  ju- 
risprudencia del  Tribunal  Supremo  anterior  al  Código  no  es  ex- 
clusiva de  las  servidumbres  positivas?  La  presunción  iuris  et  de 
iure,  de  que  la  continuación  del  signo  envuelve  la  equivalencia 
tácita  del  título,  porque  si  no  se  pacta  la  desaparición  de  la  servi- 
dumbre en  fincas  que  fueron  de  un  mismo  dueño  es  porque  se 
ha  querido  que  continúe,  ¿no  arguye  fatalmente  que  el  dueño  do- 
minante consiente  que  por  su  finca  se  siga  haciendo  un  uso,  que 
aunque  no  necesite  para  su  prestación  continuada  del  hecho  del' 
hombre  porque  la  naturaleza  coadyuva  á  esa  prestación,  lo  requi- 
rió en  un  principio?  ¿No  consiste  in  patiendot  ¿Y  es  ésta  por  ven- 
tura la  característica  de  uní  servidumbre  negativa?  ¿No  fué  la  mis- 
ma fuerza  de  la  lógica  jurídica  la  que  poniendo  al  Tribunal  en  un 
punto  de  mira  desde  el  que  se  combinaban  bien  las  distancias  y 
no  se  padecían  ilusiones  ópticas,  le  hizo  ver  y  confesar  la  realidad 
de  que  la  servidumbre  de  \m¿  es  positiva?  ¿O  es  que  en  el  supues- 
to del  art.  541  del  Código  es  positiva,  y  cuando  se  trata  de  ganar 
por  prescripción  la  misma  servidumbre,  se  convierte  en  ne- 
gativa? 

Y  no  tomamos  en  cuenta  el  otro  argumento  de  que  en  la 
Sentencia  de  S  de  Mayo  de  i8q6  se  trataba  de  huecos  abiertos  en 
pared  medianera  ócomún,  de  la  cual  ninguno  de  los  propietarios 
podía  disponer  con  exclusión  ó  sin  el  concurso  del  otro,  porque 
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esta  circunstancia  no  muda  la  naturaleza  de  la  servidumbre  de  luí, 
y  porque  si  se  hubiera  abierto  el  hueco  con  el  consentimiento 
de  ambos  propietarios  habría  quedado  la  prescripción  sofocada 
por  el  pacto  y  de  notoria  incongruencia  lógica,  argumentar  con 
la  inexistencia  de  la  primera.  Existían  abiertas  las  finiestras  por 
más  de  I  o  ó  20  años  en  el  muro  divborio,  coman  ó  no  común. 
¿Qué  importaba  esta  circunstancia  á  la  prescripción?  ^-En  qué 
diferenciaba  los  casos  de  las  sentencias?  ¿Se  hizo  la  apertura  del 
muro  sin  consentimiento  del  dueño  del  predio  sirviente?  Pues 
éste  fué  el  principio  de  la  servidumbre  fetusfrarum  en  Roma,  7 
este  es  hoy  el  principio  de  toda  servidumbre  de  luces  que  se  lo- 
gra  por  prescripción.  ¿A  qué  hablar  de  que  no  hubo  acuerdo? 

Decídase,  pues,  el  alto  Tribunal  por  la  verdadera  senda. 

Desprecie  esa  reminiscencia  arcaica  y  funesta  del  acto  obstati- 
vo,  hoy  con  error  contraído,  á  la  imposible  prescripción  de  las 
impropiamente  llamadas  servidumbres  negativas  (que  dejando  á  un 
lado  sistemas  de  clasificación  y  de  nomenclatura,  ni  son  servidum- 
bres ni  jamás  lo  han  sido,  porque  no  consisten  en  un  uso  activo  y 
determinado  de  ía  cosa  ajena),  y  habrá  dado  un  gran  paso  en  pro 
del  adelantamiento  del  derecho  nacional. 


Sentencia  de  11  de  Noviembre  de  i8(¡¡2  (art.  535). — Lo  que  es 
conforme  con  la  naturaleza  de  una  institución,  aparece  siempre 
sancionado  por  universal  asentimiento.  Esto  ocurre  con  la  indi- 
visibilidad de  las  servidumbres,  extremo  sobre  el  cual  la  jurispru- 
dencia nada  tenía  que  añadir  después  de  lo  legislado  por  el  Có- 
digo, y  que  si  ha  promovido  una  acertada  sentencia,  ha  sido  para 
corroborar  más  el  que  ya  es  aforismo,  de  que  toda  servidumbre» 
propiamente  dicha,  es  indivisible. 

El  hecho  litigioso  fué  el  siguiente.  Vendiéronse  varias  fin- 
cas de  un  término  municipal  á  una  determinada  persona,  con 
la  reserva  por  el  vendedor  para  sí  y  varios  parientes  partícipes 
en  un  mayorazgo,  de  las  hierbas,  pastos  y  rastrojeras  de  los  pre- 
dios vendidos;  y  más  adelante,  fueron  también  vendidas  á  un  ter- 
cero diversas  participaciones  de  las  hierbas  y  pastos  que  se  reser- 
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v<5  el  vendedor.  Entonces  el  adquirente  de  los  predios  demandó 
al  comprador  del  derecho  de  pastos  la  redenci^Sn  de  este  último 
á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  603  del  Código  civil. 

Versó  el  debate  sobre  el  tema  de  la  indivisibilidad  de  las  ser- 
vidumbres: porque  argüía  el  demandado  que  siendo  las  servidum- 
bres  indivisibles,  desde  el  momento  en  que  un  propietario  de  al- 
gunas de  las  ñncas  (cuando  el  gravamen  pesaba  sobre  todas  las 
que  componían  el  término)  recababa  sólo  para  sí  el  derecho  de 
redención  modificaba  la  servidumbre  haciéndola  divisible.  Corro- 
borando este  argumento,  adujo  en  el  recurso  que  el  principio  de 
la  indivisibilidad  era  aplicable  á  la  de  pastos,  porque  no  cabía 
proceder  por  distinción,  considerando  la  servidumbre  de  pastos 
en  contemplación  á  su  objeto,  y  no  en  la  relación  superior  de  1 
derecho  que  establece. 

Dirimió  esta  discordia  de  pareceres  el  Tribunal  Supremo,  de- 
clarando que 

£/  principio  de  la  indivisibiUJad  de  las  servidumbres  que,  como 
^^g^^  g^f^rcU,,  esiabUce  el  art.  JJJ  del  Código  civil,  no  se  opone  al  de- 
recho que  en  absoluto  y  sin  limitación  alguna  concede  especialmente 
el  art,  603  del  mismo  Código  al  dueño  de  todo  terreno  gravado  con  la 
servidumbre  de  pastos  de  redimir  esta  carga  mediante  el  pago  de  su 
valar,  sean  uno  ó  más  los  que  tengan  el  derecho  d  la  servidumbre. 

Por  la  regla  de  jurisprudencia  que  antecede,  interesantísima 
en  cuanto  coordina  los  artículos  555  y  603,  y  excepciona  el  prin- 
cipio absoluto  de  la  indivisibilidad,  se  sienta  una  añrmación,  pero 
no  se  expresa  la  razón  de  la  misma.  Que  la  redención  de  la  servi- 
dumbre de  pastos,  aunque  afecte  como  un  derecho  integral  á  mu  - 
chas  ñncas,  puede  hacerse  parcialmente  sobre  varias  de  ellas  sin 
que  se  atente  á  su  indivisibilidad,  sino  por  el  contrario,  resultan- 
do ésta  compatible  con  la  redención,  es  inconcuso. 

¿Por  qué  fundamentol  jurídicos?  Esto  es  lo  que  se  ha  reserva- 
do el  Tribunal  Supremo.  La  Audiencia,  al  pronunciar  su  fallo, 
tuvo  la  intuición  de  la  verdad,  pero  no  la  expresó  científicamente, 
porque  el  argumento  de  que  cada  una  de  las  fincas  gravadas  era 
aprovechable  independientemente  de  las  demás,  es  empírico  y  res- 
ponde á  un  modo  de  razonar  no  moldeado  por  el  derecho,  sino 
por  ese  sentido  jurídico  vulgar  que  sin  inspirarse  en  los  princi- 
pios, tan  pronto  adivina  la  verdad  como  cae  en  error. 

Pertenece  la  servidumbre  de  pastos  á  las  llamadas  personales; 
dentro  de  las  que  los  autores  han  admitido  dos  categorías:   el 
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usufructo,  uso  y  habitación,  y  las  servidumbres  de  uso  irregular 
(pastos,  caza^  leñas  • 

Pero  como  la  calificación  no  rige  á  la  sustancia,  podemos  des- 
de luego  afirmar  que  si  la  indivisibilidad  no  es  incompatible  con 
la  servidumbre  de  pastos,  es  porque  ésta  no  constituye  una  servi- 
dumbre propiamente  tal. 

La  servidumbre,  como  sabemos,  confiere  el  derecho  á  un  aso 
determinado  de  una  cosa.  Como  el  derecho  á  disfrutar  hierbas, 
pastos  y  rastrojeras  es  el  aprovechamiento  rústico  de  un  predio, 
según  las  condiciones  de  su  producción  agrícola  ó  espontánea, 
débese  reconocer  que  la  servidumbre  de  pastos  no  es  más  que  un 
usufructo  parcial,  porque  su  contenido  es  igual  al  del  derecho  de 
fruición.  Confírmalo  así  otro  argumento.  £n  el  caso  de  la  sen- 
tencia, al  enajenarse  los  fundos,  reservóse  el  vendedor  el  derecho 
de  fruición,  limitado  á  los  pastos,  hierbas  y  rastrojeras,  con  lo 
cual,  si  bien  la  reserva  de  la  fruición  pudo  no  ser  total,  es  indis  - 
entibie  que  no  fué  de  un  uso,  sino  de  la  percepción  de  un  fruto. 

Ahora  bien,  si  las  servidumbres  son  inseparables  del  fundo  á 
que  activa  ó  pasivamente  pertenecen,  ¿cómo  pudo  enagenarse  se- 
l)arado  ese  derecho  de  hierbas  y  pastos  si  efectivamente  hubiera 
constituido  una  servidumbre? 

Si,  pues,  el  Tribunal  Supremo  con  exacta  apreciación  de  la 
verdad,  ha  establecido  la  armonía  entre  la  redención  de  los  dere* 
chos  de  pastos,  leñas  y  demás  establecidos,  como  dice  el  art  604 
para  el  aprovechamiento  de  productos  forestales,  y  el  principio  de  la 
indivisibilidad,  es  porque  sobreponiendo  la  sustancia  al  terminis- 
mo,  ha  visto  clarísi  mamen  te  que  los  derechos  de  fruición,  como 
son  todos  los  que  se  constituyen  sobre  fundo  ageno  para  el  apro- 
vechamiento de  los  frutos  de  éste,  no  deben  clasificarse  entre  las 
servidumbres. 

Si  el  Tribunal  Supremo  hubiera  creído  que  el  derecho  de  apro- 
vechar unos  pastos  ó  unas  leñas  en  prado  ó  monte  ageno,  consti- 
tuía una  servidumbre  bien  caracterizada,  no  hay  que  dudarlo  an 
momento,  habría  proclamado  en  calidad  de  intangible,  el  dogma 


de  la  no  divisibilidad 


la  pi 
iliaa 


«  «  * 
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Resolución  de  18  de  Febrero  de  i8g3  (art.  556).— Prescindiendo 
de  la  autorización  de  su  mujer,  el  marido  otorgó  escritura,  en  la 
que  el  propietario  de  una  finca  constituyó  servidumbre  de  paso 
de  vía  férrea,  en  favor  de  otra  finca  (un  ingenio)  propiedad  de  la 
primera. 

Como  quiera  que  la  servidumbre  beneficiaba  á  la  mujer,  pues- 
to que  no  se  constituía  [gravamen  en  perjuicio  de  su  fundo  (predio 
dominante),  sostúvose  en  el  Tecurso  gubernativo  la  no  necesidad 
de  su  autorización  para  inscribir  la  servidumbre;  pero  la  Direc- 
ción acordó  lo  contrario,  porque 

Lo^  contratos  sobre  el  establecimiento  de  servidumbres  volunta 
ricu,  sólo  fueden  celebrarlos  los  dueños  de  las  fincas  á  los  que  afecte 
ó  los  que  tengan  su  legal  autorización,  y  los  cutos  de  la  mujer  impo* 
niendo  servidumbres  sobre  sus  bienes,  son  actos  de  dominio,  que  esta* 
bUcen  permanentes  relaciones  jurídicas  que  no  es  posible  prever  á 
priori  si  perjudicarán  ó  beneficiarán  al  dueño. 
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>  Seeoión  segunda. 

De  lof  modos  de  adquirir  Ui  serridambres. 


^RTÍ^ULO  537.    Las  servidumbres  continuas  y  aparentes 
se  adquieren  en  virtud  de  título,  ó  por  la  prescripción 
de  20  aftos. 

*MK  RTícüLO  538.  Para  adquirir  por  prescripción  las  servi- 
^T  dumbres  á  que  se  reñere  el  artículo  anterior,  d  tiempo 
de  la  posesión  se  contará:  en  las  positivas,  desde  el  día  en  que 
el  dueño  del  predio  dominante,  ó  el  que  haya  aprovechado  la 
servidumbre,  hubiera  empezado  á  ejercerla  sobre  d  predk) 
sirviente;  y  en  las  negativas,  desde  el  día  en  que  d  duefto  dd 
predio  dominante  hubiera  prohibido,  por  un  acto  formal,  al 
del  sirviente  la  ejecución  del  hecho  que  sería  lídto  sin  la  ser- 
vidumbre (i). 


(i)    Sentencia  de  5  de  Mayo  de  IBSB.^Servidumh^e  dt  luces. 

En  pleito  sobre  negativa  de  ana  servidambre  de  lucei  en  pared  mediane- 
ra, y  por  reconvención  sobre  otros  extremos,  %e  dicttf  sentencia  estimando 
la  demanda  y  desestimando  la  reconvención,  con  excepción  de  uno  de  sos 
particulares  referente  á  la  existencia  de  servidumbre  de  recibir  aguas 
pluviales. 

El  demandado  interpuso  recurso  de  casación  citando  como  infringidas 
varias  disposiciones  de  las  leyes  de  Partida,  aplicables  al  pleito,  y  además 
el  art  538  del  Código  civil,  que  la  sentencia  cita  como  uno  de  los  fundamen- 
tos de  su  resolución,  á  pesar  de  no  ser  aplicable  por  tratarse  de  derechos  na- 
cidos y  constituidos  mucho  antes  de  su  promulgación. 

El  Tribunal  Supremo  declara  haber  lugar  al  recurso  respecto  de  este 
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Sentencia  de  4  de  Neviembre  de  1897. — ComiUución  de  servidumbre. 
Mera  tolerancia  del  dueño  del  supuesto  predio  sirviente, 

HECHOS 

•V  A)  Antecedentes — M  propietario  de  una  casa,  solicitó  y  ob- 
tuvo de  N  permiso  para  construir  á  través  de  una  finca  rustica 
Undante  con  aquélla,  una  alcantarilla  para  el  servicio  de  escusa, 
dos;  conviniéndose  posteriormente  por  documento  privado,  entre 
otras  cosas,  que  la  alcantarilla  se  construiría  á  expensas  del  so- 
licitante con  sujeción  á  determinadas  condiciones;  que  una  vez 
concluida  la  construcción  y  empezado  su  uso,  quedaría  retirado 
el  permiso  para  la  obra;  y  que  si  por  defectos  de  ésta  llegara  á  in- 
terceptarse, se  reservaba  N  el  derecho  de  cortar  el  caño;  cuyo 
contrato  se  ratificó  por  otro  posterior,  en  cuya  virtud  il/se  obli» 
gó  á  corregir  á  sus  expensas  los  defectos  de  la  cañería  si  llegara 
-á  notarse  alguna  filtración  en  el  terreno  por  donde  atravesaba. 

Denunciado  por  N  el  hecho  de  que  la  alcantarilla  se  hallaba 
obstruida,  la  Junta  de  Sanidad  requirió  á  M  para  que  dejara  ex- 
pedito el  servicio;  é  inmediatamente  dicho  i/ dedujo 

B)  Demanda, — Contra  iV,  alegando  además  de  lo  expuesto: 
que  el  demandado  había  edificado  posteriormente  una  casa  en  la 
finca  atravesada  por  la  cañería]  cargando  sobre  ésta  una  de  las 
paredes;  que  desde  dicha  construcción  se  notó  que  la  alcantarilla 
no  funcionaba  como  antes;  y  que  iVse  negaba  á  permitir  que  el 
actor  reconociese  la  alcantarilla;  por  todo  lo  cual  solicitó  se  de- 
clarase que  el  terreno  perteneciente  al  demandado,  lindante  con  el 
en  que  está  edificada  la  casa  del  actor,  venía  obligado  á  sufrir  en 
favor  de  ésta  la  servidumbre  de  alcantarilla  para  la  salida  de  aguas 


motivo:  Considerando  que  hay  que  reconocer,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en 
la  ley  /j",  titulo  j/,  Partida  j.*,  cuyas  disposiciones  procede  tener  en  cuenta 
para  resolver  la  cuestión  planteada  en  el  recurso,  con  la  que  ha  venido  á 
concordar  el  art  538  del  Código  civil  vigente,  que  la  servidumbre  de  luces 
objeto  del  litigio  tiene  carácter  de  positiva,  puesto  que  se  ejerce  cotidiana- 
mente y  por  actos  no  interrumpidos,  mediante  los  huecos  de  ventana  y 
balcón  abiertos  en  pared  medianera,  y  pertenece  á  la  clase  de  las  que  pueden 
adquirirse  por  la  prescripción  ordinaria  sin  necesidad  de  acto  obstativo. 
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sucias  de  la  misma,  y  se  condenase  á  aquél  á  que  permitiese  el 
reconocimiento,  reparación  y  libre  uso  de  la  alcantarilla,  y  á  la 
indemnización  de  todos  los  perjuicios  que  se  le  hubiesen  irroga- 
do y  se  le  irrogasen,  y  que  se  justificasen  en  el  período  de  ejecu- 
ción de  sentencia,  con  las  costas. 

C)  Contestación. — Opúsose  A^  á  la  demanda,  alegando  que  la 
casa  construida  por  él  en  su  finca  no  descansaba  sobre  la  al-, 
cantarilla;  y  que  el  permiso  concedido  á  M  para  establecer- 
la^ no  era  ni  podía  suponérsele  título  de  constitución  de  ser- 
vidumbre de  alcantarilla  á  favor  del  actor,  porque  en  la  segunda 
condición  se  expresó  que,  una  vez  concluida  la  obra  de  la  alcan- 
tarilla y  empezado  éste  á  servirse  de  ella,  le  quedaba  retirado  el 
permiso  que  se  le  había  dado  para  la  construcción,  no  tenien- 
do derecho  de  propiedad  ni  de  otra  especie  en  dicha  alcantarilla; 
luego  lejos  de  ser  una  servidumbre,  el  actor  demostraba  con  los 
documentos  presentados  la  negación  de  todo  derecho  de  pro- 
piedad y  de  cualquiera  otra  especie  sobre  la  alcantarilla,  care- 
ciendo, por  tanto,  de  acción  real  y  personal  para  reclamar,  y 
obrando  con  temeridad  y  mala  fe  al  sostener  el  derecho  que  pre- 
tendía; y  concluyó  suplicando  se  desestimaran  las  dos  pretensio- 
nes de  la  demanda  y  se  condenase  á  perpetuo  silencio  al  actor, 
con  las  costas,  reservándole  cuantas  acciones  le  asistieran  para 
reclamar  del  demandante  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
le  incumbían. 

D)  Sentencia, — Tramitado  el  pleito  en  ambas  instancias,  la 
Audiencia  dictó  sentencia  confirmatoria  en  armonía  con  la  de- 
manda. 

E)  Recurso  de  casación. — Lo  interpuso  el  demandado,  alegan- 
do las  siguientes  infracciones: 

I  .*  El  ari.  j§g  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sobre  con- 
gruencia de  los  fallos  con  lo  alegado  y  pretendido  por  las  partes. 

2.*  Los  artículos  4^8,S32yS53  del  Código  civil,  por  haber 
sido  aplicados  á  un  caso  con  el  cual  no  tienen  relación,  y  el  ar- 
tículo 559,  según  el  que  la  servidumbre  de  acueducto,  confundida 
por  la  sentencia,  con  la  de  alcantarilla,  no  puede  imponerse  para 
objeto  de  interés  privado  sobre  edificios,  sus  patios  y  dependen- 
cias. 

T^^  El  art,  S37  '^-^^  Código  civil,  en  cuanto  la  Sala  declara  sub- 
sistente una  servidumbre,  no  existiendo,  ni  título  constitutivo,  ni 
prescripción. 
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4.*  1.08  documentos  privados  por  los  cuales  se  pactó  el  esta- 
blecimiento de  la  alcantarilla,  puesto  qne  por  ellos  se  negó  al  de- 
mandante la  propiedad  de  aquella,  y  nunca  se  consideró  como 
un  gravamen  perpetuo. 

5.*  Las  doctrinas  relativas  á  la  interpretación  de  los  contra- 
tos y  Sentifuias  de  g  de  Abril  de  1880 y  2'^  de  Septiembre  de  188^, 
reproducidas  por  los  articulas  1,281  al  i,28g  del  Código  civil,  por- 
que tratándose  de  una  concesión  gratuita,  hecha -por  quien  care- 
cía de  capacidad  para  constituir  derechos  reales,  ha  debido  en 
tenderse  el  texto  en  el  sentido  favorable  á  la  menor  obligación,  y 

6.*  Las  doctrinas  de  las  Sentencias  de  ig  de  Enero  de  i86j^  2g 
de  Enero  de  1867  y  28  de  Junio  de  J8gj,  según  las  cuales,  en  las 
obligaciones  recíprocas,  sólo  tienen  acción  para  pedir  su  cumpli- 
miento los  que  no  hayan  infringido  sus  deberes,  porque  no  ha- 
biéndose construido  la  alcantarilla  con  sujeción  á  lo  pactado, 
quedó  el  concesionario  inutilizado  para  el  aprovechamiento 
temporal  y  precario  que  el  concedente  quiso  y  pudo  otorgarle. 
Estimación  del  recurso. — El  Tribunal  Supremo  declaró  haber 
lugar  al  recurso,  casando  y  anulando  la  sentencia  recurrida,  en 
cuanto  por  ella  se  declaró  que  el  terreno  del  demandado  estaba 
afecto  con  la  carga,  de  sufrir  á  favor  de  la  casa  del  demandante 
la  servidumbre  de  alcantarilla  para  la  salida  de  aguas  sucias. 
Los  fundamentos  del  recurso  fueron  los  siguientes: 


DOCTRINA 


Basada  la  demanda  en  loe  documentos  privados  acompañados  con  ella 
en  1865  y  1886,  la  cuestión  del  pltito  y  del  recurso  y  en  relación  con  los 
motivos  3.^ y  4.^  y  5°  de  éste,  hay  que  resolverla  por  la  naturaleza  de  es- 
ios  documentos  y  su  inteligencia  é  interpretación. 

En  ellos  y  y  especiolwente  en  el  primero  de  los  mencionadoSy  contraje- 
ron los  otorgantes  obligaciones  reciprocas,  á  cuyo  cumplimiento  pueden 
ser  respectivamente  competidos,  según  se  desprende  de  su  contexto  y  de  la 
forma  misma  con  que  se  expresa  la  voluntad  de  las  partes,  al  consignarse 
al  final  del  contrato  de  1885  que  las  bases  en  él  establecidas  se  cumpli- 
rán por  ambos  contratantes,  que  las  suscribirán  en  caso  que  se  lleve 
á  efecto  lo  que  en  él  se  relaciona. 
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8i  bteñi  e$ío  svjmetto,  e$  imoitenibU  que  el  demandado  ee  ¡imitó  á 
conceder  al  demandante  un  mero  pemneo^  que  pudiera  retirar  áiecredo- 
nalmente,  para  que  loe  aguas  aueiae  de  la  casa  de  aquél  vir^eeen  en  la 
alcantarilla  al  efecto  conetruída  por  éete^  eegún  lo  convenido^  ai  estimar 
la  Audiencia  que  en  virtud  de  didios  documentos  se  conetituyó  la  servi- 
dumbre de  alcantarilla^  declarando  que  el  terreno  propio  dtí  coneedeute 
viene  obligado  á  sí^frirlaf  y  que  éste  tiene  que  permitir  al  ooneesionario 
su  reconocimiento  y  reparación,  oomde  las  infracciones  alegadas  en  los 
motivos  ^.o,  4P  y  5.®  del  recurso,  porque,  según  daramente  se  escpreoa  ai 
él  mencionado  documento  de  1885,  á  lo  único  que  se  obligó  d  primero  fué 
á  consentir  [la  circulación  por  la  alcantarilla  de  las  aguas  sudas  de  la 
casa  del  segundo,  porque  la  construcción  de  aqu&la  no  dio  á  éste  un  ma- 
yor derecho,  desde  el  momento  en  que  las  partes  ooneinicron  en  que,  con- 
chdda  la  obra  y  empezado  á  servirse  de  eUa  el  demandante,  le  quedaba 
retirado  el  permiso  otorgado  para  la  construcción,  no  teniendo  derecko 
de  propiedad  ni  de  otra  especie  en  dicha  alcantarilla,  porque  no  hay  ado 
de  los  interesados  que  la  Audiencia  estime  probado  que  demuestre  lo  con- 
trario, y  porque  en  los  contratos  en  que  se  constitítye  sermdusnbre  ó  se 
establece  algún  gravamen  qííe  afecte  á  la  libertad  de  las  fincas,  ha  de  es- 
tar bien  expresa  la  voluntad  de  las  partes  sobre  estos  extremos,  sin  que 
sea  licito  interpretarla  extensivamente,  como  hace  la  Audiencia,  tnvoem- 
do  por  analogía  preceptos  que  ninguna  relación  tienen  con  la  servidumbre 
de  alcantarilla  y  con  un  gravamen  nacido  exclusivamente  de  la  vobmiai 
de  los  contratantes* 

El  Tribunal  sentenciador  no  ha  cometido  la  infracción  de  la  doetrvia 
á  que  se  r^ere  el  motivo  6.^  del  recurso,  porque  si  bien  es  derto  que  k 
alcantarilla  no  se  construyó  con  las  exactas  dimentiones  de  luz  indicaiat 
en  el  contrato,  aprecia  la  Audiencia  que  en  lo  demás  reunia  las  cticww 
tandas  exigidas  en  el  documento  de  1886,  y  que  por  ella  corrían  bien  Im 
aguas,  nn  que  sea  licito  al  concedente  alegar  didut  rosón  de  ineumpUr 
miento  después  de  haber  recibido  la  alcantarilla  con  las  condiciones  que 
tiene,  y  permitido  y  dun  ampliado  el  permiso  de  la  circulación  délas 
aguas  en  el  documento  posterior  de  1886,  haeta  que  años  dc^aués  tuvieren 
lugar  los  hechos  que  motivaron  el  pleito. 

Eabiendo  lugar  á  la  casadón  de  la  sentencia  por  los  motivos  3.^,  V 
y  5,^  del  recurso,  es  innecesario  ocuparse  de  los  dos  primeros. 
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Sentencia  de  27  de  Mayo  de  1899. — Servidumbre  de  luces  y  vistas. 


HECHOS 

A)  Dtmanda, — A,  dueño  de  una  casa,  cjercitcS  contra  B,  due- 
ño de  la  inmediata,  acción  negatoria  de  servidumbre,  pidien- 
do se  declarase:  qujc  su  finca  no  debía  á  la  de  ^  servidumbre 
de  luces  y  vistas;  que  B  venía  obligado  á  no  ejecutar  acto 
alguno  que  directa  ó  indirectamente  se  opusiese  al  derecho 
de  A  para  levantar  pared  en  su  propiedad,  tapiando  las  ventanas 
existentes  en  la  finca  de  B^y  condenando  á  éste  á  indemnizar  da- 
ños y  perjuicios  (demolición  de  la  pared  levantada,  y  ordenada 
derribar  por  sentencia  de  interdicto)  y  al  pago  de  las  costas:  cuya 
pretensión  fundó  en  haber  adquirido  su  finca  libre  de  dicha  carga 
real;  en  que  levantada  con  perfecto  derecho  una  pared  contigua 
á  la  casa  de  B,  por  la  que  quedaron  tapiadas  tres  ventanas  existen* 
tes  en  1^  fachada  de  dicha  casa,  hubo  de  derribarla  á  virtud  de 
sentencia  dictada  en  el  interdicto  de  obra  nueva  que  B  promovió; 
y  en  que,  hasta  el  acto  obstativo  de  B,  consistente  en  el  interdicto, 
los  huecos  abiertos  en  pared  propia  y  en  correspondencia  eon 
cielo  y  suelo  ageno,  eran  de  mera  tolerancia  sin  fuerza  creadora 
de  derecho. 

B)  Contestación.— \sZ,  parte  demandada  se  opuso  á  la  anterior 
pretensión,  alegando:  que  la  servidumbre  de  luces  de  que  se  trata 
en  este  pleito,  no  tenía  su  origen  en  la  prescripción,  sino  en  el 
primitivo  contrato  que  otorgaron  los  dueños  de  ambas  fincas;  que 
nada  constaba  en  escrituras  posteriores  que  se  opusiese  á  la  exis- 
tencia de  la  servidumbre,  y  que  era  también  necesaria  para  venti- 
lación é  higiene  de  la  casa  del  contestante. 

C)  Sentencia,— hdi  Audiencia  dictó  sentencia  confirmatoria, 
declarando  haber  lugar  á  la  demanda. 

D)  Recurso  de  cascición. — Lo  interpuso  la  paite  perjudicada 
alegando: 

\?  Infracción  dfl  art.  §J7  del  Código  civil,  porque  estando  pro- 
bado que  la  casa  venía  disfrutanda  luces  y  vistas  sobre  la  de  la  de- 
mandante, desde  más  de  veinte  años,  la  servidumbre  había  sido 
adquirida  por  prescripción.  ^ 

26  ♦♦ 
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3.**  La  ley  i^,  Ut  31,  Partida  j,^,  también  sobre  prescripción 
por  diez  años,  de  las  servidumbres  de  luces. 

3.*^  El  arf,  J41  del  Código  civil,  porque  el  prímitívo  dueño  dt 
la  finca  sirviente  consitatió  la  servidumbre,  mediante  el  pago  de 
un  canon,  y  al  enagenarse  la  casa  y  adquirirla  su  actual  propieta- 
rio (demandante],  nada  en  contrario  de  la  servidumbre  se  hizo 
constar,  ni  se  intentó  la  desaparición  de  las  ventanas. 

4.**  Los  artículos  i.24g  y  J.2JS  del  Código  civil,  en  cuanto  son 
de  admitir  las  presunciones  derivadas  del  hecho  de  existir  venta- 
nas en  la  finca  y 

5.**  Las  Semencias  de  11  de  Enero  de  i8g^  y  5  de  Abril  de  i8g8, 
porque  habiendo  el  signo  ostensible  de  servidumbre,  no  puede 
reconocerse  en  apoyo  de  la  demandante  cuándo  adquirió  la  fin- 
ca, el  carácter  de  tercero  que  la  reconoce  la  sentencia  recurrida. 

Desestimación  del  recurso  á  virtud  de  la  siguiente 

DOCTRINA 

Atribuido  por  la  demandada  <¿  origen  de  la  servidumbre  á  uneatUra- 
io,  en  cuyo  concepto  $e  ha  seguido  U  discusián  en  el  pleito ^  no  es  legal 
cambiar  los  términos  de  éste  en  casaeiófi^  pretendiendo  hacer  valer  la 
prescripción,  cual  se  hace  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  sea 
cual  fuere  el  tiempo  que  lleven  de  existencia  las  ventanas,  por  lo  cual  na 
han  podido  ser  infringidas  en  la  sentencia  recurrida  las  disposiciones 
que  se  citan  en  dichos  motivos. 

Bff  riéndose  el  art,  541  del  Código  civil,  invocado  en  el  motivo  3.^,  al 
signo  apúrente  de  urvidun.hre  entre  dos  fincas  que  haya  sido  estábkeiio 
por  el  propietario  de  ambas,  no  tiene  aplicación  al  caso  presente,  en  que 
el  signo,  ó  sea  las  í  entonas,  fueron  construidas  por  distinta  persona  que 
el  propietario  de  lafnca  que  se  supone  predio  sirviente,  sin  que  conste 
que  al  adquirir  aquél  el  terreno  sobre  el  que  edificó  la  casa  se  le  cediera 
también  el  derecho  de  luces  y  vistas  que  pretende,  ni  que  en  la  escritura 
de  enajenación  posterior  se  reconociese  el  mismo,  puesto  que  de  él  no  $e 
hizo  mención. 

El  simple  hecho  de  existencia  de  las  ventanas  no  implica  necesaria' 
mente  el  derecho  de  servidumbre  de  luces  y  vistas,  ni  á  ello  inducen  ks 
reglas  del  criterio  humano,  cual  se  alega  en  el  motivo  4.^; pues  la  existeih 
cia  de  tal  derecho  tiene  su  forma  de  adquisición  y  la  sentencia  estima  no 
habase pf  abado  en  el  sentido  que  la  recurrente  lo  ha  venido  sosteniendo 
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«11  eljtdeiOf  td  qtie  lo  haya  alegado  oportunamente  para  poder  ier  apre- 
dado^  cual  hubiera  $ido  el  tiempo  de  disfrute  de  tal  derecho,  por  lo  que 
nú  M  wfrm§e9k  loe  dot  artieuloB  expresados. 

No  hay  para  qué  ocuparse  de  si  la  recurrida  tiene  ó  no  la  condición 
de  tercero  que  se  estima  en  la  sentencia  y  se  impugna  en  el  motivo  5.° 
puesto  que  subsiste  el  fundamento  capital  del  falto,  bastante  por  si  sólo  á 
determinarlo  en  el  sentido  que  ha  recaído. 


^.RTíouLO  541.  La  existencia  de  un  signo  aparente  de 
servidumbre  entre  dos  fincas,  establecido  por  el  pro- 
pietario de  ambas,  se  considerará^  si  se  enajenase  una,  como 
título  para  que  la  servidumbre  continúe  activa  y  pasivamente, 
á  no  ser  que,  al  tiempo  de  separarse  la  propiedad  de  las  dos 
fincas,  se  exprese  lo  contrario  en  el  título  de  enagenación  de 
cualquiera  de  ellas,  ó  se  haga  desaparecer  aquel  signo  antes 
del  otorgamiento  de  la  escritura. 

Sentencia  de  7  de  Febrero  de  ÍQBB.—Serviííumdre  de  luces. — ^gno 
aparente  existente  al  dividirse  la  propiedad  de  dos  fincas  pertene- 
cientes al  mismo  dueño. 

HECHOS 

A)  Demanda. — El  dueño  de  dos  casas,  al  reedificarlas,  esta- 
bleció en  una  de  ellas  varias  ventanas,  por  las  que  la  otra  recibía 
la  luz.  Posteriormente  se  bifurcó  el  dominio,  transfiriéndose  á 
distintas  personas,  y  como  el  nuevo  dueño  de  la  finca  sobre  que 
daban  los  huecos  comenzase  á  ejecutar  una  obra  que  habría  de 
imposibilitar  la  prestación  de  luz  á  la  otra,  el  propietario  de  ésta 
entabló  interdicto,  en  el  que  se  dictó  sentencia  ratificando  la  sus 
pensión  acordada  de  la  obra  nueva,  y  prohibiendo  su  conti- 
nuación. 

El  propietario  condenado  en  la  sentencia  de  interdicto,  dedu 
jo  demanda  solicitando  se  declarase  que  su  finca  no  debía  ser- 
vidumbre de  luces  á  la  colindante,  y  que  por  tanto,  el  demandado 
estaba  obligado  á  tapar  los  huecos  abiertos  en  la  pared  que  co- 
rrespondía á  la  finca  del  actor,  citando  en  su  apoyo  el  art.  541 
del  Código  civil,  y  fundándose:  en  la  no  existencia  de  la  servidum- 
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bre  de  luces,  para  la  cual  ern  requisito  indispensable  que  las  fin- 
cas dominante  j  sirviente  pertenecieran  á  distintos  dueños,  sin 
que  la  prescripción  amparase  el  supuesto  derecho  del  demanda- 
do; en  que  para  su  existencia  con  relación  á  tercero  era  también 
indispensable  que  se  encontrase  inscrita  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad, y  en  que  adquirió  la  finca,  según  escritura  de  renta,  libre 
de  toda  carga. 

B)  Contistación. — Contestó  el  demandado  que  era  efectiva- 
mente doctrina  legal  que  para  la  existencia  de  la  servidumbre  ha- 
bían de  pertenecer  á  distintos  dueños  los  predios  dominante  y 
sirviente,  en  términos  que  la  consolidación  era  uno  de  los  me- 
dios establecidos  por  la  ley  para  su  extinción,  pero  que  precisa- 
mente de  esa  consolidación  de  propiedad  que  concurrió  en  el  an- 
tiguo dueño  de  ambos  predios,  nacía  la  servidumbre  actual,  que 
se  perfeccionó  cuando  se  separó  la  propiedad  de  las  fincas  colin- 
dantes, siendo  aplicable  el  artículo  541  del  Código  civil;  que  la 
servidumbre  de  luces  era  positiva  y  la  prescripción  para  adquirir- 
la nacía  desde  la  ejecución  del  acto  obstativo  de  abrir  las  venta- 
nas que  tendía  á  privar  al  dueño  de  la  otra  finca  de  la  libre  facul- 
tad de  edificar  en  ella,  siendo  preciso  distinguir  que  en  la  servi- 
dumbre positiva  había  de  haber  acto  obstativo  para  que  empeza- 
se á  correr  la  prescripción  y  en  las  negativas  un  acto  prohibitivo; 
que  á  pesar  de  la  no  inscripción  en  el  Registro  nadie  podía  ne- 
gar la  existencia  de  la  servidumbre,  cuando  la  de  las  ventanas 
que  la  constituían  estaba  tan  patente;  solicitando,  por  último,  que 
se  declarase  subsistente  el  derecho  de  servidumbre  de  luces  que 
correspondía  á  la  ñnca  del  contestante,  condenando  al  actor  á 
destapar  las  ventanas  que  llegó  á  tapar  con  su  obra  y  abonar  da- 
ños y  perjuicios. 

C)  Sentencia, — Cursado  el  pleito  y  substanciado  en  dos  ins- 
tancias, la  Audiencia  dictó  sentencia  revocatoria,  de  acuerdo  en 
todo  con  las  pretensiones  del  demandado. 

D)  Recurso  de  casación, — Lo  fundó  el  demandante  en  los  si- 
guientes motivos: 

I .°  Infracción  del  art  541  del  Código  civil,  que  considera  la 
existencia  de  un  signo  aparente  de  servidumbre  entre  dos  fincas 
como  título  para  que  ésta  continúe  activa  y  pasivamente,  puesto 
que  el  aplicar  este  artículo  indebidamente  prescinde  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1.976  y  art.  3.**  del  Código. 

2.°     Porque  aun  en  el  supuesto  de  regir  el  art.  541,  se  infirin- 
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giría,  toda  vez  que  introducieDdo  una  novedad  en  el  Derecho  civil 
patrio,  y  careciendo  de  efecto  retroctivo,  el  hecho  de  la  separa- 
ción de  la  propiedad  de  las  dos  fincas  de  que  se  trata,  requisito 
indispensable  para  la  aplicación  de  dicho  art.  541,  ocurrió  con 
anterioridad  al  Código  civil. 

3.**  Infracción  del  mismo  art.  $41,  porque  si  no  se  expresó  en 
las  escrituras  que  la  servidumbre  quedaba  extinguida,  se  hizo 
constar  en  cambio  que  la  finca  se  vendía  libre  de  toda  carga  y 
gravamen,  según  resultaba  de  la  certificación  del  Regis- 
trador. 

4.**  El  art.  26  de  la  ley  Hipotecaria,  en  cuanto  dispone  que 
los  títulos  no  inscritos  no  perjudican  á  tercero,  y  el  1.94'?  del  Có- 
digo civil,  que  ordena  que  contra  título  inscrito  no  tiene  lugar  la 
prescripción  ordinaria  del  dominio  de  derechos  reales  en  perjui- 
cio de  tercero. 

5.^  Que  el  lapso  respetable  de  tiempo  que  se  expresa  en  la 
.  sentencia  recurrida,  no  es  medio  de  adquirir  las  Servidumbres,  y 
que  al  prescindirse  del  acto  obstativo  (en  este  caso  el  interdicto), 
se  infringen  las  leyes  14  y  16,  iit.  XXXÍ,  Partida  J.*;  el  art.  Jjo 
del  Código  civil,  y  las  Sentencias  de  14  de  Mayo  de  1861,  2g  de 
Marzo  de  1870,  6  de  Marzo  de  187^,  13  de  Junio  de  1877,  13  di 
Julio  de  1878,  j  de  Diciembre  de  188 1, 10  de  Marzo  y  ij  de  Mayo  de 
1882,  10  de  Mayo  de  1884,  ij  de  Julio  de  1885,  31  de  Entro  de 
1888 y  12  de  Noviembre  de  i88q,  según  las  cuales,  para  que  puedan 
establecerse  servidumbres  negativas  por  prescripción,  se  necesita 
que  la  posesión  arranque  y  se  cuente  desde  el  día  en  que  por  el 
dueño  del  predio  dominante  se  realice  algún  acto  obstativo  y  for- 
mal que  tienda  á  impedir  que  el  dueño  déla  finca  á  que  afecten, 
verifique  algún  hecho  que  sería  lícito  sin  la  servidumbre. 

ó.''  Infracción  del  art,  462  del  Código  civil,  artículos  3^  y  403 
de  la  ley  Hipotecaria,  y  Sentencias  de  22  de  Noviembre  de  1860  y 
2g  de  Mayo  de  1863,  puesto  que  no  estaba  inscrita  la  posesión  de 
las  luces  y  no  podía  perjudicar  á  tercero. 

7.**  Infrcución  del  articulo  13  de  la  ley  Hipotecaria. 
8.®  Infracción  de  la  doctrina  de  las  senter^ias  de  13  de  Jumo 
de  1877,  13  de  Marzo  de  1882  y  12  de  Noviembre  de  l88g,  según 
las  cuales  el  uso  no  da  derecho  á  mantener  en  pared  propia  ni  en 
correspondencia  con  cielo  y  suelo  ajenos,  ventanas  y  huecos 
abiertos;  y  del  art.  1.942  del  Código  civil. 

9.*»     Leyes  /.'  y  6.',  tlt.  XVI,  Partida  7/  y  regla  21,  til.  XXXIV 
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dt  la  misma  ParÜda,  por  cuanto  el  demandado  caosp  daños  al 
promover  el  interdicto  y  contradecir  la  demanda;  y 

lo.'*  Leyes  I^y3^,  tlt,  XV y  regla  21,  tii.  XXXIV de  la  Par- 
tida 7.*  y  Sentencias  de  13  de  Entro  de  1876, 13  de  Marzo  de  1873 
y  16  de  Febrero  de  188$,  segán  las  que  el  vencedor  en  el  interdicio 
que  es  vencido  en  el  juicio  ordinario  debe  pagar  las  costas  de 
ambos  é  indemnizar  de  todos  los  perjuicios. 

Desestimación  del  recurso, — Se  declaró  no  haber  lugar. 

DOCTRINA 

Se^n  lo  establecido  por  el  Supremo  Tribunal  en  repetidas  sentendas^ 
y  consignado  muy  principalmente  en  la  dictada  en  21  de  Octubre  de  1892^ 
lo  preceptíuído  en  la  ley  14,  tit,  31  de  la  Partida  8.^,  al  tratar  de  la  ma- 
nera de  constituirse  la  servidumbre,  no  está  en  oposición  con  el  principio 
mediante  el  que,  dividida  una  finca  entre  diversas  personas,  sin  que  en 
el  contrato  se  mencione  cosa  alguna  acerca  de  un  modo  de  aprovechamien- 
to distinto  del  que  usaba  el  primitivo  dueño  de  ella,  se  entienden  subsis- 
tentes las  servidumbres  necesarias  para  que  aquél  pueda  tener  lugar. 

Ese  principio  y  jurisprudencia  han  obtenido  nueva  sanción,  puesto 
que  á  ellos  obedece  el  precepto  claro  y  concreto  del  art,  641  del  Código 
civil,  aplicable  al  caso,  en  el  que  se  prescribe  que  la  existencia  de  un  sig- 
no aparente  de  servidumbre  entre  dos  fincas,  que  el  propietario  de  ambas 
hubiese  establecido,  se  considere,  si  se  enajen.ise  una  de  ellas,  como  titulo 
para  que  la  servidumbre  continúe  activa  y  pasivamente,  á  no  ser  que  ai 
separarse  la  propiedad  de  ellas,  se  hubiese  expresado  lo  contrario  en  el 
tÜulo  de  enajenación  de  cualquiera  de  las  mismas  ó  se  hubiese  hec\o  da- 
aparecer  el  signo  indicado  antes  del  otorgamiento  de  la  escritura. 

Se  hallan  perfectamente  conformes  con  lo  resuelto  en  el  caso  presente 
el  principio  de  Derecho  y  el  precepto  y  jurisprudencia  que  se  acaban  de 
mencionar ^  puesto  que  al  adquirir  el  recurrente  la  casa,  que  juntamenie 
con  la  colindante  habia  pertenecido  anteriormente  á  un  solo  dueño,  quien 
estableció  entre  ellas  la  servidumbre  de  luz,  cuya  subsistencia  ha  sido  obje' 
fO  del  litigio  en  que  se  ha  interpuesto  el  recurso  de  casación  de  que  se  tra- 
ta,  no  se  expresó  cosa  alguna  en  contrario,  ni  se  hito  desaparecer  d  sig- 
no demostrativo  de  la  indicada  servidumbre,  sino  que  continuaron  abier  - 
tas  las  ventanas  por  donde  una  de  las  ccuas  recibia  la  luz  de  la  otra,  y 
que  daban  á  ésta;  siendo  de  notar,  á  mayor  abundamiento ^  que  al  adqui- 
rir el  recurrente  la  suya^  se  manifestaron  conformes  las  partes  en  qua 
la  otra  tenia  en  la  pared  lindante  varias  ventanas  de  deferentes  tomadlo». 


Digitized  by  VjOOQIC 


▲BT.  541)  DU  L^S  SBBVÍDUMBRBS  391 

unas  8in  r^a  y  otras  con  ella  ó  atambrera,  méftidas  en  la  pared  y  repar- 
tidas todas  entre  ventanillos  medianeros. 

Aparte  de  lo  que  se  deja  expuesto,  siempre  debería  observarse^  como 
la  Sala  sentenciadora  lo  ha  hecho  ^  la  disposición  contenida  en  el  art.  541 
del  Código  civil,  por  haber  nacido  en  todo  caso  el  derecho  alegado  por  el 
recurrente  bajo  su  régimen,  por  haber  adquirido  la  casa  de  que  s9  trata 
en  los  años  90  y  91,  aunque  el  hecho  origen  de  la  controversia  suscitada 
96  verilease  bajo  la  legislación  anterior. 

Según  la  jurisprudencia  establecida  también  en  multitud  de  senten  - 
tfú»  del  Supremo  Iribunal,  y  muy  singularmente  en  la  pronunciada 
en  11  de  Enero  de  1895,  no  puede  calificarse  de  tercero,  para  los  efectos 
de  lo  dispuesto  en  los  artículos  de  la  ley  Hipotecaria  2.^^  13,  23,  25,  27 
y  35,  al  que  si  bien  no  intervino  en  el  acto  ó  contrato  inscrito,  tuvo  no 
obstante  cotwcimiento  al  adquirir  la  finca  por  él  poseida  de  las  cargas  que 
sobre  ella  gravitan;  doctrina  perfectamente  aplicable  al  caso  presente, 
puesto  que,  según  antes  se  ha  indicado,  las  partes  contratantes  y  al  adqui- 
rir el  recurrente  la  casa  gravada,  se  hallaron  conformes  con  el  particu- 
lar de  tener  la  contigua  ventanas  en  la  pared  lindantes  con  la  otra;  de 
manera  que  no  cabe  que  el  comprador  alegue  con  fundamento  ignorancia 
de  ello,  ni  pueda  ser  estimado  como  tercero,  resultando  de  todo  que  en  el 
fallo  recurrido  no  han  sido  infringidos  sus  articules  2.^,  10, 13  y  23  de 
la  ley  Hipotecaria. 

La  servidumbre  de  luz  objeto  de  este  litigio  es  positiva,  y  de  ningún 
modo  negativa  como  se  pretende  en  el  recurso,  pues  que  consiste  en  el  dis- 
frute activo  de  la  luz  que  recibe  el  predio  dominante,  por  lo  que  carecen 
de  base  y  fundamento  las  rcuones  que  con  respecto  á  prescripción  se  ale- 
gan porpar*e  del  recurrente. 

Sentencia  de  4  de  Julio  de  1899.  ^Si^no  aparente  de  servidumbre. 

HECHOS 

A)  Antecedentes  y  demanda. — Una  Compañía  iadustrial  enaje- 
nó á  ^  cierta  finca,  reservándose  en  ella  determinado  perímetro 
de  la  huerta,  para  afianzamiento  de  los  fiadores  de  un  puente  col- 
gante, ad virtiendo  expresamente  en  la  escritura  de  venta  que  ese 
terreno  quedaba  de  la  propiedad  exclusiva  de  la  Sociedad. 

Habiéndose  disuelto  la  primitiva  Compañía,  constituyóse  otra 
con  iguales  fines,  la  cual  formuló  demanda  contra  B,  alegando 
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haber  ejecutado  el  demandado,  á  pesar  de  las  prohibicioDes  de 
aquélla,  ciertas  obras  que  invadían  el  terreno  que  se  reservó  la 
Sociedad  vendedora  como  de  su  propiedad,  por  lo  que  suplicaba 
que  se  declarase  pertenecer  en  pleno  dominio  á  la  parte  deman- 
dante el  terreno  de  referencia,  y  lo  en  él  construido,  y  se  conde- 
narais B,  previa  declaración  de  haber  procedido  de  mala  fe,  á 
dejar  libre  y  expedito  el  perímetro  del  terreno  no  vendido,  segán 
se  describió  en  la  aludida  escritura,  procediendo  al  derribo  de  lo 
edificado  por  ^  á  su  costa. 

B)  ContestaciófU'^^sXñ  al  contestar  á  la  demanda  alegó:  que 
tenía  entendido  que  la  sociedad  actora  sólo  se  reservaba  el  terre- 
no indispensable  para  llegar  á  la  construcción  de  que  era  dueña, 
y  por  ello  creyó  que  podía  hacer  en  la  finca  comprada  cuantas 
modificaciones  estimase  necesarias;  que  además,  había  sido  auto- 
rizado verbalmente  por  la  Compañía  anterior  para  edificar,  res- 
petando siempre  el  derecho  al  paso  que  ésta  tenía;  que  los  actos 
de  la  edificación  los  había  realizado  á  la  vista  de  la  Compañía  de- 
mandante, la  que  consintió  que  una  de  las  obras  del  contestante 
se  apoyara  en  lo  edificado  por  ella,  por  lo  cual  solicitó  se  le  ab- 
solviera de  la  demanda,  y,  por  reconvención,  que  se  condenara  á 
la  Sociedad  á  que  levantase  los  muros  que  habían  de  cerrar  su 
propiedad,  separándola  y  dividiéndola  convenientemente  de  lo 
vendido  á  B. 

C)  Sentencia, — Tramitado  el  pleito  en  ambas  instancias,  la 
Audiencia,  en  sentencia  confirmatoria,  estimó  lo  pretendido  en  la 
demanda,  así  como  la  reconvención  formulada  de  adverso,  en  el 
sentido  de  que  luego  que  B  dejase  expedito  y  libre  el  perímetro 
de  terreno  propiedad  de  la  Sociedad  demandante,  procediera  ésta 
á  levantar  los  muros  que  se  había  comprometido  á  construir. 

D)  Recurso  de  casación. — Lo  interpuso  B  alegando  como  in- 
fringidos. 

I.**  Los  artículos  I.2JS,  J,2SS,  1,278 y  1,281  del  Código,  que 
establecen  la  condición  obligatoria  de  los  contratos,  puesto  que 
habiéndose  vendido  la  finca  con  las  edificaciones  en  ella  mencio- 
nadas, se  infringe  la  ley  contractual  ordenando  la  demolición  de 
parte  de  lo  construido. 

2.**  El  art,  jfj'  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sobre  con- 
gruencia de  las  sentencias. 

3.**  El  art,  S41  del  Código  y  Sentencias  de  21  de  Octubre  de  i8Q2 
y  7  de  Febrero  de  j8g6,  porque  vendida  la  finca  con  las  casas 
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construidas  en  ella,  la  imposición  de  parte  de  una  de  estas  casas 
sobre  perímetro  excluido  de  la  venta  sin  establecer  nada  en  con- 
trario, implica  la  obligación  de  soportar  aquella  construcción, 
cuando  menos  por  título  de  servidumbre,  y 

4.®  El  arf,  JÓ4,  en  relación  con  los  361  y  4^3»  ^^^^  ^^^  Código, 
porque  hecha  la  obra  á  vista,  ciencia  y  paciencia  del  dueño  del 
suelo,  éste  sólo  tiene  derecho  á  adquirir  lo  edificado,  previa  in- 
demnización. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso,  á  vir- 
tud de  la  siguiente 


DOCTRINA 

Ij09  términoH  dé  la  escritura^  en  loa  que  funda  la  Compañía  la  acción 
^erciiada^  no  permiten  abrigar  duda  alguna  acerca  de  la  situación  y 
extensión  del  terreno  que  la  expresada  Sociedad  reservó  para  si,  exclu- 
yéndole de  la  venta  hecha  al  recurrente  de  la  finca  descrita  en  dicha  es- 
oritura,  cual  es  el  que  expresivamente  se  determina  en  el  plano  que  á  la 
misma  acompaña,  asi  como  respecto  de  la  plenitud  de  dominio  que  quiso 
conservar  sobre  el  terreno  exceptuado  de  aquella,  puesto  que  no  solamente 
no  se  hace  mención  ninguna  de  servidumbre  en  favor  del  comprador 
sino  que,  por  el  contrario,  al  referirse  al  paso  establecido  para  el  disfru- 
te del  perímetro  reservado,  se  consigna  terminantemente  que  el  terreno 
€n  que  se  halla  enclavado  es  del  dominio  pleno  de  la  Sociedad^  sin  indi- 
car siquiera  la  más  pequeña  limitación. 

Esto  supuesto,  no  se  han  cometido  en  la  sentencia  recurrida  ninguna 
de  las  infracciones  alegadas  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  por- 
que la  Audiencia  se  ha  ajustado  estrictamente  en  su  fallo  á  las  condicio- 
nes del  contrato  al  declarar  de  la  exclusiva  propiedad  de  la  Compañía  el 
perímetro  de  terreno  excluido  de  la  venta,  según  el  plano,  y  al  ordenar 
al  recurrente  que  d^e  libre  y  expedito  el  expresado  perímetro,  tal  cual 
se  hace  constar  en  él  plano,  sin  incwirir  en  contradicción  ninguna,  por- 
que esto  se  halla  conforme  con  la  demanda,  y  no  es  más  qu^  una  conse- 
cuencia del  derecho  declarado  y  de  los  actos  con  que  hubo  de  atropellarle 
el  demandado. 

Son  inaplicables  el  art.  541  del  Código  y  jurisprudencia  que  como  in- 
fringidos se  citan  en  el  tercer  motivo  del  recurso,  porque  comprobado, 
según  lo  antes  expuesto,  que  la  Sociedad  se  reservó  en  absoluto  con  pleno 
dominio  el  terreno  comprendido  en  el  perímetro  descrito,  no  se  puede  es- 
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timar  como  iigno  de  servidumbre  la  edificación  más  ó  menos  ligera  que, 
^egútiparecct  exisHa  sobre  el  mismo. 

Respecto  del  cuarto  motivo^  tampoco  se  Ihan  cometido  las  infraeeiones 
de  los  artictUos  del  Código  que  en  ¿I  se  invocan,  porque  resManio  esti- 
mado que  las  edificaciones  se  JUcierón  contra  la  expresa  voluntad  de  la 
Sociedad  dueña  del  terreno,  es  fundamentalmente  contradictorio  suponer 
que  el  recurrente  Jutbia  obrado  á  la  vista,  ciencia  y  paciencia  de  aquélla. 


De  ios  modos  de  adquirir  las  servidumbres. 

(Artículos  537  á  542.) 

Dos  son  los  modos  por  los  cuales  se  adquieren  las  servidum- 
bres: el  /i/u/o,  es  decir,  cualquiera  de  las  forinas  jurídicas  que  sir- 
ven á  la  voluntad  de  instrumento  para  transmitir  ó  limitar  el  de- 
recho real  de  dominio  (sucesión'  y  contrato),  y  la  prescripción^ 
ó  sea  la  pena  civil  puesta  por  la  ley  á  las  negligencias  del  po- 
seedor poco  cuidadoso  de  su  derecho  y  por  contraposición, 
el  beneficio  ptorgado  al  que,  demasiado  solícito  y  activo,  no  re- 
para en  lesionar  el  derecho  ajeno,  si  esta  lesión  redunda  en  pro- 
vecho del  propio;  cuya  noción,  que  pudiera  parecer  algo  agresiva, 
no  lo  es,  sin  embargo,  si  se  repara  que  la  prescripción  en  las  ser- 
vidumbres es  sólo  cuestión  de  publicidad  y  tiempo,  medie  ó  no 
la  buena  fe.  (Art.  537.  Véanse  Comentarios ,  tomo  X,  pdg,  262), 

Mas  no  siempre  estos  modos  convienen  á  todas  las  servidum- 
bres. 

£1  título,  como  expresión  jurídica  de  la  voluntad  de  las  partes, 
es  modo  constitutivo  y  transmisivo  general,  por  cuya  virtud  pue- 
den adquirirse  las  servidumbres  continuas  y  las  discontinuas,  las 
aparentes  y  las  no  aparentes,  las  positivas  y  las  negativas. 

La  prescripción  comprende  sólo  las  servidumbres  que  se  ejer- 
cen con  publicidad  y  de  un  modo  continuo,  puesto  que  las  dis- 
continuas y  no  aparentes,  como  dice  un  publicista  italiano,  son 
efecto  de  la  precariedad  y  de  la  tolerancia,  salvo  prueba  en  con- 
trario, y  su  posesión,  no  siendo  jamás  legítima,  no  puede  originar 
prescripción. 

Una  distinción  arcaica,  desterrada  ya  de  muchas  partes  del 
derecho  europeo,  pero  mantenida  en  España  por  el  influjo  de  la 
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jurisprudencia^  que  en  esta  ocasión  ha  olvidado  aquel  consejo 
prudentísimo  del  Cardenal  Luca,  de  que  los  Supremos  Ti'ibunales 
deberían  pensar  en  arrancar  tantos  abrojos  como  hacen  imprac- 
ticables la  justicia  y  la  verdad,  nos  ofrece  en  el  art.  538  un  ejem- 
plo de  aquellas  contradicciones  en  los  juicios  que  tanto  lamenta- 
ba Muraton. 

Sentado  que  las  servidumbres  continuas  no  aparentes  y  las 
discontinuas  sean  ó  no  aparentes,  sólo  pueden  adquirirse  por  tí- 
tulo (art.  539),  cuya  disposición,  uniforme  en  todos  los  Códigos, 
explican  con  sencillez  Paciñci,  Pisanelli  y  Germano,  no  hay  ma- 
nera de  compaginar  con  este  precepto  el  del  art.  538,  según  el 
cual,  para  adquirir  por  prescripción  las  servidumbres  negativas, 
que  son  por  su  naturaleza  todas  ellas  no  aparentes,  el  tiempo  de 
la  posesión  se  ha  de  contar  desde  el  día  en  que  el  dueño  del  pre- 
dio dominante  hubiera  prohibido  por  un  acto  formal  al  del  sir- 
viente, la  ejecución  del  hecho  que  sería  lícito  sin  la  servidumbre. 

Pero  es  el  caso,  que  la  prescripción  como  modo  de  consolidar 
el  uso  de  las  servidumbres  negativas,  sigue  siendo  una  antinomia 
viviente  dentro  del  Código  civil,  y  que  el  acto  obstativo  se  ajílica 
con  exclusividad  á  la  servidumbre  positiva  de  luz,  tan  sólo  porque 
como  derecho  emergente  de  la  misma  y  necesario  para  su  uso,  se 
encuentra  el  de  no  interponer  entre  el  hueco  y  el  espacio;  á  cuyo 
derecho  del  dueño  dominante  y  consiguiente  obligación  del  due- 
ño sirviente  se  le  ha  venido  denominando  de  antiguo  servidumbre 
de  non  /umtnéóus  efficiatur. 

Despojando  á  la  ley  de  sus  contradicciones,  sólo  mantenidas 
por  un  mal  cultivo  del  derecho,  podemos  añrmar  que  la  prescrip- 
ción, como  modo  adquisitivo,  sólo  es  eñcaz  respecto  de  aquellas 
servidumbres  cuyo  uso  se  ejercita  con  publicidad  y  continuamen- 
te. No  basta  la  apariencia;  no  es  suficiente  el  signo  visible  por  el 
cual  aquella  se  preste,  senda,  estribo,  ventana,  es  condición  preci- 
sa la  continuidad  del  uso.  Tal  es  la  doctrina  pura;  y  no  deja  de 
ser  cosa  singular  que,  reuniendo  la  servidumbre  lúminutn  las  dos 
condiciones  de  continua  y  aparente,  es,  sin  embargo,  por  contem- 
plación á  ella  y  para  evitar  que  el  transcurso  del  tiempo  la  conso- 
lide, por  lo  que  se  ha  filiado  de  negativa  y  se  ha  levantado  el  acto 
obstativo  á  manera  de  jalón  divisorio  para  computar  todo  el  tiem* 
po  anterior  como  de  precariedad  y  mera  tolerancia.  No  sabemos 
si  éste  es  uno  de  esos  abrojos  á  que  Luca  se  refería  en  su  Doctor 
vulgar,  pero  es  indudable  que  la  lógica  no  sale  ilesa. 
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Puede  faltar  el  título  constitutivo,  ó  adolecer,  dada  su  calidad 
de  forma  jurídica,  de  defectos  sustanciales.  Uno  y  otro  estado 
anormal  sólo  pueden  remediarse  cuando  se  trate  de  servidumbres 
no  aparentes  y  discontinuas,  por  escritura  de  reconocimiento 
otorgada  por  el  dueño  sirviente  ó  por  declaración  hecha  en  una 
sentencia  fírme.  Implica  este  precepto  el  medio  supletorio  del  tí- 
tulo adquisitivo,  y  presupone,  por  tanto,  la  persistencia  válida  de 
la  servidumbre.  £n  síntesis:  trátase  de  remediar  la  irregularidad 
de  la  forma,  y  esto,  como  es  natural,  no  ha  de  obtenerse  por  otra 
forma  imperfecta,  sino  de  la  más  absoluta  regularidad.  La  escrí- 
tura  pública  es  expresión  regular  de  una  voluntad  que  reconoce 
la  realidad  del  gravamen  constituido;  la  sentencia  firme  es  reduc- 
ción á  esa  misma  realidad  legal  de  una  voluntad  que  se  resiste  al 
reconocimiento  del  vínculo  libremente  consentido,  aunque  en 
forma  defectu  osa. 

Finalmente:  no  como  título  constitutivo,  propiamente  dicho, 
de  una  servidumbre  nueva,  sino  como  hecho  que  faculta  un  uso 
ya  existente,  encontramos  en  el  art.  541  una  verdadera  equivalen- 
cia' de  la  posesión  al  título:  signo  aparente  igual  á  titule. 

No  es  ya  la  forma  jurídica  regular  en  que  se  contiene  una  cau- 
sa de  adquirir,  contrato,  sucesión,  ó  la  forma  supletoria,  escritura 
de  reconocimiento,  sentencia  ñrme;  es  tan  sólo  la  influencia  de  un 
hecho  generador  de  una  presunción.  La  conservación  del  signo 
visible  cuando  de  dos  fincas  que  pertenecían  al  mismo  dueño,  una 
de  ellas  sale  de  su  dominio,  arguye  fatalmente  reconocimiento 
tácito  del  servicio  que  uno  de  los  fundos  prestaba  al  otro.  En  ese 
momento  de  la  separación  sin  convenir  expresamente  la  desapari- 
ción del  signo  revelador  del  servicio,  surge  la  servidumbre  como 
lal  servidumbre,  porque  entonces  es  cuando  se  dan  las  condicio- 
nes de  dos  predios  y  dos  dueños,  y  porque  antes  de  la  separación 
podría  haber  uso,  servicio,  utilización  de  un  fundo  por  el  otro, 
l^ro  no  servidumbre,  puesto  que  res  sua  nemini  servil. 

Formada  esta  teoría  por  la  influencia  de  los  Códigos  extran- 
jeros y  por  la  compatibilidad  que  el  Tribunal  Supremo  creyó 
ver  entre  esta  doctrina  y  leyes  de  Partida  que  hablaban  de  lacons. 
titución  y  extinción  de  las  servidumbres,  inspiradas  en  un  sentido 
puramente  Romano,  y  como  tal,  contrario  á  la  presunción  deriva- 
da del  signo  aparente  {Sentencias  de  7  de  Junio  y  7  de  Noviembre 
de  1883),  entró  por  la  institución  que  nos  ocupa  como  por  tierra 
conquistada,  posesionándose  del  art.  541.  ^ 
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Como  se  deduce  de  la  letra  del  artículo,  la  condición  primor- 
dial para  que  el  uso  se  transforme  en  verdadera  servidumbre,  es 
que  el  signo  visible,  es  decir,  el  medio  material  de  prestación  del 
servicio  (hueco  ó  ventana,  senda,  estribo  de  presa,  etc.),  no  se 
haga  desaparecer  por  pacto  expreso.  Y  esto  nos  indica  al  mismo 
tiempo  que  la  teoría  del  signo  aparente  sólo  es  viable  en  las  servi- 
dumbres positivas,  jamás  en  las  negativas,  por  su  esencia  no  apa- 
rentes. ^'Cómo  ha  de  existir  signo  material  en  el  ejercicio  de  un 
derecho  que  limita  el  dominio,  imponiendo  una  prohibición  de 
hacer?  El  servicio  en  las  servidumbres  negativas  se  presta,  no  alte- 
rando el  estado  natural,  pero  sin  que  para  la  prestación  se  requiera 
un  medio  material  producto  de  la  actividad,  como  sucede  en  las 
servidumbres  positivas,  que  consisten  en  hacer  ó  dejar  hacer. 

Tendremos  ocasión  de  notar,  estudiando  la  jurisprudencia 
que  el  caso  más  frecuente,  por  no  decir  el  único,  donde  la  teoría 
deí  signo  aparente  ha  tenido  aplicación,  ha  sido  en  la  separación 
de  ñncas  correspondientes  á  un  mismo  propietario,  y  una  de  las 
cuales  prestaba  luces  á  la  otra.  Bastaría  este  solo  dato  para  poner 
nuevamente  de  relieve  la  contradicción  palmaria  de  una  jurispru- 
dencia que  en  la  adquisición  por  prescripción  de  la  servidumbre 
luminum  la  considera  negativa,  y  para  1^  conversión  del  uso  en 
servidumbre  á  virtud  del  mantenimiento  del  signo  aparente, se  aco- 
ge al  principio  de  que  sólo  es  aplicable  dicha  teoría  en  las  servi- 
dumbres positivas. 

Otra  de  las  condiciones  necesarias  es  la  enagenación  de  algu- 
na de  las  fincas  cuyo  dominio  esté  consolidado;  y  por  último,  re- 
quiérese que  antes  de  separarse  las  dos  fincas,  bien  porque  am- 
bas se  enagenen  á  distintos  dueños,  ya  porque  uno  de  los  pre- 
dios se  venda  y  el  otro  lo  conserve  su  primitivo  poseedor,  no  se 
haga  desaparecer  el  signo  aparente  ó  no  se  pacte  en  la  escritura  la 
desaparición  del  mismo. 

Expuestas  estas  líneas  generales  relativas  á  los  diversos  mo- 
dos admitidos  por  nuestro  derecho  vigente  para  adquirir  las  ser- 
vidumbres, entremos  ya  en  el  examen  de  la  Jurisprudencia,  que 
se  ha  ido  formando  con  posterioridad  al  Código  civil,  y  por  vía 
de  referencia  de  alguna  que  otra  sentencia,  que  aunque  dictada 
con  antelación,  funde  el  eco  ya  casi  apagado  de  nuestra  leyes  pa- 
trimoniales con  la  doctrina  de  la  ley  civil  novísima. 

♦    «    4t 
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Rompe  marcha  en  este  desfile  la  Sentencia  de  5  de  Mayo  de 
iSgóf  concerniente  á  la  servidumbre  de  luces. 

Habíase  promovido  pleito  sobre  la  existencia  legal  de  dicha 
servidumbre.  £1  demandante  ejercitaba  la  acción  negatpría;  el 
demandado  alegaba  la  prescripción,  citando  en  su  apoyo  la  Uy  ij, 
///.  JT  de  ¡a  ParL  j .*,  porque  la  conceptuaba  aplicable  por  su  pro- 
pia virtualidad,  y  además  por  su  congruencia  con  el  art  538.  £1 
Tribunal  Supremo,  en  un  rasgo  de  clarividencia,  luego  desgracia- 
damente obscurecida  por  el  retorno  al  criterio  primitivo,  falló  por 
la  eficacia  de  la  prescripción  aporque  hay  que  reconocer ^  con  arre- 
glo á  lo  prescrito  en  la  ley  /f,  ///.  j/,  Part^  j.*,  con  cuya  ley  ha  ve- 
nido á  concordar  el  art,  ^j8  del  Código  civil,  qiu  la  servidumbte  de 
luces  tiene  carácter  de  positiva,  puesto  que  te  ejerce  cotidianamente  y 
por  actos  no  interrumpidos  mediante  los  huecos  de  ventana  y  balcón 
abiertos  en  pared  medianera,  y  pertenece  a  la  clase  de  las  que  pueden 
adquirirse  separadamente  por  la  prescripción  ordinaria,  sin  necesi* 
dad  de  acto  obstativo,* 

No  se  crea,  á  pesar  de  declaración  tan  franca  como  la  que  se 
contiene  en  la  Sentencia  expuesta,  que  el  acto  obstativo  es  una 
creación  del  art.  538;  venía  ya  consagrado  por  la  jurisprudencia 
del  Supremo  Tribunal,  y  con  aplicación  precisamente  á  la  serví 
dumbre  de  luces.  £n  la  Sentencia  de  S  *^t  Mayo  de  i8g6,  la  fiíerza 
impulsiva  del  derecho  abrió  un  respiradero  á  la  verdad  jurídica,  y 
por  ella  expansionó,  confesando  principios  indestructibles.  La 
realidad  del  derecho  de  Partidas  fué  reconocida  una  sola  vez,  si-  • 
Ciuiera  se  pretendiese  concordarla  con  el  art.  538,  que  no  es  hijo 
legítimo  de  la  ley  del  rey  Alfonso,  sino  de  un  convencionalismo 
legal  muy  posterior.  , 

La  ley  /y,  ///.  XXXF de  la  Partidas^,  admitió  la  prescripción 
ordinaria  (diez  años  entre  presentes  y  veinte  entre  ausentes)  como 
modo  de  adquirir  las  servidumbres  continuas,  entre  las  cuales  in- 
cluyó la  de  aguaducho  que  corriese  de  fuente  que  naciese  en  cam- 
po de  alguno,  la  de  viga  remetida  en  pared  ajena,  la  de  finiestra 
por  do  ertrase  lumbre  á  la  casa  (fenestrarum  de  los  Roma- 
nos); y  la  de  no  alzar,  €Ó  le  contrallase  que  non  alfasse  su  casa 
porque  non  le  tollese  la  lumbre-*,  de  cuyo  texto  resultaba  que  la 
servidumbre  aparente  fenestrarum  se  adquiría  por  la  prescrip- 
ción ordinaria,  contada  desde  la  apertura  de  la  ventana;  y  la  no 
aparente  de  no  alzar,  igualmente  se  adquiriría  por  prescrip- 
ción,  contada    desde  el  acto    impeditivo.    La  confusión  que 
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estas  reminiscencias  romanas  producían  en  la  práctica,  mucho 
más  cuando  se  juzgaba  que  la  servidumbre  de  no  alzar  era  una 
consecuencia  de  la  de  luces,  determinó  con  el  tiempo  que  se  con- 
siderase el  más  esencial  de  sus  atributos  el  de  impedir  la  obstruc- 
ción de  la  luz,  alzando,  ediñcando,  interponiendo,  en  una  pala- 
bra, y  como  no  era  posible  negar  la  prescripción  como  modo 
adquisitivo  de  una  servidumbre  aparente,  sobre  todo  estando  re- 
conocido por  un  texto  tan  explícito,  cual  el  de  la  ley  de  Partidas 
citada,  se  empe2Ó  por  negarle  efectos  prescriptiVos  al  tiempo  trans* 
currido  con  antelación  al  llamado  acto  impeditivo  ó  die  contra- 
dicHonis,  con  lo  que  arraigó  en  los  prácticos  esa  distinción  de  ser- 
vidumbres positivas  y  negativas,  y  algunos  de  ellos  imbuidos  por 
2a  sutileza  romana,  estimaron  como  servidumbre  positiva  IsL/enes- 
irarum  y  negativa  la  lúminum  y  otros  prescindiendo  de  estas  dis- 
tinciones consideraron  sin  más  discernimiento  negativa  la  servi- 
dumbre de  luces,  contándose  entre  estos  prácticos  los  que  con  sus 
fallos  formaron  la  jurisprudencia  anterior  al  Código  Civil. 

La  evolución  del.  derecho  europeo  y  la  aparición  de  los  cuer- 
pos codificados,  fué  precedida,  como  era  consiguiente,  de  una  la- 
bor de  selección,  y  el  predominio  de  la  razón  analítica  sobre  la  lla- 
mada razón  escrita  hizo  comprender  que  la  prescripción  era  ab- 
solutamente inaplicable  en  las  servidumbres  no  aparentes.  De  en- 
tonces data  aquel  principio  casi  universal  de  que  las  servidum- 
bres no  aparentes  y  las  discontinuas,  es  decir  aquellas  que  por 
carecer  de  signo  ó  por  usarse  á  intervalos  más  ó  menos  largos  y 
dependientes  de  actos  del  hombre  no  se  manifiestan  externamen- 
te, sólo  pueden  adquirirse  por  título.  ¿Es  posible  mayor  rectifica- 
ción de  la  doctrina  contenida  en  la  ley  de  Partidas  y  según  la 
cual  las  servidumbres  discontinuas,  senda,  carreja,  via,  agua  que 
viniese  una  vez  en  la  semana,  mes  ó  año,  etc.,  podían  ganarse 
por  la  prescripción  inmemorial? 

El  art.  538  del  Código  Civil  concuerda  solo  en  un  punto  con 
la  ley  Alfonsina,  es  á  saber,  en  que  las  servidumbres  aparentes 
pueden  adquirirse  por  prescripción,  pero  no  concuerda  ni  en  la 
prescripción  inmemorial  de  las  servidumbres  discontinuas,  ni 
mucho  menos  en  el  absurdo  incomprensible  consagrado  por  la 
jurisprudencia  y  amparado  por  el  citado  artículo  de  que  una  ser- 
vidumbre aparente  pueda  reputarse  no  aparente  al  solo  efecto  del 
principio  de  la  posesión. 

•  *  * 
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Sigue  en  turno  la  Sentencia  de  4  de  Noviembre  de  1897, 

La  doctrina  que  de  la  misma  se  deriva  carece  de  interés,  no 
siendo  en  resumen  sino  una  confirmación  más  dei  principio  ju- 
rídico de  que  las  partes  pueden  mutuamente  compelerse  al 
cumplimiento  de  las  obligaciones  recíprocamente  contraídas^ 
y  del  de  que  en  los  contratos  en  que  se  constituyen  servidum» 
bres  ó  se  establece  algún  gravamen  que  afecte  á  la  libertad  de 
las  fincas,  ha  de  estar  bien  expresa  la  voluntad  de  las  partes  so- 
bre estos  extremos  sin  que  sea  lícita  la  interpretación  ex- 
tensiva. 

Pactado  entre  dos  propietarios  que  uno  de  ellos  permitiría 
á  través  de  su  predio  una  alcantarilla  para  desagüe  de  retretes 
de  una  casa  del  otro  estipulante,  sin  que  en  el  pacto  se  le  reco- 
nociese derecho  alguno  de  propiedad  sobre  dicha  alcantarilla  y 
antes  bien  se  convino  que  una  vez  terminada  la  construcción,  se 
consideraría  retirado  el  permiso,  el  cQncesionario.pret«ndió  el 
reconocimiento  de  una  servidumbre  de  alcantarilla  con  el  dere- 
cho consiguiente  de  uso,  inspección  y  reparación. 

La  índole  del  contrato,  según  el  cual,  y  á  juzgar  por  los  he- 
chos de  la  sentencia,  la  alcantarilla  venía  á  ceder  en  aumento  de 
la  propiedad  del  fundo  del  concedente,  sin  que  el  concesionario 
tuviese  otro  derecho  que  el  de  que  las  aguas  sucias  corriesen  por 
aquélla;  la  consideración  de  que  toda  concesión  gratuita  ú  onero- 
sa ha  de  responder  á  su  destino,  debiendo  guardarse  correlación  y 
armonía  entre  el  fin  propuesto  y  los  medios  para  realizarlo,  y  aca- 
so el  recuerdo  de  que  al  establecerse  un  gravamen  se  entienden 
otorgados  todos  los  derechos  necesarios  para  su  uso,  principio 
éste  que,  con  relación  á  la  servidumbre,  sanciona  el  art.  542,  mo- 
vieron sin  duda  al  Juzgado  y  á  la  Audiencia  en  el  sentido  de  la 
más  plena  conformidad  en  sus  sentencias  declaratorias  de  la  exis- 
tencia de  una  servidumbre  de  alcantarilla  que  había  necesidad  de 
respetar,  no  impidiendo  su  libre  uso,  y  no  entorpeciendo  tampo» 
co  la  inspección  y  reparación. 

Tres  puntos  tomó  en  cuenta  la  sentencia  de  casación  al  ne* 
gar  la  legalidad  del  fallo  recurrido.  Primen:  No  existir  título 
constitutivo  de  servidumbre  ni  haberse  podido  ganar  por  pres- 
cripción. Segundo:  Haberse  convenido  en  el  documento  privado 
por  el  que  se  pactó  la  construcción  de  la  alcantarilla  á  través  del 
fundo  urbano  del  concedente  que  la  propiedad  de  aquélla  no  fuese 
jamás  del  concesionario;  y   Tercero:  Tratarse  de  una  concesión 


Digitized  by  VjOOQIC 


.J^._^ 


▲RT.  541)  DB  LáS  SBRVIDaMBRBS  401 

gratuita,  y  deberse  interpretar  el  texto  de  la  concesión  en  el  sen- 
tido favorable  á  la  mera  obligación. 

Lugar  da  la  sentencia  á  discutir  j  dilucidar  la  naturaleza  jurí- 
dica de  un  gravamen  (porque  como  tal  lo  reconoce  el  Tribunal 
Supremo,  si  bien  no  como  servidumbre  propiamente  dicha)  que 
no  queda  á  la  mera  facultad  discrecional  del  concedente.  (Gmr- 
sUerando  2,^  en  su  primer  inciso),  y  que  implica  un  uso  concre- 
to prestado  por  un  fundo  ajeno,  puesto  que  en  él  se  halla  encla- 
vada la  alcantarilla,  y  ésta  no  se  concibe  sin  el  suelo. 

¿Es  que  la  circunstancia  de  ceder  la^alcantarílla,  por  haberse 
así  estipulado,  en  mayor  aumento  de  la  propiedad  del  fundo  sir- 
viente, borra  la  servidumbre?  En  nuestro  sentir,  no.  El  dominio 
del  medio  material — en  el  caso  que  se  discute/ revestimiento  del 
hueco  abierto  en  el  terreno — significa  un  mayor  gravamen,  si  se 
consiente  que  este  medio  material  coadyuve  al  uso  prestado  por 
el  fundo;  es  decir,  lejos  de  destruir  el  concepto  de  servidumbre» 
se  favorece  la  idea  de  su  existencia.  Una  servidumbre  volun- 
taria pactada  con  toda  la  amplia  libertad  que  á  las  partes  con- 
cede el  art.  594  del  Código  en  el  modo  y  en  la  forma,  con  esta 
ó  la  otra  condición,  determinante  acaso  de  su  extinción  to. 
tal  (nám.  4.^  del  art.  546),  pero  en  puridad  una  servidumbte  ^ 
Siendo  esto  así,  ¿cómo  negar  al  propietario  dominante  el  derecho 
de  inspeccionar  y  reparar  el  medio  material,  la  fábrica  adherida 
al  suelo,  por  la  cu^  se  venía  prestando  el  servicio.^  ¿Cómo  echar 
en  olvido  el  art.  542  r 

♦  •  • 

Se  reproduce  por  la  Sentencia  de  27  de  Mayo  de  189^  la  osies- 
tión  batallona  entre  todas  las  que  surgen  con  ocasión  de  las  ser- 
vidumbres, de  la  adquisición  de  la  de  luces  ó  vistas. 

Frecuente,  acaso  en  demasía,  el  horadar  los  muros  en  busca 
de  la  luz  sin  previo  pacto  con  el  poseedor  del  fundo  por  donde 
i^quélla  se  recibe,  la  querella  sobre  adquisición  ó  inexistencia  de 
dicho  gravamen  reviste  casi  los  caracteres  de  dolencia  crónica 
mal  comprendida  y  peor  diagnosticada. 

Partióse,  en  el  caso  de  la  sentencia  que  nos  ocupa,  del  hecho 
no  conseguido  probar  por  el  demandado  de  haber  adquirido  sa 
antecesor  en  el  dominio  del  fundo  dominante,  la  servidumbre  de 

2«  •• 
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luces,  á  virtud  de  un  canon  metálico  satisfecho  con  periodicidad 
al  dueño  sirviente.  Desviada  la  cuestión  del  que  pudiéramos  lla- 
mar terreno  prescríptivo,  en  el  que  el  demandado  tomó,  previso- 
ramente  sus  posiciones,  defendiendo  la  precariedad  de  la  pose, 
sión  antes  del  acto  obstativo  consistente  en  un  interdicto^  restóle 
muy  poco  que  hacer  al  Supremo  Tribunal. 

Las  reglas  que  se  derivan  de  su  sentencia  son  más  bien  con- 
cernientes á  materia  procesal  y  de  apreciación  de  prueba,  que  4 
la  adquisición  de  las  servidumbres. 
Helas  aquí: 

a)  Planteado  el  pleito  en  el  sentido  de  haberse  ganado  la  servi- 
dumbre de  luces  for  pacto,  no  es  licito  cambiar  en  casación  los  térmi- 
nos del  debate,  pretendiendo  haberse  aquélla  adquirido  por  pres- 
cripción, 

b) ,  El  art,  34,1  del  Código  carece  de  aplicación  al  caso  en  que  se 
trate,  no  de  dos  fincas  que  pertenecieron  á  un  mismo  dueño,  sino  de 
una  sola,  y  en  la  que  las  tentcmcu  fueron  abiertas  por  el  anteceser 
en  el  dominio  del  supuesto  predio  dominante,  sin  que  al  transmitirse 
la  finca  se  reconociese  el  derecho  de  luces  y  vistas,  ni  siquiera  se  men- 
cionase, 

c)  El  simple  hecho  de  la  existencia  de  las  veftíanets  no  imputa 
servidumbre  de  luz  cuando  la  sentencia  estima  no  haberse  probado  ¡a 
adquisición  de  dicho  derecho  real,  á  virtud  de  la  estipulación  alegada 
por  el  recurrente. 


•  *  * 


Caso,  si  no  genuínamente  típico,  muy  aproximado  al  previs- 
to en  el  art.  541  es  el  que  forma  el  contenido  de  hecho  de  la  Sen- 
tencia de  7  de  Febrero  de  i8gÓ.  ' 

Sin  incurrir  en  anticipación  de  ideas,  es  lícito  afirmar  que  la 
teoría'  que  sanciona  la  conversión  en  servidumbre  del  uso  deter- 
minado de  una  co^  cuando  se  deja  subsistir  el  signo  aparente 
por  donde  la  prestación  se  verificaba,  al  tiempo  de  separarse  ó 
bifurcarse  el  dominio  de  dos  fincas  que  pertenecieron  al  mismo 
propietario,  es  la  demostración  más  paladina  de  la  entidad  po- 
sitiva de  la  servidumbre  da  luces.  Como  si  esta  persuasión  gravi- 
tara** sobre  el  Tribunal  con  la  pesantez  de  una  idea  fija,  así  lo 
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hubo  de  reconocer  en  el  ultimo  Considerando  de  su  notable  sen- 
tencia. 

No  se  discutió  el  supuesto  legal  del  dueño  de  dos  fincas  que 
conserva  una  y  enajena  la  otra,  caso  del  art.  541.  El  dominio  en 
efecto  aparecía  consolidado,  pero  los  dos  fundos  fueron  vendi- 
dos cada  uno  á  un  particular  sin  que  ni  antes  de'  las  escrituras  se 
hiciese  desaparecer  el  signo  visible  de  una  servidumbre  de  luz,  ni 
en  ellas  se  pactara  expresamente  la  no  prestación  del  servicio.  Es 
decir,  que  cuando  el  adquirente  del  fundo  que  podríamos  llamar 
dominante  lo  atrajo  por  compra  á  su  dominio,  y  asimismo,  cuan- 
do el  dueño  sirviente  compró  la  casa,  ambos  se  encontraron  es- 
tablecido el  signo  aparente  que,  como  era  natural,  refluía  en 
pro  de  una  de  las  casas  y  en  gravamen  de  la  otra. 

El  dueño  sirviente  principió  una  obra  de  fábrica  que  tapaba 
los  huecos  de  la  pared  por  donde  la  luz  se  recibía,  y  ejercitada 
con  éxito  ]a  acción  de  interdicto  de  obra  nueva  por  el  dueño 
d(MÉiÍB80te,  el  primero  acudió  al  juicio  plenario  demandando  por 
la  acción  negatoria  la  declaración  de  no  deber  servidumbre  de 
luces  á  la  finca  colindante. 

Tres  puntos  se  discutieron  en  el  recurso.  Primero,  Si  por  ra- 
zón del  tiempo  en  que  ocurrieron  los  hechos  y  del  principio  de 
la  no  retroactividad  de  las  leyes  era  aplicable  el  art.  541.  Según- 
do.  Si  la  circunstancia  de  no  constar  en  el  Registro  de  la  Propie-  : 
dad  la  servidumbre  y  haberse  adquirido  la  finca  libre  de  todo 
gravamen,  podía  considerarse,  en  el  supuesto  de  ser  pertinente 
la  aplicación  del  art.  541,  como  una  equivalencia  del  pacto  de 
extinción  de  la  servidumbre,  y  Terceto,  Tratarse  de  un  caso  co- 
rriente de  prescripción  en  el  que  el  largo  tiempo  transcurrido  no 
podía  reputarse  coiüo  de  posesión  útil  por  ser  precaria  á  vir- 
tud de  no  haber  tenido  lugar  el  acto  obstativo  si  no  muy  recien- 
temente, consistiendo  éste  en  el  interdicto  interpuesto  por  el  due- 
ño dominante  impidiendo  al  del  sirviente  la  obra  nueva  obstruc* 
tora  de  la  luz. 

Con  relación  al  primer  particular,  dejó  entrever  el  Tribunal  Su- 
premo la  fluctuación  de  su  criterio,  empleando,  como  suele  de. 
cirse/  una  de  cal  y  otra  de  arena,  para  no  correr  con  tan  práctico 
procedimiento  el  riesgo  de  una  equivocación.  Para  ello  declaró, 
que  según  lo  consignado  en  repetidas  sentencias,  y  principalmente  en 
la  de  21  de  Octubre  de  i8g2,  no  está  en  oposición  lo  dispuesto  en  la 
ley  J4  til,  31  de  la  Partidas.^  con  el  principio  mediante  el  que  di- 
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vidida  una  finca  entre  diversas  personas,  sin  que  en  el  contraU  se 
mencione  cosa  alguna  acerca  de  un  modo  de  Aprovechamiento  distinto 
del  que  usaba  el  primitivo  dueño,  se  entiendan  subsistentes  las  servi- 
dumbres necesarias  para  que  aquél  pueda  tener  lugar. 

Aparte  de  este  argumento  de  concordancia,  se  añnna  más 
adelante  Impertinencia  del  precepto  contenido  en  el  art.  §41  del  Có- 
digo por  haber  nacido  en  todo  caso  el  derecho  alegado  por  el  recu- 
rrente bajo  el  régimen  de  dicho  Cuerpo  legal,  puesto  que  la  casa  se 
adquiriá  el  año  de  iSgOf  aunque  el  hecho  origen  de  la  controversia 
se  verificó  bajo  la  legislación  anterior, 

£n  otro  lugar  hemos  dicho  que  el  art.  541  se  ha  formado  por 
la  confluencia  del  derecho  extranjero  y  de  la  jurisprudencia  del 
Supremo  Tribunal,  que  aceptando  como  bue  no  el  principio  ya 
existente  en  algunos  Códigos  civiles,  creyó  oportuna  su  adapta- 
ción, con  mayor  motivo  cuanto  que  la  ley  14,  t¿t,jr  delaj.^  Par- 
tida, no  disponía  nada  en  contrarío,  dejando  franca  entrada  á  una 
idea  que  representa  un  progreso  jurídico  desde  el  momento  que 
sujeta  el  interés  individual,  casi  siempre  egoísta,  al  pensamien- 
to de  que  los  fundos  por  mutuas  limitaciones  se  presten  aque- 
llos servicios  útiles  para  su  mayor  y  más  fecundo  aprovecha- 
miento. 

Tocante  al  segundo  punto,  discutido  y  sentado  el  hecho,  que 
á  su  vez  afirma  el  tercer  Considerando,  de  que  al  adquirir  el  re* 
cúrrente  la  casa  que  en  unión  de  la  colindante  había  perte- 
necido á  un  solo  dueño,  po  se  expresó  nada  en  contrarío 
de  la  servidumbre  ni  se  hizo  desaparecer  el  signo  demostra- 
tivo del  servicio  que  un  fundo  prestaba  al  otro,  y  á  miiyor  abun- 
damiento las  partes,  al  otorgar  la  escritura,  se  manifestaron 
conformes  en  la  existencia  en  la  pared  lindante  de  varias  ven- 
tanas, unas  con  rejas  y  otras  sin  ellas,  la  sentencia  confirma  un 
criterio  muy  equitativo,  que  ya  sostuvo  en  la  de  //  de  Enero  de 
^^95 f  y  según  el  que,  no  puede  calificarse  de  tercero  para  los 
efectos  de  los  artículos  2,^,  Jj,  ;y,  2f,  27  y  35  de  la  Ley  Hipo- 
tecaria, al  que  si  bien  no  intervino  en  el  acto  ó  contrato  inscrito,  tuvo 
no  obstante  conocimiento  al  adquirir  la  finca  de  las  cargas  que  so- 
bre ella  gravitaban^  Con  sujeción  á  esta  regla,  no  podía  preva- 
lerse de  los  textos  citados  el  comprador,  puesto  que  al  estipu- 
lar la  compra  se  manifestó  conforme  con  la  existencia  de  las 
ventanas;  á  cuyo  argumento  podría  añadirse,  fortaleciéndolo, 
que  aun  cuando  nada  se   hubiese   reconocido  en  la  escritura. 
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idéntico  efecto  se  habría  producido  por  la  sola  apariencia  del 
signo. 

A  la  tercera  de  las  objeciones,  ó  sea  la  relativa  á  que  la  pres. 
cripción  no  se  había  podido  producir  por  tratarse  de  una  ser  vi- 
dumbre  negativa  en  la  que  la  posesión  ütil  empieza  á  contarse 
desde  el  acto  impeditivo,  el  Tribunal  Supremo  respondió  ^ué  la 
servidumbre  de  luz  objeto  del  litigio  era  positiva,  porque  consistía  en 
el  disfrute  activo  de  la  luz  recibida  por  el  predio  dominante. 

Si  las  servidumbres  negativas  son  todas  no  aparentes,  según 
testimonio  unánime  de  los  autores,  es  incontrovertible  que  la 
doctrina  del  signo  visible  sólo  es  viable  en  las  servidumbres  positi- 
vas,  porque  sólo  en  ellas  se  da  el  signo.  Y  esta  verdad  que  el  Có- 
digo reconoce  en  el  mero  hecho  de  no  establecer  en  las  servi- 
dumbres no  aparentes  y  en  las  discontinuas  otra  forma  de  adqui- 
sición que  el  título,  se  contradice  lamentablemente  al  admitir, 
por  una  inexplicable  influencia  tradicional,  que  en  las  servidum- 
bres negativas  (no  aparentes)  el  tiempo  de  la  prescripción  se  cuen- 
ta desde  el  acto  impeditivo.  Pase  que  esto  se  practicase  por  núes 
tros  antepasados,  no  tan  sólo  por  el  ejemplo  del  derecho  Romano, 
sino  también  como  una  derivación  natural  de  la  ley  /f,  ///.  XXXÍ 
de  la  Partida  j.*\  pero  esto  podía  afirmarse,  dadas  las  condiciones 
de  un  derecho  que  admitía  la  adquisición  por  la  prescripción  or- 
dinaria de  las  servidumbres  no  aparentes,  y  por  la  extraordinaria 
ó  de  tiempo  inmemorial,  de  las  discontinuas.  Pero,  ¿cómo  mante- 
nerlo dentro  de  un  Código  que  más  atento  al  derecho  filosófico, 
entendiendo  por  tal  la  conformidad  de  las  instituciones  jurídicas 
con  las  exigencias  reclamadas  por  la  naturaleza  de  las  cosas  y 
por  el  ambiente  social  en  que  se  desenvuelven  y  practican,  princi- 
pia por  proclamar  la  ley  fundamental  de  que  las  servidumbres  que 
no,se  muestran  externamente,  que  no  presuponen  una  prestación 
material  mediante  una  obra  aparente  (signo  visible),  no  se  ganan 
por  el  transcurso  del  tiempo,  sino  sólo  por  la  conformidad  de  las 
partes,  título,  ratificación,  reconocimiento  del  título  en  sentencia 
firme.^ 

'  Por  eso,  deslumhrado  el  Tribunal  con  la  refulgente  verdad  de 
i\\xt  la  teoría  del  signo  aparente  es  peculiar  de  las  servidumbres, 
positivas  con  excepción  de  las  negativas,  dijo  que  la  servidumbre 
de  luz  objeto  del  litigio  era  positiva.  Positiva  es,  no  sólo  la  ser- 
vidumbre objeto  de  la  sentencia  que  examinamos^  sino  todas  las. 
servidumbres  de  luz,  pese  á  las  fluctuaciones  con  que  unas  veces. 
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se  les  reconoce  esta  cualidad  y  otras  se  les  niega,  sin  norma  fija 
y  sin  criterio  basado  en  un  principio  sustancial. 


♦  ♦  ♦ 


Sentencia  de  4.  áe  Julio  de  iSgg, — En  perímetro  reservado  ex- 
presamente por  pacto  á  favor  de  una  Sociedad  para  afianzamien- 
to de  los  fiadores  de  un  puente  colgante,  et  adquirente  del  terre- 
no donde  se  hallaba  comprendido  el  perímetro  objeto  de  exda- 
sión,  edificó  ciertas  obras,  pretendiendo  que,  pues  que  dichas 
obras  eran  accesorias  de  una  casa  edificada  en  el  terreno  vendido, 
se  reputase  la  imposición  de  las  mismas  sobre  el  perímetro  como 
signo  de  servidumbre,  ya  que  en  la  escritura  de  venta  nada  se 
estipuló  en  contrarío. 

Pretensión  tan  anómala  fué  denegada,  porque,  como  declaró 
muy  razonadamente  el  Tribunal  Supremo,  comprobado  que  la  S»- 
ciedaé(  se  reservó  en  absoluto  con  pleno  dominio  el  terreno  comprendi- 
do en  el  perímetro,  no  se  puede  estimar  como  signo  de  servidumbre  la 
edificación  mus  ó  menos  ligera  existente  en  el  mismo. 
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CAPÍTULO  II 


DE  LAS  SERVIDUMBRES    LEGALES 


.  Sección  primera. 

Disposiciones  generales. 

^WL  BTícuLO  55p.  Todo  lo  concerniente  á  las  servidumbres 
^T  establecidas  para  utilidad  pública  ó  comunal,  se  regirá 
por  las  leyes  y  reglamentos  especiales  que  las  determinan,  y, 
en  su  defecto,  por  las  disposiciones  del  presente  título  (i). 

Sección  segunda. 

De  la  servidumbre  en  materia  de  aguas. 

jKrtículo  552.  Los  predios  inferiores  están  sujetos  á  re* 
^T  cibir  las  aguas  que  naturalmente  y  sin  obra  del  hombre 
descienden  de  los  predios  superiores,  asi  como  la  tierra  ó  pie- 
dra  que  arrastran  en  su  curso. 

Ni  el  dueño  del  predio  inferior  puede  hacer  obras  que 
impidan  esta  servidumbre,  ni  el  del  superior  obra^)  que  la 
agraven. 


(i)    -Real  decrete  de  26  de-Ageste  de  l897.-*Acci<5n  negatorla  de  ser- 
vidumbre.—Competencia.  (Véase  art.  570), 


Digitized  by  VjOOQLC 


408  DB  LÁ8  8BBTIDI71IM98  (aBT.  5d2 

Sentencia  de  22  de  Abril  de  Wt.—Servidumkre  forzosa  de  recibir 
aguas  afiuytnUs  del  predio  superior. 

HECHOS 

A)    Antecedentes  y  Demanda,-^  A,  propietario  del  prado  X,  le- 
.  cibió  eu  1881  una  cantidad  en  pago  de  la  parte  que  le  fué  expro- 
piada para  la  construcción  de  un  ferrocarril,  7  en  indemnizacióo 
de  los  daños  y  perjuicios  que  las  obras  le  habían  originado. 

£n  1885,  B  adquirió  la  susodicha  finca  Xzsi  como  otras  dos 
contiguas,  por  todas  las  cuales  atravesaba  la  vía  férrea,  y  en  1890 
demandó  á  la  Compañía  del  ferrocarril,  fundado  en  que  por  el 
mal  estado  de  las  escombreras  y  alcantarillas  de  desagüe  cons- 
truidas por  la  empresa  ferroviaria,  sus  fincas  se  le  llenaban  de  es- 
combros y  se  inundaban,  interrumpiéndose  el  paso  á  las  mismas; 
y  alegando  como  fundamentos  legales  la  ley  7.*,  tit.  XIII dt  la 
7.*  Partida,  el  art,  jji  del  Código  civil  y  la  ley  de  10  de  Enero  de 
i8jg,  en  relación  con  el  art.  34^,  también  del  Código  civil,  pidió 
se  la  condenara  á  indemnizarle  los  daños  y  perjuicios  sufridos,  y 
á  que  se  abstuviera  de  conducir  las  aguas  por  una  de  las  fincas  del 
demandante,  puesto  que  no  debía  servidumbre  de  acueducto. 

B)  Contestación  y  Prueba. — La  Empresa  demandada  contvsstó 
negando  los  hechos,  afirmando  el  buen  estado  de  las  escombre- 
ras, y  que  desde  que  el  demandante  era  dueño  de  la  finca  no  se 
habían  originado  perjuicios,  porque  los  que  se  causaron  al  cons- 
truirse la  línea  habían  sido  ya  indemnizados  en  1 881  al  entonces 
dueño  de  la  finca; 

Practicada  prueba  de  reconocimiento  judicial,  observáronse 
corrimientos  ó  desgajes  en  el  terreno,  y  se  hizo  constar  la  exis- 
tencia de  un  sifón,  que  recogiendo  las  aguas  de  las  cunetas,  las 
vertía  en  la  parte  baja  del  prado,  propiedad  del  demandante. 

€)  Sentencias  y  /?^r»ríí?.— Sentenciado  el  pleito  en  ambas  ins- 
tancias, de  conformidad  con  lo  pedido  por  la  parte  actora,  la 
Compañía  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como  inírin- 
gidos: 

I .°  La  regla  22,  tit  XXXIV  de  la  /.•  Partida,  según  la  cual  el 
daño  que  uno  recibe  por  su.  culpa  se  lo  debe  imputar  á  sí  mismo, 
en  el  sentido  de  que  habiendo  adquiridQ  el  demandante  las  fincas 
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después  de  construido  el  ferrocarril,  el  daño  que  le  resultara  era 
debido  á  sus  propios  actos  y  á  las  circunstancias  de  los  te- 
rrenos. 

2.**    La  regla  17,  tit.  34,  Partida  7/,  que  prohibe  el  enriqueci- 
miento torticero. 

3.**    El  art  ^J2  díl  Código  civil,  en  relación  con  los  artículos  óg, 
71  y  72  de  la  ley  de  aguas  de  13  de  Junio  de  i87g. 

4 .•    El  ari.  J.22S  del  Código  civil,  y 

5.**    El  art,  1,240  del  mismo  Cuerpo  legal. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso,  á  vir- 
tud de  la  siguiente 


DOCTRINA 


La  sentencia  no  infringe  ¡a  regla  22,  iíMo  34,  Partida  7J^,  ni  la 
Uy  L\  titulo  15  de  la  misma  Partida,  porque  loA  daños  y  perjuicios  su- 
fridos  por  el  demandante  en  su  propiedad,  que  han  sido  materia  de  este 
pleiiOf  no  provienen  por  culpa  de  aquél,  como  supone  el  recurso,  sino  del 
estado  de  las  escombreras  y  alcantarillas,  imputable  sólo  á  la  Compañía 
recurrente  y  siendo  la  apreciación  sobre  la  existencia  de  tales  daños  y 
perjuicios  una  cuestión  de  hecho  de  la  exclusiva  competencia  del  Tribu- 
nal sentenciador,  y  no  habiéndose  demostrado  que  éste  haya  incunido  en 
error  de  hecho  ni  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  es  evidente 
que  debe  subsistir  la  apreciación  que  sobre  este  extremo  hace  la  sentencia 
recurrida. 

Tampoco  es  de  estimar  la  supuesta  infracción  de  la  reqla  17,  tit.  34, 
Partida  7.^,  que  prohibe  el  enriquecimiento  torticero,  porque  los  daños 
y  perjuicios  cuya  eoeistencia  aprueba  la  Sala  sentenciadora  no  provienen, 
como  ya  se  ha  dicho,  del  estado  en  que  se  hallan  los  prados  y  tierra  de 
labor  con  relación  á  las  obras  de  la  via  férrea,  sino  de  las  malas  condi- 
dones  de  las  escombreras,  y  del  estado  de  las  alcantarillas  de  que  se 
hace  mérito  en  la  sentencia;  y  la  itidemnización  de  daños  y  pe? juicios  al 
demandante  por  la  Compañía  que  los  camó  ru>  puede  calificarse  de  anri- 
qneci miento  torticero: 

La  sentencia  no  infringe  el  art.  552  del  Código  civil,  ni  los  69,  71  y 
72  de  la  vigente  ley  de  Aguas  que  se  citan  en  el  tercer ^jnotivo,  porque 
no  se  trata  aquí  de  daños  y  perjuicios  derivados  de  la  setindumbre  nece 
sarta  de  recibir  el  predio  inferior  las  aguas  que  naturalmente  desden^ 
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dan  de  loa  predios  eupenoree^  a9Í  como  la  tierra  6  piedra»  que  arraetran 
en  tu  curtOf  Hno  de  dafíOB  eaueados  por  hechoe  ú  omisioneM  de  la  Cómpa- 
fUa  recurrente,  que  agravan  la  $ervidumbre  expresada^  de  loe  cuales  debe 
responder  con  arreglo  á  la$  mismas  disposiciones  legales  que  se  invocan 
y  están  inspiradas  en  el  principio  jurídico  de  que^  si  ¡nen  él  dueño  de 
una  cosa  puede  hacer  en  ella  lo  que  por  bien  tenga,  esta  facultad  no  es 
tan  absoluta  que  le  permita  lesionar  el  derecho  de  un  tercero* 

For  último f  la  sentencia  no  infringe  los  artículos  1.225  y  L2áO  del 
Código  civil,  porque  las  reclamaciones  que  formuló  en  1886  antes  de  su 
demanda  el  demandante  cuando  ya  era  propietario  del  prado  por  e^ 
critura  de  aquel  año,  y  donde  se  localiían  la  mayor  p€urte  de  los  da- 
ños  reclamados,  no  están  en  oposición  con  el  hecho  cUegado  de  que  esos 
daños  subsistieran  ó  fueran  mayores  en  1888,  y  por  la  inspección  per- 
sonal del  Juez  está  apreciada  por  éste  y  por  el  Tribunal  sentenciador 
que  confirmó  el  fallo  recurrido  con  los  demás  elementos  de  prueba  que 
han  venido  al  juicio. 


•  «  « 


Tan  sólo  una  sentencia  del  Tribunal  Supremo  ha  recaído  en 
lo  concerniente  á  la  servidumbre  de  aguas  de  carácter  forzoso, 
puesto  .que  la  impone  la  ley  en  utilidad  páblica  ó  en  interés  aten- 
dible de  los  particulares.  Y  de  dicha  Sentencia,  que  lleva  fecha  de 
22  de  Abril  de  1892,  se  obtiene  esta  enseñanza: 

No  se  infringe  el  arL  S52  del  Código  civil  cuando  en  lugar  de 
discutirse  en  el  pleito  daños  y  perjuicios  derivados  de  la  servidum- 
bre necesaria  de  recibir  el  predio  inferior  las  aguas  que  natural- 
mente desciendan  de  los  predios  superiores,  se  traía  ae  daáos  causa- 
dos por  hechos  ú  omisiones  que  agravan  la  servidumbre  y  de  las  cua- 
les debe  responder  el  que  los  produce,  al  tenor  del  principio  jurídico 
consignado  por  las  leyes,  de  que  si  bien  el  dueño  de  una  cosa  puede 
hcuer  en  ella  y  de  ella  lo  que  por  bien  tenga,  esta  facultad  no  es  tam 
absoluta  que  le  permita  lesionar  el  derecho  de  un  tercero^ 

Motivó  la  declaración  eminentemente  lógica  que  queda  trans- 
crita el  hecho  siguiente:  £1  propietario  de  una  finca  por  la  que 
cruzaba  la  tta  férrea,  7  que  parcialmente  había  sido  expropiada 
para  el  tendido  y  servicio  de  la  línea,  demandó  á  la  Compañía 
ferroviaria  daños  y  perjuicios,  porque  el  mal  estado  de  las  escom- 
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breras  y  alcantarillas  de  desagüe  originaba  que  su  finca  se  inun- 
dase y  llenase  de  escombros. 

Contestó  la  Empresa  negando  los  hechos  y  dando  ya  por  in- 
demnizados los  perjuicios  con  el  precio^de  la  expropiación. 

Así  planteado  el  litigio  y  probada  la  veracidad  de  la  demanda, 
el  Tribunal  Supremo  demarcó  en  su  Sentencia,  según  queda  visto, 
el  terreno  propio  de  la  servidumbre  necesaria  del  predio  inferior 
de  recibir  las  aguas  del  predio  superior,  así  como  la  tierra  y  pie- 
dra que  arrastren  en  su  curso,  y  el  campo  propio  de  la  responsa- 
bilidad personal  por  acciones  ú  omisiones  en  que  intervenga  cul- 
pa ó  negligencia. 
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Seecién  tercera 

De  la  servidumbre  de  pato. 


"lE  RTícuLO  564.  El  propietario  de  una  finca  ó  heredad, 
^T  enclavada  entre  otras  ajenas  y  sin  salida  á  camino  pü- 
blicoi  tiene  derecho  á  exigir  paso  por  las  heredades  vednas^ 
previa  la  correspondiente  indemnización. 

Si  esta  servidumbre  se  constituye  de  manera  que  pueda 
ser  continuo  su  uso  para  todas  las  necesidades  del  predio  do- 
minante estableciendo  una  vía  permanente,  la  indeomizadóii 
consistirá  en  el  valor  del  terreno  que  se  ocupe  y  en  el  importe 
de  los  perjuicios  que  se  causen  en  el  predio  sirviente. 

Cuando  se  limite  al  paso  necesario  para  el  cultivo  de  la 
finca  enclavada  entre  otras  y  para  la  extracción  de  sus  cose- 
chas  á  través  del  predio  sirviente  sin  vía  permanente,  la  m- 
demnización  consistirá  en  el  abono  del  perjuicio  que  ocasione 
este  gravamen. 

Senteneia  de  6  de  Julie  de  \991.^ División  de  una  finca  comúic 
Servidumbre  de  paso. 

HECHOS 

A)  Antecedentes.— Yaí  pleito  seguido  entre  los  cuatro  condómi- 
nos de  varios  terrenos,  edificaciones  y  caudal  de  aguas  mineraks, 
se  dictó  sentencia  en  1867  mandando  que  se  procediera  á  la  di- 
visión de  los  mismos  por  medio  de  peritos  elegidos  por  las  partes 
en  la  forma  ordinaria  y  tercero  en  discordia. 
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En  ejecución  de  esta  Sentencia,  y  después  de  varios  incidentes 
que  no  precisa  referir,  los  peritos  nombrados  presentaron  sus 
correspondientes  proyectos  de  partición,  uno  de  los  cuales  fué 
aprobado  por  tres  de  los  partícipes  é  impugnado  por  el  cuarto, 
siendo  de  consignar  que  el  proyecto  aprobado  por  aquéllos  esta- 
blecía carreras  ó  pasos  comunes  á  todos  los  condueños,  por 
creerlas  necesarias  el  perito,  no  sólo  para  servicio  del  estableci- 
miento, sino  también  para  esparcimiento  y  recreo  de  los  bañistas, 
y  porque  la  mayor  parte  de  esas  calles  y  caminos  estaban  ya  en 
aso  para  tal  destino. 

B)  Demanda, — El  condueño  disidente  formuló  demanda  con- 
tra los  demás  partícipes  y  contra  los  dos  peritos  nombrados,  y 
solicitó  se  declarara:  i.^,  que  no  habiendo  sido  nombrados  estos 
últímos  como  contadores  para  la  división  de  las  fincas  que  com- 
ponían el  büneario,  ni  elegídose  dirimente  que  reuniera  la  cuali- 
dad de  Letrado  en  la  forma  establecida  en  el  art.  1.070  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  procedía  la  nulidad  de  todas  las  actua- 
ciones, y  que  se  convocara  á  junta  á  todos  los  copartícipes  para 
que  tuviera  cumplimiento  la  elección  de  los  contadores  en  la  for- 
ma que  prevenía  el  mencionado  artículo;  2.^,  que  no  encontrán- 
dose de  manifiesto  una  sola  operación,  sino  dos  distintas  entre  sí, 
sin  que  se  hubiese  cumplido  lo  dispuesto  en  el  art.  1.078  de  dicha 
ley,  carecía  de  aplicación  el  1.088,  ó  sea  que  no  había  llegado  el 
momento  de  traniitar  el  asunto  en  juicio  ordinario;  y  3.^,  que  no 
procedía  la  aprobación  de  las  operaciones  de  los  dos  peritos  por 
los  defectos  de  fondo  y  de  forma  que  se  detallaban;  en  apoyo  de 
lo  cual  expuso  como  hechos:  que  el  trazado  de  carreras  ó  cami« 
nos  de  servidumbre  había  sido  acordado  por  los  peritos,  sin 
acuerdo  previo  de  los  interesados;  que  adolecían  además  los  pro- 
yectos de  defectos  én  su  planteamiento  y  omisiones  en  su  pre- 
sentación, pues  habíase  dividido  la  finca  en  parcelas  muy  peque- 
ñas, no  se  acompañaban  planos,  ni  se  detallaban  la  anchura  y 
dirección  de  los  nuevos  caminos,  etc.,  etc. 

C)  Contestación, — Los  partícipes  demandados  impugnaron  la 
demanda  y  solicitaron  se  les  absolviese  de  ella  y,  en  otro  caso, 
que  se  determinaran  con  precisión  los  particulares  del  proyecto 
que  habrían  de  ser  rectificados,  alegando:  que  el  nombramiento 
de  nuevos  contadores  era  improcedente  por  haber  sido  resuelto 
ya  en  incidente  surgido  en  ejecución  de  la  Sentencia  de  i867;  que 
no  existían  los  defectos  señalados  por  el  actor  en  el  proyecto  que. 
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habían  aprobado;  antes  al  contrarío,  se  inspiraba  en  la  debida 
equidad  entre  los  partícipes;  que  antes  de  Hjar  las  carreras  se  pu- 
sieron de  acuerdo  con  ellos  ambos  peritos,  los  cuales  tenían  in- 
discutible facultad  para  establecer  los  servicios  necesarios  ó  úti- 
les, y  que  aun  suponiendo  que  el  consentimiento  de  los  condue^ 
ños  fuese  necesario»  no  podía  alegarse  su  falta  desde  el  momento 
en  que  existía  la  conforn;idad  de  los  demandados»  que  represen- 
taban las  tres  cuartas  partes  de  los  intereses. 

Demandados  también  los  peritos,  ano  de  ellos  no  compare- 
ció, y  fué  declarado  en  rebeldía,  y  el  perito  autor  del  proyecto 
contestó  exponiendo  que  había  sido  demandado  indebidamente» 
y  que  como  contador  tenía  facultad  para  U  determinación  de  los 
caminos. 

D)  Sentencias. — Recayeron  conformes  en  primera  y  seguoda 
instancia,  desestimando  la  demanda,  absolviendo  á  los  demanda, 
dos  y  aprobando  las  operaciones  de  división  y  adjudicación  de 
los  bienes  constitutivos  del  balneario,  que  en  concepto  de  conta- 
dor practicó  y  presentó  uno  de  los  peritos. 

JS)  Recurso  de  casación, — Lo  interpuso  el  actor,  citando  como 
infringidos. 

I.®  Articulas  i,o^o,  1,072  y  1,078  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil, 

^.^    La  ejecutoria  dictada  en  1867, 

3.**  La  ley  10,  tit,  JS,  Part,^  ó.*,  que  dispone  que  la  partición 
se  haga  de  la  manera  más  guisada,  y  que  sea  miU  d  pro  de  los  due- 
ños, y 

4.®  Los  artículos  J64  y  jóó  del  Código  civil,  puesto  que  el  fallo 
recurrido  aprobaba  la  partición  de  un  contador,  en  la  que,  sin  la 
conformidad  de  los  condueños  de  los  bienes  divididos,  se  estable- 
cía up  camino  que  atravesaba  gran  parte  de  dichos  bienes  y  no 
tenía  por  objeto  dar  salida  á  una  ó  varias  fincas  de  las  adjudica- 
das individualmente»  dando  uá  alcance  que  no  tienen  á  dichos 
artículos. 

£1  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar,  al  recurso. 

DOCTRINA 

Los  artículos  citados  en  elprinu^  moHvo  son  disposiciones  de  earáe- 
ter  procesal,  que  ito  pueden  ser  base  de  un  recurso  "de  casación  en  el  fen- 
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(2o,  y  que  en  el  caso  actual  no  han  podido  ser  infringidos,  porque  además 
de  que  no  $e  trata  de  la  distribución  de  un  caudal  hereditario^  sino  atm- 
plementé  déla  división  de  una  cosa  común  en  loa  términos  ordenados  por 
tenténeia  ejecutoria,  nó  ha  habido  tas  diferencias  entre  los  interesados  á. 
que  didu>s  artículos  se  refieren,  y,  por  el  contrario,  los  demandados  se^ 
conforman  con  la  división  proyectada  por, el  perito  nombrado  por  el  re- 
currente. 

Mediante  la  conformidad  expresa  y  repetida  de  los  demandados  inte- 
resados en  la  divi^n,  con  la  practicada  por  el  perito  nombrado  por  la 
parte  recurrente,  de¡a  de  tener  existencia  eficaz  en  los  autos  el  dictamen 
del  otro  perito,  notnbrado  por  aquéllos,  y  no  hay  el  caso  de  discordia  que,' 
según  la  sentencia  ejecutoria,  hacía  precisa  la  intervención  de  un  terhero; 
y  al  estimarlo  ¿sí  la  Sala  sentenciadora,  lejos  de  infringirla,  se'ajustn  á 
dicha  sentencia  tntbdidá  en  el  motivo  segundo. 

Es  doblemente  inaplicable  y  no  ha  podido  ser  infringida,  la  ley  10, 
título  15,  Partida  6.^,  que  trata  de  cómo  ha  de  proceder  el  Juez  en  la 
partición  del  caudal  hereditario,  porque,  como  queda  dicho,  el  pleito 
versa  simplemente  sobre  partición  de  una  finca,  cuyos  condueños  han  que- 
rido separarse,  y  porque  el  procedimiento  no  tiene  el  estado  de  acordar  ó 
no  la  división,  sino  dfi  cumplir  disposiciones  ejecutoriamente  dictadas 
para  llevarlas  á  cabo;  además^  la  alegación  en  qu^  el  motivo  tercero  fun- 
da la  supuesta  infracción  de  la  ley  citada,  ó  sea  la  de  que,  la  forma  de  la 
partición  impugnada  es  per  judicial  á  los  condueños,  entraña  una  cues- 
tión de  hecho  ó  de  apreciación  de  prueba  pericial  de  la  peculiar  atribu- 
ción del  Tribunal  sentenciador. 

Los  artículos  564  y  566  del  Código  civil  citados  en  el  motivo  cuarto,, 
se  refieren  á  una  materia  del  todo  diversa  de  la  del  pleito  actual,  puesto 
que  aquéllos  regulan  la  constitución  de  la  servidumbre  forzosa  de  paso  y 
determinan  su  anchura  legal,  mientras  que  el  camino,  cuya  existencia  se 
combate  al  amparo  de  los  artículos  citados,  no  es  servidumbre  que  se  es- 
tablece en  una  finca  en  favor  de  otra,  sino  una  porción^de  la  finca  común 
que,  como  otras,  se  deja  indivisa,  y  de  la  propiedad  de  todos  los  partíci- 
pes, teniendo  en  cuenta  ia.  naturaleza  de  la  finca  dividida  y  el  mejor 
i^provechamiento  de  sus  partes,  y,  por  lo  tanto,  las  mencionadas  disposi-, 
cUmes  no  han  podido  serinffingidas. 
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*M[  RTÍoOLO  S  70.  Las  servidumbres  existentes  de  paso  para 
Jf^  ganados,  conocidas  con  los  nombres  de  cafiada»  cordel, 
vereda  6  cualquiera  otro,  y  las  de  abrevadero,  descansadero 
y  majada,  se  regirán  por  las  ordenanzas  y  reglamentos  dd 
ramo,  y  en  su  defecto,  por  el  uso  y  costumbre  dd  lugar. 

Sin  perjuicio  de  los  derechos  legítimamente  adquiridos,  la 
caftada  no  podrá  exceder  en  todo  caso  de  la  anchura  de  75 
metros,  el  cordel  de  37  metros  50  centímetros,  y  la  vereda 
de  20  metros. 

Cuando  sea  necesario  establecer  la  servidumbre  forzosa  de 
paso  ó  la  de  abrevadero  para  ganados,  se  observará  lo  dis- 
puesto en  esta  sección  y  en  los  artículos  555  y  55£.  En  este 
caso,  la  anchura  no  podrá  exceder  de  10  metros{{). 


(i)  Rsal  deersts  ds  26  ds  Afssts  do  1897.— /T/ri^i.— Un  monte  pu- 
blico, en  el  cual  había  nna  fuente  llamada  Ruecas,  fué  subastado  y  adjudicn- 
do  á  un  particular,  que  cedió  el  remate  á  un  secundo  y  éste  hizo  á  su  Tea 
cesión,  constituyéndose  con  dicho  monte  y  otras  fincas  en  1893  P^''  escritora 
pdblica,  una  Sociedad  compuesta  de  105  recinos  en  un  pueblo  de  la  provia- 
cia  de  Teruel. 

C,  reciño  de  otro  pueblo,  llevó  á  abrevar  sus  ganados  á  la  fuente  Ruec», 
y  por  consecuencia  de  esto,  la  representación  le^  de  la  Sociedad  entabló  de> 
manda  ejercitando  la  acción  neg'atoria  de  senridumbre,  y  pidiendo  se  dedaraae 
que  el  monte  de  que  se  trataba  estaba  libre  de  la  lerTidnmbre  de  abrevadero 
y  paitos. 

Emplasada  la  parte  demandada,  el  Gobernador,  á  instancia  del  Vaitador 
de  la  ^nadería  y  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  requirió  de  inhibi- 
ción al  Jusj^do,  fundándose  en  que  se  trataba  de  interrumpir  una  serridum* 
bre  pública,  cual  la  de  abrevar  los  vecinos  sus  ganados  en  la  fuente  Rue- 
cas, y  á  la  Administración  corresponde  la  conservación  de  dicha  servidum- 
bre, segiSn  previenen  los  Reales  decretos  de  30  de  Diciembre  de  1878  y 
7  de  Julio  de  1879,  art.  14  del  Real  decreto  de  13  de  Agosto  de  l893i 
sobre  asociación  de  ganaderos  y  52  de  su  Reglamento. 

Mantuvo  el  Jues  su  competencia,  aduciendo  en  apoyo  de  la  misma- 

Tratarse  de  una  acción  civil  cual  la  negatoria  de  servidumbre.  No  hallar- 
se la  supuesta  servidumbre  constituida  en  terrenos  de  dominio  ptfblioo^  ni  ca 
terreno  particular  al  que  afecte  tal  gravamen  reconocido.  No  demostrar  la 
existencia  de  la  servidumbre  de  abrevadero  el  hecho  de  que  en  la  escrítan 
de  compra  del  monte  se  hiciese  constar  no  concederse  otro  derecho  que  el  ds 
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Servidumbre  de  paso. 

(Artículo  564.) 

O  las  cuestiones  sobre  salida  de  los  fundos  enclavados  por 
otros  contiguos  á  camino  público,  se  han  resuelto  siempre  con  un 
criterio  armónico  y  despojado  de  todo  egoísmo,  cumpliendo  así 
un  fin  social,  por  aquello  que  decía  el  Consejero  Berlier  de  que 
el  interés  general  no  permite  que  haya  fundos  colocados  fuera 
del  dominio  de  los  hombres  y  condenados  á  la  inercia  y  al  no 
cultivo;  ó  si  es  prematuro  pensar  en  esta  cultura  social,  hay  que 
suponer  que  el  temor  ll  los  litigios^  siempre  tan  azarosos,  ha 
buscado  en  la  burla  de  la  vigilancia  ó  en  el  pacto  oneroso  el 
medio  de  romper  el  enclavamiento. 

Sea  esto,  sea  que  el  art.  564  del  Código  civil,  regla  básica  y 
reguladora  de  la  servidumbre  de  paso,  da  un  concepto  estrechísi- 
mo é  inadmisible  del  enclavamiento,  es  lo  cierto  que  ni  en  las 
sentencias  anteriores,  ni  en  las  posteriores  al  Código  se  en- 
cuentran soluciones  á  este  problema  interesantísimo  que  ha  pro- 


abrevar  sus  ganados  á  s::s  poseedores  actuales,  puesto  que  po  se  justificaba 
que  lo  tuvieran  los  vecinos  del  pueblo.  Y  que  ventilándose  si  existe  6  no  un 
derecho  real  pnra  aprovechamiento  de  agua  y  pastos  que  afecta  al  dominio 
pleno  de  una  finca,  s<51o  á  los  Tribunales  ordinarios  compete  el  conocimien- 
to de  este  asunto. 

Insistió  el  Gobernador  en  su  requerimiento,  y  elevado  el  asunto  á  la  Su- 
perioridad; 

Vistos  los  artículos  14  y  15  del  Real  decreto  de  13  de  Agosto  de  1892, 
55P  y  570  del  Código  civil,  y  el  2*  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 

Decidió  la  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  judicial,  en  virtud  de  la 
siguiente 

DOCIRINA 

i.^  Que  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con 
motivo  de  la  demanda  entablada,  ejei-citando  la  acción  negatoria  de  servi- 
dumbre, para  que  se  declare  que  la  finca  propiedad  de  la  parte  adora 
está  libre  de  la  servidumbre  de  pastos  y  abrevadero  que  el  demandado 
pretende  tener  como  vecino  y  ganadero, 

27  •♦ 
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ducido  una  copiosa  jurisprudencia  de  los  Tribunales  franceses  y 
holandeses. 

Por  fundo  enclavado  entiende  el  art  564  del  Código  civil  el 
que  se  haya  comprendido  entre  otros  de  propiedad  ajena  y  sin 
salida  directa  y  normal  á  camino  público.  Supone  esta  idea  que, 
para  que  pueda  estimarse  el  enclavamiento  han  de  mediar  forzo- 
samente entre  el  fundo  y  el  camino  otros  fundos,  cuyo  dominio 
corresponda  á  otro  ü  otros  propietarios. 

Faltan,  y  es  imperdonable  el  descuido,  la  expresión  de  dos 
casos  muy  caracterizados  de  enclavamiento,  en  los  cuales  el  in- 
terés general  á  que  aludía  Berlier,  ó  por  lo  menos  un  interés  par- 
ticular tan  atendible  cómo  el  que  ha  determinado  en  las  leyes  la 
consignación  de  las  servidumbres  necesarias,  exigía  la  imposición 
del  paso  forzoso  por  los  fundos  circunvalantes. 
Son  estos  casos: 

Primero,  Cuando  el  fundo  linde  por  uno  ó  más  de  sus  lados 
con  río,  arroyo,  torrentera  ó  barranco  que  impida  el  acceso  nor- 
mal á  camino  público. 

Segundo.  Cuando  el  paso  concedido  por  el  fundo  circunva- 
lante más  próximo  á  camino  público  sea  insuficiente  para  satis- 
facer las  necesidades  de  la  explotación  agrícola  ó  industrial  del 


2.^  Que  tal  cuestión  versa  sobre  desmembración  del  dominio  pleno  de 
una  finca,  y,  por  lo  tontos  lo  que  ha  de  resolvet^se  en  el  litigio  e$  una 
cuestión  de  propiedad,  materia  que  en  ningún  caso  está  resetvada  á  la 
Administración. 

3.^  Que  la  Asociación  general  de  Ganaderos  sólo  tiene  las  mismas 
facultades  que  están  atHhuidas  á  la  Administración,  y  encofnendada  á 
ésta  sólo  la  facultad  de  reivindicar  las  usurpaciones  de  los  bienes  del  do 
minio  público,  cabe  contra  tales  provideftcias  el  juicio  de  propiedad,  y 
siendo  éste  entablado  en  el  presente  cuso,  aunque  no  Juiya  providencia  ad- 
ministrativa, es  indudable  que  á  los  Tribunales  de  Justicia  corresponde 
el  conocimiento  del  asunto. 

á."  Que  las  disposiciones  del  Código  civil  que  dejan  las  serridumbrts 
públicas  y  pecuaíias  á  las  disposiciones  especiales  que  las  determinan,  no 
se  referen  á  la  existencia  ó  incxibiencia  de  la  servidumbre,  sino  á  la  ma 
neta  de  establecerlas,  extenbión  de  las  mismas,  conservación  y  ohas  que 
regulan  la  servidumbre  existente,  y,  por  lo  tanto,  no  tratándose  en  el  pre- 
sente caso  de  tales  cuestiones,  no  pueden  por  ello  tener  aplicación  los  re 
glamentos  y  disposiciones  relativos  á  las  servidumbres  j^ecuarias. 


Digitized  by  VjOOQIC 


A&T.  570)  DE  LAS  SERVIDUMBRES  419 

predio  circunvalado,  ú  ocasione  incomodidad,  peligro  ó  gasto 
excesivo,  atendido  el  cultivo  ó  industria  á  que  el  fundo  se  destine. 
Por  mucha  que  sea  la  previsión  y  cálculo  de  los  legisladores, 
siempre  escapan  á  su  perspicacia  muchos  casos  no  imaginados, 
casi  imposibles  de  imaginar,  y  que  no  obstante  la  generalidad  con 
que  deliberadamente  se  redactan  los  textos  positivos,  llevan  en  sí 
suficiente  singularidad  para  despertar  dudas.  Siempre  la  práctica, 
gran  maestra  de  la  ciencia  legislativa,  ofrece  casos  ilegislados. 

Que  estas  singularidades  de  los  hechos  no  se  anticiparan  en 
la  mente  de  los  legisladores  franceses,  v.  g.,  cuando  redactaron  y 
discutieron  el  Código  Napoleónico,  tiene  disculpa.  Al  cabo  des- 
cuajaban un  terreno  lleno  de  maleza  y  árboles  añosos;  pero  que 
legisladores  que  encuentran  ya  el  campo  desbrozado  y  roturado 
y  aun  sembrado  y  fructificado  por  las  decisiones  de  la  jurispru- 
dencia extranjera,  no  sepan  apartarse  de  la  sencillez  del  texto  pri- 
mitivo y  por  no  perfeccionarlo  con  la  adición  de  un  inciso  ó  de 
un  breve  párrafo,  den  pábulo  á  que  el  egoísmo  fustigue  tirano 
como  ególatra  sin  compasión,  al  dueño  del  fundo  enclavado,  ni 
tiene  disculpa,  ni  se  purga  con  menos  que  con  sufrir  benigna  y 
humildemente  los  justos  cargos  de  la  crítica  jurídica. 

Francia,  en  su  Código,  no  previo  que  hay  muchos  fundos  que 
teniendo  por  uno  ó  dos  de  sus  puntos  lindero  de  tierra,  con  fundo 
interpuesto  entre  el  enclavado  y  el  camino  público,  lindan  por 
dos  ó  tres  de  sus  lados  con  un  barranco  inaccesible  ó  con  un  río, 
canal  ó  corriente  líquida. 

La  abundancia  de  canales,  principalmente  en  la  parte  Norte, 
llevó  el  problema  á  los  Tribunales,  y  no  hay  más  que  consultar 
las  colecciones  de  Jurisprudencia  de  cualquiera  de  los  compila- 
dores, Dalloz,  por  ejemplo,  para  encontrar  la  cuasi  unanimidad 
con  que  amplían  á  estos  casos  el  concepto  legal  del  enclava  miento. 
Francia,  en  el  texto  primitivo  de  su  Código  Napoleónico,  al 
regular  el  derecho  de  paso,  tampoco  admitió  otro  supuesto  que 
el  del  fundo  enclavado,  por  carecer  de  salida  á  camino piiblico.  La 
labor  crítica  de  los  Comentaristas,  á  quienes  mucho  se  debe,  aun 
que  mucho  se  les  censura,  puso  de  manifiesto  el  enorme  vacío 
del  artículo  y  lo  restringido  é  injusto  del  concepto  de  enclava- 
miento-  Se  promulgó  el  Código  italiano,  y  ya  entonces  en  el  ar- 
tículo 593  se  reputó  como  fundo  enclavado,  no  sólo  íil  despro- 
visto de  salida  á  la  vía  pública,  sino  al  que  no  pudiera  proporcio- 
nársela sin  un  gasto  excesivo  ó  sin  gran  incomodidad. 


Digitized  by  VjOOQIC 


420  DB  LA8  SBBTIDDMBBBS  (aBT.  570 

Las  decisiones  de  la  jurisprudencia  francesa  prestando  elasti- 
cidad á  un  texto  durísimo,  cual  el  primitivo  art.  682  del  Código 
Napoleón,  reputaron  enclavados  los  fundos  cuya  salida  al  cami- 
no público  era  insuficiente,  y  la  ley  de  20  de  Agosto  lU  188 r,  san- 
cionando este  criterio,  reformó  el  citado  artículo,  declarando: 
fEl  propietario  cuyo  fundo  esté  enclavado  y  sin  ninguna  salida 
á  la  vía  pública  ó  con  salida  insuficiente  para  su  explotación, 
sea  agrícola  ó  industrial,  puede  reclamar  paso  por  los  fundos  co- 
lindantes, previa  una  indemnización  proporcionada  al  daño  que 
pudiese  ocasionar.» 

^•Qué  más?  En  1896  se  promulgó  el  Código  Venezolano,  que 
hace  el  número  cuatro  desde  la  derogación  de  las  leyes  españolas 
en  1863  bajo  la  dictadura  de  José  Antonio  Páez  y  en  el  art.  572  se 
dice:  <E1  propietario  de  un  predio  enclavado  entre  otros  ajenos 
y  que  no  tiene  salida  ó  que  no  puede  procurársela  sin  excesivo 
gasto  ó  incomodidad,  tiene  derecho  A  exigir  paso  para  el  cultivo 
y  uso  conveniente  del  mismo  por  los  predios  vecinos,  sin  que 
sus  respectivos  dueños  puedan  exigirle  otra  cosa  que  una  indem- 
nización equivalente  al  perjuicio  que  le  ocasione  este  gravamen. 
La  misma  disposición  puede  aplicarse  á  aquel  que  teniendo  paso 
por  el  fund&  de  otro,  necesite  ensanchar  el  camino  para  el  paso 
de  vehículos  con  los  mismos  fines.» 

Hasta  Venezuela  llegan  los  ecos  de  las  transformaciones  del 
derecho  europeo,  y  aquí  en  España,  dintel  del  Continente,  con- 
servamos todavía  el  texto  petrificado  del  Código  Napoleón.  Do- 
loroso y  tristísimo  es  el  afán  de  buscar  fósiles  para  tratar  de 
imitarlos  en  las  reconstrucciones  del  derecho,  pero  es  más  triste 
y  más  doloroso  no  saber  apartar  las  coprolitos. 

El  texto  del  art.  564  del  Código  español,  sólo  admite  un  caso 
de  enclavamiento,  el  de  un  fundo  circunvalado  por  otros  de  do- 
minio ajeno.  ¿Tendrá  el  Tribunal  Supremo  al  ir  creando  juris- 
prudencia la  iniciativa  de  los  tribunales  franceses.'^  ¿Comunicará 
elasticidad  y  contornos  á  la  dureza  y  rigidez  del  precepto  citado 
para  que  su  valiosa  opinión  se  tenga  en  cuenta  cuando  llegue  la 
hora  de  poner  pensamientos  y  manos  en  el  Código  para  su  re- 
forma? Hasta  ahora  es  bien  estéril  la  jurisprudencia  en  lo  tocante 
á  la  servidumbre  de  paso,  pero  los  casos  de  enclavamiento  flo 
dejan  de  ser  frecuentes  en  España,  y  algún  problema  que  otro  lle- 
gará á  las  cumbres  de  la  justicia  civil. 
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Por  no  a¡  altarnos  del  plan  de  la  obra,  aunque  advirtiendo 
que  ningún  interés  ofrece  su  mención,  reseñaremos  en  primer 
lugar  la  Sentencia  de  6  de  Julio ^ de  iSgy, 

Cumpliendo  una  ejecutoria  sobre  división  por  peritos  de  va- 
rios terrenos,  edificaciones  y  aguas  minero  -  medicinales,  po- 
seídos hasta  entonces  pro  indiviso  por  cuatro  condóminos,  cum- 
plieron los  peritos  su  misión  partiendo  la  finta  y  estableciendo 
carreras  ó  pasos  comunes  á  iodos  los  condueños  por  considerarlas 
necesarias  no  sólo  p^ra  servicio  del  establecimiento  balneario, 
sino  para  esparcimiento  de  los  bañistas. 

Suscitóse  contienda  por  un  condómino  disidente,^  sobre  la 
validez  de  la  partición,  por  ciertas  infracciones  de  procedimiento 
que  suponía  cometidas,  y  llevada  la  cuestión  al  Tribunal  Supre- 
mo, alegó  como  infringidos  los  artículos  564  y  566  del  Código  ci- 
vil porque  el  fallo  aprobaba  una  partición  en  la  que  sin  la  con- 
formidad del  condueño  disidente  se  establecía  un  camino  que 
atravesaba  los  bienes  divididos,  no  teniendo  tal  camino  por  ob- 
jeto dar  salida  á  una  ó  varias  de  las  fincas  individualmente  ad- 
judicadas. 

Determinando  el  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  la  natu- 
raleza jurídica  del  camino  ó  carrera  conservado  por  los  peritos, 
dijo  que  no  era  constitutivo  de  una  servidumbre  debida  por  un 
fundo  á  otro,  sino  una  porción  de  la  finca  común  que  como  otras 
se  había  dejado  indivisa  y  de  la  propiedad  de  todos  los  partíci- 
pes teniendo  en  cuenta  las  condiciones  naturales  del  fundo  divi- 
dido y  el  mayor  aprovechamiento  de  sus  partes;  por  cuya  razón 
eran  del  todo  inaplicables  los  artículos  564  y  566  del  Código  civil 
reguladores  de  una  materia  distinta  de  la  del  pleito,  puesto  que 
aquellos  tenían  por  objeto  la  constitución  de  la  servidumbre  ne- 
cesaria de  paro  y  la  determinación  de  su  anchura  legal. 

La  intuición  jurídica  avivada  por  la  repetición  de  la  función 
crítica  de  juzgar,  hace  que  casi  siempre  el  fallo  del  Tribunal  Su- 
premo sea  muy  acertado,  pero  no  siempre  la  intuición  suple  al 
estudio  ni  el  convencimiento  casi  espontáneo  de  la  justicia  final 
del  fallo,  abona  la  rectitud  lógica  de  los  razonamientos. 

La  anormalidad  del  caso  discutido  en  el  pleito,  la  existencia 
de  unos  pasos  ó  carreras  que  de  haber  sido  voluntariamente  im- 
puestos por  los  condóminos  habrían  constituido  servidumbres 
recíprocas  de  paso;  la  imposibilidad  legal  de  que  partido  un 
conjunto  quede  indivisa  una  porción  de  ese  conjunto  contra  la 
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voluntad  del  dueño;  este  concurso  de  motivos  contrarios  fué  sin 
duda  el  que   movió  al  Tribunal  Supremo  á  fundar  el  fallo  del 
litigio  en  la  solución  más  práctica  y  más  en  armonía  con  la  utili 
zación  del  fundo  según  la  índole  y  fin  de  su  destino. 

Porque  el  problema  es  el  siguiente.  Dividido  un  total  de  tierra, 
edificaciones  y  aguas  medicinales  entre  sus  cuatro  condóminos, 
se  constituyeron  fatalmente  cuatro  ó  más  fundos  de  apropiación 
y  posesión  estrictamente  individual,  en  los  que  la  atribución 
dominical  no  se  ejercitaba  pro  indiviso  sino  pro  sólido.  Cuando 
un  fundo  considerado  ya  en  su  unidad,  presta  á  otro  fundo  un 
uso  determinado,  ó  cuando  por  la  topografía  del  terreno  ó  con- 
veniencias de  la  explotación  ambos  se  lo  prestan  recíprocamente, 
¿cómo  se  denomina  en  derecho  esta  prestación?  Servidumbre.  No 
se  hable  de  camino  indiviso  dentro  de  un  todo  dividido  y  asigna- 
do en  sus  partes  con  entera  independencia  á  varios  dueños:  esto 
que  por  pacto  pudo  hacerse  por  los  mismos  condóminos,  aunque 
siempre  temporalmente  y  sin  que  la  estipulación  de  no  dividir 
pudiera  traspasar  el  término  de  diez  años,  (art.  400)  luego  pro- 
rrogable,  no  pudieron  realizarlo  los  peritos  partidores  sin  que 
antes  n>ediara  el  consentimiento  unánime  de  los  condueños* 

Considerado  el  camino  con  aislamiento  de  los  fundos  de  que 
forma  parte,  es  otro  fundo  más, limitado  por  sus  bordes  ó  márge- 
nes y  poseido  pro  indiviso.  Apreciado  en  su  unión  natural  con  los 
predios  de  que  forma  parte,  se  constituye  con  otras  tantas  segre- 
gaciones de  cada  uno  de  los  fundos  resultantes  de  la  partición, 
poseídas  también  pro  indiviso.  ¿Cómo  imprimir  carácter  de  per- 
petuidad á  lo  que  por  su  naturaleza  y  esencia  jurídica  es  tem- 
poral hasta  el  extremo  de  que  si  no  se  pacta  la  indivisión  por 
cierto  tiempo,  puede  pedirse  la  división  incontinenti  y  compeler  á 
la  venta  ó  á  la  consolidación  si  el  fundo  no  es  esencialmente  di- 
visible? 

El  único  medio  legal  de  que  los  pasos  ó  carreras  introduci- 
dos al  hacerse  la  partición  pudiesen  gozar  de  una  perpetuidad 
relativa  como  todas  las  perpetuidades  del  derecho,  sujetas  y 
condicionadas  por  la  evolución  de  la  materia,  habría  sido  el  de 
constituirlos  como  servidumbres  voluntarias.  Y  si  ya  existían 
dichas  sendas  prestando  servicio  al  balneario  y  sirviendo  de  solaz 
y  esparcimiento  higiénico  á  los  enfermos,  ¿no  se  daban  en  este 
caso  las  circunstancias  requeridas  por  el  art.  541?  ¿Tanta  violen- 
cia implicaba  la  comprensión  en  su  cerco  de  este  hecho  singular? 
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El  signp  aparente,  las  sendas  cruzando  el  fundo  en'  varias  di- 
recciones, denunciaban  la  prestación  que  unas  partes  rendían  a 
las  otras  ó  se  proporcionaban  entre  sí  aumentando  la  utilíddM 
del  conjunto.  La  proindivisión  presuponiendo  una  sola  propie- 
dad, es  decir,  un  solo  fundo,  y  la  división  arguyendo  varios  ya 
separados  y  distintos,  ofrecían  potencialmente  el  mismo  germen 
del  que  se  ha  formado  la  sustancia  del  art.  541. 

^Por  qué  no  comprender  el  caso  del  litigio  en  dicho  artículo 
pero  descartando  estos  supuestos  aquí  esbozados  para  iluminar 
mejor  las  reconditeces  del  problema  legal?  Si  las  sendas  ó  carre- 
ras no  existían  antes  de  la  división,  tuvo  forzosamente  que  ocu- 
rrir una  de  dos  cosas:  O  que  los  condóminos  (primer  supuesto) 
autorizaran  á  los  peritos  partidores  para  trazar  y  constituir  nue- 
vos caminos  (servidumbres  voluntarias)  ó  después  de  trazados  y 
pareciéndoles  innegable  su  utilidad  convalidaran  su  imposición 
por  el  llamado  tus  conñrmationis^  ó  (segundo  supuesto)  que  los 
peritos  introdujeran  las  carreras  por  su  propia  iniciativa  guiados 
por  un  espíritu  plausible  de  sociabilidad,  y  que  después  fuese  la 
partición  ó  división  de  la  que  formaban  parte  integrante  estas 
carreras  ó  caminos  aprobada  por  la  mayoría  absoluta  de  los 
condueños  dividentes.  Si  lo  primero,  no  hay  nada  que  objetar.  La 
voluntad  de  las  partes  creando  ó  ratificando  las  servidumbres  es 
la  suprema  ley  de  su  constitución.  Si  lo  segundo,  la  crítica  más 
benigna  habrá  de  juzgar  mal  fallado  el  litigio,  porque  no  basta 
el  voto  de  la  mayoría  para  imponer  gravámenes  que,  como  las 
servidumbres,  son  actos  de  dominio.  El  sentido  jurídico  entrevé 
la  imposibilidad:  dos  textos  positivos  la  confirman  (art.  399  y 
537)  declarando  que  para  imponer  una  servidumbre  sobre  un  fun- 
do indiviso  se  necesita  el  ccnsentimiento  de  todos  los  copropietarios. 

Este  obstáculo  insuperable  debió  alzarse  ante  el  Tribunal,  y 
por  eso  buscó,  ya  que  no  encontró,  la  solución  en  reputar  in- 
diviso el  camino  sin  distinguir  que  otras  dificultades  no  menos 
formidables  habían  de  conspirar  contra  este  tratado  de  amistad 
entre  la  equidad  y  la  conveniencia. 

Problema  Irresoluble,  solución  sin  soldadura  de  no  unir  los 
bordes  el  reconocimiento  por  confirmación  de  las  servidumbres 
constituidas  sin  personalidad  y  sin  derecho  por  los  peritos  parti- 
dores; ó  se  dividían  las  tierras,  edificaciones  y  aguas  totalmente 
ó  si  eran  por  su  esencia  indivisibles  la  venta  en  subasta  pública  ó 
la  consolidación  remediarían  el  conflicto. 
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El  Tribunal  Supremo  tuvo  un  acierto:  el  de  estimar  imperti- 
nente á  la  resolución  del  litigio  el  a:t.  564;  piro  sa  equivocó  en 
miestro  sentir  al  dar  por  existente  un  camino  indiviso  formado 
por  tiozos  de  predios  divididos. 

Con  su  error  ó  con  sus  aciertos  ahí  está  la  sentencia,  afortu- 
nadamente sin  gran  resonancia  jurídica,  dada  la  índole  del  caso. 
Séale  leve  la  crítica. 

«  «  « 

Casi  ninguna  novedad  y  todavía  menos  aplicación  se  encuen- 
tra en  el  Rail  aecreio  (U  26  de  Agosto  de  jSgj^  resolutorio  de  un 
conflicto  de  jurisdicción. 

Varios  vecinos  de  un  pueblo  constituyeron  Sociedad  y  toma- 
ron en  arriendo  un  monte  público  en  el  que  había  una  fuente.  Un 
pastor  de  otra  localidad  llevó  á  beber  sus  ganados  á  dicha  fuente, 
y  entonces  la  Sociedad  ejercitó  la  acción  negatoria  pidiendo  se 
declarase  que  el  monte  de  que  se  trataba  estaba  libre  de  la  servi- 
dumbre de  abrevadero  y  pastos.  Terció' en  la  contienda  la  Aso- 
ciación de  ganaderos,  y  promovida  competencia  por  la  autoridad 
gubernativa,  se  resolvió  á  favor  de  la  judicial:  porque. 

Las  cuestiones  sobre  desmembración  del  dominio  pleno  de  una 
finca  no  están  nunca  reservadas  á  la  Administración,  á  quien  asi 
como  á  la  Asociación  de  Ganaderos  sólo  le  están  atribuidas  las  reía  - 
tivas  á  la  manera  de  establecer  y  conservar  las  servidumbres  públi- 
cas y  pecuarias f  mas  no  las  concernientes  á  su  existencia  ó  inexistencia 
que  afectan  á  la  esencia  de  la  propieaad. 
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Sección  cuarta. 

De  la  senridumbre  de  medianería. 


I^RTÍCüLO  572.     Se  presume  la  servidumbre  de  mediane- 
ría mientras  no  haya  un  título,  ó  signo  exterior,  ó  prue,- 
ba  en  contrario: 

i.^  En  las  paredes  divisorias  de  los  edificios  contiguos 
hasta  el  punto  común  de  elevación. 

2.®  En  las  paredes  divisorias  de  los  jardines  ó  corrales  si- 
tos en  poblado  ó  en  el  campo. 

3.^  En  las  cercas,  vallados  y  setos  vivos  que  dividen  los 
predios  rústicos. 

Sentencia  de  8  de  Noviembre  de  X^^h.^Servídupibre  de  medianería. 

HECHOS 

A)  Antecedentes  y  demanda, — A  y  B  adquirieron  por  escritura 
pública  una  casa  señalada  con^el  número  14,  lindante  con  otra 
que  pertenecía  á  C,  distinguida  con  el  número  12. 

A  dedujo  demanda  contra  C  exponiendo:  que  la  medianería 
de  su  finca  no  tenía  servidumbre  alguna  á  favor  de  la  del  deman- 
dado, el  cual,  al  proceder  á  la  demolición  de  ia  casa  de  su  pro- 
piedad, había  derribado  parte  de  la  mencionada  medianería,  sin 
previo  aviso  de  las  obras  al  actor;  que  á  más  de  esto  le  había 
obligado  á  apuntalar  por  medio  de  pies  derechos  los  cuartos  de 
la  casa,  dejando  los  altos  al  descubierto  y  amenazando  ruina 
la  parte  de  medianería  que  quedaba  en  pie;  que  según  noticias. 
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había  practicado  gestiones  para  que  el  Municipio  le  obligase  á 
derribar  la  medianería  y  cerca  de  los  inquilinos  para  que  des- 
amparasen los  cuartos  que  tenían  arrendados;  y  habiendo  sido 
inútiles  las  practicadas  para  lograr  extrajudicialmente  lo  que  por 
medio  de  aquella  demanda  reclamaba,  así  como  en  el  acto  de 
conciliación,  sin  perjuicio  de  exigir  la  acción  penal  que  naciera 
de  hechos  que  fueran  consecuencia  del  estado  ruinoso  en  que  por 
actos  del  reo  ó  por  él  ordenados  había  quedado  el  resto  de  la 
medianería,  suplicó  se  condenase  al  demandado  á  que  reconstru- 
yera, con  las  debidas  condiciones  de  solidez  y  bondad  de  mate- 
riales, la  medianería  de  la  casa  del  actor,  á  que  abonase  los  daños 
é  indemnizase  los  perjuicios  que  al  mandarla  derribar  había  oca- 
sionado á  la  ñnca,  y  al  pago  de  las  costas. 

B)  Contestación. — Contestando  el  demandado  á  la  demanda, 
solicitó  que  se  le  absolviera  de  ella,  condenando  al  demandante 
al  pago  de  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  y  en  las  cos- 
tas y  gastos  del  pleito  á  cuyo  efecto  alegó:  que  la  citada  mediane- 
ría era  mancomunada,  contra  la  terminante  afirmación  de  la  part^ 
actora;  que  tampoco  era  cierto  que  al  derribar  la  casa  se  hubiera 
derribado  también  la  medianería  sin  dar  conocimiento  alguno  á 
los  copropietarios,  pues  el  demandado  se  lo  dio  á  B,  según  recibo 
escrito,  y  de  acuerdo  con  él,  se  principió  la  demolicfón  de  parte, 
de  la  medianería,  que  se  suspendió  al  notar  el  maestro  el  peligro 
de  continuar  el  derribo,  viéndose  desde  entonces  imposibilitado 
Cde  terminar  el  derribo  del  resto  de  su  medianería,  por  la  im- 
posibilidad de  hacerlo  sin  grave  peligro  de  hundimiento  para  la 
de  su  vecino  y  riesgo  de  los  operarios,  resultando  que  tenía 
su  casa  hacía  más  de  tres  meses  convertida  en  solar;  que  no 
se  dio  aviso  del  derribo  á  A,  porque  de  los  informes  adqui- 
ridos resultó  ser  único  propietario  B\  que  el  derribo  de  su 
casa  lo  efectuó  obligado  por  un  expediente  de  denuncia,  en  que 
se  decretó  la  demolición  como  ruinosa,  cumpliendo  por  tanto 
una  orden  de  autoridad  competente;  y  que  la  casa  propia  de  A 
estaba  también  denunciada,  por  amenazar  inmediata  ruina  y  no 
reunir  las  condiciones  indispensables  para  ser  habitada;  que 
transcurridos  muchos  días  después  de  la  suspensión  del  derribo, 
y  al  ser  citado  de  conciliación  por  A,  adquirió  el  convencimiento 
de  la  imposibilidad  de  dar  á  este  asunto  una  solución  amistosa, 
resolviendo  interponer  interdicto  de  obra  ruinosa  contra  Aj  B 
que  había  sido  fallado,  ajustándose  estrictamente  á  sus  pretcn- 
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siones,  que  se  referían  exclusivamente  á  la  parte  de  medianería, 
único  objeto  del  interdicto  y  de  este  pleito,  y  en  manera  alguna 
al  muro  divisorio  del  patio,  que  era  mancomunado  únicamente 
hasta  la  altura  del  piso  principal;  que  si  bien  era  cierto  existía  en 
la  medianería  una  pequeña  parte  que  correspondía  al  patio  de  la 
casa,  y  en  la  cual  había  ventanas  abiertas,  este  signo  no  podía 
considerarse  como  contrario  á  la  servidumbre  de  medianería, 
sino  como  prueba  manifiesta  de  ella,  por  tener  dichas  ventanas 
rejas  y  alambreras;  que  si  la  parte  de  medianería  correspondien- 
te al  patio  resultaba  recta  y  á  plomo  en  todo  su  paramento,  no 
sucedía  lo  mismo  en  el  resto  de  dicha  medianería,  en  que  tenía 
ya  mayor  espesor,  y  no  sólo  recibía  la  carga  de. carreras  y  pisos 
de  la  casa  propii  del  demandado,  sino  que  se  elevaba  mucho 
más  que  la  colindante  de  la  propiedad  de  A,  por  tener  sólo  dos 
pisos  y  aquélla  cuatro;  que  al  citar  en  la  demanda  el  art.  576  del 
Código  civil,  se  incurría  en  contradicción,  toda  vez  que  se  refería 
á  medianería  mancomunada,  y  A  sostenía  que  la  citada  media- 
nería era  de  su  exclusiva  propiedad,  siendo  el  art.  575,  no  citado 
por  la  demandante,  el  aplicable  á  este  caso,  y  base  por  tanto  de 
la  defensa  del  demandado;  concretándose  á  citar  en  apoyo  de  su 
reconvención  los  artículos  55,  63,  regla  4.*,  y  54-2  y  siguientes  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Cj  Réplica  y  Duplica. — La  demandante  replicó  impugnando 
la  reconvención  y  reproduciendo  la  demanda,  alegando:  que  la 
sentencia  de  interdicto  no  era  firme,  y  acompañando  á  su  escrito 
un  acta  notarial,  en  la  que,  á  requerimiento  suyo,  consignó  el 
Notario  que  constituido  en  el  solar  de  la  casa  demolida  observó 
que  la  pared  divisoria  entre  las  fincas  colindantes  tenía  por  un 
lado  tres  ventanillos,  uno  en  cada  piso;  que  por  este  mismo  lado, 
la  pared  era  recta  en  todo  su  paramento,  y  por  el  otro  lado  era 
igualmente  recta  en  la  parte  superior,  teniendo  en  la  inferior,  ó 
sea  á  la  altura  del  piso  principal,  un  retallo  ó  parte  más  saliente 
que  el  resto. 

El  demandado,  al  duplicar,  llamó  la  atención  sobre  la  circuns- 
tancia de  referirse  el  acta  notarial  presentada  en  el  escrito  de  ré- 
plica exclusivamente  á  la  parte  de  muro  de  cerramiento,  pero  no 
á  la  medianería  mancomunada,  único  objeto  del  pleito,  reco- 
nociendo la  certeza  del  hecho  de  no  ser  firme  la  sentencia  dicta- 
da en  el  interdicto. 

D)    Prueba,  —Seguido  el  juicio  su  curso  por  los  trámites  lega- 


Digitized  by  VjOOQLC 


428  DB  LAS  8BRTID0MBRB8  (aRT.  572 

les,  practicóse  por  el  Juez  en  primera  instancia  diligencia  de  ins- 
pección ocular,  en  la  que  se  consignó  que  la  casa  del  demandado 
se  hallaba  totalmente  derribada,  existiendo  sobre  el  solar  escom- 
bros de  cascote  y  piedra  y  algunos  maderos,  y  en  la  del  actor  un 
trozo  de  la  fachada  y  parte  de  la  [ilanta  baja,  no  apreciándose  á 
la  vista  entre  una  y  otra  fínca  ninguna  medianería. 

D)  Sentencias  y  recurso, — Sustanciado  el  pleito  en  dos  instan* 
cias  recayeron  en  ambas  sentencias  conformes,  por  las  que  se 
absolvió  al  demandado  y  al  demandante  á  su  vez  de  la  reconven- 
ción deducida. 

La  parte  actora  interpuso  recurso  de  casación  exponiendo  en 
apoyo  del  mismo  los  siguientes  motivos: 

I.**  Infracción  del  art,  579  del  Código  civil ^  toda  vez  que  la 
sentencia  estima  que  el  demandado  se  había  conducido  dentro 
de  su  derecho,  rozando  primero  y  derribando  después  todo  ó 
parte  de  la  medianería,  siendo  así  que  para  ello  era  preciso  el  con- 
sentimiento de  la  recurrente,  que  fué  negado. 

2.°  Los  artículos S7 5  y  57^  también  del  Código  relacionados 
con  el  ^7§  del  motivo  anterior  en  el  sentido  de  derivarse  del  fallo 
que  la  recurrente  debió  reconstruir  por  su  cuenta  la  medianería  en 
la  parte  que  le  correspondía,  desconociéndose  el  derecho  del 
condueño  de  medianería  á  dispensarse  de  contribuir  á  tal  carga  de 
conformidad  con  el  art.  575  y  el  deber  que  según  el  576  tiene 
todo  propietario  que  derriba  su  edificio  de  hacer  de  su  cuenta 
todas  las  reparaciones  y  obras  necesarias  para  evitar  los  daños 
que  el  derribo  pudiera  ocasionar  al  medianero  por  aquella  vez. 

3.°  Los  artículos  J7 2 y  S73  ^^l  Código  c(vil  por  haber  la  Sala 
supuesto  para  fundar  su  fallo,  que  era  mancomún  una  medianería 
que  tenía  dos  signos  exteriores  contrarios  á  la  servidumbre  esta- 
blecida por  dicho  art.  572,  ó  sea  haberse  constrm'do  á  plomo  en 
todo  su  paramento,  y  tener  huecos  y  ventanas  correspondientes 
exclusivamente  á  la  finca,  respecto  á  la  que  la  recurrente  tenía  el 
carácter  de  condueño. 

4.®  En  el  supuesto  contrario  al  del  motivo  precedente,  error 
de  hecho  de  no  existir  en  la  pared  divisoria  huecos  y  ventanas;  de 
no  ser  ésta  por  un  lado  recta  y  á  plomo  en  todo  su  paramento  y 
de  no  sufrir  tal  muro  las  cargas  de  carreras,  pisos  y  armaduras 
de  una  de  las  fincas. 

5.**  Error  de  hecho  resultante  de  no  estimarse  Ift  realidad  del 
derribo,  y 
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6.**     También  error  de  hecho  derivado  de  los  autos  de  interdic- 
to y  de  la  certificación  de  la  Comisión  de  evaluaciones  al  no  apre- 
ciar como  demostrada  la  existencia  de  daños  y  perjuicios. 
Desestimación  del  recurso  á  virtud  de  la  siguiente 


DOCTRINA 

ia  Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  el  art.  579  del  Código  civil 
al  declarar  y  como  sostiene  la  recurrente  en  el  primer  motivo  del  recurso  ^ 
que  el  demandante  hábia  obtenido  el  consentimiento  del  propietario  de  la 
casa  colindante  á  la  suya  antes  de  proceder  al  rozamiento  y  derribo  de  la 
pared  medianera^  porque  si  bien  es  cierto  que  no  intentó  recabarlo  de  la 
primera,  copropietaria  de  dicha  casa,  lo  obtuvo  del  otro  condueño  en  la 
inteligencia  y  según  manifestación  del  demandado  ^  de  ser  único  y  exclusivo 
dueño  de  la  misma  y  no  constando  nada  en  contrario  de  esta  asevera- 
ción y  ni  que  prescindiera  de  la  recurrente  con  mala  fe  ó  con  el  propósito 
de  lesionar  sus  deiechos. 

Tampoco  ha  infringido  los  artículos  572,  573y  575  y  576  del  mismo 
Códiga,  que  reglamentan  la  relación  jurídica  de  medianería  entre  propic' 
torios  de  fincas  colindantes  y  estableceri  los  derechos  y  deberes  que  de 
ella  se  derivany  en  el  concepto  mencionado  en  los  motivos  2P  y  5.®,  por* 
que  al  absolver  de  la  demanda  interpuesta  por  la  recurrente  para  que 
reconstruyera  la  medianería  de  la  parte  Norte  de  su  casa  y  la  indemni- 
zase de  los  daños  y  perjuicios  causados  por  su  demolicióny  no  prescinde 
de  esos  preceptos  ni  desconoce  los  derechos  y  deberes  de  los  propietarios 
en  los  muros  divisorioSy  según  que  éstos  sean  de  propiedad  mancomunada 
ó  exclusiva  de  cualquiera  de  ellos,  toda  vez  que  en  el  considerafido  quinto 
declara  que  la  parte  de  cerramiento ,  propiamente  dicha,  de  la  casa  núme- 
ro láy  por  tener  signos  exteriores  contrarios  á  la  servidumbre  de  que  se 
trata  y  pertenece  á  los  dueños  de  dicha  finca  y  siendo  mancomunada  la  me- 
dianería restante^  y  en  el  sexto  establece  que  la  reconstrucáón  del  muro 
debe  hacerse  por  cada  uno  en  la  parte  que  le  cor  responda  y  sino  que  fun- 
da la  absolución,  respecto  á  los  dos  extremos  que  comprende  la  demanda, 
en  el  estado  ruinoso  de  dicha  pared  divisoria  y  de  ambas  fincas,  que 
fueron  denunciadas  por  la  Autoridad  local,  y  por  cuya  orden  procedió 
el  recurrido  á  la  demolición  de  la  suya,  asi  como  continuó  el  derribo  de 
la  medianería,  que  quedó  en  suspenso  desde  el  momento  en  que  se  opuso 
uno  de  los  comlueños  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  la  Autoridad  judicial 
en  los  autos  de  interdicto  de  obra  ruinosa. 
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La  casación  es  también  improcedente  por  los  motivos  áS*,  5.°  y  ^.®,  «i 
los  que  ser  suponen  que  el  Tribunal  sentenciador  incurrió  en  error  ie 
hedió  al  apreciar  las  pruebas,  puesto  que,  lejos  de  haber  negado  todo  va- 
lor al  acta  notarial  y  ala  diligencia  de  inspección  ocular,  declara  en  el 
considerando  quinto,  de  acuerdo  con  aquel  documento,  que  parte  de  la 
pared  medianera  tenia  huecos  6  ventanas;  desviándose  tan  sólo  del  acta, 
pero  teniendo  en  cueíUa  dictámenes  periciales  y  otras  pruebas,  en  cuanto 
afirma  que  el  referido  muro  se  hallaba  construido  á  plomo  en  todo  su 
paramento,  lo  que  no  tiene  importancia  juridica  alguna,  una  vez  recono- 
cida la  existencia  de  las  ventanas,  que  es  uno  de  los  signos  exteriores  con- 
trarios á  la  servidumbre  de  medianeria,  según  el  art.  573  del  Código 
civil;  porque  no  es  exacta  la  apreciación  que  á  dicho  Tribunal  se  atribu- 
ye de  que  la  pared  divisoria  no  hubiese  sido  derribada,  contra  lo  que 
resulta  de  la  diligencia  de  inspección  ocular;  y  porque  tampoco  lo  es  que 
el  propio  Tribunal  no  haya  estimado  denwstrada  la  existencia  de  daños 
y  perjuicios,  de  cuya  indemnización,  sin  embargo,  absuelve  al  recurrido, 
por  entender  que  éste  no  debe  responder  de  ellos. 


^RTÍcüLO  573.  Se  entiende  que  hay  signo  exterior  con- 
trario á  la  servidumbre  de  medianería: 

i.^  Cuando  en  las  paredes  divisorias  de  los  ediñcios  haya 
ventanas  ó  huecos  abiertos. 

2.^  Cuando  la  pared  divisoria  esté  por  un  lado  recta  y  á 
plomo  en  todo  su  paramento,  y  por  el  otro  presente  lo  mismo 
en  su  parte  superior,  teniendo  en  la  inferior  relex  ó  retallos. 

3.^  Cuando  resulte  construida  toda  la  pared  sobre  el  te- 
rreno de  una  de  las  ñncas,  y  no  por  mitad  entre  una  y  otra 
de  las  dos  contiguas. 

4.^  Cuando  sufra  las  cargas  de  carreras,  pisos  y  armadu- 
ras de  una  de  las  ñncas  y  no  de  la  contigua. 

5.^  Cuando  la  pared  divisoria  entre  patios,  jardines  y  he- 
redades, esté  construida  de  modo  que  la  albardilla  vierta  ha- 
cia una  de  las  propiedades. 

6.^  Cuahdo  la  pared  divisoria,  construida  de  mamposte- 
ria,  presente  piedras  llamadas  pasaderas,  que  de  distancia  en 
distancia  salgan  fuera  de  la  superñcie  sólo  por  un  lado  y  no 
por  el  otro. 
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Y  7.^     Cuando  las  heredades  contiguas  á  otras  defendidas 
por  vallados  ó  setos  vivos  no  se  hallen  cerradas. 

En  todos  estos  casos  la  propiedad  de  las  paredes,  valla- 
dos ó  setos  se  entenderá  que  pertenece  exclusivamente  al 
duefto  de  la  finca  ó  heredad  que  tenga  á  su  favor  la  presun- 
ción fundada  en  cualquiera  de  los  signos  indicados. 


.RTÍCüLO  575.  La  reparación  y  construcción  de  las  pare- 
des medianeras  y  el  mantenimiento  de  los  vallados,  se- 
tos vivos,  zanjas  y  acequias,  también  medianeros,  se  costeará 
por  todos  los  dueños  de  las  fincas  que  tengan  á  su  favor  la 
medianería,  en  proporción  al  derecho  de  cada  uno. 

Sin  embargo,  todo  propietario  puede  dispensarse  de  con- 
tribuir á  esta  carga  renunciando  á  la  medianería,  salvo  el  caso 
en  que  la  pared  medianera  sostenga  un  edificio  suyo. 


'rtí CULO  576.  Si  el  propietario  de  un  edificio  que  se 
apoya  en  una  pared  medianera  quisiera  derribarlo,  po 
drá  igualmente  renunciar  á  la  medianería,  pero  serán  de  su 
cuenta  todas  las  reparaciones  y  obras  necesarias  para  evitar 
por  aquella  vez  solamente,  los  daños  que  el  derribo  pueda  oca- 
sionar á  la  pared  medianera. 


rtículo  577.  Todo  propietario  puede  alzar  la  pared 
medianera,  haciéndolo  á  sus  expensas  é  indemnizando 
los  perjuicios  que  se  ocasionen  con  la  obra,  aunque  sean  tem- 
porales. 

Serán  igualmente  de  su  cuenta  los  gastos  de  conservación 
de  la  pared,  en  lo  que  ésta  se  haya  levantado  ó  profundizado 
sus  cimientos  respecto  de  como  estaba  antes;  y  además  la  in  • 
demnización  de  los  mayores  gastos  que  haya  que  hacer  para 
la  conservación  de  la  pared  medianera  por  razón  de  la  mayor 
altura  ó  profundidad  que  se  le  haya  dado. 
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Si  la  pared  medianera  no  pudiese  resistir  la  mayor  eleva- 
ción, el  propietario  que  quiera  levantarla  tendrá  obligación  de 
roconstruirla  á  su  costa;  y,  si  para  ello  fuese  necesario  darle 
mayor  espesor,  deberá  darlo  de  su  propio  suelo. 

Sentencia  de  6  it  Jnnie  de  \W1.— Servidumbre  de  vistas, — (Vét- 
se  art.  582. 

Sentencia  de  22  de  Noviembre  de  IBSB.^Comunidad  de  medianería, 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — A  y  B  eran  dueños  de  dos  casas  contiguas. 
En  1894,  B,  previa  licencia  del  Ayuntamiento,  reconocimien- 
to de  la  medianería  por  un  arquitecto  y  compromiso  de  abonar 
á  A  los  desperfectos  y  perjuicios  que  pudieran  resultar  de  la  cons- 
trucción, demolió  la  casa  que  poseía,  compuesta  de  piso  bajo  y 
alto,  y  edificó  una  nueva  con  cuatro  cuerpos  en  lugar  de  tres,  que 
era  lo  proyectado,  elevando  al  efecto  la  pared  medianera  3  me- 
tros 70  centímetros. 

£n  1895  intentó  A  añadir  un  nuevo  pÍ30  á  su  casa,  paralo 
cual  nombró  arquitecto,  invitando  al  dueño  de  la  edificación  con- 
tigua, Bt  a  que  designase  otro,  y  ambos  facultativos  examinasen 
la  medianería  y  determinasen  lo  conducente  á  su  seguridad.  No 
habiendo  deferido  B  á  dicha  invitación,  ni  consiguientemente 
nombrado  arquitecto,  el  designado  por  A  emitió  informe  en  el 
sentido  de  que  eran  precisas  obras  de  consolidación  y  rcfueno 
en  la  medianería,  procediendo  que  éstas  se  hiciesen  por  cuenta  y 
mitad  de  los  dos  condueños;  con  cuyo  dictamen  no  estuvo  B 
conforme. 

B)  Demanda, — En  el  mismo  año  de  1895,  A  formuló  contra 
B  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  en  la  que  des- 
pués de  relacionar  los  antecedentes  que  quedan  expuestos,  y  de 
añadir  que  oportunamente  había  advertido  á  B  los  defectos  que 
se  notaban  en  el  muro  viejo  medianero,  no  obstante  lo  cual  B 
había  levantado  una  casa  de  cuatro  cuerpos  en  lugar  de  los  tres 
proyectados,  y  que  cuando  notó  la  agrietación  y  desperfectos 
consiguientes  á  la  pesadez  y   asiento  de  la  nueva  construcción, 
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reiteró  la  advertencia,  suplicó  se  declarase  que  £  venia  obligado  á 
contribuir  con  el  demandante,  en  proporción  al  derecho  de  cada  uno, 
en  la  medianería  de  sus  respectivas  casas  d  la  satisfacción  de  los  gas- 
tos de  las  obras  de  refuerzo,  consolidación,  y  en  su  caso,  reedificación 
que  fuese  preciso  efectuar  en  la  misma,  ajuicio  facultativo,  cuando  el 
demandante  tratase  de  elevar  el  segundo  piso  de  su  casa  hasta  la  al- 
tura de  la  del  demandado. 

C)  Contestación. — Impugnó  la  demanda  el  contrincante,  ale- 
gando sustancialmente:  el  buen  estado  de  la  pared  medianera;  no 
haber  prestado  su  consentimiento  para  el  informe  que  practicó  el 
arquitecto  del  demandante,  y  no  haber  reconocido  nunca  la  obli- 
gación de  abonar  la  mitad  de  los  gastos  que  se  originasen  con 
las  obras  de  refuerzo  ó  reedificación  de  la  medianería. 

D)  Prueba  y  sentencia, — Evacuados  los  traslados  de  réplica  y 
duplica,  se  practicó  prueba  pericial,  por  la  que  se  acreditó  que  la 
medianería  no  podía  resistir  la  nueva  obra  que  proyectaba  el  de- 
mandante, de  no  consolidarse  en  gran  extensión;  observándose 
la  práctica  de  una  construcción  esmerada  con  piedra  de  tamaño 
adecuado  y  buen  material  de  unión;  y  el  Juzgado  dictó  sentencia 
absolutoria  de  la  demanda,  que  fué  confirmada  por  la  superiori- 
dad, previa  la  resolución  de  una  discordia  y  voto  reservado. 

Recurso  de  casación. — El  demandante  A  interpuso  recurso  de 
casación,  alegando  como  infringidos: 

1  !*  El  art.  JYY  del  Código  civil,  según  el  cual,  todo  propieta- 
rio puede  alzar  la  pared  medianera,  haciéndolo  á  sus  expensas,  é 
indemnizando  los  perjuicios  que  con  la  obra  se  ocasionasen;  de 
lo  cual  se  deducía  que  si  un  medianero  con  la  elevación  de  la  pa- 
red imposibilita  ó  dificulta  el  uso  del  mismo  derecho,  el  otro  me- 
dianero debe  indemnizarle. 

2.*^  El  art.  ^7§  del  mismo  Código,  por  cuanto  la  reparación  y 
construcción  de  las  paredes  medianeras  se  ha  de  costear  por  to- 
dos los  dueños  de  las  fincas  que  tengan  á  su  favor  la  medianería 
en  proporción  al  derecho  de  cada  uno;  y 

3,®  Los  artículos  ^79  y  394  también  del  Código  civil,  puesto 
que  las  medianerías,  hasta  el  punto  de  su  común  elevación,  per- 
tenecen pro  indiviso  á  los  medianeros,  estableciéndose  entre  am- 
bos el  derecho  de  cada  partícipe  al  uso  de  la  cosa  común,  sin  im- 
pedir que  los  demás  la  utilicen. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar  al  recurso,   sentan- 
do la  siguiente 

28  •• 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


434  DB  LAS  aSBYIDÜMBBSS  (aBT  577 


DOCTRINA 

Con  arreglo  al  art,  677  del  Código  civil^  el  levantamiento  que  un  pro- 
pietario Juiga  de  una  pared  medianera  le  impone  la  obligación  de  indeat- 
nizar  los  perjuicios  que  ocasione  con  su  obra  y  kfk  mayores  gastos  que 
haya  que  hacer  para  su  conservación  y  de  reconstruirla  á  9U  costa  si  no 
pudiese  resistir  la  mayor  elevación;  y  teniendo  derecho  el  otro  media- 
nero^ según  el  678^  á  adquirir  en  la  parte  elevada  los  derechos  de  me- 
dianeria  para  dar  m'-yor  altura  á  $u  respectiva  casa,  es  evidente^  de  con^ 
formidad  con  el  sentido  y  espiritu  de  dichos  dos  artículos,  qie  si  la  me- 
dianería no  resistiese  ya  esta  mayor  carga^  supuesta  la  igualdad  de  dere- 
chos de  los  medianeros,  no  es  sólo  este  segundo  propietario  el  que  tiene 
que  sufragar  los  gastos  de  comolidación  ó  reconstrucción  de  la  mediane- 
ría, ñno  que  es  de  ambos  dicha  obligación^  puesto  que  los  dos  dan  lugar 
con  sus  actos,  en  ejercicio  de  su  respectivo  derecho,  al  estado  de  la  pared 
medianera,  siempre  que  el  segundo  esté  dispuesto  á  pagar  proporcional- 
mente  el  importe  de  la  obra  de  elevación  realizada  por  el  primero,  y  en 
su  caso,  la  mitad  del  valor  del  terreno  sobre  el  que  se  la  hubiese  dado  ma- 
yor espesor,  en  el  supuesto  de  que  se  necesitase  hacer  uso  de  eüa. 

Dirigida  la  demanda  al  objeto  de  que  se  condenase  al  demandado  á 
contribuir  con  el  demandante,  en  proporción  al  deredio  de  cada  uno  en  la 
medianería,  á  los  gastos  de  las  obras  de  refuerzo  y  consolidación,  y  en  su 
caso  reedificación  que  fuese  preciso  realizar  cuando  el  últtmo  construyera 
el  segundo  piso  de  su  casa,  al  desestimar  dicha  demanda  la  Audiencia  ha 
cometido  las  infracciones  alegadas  en  los  motivos  L^  y  3,^  del  recurso^ 
porque  si,  por  consecuencia  de  la  obra  del  recurt  ido  al  reconstruir  su  casa 
aprovechándose  de  la  consistencia  de  la  medianería,  no  puede  hoy  el  re- 
currente realizar  el  levantomúnto  de  la  suya  en  iguales  condiciones,  es 
evidente  que  no  son  imputables  sólo  á  éste  los  gastos  r^eridos,  m  exacto 
que  redunden  exclusivamente  en  su  btneficio,  puesto  que  ambos  se  aprove^ 
chan  de  la  mayor  elevación  de  sus  respectivas  casas,  exigiendo  consiguien- 
temente los  derechos  reconocidos  á  los  medianeros  en  los  expresados  ar- 
iículos  el  que  por  los  dos  liiiganies  setvjra'guen  tales  gastos,  s*n  que,  esto 
sentado,  sea  necesario  ocuparse  de  la  mayor  ó  menor  pertinencia  de  la  tn- 
fracción  del  segundo  motivo. 
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'rtícuto  578,  Los  demás  propietarios  que  no  hayan 
contribuido  á  dar  más  elevación,  profundidad  ó  espesor 
á  la  pared,  podrán,  sin  embargo,  adquirir  en  ella  los  derechos 
de  medianería,  pagando  proporcionalmente  el  importe  de  la 
obra  y  la  mitad  del  valor  del  terreno  sobre  el  que  se  le  hubie- 
se dado  mayor  espesor. 


Sentencia  de  6  de  Junio  de  \W2.'-( Servidumbre  de  vistas), — Véa- 
se el  art.  582.  ^ 

\ 

SeBleada  de  22  de  Noviembre  de  IBBB.  — (Servidumbre  de  media- 
nería).— Véase  el  art.  577. 


«Frtícülo  579.  Cada  propietario  de  una  pared  mediane 
.^T  ra  podrá  usar  de  ella  en  proporción  al  derecho  que  ten- 
ga en  la  mancomunidad;  podrá,  por  lo  tanto,  edificar  apoyan • 
do  su  obra  en  la  pared  medianera,  ó  introduciendo  vigas  has- 
ta la  mitad  de  su  espesor,  pero  sin  impedir  el  uso  común  y 
respectivo  de  los  demás  medianeros. 

Para  usar  el  medianero  de  este  derecho,  ha  de  obtener  pre- 
viamente el  consentimiento  de  los  demás  interesados  en  la 
medianería;  y,  si  no  lo  obtuviere,  se  fijarán  por  peritos  las 
condiciones  necesarias  para  que  la  nueva  obra  no  perjudique 
á  los  derechos  de  acjuéllos. 

Sentencia  de  8  de  Noviembre  de  1895. — (Servidumbre  de  metüane- 
ría). — Véase  el  art.  572. 

Sentencia  de  22  de  Noviembre  de  \B9B.  --(Servidumbre  de  media- 
nería).— Véase  el  art.  577. 
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Servidumbre  de  medianería. 

(Artículos  571  al  579.) 

Sin  duda  por  la  idea  de  qae  los  muros  divisorios  de  edificios 
contiguos  prestan  recíproca  utilidad  á  los  dos  fundos  urbanos, 
sirviéndoles  de  plano  vertical  de  cerramiento  y  sustentación,  es 
por  lo  que  se  ha  filiado  como  servidumbre  un  estado  de  hecho 
que  ofrece  más, puntos  de  contacto  con  la  comunidad. 

Rige  en  esta  institución  primordialmente  el  título.  Por  él  pue- 
de establecerse  ó  negarse  la  mancomunidad  de  la  pared  di- 
visoria.! 

£n  defecto  de  título,  el  Código  establece  la  presunción  de  la 
servidumbre  mientras  un  signo  exterior  ó  una  prueba  en  contra- 
río en  equivalencia  del  título  no  demuestre  la  propiedad  indivi- 
dual del  muro,  ó  determine  esta  misma  presunción. 

Ahora  bien,  se  presume  existente  la  servidumbre,  ó  sea  la 
mancomunidad  del  muro  intermedio: 

a)  En  las  paredes  divisorias  de  edificios  contiguos  hasta  el 
punto  común  de  elevación. 

b)  £n  los  muros  que  separan  jardines  ó  corrales  sitos  en  po- 
blado ó  en  el  campo;  y 

c)  En  las  cercas,  vallados  y  setos  vivos  que  dividen  los  pre- 
dios rústicos. 

Se  presume  no  existente  la  servidumbre  de  medianería,  y  por 
tanto,  que  la  pared  divisoria  pertenece  exclusivamente  al  pro- 
pietario que  ostente  á  su  favor  la  presunción  derívada  del  signo 
exterior: 

a)  Cuando  en  las  paredes  divisorias  haya  huecos  ó  ventanas 
abiertas. 

b)  Cuando  el  muro  ó  pared  divisoria  esté  por  un  lado  recto  y 
á  plomo  en  todo  su  paramento,  y  1  or  el  otro  presente  lo  mismo 
en  su  parte  superior,  teniendo  en  la  inferior  relex  ó  retallos,  es 
decir,  escarpe  ó  disminución  de  una  pared  hacia  arriba. 

c)  Cuando  aparezca  construida  toda  la  pared  en  terreno  de 
una  de  las  fincas. 

d)  Cuando  sufra  la  carga  de  carreras,  pisos  y  armaduras  de 
una  sola  de  las  fincas. 

e)  Cuando  la  pared  divisoria  entre  patios,  jardines  y  hereda- 
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des  esté  construida  de  modo  que  la  albardiila  vierta  hacia  uaa  de 
las  pro[$iedades. 

f)  Cuando  la  pared  divisoria,  construida  de  manipostería,  pre- 
sente piedras  llamadas  pasaderas,  que  de  distancia  en  distancia 
salgan  fuera  de  la  superñcie  sólo  por  un  lado  y  no  por  el  otro. 

g)  Cuando  las  heredades  contiguas  á  otras  defendidas  por  se- 
tos vivos  ó  vallados  no  se  hallen  cerradas. 

Tales  son  los  fundamentos  cardinales  de  la  servidumbre  de 
medianería. 

Como  es  visto»  esta  servidumbre  ofrece  dos  modalidades,  se* 
gán  la  cualidad  de  los  fundos  en  los  que  se  ejercita.  O  el  muro 
medianero  cierra,  separa  y  sostiene  fundos  urbanos,  casas,  alma- 
cenes, 6  otra  cualquiera  especie  del  género  ediñcación,  ó  se  trata 
de  predios  rústicos  separados  por  paredes  de  ladrillo  ó  mampos- 
tería,  y  aun  simplemente  por  vallados  ó  setos  vivos. 

A  las  alturas  del  Tribunal  Supremo  no  ha  llegado  ningún  li- 
tigio de  servidumbre  campesina;  los  dos  que  vamos  á  registrar 
versaron  sobre  servidumbre  de  medianería  urbana. 

El  primero  de  ellos,  resuelto  por  la  Sentencia  de  8  de  Noviem- 
bre de  i8gs,  versó  sobre  los  siguientes  hechos. 

£1  dueño  de  una  casa  contigua  á  otra  perteneciente  á  dos 
propietarios,  procedió  á  la  demolición  de  la  suya  (previa  notifica- 
ción á  uno  solo  de  los  dueños  colindantes),  en  cumplimiento  de 
un  decreto  municipal  ordenando  el  derribo  por  ruina  inminente. 
Al  practicarse  la  demolición,  se  derribó  parte  de  la  pared  media- 
nera, suspendiéndose  dicho  derribo  al  observarse  señales  de  peli- 
gro, por  cuyo  motivo  quedaron  los  pisos  altos  al  descubierto,  y 
en  mal  estado  el  trozo  de  medianería  que  permaneció  en  pie. 

En  está  situación  las  cosas,  el  dueño  no  notificado,  entabló  de- 
manda pidiendo  la  reconstrucción  de  la  medianería  á  costa  del 
que  la  había  mandado  demoler  más  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios. 

Vino  á  recaer  la  parte  fundamental  del  litigio  en  si  debía  re- 
putarse mancomunada  la  pared  divisoria  de  las  dos  fincas;  y  pa- 
rece desprenderse  del  relato  confusísimo  que  de  los  hechos  ofre- 
ce la  sentencia,  que  la  parte  de  cerramiento  propiamente  dicha 
de  la  casa  de  la  demandante  no  estaba  gravada  con  servidumbre, 
correspondiéndole,  por  tanto,  la  totalidad  del  muro  divisorio, 
si  bien  era  mancomunada  el  resto  de  la  medianería.  Apreciados 
estos  datos  en  relación  con  los  expresados  por  los  litigantes 
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en  sus  alegaciones  escritas  durante  el  período  de  discusión  de  pri- 
mera instaDcia,  resulta:  que  entre  las  dos  casos  mediaba  un  pa- 
tio; que  en  la  pared  divisoria  de  este  patio  había  ventanas  ó  hue- 
cos, los  cuales  fueron  apreciados  como  signos  contrarios  á  la 
servidumbre  de  medianería,  y  que  la  parte  de  muro  divisorio 
correspondiente  á  este  patio,  en  todo  su  paramento,  ó  sea  desde 
el  suelo  hasta  el  tejado  fué  lo  que  la  Audiencia  apreció  como  in- 
dividual y  libre  de  servidumbre  y  el  resto  del  muro  divisorio» 
como  mancomunado.  Caso  por  cierto  rarísimo,  y  que  por  su  sola 
exposición  despierta  dudas  muy  fundadas.  » 

Algo  enigmático  aparece  el  dato  de  si  la  demolición  compren- 
dió en  su  principio,  tanto  la  pared  mancomunada  como  la  indi- 
vidual; pero  ello  es  lo  cierto  que  en  el  recurso  de  casación  la 
parte  recurrente  alegó  la  infracción  de  los  artículos  572  y  573 
por  haberse  supuesto  mancomunada  una  medianería  en  la  que 
existían  signos  contrarios  á  la  servidumbre,  como  eran  las  ven- 
tanas correspondientes  con  exclusividad  á  la  finca  de  la  deman- 
dada. Aquí  reside  la  cuestión  y  hay  que  confesar  con  dolor  que 
los  Considerandos  de  la  sentencia  del  Supremo  «on  una  logoma- 
quia, y  que  para  extraer  de  ella  algo  de  sustancia  jurídica  se  nece- 
sita la  fuerza  de  cien  prensas. 

Dícese  en  el  segundo  Considerando  que  no  se  han  infringido 
los  artículos  572  y  573  porque  no  se  ha  desconocido  la  virtuali- 
dad de  dichos  textos  legales,  ni  se  ha  negado  que  la  parte  pro- 
piamente dicha  de  cerramiento  de  la  finca  de  la  recurrente  fuese 
de  su  exclusiva  pertenencia  y  el  resto  del  muro  divisorio,  man- 
comunado, pero  que  la  absolución  de  la  demanda  estuvo  bieo 
decretada  porque  se  apoyó  ó  fundó  en  el  estado  ruinoso  de  las 
dos  fincas  y  en  el  mandato  de  la  autoridad  local  que  ordenó  el 
derribo  de  la  casa  del  recurrido.  Si  no  son  estas  las  palabras,  son 
por  lo  menos  los  conceptos,  y  tanto  monta. 

Aunque  la  autoridad  municipal  hubiese  gubernativamente  de- 
cretado el  derribo  de  las  dos  casas,  á  cada  dueño  le  correspondía 
demoler  la  suya,  y  si  entre  las  dos  mediaba  un  muro  divisorio 
que  en  la  parte  propiamente  dicha  de  cerramiento  de  una  de  las 
fincas  no  era  de  mancomún,  si  no  individual.  ^No  se  cometía  ana 
verdadera  transgresión  del  derecho  de  propiedad  demoliendo  un 
muro  de  dominio  ajeno?  Pero  esta  es  cuestión  subsidiaría. 

La  duda  fundamental  descansa  en  la  solución  que  debe  darse 
al  caso  curioso  de  derecho  que  la  sentencia  presenta. 
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EL  muro  divisorio  de  las  dos  fincas  sostenía  carreras  y  pisos 
de  la  casa  del  demandado  ó  sea  la  demolida,  signo  favorable  á 
la  servidumbre  de  medianería  según  se  deduce  discurriendo  á  can- 
irario  sínsu  át\  ví\ym.  ^.^  át\  art.  573,  y  al  mismo  tiempo  en  la 
parte  correspondiente  al  patio  presentaba  ventanas  y  huecos, 
signos  opuestos  á  la  mancomunidad  del  muro  medianero.  Dá< 
banse  en  la  misma  pared  los  dos  signos,  el  favorable  y  el  con- 
trarío. ^Autoriza  esta  circunstancia,  esta  concurrencia  de  signos 
generadores  de  presunciones  opuestas,  para  decretar  que  una 
misma  pared  medianera  es  mancomunada  en  cierto  trozo  y  de 
propiedad  exclusiva  en  el  restante?  Este  era  el  problema  princi- 
pal: de  su  solución  habría  dependido  el  subsidiario;  es  á  saber:  el 
de  si  la  demolición  del  muro  divisorio  fué  lícita  ó  ilícita;  si  de 
dicho  hecho  se  deducía  ó  no  responsabilidad  de  daños  y  per  - 
juicios. 

Que  el  Supremo  Tribunal  vislumbró  el  problema  ¿qué  duda 
cabe?  Pero  puede  caber  menos  de  que  no  osó  turbar  tan  plácida 
virginidad. 

Por  eso  la  sentencia  se  pierde  en  un  laberinto  de  palabras 
que  no  llegan  á  formar  concepto,  ni  mucho  menos  razón  encami- 
nada á  justificar  el  no  ha  lugar  con  que  se  selló  la  se^ltura  del 
pleito. 

Esto  sentado  y  puesto  que  realizamos  un  trabajo  de  crítica, 
extendámosla  de  la  sentencia  al  campo  constituyente. 

¿Es  factible  que  el  muro  divisorio  de  dos  fincas  sea  al  mismo 
tiem|>o,  en  distintos  trozos,  mancomunado  é  individual? 

Pensamos  que  no.  La  pared  es  un  compuesto  de  materiales 
que  por  la  mezcla  de  sustancias  adherentes,  se  consolida  y  forma 
una  unidad.  El  servicio  de  cerramiento  y  sustentación  lo  presta 
como  tal  unidad  y  si  por  lo  que  afecta  al  punto  común  de  eleva- 
ción, es  factible  que  un  mismo  muro  sea  medianero  y  no  lo  sea, 
no  debe  olvidarse  que  esta  situación  especial  no  afecta  ni  que- 
branta el  principio  de  unidad  que  se  desprende  de  la  sustancia 
délos  artículos  572  y  573,  porque  presumiéndose  la  pared  man- 
comunada hasta  el  punto  común  de  elevación,  esta  presunción 
no  merma  los  derechos  de  los  dueños  colindantes  para  elevar  sus 
casas  tomando  como  base  para  el  apoyo  de  las  mismas  en  sus 
pisos  y  carreras,  la  pared  divisoria.  Lo  que  no  se  concibe  dentro 
de  un  buen  criterio  jurídico,  es  que  en  el  plano  de  contacto  y  por 
tanto  antes  de  alcanzar  el  punto  común  de  elevación,  el  muro 
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divisorio  pueda  ser  por  el  influjo  de  signos  contrarios  indirídoal 
y  mancomunado.  Las  relaciones  tan  insuficientemente  definidas 
y  reguladas  por  los  artículos  573  á  575  entre  dueños  de  fincas 
contiguas,  serían  punto  menos  que  imposibles. 

£1  problema  en  nuestro  sentir  se  aprecia  con  toda  exactitud 
planteándolo  en  la  siguiente  forma.  La  existencia  en  un  muro 
medianero  de  dos  signos  opuestos,  uno  favorable  á  la  presunción 
de  mancomunidad  y  otro  contrarío  ^significa  que  en  la  propor- 
ción correspondiente  á  la  extensión  horizontal  de  los  signos  ó 
en  el  espacio  comprendido  entre  uno  y  otro  (dos  ó  tres  huecos) 
la  pared  es  de  propiedad  particular  y  en  el  resto,  recíprocamente 
gravada  con  la  servidumbre  de  medianería? 

Juzgando  este  problema,  sin  otra  pretensión  que  la  dd 
acierto,  creemos  que  cuando  en  un  muro  divisorio  de  dos  ca- 
sas se  encuentran  signos  favorables  á  la  presunción  de  man- 
comunidad y  signos  opuestos,  v.  gr.,  huecos  ó  ventanas,  y  ca- 
rreras y  pisos  apoyados  en  la  pared  medianera,  debe  entenderse 
que  una  presunción  anula  á  la  otra  porque  en  lógica  pesa  tanto 
como  en  dinámica  el  principio  de  que  fuerzas  iguales  y  contra- 
rias se  destruyen.  Hablando  con  rigurosa  exactitud:  la  presunt 
ción  afirinativa  es  la  regla,  las  presunciones  negativas  constituyen 
las  excepciones;  ó  en  otros  términos,  el  art.  572  tiene  un  carácter 
universa],  por  cuanto  sin  otras  exclusiones  qne  el  título,  sigao 
exterior  (presunción  negativa)  ó  prueba  en  contrario,  reputa  exis- 
tente la  servidumbre  de  medianería  en  las  paredes  divisorias  de 
los  edificios  contiguos  hasta  el  punto  común  de  elevación,  en  las 
paredes  divisorias  de  los  jardines  ó  corrales  sitos  en  poblado  ó 
en  el  campo,  y  en  las  cercas,  vallados  y  setos  vivos  que  dividen 
los  predios  rústicos.  Si,  pues,  esta  es  la  ley  constitucional,  por 
decirlo  así,  de  la  servidumbre  de  medianería,  es  llano  que  cuando 
obren, en  sentido  inverso,  de  un  lado  la  fuerza  de  presunción  de  uo 
signo  visible  cual  las  ventanas,  indicadores  de  la  individualidad 
posesoria  de  la  pared  medianera,  y  de  otro  el  signo  revelador  déla 
mancomunidad,  cual  el  apoyo  de  pisos,  carreras  y  armaduras, 
habrá  de  regir  la  ley  constitucional,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  el 
principio  básico  contenido  en  el  art  572.  Haciendo  aplicación 
de  la  anterior  doctrina  al  caso  del  pleito,  resulta  exactísima  J 
acomodada  á  ley  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  que  estudia- 
mos, aunque  no  por  la  justificación  que  le  presten  los  fundamen- 
tos de  aquélla,  sino  por  las  razones  que  dejamos  expuestas. 

•  •  • 
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Senifneia  de  23  de  Nmiembre  d¿  iSgS. — Tratábase  en  este  li- 
tigio de  medianería  mancomunad  a.  El  dueño  de  una  de  las  casas 
contiguas  derribó  éata  reediñcándola  con  cuatro  pisos  en  vez  de 
.  tresi  que  fué  lo  pactado  con  el  dueño  de  la  otra  casa.  Este  á  su 
vez  trató  d€  levantar  un  piso  á  su  ñnca,  mas  como  de  informe 
pericial  resultase  que  eran  precisas  obras  de  consolidación  y  re- 
fuerzo en  la  medianería,  y  el  dueño  colindante  esquivase  con- 
tribuir proporcionalmeote  á  dichos  gastos,  promovióse  pleito 
que  el  Tribunal  Supremo  falló  en  deñnitiva  sosteniendo  la  ver- 
dadera doctrina  de  str  ¿-m/armc  con  ti  untido  y  upiritu  de  iús 
ariículos  $^/  y  SjS  del  C0digú  civil ^  supuista  la  igualdad  de  d^re* 
ch&s  de  hs  midianervs^  el  ftie  cuandú  uno  de  ellús  eleva  la  pared 
medianera  para  alzar  su  casa,  pueda  el  oiro  hacer  h  misma  en  la 
parid  elevada^  pa ganda  ambos  los  gastos  di  consalidacíén  ó  eoms- 
íruecién  que  sean  precisos  y  en  la  proporción  determinada  por  la  ley. 

Nada  hay  que  oponer  á  esta  doctrina.  Parece  nos  exactísima 
é  inspirada  en  un  alto  espíritu  de  equidad > 
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Seeeién  qointa. 

De  la  servidumbre  de  luces  y  vistas. 


[rtígulo  582.  No  se  puede  abrir  ventanas  con  vistas 
rectas,  ni  balcones  ú  otros  voladizos  semejantes,  sobre 
la  finca  del  vecino,  si  no  hay  dos  metros  de  distancia  entre  la 
pared  en  que  se  construyan  y  dicha  propiedad. 

Tampoco  pueden  tenerse  vistas  de  costado  ú  oblicuas  so- 
bre la  misma  propiedad,  si  no  hay  60  centímetros  de  dis- 
tancia. 

Sentencia  de  6  de  Junie  de  \t%2.— Servidumbre  de  vistas, 

HECHOS 

A)  Antecedentes  y  demanda.  —A  vendió  á  B  una  casa  lindante 
con  otra,  propiedad  de  C,  haciéndose  constar  en  la  escritura  que 
dicha  casa  se  hallaba  exenta  de  toda  carga  y  gravamen.  Clevantó 
su  casa  unos  cinco  metros  sobre  el  nivel  de  la  de  B^  y  construyó 
una  azotea  ó  terrado,  mirador  con  barandilla  de  antepecho,  de 
un  metro  de  altura,  en  la  rasante  exterior  de  la  pared  edificada 
sobre  la  medianería  de  ambos  predios. 

Relacionando  estos  hechos  y  ejercitando  la  acción  negatoría 
de  servidumbre,  B  formuló  demanda  contra  C,  alegando:  que  no 
se  podían  abrir  ventanas  con  vistas  rectas,  balcones  ú  otros  vola- 
dizos semejantes  sobre  la  ñnca  del  vecino  si  no  mediaban  dos 
metros  de  distancia  entre  la  pared  en  que  se  construyeran  y  dicha 
propiedad,  ni  tampoco  podían  tenerse  vistas  oblicuas  sobre  la 
misma  propiedad  si  no  había  60  centímetros  de  distancia  y  que 
las  azoteas  ó  terrados  miradores  servían,  entre  otras  cosas,  7 
principalmente  para  ejercer  la  servidumbre  de  vistas  sobre  los 
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predios  contiguos;  por  todo  lo  cual,  suplicó  se  condenase  á  Cá 
levantar  ó  retirar  dos  metros  contados  desde  la  línea  exterior  de 
la  pared  la  barandilla  ó  antepecho  de  la  azotea  ó  mirador  recien- 
temente construido  con  expresa  condena  de  costas. 

BJ  Contestación, — Opúsose  la  parte  demandada  razonando: 
que  era  cierto  había  levantado  su  finca  unos  cinco  metros,  pero 
que  la  había  cubierto  con  tejado,  y  que  la  barandilla  establecida 
para  mayor  seguridad,  según  costumbre,  era  continuación  de  la 
pared  medianera  que  separaba  ambos  predios;  que  no  había 
abierto  en  la  pared  medianera  hueco  ninguno,  ni  la  había  hecho 
volar  sobre  el  área  del  vecino,  ni  intentado  constituir  servidum- 
bre, sino  simplemente  dar  segundad  á  los  que  subiesen  al  tejado; 
y  finalmente,  que  todo  propietario  podía  alzar  la  pared  mediane- 
ra á  sus  expensas  é  indemnizando  los  perjuicios  sin  perjuicio  de 
la  facultad  del  dueño  del  predio  contiguo  que  no  hubiese  contri- 
buido á  dar  mayor  elevación  ó  espesor  de  adquirir  los  derechos 
de  medianería,  pagando  proporcionalmente  el  importe  de  la  obra. 

C)  Sentencia,  —La  de  segunda  instancia  fué  revocatoria  de  la 
de  primera,  y  por  ella  se  declaró  haber  lugar  á  la  demanda  en  to- 
das sus  partes. 

D)  Recurso, —ho  interpuso  C  demandando,  alegando  como 
infringidos. 

I.®  El  ¿ir/.  5<?2  del  Código  civil  por  interpretación  indebida, 
puesto  que  levantar  un  metro  la  medianería,  de  forma  que  pudie- 
se servir  de  antepecho  al  terrado  de  la  casa  del  demandado,  no 
era  ni  abrir  ventanas,  ni  constniir  voladizo  de  ninguna  especie. 

2,^  Los  artículos  ^77  y  57^  del  mismo  Código,  puesto  que  sien- 
do un  derecho  del  demandado  poder  levantar  la  pared  mediane- 
ra, no  podía  ganar  la  servidumbre  de  vista  aunque  lo  intentase, 
que  tampoco  lo  había  pretendido,  puesto  que  sólo  había  usado  de 
su  derecho. 

3.**  El  art.SJO  también  del  Código  civil,  toda  vez  que  no  hay 
ley  que  establezca  la  servidumbre  de  vistas  en  las  circunstancias 
del  hecho  de  autos. 

4.**  Los  artículos  348  y  3'íO  del  citado  Código  en  cuanto  consa- 
gran la  libertad  de  la  propiedad;  y 

5  **  El  art.  JS9  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  sobre  con- 
gruencia de  las  sentencias. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar,  á  virtud  de  la 
siguiente 
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DOCTRINA 

Om  Objeto  de  impedir  la  impeeeión  del  fundo  inmediato  ajeno  ^  diepo^ 
ne  el  art,  582  del  Código  civil  que  no  pueden  abrir$e  oentana$  con  vidas 
rectas^  ni  baleone$  ú  otros  voladizos  iemejantes  sobre  la  finca  del  vecino 
si  no  hay  dos  metros  de  distancia  entre  la  pared  en  que  se  construyan  y 
didta  propiedad^  y  que  tampoco  puedan  tenerse  vistas  de  costado  ú  obU- 
cuas  si  no  hay  60  centímetros  de  distancia. 

Este  precepto  legal^  en  el  que  al  prohibirse  lo  menos  se  prohibe  lo 
máSy  l^os  de  aplicarse  indebidamente ^  como  se  supone  en  el  motivo  i.** 
del  recursoj  lo  está  con  acierto  en  la  sentencia,  toda  vez  que  la  casa  del 
demandado  de  igual  modo  que  pudiera  serlo  desde  un  balcón,  se  domina 
y  registra  fácilmente  desde  la  barandilla  construida  por  los  recurrentes 
en  su  terrado  ó  azotea^  que  por  su  extensión  y  por  la  altura  que  tiene  di- 
día  barandilla  equivale  á  un  balcón  de  grandes  dimensiones^  por  lo  cual 
está  comprendida  en  la  prohibición  de  la  ley. 

Son  inaplicables  al  caso  del  pleito,  y  no  han  podido  ii^fringirse,  los 
artículos  del  mismo  Código  citados  en  los  motivos  2.^y  3.^  y  4.^y  ya  por- 
q%te  el  derecho  de  altar  la  pared  medianera  de  que  hablan  los  artículos 
577  y  578  no  obsta  al  ejercicio  del  deredio^  que  también  corresponde  al 
recurrido  como  á  todo  propietario,  para  oponerse  desde  luego  á  lo  cons- 
truido por  los  recurrentes  en  la  forma  en  que  lo  han  Atfcfco,  ya  porque  el 
art.  530  se  circunscribe  á  d^nir  la  servidumbre,  ya  porque  para  alegar 
como  vulnerados  el  348  y  el  350  se  parte  del  supuesto  de  que  lo  ordena- 
do en  el  582  no  es  una  limitación  establecida  por  la  ley. 

No  existe  la  incongruencia  á  que  se  refiere  el  motivo  5.^,  pues  si  bien 
en  la  demanda  se  pretendió  que  se  declarase  que  la  casa  objeto  de  discu> 
sión  no  debía  servidumbre  de  vistas  á  la  de  los  demandados,  y  que  sí 
condenara  á  éstos  á  levantar  ó  retirar  dos  metros  contados  desde  la  Unes 
exterior  de  la  pared,  la  barandilla  ó  antepwho  de  la  asolea^  la  senten- 
cia, al  declarar  explícitamente  que  no  se  debe,  en  efecto,  aquella  serm- 
dmnbre,  resuelve  la  cuestión  fundamental  del  pleito,  y  al  condenar  á  los 
recurrentes  á  que  hagan  desaparecer  la  barandilla,  reconoce  la  libertad 
que  tienen  para  derribarla,  levantarla  ó  retirarla,  según  estimen  cense- 
niente,  siendo  éste  el  objeto  de  que  se  reserven  expresamente  á  los  litigan- 
tes los  derechos  que  les  correspondan. 
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De  la  servidumbre  de  luces  y  vistas. 


Desenvuelto  en  anteriores  estudios  cuanto  se  relaciona  con  la 
naturaleza  jurídica  de  este  gravairen  y  con  su  forma  de  adquisi- 
ción y  extinción,  réstanos  examinarle,  no  ya  con  el  carácter  de 
libertad  ó  voluntariedad  con  que  la  prescripción  ó  el  pacto  lo  im- 
ponen, sino  en  su  esfera  necesaria,  como  servidumbre  forzosa  ó 
legal,  en  una  palabra,  como  reglamentación  de  las  distancias  que 
para  no  privar  la  luz  del  cielo  ó  para  impedir  la  inspección  del 
fundo  de  ajena  pertenencia,  deben  mediar  entre  las  construccio- 
nes. Si  el  sistema  de  edificación  siguiese  siendo  el  romano,  es 
decir,  cuerpos  geométricos  completamente  aislados,  la  ley  no  ha- 
bría tenido  que  reglamentar  sino  la  distancia  entre  unas  casas  y 
otras;  pero  como  quiera  que  las  construcciones  se  levantan  conti- 
guas y  una  misma  pared  sirve  frecuentemente  de  muro  de  susten- 
tación, cerramiento  y  división  á  dos  fincas,  el  Código  ha  tenido 
asimismo  que  regular  las  facultades  de  los  dueño?  para  abrir  hue- 
cos y  ventanas  en  dichas  paredes  divisorias. 

El  principio  básico  es  el  de  que  ningún  medianero  puede  sin 
el  consentitaiento  del  otro  abrir  en  pared  medianera  ventana  ó 
hueco  alguno. 

Si  el  muro  divisorio  es  no  medianero,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
de  propiedad  individual,  el  propietario  puede  abrir  en  su  pared 
huecos  y  ventanas  de  30  centímetros  en  cuadro  á  la  altura  de  las 
carreras,  y  por  tanto,  inmediato  á  los  techos,  aunque  para  impe- 
dir la  inspección  del  fundo  deben  tener  reja  de  hierro  remetida  en 
la  pared  y  red  de  alambre.  Esta  facultad  del  propietario  no  obsta 
á  que  el  dueño  del  fundo  contiguo  pueda,  si  adquiere  la  mediane- 
ría,  cerrar  los  huecos  y  en  todo  caso,  cubrirlos  levantando  la 
pared  contigua  ó  edificando  en  su  terreno. 

No  hay  que  decir  que  esta  prerrogativa  de  los  dueños  no  pue- 
de llamarse  servidumbre,  puesto  que  no  impone  ninguna  restric- 
ción al  fundo  contiguo,  y  no  es  sino  una  de  las  manifestacio- 
nes del  libre  uso  de  la  propiedad. 

Donde  la  reglamentación  de  la  distancia  alcanza  los  caracteres 
de  una  verdadera  servidumbre,  es  en  el  art.  582,  por  el  cual  se  de* 
termina  que  cno  se  podrán  abrir  ventanas  con  vistas  rectas,  ni 
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balcones  ú  otros  voladizos  semejantes  sobre  la  finca  del  vecino 
si  no  hay  dos  metros  de  distancia  entre  la  pared  en  que  se  cons- 
truyan y  dicha  propiedad.  Igual  limitación  se  establece  respecto 
de  las  vistas  oblicuas,  aunque  el  espacio  intermedio  se  reduce  en- 
tonces á  6o  centímetros. 

Suponiendo  las  ventanas  la  previa  existencia  de  un  edificio,  es 
llano  que  la  aplicación  del  artículo  se  impone  cuando  se  trate  de 
levantar  una  nueva  construcción,  v  siempre,  claro  está,  que  las 
Ventanas,  miradores  ó  voladizos  hayan  sido  abiertos  con  perfec- 
to derecho.  £xcluye,  pues,  este  supuesto  el  previsto  en  el  art.  581, 
basado  sobre  el  hecho  de  la  contigüidad,  y  revela  que  teniendo 
por  fin  primordial  el  art  582  evitar  la  inspección  del  fundo  ajeno, 
más  que  una  servidumbre  de  luz  regula  una  servidumbre  necesa- 
ria ó  forzosa  de  distancia.  Por  esto  algunos  autores  de  Arquitec- 
tura legal  han  considerado  factible  en  estos  casos  k  elevación  de 
un  muro  entre  las  fincas  espaciadas. 

Finalmente,  cuando  por  cualquier  título,  contrato,  testamen- 
to, prescripción,  se  hubiese  adquirido  el  derecho  de  tener  vistas 
dii^ectas,  balcones  ó  miradores  sobre  la  propiedad  colindante,  el 
dueño  de  ésta  (fundo  sirviente)  no  podrá  edificar  sino  á  tres  me- 
tros de  distancia. 

m  m  m 

Una  sola  sentencia  tenemos  que  registrar:  la  de  6  de  Junia 
de  i8g2. 

En  la  rasante  exterior  de  la  pared  edificada  sobre  la  mediane- 
ría de  dos  casas  contiguas,  el  dueño  de  una  de  ellas,  después  de 
elevar  su  finca  cinco  metros  más  que  la  colindante,  y  de  cubrirla 
con  un  tejado,  construyó  una  barandilla  metálica,  que  al  mismo 
tiempo  que  prestaba  seguridad  á  los  que  tuviesen  que  subir  al  te- 
jado, permitía  aproximarse  al  borde  del  mismo  é  inspeccionar  el 
fundo  vecinp.  £1  dueño  de  éste,  ejercitando  la  acción  negatoria 
de  servidumí^re,  y  fundándose  en  el  art.  582,  solicitó  se  retirase 
la  barandilla  dos  metros  más  hacia  dentro. 

La  cuestión  legal  versó  sobre  si,  por  razón  de  analogía  y  dan- 
do por  sentado  que  el  propósito  del  dicho  artículo  es  impedirla 
inspección  del  fundo  ajeno,  debía  mantenerse  la  distancia  de  dos 
metros,  no  obstante  tratarse  de  fincas  no  espaciadas,  puesto  que 
sólo  las  separaba  una  pared  medianera. 

£1  Tribunal  Supremo  falló  el  litigio  con  acierto,  estimando  d 
caso  comprendido  en  el  art.  582.  ^ 
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Seooién  séptima. 

De  las  distancias  y  obras  intermedias  para  ciertas  construcciones 
y  plantaciones, 

^L  RTÍGüLO  590.  Nadie  podrá  construir  cerca  de  una  pa- 
,^f  red  ajena  ó  medianera  pozos,  cloacas,  acueductos,  hor- 
poa,  fraguas,  chimeneas,  establos,  depósitos  de  materias  co* 
rrosivas,  artefactos  que  se  muevan  por  el  vapor,  ó  fábricas 
que  por  si  mismas  ó  por  sus  productos  sean  peligrosas  ó  no- 
dvas,  sin  guardar  las  distancias  prescritas  por  los  reglamentos 
y  usos  del  lugar,  y  sin  ejecutar  las  obras  de  resguardo  nece- 
sarias, con  sujeción,  en  el  modo,  á  las  condiciones  que  los 
mbmos  reglamentos  prescriban.  A  falta  de  reglamento,  se  to- 
marán las  precauciones  que  se  juzguen  necesarias,  previo 
dictamen  pericial,  á  ñn  de  evitar  todo  dafto  á  las  heredades  ó 
edificios  vecinos  (1). 

Auto  de  12  de  Julio  de  í897.—£>tmc¡icsán  de  presa,— (VésLse   ar- 
tículo  413. 


(I)  Sentencia  del  Tribunal  Centencíoto  Admlnittratlve  de  16  de  Marzo 

de  1897. —  Consiruccianes  peligrosas. 

Hechos. — £1  cura  párroco  de  la  iglesia  de  San  Juan,  en  Velez-Málaga, 
reproduciendo  la  misma  petición  anteriormente  ya  hecha  y  desestimada,  in- 
teresó la  demolición  de  dos  hornos,  uno  de  cocer  pan  y  otro  para  dulces,  si- 
tos en  una  casa  contigua  á  la  iglesia,  exponiendo  el  riesgo  de  incendio  y  el 
deterioro  de  retablos  y  efigies  por  la  invasión  de  los  humos. 

Reconocidos  los  hornos  por  la  Comisión  de  policía  urbana,  resultó  que  el 
dé  cocer  pan  estaba  ocho  metros  del  muro  más  cercano  á  la  iglesia,  y  el  de 
dulces  era  como  las  hornillas  ordinarias. 

Desestimada  la  pretensión  del  párroco  y  apelado  el  acuerdo  del  Ayunta- 
miento, el  arquitecto  provincial  informó  que  los  hornos  se  habían  construido 
sin  permiso  de  la  autoridad  competente  y  sin  las  precauciones,  constituyendo 
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CAPÍTULO  III 

DE  LAS  SERVIDUMBRIS  VOLUNTARIAS 

*MKktíoülo  603.  El  duefio  de  terrenos  gravados  con  la  ser- 
^T  vidumbre  de  pastos  podrá  redimir  esta  carga  mediante 
el  pago  de  su  valor  á  los  que  tengan  derecho  á  la  servi- 
dumbre. 

A  &lta  de  convenio,  se  fijará  el  capital  para  la  redendóa 
sobre  la  base  del  4  por  100  dd  valor  anual  de  los  pastos»  ft- 
guiado  por  tasación  pericial. 

Sentencia  de  11  de  Noviembre  de  1892.— (Véase  el  art.  535.) 


un  indiscutible  peligro  de  incendio,  por  todo  lo  cual  el  Gobernador  rtfocó 
el  acuerdo  apelado  y  ordenó  la  demolicidn  de  los  hornos. 

Contra  el  acuerdo  gubernativo  formuló  demanda  contendoso-administra- 
ti  va  en  primera  instancia  el  propietario  de  la  cassi,  relacionando  los  hechos 
que  anteceden  y  fundándose  en  el  art  590  del  Código  dvil,  386  de  las  Orde- 
nanzas Municipales  de  Madrid,  y  Reales  órdenes  de  1 6  de  Enero  de  1S73  y 
i.^  de  Junio  de  1876. 

Opuesto  el  Fiscal  y  practicada  prueba,  resultó  de  la  pericial  que  no  ens- 
tía  peligro  de  incendio  ni  los  humos  podían  entrar  en  el  templo,  salvo  el  caso 
extraordinario  de  una  corriente  de  aire  en  determinada  dirección. 

Sentenciado  el  pleito  con  revocación  del  acuerdo  gubernativo,  y  apelado 
por  el  fiscal,  el  Tribunal  Contencioso  coafirmó  la  sentencia,  manteniendo  eo 
un  todo  la  doctrina  del  Tribunal  inferior,  que  es  como  sigue: 

DOCTRINA 
Siendo  de  la  exeluiiva  competencia  de  loe  Ayuntamientoe  lo  relati- 
vo á  la  policía  urbana  y  rural,  sólo  á  elloe  correeponde  eetablecer  loe  n- 
quisUoe  que  deban  obeervarse  para  la  conetruceión  de  homoe  en  Uu  loca- 
lidades respeciivas,  y  no  exietiendo  en  Vélet  Málaga  Ordenansae  mimi- 
cipalee  ni  bandos  que  exijan  licencia  previa  para  tales  eonstrueeunm, 
éstas  deben  stUmstir,  aun  cuando  carezcan  del  indicado  requisito,  siewh 
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Seatencia  de  9  de  Abril  de  \%^%.^Ssrvidumbre  de  pastos. 
Redención. 

HECHOS 

A)  Antecedentes  y  demanda. — En  1896,  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Pamplona,  en  nombre  del  £stado,  vendió  á  Af  tres 
sotos  procedentes  de  propios,  en  los  cuales,  y  á  favor  de  N,  exis- 
tía el  derecho  de  pastura  para  300  cabezas  de  ganado  lanar.  Otor- 
gada la  venta,  M  formuló  demanda  contra  N,  pidiendo  se  decía* 
rase  tenía  derecho  á  redimir  la  servidumbre  de  pastos,  y  N  obli- 
gación de  aceptar  la  redención,  aduciendo  en  su  apoyo  el  art  603 
del  Código  civil  y  el  art.  12  del  mismo  Código,  porque  no  tra- 
tando el  derecho  foral  de  Navarra  ni  el  Romano  supletorio  de 
aquél,  del  modo  de  extinguirse  las  servidumbres,  debía  regir  el 
artículo  citado  603. 


jpre  qMe  estén  arreglada»  á  las  eoaíumbres  del  lugar  y  no  ofrezcan  peU* 
groe  para  las  heredadee  ó  edificioe  vecinos, 

Apreeiadae,  según  las  reglas  de  la  mna  erUica,  las  prueba»  practica* 
das  sn  elpleito^  asi  como  lo»  dato»  que  ofrece  el  expediente  administra- 
tivo, se  adquiere  la  convicdán  de  que  los  referido»  horno»  no  conetituyen 
peligro  alguno  próximo  ui  remoto  para  la  iglesia,  ni  eu»  humo»  pueden 
perjudicarla,  ya  »e  atienda  á  la  dütaneia  que  los  separa,  ya  á  lo»  muro» 
y  patio»  que  hay  interpuesto»,  como  lo  evidencia  el  plano  levantado  y  el 
informe  emitido  por  el  Arquitecto  durante  el  término  de  prueba  que  nom' 
braran  la»  partes,  cuyo  it^orme  priva  de  todo  valor  probatorio  al  del 
Arquitecto  provincial,  atendiendo  á  que  aquel  perita  reconoció  por  si  el 
emplazamiento  de  lo»  horno»  y  déla  igleeia,  lo  que  no  aparece  que  hicie- 
ra éste,  y  porque  el  informe  de  aquél  e»tá  conforme  con  el  dd  Maestro 
titular  de  obra»,  con  el  de  la  Comisión  del  Ayuntamiento  de  Vélez  Mála- 
ga, y,  finalmente,  con  la  prueba  testifical  que  se  ha  practicado. 

No  habiéndose  cometido  infracción  alguna  reglamentaria  en  la  cons- 
trucción de  lo»  referidos  hornos,  y  estando  como  están  edificados  con  las 
condiciones  necesarias  de  seguridad,  la  providencia  del  Gobernador  *ftan- 
dando  que  se  demolieran  no  puede  justificarse  ni  como  medida  de  policía, 
por  no  demandarla  el  interés  publico  ni  considerarla  precisa  el  Ayunta- 
miento, ni  tampoco  por  razón  alguna  de  justicia,  exigiendo  ésta,  por  el 
contrario,  que  se  revoque  dicha  providencia  como  atentatoria  para  el  de- 
re^  de  propiedad. 

No  habiéndose  produoido  ninguna  de  las  partes  con  notoria  temeri- 
dad, no  procede  condenar  especialmente  en  las  costas  á  ninguna  de  ellas^ 

29  •• 
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B)  Contestacián, — Se  opuso  la  parte  demandada^  alegando:  que 
el  art  lo  de  la  Constitación,  así  como,  los  7.**  y  8.**  de  la  ley  de 
15  de  Junio  de  1866,  habían  sido  tenidos  en  cuenta  por  el  legis- 
lador al  redactar  el  art  603  del  Código  civil,  por  lo  que  dicho 
artículo  se  refería  á  ñncas  gravadas  con  aprovechamiento  de 
pastos  á  favor  de  los  pueblos  ó  Corporaciones  cuyos  bienes  estu- 
viesen comprendidos  en  las  leyes  de  desamortización,  pero  no  á 
las  fincas  de  índole  particular;  porque  en  otro  caso  estaría  en  con- 
tradicción con  el  art  10  de  la  Constitución,  según  lo  demuestran 
los  artículos  600,  601  y  602  que  se  refieren  á  pastos  de  carácter 
comunal;  que  el  art.  603  no  es  ley  en  Navarra,  por  lo  dispuesto 
en  el  a.**  párrafo  del  art  12,  y  porque  introduciendo  una  novedad 


Real  decreto  de  27  de  Marzo  de  IBBJ.-^CoHseru^imetféJigTá^M. 

Hechos. — a)  Concedida  autorisacidn  en  1890  por  el  aynntamieñtode 
Málaga  á  una  compañía  de  luc  eléctrica,  para  instalar  en  determinado  Isgar 
Loi  aparatos  necesarios  para  sn  prodaccidn,  preseatd  ^demanda  en  el  Jiuga- 
do  pidiendo  se  condene  á  dicha  Compañía  á  qme  inmediatamente  desmonte 
y  traslade  la  fábrica  movida  por  vapor  para  la  producción  de  la  l«s  elfíctrica, 
á  que  desde  Inego  suspenda  su  íuncionamiento,  á  la  indemnisacidn  de  daños 
y  perjuicios  y  en  las  costas,  alegando  que  perjudicaba  al  vecindario. 

b)  Citado  y  emplasado  el  Director  gerente  de  la  Sociedad  demandada» 
acudid  al  gobernador  civil  de  la.provincia,  solicitándose  requiriese  de  inbibi- 
cidn  al  referido  Juxgado,  por  tratarse  de  una  concesión  administrativa  7  de 
un  servicio  de  carácter  público;  y  oída  la  ComisicSn  provincial,  que  aseguró 
tratarse  de  un  servicio  municipal,  contra  el  cual  pudo  recurrirse  en  alada 
ante  la  Superioridad,  sin  que  contra  el  acuerdo  de  la  concesión  pudiera  acn- 
dirse  á  los  Tribunales  de  Justicia,  de  conformidad  con  este  dictamen  se  acor- 
dó requerir  de  inhibición  al  Juzgado  para  que  dejase  de  conocer  en  este 
asunto,  por  ser  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Administración, 

c}  £1  Juzgado  requerido  confirió  traslado  al  Fiscal  de  la  Audiencia,  el 
cual  opinó  que  debía  el  Juzgado  acceder  al  requerimiento  de  inhibición  j 
efectivamente  inhibirse  de  estos  hechos  á  favor  de  la  Autoridad  administn^ 
tiva;  pero  oída  la  parte  demandante,  y  de  acuerdo  con  sus  rasonamientos,  se 
dictó  auto,  declarándose  competente  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta 
por  X^  é  indicando  en  apoyo  de  su  competencia  el  art  172  de  la  vigente  ley 
Municipal,  los  artículos  i.®  y  2.*  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1S8S,  y 
las  consideraciones  de  que  la  reclamación  de  perjuicios  que  comprendía  k. 
demanda,  y  el  emplazamiento  de  la  chimenea  y  calderas  en  la  misma  media- 
nería, constituyen  indebidamente  una  servidumbre  que  vulnera  el  dominio  y 
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vendría  á  modificar  el  régimen  jurídico  vigente  al  promulgarse 
el  Código,  lo  que  no  podía  suceder,  en  virtud  de  lo  consignado 
en  el  art  5.^  de  la  ley  de  bases,  y  finalmente,  que  no  podía  apli- 
carse como  derecho  supletorio  el  Código  civil,  por  el  hecho  de 
que  un  precepto  esté  consignado  en  el  mismo  y  no  en  el  foral  ni 
en  el  Romano,  puesto  que  de  estos  últimos  resultaba  que  no  po- 
día obligarse  al  dueño  de  una  servidumbre  de  pastos  á  redimirla 
contra  su  voluntad. 

Replicando,  adicionó  el  actor  que  el  art.  603  se  refiere  tam- 
bién á  los  pastos  de  carácter  particular  (Sentencia  de  11  de  No- 
viembre de  i8g2),  y  que  el  derecho  supletorio  se  forma  por  el  or- 
den de  prelación  de  los  Códigos  aplicables,  completándose  de 
este  modo  el  derecho  foral  sin  detrimento  ni  alteración  de  dicho 
régimen  jurídico. 


la  posesídn,  fondado  en  títulos  de  Derecho  ciyil,  careciendo  el  derecho  que 
respeta  el  art  590  del  Código  civil  de  todas  las  condiciones  de  carácter  ad- 
ministrativo que  puedan  dar  lugar  á  la  vía  contenciosa,  y  sin  que  la  demanda 
afecte  á  las  atribuciones  del  Ayuntamiento;  puesto  que  no  se  trata  de  coarur 
las  que  sobre  el  particular  le  concede  el  art.  72  de  la  ley  Municipal  vigente, 
sino  únicamente  de  que  no  queden  lesionados  los  derechos  civiles  de  un  par- 
ticular, que  la  misma  ley,  en  el  art.  172,  pone  á  salvo  bajo  la  custodia  de  los 
Tribunales  ordinarios. 

d)  Oída  nuevamente  la  Comisión  provincisd,  opinó  que  debía  insistirse 
.  en  la  competencia  suscitada,  porque  la  presente  cuestión  versa  sobre  un  acuer- 
do del  Ayuntamiento  de  Málaga,  tomado  en  asunto  de  su  competencia,  cual 
es  la  instalación  de  una  estación  eléctrica  para  el  servicio  público  y  privado; 
y  en  tal  virtud,  las  incidencias  que  de  dicho  acuerdo  puedan  surgir  han  de 
resolverse  por  los  trámites  y  procedimientos  administrativos,  pudiendo  los 
que  se  crean  perjudicados  acudir  á  la  Administiación  en  demanda  de  lo  que 
juzgasen  conveniente,  y  después,  si  estimaren  que  la  resolución  de  ésta  les 
es  perjudicial,  acudir  ante  el  Tribunal  Cootencioso-administrativo,  y  que  tra- 
tándose de  un  asunto  puramente  administrativo  y  regulado  por  disposiciones 
especiales  también  administrativas,  es  evidente  que  no  puede  conocer  del 
mismo  la  jurisdicción  ordinaria. 

$)     Elevadas  al  ministro  las  actuaciones,  decidió  la  competencia  á  iavor  de 
la  Administración. 

DOCTRINA 

La  presente  eontienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con  moíioo 
de  la  demanda  promovida  por  7\  en  la  que  pide  la  suspensión  inmediata  y 
el  desmonte  y  traslado  de  la  fábrica  de  lut  eléctrica  establecida  por  la  So- 
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Ci  Senííftaa.^FMkdo  el  pleito  en  primera  y  segunda  instan- 
cia, mediante  sentencias  conformes  declarativas  de  que  no  ha- 
biéndose minorado  el  régimen  foral  navarro  por  la  promulgadón 
del  Código,  carecía  el  demandante  de  acción  para  pedir  la  reden- 
ci(^n  de  la  servidumbre,  y  debía,  en  su  consecuencia,  ser  absuelto 
el  demandado,  interpuso  el  actor 

DJ  Recurso  de  casación.-  Citando  como  infringidos: 
I.**  'El  ari,  13  del  Código  civil  y  Sentencias  de  12  de  Junio  de 
^^94  y  3  de  Diciembre  de  iSqj  en  cuanto  siendo  el  derecho  foral 
el  conjunto  de  disposiciones  legales  que  existen  en  una  región  de 
la  Monarquía  y  que  difieren  de  las  del  derecho  común,  constitu- 
yendo lo  foral  la  excepción;  si  en  una  región  existe  al  lado  de  lo 
excepcional  el  mismo  derecha  que  en  Castilla  para  algunas  institu- 


áedad  anónima  Fiat  Lux  y  la  indemnúación  de  daños  y  perjuicioi^  1$ 
cual  equivale  á  redamar  la  nulidad  de  la  caneetián  otorgada  por  él 
Ayuntamiento  do  Málaga  en  1890. 

Dicha  concesión  se  otorgó  en  la  citada  fecha  de  1890,  proetdih^ 
dosCf  en  la  oposición  formulada  por  í  arios  vecinos,  de  conformidad  con 
lo  informado  por  la  Comisión  de  policía  urbana  y  lo  consignado  en  dic- 
tamen del  Arguitedo  municipal,  hadendo  constar  que  la  autorización 
era  para  facilitar  el  alumbrado  elédrico  á  los  particulares,  y  en  par- 
ticular  para  atender  al  alumbrado  público,  en  lo  cual  el  Ayuntamien'- 
to  de  Málaga  procedía  con  arreglo  á  las  facultades  privativas  que  le 
otorga  el  ari,  72  de  la  ley  Munidpal  vigente. 

Todas  las  cuestiones  referentes  al  peligro  ó  incomodidad  *de  las 
fábricas  y  su  remodón  á  otros  puntos  es  materia  esenciaimente  admims- 
trativa,  según  consigna  la  ley  de  26  de  Setiembre  de  1863,  y  la  juris- 
prudencia á  su  tenor  estahledda,  sin  que  estas  cuestiones  puedan  llevarse 
á  los  Tribunales  dejustida,  porque  éstos  no  pueden  anular  las  concesio- 
nes administrativas  que  han  causado  estado,  limitándose  tan  sólo  á  conocer 
de  los  perjuidos  que  se  causefi  á  los  particulares  en  sus  derechos  civiles, 
de  lo  cttal  no  se  trata  en  el  presente  caso. 

Didada  la  concesión  administrativa  en  24  de  Oduhre  de  1890, 
y  habiendo  dejado  transcurrir  más  de  dnco  años  desde  la  fecha  en  que 
fué  otorgada,  la  jurisdicdón  ordinaria  no  puede  conocer  de  la  suspensión 
inmediata,  desmonte  y  traslado  de  la  fábrica  de  luz  elédriea  que  la  So- 
dedad  anónima  Fiat  Lux  establedó  en  Málaga,  porque  la  materia  es 
esencialmente  administrativa,  y  la  cuestión  debe  rcéolverse  por  la  Admi- 
nistradón. 
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ciones,  éstas  tienen  que  regirse  por  el  derecho  común,  que  es  el 
que  siempre  ha  regido  en  Navarra  en  materia  de  servidumbres, 
por  DO  ocuparse  de  ellas  sus  disposiciones  peculiares. 

2*    'El  art,  óoj  del  Código  civil  por  no  haber  sido  aplicado* 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar,  á  virtud  de  la 
siguiente 


DOCTRINA 

"EX  Código  etrti,  al  disponer  y  como  textimlmstUe  dispone  en  el  párra- 
fo segundo  del  art  12,  que  las  proüincias  y  territorios  en  que  subsiste 
derecho /oral  lo  conservarán  por  ahora  en  toda  su  integridad ^  sin  que 
sufra  alteracián  su  actual  régimen  juridico  escrito  ó  consuetudinario  por 
la  jmblicación  del  Código,  que  regirá  tan  sólo  como  derecho  supletorio  en 
drfeeto  del  que  lo  sea  en  cada  una  de  aquellas  provincias,  viene  á  dc' 
darar  que  forman  el  régimen  juridico  que  debe  respetarse,  tanto  los  pre- 
ceptos escritos  de  sus  respectivos  fueros  como  los  sancionados  por  la 
costumbre  y  los  contenidos  en  lo  que  constituye  el  derecho  supletorio  de 
« los  indicados  territorios. 

Siendo  esto  asi,  y  hallándose  conformes  las  partes  en  que  por  no  exis- 
tir en  el  fuero  de  Navarra  disposiciones  relativas  á  la  extinción  de  las 
sel  viduníbres,  se  observan  y  aplican  las  del  Derecho  romano,  que  es  el 
supletorio  de  didM  pais  y  que  no  admite  la  reducción  forzosa  de  la  ser- 
vidufñbre  de  pastos,  la  sentencia  no  ha  podido  cometer  las  infracciones 
alegad€LS  en  el  motivo  1.^,  porque  interpreta  rectamente,  en  el  sentido  que 
se  deja  expuesto,  el  citado  articulo  12,  y  porque,  atendida  la  diversidad 
de  los  casos,  no  tienen  aplicación  al  del  actual  recurso  ¡as  doctrinas  itivo- 
eadas,  en  las  cuáles  se  estableció  que  las  disposiciones  de  la  ley  de  Et^ui- 
eiamiento,  que  son  parte  del  derecho  general,  no  del  llamado  f  oral,  cuando 
están  en  contradicción  con  el  Código  civil,  ley  posterior,  han  sido  dero- 
gadas por  éste,  y  tío  subsisten  por  consecuencia  de  lo  ordenado  en  el  ar- 
ticulo 12;  y  que  las  instituciones  de  derecho,  regidas  exclusivamente  por 
la  legislación  común  en  los  territorios  f  orales,  están  sometidas  a  laspres- 
eripdones  del  Código,  como  nueva  ley  general,  á  tenor  del  mismo  men- 
cionado articulo,  que  mantiene  en  su  integridad  el  derecho  foral,  pero  no 
lo  extiende  á  materias  ajenas  al  mismo. 

Bespecto  del  motivo  2,o,  para  suponer  infrigido  el  art.  603  del  Códi- 
go eivü,  se  da  por  sentado  que  es  inaplicable  á  la  cuestión  del  pleito  lo 
preceptuado  en  el  srgundo  párrafo  del  art,  12, 
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De  las  servidumbres  voluntarias. 

(Art  603.) 

Entre  las  llamadas  servidumbres  de  uso  irregular  se  compren- 
den las  de  leñas,  pastos/ caza,  etc.,  etc.  Aunque  rigurosamente  ta- 
les gravámenes  implican,  no. el  uso,  sino  la  fruición  parcial  de  un 
fundo,  y  deberían  filiarse  como  usufructos  temporales,  es  lo  cierto 
que  el  Código  civil  se  ocupa  de  ellas  en  el  capítulo  de  las  servi- 
dumbres voluntarías,  toda  vez  que  á  la  voluntad  de  las  partes  de- 
ben su  existencia. 

El  art.  603,  al  regular  la  'servidumbre  de  pastos,  permite 
al  dueño  del  fundo  gravado  liberar  dicha  carga  mediante  el  pago 
de  su  valor. 

No  sobre  la  inteligencia  de  este  precepto,  que  no  admite  duda 
alguna,  sino  sobre  su  aplicación  en  la  región  aforada  de  Navarra, 
versó  el  litigio,  que  terminó  con  la  Sentencia  degde  AMl  de  i8g8. 
Cuef  tión  de  estatuto  interprovincial,  fué  tratada  con  el  debido  de- 
tenimiento en  el  tomo  /.^  fdg.  128,  y  á  dicho  lugar  remitimos  i 
nuestros  lectores. 
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DEL  REGISTRO  DE  LA   PROPIEDAD 

CAPÍTULO  ÚNICO 


Jhbtíoulo  605.    El  Registro  de  la  propiedad  tiene  por  ob  ^ 
j^T  jeto  la  inscripcióa  ó  anotación  de  los  actos  y  contratos 
relativos  al  dominio  y  demás  derechos  reales  sobre  bienes  in- 
muebles (i). 

*SEbtículo  606.  Los  títulos  de  dominio,  ó  de  otros  dere- 
^T  chos  reales  sobre  bienes  inmuebles,  que  no  estén  debi- 
<iamente  inscritos  ó  anotados  en  el  Registro  de  la  propiedad 
00  perjudican  á  tercero. 


(i)  Sentencia  de  2i  de  Octubre  de  t8g^, — Eq  el  recurso,  base  de  ella,  se 
alearon  como  iofriagidos  los  arlícalos  605,  606  y  607  del  Código;  pero  en 
los  considerandos  no  se  los  cita.  La  doctrina  de  la  sentencia,  en  lo  que  se  re- 
laciona con  tales  preceptos,  es  que  no  puede  estimarse  como  tercero ^  cuan^ 
-dú  se  trata  del  dominio  de  bienes  inmuthUs,  al  acreedor  qui  obtiene  anotación 
preventiva  del  em'targj  practica  lo  en  ellos  para  la  garantía  y  seguridad  de 
ju  crédito. 
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SenUocia  de  7  de  Jvlio  de  1896.— TV/^A?  inscrito  en  ti  Registro  ái  la 
propiedad.-^  Venta  de  inmuebles,  ^-Tercero, 


•  HBCHOS 


" A  hermanóle 

mujer  ue  A 


O C  F         G         H         I 

marido  de  C         hija  de  A  y  B.    hijos  de  E  y  sobrinoe  de  A 

A)  Antecedentes, — a)  Compró  A  en  1855  á  A'  lá  participaciÓD 
en  una  finca,  sita  en  la  isla  de  Cuba,  gravada,  según  certificacióo 
de  la  Anotaduría  de  hipotecas  de  la  Habana,  con  tres  censos  que 
se  detallaron,  y  los  cuales  dejaron  vigentes  los  contratantes. 

b)  A,  que  estaba  casado  con  B,  murió  en  1884,  sin  descen- 
dencia por  haber  fallecido  con  anterioridad  su  hija  C,  casada  coa 
Z>,  habiendo  dejado  dicho  A  solamente  una  hermana,  E, 

c)  En  1886  falleció  E,  de  la  que  fueron  declarados  herederos 
svL%h\]09,  F,  G,  H  é  I,  * 

d)  En  1887,  F,GyH,  hijos  de  E,  de  una  parte,  B,  viuda  de 
A,  de  otra,  y  Z  acreedor  de  B,  de  otra,  otorgaron  escritura  pública, 
por  la  que  los  tres  primeros  cedieron  y  traspasaron  á  B  todos  los 
derechos  y  acciones  que  les  asistieran  y  pudieran  asistir  á  la  par- 
te de  herencia  de  su  madre,  E,  y  tío,  A,  por  la  suma  de  1.500  pe 
sos,  500  para  cada  uno,  estando  conformes  en  no  cobrar  esta 
cantidad  hasta  que  falleciera  la  cesionaría,  á  la  que  facultaron 
para  que  pudiese  gestionar  en  los  juicios  de  abintestato  de  dichos 
causantes  la  adjudicaciin  de  los  bienes  que  á  ellos  les  conespoo- 
dieran,  aceptando  así  el  contrato  la  mencionada  B,  quien  rnaai* 
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íestó  ser  deudora»  además,  de  Z,  por  1.800  pesos  oro,  y  que  como 
para  satisfacérselos  tenía  necesidad  de  vender  una  de  las  propie- 
dades  que  pudieran  corresponderá  en  la  división  de  los  bienes  • 
quedados  por  fallecimiento  de  su  esposo  A,  había  convenido  con 
Z  que  no  le  cobrara  mientras  ella  viviese,  y  por  esta  deferencia, 
hipotecó  en  garantía  de  los  1.800  pesos  y  de  800  más  para  cos- 
tas, daños  y  perjuicios  á  favor  del  repetido  acreedor  Z,  la  partici- 
pación de  la  finca  aludida  anteriormente  (letra  aj,  que  figuraba 
en  el  abintestato  de  A,  en  la  parte  que  por  esta  escritura  le  ha- 
bían cedido  los  hermanos  F,  G  y  B,  y  tn  lo  que  pudiera  corres- 
ponderá por  gananciales,  ó  en  la  totalidad  si  le  era  adjudicada 
toda,  habiendo  constituido  también  B  en  la  misma  escritura 
hipoteca  sobre  dicha  participación  á  favor  de  los  tres  expresa- 
dos F,G  y  ZTpor  los  1.500  pesos  del  precio  de  la  cesión  de  sus 
derechos,  y  500  más  para  costas. 

i)  En  1892,  B,  viuda  de  A^  vendió  á  su  yerno  D  la  repetida 
participación  de  finca,  reservándose  la  vendedora  el  usufructo  de 
la  misma  por  todos  los  días  de  su  vida,  en  cuya  escritura  de  ven- 
ta se  expresaron  los  títulos  de  adquisición  del  inmueble  (escritura 
de  1855,  de  A'  á  favor  de  A^  y  escritura  de  1887,  de  cesión  por  pre- 
cio át  F,  G  y  H  Á,  favor  de  B),  y  se  consignó  que  la  vendedora 
B  ignoraba  si  la  participación  de  la  finca  estaba  ó  no  inscrita  á 
su  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad  (capítulo  5.°),  y  que  cel 
comprador  D  se  daba  por  instruido  y  conforme  con  los  títulos 
de  dominio  de  dicha  finca,  quedando  obligado  á  pagar,  si  no  es- 
tuviesen abonados  los  derechos  del  impuesto  causados  por  los 
precedentes  títulos,  juntamente  con  lo^  que  se  causaran  por  esta 
escritura,  quedando  encargado  de  presentar  por  su  cuenta  en  el 
R^istro  de  la  propiedad,  si  fuese  necesario,  los  documentos  que 
se  requiriesen,  y  de  gestionar  lo  conducente  hasta  obtener  la  ins- 
cripción á  su  nombre  de  la  participación  del  inmueble  vendido, 
y  en  cuanto  á  las  cargas  y  gravámenes  que  pudieran  afectar  á  di- 
cho sitio,  desde  luego  las  reconocía,  obligándose  á  su  pago  to- 
talmente, y  dejando  respecto  de  ellos  libre  de  responsabilidad  á 
la  vendedora  (capítulo  10).» 

/)  Presentada  á  inscripción  la  anterior  escritura,  fué  sus- 
pendida por  el  defecto  subsanable  de  no  estar  la  finca  inscrita  á 
nombre  de  la  vendedora  B,  la  cual  falleció  dos  días  antes  de  la 
^echa  de  la  nota  denegatoria. 

g)    Acudió  el  comprador  D  al  Juzgado,  promoviendo  expe- 
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diente  para  justiñcar  la  posesión  en  que  la  vendedora  se  hállate 
desde  1887  de  la  participación  de  la  finca  referida,  expresando 
los  ya  mencionados  antecedentes,  y  que  carecía  de  título  de  do- 
minio por  no  existir,  en  cuyo  expediente,  previa  información,  re- 
cayó  sentencia  en  1892,  aprobándole  y  mandando  entregar  al  so- 
licitante copia  del  mismo,  y  que  se  inscribiera  la  finca  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  á  nombre  de  la  vendedora  B,  sin  perjuicio 
de  tercero  de  mejor  derecho. 

h)  Causada  la  inscripción  ordenada  en  la  sentencia,  con  el* 
presión  de  que  la  vendedora  á  cuyo  favor  se  hacía,  hubo  la  par* 
ticipación  de  la  finca  á  virtud  del  fallecimiento  de  su  marido  Ay 
por  cesión  que  la  hicieron  los  sucesores  y  herederos  de  *  éste  de 
la  parte  que  en  ella  les  correspondía  y  demás  antecedentes,  Z>, 
con  presentación  de  la  escritura  de  venta  á  su  favor  otorgada  eo 
1892,  obtuvo  inscripción  de  la  finca  á  su  nombre. 

1)  Por  escritura  de  1893,  F  y  G,  hijos  de  E,  cedieron  y  tras- 
pasaron á  Z  los  1. 000  pesos  reconocidos  á  favor  de  ellos  por  B, 
viuda  de  A,  en  la  finca  en  cuestión,  según  escritura  de  1887. 

j)  En  el  mismo  año  de  1893  y  tres  días  después  de  otorgada 
la  anterior  escritura,  fueron  declarados  F  y  G,  en  unión  de  sos 
hermanos  Hé  í,  herederos  únicos  y  universales  de  su  tío  A, 

B)  Demanda, — Dedujo  Z  demanda  solicitando  se  declaran 
nulo  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  el  expediente  que  promovió  D 
para  inscribir  á  nombre  de  B  en  el  Registro  de  la  propiedad  U 
posesión  de  la  finca  (antecedentes^  letra  g)  y  nula,  por  coasecuen- 
cia,  la  inscripción  de  posesión  que  en  virtud  de  tal  expediente  se 
hiío  en  1893,  y  qne  se  condenara  á  Z>  á  inscribir  en  el  Registro 
el  título  de  dominio  de  su  causante  B  sobre  la  parttci  pación  de 
la  finca  que  constaba  de  las  escrituras  de  1855  y  1887,  recono- 
ciendo también  sobre  dicha  participación  la9  hipotecas  constitui- 
das en  la  misma  por  su  causante  B^  á  favor  del  actor  ját  F  jG» 
de  quienes  era  cesionario,  con  imposición  de  las  costas;  expo- 
niendo como  hechos:  que  el  demandado  D,  para  eUidir  las  íes* 
ponsabilidades  que  acreditaban  los  títulos  de  domiliio  sobre  U 
participación  de  ¿a  finca,  había  promovido  dicho  expediente  po* 
sesorio,  consignando  en  él  falsamente  que  no  había  título  de  do- 
minio inscrito  y  se  ignoraba  si  existía  sobre  aquélla  gravamea  ó 
censo,  haciendo  luego  la  primera  inscripción  á  favor  de  B,  y  loe* 
go  otra  segunda  á  su  favor;  y  que  no  inscrito  de  ése  modo  el  do- 
minio de  la  participación  de  la  finca,  como  se  pudo  y  debió  hacer» 
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sino  sólo  la  posesión,  se  había  estorbado  inscribir  aquél  y  los 
grayámenes  codstituídos  legal  mente. 

Q  Contistcuión, — El  demandado  D  contestó:  que  el  título  de 
dominio  no  influía  para  nada  en  que  estuviera  inscrita  la  pose- 
sión de  la  participación  de  la  finca;  que  no  rieconoció  en  la  escri- 
tura de  1892,  en  virtud  de  la  cual  adquirió  aquélla,  todas  las  car* 
gas,  sino  únicamente  las  relativas  al  censo,  porque  ninguna,  otra 
le  afectaba,  toda  vez  que  no  constaban  en  el  R^ístro;  que  como 
el  actor  no  inscribió  los  derechos  que  se  desprendían  de  la  escri- 
tura de  1887,  no  podían  aparecer  de  ninguna  manera;  y  que,  por 
último,  el  contestante  D  había  vendido  á  su  -vez  la  participación 
de  la  finca  á  un  tercero. 

D)  Prueba, — Acreditóse  en  este  período  que  D  había  vendido 
á  un  tercero  la  finca  por  escritura  pública  inscrita  en  el  Registro. 

E)  Sentencia. — La  dictó  la  Audiencia,  declarando  con  lugar 
la  demanda,  que  estimó  en  todas  sus  partes. 

F)  Recurso  de  casación, — Lo  interpuso  el  demandado  D,  citan- 
do como  infringidos: 

I.**  Art.  1473  del  Código  civil ,  en  el  concepto  de  que,  siendo 
€Í  recurrente  el  primero  que  inscribió  á  su  nombre  la  propiedad 
de  la  finca,  no  se  puede  en  manera  alguna  privarle  de  ella. 

a.**  Art,  606  del  mismo  Código,  porque  no  constando,  como 
no  consta,  inscrita  la  escritura  de  1887,  ^^^  documento  no  puede 
perjudicar  al  recurrente. 

3.**  Art.  6.^  de  la  ley  Hipotecaria  de  Cuba,^ot\Mt  tampoco  cons- 
ta que  el  recurrente  ni  su  causante  tuvieran  á  su  disposición  los 
títulos  escritos  de  dominio. 

£1  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 

DOClRlNA 

Em  inaplicable  al  caso  actual  el  art  1473  del  Código  cioil^  que  se  su- 
pone infringido  en  el  primer  moHüO  del  recurso,  porque  no  se  ha  tratado 
en  e$te  pleito  del  caso  á  que  se  refiere  dicho  orHculo,  ni  el  recttrrente 
tenía  inscrita  la  propiedad  de  la  finca  de  que  se  trata  cuando  se  instruyó 
el  eaepediente  posesorio^  ni  poseía  con  la  buena  fe  que  exige  el  último  pá- 
rrafo del  artículo  citado^  siendo  como  era,  conocedor  de  que  la  vendedora 
(B)  tenía  titulo  inscrito  de  dominio  sobre  la  finca  en  cuestión  ¡f  de  los 
gravámenes  que  sobre  ésta  pesaban,  lo  cual  lo  coloca  en  condiciones  que 
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no  80n  la$  del  tercero  á  que  haee  referenáa  el  art.  606  def  diado  Código^ 
cuya  infraeeión  ge  invoca  en  el  eegundo  motivo^  por  no  "iuiberlo  aplicado 
cuando  realmente  no  lo  es  en  eete  caso. 

Siendo  como  ce  un  h^eho  probado  que  la  vendedom  tenia  Htulo  de 
dominio  eecrito  conocido  por  el  recurrente,  la  información  po$e$oria  $e 
fundó  en  eupueetoe  inexactoe,  y  al  declarar  su  nulidad  el  fallo  recurri- 
do, no  $e  ha  infringido  el  art,  6.^  de  la  ley  Hipotecaria  que  rige  en  Cuba^ 
eegún  $e  alega  en  el  motipo  3,^,  eino  que,  antee  bien,  $e  qjuetó  á  lo  pree- 
crito  en  el  mismo,  * 

V 

^KHTfcuLO  6o8.  Para  determinar  loa  títulos  siqetos  á  ins- 
^?  cripción  ó  anotadóo,  la  forma,  efectos  y  extíndón  de  las 
mismas,  la  manera  de  llevar  el  Registro  y  el  valor  de  los 
asientos  de  sus  libros,  se  estará  á  lo  dispuesto  en  la  ley  Hi- 
potecaria (i). 

Sentencia  de  28  da  Diciembre  de  1892 Ley  Hipotecaria,  Forma 

y  efectos  de  la  inscripción. — Enagenación  en  fraude  de  acreedorts.^ 
Rescisión  di  contrato,^ (Véase  art.  1.297). 


(i)  Sentencia  de  16  de  Junio  de  1897.— En  el  motiva  cuarto  del  recor- 
so  de  casación,  origioarío  de  esta  seotencia,  se  citaba  como  infringido  el  «r- 
tícnlo  608  del  GSdigo  civil,  puesto  que  el  derecho  general  del  mismo  do  se 
oponía,  segün  el  recurrente,  al  especial  hipotecario:  á  cuya  alegación  corres, 
pondió  el  siguiente: 

^Considerando  que  los  motivos  4.^  y  5.0  se  dirigen  contra  rasonamieotos 
que  no  son  esenciales  para  el  fallo,  justificado  en  anteriores  fundamentos,  7, 
además,  que  dichos  motivos  son  igualmente  infundados,  porque  según  Sm- 
tencia  de  28  de  Noviembre  de  iSg^t  citada  en  el  motivo  5.^,  las  dispostóo* 
nes  de  la  ley  Hipotecaria  son  las  especialmente  aplicables  á  las  c«esüoKS  de 
rescisidn  de  venta  de  inmuebles  inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad,  es 
virtud  de  los  artículos  del  GSdigo  civil  y  de  la  ley  Hipotecaria,  que  en  el 
motivo  4 .  ®  se  suponen  indebidamente  aplicados;  y  porque,  si  bien  la  dispo- 
sición del  art.  34  de  esta  ley  no  es  absoluta  cuando  el  otorgante  no  apares* 
ca  en  el  Registro  con  título  de  dominio,  sino  de  mera  posesión,  para  qw 
prevalezca  contra  él  y  sus  derivados  otro  título  no  inscrito,  es  necesario,  i 
tenor  del  mismo  art.  34,  del  23  y  de]  403,  que  este  título  sea  anterior  y  qse 
por  sí  anule  6  resuelva  el  derecho  del  otorgante,  que  es  el  cato  de  la  Senté»' 
eis  de  ^  de  Mereo  de  m888,  invocada  también  en  el  reclino. 
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Keso^cién  tfe  18  de  Agosto  do  19%^.- Comunidad  de  bienes.  For- 
ma, valor  y  efectos  de  las  inscripciones, — (Véase  art.  393). 

Soiteaoia  de  26  de  Octubre  do  1896.-- Z^^  Hipotecaria,  Ratifica- 
ción por  el  Código  Je  sus  prescripciones, — Enagenacióm  enfrauae  de 
acreedores, — Rescisión  de  contrato, — (Véase  art.  1.291). 

Sontoneia  do  14  de  Marzo  de  \9M.^Rescisión  por  venta  hecha  en 
fraude  de  acreedores, — Ley  Hipotecaria, — (Véase  art.  1.2  91.) 


Soatoaoia  do  30  do  Mayo  do  \9>%%.— Tercería  de  dominio, --Reivindi- 
cación,— Identidcul  de  las  fincas  reivindicadas, 

HECHOS 

A)  Antecedentes  y  demanda  principal, — Por  escritura  pública, 
A  vendió  á  B  cinco  acciones  ó  suertes  de  un  terreno,  correspon- 
dientes á  cierta  Sociedad  de  vecinos,  7  por  documento  privado 
le  vendió  asimismo  el  ganado  lanar  y  vacuno  que  poseía,  con  la 
condición  de  que  quedaría  en  arrendamiento  en  poder  del  ven- 
dedor. 

Con  posterioridad,  y  en  virtud  de  demanda  ejecutiva  seguida 
por  X  contra  A^  se  embargaron  á  éste,  entre  otros  bienes,  cinco 
acciones  ó  suertes  de  terreno  de  la  citada  Sociedad,  y  cierto  nu- 
mero de  reses  vacunas. 

B)  Demanda  de  tercería,  —Dedujo  B,  comprador,  demanda 
de  tercería  de  dominio  contra  uno  y  otro,  suplicando  se  declara- 
ra que  los  bienes  descritos  eran  de  su  propiedad  exclusiva,  orde- 
nándose se  alzara  el  embargo  que  los  trababa,  y  se  condenara  al 
ejecutante  á  la  indemnización  de  perjuicios,  á  cuyo  propósito  ale- 
gó el  hecho  de  la  compra  anterior  de  las  acciones  y  ganado  al 
ejecutado»  y  acompañó  dichos  contratos  y  certificación  del  secre- 
tario del  Ayuntamiento  acreditativa  de  la  transmisión  del  ganado 
entre  Ay  B,  con  vista  al  amillaramiento  del  año  correspon- 
diente. 

C)  Contestación, — Negó  el  ejecutante  los  hechos  de  la  deman- 
da, excepto  el  de  la  venta  de  acciones  y  su  fecha,  que  era  de  cin- 
co años  anterior  á  la  ejecución,  y  solicitó  se  le  absolviera  de  la 
demanda. 
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D)  Sentencia, — Declarado  A  en  rebeldía,  evacuados  los  tras- 
lados de  réplica  7  duplica,  practicada  prueba  en  prínoera  instan- 
cia  y  seguida  la  segunda,  la  Audiencia  dictó  sentencia  confirmato- 
ria, declarando  no  haber  lugar  á  la  tercería  de  dominio  interpuesta 
por  B  y  absolviendo  á  los  demandados. 

•  E)    Recurso  de  casación, — Lo  interpuso  el  tercerista  por  los  si- 
guientes motivos: 

i.^  Infringir  la  sentencia  los  artículos  608  y  1^37  del  Código 
civil,  y  la  doctrina  sancionada  por  la  Sentencia  de  28  de  Noviem- 
bre de  i8g2,  según  los  que  todo  lo  relativo  á  la  forma  y  efectos 
de  los  títulos  de  dominio  de  bienes  inmuebles  y  derechos  reales 
inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad,  se  rige,  con  prefereoda 
al  derecho  común,  por  la  iey  Hipotecaria,  que  no  ha  sido  apUoh 
da  por  el  Tribunal  á  quo  al  decidir  respecto  del  dominio  que  tie- 
ne sobre  las  cinco  acciones  ó  paitkípacíones  proindívisas  de 
terreno. 

2.**  Haberse  infringido  los  artículos  24,  23  y  34  de  la  ley  Hi- 
potecaria, ya  que  no  sólo  se  prescinde  en  la  sentencia,  con  rela- 
ción á  los  ejecutantes,  del  efecto  que  produce  en  el  Registro  res- 
pecto 1  tercero  la  inscripción  de  la  escritura  de  venta  menciona- 
da, acreditativa  del  dominio  de  las  acciones  de  terreno  á  favor 
del  recurrente,  sino  que  se  invijidan  también  los  efectos  de  la 
misma  con  relación  al  vendedor,  á  pesar  de  que  ni  éste  lo  ha  re- 
clamado, ni  existe  en  el  Registro  título  ó  causa  anterior  que  afec- 
tara á  su  derecho  para  disponer,  como  lo  hizo,  de  aquellas  parti- 
cipaciones á^  inmueble  referido. 

3.^  Infracción  de  la  doctrina  establecida  por  Sentencias  de 
8  y  2S  de  Noviembre  de  i8qo  y  28  de  Noviembre  de  i8g2,  según  la 
que,  al  desestimarse  la  terceiía  de  dominio  interpuesta  por  el  que 
tiene  inscrito  su  título  de  adquisición  de  un  inmueble  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  se  infringe  el  art,  34.  de  la  ley  Hipotecaria, 
en  relación  con  los  608  y  1337  del  Código  civil,  por  la  falta  de  apli- 
cación de  todos  ellos. 

4.**  Al  suponer  la  sentencia  que  el  recurrente  no  ha  justifica- 
do su  acción,  incurre  en  error  de  derecho  en  cuanto  á  la  apre- 
ciación de  la  prueba  documental,  é  infringe  los  artículos  S</>»  P^' 
rra/os  primero  y  cuarto,  y  597  de  la  misma  ley,  el  30  de  la  ley  del 
Notariado,  el  1,218  del  Código  civil  y  la  doctrina  de  la  Sentencia 
de  2Q  de  Diciembre  de  1834  y  otras  posteriores,  en  cuanto  no  han 
sido  debidamente  estimados  por  el  Tribunal  sentenciador  los  do- 
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cmneDtos  públicos  y  privados  presentados  en  autos  por  el  recti* 
frente,  demostrativos  de  su  derecho,  aceptados  por  la  parte  con- 
traría como  indiscutibles  y  legítimos. 

5*^  Al  estimarse  por  la  Sala  sentenciadora  que  no  ae  ha  pro- 
bado la  identidad  de  las  acciones  de  terreno  reclamadas  por  el 
tercerista,  con  las  que  han  sido  embargadas  en  el  juicio  ejecuti- 
vo, se  ha  cometido  error  de  hecho ^  por  cuanto  reconociendo  como 
reconoce  la  sentencia,  y  así  resulta  también  de  las  certificaciones 
del  Registro,  que  de  las  seis  acciones  de  terreno  que  tenía  en  la 
dehesa  del  pueblo  el  deudor  y  ejecutado,  cinco  fueron  vendidas 
por  éste  al  recurrente,  no  puede  negarse  que  sólo  le  queda  una, 
y  que  las  cinco  que  le  fueron  embargadas  como  de  su  pertenencia 
tienen  que  ser  forzosamente  las  que  fueron  objeto  de  Venta  al  ter- 
cerista, sin  que  contra  esta  apreciación  valga  alegar  que  tuviera  el 
ejecutado  otros  inmuebles  ó  participaciones  de  ellos,  puesto  que 
esta  posibilidad  resulta  desmentida  por  las  certificaciones  del  Re- 
gistro, justificativas  de  que  sólo  le  queda  una  acción,  y  por  la  doc- 
trina de  los  artículos  23  de  la  ley  Hipotecaría  y  606  del  Código 
civil,  ambos  infringidos,  según  los  que  los  títulos  no  inscritos  no 
perjudican  á  tercero,  y  es  por  conguiente  como  si  no  existieran. 

6.''  Error  de  derecho^  consistente  en  la  infracción  de  los  ar- 
ticules ya  citados  608  y  1.537  del  Código  civtl  y  283  d¿  la  ley  Hi- 
focaría,  cometido  al  afirmarse  por  el  Tribunal  á  quo  que  las 
acciones  de  terreno  adquiridas  por  el  recurrente  no  son  las 
mismas  que  las  embargadas  al  deudor  en  el  juicio  ejecutivo,  por 
hallarse  éstas  afectas  á  una  hipoteca  legal  y  haberse  vendido 
aquéllas  como  libres,  ya  que  tal  hecho  no  afecta  á  la  identidad 
entre  la  cosa  vendida  y  la  embargada,  que  debe  apreciarse,  se- 
gún determina  el  artículo  28  del  reglamento  dictado  para  la  eje- 
cución de  la  ley  Hipotecaria  por  la  igualdad  de  ambas  en  su  na- 
turaleza, extensión,  linderos,  procedencia  y  demás  circunstancias 
del  artículo  9.**  de  dicha  ley,  no  por  la  existencia  sobre  ellas  de 
gravámenes  que  en  todo  caso  únicamente  originan  responsabili- 
dades del  vendedor  para  con  el  adquirente. 

7.**  Error  di  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  documen- 
tal al  declararse  en  la  sentencia  recurrida  que  tampoco  ha  proba- 
do el  tercerista  que  las  reses  embargadas  al  vendedor  son  las 
mismas  que  éste  le  vendió,  por  cuanto  de  la  certificación  de  ami- 
llaramiento  traída  á  los  autos  resulta  que  desde  dos  años  antes  á 
la  fecha  del  embargo  no  poseía  el  deudor  ganado  alguno,  por 


Digitized  by  VjOOQIC 


464  DSL  RKGMTBO  DB  L4  PIOPIBDAD  (ART.  606 

habérsele  dado  de  baja  en  él  7  de  alta  en  el  mismo  ai  tercerista 
y  recurrente,  y  de  consiguiente,  no  siendo  dueño  el  ejecutado  de 
semovientes  vacunos  adquiridos  con  {KMteríortdad,  los  hallados 
en  su  poder  y  embargados  como  suyos  tienen  que  ser  forzon- 
mente  los  mismos  que  le  arrendó  el  tercerista,  sin  que  pueda 
desvirtuar  la  fuerza  probatoria  del  amillaramíento  el  haberse  rea- 
lizado éste  dos  años  después  de  la  adquisición  de  las  reses  vacu- 
nas por  el  recurrente  por  no  existir  ley  que  lo  preceptúe  inmedia- 
tamente, ni  tenga  importancia  el  hecho  de  no  aparecer  la  firma 
del  comprador  en  el  contrato  privado  aludido,  puesto  que  la 
venta  quedó  válidamente  consumada  desde  que  el  adquirente 
tomó  posesión  de  las  reses  vendidas  y  las  arrendó. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  en  el  recurso. 


DOCTRINA 

jE^  Tribunal  ientendador  no  pudo  d^ar  de  reconocer,  y  ad  lo  decía- 
rñ  eaqi>lieitamentey  que  el  tereerieta  y  recurrente  adquirió  par  tUido  de 
compra  del  Secutado  mediante  eocriíura  pública  el  dOminiú  de  cmeo 
aceione$  de  la  Sociedad  de  veci$u>8  de  un  pu^lo^  y  que  eotae  aceione»^par 
acreditarlo  la$  do$  ceriifieaeionee  del  Registro  de  la  propiedad  umdoM  á 
loe  autoB^  eetuvieron  inecritas  antee  del  contrato  á  nombre  del  vendedor; 
y  por  ello,  al  deeestimar  la  demanda  de  terceria  de  dowdnio  entablada  el 
comprador  en  el  juicio  ejecutivo  promovido  contra  el  deudor  por  la  ra- 
zón capital  de  no  haber  juetifieado  el  teroeri&ta  que  la$  accionee  embar- 
goda»  en  este  juicio  fueran  la»  mismas  que  le  vendió  el  ^ecutadOy  es  evi- 
dente que  no  infringe  ni  ha  podido  infringir  loe  articuloe  del  Código  á- 
vil  y  de  la  ley  Hipotecaria  citados  en  loe  tree  primeros  motivos  del  recm- 
uoy  que  establecen  la  eficacia  contra  terceree  de  loe  tituloe  inscritos^  m  loe 
preceptoe  invocados  en  el  cuarto^  relativos  al  valor  probatorio  de  loe 
documentoe  públicoe  traidoe  al  pleito  con  las  eolemnidadcB  legales. 

For  esta  declaración  de  falta  de  identidad  entre  las  acciones  que  com- 
pró el  tercerista  y  las  embargadas  en  el  procedimiento  ejecutivo,  no  incu- 
rre la  Sala  en  el  error  de  hecho  que  le  atribuye  el  motivo  5.^,  porque  su- 
pone el  recurrente  derivado  tal  error  de  la  escritura  de  renta  y  de  lee 
dos  certificados  del  Registro^  y  estos  docummitos  lo  que  prueban  es  que  d 
vendedor  transmitió  al  tercerista  la  propiedad  de  dneo  acciones  de  las 
seis  que,  según  el  primer  certiñcadOy  tenia  inscritas  á  su  nombre,  ó  de  las 
•cA#  qus^  según  el  segundo,lecorrespondianen  concepto  de  dnsñú,  pero  m 
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que  d  vendedor  sólo  tuviera  antee  de  la  escritura  eeia  aceUmes,  como  afir- 
ma ú  recurrente^  ú  ocho^  y  que  las  vendidas  por  él  fueran  precisamente 
la»  que  se  sujetanm  at  embargo;  por  donde  no  cabe  afirmar  la  eoidenie 
equhfoeaeián  de  hecho  imputada  á  la  Sala  en  la  apreciación  de  la  prudfa 
documentaU 

No  deduce  la  sentencia  la  falta  de  identidad  de  las  acciones  reclama- 
da»  en  la  demanda  de  tercería,  del  hecho  cierto  y  positivo  de  que  seis  de 
la»  acciones  poseidas  por  el  vendedor  estaban  afectas^  según  el  Begistro, 
á  una  hipoteca  legal,  si  bien  hace  expresión  de  la  existencia  de  este  grava- 
men en  el  considerando  primero;  por  lo  que  tampoco  pttede  ser  estimado 
el  error  de  derecho  que  le  atribuye  el  motivo  6.^;  aparte  de  que  tal  fun- 
damento seria  de  todos  modos  improcedente^  por  no  afectar  á  la  parte 
dispositiva  de  la  sentencia. 

Las  altas  y  bajas  en  el  anUrallamiento  no  cmuítituyen  pruebas  feha- 
eientes  de  la  transmisión  de  la  propiedad  de  una  persona  á  otra;  y  por 
lo  tantOy  desestimando  el  TrUtunal  sentenciador  la  demanda  de  terceria 
por  lo  que  toca  á  las  reses  vacunas  embargadas  en  el  juicio  ^'ucuHvo, 
ya  porque  en  su  sentir  no  resulta  que  fueran  las  mismas  que  el  ejecutado 
vendiera  al  terceristas  ya  porque  los  documentos  privados  que  se  pre- 
sentaron por  éste  para  probar  la  enajenación  no  hacen  fe  de  su  feéha^ 
coniforme  al  art.  1.227  del  Código  civU,  por  no  haberse  incorporado  ó 
inscrito  en  un  Registro  público,  por  no  haber  fallecido  el  que  los  firmó  ó 
por  no  haberse  entregado  á  un  funcionario  público  por  razón  de  su  oficio, 
es  visto  que  el  recurso  no  puede  prosperar  por  el  motioo  7.^,  en  el  que 
se  alega  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  cert^caciones  de  amula- 
rantiento. 

'  Sentencia  de  29  de  Septiembre  de  IBBB.—Tercerta  de  dominio. 
Venia  en  f  mude  de  acreedores,^— Rescisión. 

HECHOS 

A)  Demanda  ejecutiva, — hn  diligencias  preparatorias  de  juicio 
ejecutivo  se  practicó  embargo  preventivo  en  los  bienes  raíces  de  los 
ejecutados  (marido  y  mujer),  embargo  que  fué  ratificado  y  conver- 
tido en  definitivo,  dictándose  posteriormente  auto  mandando  se* 
guir  adelante  la  ejecución  hasta  hacer  pago  al  ejecutante  del  im- 
porte de  su  deuda. 

.  B)    Demanda  de  tercería, — Con  estos  antecedentes  formuló  X 
demanda  de  tercería  de  dominio  alegando  que  antes  de  la  fecha 

80  •• 
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del  acudido  auto,  y  después  del  embargo  preventivo,  había  com- 
prado á  los  ejecutados  los  bienes  inmuebles  de  referencia,  rcgfin 
acreditaba  con  dos  escrituras  de  venta,  por  lo  que  suplicó  se  le- 
vantase el  embargo  que  sobre  ellos  pesaba,  y  se  reconociese  su 
dominio  sobre  dichos  bienes. 

C)  Conffsfarián. ^Declarados  en  rebeldía  los  ejecutados,  con- 
testó la  demanda  el  ejecutante  alegando  que  el  contrato  de  venta 
en  que  el  tercerista  se  apoyaba  había  sido  hecho  en  fraude  de  los 
acreedores  del  supuesto  vendedor,  arguyendo  la  simulación  el 
hecho  de  no  aparecer  entregado  de  presente  el  precio  de  los  bie 
nes  vendidos,  y  la  circunstancia  de  ser  pobre  el  tercerista  y  haber 
estado  sirviendo  en  casa  de  los  ejecutados  en  fecha  próxima- 

I?j  ^-f/f/f/x«V7.— Tramitado  en  ambas  instancias  el  pleito,  la 
Audiencia  dictó  sentencia,  deqlarando  rescindidas  y  sin  ningún  va- 
lor ni  efecto  las  escrituras  de  venta  entre  el  tercerista  y  los  ejecu- 
tados, como  celebradas  en  fraude  del  ejecutante,  mandando  it 
cancelasen  las  inscripciones  que  por  virtud  de  las  mismas  se 
hubiesen  hecho  en  los  Registros  de  la  propiedad,  y  absolviendo 
ál  acreedor  de  la  demanda. 

E)  Recurso  de  casación, ^ho  \nitT{Aiso  el  tercerista,  alegando 
en  su  apoyo: 

I.®  Infracción  del  art,  6oS  del  Código  ciinl,  puesto  que  la  com. 
pra  venta  de  inmuebles  hecha  por  el  tercerista  fué  inscrita  en  el 
Registro  sin  obstáculo  alguno  por  parte  del  registrador. 

2?  Infracción  del  último  párrafo  del  art.  37  de  la  ley  Hip4>tica 
ria,  porque  aun  concediendo  que  las  enajenaciones  hubiesen  sido 
hechas  en  fraude  de  acreedores,  no  puede  la  acreedora  ejecutante 
pedir  la  rescisión  de  aquel  contrato,  y  menos  adn  la  nulidad  de 
las  inscripciones  en  el  Registro  después  de  un  año. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso,  estableciendo. 


DOCIRINA 

La  Sala  senfenciadara  no  ha  infringido  el  art  608  del  Código  cwU, 
quo  ordena  $e  euté  á  lo  dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria  para  loe  pfedot 
que  en  aquél  ee  mencionan;  porque  habiendo  estimado  fraudulenta  la 
venta  de  bienes  que  los  ejecutados  otorgaron  á  favor  del  tercerista  y 
recurrente  por  los  fundamentos  que  creyó  procedentes,  contra  los  esa- 
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les  no  cabe  recurso,  y  no  combatida  tal  apreciación  en  forma  legal  por 
la  recurrente,  no  obsta  lo  ordenado  en  dicha  ley  á  la  rescisión  de  los  con- 
tratos de  que  se  trata  y  á  la  cancelación  de  las  inscripciones  que  por  su 
virtud  se  hubieran  hecho. 

Tampoco  ha  infringido  la  Sala,  ni  podido  infringir  en  el  presente 
caso,  el  párrafo  último  del  art.  37  de  la  citada  ley  Hipotecaria,  mani- 
fiestamente in<m>licable  al  recurrente,  el  cual,  por  haber  otorgado  el  con» 
trato  inscrito  é  intervenido,  por  tanto,  directamente  en  el  fraude,  carece 
en  absoluto  de  la  consideración  de  tercero,  conforme  al  art*  27, 


Registro  de  la  propiedad. 

(Artículos  6o6  y  6o8.) 
A)     Titulas  inuritos  en  el  Registro, — Tercero. — (Art.  6o6.) 


Sentencia  de  j  de  Julio  de  i8g6, — Promovióse  pleito  por  el 
comprador  de  una  finca,  en  solicitud  de  declarar  nula  la  inscrip- 
ción posesoria  dé  la  misma  obtenida  por  etra  persona,  y  que  ésta 
inscribiera  á  favor  del  demandante  el  dominio  de  la  finca  objeto 
del  pleito,  peticiones  que  fueron  estimadas  por  la  superioridad. 
Contra  tal  fallo,  y  basándose,  entre  otras  infracciones,  en  la  del 
art  6o6,  vino  al  Supremo  el  condenado,  no  prosperando  el  re- 
curso, y  declarando  dicho  Tribunal  que  no  se  halla  en  las  condi- 
ciones del  tercero  á  que  se  refiere  el  art,  óo6  del  Código  ciml,  la  per- 
sona que  no  fosee  con  buena  fe  y  sabe  que  el  vendedor  tenia-  inscri- 
to su  derecho  sobre  la  finca  y  conocía  los  gravámenes  que  sobre  ella 
f  esaban,  ni  es  aplicable  dicho  precepto  al  caso  del  pleito. 

BJ  Ley  Hipotecaria. — Forma,  valor  y  efectos  de  la 
inscripción  jr  de  los  asientos  del  Registro. 

(Art.  6o8.) 

Afirma  este  precepto  la  sustantividad  de  la  ley  Hipotecana, 
su  fuero  ó  jurisdicción  privativa  en  lo  relativo  á  las  materias 
propias  de  ella.  Tres  sentencias,  las  de  28  de  Diciembre  de  iSgz, 
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iS  de  Agosto  de  i8g4  y  25  de  Ociuhre  de  i8<^S*  sancionan  el  prin- 
cipio indicado,  todas  con  referencia  á  la  rescisión  de  contrato 
por  enajenación  en  fraude  de  acreedores. 

En  la  primera,  declarado  rescindido  un  contrato  por  este  con- 
cepto, el  comprador  interpuso  recurso,  alegando  en  uno  de  sus 
motivos  la  infracción  del  art.  34  de  la  ley  Hipotecaria,  en  relación 
con  los  608,  1.536  y  1.537  del  Código  civil  en  el  sentido  de  haber- 
se declarado  la  rescisión  sin  estar  anotado  el  embargo  en  el  Re- 
gistro y  de  deber  aplicarse  las  disposiciones  del  Código,  con  su 
jeción  á  lo  ordenado  en  la  ley  Hipotecaria. 

El  Tribunal  Supremo  estimó  el  recurso,  estableciendo  sustao- 
ciahnente  respecto  al  punto  ahora  interesante: 

a)  Que  conforme  al  art  608  del  Código,  hay  que  atenerse  á  la 
ley  Hipotecaria  en  lo  que  él  ordena, 

b)  Que  el  art.  i.2gj  del  Código  ha  de  entenderse  en  relación  con 
el  34.  de  dicha  ley, 

c)  Que  ni  la  sentencia  condenatoria  ni  el  mandamiento  de  em- 
bargo per  judican  al  comprador  cuando  no  están  anotados. 

d)  Que  la  ley  común,  ó  sea  el  Código,  está  subordinada  á  la  espe- 
cial hipotecaria, 

e)  Que  no  procede  Ja  rescisión,  y  la  sentencia  que  la  establece 
infringe  el  art,  i^igj  del  Código  tor  aplicación  indebida,  y  el 34  di 
la  ley  Hipotecaria,  en  subordinación  con  el  608  y  1^37  del  mismo 
Cuerpo  legal,  por  no  haberse  aplicado. 

La  Sentencia  de  18  de  Agosto  de  1894  contiene  en  último  tér- 
mino la  afirmación  de  que  la  forma  y  efectos  de  las  inscripciones 
se  rigen  exclusivamente  por  la  ley  Hipotecaria,  según  el  art.  608  del 
Código  civil.  Esta  referencia  es  el  único  lazo  de  la  sentencia  con 
la  materia  del  Registro  de  la  propiedad. 

A  diferencia  de  la  sentencia  acabada  de  exponer,  en  la  tercera 
(^f  de  Octubre  de  i8qs)  se  rechaza  el  recurso  interpuesto  contra  el 
fallo  estimatorio  también  de  la  rescisión  de  un  contrato  en  fraude 
de  acreedores,  en  cuyo  primer  motivo  (el  del  recurso)  se  hablaba 
de  pugna  entre  las  prescripciones  del  Código  civil  y  la  ley  Hipo- 
tecaria, la  cual  debía  resolverse,  en  opinión  del  recurrente,  con  la 
primacía  del  Código,  y  en  el  quinto  se  citaba  el  art.  608. 
Decide  el  Tribunal  Supremo: 

a)  Que  no  existe  pugna  entre  el  Código  civil  y  la  ley  hipotecaria, 

b)  Que,  por  el  contrario,  los  principios  informantes  ae  ambos  tex- 
tos son  idénticos. 
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e)    Que  il  Código  ratifica  los  preceptos  sustanciales  de  la  ley, 
como  lo  evidencian  los  ar tientos  608  y  i*S37' 

*  •  * 

Sentencia  de  jo  de  Mayo  de  i8gg, — El  comprador  de  determi- 
nados bienes  (acciones  de  terrenos  correspondientes  á  un  pueblo^ 
y  reses  vacunas)  entabló  tercería  de  dominio  contra  un  acreedor 
del  vendedor  7  deudor,  que  embargó  á  éste  acciones  de  dicha 
sociedad  y  varías  reses,  cuya  tercería  fué  desestimada  en  ambas 
instancias.  Subió  en  casación  el  comprador  7  tercerista,  alegando, 
entre  varias  infracciones,  la  del  art.  608  del  Código,  al  no  estimar 
el  dominio  de  los  bienes  reivindicados,  siendo  también  rechazado 
el  recurso,  en  lo  que  hace  relación  al  caso,  porque  al  desestimar 
la  demanda  de  tercería  por  la  razón  capital  de  no  haber  justificado 
el  tercerista  que  los  bienes  embargados  fueron  los  mismos  que  vendtó 
el  ejecutado,  no  infringe  los  articulos  608  y  1.337  del  Código,  y  24, 
2$  y  34  de  la  ley  Hipotecaria,  referentes  d  la  eficacia  contra  terceros 
de  los  titulo  s  inscritos. 

La  base  de  la  reivindicación  es  la  prueba  plena  de  que  los  bie- 
nes objeto  de  ella  son  los  mismos  cuyo  dominio  se  pretende.  Esto 
es  axiomático  en  materia  reivindicatoria,  así  como  que  la  apre- 
ciación de  ese  punto  queda  al  arbitrio  del  Tribunal  sentenciador. 
En  su  consecuencia,  no  estimando  un  fallo  la  identidad  de  los 
bienes  reclamados,  decaen  las  demás  consideraciones  pertinentes 
á  la  doctrina  sobre  reivindicación. 


*  «  * 

Sentencia  de  29  de  Septiembre  de  /<?99.— Implica  la  cuestión  de 
hecho  de  casi  todas  las  sentencias  que  se  refieren  á  estos  artícu- 
los sobre  Registro  de  la  propiedad,  el  dominio  de  bienes  embar- 
gados. Declarada  rescindida  una  escritura  de  venta  como  hecha 
en  fraude  de  acreedores,  el  comprador,  á  la  vez  que  terceris- 
ta, interpuso  recurso,  considerando  infringido  el  art.  608,  aten- 
diendo que  la  compra  constaba  inscrita  en  el  Registro.  El  Tribu- 
nal Supremo,  desechando  el  recurso,  declara  que  no  ha7  tal  in- 
fracción si  la  Sala  conceptuó  fraudulenta  la  enagenación. 
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LIBRO  TERCERO 


De  loe  dlíerentee  modoe  de  adquirir  la  propiedad. 

DISPOSICIÓN    PRELIMINAR 

"^Krtíoulo  609.  La  propiedad  se  adquiere  por  la  ocu* 
^P^  pación. 

La  propiedad  y  los  demás  derechos  sobre  los  bienes  se 
adquieren  y  transmiten  por  la  ley,  por  donación,  por  suce- 
sión testada  é  intestada,  y,  por  consecuencia  de  ciertos  con- 
tratos, mediante  la  tradición. 

Pueden  también  adquirirse  por  medio  de  la  prescripdón. 

Senteneia  de  16  de  Febrere  de  \W\.— Contrato  de  compra-venta 
Tradición, — (Véanse  artículos  1.255,  1-462  y  1.463). 


Sentencia  de  8  de  Febrero  de  \997.—Sucesián  intestada. — Identi- 
dad de  tas  Janeas  reclamadas  á  titulo  hereditario.  ~( Véase  art.  912.) 


Sentencia  de  20  de  Mayo  de  \999.— Cauce  de  un  arroyo. 
Reivindicación . 


HECHOS 


A)  Antecedentes  y  demanda. — Después  de  haber  promovido  ex- 
pediente sobre  deslinde  y  amojonamiento  del  cauce  y  márgenes 
de  un  arroyo,  cuyo  expediente  fué  sobreseído  por  la  oposición 
del  colindante,  dedujo  el  dueño  de  dicho  cauce  demanda  ordina- 
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lía,  en  la  que,  diciendo  ejercitar  la  acción  reivindicatoría,  solici- 
tó se  declarara  que  el  repetido  cauce  le  pertenece  en  toda  su  ex- 
tensión, sin  que  sobre  esa  propiedad  conste  la  existencia  de  ser- 
vidumbre alguna,  ordenándose  que,  con  sujeción  á  dicha  decía* 
ración,  se  practicara  el  deslinde  y  amojonamiento  del  cauce  jr 
sus  márgenes,  y  condenándose  al  demandado,  ünico  colindante 
por  ambas  márgenes,  á  que  quite  el  puente  que  tiene  tendido  so- 
bre dicho  cauce,  y  consienta  que  se  practique  el  deslinde  y  amo- 
jonamiento solicitados,  coo  imposición  de  costas,  á  cuyo  efecto 
alegó  los  hechos  que  creyó  oportunos,  comprobándolos  docu- 
mentalmente  en  aoitos. 

jBJ  Contestación, — £1  demandado  contestó  á  la  demanda  soli- 
citando se  declarara  que  no  procedía  el  deslinde  y  amojonamien- 
to del  cauce  como  medio  de  quitar  el  puente  y  paso  de  una  par- 
te á  otra  de  su  finca,  y  por  tanto,  que  debía  absolvérsele  de  U 
demanda.  Hizo  la  alegación  de  que  él  no  impedía  el  curso  de 
las  aguas;  que  el  actor  nada  opuso  á  que  continuasen  colocados 
los  maderos  del  puente,  cuya  existencia  databa  de  tiempos  anti- 
guos, y  que  el  cauce  no  tiene  el  carácter  de  accesorio  de  un  mo- 
lino-fábríca,  por  lo  que  no  puede,  independientemente  de  éste, 
deslindarse  ni  amojonarse. 

C)  Sentifuia.^Dtspués  de  los  demás  trámites  de  derecho  en 
ambas  instancias,  la  Audiencia,  en  sentencia  confirmatoria,  decla- 
ró que  el  demandante  había  probado  bien  y  cumplidamente  su  ac- 
ción y  demanda,  mientras  el  demandado  no  lo  había  hecho  de  sus 
excepciones  y  defensas,  estimando  en  todas  sus  partes  la  petición 
del  actor. 

I?J  Recurso  de  casación, — Recurrió  el  demandado  ante  el  Tri- 
bunal Supremo,  alegando  infringidos: 

X.**  Art,  1,8 1 7  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  Sentencia  de  J 
de  Octubre  de  i8g6,  por  la  inobservancia  de  sus  preceptos;  y  por 
interpretación  errónea,  el  art.  384.  del  Código  y  su  concordante  el 
2,061  de  la  citada  ley  procesal  y  Sentencia  de  31  de  Diciembre  de 
1870,  porque  la  cuestión  del  pleito  ha  debido  reducirse  á  si  el  re- 
currente se  opuso  con  razón  á  la  operación  solicitada  por  el  de- 
mandante, y  limitada  á  esto  la  cuestión,  ha  debido  resolver  que  la 
oposición  del  recurrente  es  justa,  y  la  solicitud  del  demandante 
no  ha  sido  de  deslinde,  puesto  que  no  se  trata  de  determinar  lin- 
deros, sii^o  de  disfrutar  derechos  más  ó  menos  legalmente  esta- 
blecidos. 
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2.®  Artículos  óog,  656  y  424.  del  Código  civil,  por  ser  manifies- 
ta la  impertinencia  de  los  dos  primeros,  careciendo  de  objeto  pe- 
dir por  sentencia  un  dominio  que  el  recurrente  no  se  atribuye,  y 
la  del  424  por  referirse  á  asuntos  en  nada  relacionados  con  la 
presente  litis. 

3.*  Artículos  jjo,  42^  y  408,  inaplicados  en  el  fallo,  de  cuyo 
contexto  se  deduce  la  vigencia  de  la  ley  de  Aguas  en  el  caso  con  - 
creto  del  pleito  y  la  consideración,  que  con  arreglo  á  ella,  mejre- 
ce  el  cauce  de  ser  parte  integrante  del  edificio-fábrica  y  tener  el 
concepto  de  servidumbi^e  legal  no  inscribible  como  las  comunes 
en  el  Registro. 

£1  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 

DOCTRINA 

Al  disponer  el  art.  2,070  de  la  ley  de  Ei^uiciamiento  civil  que  cuande 
se  haga  oposición  á  un  deslinde  pedido  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria 
se  sobresea  en  él^  reservando  su  derecho  á  las  partes  para  que  lo  ejerciten 
en  el  juicio  correspondiente,  no  limita  en  manera  alguna  la  libérrima 
/acuitad  de  las  mismas  para  deducir  en  el  juicio  dadarativo  en  que  han 
de  hacerlas  valer,  cuantas  peticiones  estimen  conveniente^  y  en  este  eon- 
cepto  no  son  aplicables  á  la  cuestión  debatida  las  disposiciones  que  sirven 
de  fundamento  al  primer  motivo,  y  no  han  podido  por  esta  razón  in- 
fringirse  en  la  sentencia. 

Tampoco  ha  infringido  la  Sala  los  artículos  609  y  669  del  Código  ci- 
vil, ni  la  d^^rina  relativa  al  ejercicio  de  la  acción  reivindicatoría,  que 
sirven  de  fundamento  al  segundo  motivo,  porque  á  partir  del  heóho  re- 
conocido por  las  partes  y  aceptado  en  ¡a  sentencia  de  que  al  fallecer  d 
padre  de  la  demandante  tenia  por  titulo  traslativo  inscrito  en  el  Begistro 
el  dominio  pleno  sobre  el  cauce,  es  indiscutible  que  desde  el  instante  de 
ocurrir  su  muerte  lo  adquirieron  sus  hijos  por  sttcesión  directa,  y  la  de- 
claración de  herederos  abintestato  inscrita  á  su  favor  en  el  Begistro  cons- 
tituye en  este  caso  un  titulo  de  dominio  bastante  para  ejercitar  la  acción 
reivindicatoria,  mientras  que  otro  mejor  no  la  obste;  sin  que  sea  cierto, 
cotno  el  recurrente  qfirma,  que  la  acción  de  los  actores  se  dirija  á  obte- 
ner la  propiedad  dd  cauce,  que  ya  poseen  en  concepto  de  dueños,  sino  á 
liberarlo  de  la  servidumbre  impuesta  con  la  construcción  del  puente,  para 
lo  cual,  asi  como  para  dedindar  sus  márgenes,  desconocidas  por  el  recu- 
rrente ó  sus  colonos  en  la  extensión  que  determinan  los  títulos  de  domi- 
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nio^  e$  adecuada  la  acción  que  han  ^ereUado,  no  siendo  materia  propia 
de  la  ea$aeión  loe  demáe  preceptos  legales  que  en  este  moUvo  se  imvoeasí 
como  infringidos^  pues  si  bien  están  citados  en  la  sentencia^  no  es  como 
fundamento  del  fallo,  sino  al  rfecto  de  reforzar  elrasonamiento,  y  con- 
tra los  considerandos  no  procede  el  recurso. 

Tampoco  se  han  cometido  las  infracciones  alegadas  en  el  moHvo  3.^^ 
porque  el  titulo  ostentado  por  el  demandante  sobre  el  terreno  donde 
existe  el  cauce  es  un  tUulo  de  dominio  independiente  del  que  á  su  ves  tie- 
ne el  demandado  sobre  la  huerta  que  con  él  linda^  y  cuyo  titulo  de  iomi- 
mo  oaduye  consiguientemente  el  supuesto  de  servidumbre  que  d  recu- 
rrente pretende  atribuir  á  dicho  cauce  con  retaquin  á  los  terrenas  de  su 
propiedad  y  la  aplicación  de  los  preceptos  legales  que  invoca  sobre  tal 
boM  y  supuesto. 

Propiedad:  Modos  adquisitivos. 

(Art.  609.) 

Este  artículo,  de  mera  referencia,  concretado  á  una  declara- 
ción de  principios  abstractos,  como  dijimos  ya  en  su  comenta- 
río  (i),  no  puede  ofrecer  lugar  adecuado  para  ui\  ii^portante  de- 
bate doctrinal. 

Tal  juicio  aparece  confirmado  por  las  dos  sentencias  consig- 
nadas bajo  el  art.  609,  en  las  que  éste  figura  modestamente,  sio 
despertar  interés  alguno  jurídico.  No  otra  cosa  es  posible  esperar 
de  él,  porque  de  raiz  pobre  y  pequeña,  nunca  se  producirán  fini- 
tos robustos  y  lozanos. 

«>    4k    « 


£1  art.  609  no  es  el  campo  propio  de  la  lucha  de  los  intereses 
opuestos  que  determinaron  la  Sentencia  di  JÓ  (U  Febrero  de  iSqí* 
Su  texto  limpio,  sencillo,  sin  maraña  alguna,  no  podía  servir  de 
albergue  á  la  duda  en  el  caso  cuestionable. 

La  propiedad  se  adquiere  por  los  varios  modos  en  él  determi* 


(i)     Cddigo  cíyü  comentado.  Tomo  XI,  pág.  157. 
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nados,  entre  ellos  por  ciertos  contratos  mediante  la  tradición. 
Esta  declaración  genérica  nada  resuelve,  pues  lo  importante  es 
saber  si  se  dio  ó  no  la  tradición,  si  el  pacto  celebrado  en  las 
condiciones  en  que  se  otorgó,  determinó  la  transmisión  de  la  pro- 
piedad. Esta  afirmación  lleva  la  controversia  al  campo  doctrinal 
de  los  artículos  1.462  y  1.463,  materia  propia  del  contrato  de 
compraventa. 

«  •  * 

Tampoco  es  realmente  materia  controvertible  la  doctrina  del 
artículo  609,  en  la  Sentencia  de  8  de  Febrera  de  i8q7,  porque  en 
nada  se  discutió  su  contenido.  La  sentencia  no  niega  la  virtuali- 
dad de  la  sucesión  intestada  como  modo  transmisivo  del  domi- 
nio, limitándose  á  afirmar  la  falta  de  uno  de  los  elementos  inte- 
grantes de  la  reivindicación,  ó  sea  la  identidad  de  la  cosa  que  se 
tnita  de  rescatar.  Por  otra  parte,  el  mismo  artículo  impedía  el 
éxito  del  recurso,  en  cuanto,  á  la  adquisición  de  la  propiedad,  en 
virtud  del  título  sucesorio,  alegada  por  los  recurrentes,  oponían 
los  demandados  la  adquisición  también  por  prescripción,  uno  de 
los  modos  incluidos  en  el  precepto  legal  de  referencia.  Ambos 
modos  tienen  igual  valor,  y  adquirida  la  propiedad  por  uno  de 
ellos,  es  obstáculo  invencible  á  la  vitalidad  del  otro. 


*  «  * 


Sentencia  de  20  de  Mayo  de  iSgg, — En  juicio  en  que  ejercitán- 
dose la  acción  reivindicatoría  se  solicitó  el  dominio  de  un  cauce, 
recayó  en  ambas  instancias  sentencia  en  armonía  con  tal  solici- 
tad. £1  demandado  recurrió  en  casación,  y  en  uno  de  los  motivos 
del  recurso  citó  como  infringido  el  art.  609,  por  considerar- 
lo pertinente  la  Sala  sentenciadora,  no  siéndolo;  á  cuya  alegación 
contestó  el  Supremo  afirmando  la  inexistencia  de  tal  infracción» 
porque  inscrito  ya  á  favor  del  padre  y  causante  de  los  demandantes 
el  dominio  del  bien  reivindicado,  es  innegable  que  lo  adquirieron  sus 
h^os,  siendo  la  declaración  de  herederos  abintestato  inscrita  á  su  /a' 
por  un  titulo  de  dominio  suficiente  para  el  ejercicio  de  la  acción  tei- 
vindicatoria,  en  tanto  no  obste  á  ello  otro  de  mayor  fuerza. 
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"Skrtíoulo  615.  El  que  encontrare  una  cosa  mueble»  que 
W^  no  sea  tesoro»  debe  restituirla  á  su  anterior  poseedor. 
Si  éste  no  fuere  conocido,  deberá  consignarla  inmediatamente 
en  poder  del  Alcalde  del  pueblo  donde  se  hubiese  verificado 
el  hallazgo. 

El  Alcalde  hará  publicar  éste  en  la  forma  acostumbrada, 
dos  domingos  consecutivos. 

Si  la  cosa  mueble  no  pudiere  conservarse  sin  deterioro  ó 
sin  hacer  gastos  que  disminuyan  notablemente  su  valor,  se 
venderá  en  pública  subasta  luego  que  hubiesen  pasado  odio 
días  desde  el  segundo  anuncio  sin  haberse  presentado  d  dne» 
fto»  y  se  depositará  su  predo. 

Pasados  dos  aftos»  á  contar  desde  d  día  de  la  s^^unda  {»• 
blicadón»  sin  haberse  presentado  d  duefto,  se  adjudícala  la 
cosa  encontrada,  ó  su  valor,  al  que  la  hubiese  hallado. 

Tanto  éste  como  d  propietario  estarán  obligados»  cada 
cual  en  su  caso,  á  satisfacer  los  gastos.. 

*M!rtícüto  616.  Si  se  presentare  á  tiempo  d  propietetio^ 
^T  estará  obligado  á  abonar,  á  título  de  premio,  al  qoe 
hubiese  hecho  d  hallazgo,  la  ^décima  parte  de  la  suma  ó..de| 
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predo  de  la  cosa  encontrada.  Cuando  el  valor  del  hallazgo 
excediese  de  3.000  pesetas,  el  premio  se  reducirá  á  la  vigési- 
ma parte  en  cuanto  al  exceso,  (i) 

Ocupación:  Reses  mostrencas. 

(Artículos  615  y  616.) 

Ni  el  carácter  de  las  resoluciones  anotadas  al  pie  de  los  pre- 
ceptos mencionados,  ni  la  índole  de  los  asuntos  que  las  motiva- 
ron, prestan  ayuda,  á  un  estudio  propiamente  dicho. 

Trátase  de  una  Real  orden  y  de  un  Real  decreto,  disposicio- 


(I)    R.  0.  li  de  Marzo  de  1890.-^^^^/^  mostrencas. 

La  Asociadtfn  ^neral  de  Gannderos  del  Reino  ha  acudido  á  este  Minis» 
terio  manifettando  que  entre  los  recursos  con  que*  cuenta  para  su  sosteni- 
miento figura  el  valor  de  las  reses  mostrencas,  y  al  reclamarlas  á  los  Ayun- 
tamientos, que  no  tienen  celebrado  con  ella  los  conciertos  á  que  se  refiere  el 
artículo  20  del  Real  decreto  de  3  de  Marzo  de  1877,  se  oponen  á  reconocer 
el  derecho  de  la  Asociación  para  hacer  estas  reclamaciones,  por  considerar 
que  se  funda  en  acue'rdos  de  la  misma,  los  cuales  son  nulos  ante  lo  dispuesto 
en  los  artículos  615  y  616  del  Código  civil. 

Si  la  Asociación  no  se  apoyara  en  otros  fundamentos  más  que  en  sus 
acuerdos  para  reclamar  este  recurso,  es  evidente  que,  ante  lo  prescrito  en  los 
citados  artículos,  ninguna  eficacia  podrían  tener  sus  red-imaciones;  pero  al 
promoverlas,  no  se  trata  de  la  ejecución  de  un  simple  acuerdo,  sino  del  uso 
de  un  derecho  que,  fundado  primeramente  en  la  costumbre  y  desde  el  si- 
glo XV  en  diferentes  leyes,  cédulas  y  pragmáticas,  confirmado  además  por 
sentencias  ejecutorias,  dictadas  en  juicios  contradictorios,  ejercitó  el  antiguo 
Concejo  de  la  Mesta  y  hoy  corresponde  á  la  Asociación  general  de  Ganade- 
ros, naciendo  de  aquellas  disposiciones  la  legitimidad  de  este  derecho,  y  no 
de  los  acuerdos  de  la  Corporación,  ni  de  lo  que  dispone  el  Real  decreto  ci 
tada  en  su  art  20,  en  el  cual  solamente  se  enumeran  los  recursos  con  que 
cuenta  para  su  sostenimiento  la  Asociación,  y  entre  ellos  por  ser  uno  de  los 
que  legítimamente  la  pertenecen,  el  valor  de  las  reses  mostrencas. 

Este  derecho  no  lo  anulan  los  artículos  615  y  616  del  Código  civil,  puesto 
que  tanto  á  éstos  como  á  los  demás  son  aplicables  las  disposiciones  transito- 
rias del  mismo,  en  las  que  se  prescribe  que  las  variaciones  introducidas  que 
perjudiquen  derechos  adquiridos  no  tendrán  efecto  retroactivo,  respetando 
así  equitativamente,  al  pasar  de  la  antigua  legislación  á  la  moderna,  todos 
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nes  ajenas  á  las  que  son  objeto  de  nuestra  investigación;  concier- 
nen á  la  materia  de  ocupación  de  reses  mostrencas,  y  sólo  mere- 
cen ser  enumeradas: 

La  Real  orden  de  ii  de  Marzo  de  i8qo,  fué  discutida  en 
el  comentario  de  los  artículos  sobrecitados  al  que  nos  refe- 
rimos. 

El  Reai  decreto  es  de  fecha  JO  de  Marzo  de  J8g2,  y  en  él,  en 
vista  del  art.  615  del  Código  civil,  se  resuelve  á  favor  de  la  Autorí- 


los  derechos  reconocidos^  y  confirmando  por  consiguiente  á  la  AsoctacidB  es 
el  que  posee,  y  en  v¡rt:id  del  cual  puede  reclamar  el  valor  mencionado. 

Por  tanto,  y  teniendo  además  en  cuenta  la  conveniencia  de  que  no  se 
mermen  los  recursos  de  que  dispone  la  Asociacióo  para  llevar  á  cabo  el  im- 
portante objeto  que  la  encomiendan  las  disposiciones  ¡>or  que  se  ríg-e, 

S.  M.  el  Rey  fQ.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la  Reina  Regente  del  Reino, se 
ha  servido  disponer  que  por  los  Gobernadores  civiles  se  hag-a  saber  á  los 
Ayuntamientos  que  no  liayan  celebrado  con  la  Asociación  los  conciertns  á 
que  se  refiere  el  art.  20  del  Real  decreto  de  5  de  Marzo  de  1877,  el  deber 
en  que  están  de  no  oponerse  á  la  recaudación  por  parte  de  aquélla  del 
recurso  mencionado. 

Real  decreto  de  10  de  Marzo  de  X^Z.—ffalUtz»  de  cosa  mutiU. 

En  el  expediente  y  aut;>s  de  competencia  suscitada  entre  un  Gobernador 
civil  y  la  Audiencia  de   lo  criminal,  de  los  cuales  resulta: 

Que  por  A^  vecino  de  X,  se  denunció  que  le  htbían  sido  recogidos  cas- 
tro jatos  ó  terneros  de  la  vacada  que  guardaba,  habiéndolos  conducido  al 
pueblo  de  Y  desde  el  pago,  en  donde  se  le  extraviaron;  que  de  dicho  psgo, 
aunque  es  término  del  mismo  pueblo,  no  pueden  llevarse  los  ganados,  segio 
solemne  concordia,  y  que  habiendo  ido  varias  veces,  tanto  el  denunciante 
como  los  dueños  de  la  a  acada  á  reclamar  los  jatos,  no  se  los  quisieron  dan 

Que  instruidas  en  su  virtud  las  consiguientes  diligencias  por  el  Jusgado» 
y  apareciendo  en  el  sumario  afirmado  el  hecho  objeto  de  la  deannda^ 
así  como  el  de  haber  sido  depositados,  primero,  y  después  vendidos  los  jatos 
extraviados,  se  mandó  por  el  Juez  instructor  unir  á  los  autos  testimonio  del 
expediente  de  subasta,  del  cual  resulta  que  después  de  verificada  la  vents  de 
los  mencionados  terneros,  el  Alcalde  de  Z  ordenó  se  entregaran  las  150  pe* 
setas  á  que  ascendía  el  precio  obtenido  al  Depositario  para  que  se  rein- 
tegrara de  los  gastos  ocasionados  por  la  manutención  de  los  temeros  ds  - 
rante  el  tiempo  que  habían  estado  en  su  poder,  siendo  declarados  procesa- 
dos el  Alcalde  de  Z,  el  Alcalde  del  barrio  y  el  depositario  de  los  temefos. 
practicándose  ademán  otras  diligencias  que  se  consideraron  pertinentes,  hastA 
que  se  dio  por  terminado  el  sumario  instruido. 
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dad  judicial  una  cuestión  de  competencia  suscitada  con  motivo 
de  la  inversión  ó  apropiación  por  el  alcalde  de  un  pueblo  y  otras 
personas,  del  producto  de  la  venta  de  unas  reses  extraviadas^  dado 
que  tales  hechos  podían  constituir  materia  de  delito.  £1  papel  del 
art.  615  fué  el  de  servir  de  fundamento  para  decidir  la  compe- 
tencia en  el  sentido  que  lo  hizo  el  Real  decreto,  por  preceptuar 
el  depósito  del  precio  de  las  reses  halladas,  precepto  infringido 
en  el  caso  de  la  resolución,  por  la  Autoridad  municipal  que,  en 
unión  de  otras  personas,  se  apropiaron  el  importe  de  la  venta. 


Qne  remitido  éste  á  la  AudicDcia,  el  Gobernador  civil  de  la  provin- 
cia, á  instancia  del  Alcalde,  y  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial, 
requirió  de  inhibición  á  dicho  IVibiOial,  f andándose:  en  que  por  virtud  de 
las  facultades  ó  atribuciones  que  la  ley  Municipal  otorga  á  los  Ayuntamientos, 
y  también  por  efecto  de  las  obligaciones  que  les  impone,  sólo  ellos  pueden 
y  deben  y  están  llamados  á  gobernar  y  dirigir  los  intereses  peculiares  de  los 
pueblos,  y  en  particular  de  los  que  se  reñeren  á  la  policía  urbana  y  rural,  y 
á  la  custodia  y  conservación  de  todas  sus  ñucas  y  derechos,  entre  cuyos  ser- 
vicios se  encuentra  el  de  procurar  qne  los  aprovechamientos  comunales  aean 
sólo  hechos  por  los  vecinos  del  Municipio  con  arreglo  á  la  ley;  que  al  Alcalde 
también  corresponde  dirigir  todo  lo  relativo  á  la  policía  urbana  y  rural,  dic- 
tando al  efecto  los  bandos  y  disposiciones  que  tuviese  por  conveniente,  con- 
forme á  las  Ordenanzas  y  resoluciones  generales  del  Ayuntamiento  en  la 
materia,  de  manera  que  el  de  Z  había  obrado  dentro  del  círculo  de  sus 
atribuciones  al  ordenar  la  detención  de  les  cuatro  jatos  extraviados  y  aban- 
donados en  el  término  municipal,  toda  ves  que  causaban  ó  podían  causar 
daños  en  el  mismo,  y  por  lo  tanto  su  proceder  en  este  punto  había  sido  pru- 
dente y  acertado,  supuesto  que  á  la  detención  había  añadido  la  publicación 
correspondiente  en  el  Boletín  oficial  y  la  manifestación  de  que  se  hallaban 
las  reses  en  depósito,  según  oficio  del  Presidente  de  la  junta  administrativa 
como  resultaba  del  expediente  que  acompañaba  á  la  instancia;  que  en  virtud 
de  lo  expuesto,  sólo  á  la  Administración  correspondía  corregir  las  extralimi- 
taciones  y  abusos  que  hubiera  podido  cometer  el  Alcalde  en  el  ejercicio  de 
esa  función  administrativa,  y  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  incumbe 
exigirle  la  responsabilidad  que  procediera,  si  se  había  hecho  culpable,  siendo 
éste  uno  de  los  casos  en  )]ue  por  excepción  puede  promoverse  contiendas  de 
competencia  en  los  juicios  criminales,  y  que  aunque  se  prescindiese  de  todas 
estas  razones,  siempre  resultaría  que  antes  de  que  conociera  del  asunto  el 
Tribuna]  ordinario,  se  habría  de  resolver  la  cuestión  previa,  referente  á  de- 
terminar si  el  Alcalde  se  había  excedido  de  sus  atribuciones  en  la  detención 
de  las  reses  y  tramitación  del  expediente  de  venta  y  demás  trámites  del  asunto, 
y  realizado  hechos  punibles  criminalmente,  por  estar  comprendidos  en  el 
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DE   LA  DONACIÓN 


CAPÍTULO    PRIMERO 
De  la  nataralesa  de  la  donación. 

K  RTlcoLo  6i8.  La  donación  es  on  acto  de  liberalidad 
^^  por  el  cual  una  persona  dispone  gratuitamente  de  una 
cosa  en  &vor  de  otra,  que  la  acepta. 


Okligo  penal,  lo  cual  no  procedía  aún  determinar  porqne  no  estaba  aparado 
el  expediente  administrativo;  el' Gobernador  citaba  los  articnlos  72,  73,  114, 
número  5.<>,  182,  183,  y  184  de  la  ley  Municipal,  y  el  a*,  y  3.^  del  Real  de- 
creto de  8  de  Septiembre  de  1887: 

Qne  sustanciado  el  incidente,  la  Audiencia  dict6  auto  declarándose  com- 
petente para  conocer  del  asunto,  alegando:  que  el  procedimiento  criminil  i 
que  el  requerimiento  de  inhibici(5n  se  contraía  no  tenía  más  objeto  que  de- 
purar si  era  6  no  justiciable  como  delito  el  proceder  del  Alcalde  áe  Zj 
el  de  los  demás  que  con  él  intervinieron  en  la  distribución  y  aprovechamiento 
de  las  150  pesetas  que  valieron  en  la  subasta  los  cuatro  jatos  vendida  7 
que  habían  sido  recogidos  en  términos  de  su  demarcación;  que  no  se  tratihi 
de  residenciarlos,  por  si  en  el  expediente  y  su  resolución  habían  cometido 
alguna  extralimitación,  sino  por  si  la  inversión  dada  á  los  productos  de  It 
subasta  se  había  hecho  en  forma  y  cumpliendo  con  lo  que  previenen  para 
tales  casos  las  disposiciones  legales,  y  muy  especialmente  el  «rf.  ÓIJ  del  G* 
digo  civilf  toda  ven  que  el  importe  no  Aaófa  debido  eopuutmrie,  y  si  temeru 
dos  años  en  depósito  á  los  fines  de  ¡agestión;  que  el  expediente  administrativo 
se  (hallaba  ya  terminado,  habiéndose  hecho  la  liquidación  y  satisfecho  los 


Digitized  by  VjOOQIC 


ART.  618)  DB  LA  DONACIÓN  481 

Sentencia  de  5  de  Mayo  de  \9I9%.^ Donación,--' Renuncia  de  derechos, 

HECHOS 

A)  Antecedentes,  a)  Un  deudor,  A^  vendió  á  su  acreedor,  B, 
por  escritura  pública  én  pago  de  un  préstamo  hecho  con  anterio- 
ridad, los  muebles  y  ropas  existentes  en  su  domicilio,  convinien- 
do en  que  éstos  quedasen  en  la  casa  y  poder  del  enajenante  deu- 
dor A,  durante  un  año  y  mediante  un  alquiler  que  estipularon  á 
dichos  efectos. 

Despachada  ejecución  contra  el  citado  deudor  á  instancia  de 
otro  acreedor,  X,  acordó  el  Juzgado  el  embargo  de  sus  bienes  so- 
licitado por  el  ejecutante,  y  constituida  la  Comisión  judicial  en  el 
domicilio  de  aquél,  el  acreedor  B,  presente  en  tal  acto,  manifestó 
que  se  hallaba  ausente  el  ejecutado;  y  requerido  dicho  acreedor  B 
para  que  designase  los  bienes  del  deudor,  en  los  que  prac- 
ticar el  embargo,  designó  los  muebles  que  existían  en  la  referida 
habitación,  manifestando  que,  aun  cuando  todos  le  pertenecíais 


gastos  coQ  el  precio  obtenido,  sin  que  de  la  resolución  arbitraria  6  legal  se 
hubiese  por  nadie  apelado,  ni  se  sustentara  acción  alguna  que  hiciera  esperar 
una  reselucidn  administrativa;  por  lo  cual  era  evidente  que  la  responsabilidad 
criminal  no  se  deducía  de  nada  que  faltara  por  hacer  6  fuera  adn  materia  de 
dicho  expediente,  sino  de  los  efectos  que  de  él  nacían,  no  existiendo,  por  lo 
tanto,  cuestión  alguna  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  del  Tribunal,  y  que 
los  hechos  por  los  que  se  procedía  en  la  causa  revestían  todos  los  caracteres 
de  un  delito  perseguible  de  oñcio,  cuya  corrección,  en  su  caso,  estaba  reser- 
vada á  los  Tribunales  ordinarios;  la  Audiencia  citaba  en  su  auto  los  artículos 
3.**  y  II  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1877. 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  insistió  en  su 
requerimiento,  resultando  de  lo  expuesto  el  presente  conflicto,  que  ha  segui- 
do sus  trámites. 

Visto  el  art,  61$  del  Código  civilf  sobre  hallazgo  de  cosas  muebles  que 
no  sean  tesoro, 

Visto  el  art.  3.0  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1877,  que  pro- 
hibe á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los  juicios 
criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado  por 
la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración  ó  cuando  en  virtud  de  la  misma 
ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  alguna  cuestión  previa  de 
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segán  la  escritura  aludida,  que  no  podía  presentar  en  aquel  mo- 
mento, los  sujetaba  voluntariamente  al  embargo  y  resultas  de  los 
autos,  renunciando  sus  derechos  sobre  ellos  á  favor  del  ejecutado;  en 
vista  de  lo  cual,  el  Juzgado  declaró  embargados  dichos  bienes, 
nombrando  depositario  de  los  mismos  al  propio  acreedor,  que 
aceptó  el  cargo  y  sus  obligaciones.  Con  posterioridad,  cedió  el 
ejecutante  sus  derechos  á  tercera  persona,  la  cual  se  subrogó  en 
la  personalidad  del  cedente;  y  nombrado  nuevo  depositario  el 
repetido  acreedor,  B,  hizo  entrega  de  los  bienes,  que  fueron  ad- 
judicados después  en  subasta  pública  al  cesionario  del  actor 
quien  se  hizo  cargo  de  los  mismos  sin  protesta  de  nadie. 

B)  Demanda. — Refiriendo  estos  antecedentes  y  otros  que  do 
son  esenciales,  dedujo  el  repetido  acreedor  B  demanda  contra  el 
deudor  A,  solicitando  que  se  declarase  la  nulidad  de  la  donación  6 
cesión  de  los  muebtcs  hecha  por  el  primero  á  favor  del  segundo, 
contenida  en  la  diligencia  de  embargo  de  los  autos  ejecutivos  que 
contra  éste  se  siguieron  por  un  tercer  acreedor,  y  nulos  también 
todos  los  actos  posteriores  y  consecuentes,  incluso  los  de  venta 
y  adjudicación  de  los  muebles;  que  se  mandase  le  fueran  de- 
vueltos  y   que   se  condenase   al   demandado  á  indemnizarle  de 


la  cual  dependa  el  fallo  qne  los  Tribunales  ordinarios  6  especiales  hajtn  de 
pronuuciar. 

Considerando: 

i.^  Que  seg-iin  aparece  de  las  diligencias  criminales  que  han  dado  origen 
al  presente  conflicto,  tenían  las  mismas  por  objeto  deparar  si  era  6  no  josti- 
ciable  como  delito  el  proceder  del  Alcalde  procesado  y  el  de  los  demás  qne 
con  él  intervinieron  en  la  distribución  y  aprovechamiento  de  las  150  pesetas, 
importe  de  la  venta  de  cuatro  jatos  6  terneros  que  habfan  sido  recogidos  por 
estar  extraviados: 

2.°  (^ue  tales  hechos  pudieran  constituir  un  delito  definido  en  el  C6dAgo 
penal,  y  cuyo  conocimiento  está  reservado  á  los  Tribunales  de  justicia: 

^P  Que  no  existe  cuestión  alguna  preyia  que  deba  resolver  la  Adminis- 
tración, y  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  hayan  de  pronnociar, 
y  que  por  lo  tanto,  no  se  está  en  ninguno  de  los  casos  en  que  por  excepcicÍD 
pueden  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los  juicios 
criminales: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno; 

En  nombre  de  Mi  Augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina 
Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  judicial. 
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los  daños  y  perjuicios  sufridos  y  pago  de  costas.  Para  ello  ale- 
gó: que  el  deudor  le  indujo  dolosamente  á  hacer  la  cesión  men- 
cionada, diciéndole  que  se  trataba  de  transigir  y  terminar  el 
asunto,  lo  cual  creyó,  hasta  el  punto  de  concertar  una  operación 
de  préstamo  con  garantía  de  los  mismos  muebles;  que  el  propio 
deudor  había  reconocido  posteriormente  el  dominio  del  actor 
sobre  dicho  mobiliario  y  que  sin  que  constase  que  aquel  aceptara 
la  pretendida  cesión,  hecha  contra  ley  y  sin  ninguno  de  sus  requi- 
sitos, continuó  el  procedimiento  de  apremio  hasta  llegar  á  la  ven- 
ta en  pública  subasta  de  los  muebles  que  estaban  á  la  sazón  en 
poder  del  demandado. 

Q  Contestación,  — Este,  impugnando  la  demanda  contestó:  que 
segán  manifestación  del  actor  en  una  causa  criminal  referente  á 
los  bienes  litigiosos,  la  venta  de  estos  tuvo  por  objeto,  no  el  pago 
de  una  deuda  como  se  simuló  en  la  escritura,  sino  la  garantía  del 
pago  (simulación  que  se  hizo  por  exigencias  de  aquél),  según  lo 
demostraba  el  arrendamiento  por  un  año  de  los  mismos  muebles 
vendidos;  que  no  era  cierto  que  el  contestante  hubiese  inducido 
al  actor  á  hacer  cesión  ó  renuncia  de  sus  derechos,  acto  que  rea- 
lizó éste  voluntariamente;  que  al  afectar  el  demandante  los  citados 
bienes  á  un  préstamo  que  después  contrató  con  tercera  persona, 
estaba  el  demandado  ausente,  lo  cual  evidenciaba  que  no  había 
tenido  conocimiento  de  ello;  que  el  actor  calificaba  de  anómala 
é  ilegal  su  renuncia^  cuando  lo  censurable  habría  sido  que  obra- 
se de  otro  modo,  dado  el  objeto  de  la  escritura,  no  siendo  me- 
nester aceptación  expresa  de  aquélla,  pues  que  de  hecho  nada  ce- 
día ni  renunciaba;  mas  en  el  supuesto  de  que  fuese  necesaria^ 
bien  notoriamente  la  había  realizado  el  demandado  al  confor- 
marse con  ella  y  al  permitir  el  embargo  y  venta  de  los  muebles, 
y  que  el  adjudicante  los  vendió  al  padre  del  demandado,  el  cual 
los  heredó  á  su  muerte;  que  no  habiendo  sido  causa  del  em- 
bargo ni  de  la  venta  de  los  bienes,  la  cesión  de  ellos  importa- 
ba poco  que  fuese  ó  no  nula,  no  pudiéndose,  por  tanto,  anularse 
ja  venta;  que  aun  siendo  aquélla  determinante  del  embargo,  tam- 
poco podría  anularse,  porque  tal  cesión  se  hizo  en  documento 
público  como  lo  era  una  diligencia  judicial,  conforme  á  los  ar- 
tículos 1. 216  del  Código  civil  y  596  núm.  7.°  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento^ y  que  el  acto  del  demandante  no  fué  una  donación  de 
todos  sus  bienes,  puesto  que  poseía  otros  además  de  los  muebles 
objeto  del  litigio. 
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D)  Sentencia, — Insistieron  las  partes  en  los  escritos  de  réplica 
y  duplica  en  sus  pretensiones  y  sustanciado  el  pleito  en  ambas 
instancias,  dictó  la  Audiencia  sentencia  confirmatoria,  absol* 
viendo  al  demandado  de  la  demanda. 

E)  Recurso  de  casación.-  El  actor  acudió  en  casación  consi- 
derando infringidos: 

I.®  j4rt.  1.280,  núm,  ó.**  del  Código  civil,  determinativo  de  los 
actos  y  contratos  que  deben  constar  en  documento  publico. 

2.**  Artículos  6j8,  ózg  y  ójo,  también  del  Código  cirnl,  porque 
no  se  trataba  de  una  simple  rei)uncia,  sino  de  una  donación  entre 
vivos»  verdadero  contrato,  que  no  podía  haberlo  sin  mutuo  con- 
sentimiento, por  lo  que  era  necesaria  la  aceptación  del  donatario 
para  la  efectividad  de  la  donación,  pudiendo  revocarla  el  donante 
ipientras  no  fuese  aceptada.  En  este  Concepto,  la  §ala  sentencia- 
dora había  infringido  los  preceptos  legales  citados,  porque  el  acto 
de  liberalidad  mencionado  en  el  art.  6 iS  era  el  que  realizó  el  re- 
currente ante  la  comisión  del  Juzgado,  toda  vez  que  sin  su  acto  de 
cesión  ó  renuncia  no  hubiera  podido  celebrarse  el  embargo,  des- 
conociéndose asimismo  que  la  falta  de  aceptación  por  parte  del 
donatario  constituía  un  caso  de  nulidad  de  donadón. 

3.®  Art.  634  del  Código  civil,  para  el  caso  de  que  la  Sala  enten- 
diere que  se  trataba  de  donadón,  por  estar  probado  que  el  recu- 
rrente al  realizar  su  acto  no  se  reservó,  ni  en  propiedad^  ni  en 
usufructo,  bienes  de  ninguna  clase,  revelándose  así  claramente 
la  circunstancia  del  dolo  que  con  él  se  empleó^  y  como  en  el  caso 
de  autos,  el  cesionario  no  era  acreedor  del  cedente,  al  hacer  éste 
^1  acto  de  liberalidad  que  constituía  su  donación,  tenía  que  ajus- 
tarse á  la  ley,  y  siendo  contraria  á  ella,  no  podía  ni  debía  soste* 
nerse,  y  cabía  y  podía  obtener  su  invalidadón. 

4.**  Art,  62 J,  en  relcción  con  el  mim.  j  del  1,261;  porque  siendo 
la  donación  entre  vivos  un  contrato,  no  constando  el  consenti- 
miento por  parle  del  donatario,  y  siendo  éste  un  requisito  esen- 
cial para  la  validez  del  contrato,  no  podía  existir  donación,  infrin- 
giéndose en  tal  concepto  los  artículos  citados. 

5.®  Los  artículos  4!*  y  1300  del  Código  civil,  sobre  nulidad  j 
anulabilidad  de  los  contratos,  por  no  haber  sido  declarada  nulm 
la  donación. 

ó.'*  El  art.  1306,  regla  -2.*  del  Código  civil,  según  el  que  estan- 
do la  culpa  sólo  del  lado  de  uno  de  los  contratantes,  no  puede 
éste  repetir  lo  que  hubiere  dado  en  virtud  del  contrato:  en  el  sen- 
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tido  de  haberse  absuelto  al  demandado  estando  la  culpa  de  su 
parte. 

7.®  ElarL  1.30J  del  Código,  sobre  restitución  de  la  cosa  por 
la  acción  de  nulidad,  ó  de  su  valor  si  se  hubiere  perdido,  y  de  los 
frutos. 

8.®  Error  de  hecho  resultante  de  documento  auténtico,  puesto 
que  constaba  probada  la  no  aceptación  de  la  donación,  y 

9.*^  Error  tie  derec/io  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  consis- 
tente en  estimar  la  falta  de  aceptación  como  obstáculo  al  ejercicio 
de  la  acción  de  nulidad  contra  un  acto  (el  de  donación)  no  con- 
sumado; siendo  asi  que  precisamente  por  dicha  falta  de  acepta- 
ción  era  aquella  pertinente. 

El  Tribunal  Supremo  decretó  no  haber  lugar  al  recurso,  apo- 
yando su  decisión  en  la  siguiente 

DOCTRINA 

Según  el  art.  618  del  Código  civUt  €4  la  donación  un  acto  de  liberali- 
dad  por  el  cual  una  persona  diapone  gratuitamente  de  una  cosa  propia 
enfaoor  de  otra  que  la  acepta;  de  suerte  que  si  el  acto  no  es  gratuito  en 
beneficio  del  donatario^  si  el  interés  de  lis  j^artes  y  no  la  liberalidad  de 
una  de  ellas  lo  determina ^  carec^de  uno  de  los  requisitos  necesarios  para 
que  pueda  tenérsele  y  reputársele  como  donación. 

La  renuncia  de  derecho  formulada  por  una  persona  en  el  acto  de  ser 
requerida  judicialmente ^  por  hallarse  en  el  domicilio  de  otra,  para  que 
designara  bienes  propios  de  ésta  en  que  efectuar  un  embargo  decretado 
contra  la  mismi,  carece  por  lo  menos  de  uno  de  los  requisitos  esenciales 
para  que  pueda  tenerse  y  repulirse  orno  donación  de  los  muebles  que 
fueron  embargados,  porque,  aun  prescindien  lo  de  que  el  derecho  de  pro- 
piedad sobre  los  mismos  muebles,  que  es  lo  renunciado,  aparece  dudoso, 
según  las  mismas  confesiones  del  renunciante^  y  de  que  la  renuncia  no 
produjo  ^ecto  alguno,  es  lo  cierto  que  ni  de  los  términos  en  que  está  con- 
cebida se  infiere  necesariamente  que  fuese  un  acto  de  liberalidad,  ni  pue- 
de atribuírsele  este  carácter,  atendidas  las  explicaciones  dadas  por  ambos 
litigantes  en  este  pleito  sobre  los  hechos  ocurridos;  pues  cualquiera  de  las 
dos  versiones  sostenidas  respectivamente  por  cada  uno  de  ellos  revela  la 
existencia  de  un  contrato  oneroso,  origen  de  obligaciones  exigibles  al  de- 
mandado mediante  el  ejercieio  de  la  acción  correspondiente,  i  incompati- 
bles  con  la  naturaleza  propia  de  la  donación. 
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Finalmente,  y  en  consecuencia  de  le  expuesto^  al  negarse  por  la  sen- 
tencia  recurrida  el  carácter  de  donación  á  la  renuncia,  no  infringe  ei 
mencionado  art,  618  del  Código  civil,  ni  incurre  en  los  errores  de  apre- 
ciación que  se  le  atribuyen;  y  siendo  esto  asiy  t€unpoeo  incurre  en  las  de- 
más infracciones  alegadas  de  los  arts.  621,  623,  629,  630,  634,  1.180, 
número  6.^,  1.306  regla  2.^,  y  1,307,  dado  que  todas  ellas  se  fundan  e»  la 
existencia  de  la  supuesta  donación. 

Sentencia  de  27  de  Junio  de  \%^^.— Donación,^ Mujer  casada. 
Posposición  de  hipoteca  dotal. 

•     HECHOS 

A)  Antecedentes, — a)  Hipotecó  A  á  favor  de  B  una  finca  de  su 
propiedad  en  garantía  de  cierto  préstanao,  constituyendo  después 
A  sobre  la  misma  finca  una  segunda  hipoteca  en  favor  de  su  es- 
posa  C  en  garantía  de  bienes  parafernales  que  ésta  le  entregó. 

b)  Para  satisfacer  el  enunciado  préstamo,  contrató  A  otro  con 
Xf  con  hipoteca  también  de  la  expresada  finca,  conviniendo  C, 
esposa  del  primero,  en  el  otorgamiento  de  la  correspondiente  es- 
critura, previa  la  licencia  de  su  esposo,  en  posponer  la  hipoteca  que 
á  su  favor  tenía  á  la  que  se  otorgaba  para  garantía  del  presta- 
mista X, 

c)  Este  promovió  contra  el  prestatario  juicio  ejecutivo,  cedien- 
do sus  derechos  á  Z  en  estado  de  efectuarse  la  venta  de  los  bienes 
embargados. 

B)  Demanda. — Por  fallecimiento  de  C  le  sucedió  su  hijo  Z>, 
como  su  ünico  y  universal  heredero,  quien,  convenientemente  re- 
presentado, dedujo  demanda  de  tercería  contra  el  ejecutante  Z  y 
ejecutado  A,  solicitando  se  declarara  preferente  su  derecho  á  co- 
brar del  último  el  crédito  por  parafernales,  garantizado  en  la  es. 
critura  de  hipoteca  á  favor  de  su  madre,  con  imposición  de  las 
costas  á  los  demandados,  alegando  que  cuando  X  contrató  con 
A  el  préstamo,  no  existían  en  su  poder  los  bienes  parafernales 
que  le  había  entregado  C,  la  cual,  con  la  posposición  de  su  hipo- 
teca, vendió  indirectamente  á  su  esposo  la  finca  que  garantizaba 
sus  derechos,  venta  entre  cónyuges  prohibida  terminantemente 
por  las  leyes;  no  siendo  tampoco  legal,  justa  ni  equitativa  la  li- 
cencia marital  que  A  concedió  en  su  propio  beneficio,  á  lo  que 
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agregó  la  cita  de  la  ley  17,  tit,  11,  Partida  -/."*,  y  de  los  artículos 
1.384  y  1.334  del  Código  civil. 

C)  Contestación.  -El  ejecutante  contestó,  entre  otras  cosas:  que 
no  estaba  demostrada  la  certeza  de  la  primera  afirmación  del  de- 
mandante, quien  por  otra  parte  confesaba  que  con  la  escritura  de 
préstamo  sólo  se  trató  de  sustituir  la  primera  hipoteca,  otorga, 
da  á  favor  de  \5,  con  otra  á  favor  de  A,  pagando  así  la  primera 
deuda;  sustitución  en  la  que  naturalmente  hubo  de  intervenir  C, 
que  ostentaba  también  otro  derecho  real  hipotecario  sobre  la  fin- 
ca que  nuevamente  había  de  gravarse  en  favor  del  que  venía  á 
sacarlos  del  inminente  riesgo  de  una  ejecución,  que  al  entablarse 
habría  perjudicado  igualmente  á  Cy  á  su  esposo;  que  no  negaba 
el  derecho  de  la  mujer  casadapara  exigir  garantía  por  los  bienes 
que  entrega  al  marido,  sino  la  nulidad  de  la  renuncia  del  derecho 
de  hipoteca,  en  la  que  no  hubo  donación,  y  sí  sólo  el  desistimien- 
to de  un  derecho  que  estaba  al  arbitrio  de  la  mujer  exigir  ó  re- 
nunciar; y  que  además,  la  posposición  de  hipoteca  se  hizo  en  be- 
neficio, no. del  marido,  sino  del  acreedor  X,  y  por  esto,  aun  ha- 
biendo donación,  no  podía  ser  entre  cónyuges;  terminando  con 
la  alegación  de  lo  dispuesto  por  el  artículo  189  de  la  ley  Hipo- 
tecaria. 

DJ  Sentencia. — Corridos  los  trámites  legales  en  ambas  instan- 
cias, la  Audiencia,  por  §entencia  confirmatoria,  absolvió  de  la 
demanda  á  los  demandados. 

£J  /decurso  de  casación. — El  tercerista  interpuso  recurso  de 
casación  contra  esta  sentencia,  alegando: 

i.°  Infracción  del  art.  1.334^  del  Código  civil ^  que  en  su  párrafo 
primero  declara  nulas  las  donaciones  que  cualquiera  de  los  cón- 
yuges haga  al  otro  durante  el  matrimonio;  en  cuanto  la  Sala  sen- 
tenciadora, al  absolver  al  ejecutante  de  la  demanda,  sanciona  la 
validez  de  la  donación  contenida  en  la  escritura  de  préstamo 
hipotecario  de  A^cuya  nulidad  reclama  el  recurrente  como  fun- 
.  damento  de  la  demanda. 

2.**    Articulos  618  y  óig,  en  cuanto  la  sentencia  no  estima  ser 

donación  la  cesión  contenida  en  la  referida  escritura,  cesión  he* 

cha  en  favor  de  su  esposo,  no  del  acreedor,  pues  fué  el  marido 

quien  recibió  el  dinero,  para  lo  cual  se   imponía  la  posposición. 

£1  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso. 
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DOCTRINA 

El  oforgamiento  por  una  mujer  catada  de  posponer,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 189  de  la  ley  Hipotecariay  eu  hipoteca  á  la  que  ee  eUtíbleció  en  ga- 
rantía de  un  préstamo  que  contrajo  $u  marido  para  iaOsfacer  otro  ante- 
rior asegurado  con  primera  hipoteca  sobre  la  miema  fincan  y  por  una  can- 
tidad casi  igual,  no  puede  calificarse  de  donación  porque  carece  del  re- 
quisito  esencial  de  ser  acto  de  mera  liberalidad. 

Por  lo  tanto,  al  absolver  de  la  demat%da  de  terceria  fundada  en  la 
pretendida  nulidad  de  dicho  otorgamiewlOy  por  ser  una  donación  de  la 
mujer  al  marido,  es  evidente  que  la  Sala  no  infringe  los  arOculos  618  y 
619  del  Código  civil  que  definen  las  donaciones,  ni  el  l.SBá,  que  las  prohi- 
beentre  cónyuges  durante  el  matrimonio. 

Seiteneia  de  28  de  Juiíie  de  X^M.—Donación.^Cmiraio, 

HECHOS 

A)  Demanda, — A  demandó  á  B,  pidiendo  se  le  condenase  á 
que  en  el  término  de  quinto  día  otorgase  á  su  favor  escritura 
declaratoria  de  su  derecho  reconocido  de  la  cuarta  parte  de  la 
propiedad  de  unas  minas  y  del  derecho  convenido  7  contratado 
de  un  tanto  por  ciento  en  el  partido  formado  para  la  explotación 
de  una  de  ellas,  á  cuyo  efecto  expuso  que  como  ingeniero,  había 
practicado  estudios  para  registrar  varias  minas,  cuya  designadóo 
entregó  al  demandado,  quien  registró  á  su  nombre  las  dos  de  re- 
ferencia, ofreciéndole  en  abono  de  dichos  trabajos  las  citadas 
participaciones,  sin  que,  á  pesar  de  ello,  le  otorgara  la  escritura 
correspondiente. 

B)  Contestación. — El  demandado  contestó:  que  no  había  con- 
traído obligación  alguna  legal  con  el  actor,  y  sólo  atendiendo  á 
ios  dictados  de  su  conciencia,  le  ofreció  regalar  como  compensa- 
ción por  sus  trabajos  de  investigación  la  quinta  .parte  de  la  pro- 
piedad de  las  minas,  á  partir  del  momento  en  que  éstas  empezaran 
á  producir;  que  por  sazones  que  no  eran  del  momento,  no  quiso 
entonces  hacer  la  escritura  solicitada,  pero  que  con  un  docunocn- 
to  privado  debió  quedar  satisfecho  y  garantido  en  la  participa- 
ción que  nunca  le  hubiera  negado,  por  ser  la  palabra  empeñada 
de  más  importancia  que  los  documentos  públicos;  que  accedió 
luego,  para  cortar  cuestiones,  en  aumentar  hasta  la  cuarta  parte, 
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Ó  sea  el  25  por  100,  la  participaciÓD  que  había  dado  il  actor 
pero  claro  era  que  al  ampliar  en  cantidad  la  participación  no  se 
▼ariaban  las  demás  cláusulas  ó  circunstancias  de  la  doiíación,  no 
ofreciendo  nunca,  ni  estindo  dispuesto  á  darle  participación  en 
el  arrendamiento  ó  partido,  y  que  estaba  pronto  á  otorgar  la  es- 
critura de  donación  á  favor  del  actor,  de  una  cuarta  parte  de  la 
propiedad,  por  lo  que  suplicó  se  le  absolviera , de  la  demanda. 

C)  Réplica  y  duplica. — El  actor  replicó  que  la  participación 
por  él  reclamada  no  tenía  origen  en  la  mera  liberalidad  del  de- 
mandado  sino  en  un  contrato  verbal  celebrado  entre  ambos,  por 
el  cual  ellos  dos  habrían  de  ser  los  dueños  de  los  registros  que  el 
actor  le  facilitó;  y  por* su  parte,  el  demandada  duplicó  insistiendo 
en  su  pretensión. 

DJ  Sentencia, — Tramitado  el  pleito  en  ambas  instancias,  la 
Audiencia  condenó  al  demandado  á  otorgar  en  término  de  quin- 
to día  á  favor  del  actor  escritura  reconociendo  á  éste  la  cuarta 
parte  de  la  propiedad  de  las  minas,  desde  el  día  en  que  tuvieron 
valor  de  importancia,  con  sus  gravámenes,  absolviéndole  en  lo 
referente  á  la  cesión  ó  derecho  sobre  el  tanto  por  ciento  en  el 
partido  ó  arrendamiento  pretendido  por  el  aotor. 

E)  Recurso  de  casación. — Interpuso  el  demandado  recurso  de 
casación  ante  el  Tribunal  Supremo,  alegando:        * 

1 .°  Infracción  del  ari.  Ó33  del  Código  civil ^  en  relación  con  el  Ú2g^ 
toda  vez  que  se  da  validez  á  una  donación  desprovista  de  los  re- 
quisitos que  estos  preceptos  enumeran. 

2.®  Ari,  618  del  mismo  Código  en  cuanto  que  en  el  supuesto 
negado  de  lá  validez  de  dicha  donación,  se  amplía  su  alcance  de 
la  liberalidad,  condenando  al  donante  á  retrotraer  contra  su  vo- 
luntad ^  particular  apreciación  los  efectos  de  la  donación  á  tiem- 
po anterior  é  indeterminado,  como  lo  es  en  el  que  las  minas  tu- 
vieron valor  de  importancia,  lo  cual  es  de  apreciación  y  deter* 
minación  imposibles,  como  no  sea  por  el  mismo  donante^  quien 
se  reservó  también  fijar  la  entidad  de  la  participación  al  hacer 
el  ofrecimiento. 

3.''  Art,  I.2S4-  ^^^  Código  civil ^  toda  vez  que  por  tratarse  de  una 
donación  y  de  un  acto  de  pura  liberalidad,  en  cuya  virtud  el  recu* 
rrente  cedió  gratuitamente  una  participación  en  )a  propiedad  de 
sus  minas,  deben  aplicarse  las  disposiciones  especiales  que  rigen 
las  donaciones,  y  no  las  de  carácter  general  que  regulan  los  con- 
tratos; resultando  en  su  consecuencia  infringidos,  por  no  haber 
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sidb  tenidos  en  cuenta,  los  articulos  621  y  622  dt  dicho  Cuerpo 
legal,  pues  se  ha  contravenido  á  lo  determinado  en  el  tít.  2." 
del  libro  3.^  referente  á  las  donaciones. 

El  Tribunal  Supremo  desestimó  el  recurso. 

DOCTRINA 

5t  apreciadas  en  conjunto  las  pruebas  pracHcíuUu  en  el  pleito ,  estima 
la  Sala  seteneiadora  que  con  el  propósito  abrigado  por  demandante  y  de- 
mandado  de  tener  minas  propias  y  dirigir  los  trabajos  á  su  gusto,  il  pri- 
mero hizo  los  estudios  necesarios  para  registrar  las  dos  que  son  objeto 
del  litigio,  las  cuales  registró  el  demandado  y  obtuvo  á  su  nombre  los  titu- 
les de  propiedad  conviniendo  después  ambos  litigantes  en  que  el  demandado 
cedería  al  demandante  la  participación  de  una  cuarta  parte  en  dichas  pro- 
piedades desde  el  día  en  que  las  minas  llegaran  d  tener  un  valor  de  im- 
portancia; y  establecidos  de  tal  modo  los  hechos  que  habian  de  se»  vir  de 
base  al  fallo  recurrido,  es  evidente  que  no  se  han  infringido  en  éste  los 
artículos  618,  621,  622,  633,  y  1.254  del  Código,  porque  semejanU  cesión 
no  constituye  un  acto  de  liberalidad  por  parte  del  demandado  y  recurrente 
y,  por  consiguiente,  una  verdadera  donación  como  la  establece  y  deñne  el 
Código  cii  il  vigente,  sino  que  sé  higo  en  virtud  de  los  vínculos  eontractua  - 
les  que  ya  existían  entre  los  litigantes^  y  por  el  pacto  expreso  que  la  Sala 
sentenciadora  estima  como  cierto  y  probado' 

Habiéndose  solicitado  en  la  demanda  que  el  demandado  otorgare  áfa^ 
vor  del  demandante  escritura  del  derecho  reconocido  á  la  cuarta  parte  de 
las  minas,  fundándose  en  que  la  concesión  fué  desde  el  principio  para 
anibos  litigantes  en  virtud  de  lo  por  ellos  convenido,  es  visto  que  la  sen- 
tencia, que  sólo  condena  al  demandado  á  otorgar  á  favor  del  demandante 
escritura  del  derecho  que  ha  reconocido  á  éste  en  la  cuarta  parfe  de  la 
propiedad  de  dichas  minas,  desde  el  dia  en  que  tuvieran  valor  de  tfN|>or- 
tanda  con  los  gravámenes  que  entonces  les  afectaran,  no  adolece  en  sus 
términos  de  incongruencia  con  la  demanda,  toda  ves  que,  según  tiene  re- 
petidamente declarado  el  Tribunal,  no  puede  tadiarse  de  incongruente  la 
sentencia  que  condena  á  menos  de  lo  pedido  en  la  demanda. 

Apreciada  en  conjunto  la  prueba  por  la  Sala  sentenciadora,  no  es  li- 
cito combatir  esa  apreciación  por  el  resultado  que  pueda  ofrecer  una  parte 
de  ella,  menos  si  los  documentos  privados  que  para  la  casadón  se  inooean 
no  demuestran  con  toda  evidencia  la  equivocación  del  juzgador  al  estimar 
como  contrato  y  no  como  donación  el  vínculo  de  derecho  en  que  se  funda 
la  resolución  reclamada. 
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RTÍCULO  619.  Es  también  donación.  la  que  se  hace  á 
una  persona  por  sus  méritos  ó  por  los  servicios  presta- 
dos al  donante,  siempre  que  no  constituyan  deudas  exigibles, 
ó  aquella  en  que  se  impone  al  donatario  un  gravamen  inferior 
al  valor  de  lo  donado. 

Sentencia  de  27  de  Junio  de  \%W,—Donación,^Pospos¿ción  de 
hipoteca  dotal  por  mujer  casada  en  favor  de  acreedor  de  su  marido, 
(Véase  art.  6i8). 

Sentencia  de  8  de  Mayo  de  \t%%, "Donación  mortis-causa.  Es- 
critura de  ratificación  de  disposición  testamentaria, — (Véase  ar- 
tículo 620). 


RTÍCULO  620.  Las  donaciones  que  hayan  de  producir 
§us  efectos  por  muerte  del  donante  participan  de  la  na- 
turaleza de  las  disposiciones  de  última  voluntad,  y  se  regirán 
por  las  reglas  establecidas  en  el  capítulo  de  la  sucesión  lesta^ 
mentarla  (1). 

Sentencia  de  8  de  Maye  de  \^^%,— Donación  mortis-causa. 
Escritura  de  ratificación  de  disposición  testamentaria. 

HECHOS 

A)  Antecedentes. — a)  Una  persona,  sin  herederos  forzosos, 
otorgó  testamento,  en  el  que  legó  á  un  colono  suyo  varias  fincas 
rústicas  con  imposición  de  una  carga  piadosa^  é  instituyó  here- 
deros á  unos  parientes  á  quienes  recomendaba  respetasen  el  an- 
terior legado  so  pena  de  desheredación,  firmando  el  documento 
un  testigo,  á  ruego  del  testador,  que  dijo  no  poder  hacerlo. 

b)  En  el  propio  día  y  ante  el  mismo  Notario  el  testador  otor- 
gó una  escritura,  afirmándose  y  ratificándose  en  el  legado  men- 


(i)     En  otras  ediciones  oficiales  lo  subrayado  se  sustituye  con  estas  pala- 
bras: para  las  sucesiones  hereditarias. 
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donado,  obligándose  á  no  revocarlo,  aun  cuando  otorgara  pos- 
teriormente otra  disposición  testamentaria,  aceptando  el  favore- 
cido el  legado. 

c)  Con  posterioridad,  el  citado  testador  otorgó  nueva  disposi- 
ción testamentaria  en  la  que  instituyó  herederos  á  otros  parientes, 
á  más  de  los  anteriormente  nombrados.  £n  virtud  de  este  testa- 
mento y  después  de  fallecido  el  testador  fueron  inscritos  todos 
los  bienes  que  le  pertenecieron,  incluso  los  que  constituían  el  le- 
gado de  referencia,  á  favor  de  los  herederos. 

B)  Demanda. — £1  legatario  dedujo  demanda  contra  éstos,  ex- 
poniendo que  el  último  testamento  se  limitaba  á  modificar  la  ins- 
titución de  herederos,  sin  hacer  mención  de  la  escritura  y  l^ado, 
hechos  con  anterioridad,  por  lo  que  debían  quedar  subsistentes 
en  ese  particular»  dado  que  tampoco  existía  en  aquél  ninguna 
cláusula  revocatoria,  solicitando  que  se  les  condenase  á  ponerle 
en  posesión  de  los  mencionados  bienes,  con  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  por  no  haberlo  verificado,  y  las  costas. 

C)  Contestación,  —  Los  demandados  contestaron:  que  redar- 
güían de  civilmente  falso  el  testamento  en  que  se  hacía  el  legado» 
pues  no  se  explicaba  que  el  testador  hubiera  burlado  la  presencia 
de  su  familia,  otorgando  testamento  en  beneficio  de  un  extraño, 
sin  causa  que  lo  justificara,  con  un  pingüe  legado;  que  iguales 
cargos  podían  hacerse  á  la  escritura,  la  cual  carecía,  como  él  tes- 
tamento, de  la  firma  del  otorgante,  por  imposibilidad  tísica,  según 
se  afirmaba,  sin  embargo  de  lo  cual  firmó  el  último  testamento, 
y  que  además  no  se  había  otorgado  aquélla  con  las  debidas  for 
malidades;  que  para  que  prevaleciera  ese  primer  testamento  y  la 
escritura  que  le  siguió,  era  preciso  que  se  declarase  nulo  el  otor- 
gado después,  habiendo  sucedido  lo  contrario,  es  decir,  que  éste 
anuló  aquéllos  revocando  sus  disposiciones.  £n  virtud  de  estas 
alegaciones  solicitaron  se  les  absolviera  de  la  demanda  y  se  de* 
clarase  la  revocación  de  los  mencionados  documentos  por  el  tes- 
tamento último  de  A, 

D)  Sentencia. — Sustanciado  el  pleito  en  ambas  instancias,  la 
Audiencia  dictó  sentencia  revocatoria  de  conformidad  con  la 
pretensión  de  los  demandados. 

E)  Recurso  de  casación, — Lo  interpuso  el  legatario  alegando 
estas  infracciones. 

I.*  Artículos  larS  y  1,224  del  Código  civil ^  597  ^  ^^  ^7  ^^ 
Enjuiciamiento  civil  y  jurisprudencia  del  Supremo  sancionadora 
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de  la  prueba  plena  de  los  documentos  pfiblicos,  toda  vez  que  en 
el  pleito  existía,  además  del  testamento,  una  escritura  de  la  misma 
fecha  de  éste,  cuya  eficacia  se  desconocía  en  la  sentencia  por 
otro  documento  (testamento)  posterior,  en  el  que  no  constaba 
expresamente  la  novación  de  aquél. 

2.*  Artículos  1,281,  1,284  y  1,288  del  Código  civil  y  jurispru- 
dencia sobre  interpretación  de  los  contratos,  conforme  á  la  cual 
se  trataba  en  la  escritura  referida  de  un  contrato  de  mandato,  ó 
por  lo  menos,  de  una  donación  mortis  causa,  revocable  sólo  por 
un  documento  en  que  se  consignase  la  revocación,  el  cual  no 
existía. 

3/  Artículos  i.ogí,  1,2^4,  1-233  y  ^•^SS  '^^^  Código,  toda  vez 
que  en  la  escritura  aceptó  el  recurrente  la  obligs^ción  de  celebrar 
anualmente  oficios  por  el  alma  del  otorgante,  el  cual  le  conñrió 
para  ello  las  fincas  de  que  se  trataba,  bajo  irrevocabilidad. 

4.*  Art.  1,266  del  Código,  pues  sin  haber  sido  declarada  nula 
la  escritura  de  méritos,  se  defiere  á  los  demandados  la  observan* 
cia  ó  inobservancia  de  la  misma« 

5.*  Art,  1.277  ^^^  Código,  por  cuanto  aunque  la  causa  no  se 
expresase  en  el  ¿ontrato,  se  presume  existente  y  lícita  mientras 
no  conste  lo  contrario. 

6.*  Artículos  618,  620,  737  y  7JQ  del  Código,  pues  por  lo  me- 
nos en  la  escritura  referida  se  contenía  una  donación  Mortis  cau- 
sa, con  la  aceptación  del  donatario,  no  siendo  aplicable  el  princi- 
pio de  la  revocabilidad,  por  estar  consignada  la  irrevocabilidad 
en  una  escritura,  y  no  en  el  testamento;  y  error  de  derecho  en 
la  apreciación  dé  la  prueba  producida  por  la  escritura,  resultante 
de  los  motivos  expuestos  con  anterioridad. 

7.*    Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  resultante 
de  documento  auténtico,  toda  vez  que  en  la  repetida  escritura 
aparecía  probada  la  existencia  de  una  donación  mortis  causa. 
El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 


DOCIRINA 

Lo%  iérminoi  literales,  la  materia  y  el  propósito  manifiesto  de  los  que 
ifitervinieron  en  la  escritura  objeto  del  pleito  en  la  que  uno  de  los  otorgan^ 
tes  consignó  que,  según  testamento  otorgado  en  el  mismo  dia,  legó  al  otro 
compareciente  diversos  bienes  de  su  propiedad,  qfií-móndose  y  ratificándose 
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011  el  referido  te$tamento,  obligándom  á  no  revocar' didw  logado,  áim 
cuando  llegase  á  otorgar  potteriormonte  cualquiera  otra  di^nmcién  tet- 
tamentaria  en  que  $e  modificara  ó  anulara  el  referido  legado^  pue$  en  ¡o 
que  fueee  referente  á  anular  el  anterior,  haría  expr^a  mmción  deéle$ 
los  mismos  términos  que  constaba  en  el  testamento  de  aquel  dia,  so  pena 
de  nulidad  de  cualquier  otro  posterior  á  ¿I,  cuya  escritura  aceptó  el  favo- 
recido con  el  legado,  demuestran  claramente  que  en  ello  no  hay  contrato 
alguno  y  sino  una  ratificación  ó  ampliación  en  forma  anómala  del  testa 
mentó  que  acababa  de  otorgar  el  mismo  compareciente;  y  por  lo  tanto,  la 
Sala  sentenciadora,  al  establecerlo  asi  como  base  de  su  fallo,  no  imcurre  • 
en  ert*or  de  hecho  y  de  derecho  sobre  la  apreciación  de  dicha  escritura,  ni 
en  la  infracción  de  los  arts.  1 218  y  i  224  del  Código  dvü. 

Por  la  misma /-agón,  no  infringe  ni  ha  podido  infringir,  por  ser  in- 
aplicables al  caso,  los  drts.  1281,  "1.284,  1.288,  1.091,  1.254,  1,2S5, 
1,256,  1  258,  1.266  y  1.277  del  Código,  relativos  á  la  interpretación  y 
eficacia  de  los  contratos. 

Siendo  el  contenido  de  la  escritttra  de  referencia,  aparte  sus  defectos 
formales,  una  verdadera  disposición  testamentaria  por  tu  relación  intima 
con  el  testamento  que  la  precede,  y  porq^ie  aun  coneiderada  aisladamente 
y  como  donación  raortis  causa,  como  pretende  el  recurrente,  tiene  natu- 
raleza de  última  voluntad  y  debe  regirse  por  las  reglas  del  capitulo  de  la 
sucesión  testamentaria,  á  tenor  del  art.  620  del  Código  civil,  es  claro  que 
la  sentencia  aplica  rectamente  los  arts.  618,  620,  737  y  7S9  del  Código, 
que  son  los  que  homologan  las  donaciones  mortis  causa  á  kis  sucesúmet 
testamentarias,  y  los  que  sancionan  la  constante  revocabilidad  de  éstos p^ 
el  testamento  posterior  perfecto. 

\ 


RTfcüLo62i.  Las  donaciones  que  hayan  de  producir 
sus  efectos  entre  vivos,  se  regirán  por  las  disposiciones 
generales  de  los  contratos  y  obligaciones  en  todo  lo  que  no 
se  halle  determinado  en  este  título. 


Sentencia  de  4  de  Noviembre  de  \Z%7.— Donación  intervwos  — 
ConntrSi)  de  acreeiwres. — (Véase  aít.  4.°) 
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Sentencia  de  28  de  Enero  de  \%W.— Donación  inUrvivos,-^ Donación 
mor  ti s  causa, — Dote  ct  favor  de  una  persona. 


Explicación  de  la  gráfica. 

A^  hermana  de  C,  tía  carnal  de  i5  y  prima  de  Z. 

C  hermano  de  vi,  padre  legítimo  de  i?,  primo  de  Z,   padre  natural  de 
y  abuelo  natural  de  Z>,  ^  y  F. 

Z,  primo  carnal  de  yí  y  de  C 

B^  hija  legítima  de  C  y  sobrina  de  A, 

y,  hijo  natural  de  C,  padre  legítimo  á^  D,  E  y  F. 

Xy  madre  legítima  At  D^  E  y  F. 

Z>,  E  y  Fy  hijos  legítimos  de  K  y  Z,  y  nietos  naturales  de  C 

* 
A)     Antecedentes. — a)     En  escritura  otorgada  en  i88o  ante  tres 
testigos,  A  dotó  á  su  sobrina  B,  en  consideración  al  matrimonio 
por  ésta  celebrado,  con  cierta  suma  para  después   de  sus  días, 
cuya  cantidad  cobraría  B  ten  lo  mejor  parado  de  sus  bienes». 

bj     Falleció  B  en   1884,   legando  á  su  esposo  el  quinto  de  su"^ 
bienes  y  una  suma  en  metálico,  y  nombrando  herederos  á  sus  pa- 
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dres;  y  muerto  el  padre,  C»  en  1892,  fueron  declarados  herederos 
del  mismo  sus  nietos  naturales  D,  £y  F,  salvo  los  derechos  su- 
cesorios de  la  viuda  del  causante. 

c)  En  1894  falleció  A,  con  testamento  otorgado  en  1893  en 
que  instituyó  á  Z,  su  primo,  universal  heredero. 

B)  Demanda, — X,  madre  át  I?,  E  y  F,  menores  de  edad,  de- 
mandó en  su  representación  á  Z»  para  que  se  declararan  nulas 
las  disposiciones  testamentarias  otorgadas  por  A  en  favor  del  de- 
mandado en  el  testamento  de  1893,  procediendo  por  su  resultan- 
cia que  se  cumplieran  las  disposiciones  restantes  hechas  con  arre- 
glo á  las  leyes;  que  se  pagara  á  los  mencionados  hijos  de  la  de- 
mandante el  crédito  que,  como  derecho  habientes  parciales  de  B, 
tenían  contra  la  herenda  de  A;  y  que  se  entregara  el  remanente 
de  los  bienes  relictos  al  óbito  de  ésta  á  sus  herederos  legítimos» 
entre  los  que  se  contaban  los  demandantes,  alegando,  además  de 
los  hechos  expuestos:  que  por  el  fallecimiento  de  B  correspondían 
á  cada  uno  de  sus  padces,  como  heredero  dos  quintas  partes  de 
la  suma  con  que  fué  dotada  y  que  por  fallecimiento  de  Cse  había 
transmitido  á  ellos  el  derecho  á  pedir  el  cobro  de  esa  suma  al  fa- 
llecimiento de  A, 

CJ  Contestación. — Se  opuso  Z  á  la  demanda,  y  alegó:  que  aun- 
que su  causante  hubiese  fallecido  ab-intestatc,  no  tendrían  los  ac- 
tores derecho  á  su  herencia  como  sucesores  latimos,  por  haber 
muerto  su  abuelo  natural,  C,  dos  años  antes  que  A;  que  la  escri- 
tura de  dote  de  1880  no  constituía  una  obligación  ex  dte,  sino 
una  donación  intervivos  ó  promesa  de  dote,  cuya  nulidad  era  evi- 
dente, en  cualquiera  de  los  dos  casos,  desde  el  momento  en  que 
la  donataria  falleció  antes  que  la  donante,  y  por  tanto,  ningún  de- 
recho, por  ser  personalísimo,  pudo  transmitir  aquélla  A  sus  here- 
deros ni  á  su  padre,  ni  éste  transmitirlo  á  los  ^demandantes,  y 
que  así  lo  entendió  la  propia  donante  cuando  falleció  su  sobri- 
na^. 

D)  Sentencia.— ha.  Audiencia,  confirmando  el  fallo  del  infe- 
rior, absolvió  de  la  demanda  á  Z  respecto  al  extremo  relativo  i 
la  nulidad  del  testamento  de  A,  }y  condeno  al  demandado,  como 
heredero  testamentario  de  A,  á  entregar  á  D,  E  y  F,  y  en  su 
representación  á  su  madre,  el  crédito  reclamado  y  sus  intereses 
legales  desde  que  la  sentencia  fuera  firme. 

£J  Recurso  de  casación. — Lo  interpuso  Z,  citando  como  in- 
fringidos: 
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I  .**  La  ley  lo,  tit.  J2,  lib,  3?  del  Fuero  Real  (i ),  la  ley  ó/,  ///.  2, 
Ub.  S  del  Fuero  Juzgo,  ley  ll,  tit,  -^.^  Part.sJ",  y  jj,  l^l-  9, 
part.  ó.*  (2),  conformes  con  las  leyes  romanas,  pues  la  sentencia 
comete  error  de  derecho  al  calificar  y  juzgar  como  donación  inter- 
vivos la  hecha  por  A  A  B,y  declarar,  en  consecuencia,  subsistente 
y  eficaz  la  donación  á  favor  de  los  que  se  suponen  causahabientes 
de  la  donataria,  á  pesar  de  haber  fallecido  cerca  de  diez  años  an- 
tes que  la  donante;  y  subsidiariamente,  los  artículos  620  en  rela- 
ción con  el  759  y  el  622,  todos  del  Código  civil, 

2?  Atribuir  la  sentencia  recurrida  al  demandado  la  alegación 
de  que  la  escritura  de  dote  constituye  una  donación  intervivos,  y 
no  una  obligación  exdie,  siendo  así  que  el  recurrente  siempre  la 
calificó  de  mortis  causa. 


(i)     Fuero  Real,   Libro  jS^  tit.  J 2,  ley  10^   € vala  la  doDación,  y  ha- 

yala  aquél  á  cuyo  nombre  fue  fecha  la  carta,  si  fuere  vivo:  ca  si  muriere 
ante  que  reciba  la  doDacido,  los  herederos  de  aquel  que  fizo  la  donación  lo 
hereden:  si  alguno  diere  su  co.sa  á  otri  en  tal  manera  que  la  teng-a  el  que 
la  da  en  su  vida,  y  después  que  finque  á  aquél  que  la  da,  porque  tal  donación 
es  semejable  á  las  otras  donaciones  que  se  facen  en  manda  por  razón  de 
muerte:  mandamos,  que  el  duefio  de  la  cosa  pueda  mudar  su  voluntad  cuando 

quisiere » 

(2)  Fuero  Juzgo, — Libro  $.".  tit,  2y  ley  6.^  c...  E  si  por  ventura  muriese 
aquel  á  quien  fue  fecha  la  donación  ante  que  la  cosa  aya  recibido,  la  cosa 
deve  fincar  en  aquel  que  la  dio  ó  en  sus  herederos.  £  si  alguno  diese  alguna 
cosa  so  tal  condición  que  se  la  tenga  consigo  en  su  vida,  é  depués  de 
su  muerte  que  la  aya  aquel  á  quien  la  da,  porque  esta  donación  semeia 
testamiento,  aquel  que  la  dio  la  puede  toller  quando  quisier  ante  de  su 
muerte.» 

Part,  j*,  ///.  ^.^,  ley  ir. — A  las  vegadas  fazen  los  ornes  donaciones  es- 
tando cuytados  en  enfermedades  ó  temiendo  otros  |teligros  deque  non  cuida* 
uan  estorcer.  £  dezimos  que  la  donación  que  ome  faze  de  su  voluntad  estando 
enfermo,  temiéndose  de  la  muerte  ó  de  otro  peligro,  que  vale;  pero  tal  dona- 
ción, como  ésta,  puede  ser  reaocada  en  tres  maneras:  La  primera  es,  si  se 
muere  ante  aquel  á  quien  es  fecha  que  el  otro  que  la  fizo > 

Part.  6.",  tit.  g.",  ley  SS' — Cuydando  el  testador  que  era  blvo  algún 
ome  á  quien  el  fiziesse  manda,  si  estonce  fuesse  muerto  non  le  valdría  ni 
la  podría  demandar  el  heredero  del.  Esso  mismo  sería  si  fuesse  bivo  quando 
fiziesse  la  manda  é  se  muriesse  después  naturalmente....  en  ante  que  el  testa- 
dor muriesse.» 

82  •♦ 
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3.**  Leyes  /,  //  y  J2,  ///.  XI,  Part.  4.*  (i),  pues  contrariando 
su  contexto  se  supone  subsistente  y  se  obliga  al  recurrente  al 
pago  de  una  dote  que  carece  de  objeto  por  estar  ya  disuelto  el 
matrimonio  á  que  se  destinaba. 

4.®  Art.  g43  del  Código  civil,  puesto  que  se  reconoce  á  los 
demandantes,  hijos  de  un  hijo  natural  de  C,  el  carácter  y  las  ac- 
ciones de  causahabientes  de  B,  hija  legítima  de  aquéL 

5.^  Ley  8,  til.  XXII,  Parí,  jf,  en  cuanto  no  se  ha  apre- 
ciado temeridad  en  la  demanda. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 


DOCTRINA 

Lo  que  diferencia  la  donación  Ínter  ^vítos  de  la  dotiaeión  mortis  caasa 
e$  qtte  é$ta  $e  hace  como  su  nombre  indica,  por  cauta  de  la  muerte  ó  áe 
peligro  mortal,  rin  intención  de  perder  el  donante  la  cosa  ni  su  libre  dis- 
posición en  caso  de  vivir  ^  al  igual  que  sucede  en  las  disposiciones  testa- 
mentariaSf  y  tal  es  la  definición  contenida  en  las  leyes  de  la  Instituía  y 
del  Digesto  (i),  y  en  la  ley  11^  tit,  4,^,  Part.  6^,  citadas  en  el  primer  mo- 
tivo del  recurso ,  lo  mismo  que  en  el  art,  620  del  Código  civil,  al  determi 
nar  que  las  donaciones  que^  rigen  por  las  reglas  de  la  sucesión  téstame^ 


(i)     Farí.  4^  tit.  II.  Ley  /.*. — c dote  es   como   manera  de   dontcíon 

fecha  con  entendimiento  de  se  mantener   é  ayuntar  el  matrimonio  con  ella.» 

Id.  id.  Ley  li, — « £  con   condición  se  faze — la  dote — qoando  dixe  h 

muger  al  marido,  6  otro  por  ella,  que  promete  6  faze  pleyto»  de  darle  alguna 
cosa  por  dote,  si  se  compliere  el  matrimonio.  E  tal  condiddn  como  esta  siem- 
pre se  entiende  quier  sea  nombrada,  6  non 

Id.  id.  Ley  12* — « Mas  si  otro  qualquier  la  establesciesse  — la  dote— di- 

ziendo  assi:  prometo  de  vos  dar  en  nome  de  dote  para  vuestra  muger  tantos 
marauedis  á  la  sazón  que  yo  ñnare,  estonce  valdría  tal  prometimiento.  Ca 
podría  ser  que  aquel  que  los  prometió  que  moriría  en  tal  sazón  que  temía  el 
matrimonio  entre  aquellos  á  quien  la  manda. 

(2)  DigestOy  libro  jg,  tit.  ó,  ley  /.** — Mortis  causa  donatio  est,  quumquis 
habere  se  vult,  quam  eum  cui  donat,  magisque  eum,  cui  donat,  quam  hert- 
dem  suum. 

Jnstituta,  libro  2.",  ///.  /.'',  párrafo  /.''—Mortis  causa  donatio  est,  qw 
propter  mortis  fit  suspicionem...  Hae  mortis  causa  donationes  ad  exemplum 
legatorum,  redactae  sunt  per  omnia. 
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tarta  9on  loa  que  producen  sus  efectos  por  muerte  del  donante;  y  las 
donaciones  inter  yítos  son  las  que  se  hacen  sin  esta  consideración,  por 
pura  bondad  del  donante  y  merocimiento  del  que  recibe,  aunque  la  cosa 
no  se  entregue  de  momento,  ó  se  reserve  la  entrega  poet  mortem,  lo  cual 
constituye  una  simple  modalidad  que  no  cambia  la  naturaleza  del  acto, 
siendo  estas  donaciones  irrevocables,  especialmente  si  no  son  con  postu- 
ra y  con  carácter  oneroso^  con  arreglo  á  las  leyes.  Proemio,  i.*,  á.^  y  6.^ 
del  tu,  y  Partida  citados. 

De  esta  última  clase  es  la  otorgada  (por  A),  en  la  escritura  de  capi- 
tulaciones matrimoniales  á  favor  de  su  sobrina  (B),  constituyendo  dote 
para  después  de  sus  dias,  puesto  que,  no  la  consideración  de  la  muerte  ni 
su  peligro,  sino  la  liberalidad  -^e  la  dofiante  y  el  propósito  de  asegurar  el 
sostenimiento  del  matrimonio  celebrado  fueron  la  causa  de  tal  donación. 

Por  lo  tanto,  la  sentencia  ée  ajusta  á  las  leyes  citadas  y  no  infringe 
tampoco,  astpuesto  que  fuesen  aplicables,  las  leyes  del  Fuero  Real  y  del 
Fuero  Juzgo,  que  expresamente  establecen,  apegar  de  lo  que  se  alega  en 
el  moHvo  mencionado,  que  cuando  la  ¿bnación  es  perfecta,  por  reunir  las 
condiciones  ^ue  las  mismas  determinan,  surte  sus  efectos  aunque  la  cosa 
permanezca  en  poder  del  donante  y  éste  muera  sin  haberla  entregado,  y 
no  es  oportuna  la  invocación  de  las  demás  leyes  y  doctrinas  relativas  á  la 
sucesión  testamentaria  que  se  aducen  en  dicho  motivo. 

El  error  de  hecho  alegado  en  el  segundo  motivo,  supuesto  que  fuese 
cierto  y  que  apareciese  demostrado  enferma  legal  por  documento  autén. 
tico,  lo  cual  no  se  ha  hecho,  no  es  de  estimar  en  casación,  porque  la  sen- 
tencia no  se  funda  en  la  afirmación  atribuida  al  escrito  de  contestación 
que  el  recurrente  rechaza  como  inexacta. 

Las  leyes  invocadas  en  el  motivo  tercero  carecen  de  aplicación,  porque 
no  son  el  marido  ni  los  sucesores  en  los  derechos  de  iste  como  tal  marido, 
quienes  reclaman  la  dote  ó  parte  de  ella  para  sostener  las  cargas  del  ma- 
trimonio, sino  los  sucesores  de  la  mujer  á  cuyo  favor  se  otorgó  y  á  quien 
corresponde  su  dominio,  siendo  eficaz,  como  queda  dicho,  su  constittunón, 
cumplida  la  condición  impliciia  de  la  ley  11,  til.  4,  Part.  4.^  y  válido, 
según  disposición  terminante  de  la  12  del  mismo  titulo  y  Partida,  el  pro- 
metimiento de  entregar  la  dote  después  de  la  muerte  del  que  la  constituye. 

Los  demandantes  no  reclaman  en  este  pleito  como  herederos  abintesta- 
to  de  un  pariente  legitimo  de  su  abuelo  natural,  sino  que,  declarados  he- 
rederos de  éste,  con  arreglo  á  la  ley,  reclaman  un  derecho  que  cuando 
falleció  estaba  en  su  patrimonio,  por  haber  sido  heredero  testamentaiHo 
de  su  hija. 

La  ley  8.^,  tit.  22,  Part.  3.^,  es  inaplicable,  por  razón  del  tiempo  ai 


Digitized  by  VjOOQLC 


500  DB  LA  DOMACICM  (aBT.  €21 

que  Be  ha  tramitado  este  pleiio,  posterior  al  Código  ctvt7,  y  además,  k 
apreciación  de  la  temeridad  de  las  partes  en  primera  infancia  es  deis 
exclusiva  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  según  repetidas  decisiones 
del  Supremo  Tribunal. 


n 


RTÍcuLO  623.     La  doDadón  se  peifecciona  desde  que  ^ 
donante  conoce  la  aceptación  del  donatario. 


Sentencia  de  3  de  Junio  de  \9>W.' -Donación, — Caja  de  previsión 
de  empleados  de  ferrocarriles, 

HECHOS 

A)  Demanda, — A,  B  y  C,  dedujeron  separadamente  demanda 
contra  una  Compañía  de  ferrocarriles/  solicitando  que  se  la  con- 
denara á  reponer  á  cada  uno  de  los  actores  en  el  «argo  qne  en 
ella  habían  desempeñado  y  á  satisfacerles  sus  haberes  atrasados, 
cuya  pretensión  fundaron  los  dos  primeros  en  que,  obtenida  sen- 
tencia absolutoria  á  su  favor,  en  un  proceso  incoado  con  motivo 
de  cierta  sustracción  de  valoies  de  la  sociedad  demandada,  pre- 
tendieron, sin  resultado,  que  se  les  repusiera  en  su  destino,  ale* 
gando  C  en  su  demanda  que,  sin  previa  formalización  de  expe- 
diente, había  sido  separado  del  servicio  de  la  misma,  so  pretexto 
de  que  había  intervenido  en  cierta  huelga  de  personal. 

B)  Contestación. — La  Compañía,  separadamente  también,  se 
opuso  á  las  respectivas  pretensiones  de  los  actores,  alegando:  que 
el  procesamiento  y  detención  de  los  prenombrados  demandantes 
A  y  Bt  motivados  por  el  proceso  ya  referido,  no  fueron  exclusi- 
vamente la  causa  de  que  la  Compañía  demandada,  en  uso  de  su 
derecho,  dispusiera  las  suspensiones  de  empleo  y  sueldo,  y  más 
tarde  la  separación  y  baja  de  aquéllos,  por  no  estimar  necesarios 
sus  servicios;  no  imponerle  el  fallo  absolutorio  obligación  de 
reponerlos  en  sus  destinos,  ni  mucho  menos  de  abonarles  suel- 
dos desde  la  suspensión  hasta  que  se  les  separó  definitivamente 
de  su  cargo,  lo  cual  se  les  avisó  mediante  la  oportuna  comunica- 
ción. Y  como  contestación  á  la  demanda  de  C  alegó:  haber  to- 
mado éste  parte  en  la  huelga  de  empleados;  habérsele  dicho  que 
no  eran  necesarios  sus  servicios,  por  lo  que  se  le  daba  de  baja 
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en  la  Compañía,  de  lo  cual  manifestó  quedar  enterado,  añadien- 
do que  destaba  saber  si  se  le  abonaría  la  libreta  de  la  Caja  de 
previsión;  y  poder  la  Compañía  demandada  proceder  libremen- 
te, sin  necesidad  de  formar  expediente,  á  separar  los  empleados 
que  creyera  oportuno. 

O  Réplica  y  duplica. — Renunciada  la  réplica  por  A  y  B,  y 
evacuado  dicho  traslado  por  C,  insistió  en  la  pretensión  y  alega- 
ciones de  su  anterior  escrito,  lo  que  también  hizo,  sin  adición 
sustancial,  la  Compañía  demandada  en  el  de  duplica,  y  á  petición 
de  esta  última  se  acumularon  á  los  autos  promovidos  por  el  pri- 
mero los  otros  dos  pleitos  indicados. 

D)  Sentencia. ^Coxnáos  los  demás  trámites  en  ambas  instan- 
cias, la  Audiencia  dictó  sentencia  confirmatoria  absolviendo  á  la 
Compañía  demandada  de  las  pretensiones  de  loa  actores. 

E)  Recurso  de  casación. — Interpusieron  éstos  recurso  de  casa- 
ción, suponiendo  que  el  fallo  cometió,  entre  otras,  las  siguientes 
infracciones:  Artículos  623,  Ó41,  642  y  647  del  Código  civil, 
en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  absolvió  á  la  Compañía  de- 
mandada de  su  obligación  de  entregar  á  los  recurrentes  las  sumas 
que  tenían  consignadas  en  la  Caja  de  previsión  de  los  empleados 
de  dicha  Sociedad.  . 

El  Tribunal  Supremo  desestimé  el  recurso. 

DOCIRINA 

Eb  de  notoria  improcedencia^  como  aei  lo  tiene  declarado  el  Tribunal 
Supremo^  e^recurso  de  casación  en  que  ae  plantean  cuestiones  que  no  han 
sido  propuestas  y  discutidas  en  el  pleito,  porque  mal  puede  infringir  la 
sentencia  los  preceptos  que  abonan  la  solución  pretcíidida,  cuando  le  está 
vedado  tomarlas  en  consideración,  ni  puede  hicerh  sin  incurrir  en  la 
nota  de  incongruencia. 

De  este  defecto  adolece  un  recurso,  cuando  los  recurrenfes  pidieron  en 
sus  respectivas  demandas  que  se  les  repusiera  en  los  cargos  que  hablan  des- 
empeñado en  la  explotación  del  ferrocarril:  que  se  les  abonaran  los  suel- 
dos devengados  desde  la  fecha  ea  que  fueron  dados  de  baja,  con  el 
6  por  100  anual  de  la  suma  que  resultase,  y  que  se  les  indemnizara  de  los 
daños  y  perjuicios,  y  ahora  aspiran,  por  medio  de  la  casación,  á  que  se 
les  decUtre  con  derecho  á  las  cantidades  que  tenían  consignadas  en  la  Caja 
de  previsión  de  los  empleados  de  la  Compañía,  y  al  sueldo  del  mes  si- 
guiente al  en  que  fueron  despedidos,  cuestiones  nuevas,  y  que  por  la  ra- 
zón indicada  no  pudo  examinar  iw  resolver  él  Tribunal  á  quo. 
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«E  BTfcüLO  630.  El  donatario  debe,  so  pena  de  nulidad, 
,7?  aceptar  la  donadóa  por  sí,  ó  por  medio  de  persona  au- 
torizada con  poder  especial  para  el  caso,  ó  con  poder  general 
y  bastante. 

Resilueión  de  18  de  iulít  de  \%W.--Donadón  al  Estado, — Aceptoiión 
íie  la  donación, 

HECHOS 

A)  Documento  presentado  d  inscripción. — Los  dueños  de  unos 
terrenos  comprendidos  entre  un  hospital  militar  y  una  carretera 
pública  ofrecieron  al  ministro  de  la  Guerra  ceder  al  Estado  una 
faja  de  terreno  para  :iue  pudiera  hacerse  un  camino  que  uniese  la 
carretera  existente  y  el  edificio  mencionado,  cuya  cesión  hadan 
á  cambio  de  que  el  nuevo  camino  fuese  de  servicio  general,  y  su 
sostenimiento  corriera  á  cargo  del  Estado. 

Instruido  el  expediente,  y  aceptado  por  Real  decreto  el  ofreci- 
miento que  al  Estado  se  hacía,  se  otorgaron  en  su  consecuencia 
las  correspondientes  escrituras,  figurando  como  otorgante  cada 
uno  de  los  propietarios  y  X,  comisario  de  Guerra,  quien  aceptó 
esta  escritura  á  nombre  del  Estado  en  todas  sus  partes, 

B)  Nota  del  registrador. — Presentadas  las  escrituras  de  refe- 
rencia en  el  Registro  de  la  propiedad,  el  registrador  suspendió 
su  inscripción  cpor  observarse  el  defecto  subsanable  de  que, 
tratándose  de  una  donación  que  debe  ser  aceptada  por  el  donata- 
rio, no  consta  que  AT  tenga  para  aceptarla  la  re  presentación  del 
Estado,  que  debe  acreditarse  en  la  forma  que  determina  el  ar- 
tículo 630  del  Código  civilf . 

C)  Recurso  gubernativo, — Alegación  del  recurrente, — El  funcio- 
nario que  intervino  á  nombre  del  Estado  interpuso  en  esta  repre- 
sentación recurso  gubernativo,  solicitando  que  se  alzara  la  sus- 
pensión y  se  inscribieran  los  títulos  presentados,  pretensión  que 
fundó  principalmente  en  que  las  donaciones  á  que  se  refieren  ha- 
bían sido  aceptadas  en  la  forma  más  solemne,  mediante  Real  de. 
creto,  y  que  no  como  apoderado,  sino  como  funcionario  del  Esta- 
do, había  él  intervenido  en  el  otorgamiento  de  las  escrituras  de 
cesión. 

D)  Alegación  del  registrador. — Opuso  el  registrador  que  il 
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urrerecnte  carecía  de  personalidad  para  interponer  el  recurso,  y, 
previo  informe  del  ministerio  de  la  Guerra,  que  consideró  fuera 
de  duda  la  capacidad  de  aquél  para  haber  aceptado  la  donación 
en  nombre  y  representación  del  Estado,  la  Dirección  general  de- 
claró en  su  día  que  no  existía  tal  falta  de  personalidad,  y  ordenó 
al  registrador  que  si  insistía  en  su  calificación  emitiera  su  informe 
sobre  el  íondo,  como  lo  hizo  alegando:  que  de  las  escrituras  no  re- 
sultaba que  la  donación  que  comprenden  haya  sido  aceptada  por 
el  Estado,  por  lo  que  debiera  haber  sido  representado  éste  por  man- 
datario que  reuniese  los  requisitos  del  art.  630  del  Código  civil,  del 
biendo  hacerse  constar  el  mandato  en  escritura  pública,  según 
prescribe  el  núm.  5.°  del  art.  1.280  del  mismo  Código,  y  que  no 
basta  ser  funcionario  público  para  representarle,  sino  que  ade- 
más precisa  autorización  previa  y  expresamente  concedida  al 
efecto;  y  que  si  el  Cuerpo  de  Administración  militar,  al  que  e^ 
recurrente  pertenecía,  tiene  la  representación  del  Estado  en  el 
ramo  de  Guerra,  es  sólo  para  los  fines  propios  de  su  instituto, 
pero  no  para  el  otorgamiento  de  contratos  sobre  bienes  inmue- 
bles que  se  rigen  por  los  artículos  citados. 

E)  Juez  delegado  y  presidente  de  la  Audiencia, — El  juez  dele- 
gado estimó  legal  la  intervención  del  recurrente,  y  mandó  alzar  la 
suspensión  de  inscripción  por  no  adolecer  las  escrituras  del  de 
fecto  expresado,  fundándose  en  que  el  Estado  tenía  aceptada  la 
donación  en  el  Real  decreto  antes  citado.  El  registrador  apeló 
de  esta  resolución,  que  fué  confirmada  por  el  presidente  de  la 
Audiencia  por  la  misma  razón. 

P)    Dirección, — Acordó  confirmar  la  providencia  apelada. 

DOCTRINA 

Las  escrituras  objeto  del  presente  recurso  no  adolecen  del  defecto 
atribuido  por  el  registrador  en  la  nota  de  suspensión  de  inscripción 
puesta  al  pie  de  las  mismas^  toda  vez  qu^  la  donación  que  contienen  ha 
sido  aceptada  por  el  Estado^  en  virtud  del  Real  decreto  de  6  de  Octubre 
de  1892^  y  es  innegable  la  capacidad  del  comisario  de  Querrá,  para  re- 
presentar á  aquél  en  el  acto  del  otorgamiento  de  dichas  escrituras^  según 
ha  informado  el  ministerio  d^-  ^jí  Querrá  en  este  mismo  expediente^  os- 
tentando dicha  representación,  no  con  el  carácter  de  mandatario,  sino 
con  el  de  representante  legitimo  del  Estado,  como  funcionario  público  en 
el  ^erddo  de  su  cargo. 
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Bajo  e$te  supuesto,  son  inaplicables  al  presente  caso  Un  doctrinas  in- 
vocadas por  el  registrador  respecto  á  la  aceptación  de  donación  por  me* 
dio  de  mandatario,  y,  en  general^  respsct  i  al  conh'oto  de  mandato  y  al 
modo  y  forma  en  que  debe  hacerse  constar  el  poder  para  contratar  sobre 
bienes  inmuebles  en  nombre  de  otro. 

*gff  BTÍCULO  632.     La  donación  de  cosa  mueble  podrá  ha- 
^T   ccrsc  verbalmente  ó  por  escrito. 

La  verbal  requiere  la  entrega  simultánea  de  la  cosa  dona- 
da.  Faltando  este  requisito,  no  surtirá  efecto,  si  no  se  hace 
por  escrito  y  consta  en  la  misma  íorma  la  aceptación. 

Sentencia  de  6  de  Oetnbrt  de  X^l^Z.—Donación  de  cosa  mueble. 
"^  Juego  ó  apuesta. ^^ Premio  de  loteria, 

HECHOS 

A)  Demanda. — A^  B  y  ¿7  dedujeron  demanda,  consignando: 
que  con  ocasión  de  haber  adquirido  C  una  joya,  fueron  á  casa  del 
demandado  Z>,  joyero,  B,Cy  E^  amigos  todos  de  D,  con  objeto 
de  que  les  diera  su  opinión  acerca  del  valor  de  un  collar  que 
C  acababa  de  comprar;  que  con  tal  motivo,  y  á  presencia  tam- 
bien  de  A,  dependiente  de  *D,  por  no  estar  conforme  en  dicho 
valor,  surgió  una  apuesta  entre  el  dueño  de  la  joyería,  D,  y  su 
amigo  £,  respecto  al  peso  de  unos  brillantes  de  la  joya,  compro- 
metiéndose el  que  perdiese  á  pagar  una  una  de  J<9  pesetas  para 
los  cinco  presentes  á  la  discusión  (tres  demandantes,  el  demanda- 
do y  E),  perdiendo  Z>,  que  se  obligó  á  pagar  la  cena;  que  antes 
de  ponerse  de  acuerdo  sobre  el  lugar  y  día  en  que  había  de  cele- 
brarse, se  le  ocurrió  á  D,  el  demandado,  que  las  jo  pesetas  im 
porte  de  la  cena  se  emplearan  en  un  décimo  de  la  lotería  para  todos, 
llevando  cada  uno  10  pesetas  de  participación  y  que  conformes 
con  tal  idea,  el  demandado  D  tomó  dinero  de  su  propiedad f 
y  salió  en  busca  del  décimo;  mas  como  no  lo  hallase  en  las  Ad- 
ministraciones, adquirió  un  billete  entero  para  la  lotería  siguien- 
te, de  lo  cual  dio  conocimiento  á  los  interesados  al  otro  día, 
que  aprobaron  su  determinación;  que  el  billete  quedó  en  poder 
de  Z>,  y  .habiéndose  hablado  entre  los  interesados  de  la  con- 
veniencia de  hacer  unos  recibos  ó  vales  en  que  cpnstare  la  parti- 
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cipación,  no  le  pareció  bien  á  D,  por  implicar  una  desconfianza 
hacia  él,  limitándose  éste  á  decir  á  su  dependiente  A  que  les  faci- 
litara una  apuntación  del  número  en  guarismo,  con  lápiz,  «n  pe- 
queños trozos  de  papel;  que  el  billete  salió  premiado  con  20.000 
pesetas,  y  habiéndole  reclamado  los  demandantes  á  Z>  su  respec- 
tiva participación,  por  partes  iguales,  el  demandado  les  manifestó 
que  sólo  les  correspondía  una  pequeña,  de  3.000  reales,  que  au- 
mentó después  á  i.ooo  pesetas,  y,  por  último,  por  mediación  de 
E,  les  ofreció  5.000  reales;  y  que  en  vista  de  esto  promovían  el 
actual  litigio,  suplicando  se  condenase  a  Z)  á  entregar  á  cada 
uno  de  los  demandantes  la  cantidad  de  4.000  pesetas  dentro  de 
tercero  día,  intereses  legales  desde  el  cobro  del  décimo  y 
costas. 

B)  Contestación, — El  demandado  suplicó  se  le  absolviera  de  la 
demanda,  alegando:  que  la  apuesta  surgió  sólo  entre  él  y  su  ami- 
go E^  retándole  para  tomar  un  décimo  de  la  lotería,  invitando 
á  los  presentes  por  si  querían  comprometer  algo  á  favor  de  uno 
ó  de  otro,  contestando  éstos  que  el  asunto  era  particular  de 
ambos,  por  lo  que  entre  ellos  quedó  trabada  la  apuesta;  que  ésta 
no  consistió  en  la  supuesta  cena,  ni  en  su  sustitución  por  el  dé- 
cimo; que  lo  cierto  fué  que,  una  vez  perdida  la  apuesta  por  el 
demandado,  preguntaron  B  y  C  qué  iban  ganando  ellos,  á  lo  que 
D  contestó,  con  la  aprobación  de  E^  que  lo  interesante  era  que 
obtuviese  un  premio,  porque  en  tal  caso,  sabrían  ser  genero- 
sos y  galantes;  que  no  era  cierto  lo  de  la  compra  del  billete, 
pues  el  demandado  no  lo  adquirió  hasta  el  día  siguiente,  sin  dar 
conocimiento  de  ello  á  los  demandantes;  que  tampoco  lo  era  lo 
del  depósito  del  billete  y  participación  de  cinco  en  él,  y  que 
una  vez  premiado,  quiso  proceder  con  generosidad,  ofreciéndo- 
les la  cantidad,  que  rechazaron  los  demandantes. 

Con  la  contestación  acompañó  un  recibo  firmado  por  E,  que 
dice  así:  cHe  recibido  de  D..,.  la  cantidad  de  10.000  pesetas  como 
mitad  del  premio  obtenido  por  el  número....  en  la  Lotería  Nacio- 
nal, cuyo  sorteóse  verificó  ayer....;  dicho  billete  lo  jugábamos  en- 
tre dicho  Sr.  Z?....  y  el  que  firma,  á  consecuencia  de  una  apuesta 
habida  entre  los  dos,  que  perdió  el  Sr.  Z>....,  siendo  la  condición 
de  que  la  suerte  que  correspondiera  sería  para  los  dos.» 

C)  Sentencia.  —La  Audiencia  dictó  sentencia  confirmatoria  de 
la  del  Juzgado,  condenando  al  demandado  en  todas  las  pretensio- 
nes de  la  demanda. 
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D)  Recurso  de  casación. — Interpuso  recurso  el  demandado  por 
estas  infracciones: 

I.**  Artículos  i,7og  y  i£oi  del  Código,  toda  vez  que  los  deman- 
dantes no  intervinieron  en  la  apuesta  celebrada,  j  sin  embargo, 
habían  obtenido  por  el  fallo  la  ventura  de  ganar,  reconociéndo- 
les una  participación  en  un  contrato  en  que  no  intervinieron. 

2.®  Sentencia  de  2j  de  Marzo  de  i8^8  y  otras,  según  las  cuales 
no  puede  decidirse  en  juicio  acerca  de  las  acciones  que  no  se  han 
ejercitado  en  líi.  forma  correspondiente,  en  cuanto  el  folio  otor- 
gaba derecho  á  los  demandantes,  no  en  virtud  de  la  acción  naci- 
da del  contrato  de  apuesta,  sino  por  la  que  suponía  que  les  asis- 
tía como  terceros. 

3."  Art.  T.2^7,  párrafo  /.**  y  2T  del  Código,  por  razonamiento 
análogo  al  anterior  motivo. 

4.**  Art.  632  del  Código,  porque,  en  el  supuesto  de  existir  esti- 
pulación á  favor  de  los  demandantes,  lo  fué  á  título  gratuito  por 
parte  de  éstos,  debiendo  en  todo  caso  recibir  la  cantidad  por 
pura  liberalidad,  como  una  verdadera  donación,  7  en  tal  supuesto 
tratándose  de  cosa  mueble,  si  se  estipuló  verbalmente,  debió  ser 
simultánea  la  entrega  de  la  cosa,  ó  debió  hacerse  por  escrito,  y 
constar  en  la  misma  forma  la  aceptación,  circunstancias  que  no 
se  cumplieron  en  el  hecho  de  autos. 

5.°  Art.  1.280  del  Código,  cuyo  precepto  no  se  cumplió  en  el 
caso  de  autos. 

Kl  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 


DOCTRINA 

1^0  it  infringen  los  artieuloB  del  Código  dvil  1.257 ^  en  iug  párr<rfoi 
primero  y  segundo  y  1.790  y  1 801,  como  se  supone  en  el  primero  y  tercer 
motivo  del  reairso^  porque  disponiendo  el  primero  de  dichos  artieuloi 
que  los  contratos  sólo  producen  efecto  entre  las  partes  que  los  otorgan, 
y  que  las  estipulaciones  que  se  hagan  en  favor  de  un  tercero  han  de  e^m- 
plirse  siempre  que  éste  hubiese  hecho  saber  su  aceptación  al  obligado,  y 
ocupándose  los  dos  últimos  en  determinar  lo  que  son  los  contratos  aleato- 
rios ó  de  suette,  comprendiendo  entre  éstos  á  la  apuesta  ó  juego  no  pro- 
hibido, y  concediendo  acción  civil  para  su  cumplimiento  citando  la  can- 
tidad que  se  haya  cruzado  no  sea  ftxcesiva,  la  Audiencia,  en  el  fallo  con- 
tra el  que  se  recurre,  ha  interpretado  y  aplicado  rectamente  los  meneio' 
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nados  arüeulos,  dando  valor  y  eficacia  á  la  apuesta  de  50  peseéas  que 
medió  entre  el  recurrente  y  una  segunda  persona^  y  haciendo  que  se  cum- 
pla la  promesa  6  estipulación  que  nació  de  aquel  contrate,  y  fué  expre- 
sámente  aceptada  por  los  demandantes  de  emplearla  expresada  suma,  no 
en  una  cena,  como  antes  se  habia  proyectado j  sino  en  un  billete  de  lo- 
feria,  que  por  consiguiente  daba  opción  y  derecho  á  los  cinco  por  iguales 
partes,  al  premio  que  en  su  caso  obtuviese  dicho  billete. 

Es  procedente  la  acción  intentada,  porque  se  funda  en  los  hechos  ex- 
puestos  en  la  demanda,  y  que  como  resultado  de  las  pruebas  practicadas 
consigfia  el  fallo  recurrido,  por  lo  cual,  al  estimar  dicha  demanda,  no  se 
infringe,  como  se  sostiene  en  el  segundo  motivo  del  recurso,  la  doctrina 
legal  sustentada  en  la  sentencia  de  27  de  Mayo  de  1857,  referente  á  que 
no  pueden  prevalecer  en  juicio  acciones  que  no  se  hayan  ejercitado  en  It 
forma  correspondiente. 

No  son  de  aplicar  al  caso  presente  los  artículos  del  mencionado  Có- 
digo civil  632  y  1,280,  en  su  párrafo  último,  porque  aquél  se  refiere  á  la 
donación  de  cosa  mueble  y  al  modo  de  que  surta  efecto,  y  éste  á  exigir 
que  el  contrato  privado,  cuya  euantia  exceda  de  1,500  pesetas,  se  haga 
constar  por  escrifo,  y  como  la  acción  ejercitada  por  los  demandantes  que 
ha  estimado  la  Sala  no  ha  sido  la  que  se  origina  de  una  liberalidad  ó  do- 
nación, ni  el  contrato  que  ha  dado  margen  á  este  punto  cuando  se  celebró 
sin  la  eventualidad  de  la  suerte,  exsedió  de  aquella  suma,  es  inoportuna 
la  cita  de  dichos  artículos  para  suponerlos  infringidos  como  sin  razón  se 
hace  con  los  dos  últimos  del  recurso. 


TKjT  BTÍcüLO  633.  Para  que  sea  válida  la  donación  de  cosa 
WW  inmueble,  ha  de  hacerse  en  escritura  pública,  expresán- 
dose en  ella  individualmente  los  bienes  donados  y  el  valor  de 
las  cargas  que  deba  satisfacer  el  donatario. 

La  aceptación  podrá  hacerse  en  la  mi3ma  escritura  de  do- 
nación ó  en  otra  separada,  pero  no  surtirá  efecto  si  no  se  hi- 
ciese en  vida  del  donante. 

Hecha  en  escritura  separada,  deberá  notificarse  la  acepta- 
ción en  forma  auténtica  al  donante,  y  se  anotará  esta  diligen- 
cia en  ambas  escrituras. 
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Resolución  de  3  de  Diciembre  de  \^2.— Donación  de  cosa  inmueble. 
Cargas  impuestas  al  donatario, 

HECHOS 

A)  Documento  presentadlo  d  inscripción, — Escrítara  otorgada 
por  A  y  B,cn  la  que  el  primero  dona  al  segundo xios  ñucas  y  uo 
crédito  de  su  propiedad  bajo  estas  condiciones:  primera,  suminis- 
trar el  donatario  al  donante  los  alimentos  necesarios;  segunJa, 
costearle  un  funeral  modesto,  ocurrido  que  fuere  su  fallecimiento, 
y  tercera,  pagar  el  donatario  las  contribuciones  correspondientes 
á  las  fincas  donadas  y  hacer  todos  los  gastos  necesarios  para  su 
buena  conservación. 

B)  Nota  del  registrador, — No  fué  admitida  á  inscripción  la  es- 
critura por  adolecer  del  defecto  insubsanable  de  no  expresar  el 
valor  de  las  cargas  que  debe  satisfacer  el  donatario,  como  previe- 
ne el  art.  633  del  Código. 

C)  Recurso  gubernativo. — a)  Alegación  del  recurrente,  ^^\  no- 
tario  autorizante  sostuvo  la  procedencia  de  la  inscripción,  fun- 
dándose: el  concepto  cargas,  en  sentido  jurídico,  hace  referencia 
á  las  que  recaen  en  la  cosa,  pues  las  que  afectan  á  la  persona  se 
llaman  obligaciones;  tratándose  de  documentos  inscribibles,  las 
cargas  se  consideran  siempre  reales;  si  el  Código  civil  hubiera 
dado  á  la  palabra  cargas  el  valor  atribuido  por  el  registrador,  ha- 
bría preceptuado  en  el  art.  632  para  la  donación  de  inmuebles 
el  otorgamiento  de  escritura  y  la  expresión  del  valor  de  las  car- 
gas, por  la  identidad  de  razón;  y  si  á  los  efectos  del  art  633  se 
entendiera  por  carga  las  obligaciones  personales  contraídas  por 
el  donatario  en  casos  como  el  de  la  escritura,  en  que  la  extinción 
de  tales  obligaciones  depende  de  acontecimientos  inciertos,  sería 
imposible  fijar  su  valor. 

b)  Alegación  del  registrador. ^Después  de  una  incidencia  acer- 
ca de  la  personalidad  del  notario  para  interponer  el  recurso,  re. 
conocida  por  la  Dirección,  el  registrador  alegó,  en  defensa  de  su 
nota:  que  la  palabra  cargas,  en  sentido  gramatical,  abarca  lo  mis- 
mo las  reales  que  las  obligaciones  personales;  que  el  art.  633,  al 
hablar  de  cargas,  no  distingue  entre  unas  y  otras;  que  no  es  per" 
tinente  al  caso  la  razói^  de  que  tratándose  de  inmuebles,  las  car- 
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gas  se  estimen  siempre  reales,  pues  lo  sostenido  en  la  nota  es  la 
nulidad  de  la  donación,  por  no  contener  la  expresión  del  valor 
de  las  cargas;  que  es  comprensible  la  diferencia  de  requisitos  en 
las  donaciones,  según  sean  de  muebles  ó  inmuebles,  por  merecer 
al  legislador  consideración  especialísima  la  propiedad  territorial; 
y  que  todo  es  susceptible  de  valoración;  pero  aunque  así  no  fuera, 
el  precepto  legal  no  podría  quedar  incumi»lido,  y  la  donación  se 
ría  nula. 

c)    Juez  delegado  y  Presidente  de  la  Audiencia, — Ambos  decla- 
raron no  inscribible  la  escritura. 

D)    Dirección. — Revoca  la  providencia  apelada   declarando 
inscribible  la  escritura. 


DOCTRINA 

La  ctíeBtión  debatida  en  este  reeuno  gira  sobre  la  verdadera  acepción 
de  la  palabra  cargas  que  emplea  el  art.  6S3  del  Código  civil,  estimando 
el  registrador  que  bajo  tal  denominación  ha  comprendido  el  legislador  lo 
propio  los  derechos  reales  que  afectan  á  los  inmuebles  donados,  que  las 
obligaciones  personales  impuestas  al  donatario,  y  entendiendo  el  notario 
recur^fnte  que  sólo  aquellos  derechos  ó  gravámenes  que  son  de  naturaleza 
real,  vienen  sujetos  á  la  prescripción  del  indicado  texto  legal. 

Si  bien  el  vocablo  carga  tieíie  en  el  tecnicismo  jurídico  y  en  el  lengua- 
je corriente  una  amplia  y  genial  acepción  que  abarca  por  igual  al  dere- 
cho reql  que  á  la  obligación  personal,  es  muy  dudoso  haya  sido  empleada 
tal  palabra  en  el  art,  633  del  Código  en  ese  lato  sentido,  pareciendo  por 
el  contrario  lo  más  natural  y  lógico,  ya  que  el  articulo  se  contraía  á  los 
bienes  inmuebles,  que  sólo  á  los  derechos  que  pueden  afectarles,  esto  es, 
á  las  cargas  reales,  hiciera  alusión  el  legislador. 

Confirma  esta  interpretación  la  circunstancia  de  que  en  el  art.  946  del 
proyecto  de  Código  de  1851  (l)^que  en  cuestiones  dudosas  nacidas  de  los 
preceptos  del  que  nos   rige  es  un  antecedente  digno  de  consulta,  dada  la 


(i)  Proyecto  de  j8$j.  Art.  946.  Para  ser  válidas  las  dooacioDes  han  de 
estar  hechas  en  escritura  publica,  expresándose  en  ella  con  individualidad  los 
bienes  donados,  el  valor  de  todos  y  cada  uno  de  los  muebles,  y  las  deudas  v 
cargas  que  se  imponen  al  donatario. 
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ba$e  i.^  del  Urt.  S.""  de  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888  (IJ-^-se  estMeda 
como  condición  preeua  para  la  valideg  de  loe  donadonee  en  general  la  de 
que  se  expresaran  loe  cargas  y  deudas  impueetae  al  donatario;  de  donde  se 
infiere  que  aquel  proyecto  usaba  la  palabra  cargas  en  su  sentido  estricto 
y  en  contraposición  ala  de  deudas,  lo  cual  autoriza  á  conduir  queal  pa- 
sar el  mendonado  articulo— si  bien  modificado— á  formar  d  633  dd  Có- 
digo dgefite^  ha  conservado  aquel  vocablo  tu  acepción  limitada  y  estricta. 

La  reforma  hecha  en  d  art.  946  del  dtado  proyedo  de  1851  por  d 
633  del  Código  actual^  corrobora  la  doctrina  que  se  viene  edaldedendú, 
desde  el  momento  en  que  la  supresión  de  la  palabra  deudas  que  en  etU  út 
timo  se  advierte,  obedece,  dn  duda,  á  un  pensamiento  preeoneebidú,  cual 
es  el  de  no  exigir  para  la  validez  de  la  donación  de  cosa  inmudUe  que 
conste  en  la  escritura  el  valor  de  las  deudas  ú  obligaciones  personales  del 
donante  que  deba  satirfaeer  el  donatario, 

Tor  ser  de  interpretadón  restrictiva  los  preceptos  legales  que  sando 
nan  con  nulidad  dertas  infraedones,  es  cof^orme  á  los  cánones  de  una 
buena  hermenéutica  tomar,  en  el  caso  de  que  se  trata,  á  una  palabra  sus- 
ceptible de  dos  sentidos,  en  el  que  siendo  menos  amplio,  encierra  en  Hmi' 
tes  más  estrechos  la  esfera  de  €Uidón  de  tal  nulidad. 

Asi  resuelta  la  cuedión  debatida  en  este  recurso,  queda  tan  sólo  por 
averiguar  d  las  condiciones  impuestas  por  el  donante  implican  verdade- 
ras cargas  reales  ó  son  meras  obligadones  personales. 

Dos  de  las  condidones  estipuladas  en  la  escritura  de  donación,  á  sa" 
ber:  las  relativas  á  la  obligadón  de  alimentos  y  alpaga  de  funeral^  no 
son  cargas  que  afecten  á  los  bienes  donados  como  impuedas  especifica 
mente  sobre  los  miin,os  y  cm  los  rfquisiics  indispensables  para  quepue 


(i")  L¿y  de  bases  para  la  publicación  del  Código  civil.  — Art.  8.°,  base  1.*— 
El  Código  tomará  por  base  el  proyecto  de  185 1,  en  cuanto  se  halla  contenido 
en  éste  el  sentido  y  capital  pensamiento  de  las  instituciones  civiles  del  dere- 
cho histórico  patrio,  debiendo  formularse,  por  tanto,  este  primer  cuerpo  le» 
gal  de  nuestra  codiñcación  civil,  sin  otro  alcance  y  propósito  que  el  de  regu- 
larizar, aclarar  y  armonizar  los  preceptos  de  nuestras  leyes,  rccgger  las  en- 
señanzas de  la  doctrina  en  la  solución  de  dudas  suscitadas  por  la  práctica, 
y  atender  algunas  necesidades  nuevas  con  soluciones  que  tengan  un  funda- 
mento científico  ó  un  precedente  autorizado  en  legislaciones  propias  y  extra- 
ñas, y  obtenido  ya  común  asentimiento  entre  nuestros  jurisconsultos,  6  qnc 
resulten  bastante  justificadas,  en  vista  de  las  exposiciones  de  principios  6  de 
método  hechas  en  la  discusión  de  ambos  Cuerpos  colegisladores. 
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ñcoi  reputarse  tales  cargas  reales,  que,  en  su  caso,  pudieran  hacerse 
efectivas  ejercitando  acciones  ^  la  misma  naturaleza;  sino  que,  por  el 
contrario,  de  los  mismos  términos  de  la  escritura  se  desprende  que  se 
constituyeron  como  obligaciones  personales,  para  cuyo  cumplimiento 
nacen  del  propio  contrato  acciones  de  igualindole,  no  teniendo  por  lo 
tanto  aplicación  al  caso  el  art.  633  del  Código  civil. 

La  condición  que  se  refiere  al  pago  de  las  contribuciones,  si  bien  es 
una  obligación  garantida  con  hipoteca  legal  en  favor  del  Estado,  que 
afecta  á  los  bienes  sujetos  al  impuesto  y  por  las  cuotas  que  se  les  im- 
pongan, con  el  alcance  que  la  reconoce  la  ley  Hipotecaria,  tiene  siempre 
virtud  y  eficacia,  aunque  el  importe  de  dichas  cuotas  no  sea  conocido  al 
hacer  la  estipulación,  lo  cuál  demuestra  claramente  que  no  es  tampoco 
aplicable  á  este  caso  el  citado  art,  633  del  Código. 

Sentencia  de  12  de  Junio  de  \B9B.— Donación  de  cosa  inmueble. 
Aceptación  de  la  donación, 

HBCHCS 

A)  Demanda. — En  escritura  otorgada  en  el  extranjero  ante  el 
vicecónsul  de  España,  donó  A  éi  Bytw  premio  de  sus  buenos  ser- 
vicios como  apoderado  del  mismo,  un  crédito  hipotecario  con 
los  intereses  devengados,  escritura  que  fué  inscrita  en  el  Registro 
de  la  propiedad  correspondiente. 

Fallecida  el  donatario,  su  viuda  dedujo  demanda  contra  los 
herederos  del  deudor,  consignando  que,  á  pesar  del  tiempo  trans- 
currido y  de  las  gestiones  extrajudiciales  practicadas  tanto  por  el 
donatario  como  por  la  demandante,  no  se  había  podido. conse- 
guir el  cobro  del  crédito  hipotecario,  á  cuenta  del  cual  sólo  había 
recibido  la  última  una  pequeña  cantidad,  y  suplicando  que  se 
condenase  á  los  demandados  á  pagar  dicho  crédito,  con  más  los 
intereses  convenidos,  descontando  de  éstos  la  cantidad  que  ha- 
bían entregado. 

E)  Contestación. — Los  demandados — después  de  oponer  la 
excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad  en  la  parte  actora, 
artículo  que  fué  desestimado—  contestaron  á  la  demanda:  que  sólo 
debían  los  intereses  de  un  año,  según  se  estipuló  en  el  contrato; 
que,  además,  la  demandante  no  era  legítima  dueña  del  crédito, 
porque  la   cesión  del   mismo   hecha  por   ^  á  ^  no  había  sido 
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aceptada  por  éste  en  escrítara  publica,  requisito  indispensa- 
ble para  la  eñcacia  de  las  donaciones,  con  arreglo  á  lo  determi- 
nado  en  los  artículos  6i8,  639,  630  y  633  del  Código  civil,  no 
siendo  posible  dudar  que  el  crédito  hipotecario,  como  derecho 
real  que  era,  gozaba  de  la  consideración  legal  de  bien  inmueble, 
según  el  art.  334  del  naismo  Código  y  el  2.**  de  la  ley  Hipotecaria, 
que  tampoco  se  había  dado  conocimiento  de  la  donación  al 
deudor,  con  arreglo  á  los  artículos  153  de  Ja  ley  Hipotecaría  y 
108  y  109  de  su  Reglamento;  solicitando  se  declarase  que  la 
demandante  no  tenía  acción  para  reclamar  de  los  demandados  el 
crédito  hipotecario  constituido  á  favor  de  j4,  en  razón  de  ser  in- 
eficaz la  donación  que  este  hizo  á  B,  y  que,  en  caso  de  no  ser 
atendida  esta  pretensión,  se  les  absolviera  de  la  demanda,  deter- 
trinando  que  no  estaban  obligados  á  pagar  más  que  el  capital 
del  crédito  y  los  intereses  de  un  año,  descontando,  al  efecto,  la 
cantidad  entregada  á  cuenta  del  total,  cuyo  débito  consignaron 
los  demandados  á  las  resultas  del  pleito. 

CJ  Réplica  ^  íiúpiica  y  prueba,^  i^t^Wcó  la  parte  actora:  que  el 
pacto  de  intereses  se  refería  á  cada  un  año  que  transcurriera  sin 
hacer  efectivo  el  crédito;  que  éste  no  era  bien  inmueble,  porque 
el  art.  334  no  le  comprendía  y  sí  el  336,  siéndole  también  aplica- 
ble el  632,  ambos  del  Código  civil;  que  de  todos  modos  la  acepta- 
ción sería  interesante  para  el  donante  ó  sus  herederos,  pero  no 
para  los  demandados,  cuya  obligación  no  variaba,  y  cuyos  dere* 
chos  quedarían  reducidos,  á  lo  sumo,  á  exigir  como  medida  de 
precaución  que  el  cedente  ó  su<  herederos  hicieran  constar  que 
la  donación  subsistía,  ratificándola  si  tenía  cualquier  defecto;  que 
en  cuanto  á  las  formalidades  exigidas  por  la  ley  para  la  cesión  de 
los  ctéditos  hipotecarios,  en  el  presente  caso  no  había  cumplido 
el  notario  autorizante  con  lo  prescrito  en  el  art.  108  del  Regla- 
mento de  la  ley  Hipotecaria,  sin  duda  por  no  residir  el  deudor  en 
el  punto  del  otorgamiento,  y  el  cedente  no  cumplió  con  el  109, 
incurriendo  en  la  responsabilidad  qpe  establece  el  art.  154  déla 
citada  ley. 

Al  duplicar  los  demandados,  insistieron  en  sus  pretensiones,  y 
recibido  el  pleito  á  prueba ^  prest nió  la  parte  actora  un  documento 
público  en  que  la  única  heredera  universal  del  donante  A  ratificéa 
la  donación  del  crédito  hipotecario  que  éste  hizo  d  favor  de  B. 

D)  Sentencia. ^^tgMiáo  el  pleito  su  curso  y  tramitado  en  dos 
instancias,  dictó  la  Audiencia  sentencia  confirmatoría  con  las 
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costas,  declarando  que  la  demandante  carece  de  acción  para  re- 
clamar á  los  herederos  del  deudor  hipotecante  el  importe  de  su 
deuda,  por  ser  ineficaz  la  donación  que  de  dicho  crédito  hizo  A 
al  difunto  esposo  {B)  de  aquélla. 

E)  Recurso  de  casación. — La  demandante  lo  interpuso  por  los 
siguientes  motivos: 

I.**  Infracción  del  art,  ^J4,  núm.  JO,  del  Código  civil,  por  cali- 
ficar erróneamente  la  Sala  sentenciadora  de  bien  inmueble  el  cré- 
dito que  se  reclamaba,  infringiéndole  en  el  concepto  dp  fundar  en 
tal  precepto  su  resolución,  no  obstante  ser  inaplicable  al  caso  de 
autos. 

2.**  Infracción  del  art  336  del  Código,  por  ser  mueble  el  cré- 
dito reclamado,  y  no  inmueble,  como  equivocadamente  lo  cali- 
ficó la  Sala  sentenciadora,  infringiendo  dicho  precepto  por  no 
haberlo  aplicado,  siendo  el  pertinente. 

3.**  Infracción  de  los  artículos  632  y  633  del  Código,  en  el  hecho 
de  la  absolución  de  la  demanda  basada  en  la  falta  de  aceptación, 
lo  cual  no  era  exacto;  porque  consistiendo  la  donación  en  un 
crédito  hipotecario,  cosa  mueble,  y  habiendo  mediado  la  entrega 
simultánea  de  la  cosa  donada,  ó  sea  del  título  representativo  del 
crédito,  resultaba  que  el  artículo  pertinente  era  el  632,  infringido 
por  no  haberse  aplicado,  y  no  el  633,  infringido  por  aplicarse  in- 
debidamente. 

4.**  Infracción  también  del  art,  633,  aun  en  la  hipótesis  inad- 
misible de  que  el  crédito  donado  se  considerase  cosa  inmueble, 
y  suponerse  por  la  sentencia  recurrida  que  no  fué  aceptada  en  de- 
bida forma  la  donación,  puesto  que  de  acta  notarial  obrante  en 
autos  reáultaba  que  los  sucesores  directos  de  donante  y  donatario 
estaban  conformes  en  que  la  donación  subsistiera,  y  con  este 
propósito  la  habían  ratificado. 

5.**     Infracción  del  acta  notarial  de  ratificación. 

6.^  Infracción  de  la  Sentencia  de  22  de  Abril  de  l88g,  según  la 
cual,  en  las  donaciones,  como  en  todos  los  contratos,  la  voluntad 
del  otorgante  es  la  ley  que  debe  cumplirse. 

7.°  Infracción  de  la  doctrina  sentada,  entre  otras  sentencias, 
por  las  de  28  de  Abiil  de  i8ó§,  28  de  Octubre  de  1867  y  17  de  Di- 
ciembre de  1873,  concerniente  á  que  cuando  las  acciones  se  fun- 
dan en  ser  nulo  un  acto  ó  contrato  debe  pedirse,  en  primer  tér- 
mino, la  declaración  de  nulidad,  dándose  en  el  pleito  el  caso  de 
negarse  á  la  demandante  acción  para  reclamar  el  crédito  hipote- 
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cano  donado,  sin  haber  declarado  nula  ó  ineficaz  la  donación;  y 
8.°  Infracción  de  la  doctrina  ensañada  de  la  Seniemcia  de  28 
de  Mayo  de  1864,  entre  otras,  seg&n  la  cual  no  puede  intentarse 
acción  de  nulidad  contra  actos  propios  solemnemente  recono- 
cidos. 

£1  Tribunal  Supremo  declaró  haber  lugar  al  recurso. 

DOCIRINA 

La  cw9ii6n  principal  del  pleiio  ha  cofisi$tido  en  la  validet  6  nulidad 
de  la  c<$i¿n  huha  per  ti  difunto  á  su  apoderado^  que  la  sentencia  decla- 
ra ineficaz,  fundándose  en  que  no  se  hon  cumplido  los  requisitos  del  ar* 
tíetUo  633  del  Código  civil,  y  en  que,  de  consiguitnte,  la  demandante  ca* 
rece  de  acción  para  pedir. 

Las  formalidades  relativas  á  la  aceptación  por  el  donatario  y  noti- 
ficaeióm  de  ella  al  donante  se  han  establecido  en  favor  de  éste  y  sus 
eausahabienteSf  y  son  gaf  antía  de  $us  derechos,  por  lo  cual  deben  te- 
nerse por  llenadas,  aunque  no  lo  hoyan  sido  en  rigor,  c%umdo  el  mismo 
donante  y  $us  herederos  están  conformes  con  lo  htcho,  lo  sancionan  y  re- 
ntmcian  á  ejercitar  ti  derecho  que  les  asistiere. 

Formalizada  á  instancia  de  la  recurrente  un  acta  notawial  que  ha 
sido  cotejada  con  $u  original  tn  la  que  la  única  y  universal  heredera, 
continuadora  de  la  personalidad  del  donante,  declaró  explícitamente  que 
no  sabía  que  su  causante  hubiese  revocado  la  donación  hecha  á  su  apode- 
rado, que  la  tenía  por  buena^  firme  y  valedera,  y  que  deseando  se  cum- 
pliese lo  dispuesto  por  el  finado  en  la  escritura  de  donación  la  rati- 
ficaba por  su  parte,  si  necesario  fuese,  en  beneficio  de  la  heredera 
dd  dofiatario;  manifestaciones  cuya  transcendencia  jurídica  es  indudable, 
ya  porque  subsanan  las  omisiones  en  que  el  donatario  hubiese  incurrido^ 
ya  porque  el  derecho  y  acción  ejercitados  por  la  demandante^  hoy  recM- 
rrente,  se  reconocen  por  la  sucesora  universal  del  donante,  única  intere^ 
sada,  á  quien  en  otro  caso  corresponderia  hacer  efectivo  el  crédito 
cedido. 

JPor  lo  tanto,  la  sentencia  recurrida,  al  negar  á  dichas  manifestado^ 
nes  la  fuerza  y  valor  que  tienen,  infringe  los  prectptos  y  doctrinas  «iiro- 
cados  en  los  motivos  áP,  5,^  y  6.^ 

Casándose  la  sentencia  por  estos  motivos,  es  innecesario  ocuparse  de 
los  demás  que  se  alegan. 
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*Mt  BTÍGTJLO  634.  La  donación  podrá  comprender  todos 
ijf  T  los  bienes  presentes  del  donante,  ó  parte  de  ellos,  con 
tal  que  éste  se  reserve,  en  plena  propiedad  ó  en  usufructo,  lo 
necesario  para  vivir  en  un  estado  correspondiente  á  sus  cir- 
cunstancias. 

Resolncíón  de  21  de  Agosto  de  \%^Z,—Dona€ióH,^Reduc€Íón, 

Pruiba  de  la  inoficiosidad  y  de  la  reserva  por  el  donante  de  medios 

de  vida  suficientes. 

HECHOS 

Á)  Documento  presentado  á  inscripción, — Escritura  en  que  una 
persona  dona  á  otra  media  casa  de  su  propiedad,  declarando  que 
la  donación  se  hallaba  dentro  de  los  límites  del  art.  634  del  Có- 
digo civil,  puesto  que  se  había  reservado  en  plena  propiedad  lo 
necesario  para  vivir  en  un  estado  correspondiente  á  sus  circuns- 
tancias, sin  exceder  de  la  cantidad  disponible  por  última  vo- 
luntad. 

E)  Nota  del  registrador, — Fué  denegada  la  incripción  de  la 
escritura  por  no  reunir  los  requisitos  formales  del  art.  634  del 
Código,  y  haberse  debido  negar  el  notario  á  autorizarla  sin  la 
previa  y  fehaciente  justificación  de  reservarse  la  donante  lo  nece- 
sario para  su  vida,  no  bastando  la  simple  manifestación  de  la 
otorgante. 

C)  Recurso  gubernativo,  —  a)  Alegación  del  recurrmte. — El 
notario  autorizante  impugnó  la  nota  fundado  en  ajustarse  la  do- 
nación al  art.  634  del  Código,  y  en  que  no  siendo  necesaria  hoy 
la  insinuación,  carece  el  registrador  de  atribuciones  para  la  jus- 
tificación de  un  hecho  que  acredita  plenamente  la  manifestación 
de  la  interesada. 

b)  Alegación  del  registrador. — Insistió  éste  en  su  califica- 
ción, exponiendo  los  peligros  de  las  donaciones  inmoderadas, 
que  trata  de  obviar  el  art.  634  del  Código,  lo  que  no  se  consegui- 
ría si  bastara  la  mera  afirmación  del  donante,  cuando  puede  veri- 
ficarse la  justificación  conforme .  al  título  III  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil. 

c)  /uez  delegado  y  Presidente  de  la  Audiencia, — Confirmó  la 
nota  el  juez  delegado,  siendo  revocada  por  la  Superioridad. 
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D)    Dirección. — Confirmó  la  providencia  apelada,  declarando 
inscribible  la  escritura. 


DOCTRINA 

Lon  artieulo§  634  y  636  del  Código  han  venido  á  troior  do9  limita 
á  la  libertad  de  donar ^  de  donde  ge  colige  que  toda  donación  e$  válida  en 
cuanto  84  encierre  en  e$OM  limitéis  y  $%uceptible  de  antdacián  6  reduedán 
en  todo  aquello  que  de  lo$  miemoi  excediere. 

Por  teta  ratón,  no  et  licito  afirmar  á  prior!,  ifwoeando  el  art.  634  6 
el  636,  que  una  donación  e$  nula,  $ino  á  lo  $umo  susceptible  de  reduc- 
ción, ei  en  virtud  de  prueba  ulterior  suministrada  por  parte  legitima^  se 
acreditare^  ó  bien  que  no  quedó  al  donante  lo  necesario  pitra  vivir  en 
fcn  estado  correspondiente  á  sus  circunstancias^  6  bien  que  la  donación  es 
inoficiosa. 

£1  art.  654,  cuando  ordena  que  la  donación  inoficiosa  ha  de  tener 
plena  eficacia  durante  la  vida  del  donante  y  por  ende  hasta  que  llegue  el 
momento  de  su  reducdón^  sienta  un  criterio  que^  aplicado  al  caso  del 
artículo  634t  permite  deducir  que  la  donación  de  todos  ó  parte  de  los 
bienes  produce  todos  sus  efectos  hasta  probado  que  sea  que  á  virtud  de 
ella  no  quedó  al  donante  lo  necesario  para  vivir  según  sus  drcuns- 
tandas. 

Como  consecuencia  de  lo  expuesto^  no  es  (U  notario  al  autorizar  la 
escritura  de  donación  ni  al  registrador  al  inscribirla  á  quien  incumbe 
investigar  si  queda  al  donante  lo  necesario  para,  vivir  en  un  estado  co- 
rrespondiente á  sus  circunstancias  i  rechazando  el  acto  como  nulo  á  falta 
de  prueba  qtfc  asi  lo  justificare^  sino  á  los  Tribunales  de  justicia  en  el 
juicio  que  proceda  y  á  instancia  de  quien  tenga  derecho  á  pedir  la  re- 
ducción de  semejante  donación. 

Por  no  ser  necesariamente  nula  la  de  que  se  trata,  es  visto  no  ado- 
lece la  escritura  en  cuestión  de  defecto  insubsanable,  y  por  no  tener  de- 
recho el  registrador  á  exigir  una  prueba  que  sólo  en  juicio  y  d  petición 
de  persona  interesada  puede  reclamarse,  tampoco  txiste  en  el  caso  falta 
que  deba  subsanarse  previamente  á  la  inscripción^  coligiéndose  de  todo 
que  es  inscribible  el  documento  origen  del  recurso. 


RTícuLO  636.     No  obstante  lo  dispuesto  en  el  art.  634, 
ninguno  podrá  dar  ni  recibir,  por  vía  de  donación,  nás 
de  lo  que  pueda  dar  ó  recibir  por  testamento. 
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La  donación  será  inoñciosa  en  todo  lo  que  exceda  de  esta 
medida. 

Resolución  de  21  de  Agosto  de  \B93.  —  Da/taaá/i, — Reducción.  — 
(Véase  artículo  634.) 

\  RTÍcüLO  641.  Podrá  establecerse  válidamente  la  rever- 
sión en  favor  de  sólo  el  donador  para  cualquiera  caso  y 
circunstancias,  pero  no  en  favor  de  otras  personas,  sino  en  los 
mismos  casos  y  con  iguales  limitaciones  que  determina  este 
Código  para  las  sustituciones  testamentarias. 

La  reversión  estipulada  por  el  donante  en  favor  de  terce- 
ro contra  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  es  nula;  pero  no 
producirá  la  nulidad  de  la  donación. 

Sentencia  de  30  de  Abril  de  \WB,^ Donación, — Reversión, 

HECHOS 

A)  Demanda, — Un  empleado  de  una  Compañía  de  ferrocarri- 
les (conductor  de  tercera  clase)  demandd  á  ésta,  alegando:  que 
como  consecuencia  de  una  lesión  que  se  produjo  en  un  pie  en  el 
descarrilamiento  del  tren  que  conducía,  cuyo  accidente  fué  debi- 
do al  corte  de  la  vía  por  efecto  de  los  trabajos  que  en  la  misma 
se  estaban  realizando,  fué  dado  de  baja  temporalmente  en  el  ser- 
vicio; y  que  si  bien  fué  luego  repuesto,  con  posterioridad  se  le  dio 
deñnitivamente  de  baja;  pidiendo  que  se  condenase  á  la  Compa- 
ñía á  reponerle  en  su  destino,  á  pagarle  todos  los  haberes  desde 
la  fecha  en  que  se  le  separó,  ó  en  otro  caso  se  le  resarciese  de  los 
daños  y  perjuicios,  con  imposición  de  costas  al  demandado. 

B)  Contestación. — La  Compañía  de  ferrocarriles  impugnó  la 
demanda,  exponiendo:  que  el  actor  no  fué  dado  de  baja  por  la 
causa  que  había  indicado,  sino  por  formar  parte  activa  de  una 
huelga  de  empleados  de  la  Compañía,  y  que  había  pasado  con 
exceso  el  lapso  marcado  por  la  ley. 

C)  Sentencia. — La  Audiencia  la  pronunció  confirmatoria  de 
la  del  Juzgado,  absolviendo  á  la  Compañía. 

Z>)  Recurso  de  casación, — El  demandante  interpuso  recurso 
por  estos  motivos: 
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I.**  Infracción  del  principio  de  derecho  {ley  3»^  t  tu.  8.^,  Par  ti» 
da  j.*  y  regla  2g,  tit,  44,  Part,  7  *),  segUD  el  cual  el  daño  ó  me- 
Doscabo  de  la  cosa  lo  debe  sufrir  el  arrendador,  no  habiendo  cul- 
pa por  el  arrendatario,  precepto  aplicable  por  las  disposiciones 
transitorias  del  Código,  en  el  sentido  de  que  la  sentencia  recurri- 
da estima  necesaria  la  demostración  de  la  culpa  de  la  Compañía 
en  el  descarrilamiento,  siendo  así  que  las  leyes  citadas  sólo  exi- 
gen que  no  haya  habido  omisión  por  el  arrendatario,  como  cons- 
taba claramente  en  los  autos. 

2°  Infracción  del  art,  i.Qóg  del  Código,  por  estimar  la  Sala 
sentenciadora  que  el  tiempo  para  la  prescripción  de  las  acciones 
á  favor  del  recurrente  debe  contarse  desde  que  tuvo  lugar  el  des- 
carrilamiento, y  no  desde  cuando  dejó  de  prestar  servicios. 
jK  3.**  Aplicación  indi/nda  del  nüm.  2.**  del  art.  I,g68  del  Código, 
porque  la  acción  ejercitada  por  el  recurrente  no  es  la  del  artícu- 
lo 1.903,  sino  la  personal  general,  prescriptible  á  los  quince  años, 
según  el  1.964. 

4.**  Infracción  de  los  artículos  623,  641,  647  y  648  del  Código^ 
al  absolver  á  la  Compañía  de  la  reclamación  referente  á  la  suma 
que  el  recurrente  tenía  consignada  en  la  Caja  de  previsión  de  los 
empleados  de  dicha  Sociedad  (1), 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso. 


DOCTRINA 

Si  bien  e$  cierto  que  el  arrendatario  está  obligado  á  reeponder  de  loe 
daños  y  menoscabos  que  por  su  culpa  se  causaren  en  la  cosa  arrendada, 
también  lo  es  que  esta  responsabilidad  no  tiene  ni  puede  tener  lugar  en  el 
arrendamiento  de  servicios,  por  ser  evidente  que  en  tal  caso  falta  el 
hecho  que  la  da  origen,  ó  sea  el  de  haberse  dado  por  su  dueño  en  arren- 
damiento una  cosa  para  su  disfrute  por  el  arrendatario,  con  la  obliga- 
ción de  conservarla  hasta  su  devolución  al  término  del  contrato;  siguién- 
dose de  ello  que  el  fallo  recurrido,  en  cuanto  estima  inaplicables  al  caeo 
las  leyes  invocadas  en  el  motivo  1  ^  del  recurso,  no  las  infringe,  puesto 
que  lo  arrendado  por  el  recurrente  á  la  Compañía  demandada  fué  la 


( I )     En  la  Sentencia  no  consta  tal  reclamación  en  la  exposición  de  hechos 
de  la  demanda,  sino  en  reclamaciones  extrajadidales  anteriores  á  la  misma. 
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preitíicián  de  8u$  ¿ervicios  personales,  y  no  una  cosa  de  cuya  conservación 
y  devolución  debiera  responder. 

Tampoco  se  han  cometido  las  infracciones  alegadas  en  los  motivos  2.^ 
y  3.^  del  recurso,  porque  el  hecho  que  sirve  de  base  á  la  demanda  de  tn- 
demnizadón  de  perjuicios,  ó  sea  el  de  haber  sufrido  un  daño  el  recurren^ 
te  en  su  persona  por  efecto  de  un  descarrilamiento,  no  daría  origen  á  otra 
ni  más  acción  que  á  la  proveniente  del  daño  mismo,  en  cuanto  fuera  im- 
putablepor  acciéú  ú  omisión  álla  Compañía  demandada;  y  como  esa  ac- 
ción prescribe  al  año,  con  arreglo  al  art.  1 968  del  Código  civil,  aplica- 
ble al  caso  2.°,  regla  4^  de  sus  disposiciones  transitorias,  resulta  eviden- 
te que  ka  podido  y  debido  estimarse  la  excepción  de  prescripción  alegada 
por  la  Compañía  al  impugnar  la  demanda. 

El  abono  de  cintidades  repartibles  como  beneficios  que  anualmente  se 
hace  en  la  cuenta  particular  de  cida  participe  por  la  caja  de  previsión, 
fundada  por  la  Compañía  demandada  á  favor  de  sus  empleados,  no 
constituye  por  si  sola  una  donación  perfecta,  y  menos  aún  una  donación 
hecha  por  la  Compañía  á  cada  empleado  individualmente;  porque,  según 
el  Beglamento  de  la  Ckija,  los  dotiativos  de  la  Compañia  fundadora  se 
hacen  en  favor  de  la  Caja  misma,  ó  sea  para  la  colectividad  de  los  em» 
pisados,  y  no  para  cada  uno  en  particular,  y  porque  si  bien  la  Caja  abo- 
na en  las  cuentas  individuales  los  ben^cios  repartibles,  ese  abono  tan  sólo 
produce  efectos  transitorios  y  dependientes  de  las  circwistancias  requeri- 
das por  el  Reglamento  para  que  el  participe  adquiera  derecho  apercibir 
las  cantidades  abonadas  en  su  cuenta;  siguiéndose  de  ello  que  el  fallo  re- 
currido no  infringe  el  art,  641  del  Código  civil,  ni  las  demás  disposicio- 
nes legales  citadas  en  el  motivo  último  del  recurso,  al  estimar  válido  y 
eficcu  él  art.  12  del  Reglamento  de  la  Caja,  según  el  cual,  vuelven  á  la 
misma,  pai  a  ser  nuevamente  repartidas  entre  los  participes,  aquellas 
cantidades  que  se  hubieran  aboiiado  en  la  cuenta  particular  de  cualquier 
empleado  separado  del  servicio  de  la  Compañia  sin  haber  adquirido  el  de- 
recho á  percibir  el  importe  de  los  mismos  abonos. 


"^Sl  RXígulo  644.  Toda  donación  entre  vivos,  hecha  por 
.^T  persona  que  no  tenga  hijos  ni  descendientes  legítimos, 
ni  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  queda  revocada 
por  el  mero  hecho  de  ocurrir  cualquiera  de  los  casos  si* 
guientes: 

I.®     Q je  el  donante  tenga,  después  de  la  donación,  hijos 
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Icgítímos  ó  legítímados,  ó  naturales  reconocidos,  aunque  sean 
postumos. 

2.^    Que  resulte  vivo  el  hijo  del  donante,  que  éste  reputa- 
ba muerto  cuando  hizo  la  donación. 

Sentencia  de  4  de  Noviembre  de  X^^l.-^Dúnación. —  Concurse  (U 
acreedores.— {Y ésLSt  art.  4.**) 


jBL  RTÍOULO  645.  Rescindida  la  donación  por  la  superve- 
^T  niencia  de  hijos,  se  restituirán  al  donante  los  bienes 
donados,  ó  su  valor  si  el  donatario  los  hubiere  vendido. 

Si  se  hallaren  hipotecados,  podrá  el  donante  liberar  la  hi- 
poteca, pagando  la  cantidad  que  garantice,  con  derecho  á  re- 
clamarla del  donatario. 

Cuando  los  bienes  no  pudieren  ser  restituidos,  se  aprecia- 
rán por  lo  que  valían  al  tiempo  de  hacer  la  donación. 


Resolución  de  21  de  Mayo  de  \ZM.— Donación. — Revocación  por 
superveniencia  de  hijos. —  Venta  de  los  bienes  donados* 

HECHOS 

A)  Documento  presentado  á  inscripción. — Por  escritura  pública, 
A  hizo  á  su  madre  donación  de  una  finca;  y  habiendo  contraído 
la  donante  matrimonio  con  posterioridad,  y  tenido  en  el  mismo 
un  hijo,  otorgó,  con  licencia  marital,  otra  escritura  revocando 
aquella  donación^  de  conformidad  con  lo  piescrito  por  el  art.  644 
del  Código  civil. 

La  donataría  había  vendido  la  nuda  propiedad  de  la  &nca,  re- 
servándose el  usufructo,  por  lo  cual  en  la  escritura  revocato- 
ria de  la  donación  se  hizo  constar  que  se  reservaba  la  donante  el 
derecho  de  reclamar  el  precio  de  la  nuda  propiedad,  así  como  el 
usufructo,  exceptuado  de  la  venta  por  la  donataria,  y  también 
que  la  ñnca  no  se ,  hallaba  inscrita  en  el  Registro  á  nombre 
de  aquélla,  ni  en  la  fecha  en  que  hizo  la  donación,  ni  en  la  de  su 
revocación. 
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B)  Nota  del  registrador, — Presentada  la  escritura  revocatoria 
de  la  donación  en  el  Registro,  no  fué  admitida  su  inscripción  «por 
hallarse  vendida  la  finca  é  inscrita  á  nombre  de  distinta  persona 
de  la  donataríai. 

C)  Recurso  gubernativo. —  a)  Alegación  del  recurrente, — El 
marido  de  A,  recurrió  gubernativamente  contra  la  negativa  del 
registrador,  solicitando  que  se  decretase  la  inscripción  del  docu- 
mento presentado  «en  cuanto  á  los  efectos  de  la  revocación  del 
usufructo  de  la  finca,  no  transmitido  á  tercero  y  sí  reservado  por 
la  donataría;»  fundándose  para  ello  en  que  ésta  no  transmitió  más 
que  la  nuda  propiedad,  inscrita,  como  es  consiguiente,  á  favor 
del  comprador,  y  sobre  la  cual  no  hay  cuestión  alguna,  pues  la 
donante,  conforme  al  art.  645  del  Código  civil,  sólo  tiene  derecho, 
revocando  la  donación,  al  valor  de  esa  nuda  propiedad;  en  que  el 
usufructo,  que  no  fué  vendido,  debe  ser  lestítuído  á  la  donante, 
porque,  acreditada  la  superveniencia  de  los  hijos,  queda  rescindi- 
da la  donación  y  procede  la  restitución  de  aquél,  según  los  ar- 
tículos 644  y  645  del  citado  Código,  pues  de  otro  modo  se  daba 
lugar  á  un  absurdo  y  contrasentido  legal;  que  no  es,  por  tanto, 
completamente  exacta  la  afirmación  del  registrador  de  que  la 
finca  donada  estuviera  vendida  é  inscrita  á  nombre  de  tercero, 
puesto  que  lo  vendido  é  inscrito  fué  la  nuda  propiedad  y  no  el 
usufructo; que  éste  no  fué  transmitido  á  nadie, y  que,  como  derecho 
real  que  es,  se  halla  sujeto  á  nueva  inscripción  por  causa  de  revo- 
cación mediante  el  título  presentado,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  2.**  de  la  ley  Hipotecaria  y  i.**  de  su  Reglamento. 

b)  Alegación  del  registrador.  —  Mantuvo  el  registrador  su 
nota  informando  que,  aparte  de  que  el  Código  habla  en  los  ar- 
tículos 644  y  645  de  la  superveniencia  de  hijos  y  la  donante  no 
ha  tenido  más  que  un  hijo,  es  innegable  que  la  donataria  vendió 
la  finca  donada,  aunque  reservándose  el  usufructo;  y  como  el  ci- 
tado art.  645  dice  que  en  el  caso  de  que  los  bienes  donados  fueren 
vendidos  no  tiene  el  donante  derecho  á  su  restitución,  sino  al 
valor  de  los  mismos,  y  no  hay,  por  otra  parte,  artículo  alguno 
que  separe  la  nuda  propiedad  del  usufructo  para  que  éste  revierta 
al  donante  cuando  no  haya  sido  vendido  por  la  donataria,  es  evi- 
dente que  no  hay  lugar  tampoco  á  la  restitución  del  usufructo  en 
este  caso,  cuyo  derecho,  coa  ser  muy  importíinte,  es  sólo  acceso- 
rio del  de  dominio,  según  demuestran  los  artículos  500,  501,  504 
y  505  del  citado  Código  civil,  y  que  el  hecho  mismo  de  que  cuan- 
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do  DO  se  pueda  restituir  lo  donado  se  aprecie  por  lo  que  valia  al 
tiempo  de  la  donación,  demuestra  que  en  ningún  caso  puede  ha- 
cerse esa  segregación  de  partes  que  pretende  el  recurrente;  y  si  el 
donante  recibe  lo  que  valía  la  fincí  donada,  no  es  posible  que  se 
le  entregue  un  derecho  que  Ad  nacido  después,  un  usufructo  que 
no  existía  cuando  se  hizo  la  donación. 

c)  fuct  delegado  y  Presidente  de  la  Audiencia. — El  juez  de- 
legado resolvió  favorablemente  ala  inscripción  que  solicitaba 
el  recurrente,  por  considerar  independiente  la  transmisión  del  do- 
minio de  la  ñnca,  del  derecho  de  usufructo  reservado  sobre  la 
misma,  no  existiendo  contradicción  alguna  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  645,  puesto  que  el  640,  ambos  del  Código  civil,  consigna 
implícitamente  la  simultaneidad  de  ambos  derechos  al  establecer 
que  se  pueden  donar  á  distintas  personas,  siendo  posible  el  caso 
de  que,  extinguido  uno  de  ellos,  subsista  la  donación  del  otro  de- 
recho con  toda  independencia. 

Apeló  el  registrador  ante  el  presidente  de  la  Audiencia  de  la 
resolución  del  juez  delegado,  que  fué  confirmada  por  sus  pro|rioi 
fundamentos,  fundándose,  además,  en  que  toda  revocación  ó  res- 
cisión de  un  acto  jurídico  lleva  en  sí,  como  consecuencia  indecli- 
nable el  restablecimiento  de  la  situación  de  derecho  anterior  al 
acto  rescindido,  en  cuanto  lo  permita  el  estado  de  los  bienes  ma- 
teria del  mismo,  y  no  se  cause  con  ello  perjuicio  á  tercero  qoc 
haya  contratado  válidamente  sobre  tales  bienes  con  anterioridad 
á  la  revocación,  doctrina  que  debe  ser  aplicada  con  más  motivo  á 
la  donación,  por  fundarse  en  la  mera  liberalidad  de  una  de  las 
partes,  por  lo  cual  es  lógico  reconocer  en  el  donante  la  facultad 
de  recuperar  la  cosa  donada  ó  cuantos  derechos  conserve  respec- 
to á  la  misma  el  donatario,  aparte  del  valor  de  la  nuda  propiedad 
que  éste  hubiese  enajenado  válidamente. 

D)  Dirección. — Acordó  confirmar  la  providencia  del  presiden- 
te de  la  Audiencia,  declarando  inscribible  la  escritura. 

DOCTRINA 

La  fintea  cui%tx6n  qné  en  el  presente  recurso  $e  ventila,  y  ka  de  ter 
resuelta,  es  la  de  si  la  ifiscripción  de  la  escritura  por  la  cual  la  donatark 
vendió  la  finca  donaia  á  aquélla  por  su  hija,  impide ,  como  afirma  el 
registrador  en  la  nota  recurrida^  que  se  ifiseriba  la  escritura  de  revoca- 
ción de  la  donación  otoi-gada  por  la  donante^  con  motivo  de  haber  teMo 
un  hijo  legitimo  después  de  donada  la  aludida  finca,  d,  por  el  contrario, 
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no  es  obitáetUo  para  que  sea  inscrita  la  escritura  de  revocación^  en  cuan- 
to al  usufructo,  según  sostiene  el  recurrente. 

Al  Jijar  el  art,  645  del  Código  civil  los  efectos  de  la  revocación  de 
donaciones  por  superveniencia  de  hijos,  establece  la  regla  general  de  que 
89  restituyan  al  donante  los  bienes  donados,  y  la  excepción  de  que,  si  hU' 
biesen  sido  vendidos,  se  le  entregue  su  valor* 

Tal  excepción  no  tiene  ni  puede  tener  otro  objeto  que  el  de  que  la  re- 
vocación no  altere  el  estado  de  derecho  adquirido  por  él  comprador  con 
relación  á  los  bienes  donados. 

Por  ello,  si  el  donatario  no  vende  el  dominio  pleno  de  los  bienes  do- 
nados, sino  que  reserva  alguno  de  los  derechos  que  lo  constituyen,  ha  de 
aplicarse  la  regla  general  respecto  á  todo  lo  que  no  fué  objeto  de  la  venta  ^ 
y  la  excepción  en  cuanto  á  lo  transmitido  al  comprador,  y  asi  quedará 
cumplido  en  su  letra  y  en  su  espíritu  el  citado  art,  645, 

De  la  certificación  expedida  por  el  registrador  aparece  sin  género  de 
duda  que  la  donataria  continúa  figurando  en  el  Registro  con  el  derecho 
de  usufructo  sobre  la  finca  donada,  por  habérselo  reservado  en  la  escritu- 
ra de  venta,  por  lo  cuah  la  inscripción  á  nombre  del  comprador  no  es  obs- 
táculo para  que  se  verifique  la  que  de  ese  derecho  exclusivamente  solicita 
la  donante,  en  virtud  de  la  escritura  de  revocación. 

En  nada  perjudicará  tal  inscripción  el  derecho  que  el  comprador  de 
la  finca  donada  adquirió  por  la  escritura  descrita  á  la  nuda  propiedad 
de  la  finca,  y  á  que  se  consolidara  en  él  el  dominio  pleno  al  fallecimiento 
de  la  donataria,  ya  que  lo  único  que  adquiere  y  debe  ser  inscrito  á  favor 
de  la  donante  es  el  derecho  de  usufructuar  la  finca  miefUras  viva  aquélla, 
porque  ese  es  también  el  único  derecho  que  con  relación  á  la  finca  donada 
conservaba  la  donataria  al  verificarse  la  revocación. 

For  último,  por  ser  completamente  ajenas  al  motivo  de  denegación 
consignado  en  la  nota  recurrida,  es  impertinente  examinar  y  resolver  las 
demás  cuestiones  suscitadas  por  el  registrador  en  su  informe  y  escritos, 
respecto  de  si  para  que  se  entienda  revocada  la  donación  basta  ó  no  que 
se  tenga  un  solo  hijo,  y  si  debió  ó  no  entablar  la  donante  la  acción  judi- 
cial de  revocación. 


jBl  RTículo  654.  Las  donaciones,  que  con  arreglo  á  lo  dis- 
^T  puesto  en  el  art.  636  sean  inoficiosas  computado  el 
valor  liquido  de  los  bienes  del  donante  al  tiempo  de  su  n^uer- 
te,  deberán  ser  reducidas  en  cuanto  al  exceso;  pero  esta  re- 
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ducdón  no  obstará  para  que  tengan  efecto  durante  la  vida  dd 
donante  y  para  que  el  donatario  haga  suyos  los  frutos 

Para  la  reducción  de  las  donaciones,  se  estará  á  lo  dispues- 
to en  este  capitulo  y  en  los  artículos  820  y  82 1  del  presente 
Código. 

Resolución  de  21  de  Agesto  de  \%%Z,'-Donación,  —  Reducción.  — 
(Véase  art.  634). 


RTÍCULO  656.     Si,  siendo  dos  ó  más  las  donaciones,  no 
cupieren  todas  en  la  parte  disponible,  se  suprimirán  ó 
reducirán  en  cuanto  al  exceso  las  de  fecha  más  reciente. 


DONACIÓN 
1 

Naturaleza  de  las  donaciones. 

(Artículos  618,  619,  620  y  621). 

A)  Actos  no  constitutivos  de  tioncuión  (art.  6 1 8). — Tres  sentencias 
ha  dictado  el  Tribunal  Supremo  declarativas  de  si  determinados 
actos  jurídicos  constituyen  ó  no  donación;  las  de  J"  /¿f  Afayo  dt 
i8g6  y  27  y  28  de  Junio  de  l8g8. 

«  *  « 

Concierne  la  á^  S  de  Mayo  de  l8g6  al  hecho  jurídico  de  que 
una  persona  sujetó  voluntariamente  bienes  de  su  propiedad  (re- 
nunciando á  todos  sus  derechos  sobre  ellos),  á  las  resultas  de  un 
embargo  decretado  contra  otra  para  pago  de  deuda.  Aquélla  pro- 
movió con  posterioridad  pleito  contra  el  deudor,  considerando  su 
acto  de  renuncia  como  una  donación  que  debía  anularse;  cuya 
solicitud  denegó  en  definitiva  el  Supremo. 

Tiene  razón  éste.  La  renuncia  origen  y  raíz  del  litigio  no  era 
un  acto  donatorio;  á  tal  conclusión  llega  la  sentencia,  en  vista 
de  la  resultancia  del  debate,  de  cuyos  elementos  se  desprendía. 
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según  el  juicio  de  la  Sala,  la  existencia  de  un  contrato  oneroso  y, 
por  tanto,  la  falta  de  liberalidad. 

Mas,  si  no  hay  donación,  ¿'de  qué  acto  jurídico  se  trata?  Aquí 
calla  el  Supremo,  obligándonos  á  hablar.  Trátase  sencillamen- 
te del //j^í? /¿v  ítt^«/<J //^  otro,  consignado  en  el  art.  1.158  del 
Código. 

Es  verdad  que  el  recurrente,  en  el  acto  del  embargo,  manifestó 
que  renunciaba  sus  derechos  á  favor  del  deudor;  pero,  aparte  de 
que  las  palabras  no  deñnen  los  actos  jurídicos,  y  sí  su  sustancia, 
lo  esencial  en  til  caso  fué  la  sujeción  de  los  bienes  al  embargo 
y  á  las  resultas  de  los  autos.  Aquí  se  encuentra  la  matriz  de  la 
cuestión,  en  subordinación  á  la  naturaleza  y  fin  del  juicio  ejecutivo. 
Despáchase  ejecución  contra  el  deudor  para  que  se  le  requiera 
átpago,  y  si  no  lo  verifica  se  le  embarguen  bienes  en  la  cantidad 
correspondiente.  Una  vez  embargados,  se  sigue  el  procedimiento 
adelante  y  se  sentencia  de  remate,  continuando  después  p  >r  la  vía 
de  apremio,  hasta  vender  los  bienes,  y  con  su  importe  pagar  a 
acreedor,  ó  adjudicárselos  á  éste  en  pago.  El  pago  es,  pues,  la 
finalidad  que  se  persigue  con  la  ejecución. 

En  el  caso  de  autos,  hallándose  presente  el  recurrente  en  el 
domicilio  del  deudor,  al  ser  requerido  para  que  designase  bie- 
nes de  propiedad  del  ejecutado,  hizo  la  repetida  y  antes  expues- 
ta manifestación.  Declaró  sujetos  los  bienes  de  su  propiedad 
al  embargo  y,  por  tanto,  á  la  consecuencia  final  del  mismo,  ó  sea 
el  pago  ai  acreedor  con  los  mismos  bienes  ó  con  su  importe.  Ha- 
bría sido  igual  que  si  en  el  acto  de  ser  requerido  para  la  designa- 
ción hubiera  presentado  ó  entregado  al  Juzgado  en  dinero  la  can- 
tidad adeudada.  En  una  ó  en  otra  manera  se  daba  sólo  el  pago  por 
otro,  pues  la  sustantividad  del  acto  del  recurrente  se  encierra  en 
esta  afirmación:  yo  pongo  mis  bienes  á  disposición  del  Juzgado 
para  que  el  acreedor  se  cobre  con  eWos.  Cuando  el  deudor  entre- 
ga á  su  acreedor  el  importe  de  la  deuda,  no  hay  donación,  sino 
pago;  y  lo  mismo  acontece  con  respecto  á  tercero. 

En  definitiva:  la  renuncia  de  derechos  en  favor  exclusivo  y 
^iirecto  del  mismo  favorecido,  será  donación;  mas  no  puede  serlo 
la  que  se  hace  en  contemplación  á  una  tercera  persona  para  la 
efectividad  de  un  derecho  suyo,  consistente  en  el  cobro  de  una 
deuda.  No  hay  nada  más  oneroso  y,  por  tanto,  menos  gratuito  y 
liberal,  caracteres   propios  de  la  donación,  que  el  pago  de  una 

cantidad. 

*  *  « 
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Constituyen  los  elementos  del  recurso  decidido  por  SenienM 
de  27  de  Junio  de  i8g8  un  antecedente  y  un  consiguiente.  Ankct- 
dente:  \2l  pasposúión  de  hipoteca  hecha  por  una  mujer  CTtnátL  evima 
donaciijn  á  favor  de  su  marido;  eomiguitniez  tal  donación  es  nula, 
en  virtud  de  la  prohibMñón  del  art.  1.334  del  Código. 

El  Tribunal  Supremo  rechazó  esta  tesis,  y  por  ende,  el  rc- 
c«90,  porque  da  posposición,  en  cuanto  se  encaminaba  al  ase- 
guramiento de  una  deuda,  carecía  del  requisito  de  la  mera  libe- 
ralidad.» 

A  este  razonamiento  adicionaremos  que  en  la  donación  hay 
transmisión  de  una  cosa  ó  de  un  derecho  por  el  favorecedor  al 
favorecido,  y  en  el  caso  de  autos  no  hubo  semejante  transferen- 
cia, ni  el  favorecido  jurídicamente  fué  el  supuesto  donatario.  La 
mujer  no  transmitió  en  realidad  cosa  alguna  á  su  marido;  quien 
obtuvo  el  favor  fué  el  tercero,  el  prestamista,  en  cuanto  por  la 
posposición  de  la  hipoteca  hecha  por  aquélla  adquirió  una  prefe- 
rencia para  su  crédito.  El  marido  no  ganó  ni  perdió  nada,  en  or- 
den al  derecho,  con  la  posposición  de  hipoteca;  porque  la  relación 
jurídica  se  creó  entre  la  mujer  y  el  acreedor  del  mando. 

La  mejor  manera  de  interpretar  el  derecho  es  acomodarse  á  la 
realidad,  y  en  el  caso  del  recurso  se  trataba  de  lo  que  acordaron 
los  mismos  otorgantes,  de  una  posposición  de  hipoteca^  acto  con 
valor  sustantivo,  con  individualidad  propia,  no  siendo  necesario» 
por  tanto,  acogerle  bajo  el  pabellón  de  instituciones  jurídicas  aje- 
nas á  él. 

*  «  * 

En  la  Sentencia  de  28  de  Junio  de  l8g8  campea  á  título  de  se- 
ñor absoluto  el  principio  de  la  no  gratuidad,  como  determinante 
de  la  inexistencia  de  la  donación. 

No  cabía  la  idea  de  liberalidad  en  las  relaciones  mediadas  en- 
tre demandante  y  demandado,  útnáo  hecho  probado  la  prestación 
por  el  primero  de  determinados  servicios  propios  de  su  carrera, 
en  consideración  á  un  ñn  utilitario,  común  ^  ambos  litigantes. 

Lo  que  se  comprometió  á  dar  al  demandante  el  demandada 
no  podía  considerarse  expresión  de  afecto  y  de  gener(fsidad,  sino, 
según  lo  estimó  el  Supremo,  prestación  integrante  de  un  contra- 
to. La  gratuidad  ha  de  aparecer  límpida,  refulgente,  sin  la  mái 
leve  mancha  onerosa  que  la  empañe;  pues  cuando  en  un  acto  ju- 
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rídico  se  presenta  el  menor  indicio  de  retribución  ó  derecho  ¿xi- 
gible,  en  reciprocidad  á  la  cosa  transmitida,  palidece  la  idea  de 
donación  hasta  anublarse  por  completo. 

Estuvo  bien  establecida  por  el  Supremo  la  afirmación  de  un 
contrato  oneroso,  y  no  de  una  donación.  En  cuanto  á  los  de- 
más extremos  de  la  sentencia  son  puntos  cuyo  estudio  no  nos 
compete,  por  ser  ajenas  á  la  materia,  y  por  envolver  en  el  fondo 
cuestión  de  hecho,  dependiente  de  la  crítica  del  Tribunal. 


B)  Donación  mortis  causa  (art.  620).—  Atiénese  fielmente  á  los 
preceptos  de  los  artículos  620  y  739  la  Sentencia  de  8  de  Mayo 
de  i8g6,  negativa  de  la  validez  de  un  contrato  confirmatorio  de 
un  legado  hecho  en  un  testamento  otorgado  en  el  mismo  día  que 
aquél. 

El  demandante  y  recurrente  pretendía  la  eficacia  de  tal  con- 
trato por  ser,  en  su  juicio,  constitutiva  de  una  donación  mortis 
causa;  el  Tribunal  Supremo  falló  que,  aun  considerándola  así, 
quedó  revocada  por  un  testamento  posterior  otorgado  por  el  cau- 
sante y  otorgante. 

Dentro  del  régimen  jurídico  actual,  hay  que  aceptar  la  deci- 
sión del  Supremo.  La  donación  mortis  causa  es  un  acto  dispositi> 
vo  de  bienes  para  después  át  la  vida  del  donante,  una  verdadera 
ordenación  testamentaria,  sujeta  al  principio  de  la  revocabilidad. 

Cuantas  relaciones  jurídicas  se  creen  respecto  á  la  disposición 
de  bienes  en  contemplación  al  óbito  de  su  dueño,  son  inestables, 
porque  cía  voluntad  del  hombre  es  mudable  hasta  su  muerte.» 

Por  otra  parte,  la  ley  no  admite  la  modalidad  contractual  su- 
cesoria. El  Código  rechaza  los  pactos  sobre  la  herencia  futura, 
admitiendo  sólo  el  taxativo  del  art.  1.056. 

Desde  ambos  puntos  de  vista,  no  podía,  pues,  prevalecer  la 
escritura  origen  del  recurso. 


Q  Donación  intervivos  (art.  621). — A  esta  clase  de  donación  se 
refiere  la  Sentencia  de  4  de  Noviembre  de  jSgj.  Los  hechos  com- 
ponentes de  la  misma  se  expusieron  en  el  art.  4.°  (pág.  4g),  Los 
repetiremos  aquí  en  lo  que  convenga  su  conocimiento  á  la  mate- 
ria del  art.  621. 
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Tratábase  de  una  proposición  de  quita  y  espera,  en  cuya  pri- 
mera base  el  deudor  se  comprometía  á  pagar  á  sus  deudores  una 
cuarta  parte  del  capital  reconocido  á  cada  uno  de  ellos,  hacién- 
dole los  mismos  á  su  vez  donación  irrevocable  y  perfecta  del 
resto. 

Declarado  nulo  dicho  convenio  por  sentencia  confirmatoria 
de  la  Audiencia,  en  virtud  de  las  circunstancias  que  expresamos  en 
el  estudio  del  art.  4.^,  interpuso  recurso  de  casación  el  acree- 
dor que  había  promovido  las  actuaciones,  citando  como  infrin- 
gidos en  el  primer  motivo  los  artículos  621,  644  y  1.9 11  del  Có- 
digo (y  otros  varios  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil),  en  el  con- 
cepto de  contenerse  en  dicho  convenio  una  donación  internvos 
perfecta  é  irrevocable,  convertida  en  revocable  por  el  auto  recu- 
rrido al  declarar  la  nulidad  del  convenio. 

Desestimó  e¡  recurso  el  Tribunal  Supremo,  porque  cdeclarada 
la  nulidad  por  incumplimiento  de  la  condición  estipulada  en  el 
convenio  de  ser  nulo  éste  si  la  Sindicatura  no  lo  ultimaba  dentro 
del  plazo  de  seis  meses,  no  ha  podido  infringir  las  disposiciones 
sobre  irrevocabilidad  de  los  contratos  y  de  las  donaciones.» 

Es  admisible  este  criterio.  Las  donaciones  intervivos  se  ri- 
gen, según  el  art.  621,  por  las  reglas  de  los  contratos.  Una  de 
éstas,  consagrada  en  el  art.  1. 155,  es  la  validez  de  las  condiciones 
lícitas  pactadas  por  los  contratantes. 

Por  consiguiente,  establecida  en  el  concurso  una  donación,  su- 
jeta á  una  condición  resolutoria,  cumplida  ésta  se  deshizo  aquélla. 

Las  obligaciones  no  puras  ó  simples  dependen  siempre  del 
cumplimiento  del  hecho  constitutivo  de  la  condicionalidad. 

*  «  * 

Sentencia  de  28  de  Enero  de  j8q8. — Añrma  la  diferenciación  en- 
tre las  donaciones  iníervivos  y  mortiscausa,  en  estos  términos; 

aj  La  donación  ntortis  causa  se  hace  por  causa  de  la  muerte  ó 
de  peligro  mortal,  sin  intención  ^t  perder  el  donante  Ir  cosa  ni  su 
libre  dispcsición  mientras  viva,  como  sucede  tn  las  disposiciones  tes- 
tamentarias. 

b)  7 al  es  el  concepto  de  la  donación  contenida  en  el  Derecho  Ro- 
mano y  de  Partida,  corroborada  por  el  art.  620  del  Código  civil. 

c)  Sc^ún  éste,  las  donaciones  que  se  rigen  por  las  reglen  de  la 
sucesión  son  las  que  producen  sus  efectos  por  muerte  del  donante. 
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d)  Donaciones  intervivos  son  las  que  se  hacen  sin  consideración 
al  momento  de  la  muerte,  por  mera  liberalidad  del  que  las  otorga  y 
merecimiento  del  que  las  recite,  aun  sin  entrega  de  presente  de  la  cosa 
ó  con  reserva  de  la  entrega  €post  mortem,t  cuyas  donaciones  son  irre- 
vocables, 

e)  Es  donación  intervivos  la  otorgada  en  una  escritura  de  ca- 
pitulaciones matrimoniales  á  favor  de  una  persona,  constituyéndole 
dote  para  después  de  los  días  del  donante,  ya  que  la  causa  de  ello 
fué  la  mera  liberalidad  y  deseo  de  megurar  el  sostenimiento  del 
matrimonio  de  la  donatario,  y  no  la  consideración  de  la  muerte  de 
la  donante  ó  peligro  de  ella, 

/)  La  doctrina  contenida  en  los  Fuero  Juzgo  y  Real  de  que  cuan- 
tío la  donación  es  perfecta,  surte  sus  efectos  aunque  la  cosa  perma- 
nezca en  poder  del  donante  y  muera  éste  sin  haberla  entregado. 


D)  Perfección  de  la  donación  (art.  623). — Ninguna  relación 
guarda  con  esta  materia  la  Sentencia  de  3  de  Junio  de  i8g8,  citán- 
dose aquí  porque  en  el  recurso  se  alegaron  como  infringidos  va- 
rios artículos  de  la  materia  de  donaciones. 

Prescindiendo  de  la  circunstancia  fundamental  para  la  no  ad- 
misión del  recurso  de  haberse  planteado  en  este  caso  cuestiones 
que  no  fueron  propuestas  ni  discutidas  en  el  pleito,  tampoco  pro- 
cedía la  casación  por  la  supuesta  infracción  de  los  artículos  623^ 
641,  642,  647  y  648. 

La  devolución  de  las  cantidades  consignadas  en  la  Caja  de 
empleados  de  una  Compañía  debe  regularse  por  los  reglamen- 
tos ó  estatutos  de  la  misma,  ley  especial  del  contrato. 

Los  preceptos  de  dichos  reglamentos  ó  estatutos  son  los  que 
deberían  de  haber  servido  de  base  en  la  demanda  para  la  entre- 
ga de  la  cantidad,  en  el  caso  de  que  estuviere  consignado  el  de- 
recho á  favor  de  los  empleados. 


«  «  * 

La  doctrina  de  las  sentencias  expuestas  sobre  actos  constitutivos 
de  donación,  se  sintetiza  en  estas  reglas: 

j/    Conforme  al  art,  618  del  Código,  para  reputar  donación  un 

84  ♦♦ 
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acio,  debe  contener  indispensablemente  el  requisito  de  la  gratuidad. 
(SenteDcia  de  5  de  Mayo  de  1896). 

2.*  La  renuncia  de  sus  derechos  sobre  unos  bienes  hecha  por  el 
dueño  de  ellos  en  el  acto  de  embctrgar  d  otra  persona^  sujetándolos 
voluntariamente  á  las  resultas  del  embargo,  no  contituye  donada, 
sino  un  contrato  oneroso  entre  renunciante  y  deuaor,  origen  de  obli- 
gaciones exigibles  d  éste,  mediante  el  ejercicio  de  las  acciones  corres- 
pondienUS'  (Sent.  de  ídem). 

j  •  No  es  donación  la  posposición  de  la  hipoteca  dotal,  consti- 
tuida sobre  una  finca  de  su  marido,  otorgada  por  una  mujer  casa- 
da en  beneficio  de  un  tercero  para  asegurar  un  préstamo  huho 
por  éste  d  aquél.  (Sentencia  de  27  de  Junio  de  1898). 

^.*  No  constituye  donación  la  cesión  de  una  participación  en  la 
propiedad  de  unas  minas,  si  se  hito  en  virtud  de  pacto,  con  el  fin 
utilitario,  común  á  ambas  partes,  de  tener  minas  propias  y  de  rea- 
las por  si,  y  por  los  servicios  que  hito  el  cesionario  con  motivo  de  su 
carrera  de  ingeniero.  (Sentencia  de  28  de  Junio  de  1898). 


II 
De  las  pet'sottas  que  pueden  hacer  ó  recibir  donaciones. 

(Artículof  630,  632  y  633.) 

A)  Aceptación  de  las  donaciones  (art.  630), — De  la  observan- 
cia de  la  literalidad  del  precepto  del  art.  630,  respecto  á  la  acep- 
tación de  una  donación  hecha  A  favor  del  Estado,  se  discutió  en 
la  Resolución  de  j8  de  Junio  de  i8g8.  El  registrador  sostenía  la  ne- 
cesidad de  un  poder  especial  otorgado  á  favor  del  funcionario 
que  en  nombre  del  Estado  compareció  á  otorgar  la  escritura  de 
aceptación;  mas  la  Dirección  opinó  en  contrario,  á  cuyo  criterio 
nos  adherimos. 

La  Administración  es  un  organismo,  y  cada  uno  de  sus  miem- 
bros, legítimamente  autorizado,  asume  la  representación  de 
aquél.  Impera  en  él,  como  acontece  en  el  Ministerio  Fiscal,  el 
principien  de  la  unidad,  y  así  como  un  ñscal,  sea  cualquiera  su  ca- 
tegoría, representa  en  el  ejercicio  de  su  cargo  la  totalidad  de  su 
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ministerio,  del  mismo  modo  un  funcionario  administrativo 
lleva  en  sí  la  integridad  de  su  respectivo  orden  administrati- 
vo. Por  eso  el  comisario  que  en  nombre  del  ministerio  de  la  Gue- 
rra, parte  del  organismo  del  Estado,  aceptó  la  donación,  pudo 
realizar  este  acto,  porque  en  realidad  quien  aceptó  fué  el  Estado. 


B)  Donación  de  cosa  mueble:  Aceptación  (art.  632). — Materia 
litigiosa  no  exenta  de  curiosidad  es  la  de  la  Sentencia  de  6  de  Oc- 
tubre de  i8qj. 

Discutióse  en  ella  acerca  de  la  validez  del  concepto  jurídico 
atinente  al  hecho  de  haber  apostado  dos  personas  50  pesetas  para 
una  cena,  extensiva  á  otras  asistentes  á  la  apuesta,  aceptada  por 
éstas,  y  cambiada  por  la  proposición  de  emplear  la  expresada 
suma  en  un  billete  de  la  lotería,  que  resultó  favorecido  con  un 
premio .  Los  terceros  á  la  apuesta  solicitaron  la  parte  proporcio- 
nal de  la  cantidad  correspondiente  al  premio,  negándose  á  ello 
uno  de  los  que  apostó,  aquél  en  cuyo  poder  existía  el  billete,  dic- 
tándose sentencias  conformes  favorables  á  los  primeros. 

Sostuvo  el  recurrente,  como  uno  de  los  motivos  de  casación, 
que  en  todo  caso  se  trataba  de  una  donación  de  cosa  mueble,  y 
que  no  habiendo  habido  entrega  simultánea  de  la  cosa,  ó,  á  falta 
de  este  requisito,  aceptación  por  escrito,  la  estipulación  era  nula. 
El  Tribunal  Supremo  no  lo  estimó  así,  declarando  que  no  hubo 
donación,  sino  una  estipulación  á  favor  de  tercero  exigible,  según 
el  párrafo  2.^  del  art.  1.2 17  del  Código. 

Es  indudable  lo  afirmado  por  el  Supremo  de  que  en  el  caso 
del  recurso  existía  una  estipulación  á  favor  de  terceros^  mas  ésto 
no  obsta  á  que  tal  estipulación  tenga  una  determinada  naturaleza; 
porque  tod©  acto  jui;ídico  ha  de  encarnar  en  alguno  de  los  con- 
ceptos establecidos  por  la  ley. 

Entre  las  dos  personas  que  apostaron  la  cantidad  medió  el 
contrato  aleatorio  de  juego  6  apuesta;  pero  en  el  hecho  de  hacer 
partícipes  á  otras  personas  de  la  resultancia  de  la  apuesta, 
consistente,  primero  en  una  cena,  y  después  y  definitivamente  en 
un  décimo  de  lotería,  se  encuentran  rasgos  y  caracteres  propios 
de  la  donación,  en  cuanto  una  persona  dispuso  gratuitamente  de 
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una  cosa  (ia  cantidad  que  pudiera  resultar  del  sorteo)  en  favor  de 
otros  que  aceptaron. 

cYo  tengo  un  décimo  y  de  él  hago  partícipe  á  los  presentes.» 
Esta  es  la  sustantividad  del  hecho,  la  cual  equivale  á  decir  cSi 
soy  favorecido  por  un  premio  percibirán  ustedes  ima  parte.> 
La  disposición  de  un  capital  propiedad  del  disponente  á  favor  de 
una  persona  por  mera  liberalidad  es  siempre  y  en  todo  caso  do- 
nación. 

Si  yo  digo  á  una  persona  cte  doy,  te  regalo  tal  cantidad  pro' 
cedente  de  un  premio  de  la  lotería,  con  el  que  he  sido  favorecido,> 
nadie  dudará  que  realizó  un  acto  donatorío.  Pues  lo  mismo  acon- 
tece en  el  caso  del  pleito,  en  cuanto  el  acto  del  recurrente  impli- 
caba el  reconocimiento  de  una  participación  en  el  billete  de  lote, 
ría,  una  disposición  gratuita  de  su  dueño  en  favor  de  los  demás, 
mediante  la  cual  se  hicieron  copropietarios  de  él,  ó  sea  una  do- 
nación, porque  éstos  adquirieron  el  derecho  al  premio  por  el  acto 
dispositivo  de  aquél. 

Y  no  se  hable  de  bienes  futuros  con  alusión  á  que  el  premio 
era  eventual,  estando  por  venir,  por  no  encajar  dentro  del  con- 
cepto que  de  ellos  ofrece  el  párrafo  2.®  del  art.  635.  El  objeto  dej 
acto  jurídico  fué  la  participación  en  el  billete  de  lotería  con  la 
consiguiente  opción  al  premio  en  su  caso,  y  el  billete,  título  repre- 
sentativo del  premio,  existía  en  el  momento  de  realizarse  el  acto, 
y,  por  tanto,  de  él  podía  disponer  su  poseedor. 


C)  Donación  de  cosa  inmueble  (art.  639). — Una  resolución  y  «na 
sentencia  conciernen  á  esta  materia. 

En  la  primera,  de  j  de  Diciembre,  de  J8g2,  debatióse  acerca  del 
alcance  y  significación  de  la  palabra  cargas  empleada  en  el  ar- 
tículo 639,  para  el  efecto  de  determinar  si  se  concretaba  á  las  rea- 
les ó  comprendía  también  á  las  personales.  La  Dirección  se  pro- 
nunció por  lo  primero. 

Para  evitar  repeticiones,  indicamos  aquí  el  estudio  de  dicha 
resolución  en  el  comentario  del  art.  633  (i),  donde  se  analiza  la 
doctrina  sentada  por  la  Dirección. 


(1 ;     Código  civil  concordado  y  comentado.  Temo  11,  »rt.  633. 
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La  Sentencia  es  de  fecha  12  de  Junio  de  i8g6. — Otorgada  ea  es- 
critura pública  una  donación  de  un  crédito  hipotecario,  en  la  que 
no  compareció  el  donatario,  ni  la  aceptó  con  posterioridad,  mue- 
ren éste  y  el  donante. 

Los  herederos  del  donatario  reclaman  el  crédito,  y  los  deman- 
dados se  oponen  al  pago  por  la  razón,  entre  otras,  de  no  haber 
sido  aceptada  la  donación,  requisito  indispensable  conforme  á 
los  artículos  618,  629,  630  y  633  del  Código;  el  Juzgado  y  la  Au- 
diencia así  lo  estiman;  pero  interpuesto  recurso  por  los  herede- 
ros del  donatario,  el  Supremo  casa  y  anula  la  sentencia  recurrida, 
fundándose  principalmente  en  la  ratificación  de  la  donación  he- 
cha por  la  única  y  universal  heredera  del  donante. 

Este  razonamiento  es  inadmisible.  £1  precepto  del  art.  633,  por 
lo  categórico  y  concluyente,  no  admite  otra  interpretación  que  la 
que  con  claridad  se  desprende  de  su  texto. 

A  tenor  del  art.  630,  el  donatario  debe,  so  pena  de  nulidad, 
aceptar  la  «donación  por  sí  ó  por  apoderado  en  forma.»  Con  res- 
pecto á  la  donación  de  inmuebles,  el  633  determina  textualmente 
que  «no  surtirá  efecto  si  no  se  hiciese  en  vida  del  donante, ^  Más 
rigor  y  mejor  expresión  en  la  ley,  no  pueden  encontrarse.  Es  así 
que  en  el  caso  de  la  sentencia  no  hubo  aceptación  en  vida  del 
donante;  luego  la  donación  no  pudo  surtir  efecto. 

La  ratificación  de  la  heredera  del  donante,  como  tal  heredera, 
no  podía  dar  á  la  donación  la  eficacia  de  que  carecía;  pues  bien 
claro  está,  por  las  razones  antedichas,  que  la  notificación  de  la 
aceptación  al  donante  es  personalísimo  de  éste,  en  cuanto  sólo 
puede  hacerse  viviendo  él.  Y  es  que  la  ley,  por  la  importancia  de 
la  donación  de  inmuebles,  busca  toda  clase  de  garantías,  y  por 
eso  exige  que  sea  en  escritura  publica  y  vivo,  repetimos ,  el  do- 
nante. 

Al  heredero  no  le  es  lícito  ratificar  una  donación  de  inmue- 
bles hecha  por  su  causante,  y  si  la  ratifica,  habrá  de  considerarse 
como  una  nueva  donación  de  bienes  que  son  ya  suyos,  en  favor 
del  donatario.  Completa  separación  entre  uno  y  otro  acto,  el  rea- 
lizado por  el  causante  perdió  su  virtualidad  desde  el  momento 
en  que  falleció  sin  haberse  hecho  la  aceptación.  Los  bienes 
donados  pasaron  á  poder  del  heredero,  y  la  llamada  ratificación 
del  extinguido  acto  de  liberalidad  deberá  estimarse,  según  que- 
da manifestado,  como  una  disposición  de  sus  bienes  por  el  due- 
ño actual  de  ellos. 
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En  los  contratos  bilaterales,  las  partes  ó  sus  herederos  pueden 
ratificar  el  que  adoleció  de  un  defecto,  en  los  unilaterales  como 
la  donación,  siendo  la  aceptación  una  formalidad  tiene  que  ser  eje- 
cutada por  el  designado  por  la  ley. 

Y  no  se  hable,  según  lo  hace  la  sentencia  de  renuncia 
de  derechos,  porque  éstos  podrán  ó  no  renunciarse;  pero  no 
pueden  remitirse  ó  perdonarse  las  solemnidades  establecidas 
por  la  ley  para  determinados  actos  jurídicos.  Ante  el  terminante 
precepto  del  art.  633  del  Código,  no  es  lícito  hablar  de  renuncia 
de  facultades,  porque  la  llamada  renuncia  es  simplemente  una 
inobservancia  de  lo  dispuesto  en  la  ley. 


«  «  * 

Reglas  doctrinales  relativas  á  la  aceptación  de  la  donación  y  á 
la  donación  de  bienes  muebles  i  inmuebles. 

a)  La  palabra  cargas^  empleada  en  el  arL  6^  del  Código^  se 
contrae  á  las  reales ,  esto  es,  d  los  derechos  que  pueden  afectar  á  hs 
inmuebles.  (Res.  de  3  de  Diciembre  de  1892.) 

La  obligación  de  suministrar  alimentos  el  donatario  al  donante  y 
la  de  pagarle  al  fallecimiento  de  éste  el  funeral,  consignadas  en  una 
escritura  de  donación,  son  personales,  no  alcanzándoles  la  prescrip- 
ción del  art,  ójj  en  cuanto  el  requisito  de  la  determincLción  de  su  va- 
lor. (Res.  ídem.) 

b)  La  acción  derivada  de  una  apuesta  en  favor  de  terceros  no  se 
origina  de  una  liberalidad  ó  donación,  siendo  inaplicable,  por  tanto, 
el  art,  6j2,  (Sentencia  de  6  de  Octubre  de  1893.) 

c)  Leu  formalidades  relativas  á  la  aceptcuión  de  la  doneuiónpor 
el  donatario  y  su  notificación  al  donante,  están  establecidas  en  favor 
de  éste  y  sus  causahabientes,  por  lo  cual  pueden  considerctrse  cumplí- 
das,  aunque  en  realidad  no  lo  hayan  sido,  cuando  el  donante  y  sus 
herederos  sancionan  lo  hecho  y  renuncian  á  ejercitar  los  derechos 
que  les  asisten.  (Sentencia  de  12  de  Junio  de  1896.) 

Conforme  á  esto,  es  válida  una  donación,  que  si  bien  no  fué  acep- 
tada por  el  donatario  en  vida  del  donante,  fué  ratificada  por  su 
única  y  universal  heredera.  (S.  ídem.) 

d)  Es  inaplicable  el  art,  620  á  una  donación  hecha  por  pctrücu- 
lares  á  favor  del  Estado,  aceptada  por  un  comisario  de  Guerra  en 
representación  de  aquél,  porque  no  compareció  con  el  carácter  de 


Digitized  by  VjOOQIC 


ABT.  656)  DB  LA  DONACIÓN  535 

ntandatario,  sino  con  el  de  representante  legitimo  del  Estado  como 
funcionario  público  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  (Res.  de  i8  de  Julio 
de  1898.) 


III 
Efectos  y  limitaciones  de  las  donaciones. 

(Artículos  634  y  641.) 

j4J  /Reserva  por  el  donatario  de  medios  de  vida  suficientes 
(art,  634).— De  este  punto,  propio  del  art.  634,  en  relación  con 
el  636  y  el  654,  se  ocupa  la  Resolución  de  2J  de  Agosto  de  i8gj, 
afirmativa  de  que  la  justificación  de  la  reserva  mencionada  sólo 
compete  á  los  Tribunales  de  justicia,  declarando,  por  tanto,  ins- 
cribible una  escritura  de  donación  en  que  el  donante  consigna  la 
manifestación  de  tal  reserva,  contra  la  nota  del  registrador  que  la 
denegó  por  estimar  que  debió  verificarse  previamente  tal  justifi* 
cación. 

La  resolución  fué  examinada  en  el  comentario  de  los  artícu- 
los 634,  635  y  636,  ratificándonos  ahora  en  lo  antes  expuesto  (i). 


B)  Reversión  de  donación  (art.  641). — La  no  infracción  de  este 
artículo  es  proclamada  en  Sentencia  de  30  de  Abril  de  i8g8,  con 
motivo  de  la  reclamación  de  un  empleado  de  una  Compañía  de 
ferrocarriles  sobre  abono  de  sueldos  y  de  daños  y  perjuicios  por 
haber  sido  despedido. 

En  el  recurso  sostuvo  el  demandante  la  infracción  del  artícu- 
lo 641  del  Código,  en  cuanto  la  sentencia  admitía  que  el  importe 
de  la  cuenta  individual  del  recurrente  en  la  Caja  de  j>re visión  de 
los  empleados,  formada  por  donaciones  sucesivas  y  perfecciona- 
das durante  varios  años,  volviera  á  la  Caja  para  repartirse  entre 
los  demás  empleados,  en  vez  de  entregarse  al  recurrente;  el  Tribu- 
nal Supremo  fundó  su  negativa  á  esta  parte  del  recurso  en  el  ar- 
ticulo 12  del  Reglamento  de  la  Caja,  de  donde  se  desprende  que. 


(1}     Cóáxgo  civil  comentado  y  concordado.  Tomo  11. 
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en  efecto,  no  se  trata  propiamente  de  donación,  sino  de  la  inter- 
pretación de  un  precepto  reglamentario,  á  cuyo  tenor  había  de  es- 
tarse en  lo  referente  al  percibo  de  las  cantidades  aportadas  por 
cada  empleado. 

REGLAS  DOCTRINALES 

a)  Los  aríUuhs  6j4  y  ójó  delimiian  lafaculkti  de  donar ^  sien- 
do válida  toda  donación  en  cuanto  se  contiene  dentro  de  dichos  pre^^ 
ceptos,  y  anuladle  ó  reducible  en  cuanto  de  ellos  excede,  (Res.  de  21  de 
Agosto  de  1893.) 

La  donación  de  todos  ó  parte  de  los  bienes  surte  sus  efectos  en 
tanto  no  se  pruebe  que  á  virtud  de  ella  no  quedó  al  donante  lo  nece» 
sario  para  vivir  según  sus  circunstancias.  (Res.  ídem.) 

No  corresponde  esta  prueba  al  notario,  sino  d  los  Tribunales  en 
el  Juicio  correspondiente,  y  d  Ínstemela  de  los  que  tengan  derecho  para 
ello.  (Res.  ídem.) 

Es  por  tanto  inscribible  la  escritura  de  donación  de  un  inmueble 
con  la  mera  manifestación  de  la  donante  de  reservarse  en  plena  pr^^ 
piedad  lo  necesario  pcnra  vivir  según  su  estado,  sin  exceder  tcunpacp 
de  la  cantidad  disponible  por  testamento.  (Res.  ídem.) 

b)  El  abono  de  cantidades  como  beneficios  anuales  en  la  cuenta 
particular  de  cada  participe  por  la  Caja  de  previsión  fundada  por 
una  Compañía  de  ferrocarriles  d  favor  de  sus  empleados,  no  consti» 
luye  por  si  solo  una  donación  en  beneficio  de  cada  uno  de  ellos,  ni  es 
por  tanto  susceptible  de  reversión.  (S.  de  30  de  Abril  de  1898.) 


IV 
Repocación  y  reducción  de  las  donaciones. 

(Artícttloi  645  y  654.) 

Revocación  de  donación  por  superveniencia  de  hijos.  Enajenación 
de  la  nuda  propiedad  de  finca  donada  (art.  645).  —Dispone  este 
precepto  que  rescindida  la  donación  por  tal  causa  se  devolverán 
los  mismos  bienes  donados,  ó  su  valor  si  el  donatario  los  hobierm 
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vendido,  y  de  la  aplicación  de  aquél  se  trata  en  la  Resolución  de 
Jj  de  Mayo  de  J8g6. 

Fué  el  caso  de  ella  una  escritura  de  donación  de  inmueble 
hecha  por  una  hija  á  su  madre.  Casa  después  la  hija,  le  sobrevie- 
ne un  hijo,  y  revoca  la  donación;  pero  la  madre  había  enajenado 
la  nuda  propiedad  de  la  ñnca  donada,  y  el  Registrador  deniega 
la  inscripción,  por  entender  ser  obstáculo  á  ella  el  constar  ins- 
crita dicha  ñnca  á  nombre  de  persona  distinta  de  la  donataria. 

La  Dirección  disiente  de  la  nota  del  registrador,  establecien- 
do, en  nuestro  juicio,  sana  doctrina  jurídica. 

Dado  que  en  el  caso  de  la  resolución  s¿lo  había  enajenado 
la  donante  la  nuda  propiedad  y  reservádose  el  usufructo,  á  éste  ha 
de  aplicarse  la  regla  del  art.  645,  inscribiéndose  á  favor  de  la  do- 
nante con  derecho  al  precio  por  el  valor  de  la  nuda  propiedad. 

Dicho  precepto  prevé  el  caso  de  la  venta  de  la  integridad  de 
los  bienes  donados,  no  el  de  su  desmembración,  el  cual  regula 
con  acierto  la  resolución  examinada  estableciendo  la  oportuna 
diferencia  en  cuanto  á  la  restitución  en  favor  del  donador. 

Las  reglas  doctrinales  de  la  resolución  son  las  siguientes: 

El  ari,  64S,  referente  á  los  efectos  de  la  revocación  por  superve- 
niencia de  hijos,  establece  la  regla  general  de  la  restitución  al  do- 
nante de  los  bienes  donados,  y  la  excepción  de  la  entrega  de  su  valor, 
si  se  hubieran  vendido. 

La  excepción  del  art,  645  del  Código  tiene  por  objeto  que  la  re- 
vocación no  altere  el  estado  de  derecho  adquirido  por  el  comprador 
de  bienes  donados  con  relación  á  estos  bienes. 

Si  un  donatario  no  vende  el  pleno  dominio  de  los  bienes  donados, 
reservándose  algunos  de  los  derechos  que  lo  constituyen,  es  aplicable 
la  regla  general  d  lo  que  no  fué  objeto  de  venta  y  la  excepción  á  lo 
enajenado. 

Por  consiguiente,  revocada  por  superveniencia  de  hijos  la  dona» 
ción  hecha  por  una  hija  á  su  madre,  habiendo  enajenado  ésta  la 
nuda  propiedcul  y  reservándose  el  usufructo,  es  inscribible  la  escri- 
tura Je  revocación  en  cuanto  afecta  al  usufructo  de  la  finca  donada. 
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7  pesetas  en  Madrid,  7,50  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  8. 

TOMO  Vn.^Artículos  384  á  429: 
Deslinde  y  amojonamiento. — Del  dere- 
cho de  cerrar  las  fincas  rústicas. — De  los 
edificios  ruinosos  y  de  los  árboles  que 
amenazan  c&erse. — Comunidad  de  bie- 
nes. —Aguas. —Minas. — Propiedad  inte- 
lectual. 

7  pesetas  en  Madrid,  7,50  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  8. 

TOMO  VllL-^Artículos  430  á  466: 
Posesión.  De  la  posesión  y  sus  especies. — 
Adquisición  de  la  posesión. — Efectos  de 
la  posesión. 

10  pesetas  en  Madrid,  10,50  en  pro- 
vincias, y  Unión  Postal,  II. 

TOMO  IX.— Artículos  467  áS29:  Usu- 
fructo. Derechos  y  obligaciones  del  usu- 
fructuario.— Modos  de  extinguirse  el 
usufrucfo.  — Del  uso  y  de  la  habitación. 

4  pesetas  en  Madrid,  4,50  en  provin 
cias,  y  Unión  Postal,  5. 

TOMO  X.^ Artículos  S30  á  608:  Ser- 
vidumbres legales.— Servidumbres  vo- 
luntarias.— Del  Registro  de  la  propiedad. 

8  pesetas  en  Madrid,  8,50  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  9. 

TOMO  Xl.-- Artículos  609  á  6^6:  Di- 
ferentes modos  de  adquirir  la  propie- 
dad.— Ocupación.  Donación. 

8  pesetas  en  Madrid,  8,50  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  9. 


Digitized  by 


Google 


TOMO  \U,--ArticHhs  (^S7  ^  743' 
De  las  sucetioDes  en  general.  De  loe  tes- 
tamentos comunes. — De  los  testamentos 
etpeciales. — Revocación  é  inefícacia  de 
los  testamentos. 

9  pesetas  en  Madrid,  9,50  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  10. 

TOMO  yAW,— Artículos  744  d  Sos: 
De  la  herencia:  De  la  capacidad  para  su 
ceder  por  testamento  y  sin  él.  — De  la 
institución  de  heredero. — De  la  sustitu- 
ción.— De  las  instituciones  condicionales 
ó  a  término. 

8  pesetas  en  Madrid,  8,50  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  9. 

TOMO  Xiy,^ArtícuUs  8oó  á  Ss?: 
Legítimas.  —  Mejoras.  —  Derechos  del 
cónyuge  viudo. — Derechos  de  los  hi- 
jos ikcittnos. — Desheredación. 

12  pesetas  en  Madrid,  12.50  en  pro- 
vincias, y  Unión  Postal,  ¡3. 

TOMO  XV.—  Artículos  S^S  á  gti: 
Mandas  y  legados. — Albaceas  ó  testa- 
mentarios. 

6,60  pesetas  en  Madrid,  7  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  7,50. 

TOMO  W\.^ Articulas  gi2   á    967: 


Sucesión  intestada. —  Precauciones  que 
deben  adoptarse  cuando  la  viuda  quede 
en  cinta. 

7  pesetas  en  Madrid,  7,60  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  8. 

TOMO  y^SW.^Artindot  g68  á  1^34: 
Bienes  sujetos  á  reserva. — Derecho  de 
acrecer. — Aceptación  y  repudiación  de 
la  herencia  — Beneficio  de  inventario  y 
derecho  de  deliberar. 

8  pesetas  en  Madrid,  8,60  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  9. 

PRIMER  TOMO  APÉNDICE.-Re- 
glas  y  modelos  para  la  redacción  de  las 
actas  del  Consejo  de  familia. — Observa- 
ciones pertinentes  á  las  mismas. — Tra- 
mitación de  las  alzadas  contra  los  acner* 
dos  del  Consejo. 

6  pesetas  en  Madrid,  5.60  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  8. 

SEGUNDO  TOMO  APÉNDICE.— 
Principios  generales  del  derecho  óyiX. 
I.  Principios  de  derecho  sustantivo.— II. 
Principios  de  derecho  adjetivo. 

5  pesetas  en  Madrid,  5,60  en  provin- 
cias, y  Unión  Postal,  6. 


Precio  de  los  tomos  publicados:  1.*"  al  17  y  2  apéndices. 


Madrid. 


Provincias. 


Rustica 

Tela 

Pasta  española. 


131,50 

150.50 
155.00 


141 
160 
16475 


BIBLIOTECA  JÜRIDICO-PROFESIONAL 


Tratado  de  Arquítectnra  legal. 

— M.  Martínez  Ángel,  arquitecto,  y 
R.  Oyuelos,  abt  gado.— Dos  tomos  en 
4.*^,  de  I  367  paginas,  20  íceselas. 

Suplemento  al  Tratado  de  Ar- 
quitectura legal.— 7,50  peitetns. 

Legislación  de  Medicina. —  K. 
Oyuelos.— Un  volumen  en  4.**,  de 
1.390  piginas,  15  pesetas. 


lefflelación    de   Farmacia.  —  R. 

Oyuelos. — Un  volumen  en  4.**  de  565 

páginas,  6  pesetas. 
Legislación  mercantil.— A.   Osso- 

rio  y  Gallardo.— Un   volumen  en  4.*' 

de  664  páj^ioas,  8  pesetas. 
Legislación  fabril  é  Indnatriai. 

— J.  Sasselli.^Un  volumen  eo    4/*  de 

306  páginas,  4  pesetas. 


BIBLIOTECA  SC^YOLA 


Sección  de  ciencias  sociales. 
Viazzi.—  La  lucba  de  sexos. — Tra- 

ducción  direcla  del  ori^nual  ¡taliauo, 
preparado  i)or  el  nutor  jjara  la  edición 
esi)añola,  por  D.  C  t>nstaiicio  Üeraaldo 
de  Quirós. 


Sección  jurídica. 

Legislación  del  trabajo,  por  Ri- 
cardo Oyuelos. 


Prúxinia.s  aml)as  á  publicarse. 
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LEGISLACIÓN  ESPAÑOLA 
DERECHO  -  JURISPBDDENCIA  -  POLfRCA  -  ECONOIJA  -  SOCIOUHSU 

ormNA-^:  SAN  IfOQIlE,  IS.-MAIIRID 


SENTEHCIAS  T  RESPUESTAS 

JUlilSPRUDENClA  DEL  CÓDIGO  CIVIL 

EXPUESTA  Y  COHEHTADA 

t*OR 

Q.    MUCIUS   SCi^VOLA 

Stí  vonile  e8tti  lomo  «  n  Us  Oftetniís  úc  t»  l^f^^iMlaeióii  ErtfiaSola  y 

en  ]&&  i>riiiL'¡jmlrs  librcriíis  ul  precio  do  S  (ii^setas  eti  Madrid,  í^fiO 
Olí  ptraviucías  y  ft  uu  [üs  ^4istís  de  lii  Unión  Potital* 

EN   PRENSA 

CÓIDIOO     OIITIIj 

COKENTAIK]'  Y  C0HCORÜADO 

ron 

(¿.    MUCIUS  SCiEVOLA 


EN      RRENSA 

TOMO  XVIIl 

Colación.—  ParHciiHi.-  E^todíoí»  prilttica»  soUit  ti  cnadern» 
parlieloiial:  Ke^laf^ }  uiodelfm  para  an  fornación. 


MADRlD.^lmpreuCa  d«  Elcmrdo  RoJah,  OHmpomftcti,  S.-Tiléloao  SIS. 
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